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- CONSTITUCIÓN DE LA IGLESIA 
Y DE LAS IGLESIAS NO CATÓLICAS 


CAPÍDTUIEOST 


EL PAPADO, EL APOSTOLADO Y EL EPISCOPADO 


Constituida la Iglesia por Jesucristo, sociedad perfecta, inde- 
pendiente y dotada de todos los poderes y atribuciones necesa- 
rios cuales corresponden a la existencia, conservación y propa- 
gación de una institución divina, réstanos investigar en ella. el 
sujeto de la potestad o del gobierno eclesiástico, elemento esen- 
cial e indispensable en toda sociedad. 

La Iglesia no es simplemente una sociedad humana por estar 
formada de hombres; es también divina por su origen, espiri- 
tual y sobrenatural por su fin y sus medios y necesaria al género 


humano para la consecución de su destino final y eterno. Por 


esto no nos es dado estudiar su régimen y gobierno como en las 
sociedades necesarias y voluntarias; este método sería erróneo 
y jamás nos daría a conocer la forma verdadera del régimen ecle- 
siástico; debemos en el fin propuesto inquirir con diligencia y 
esmero si Jesucristo asignó a la obra capital de su redención una 
forma de gobierno estable y permanente y si designó el sujeto 
en quien había de residir la potestad suprema. Si existió esa 
designación—y que existió, lo probaremos evidentemente—la or- 
ganización esencial de la Iglesia, su constitución fundamental, 
en nada dependen de los hombres, sino de la voluntad de Aquél 
de quien exclusivamente es deudora de su existencia y prerro- 
gativas. Luego únicamente residirá la soberanía de la Iglesia en 
el sujeto en quien delegó Dios sus poderes. 

Es completamente inútil detenernos en investigaciones acerca 
de la forma de régimen más aceptable para la Iglesia; este cri- 
terio puramente racional no sería de ningún resultado práctico; 
el método a seguir en el análisis de aquella forma es puramente 
positivo y consiste en indagar la voluntad expresa de Jesucristo 
en la elección y designación del sujeto de la potestad eclesiástica. 
La Sagrada Escritura, los Santos Padres, los concilios, las dis- 
posiciones de la Iglesia y las enseñanzas de sus pontífices nos 
guiarán con dirección segura en este estudio. 

Podemos afirmar a priori ser perfectísima la constitución de 
la Iglesia, dados su fin e índole, por ser obra inmediata y perso- 
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nal E Dios: y las obras de Dios son perfectas con perfectibilidad 
intrínseca. Gravísimo error sería disertar acerca de si pudo Dios 
constituir la Iglesia según diverso plan divino, en esta o en la 
otra forma; este criterio sería verdaderamente racionalista y 
supondría el loco intento de rectificar la obra de Dios; la cons- 
titución de la Iglesia es un hecho divino y en él y O. en 
él hemos de examinarla detenidamente. En esta materia hay un 
solo criterio: el teológico. 

En este y en los siguientes capítulos estudiaremos la organi- 
zación de la Iglesia tal cual fué dispuesta por Jesucristo y no la 
organización accidental sobreañadida más tarde por la autoridad 
de los Sumos Pontífices y de la cual. habla el derecho canónico . 
al referirse a la potestad de los patriarcas, primados, exarcas, 


- metropolitanos y concilios. 


Sl 


GRADOS JERÁRQUICOS POR DERECHO DIVINO 


899. Jerarquía eclesiástica.—900. Doble jerarquía de orden y juris- 
dicción.—901. Grados jerárquicos del orden por institución divina.— 
902. Ordenes inferiores de institución eclesiástica.—903. Los Após- 
toles de acuerdo con la doctrina de Jesucristo instituyeron el pres- 
biterado.—904. Los presbíteros son impropiamente sucesores de los 
setenta y dos discípulos.—905. El diaconado y el presbiterado, de ins- 
titución apostólica: su misión en los primeros siglos.—906. La jerar- 
quía de orden es inamisible, no así la de jurisdicción.—907. Uni- 
camente los Apóstoles poseen en propiedad, pero de un modo des- 
igual, la potestad de jurisdicción. 


899. Hemos dicho en otro lugar—núms. 527 y sigs.—ser 
orgánica la estructura de la Iglesia por su materia, como resul- 
tado de partes no homogéneas, sino heterogéneas y hemos tam- 
bién afirmado ser diferentes los derechos de los miembros de 
la Iglesta por serlo también sus atribuciones; razón por la cual 
calificamos de desigual —núms. 17 y 42—la sociedad espiritual 
fundada por Jesucristo. La Iglesia está formada por dos ele- 
mentos distintos, uno superior—los clérigos—que imprime el 
movimiento al cuerpo social y otro inferior—los laicos —que lo 
recibe, vale decir, una autoridad y una multitud.—núms. 536 


; y 31. 


La jerarquía, del griego legos y ESAS: sagrado—es un 
principado o magistratura espiritual compuesta de diversos ór- 
denes de ministros subordinados unos a otros e instituídos para 
el servicio y gobierno de la Iglesia (1) y consiste en el número 


(1) Bourx. De princip. ir. can. pars. 1V, cap. II. 
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$ 


y diferencia de chos grados cuya armónica disposición for- 
ma el principado sagrado (1). 


900. Hay una doble jerarquía: a) la jerarquía o poder del 


orden; b) la jerarquía o poder de jurisdicción. La primera se 
relaciona íntimamente con la administración de los sacramen- 
tos y sacramentales; la segunda, con el gobierno de la Iglesia. 
- <Hay, dice Santo Tomás, una doble potestad espiritual, sacra- 
mental la una y jurisdiccional, la otra. La potestad sacramental 
se confiere por la consagración...; la jurisdiccional, por la sim- 
ple inyunción del hombre (2)». 

901. En el orden son tres los grados de institución divina; 
el diaconado, el sacerdocio menor o presbiterado y el sacerdocio 


completo o el episcopado. «Si alguno dijere que no existe en ON 


Iglesia católica una jerarquía instituida por ordenación divina — 
y la cual está formada por obispos, presbíteros y ministros, sea 
anatema (3).» seid 

Los obispos poseen la plenitud del sacerdocio. Superiores a 
los presbíteros tienen por derecho divino el poder de administrar 
y celebrar la Confirmación y el Orden. «Si alguno dijere que 
los obispos no son superiores a los presbíteros o que no tienen 
la potestad de confirmar y ordenar o que la que tienen, les es 
común con los presbíteros y que los órdenes por ellos conferi- 
dos sin el consentimiento o vocación del pueblo o de la potestad 
secular, son írritos o los que no han sido debidamente ordena- 
dos ni enviados por potestad eclesiástica o canónica, sino que 
- vienen de otra parte, son ministros legítimos de la predicación 
y sacramentos, sea anatema (4).» 

902. Además de estos tres grados de origen divino, hay 
otros órdenes de institución eclesiástica, según el común sentir 
de los teólogos. «Si alguien dijere que no existen en la Iglesia 
católica además del sacerdocio otros órdenes mayores o me- 
nores por los cuales como por ciertos grados se asciende al sa- 
cerdocio, sea anatema (5).» Entre esos órdenes de institución 
eclesiástica está en primer lugar el subdiaconado llamado por 
la Iglesia latina en su actual disciplina mayor o sagrado porque 
obliga a quien lo recibe, al celibato, le consagra irrevocablemen- 
te al servicio divino y le declara apto para ser elegido obispo. 
Hay aun en la lelesia cuatro órdenes menores, a saber: acol:- 
tado, exorcitado, lectorado y osttarado y se denominan menores 
a causa del poco poder que confieren y porque puede retornar 


(1) De CamiLtis. Ínst. can., pars. 1, cap. 1. 

(2) Divus ThmHomas. Summ. Theolog., 1.* 2ae. quaest. XXXIX, au 3 
(3) Conc. Trident., sess. XXIII, cap. 6. 

(4) Ibidem, sess. XXIIH, cap. 7 

(5) Ibidem, sess. XXIITI, can. 2. 
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a la vida secular quien los recibe, En último lugar encontramos 
la tomsura que no confiere ningún poder especial en la Iglesia; 
es una simple ceremonia de carácter eclesiástico, una prepara- 
ción, una especie de candidatura, una aspiración a las sagradas 
¿tenes (1). 

903. A pesar de haber afirmado ser tres los órdenes jerár- 
quicos de derecho divino, hemos de observar que el presbiterado 
considerado como Sepaiado del episcopado, fué establecido por 
los Apóstoles, pero de acuerdo con la doctrina de Jesucristo. 
El Salvador no ordenó más presbíteros que aquellos a quienes 
consagró obispos, es decir, a los Apóstoles, pues con estas pa- 
labras pronunciadas en la última cena: «Haced esto en memo-. 
ria de má», ha dado la potestad de consagrar y ordenar a otros. 


Se 904. Unicamente se dice de una manera impropia ser los 


presbíteros sucesores de los setenta y dos discípulos, porque a 
éstos como coadjutores inferiores a los Apóstoles, Jesucristo 
los enviaba delante a predicar en los lugares donde El con los 
Apóstoles había de llegar; de aquí que representasen a los pres- 
bíteros, porque así como estos son coadjutores de los obispos, 
así lo fueron los discípulos de los Apóstoles. La misión de los 
discípulos fué temporal y parece haber sido algunos de ellos 
elegidos por los Apóstoles para el diaconado y esto prueba no 
haber sido presbíiteros. i 

905. Los diáconos fueron inmediatamente ordenados por 
los Apóstoles, pero en virtud de las instrucciones recibidas de 
Jesucristo. La misión de los diáconos en los primeros siglos de 
la Iglesia, fué de gran importancia y muy considerables, las fun- 
ciones de su orden. He aquí como las describe el gran canonís- 
ta Phillips: «Cristo ha dado a los obispos la unidad de mando; 
pero siéndoles imposible desempeñarlo todo por sí mismos, aso- 
ciaron a su poder sacerdotes y diáconos; a los primeros les de- 
legaron el gobierno interior del santuario; a los segundos, las 
funciones del santo ministerio, principalmente, el cuidado de 
los pobres y de los enfermos, la protección de las viudas y de 
los huérfanos, la administración de los bienes temporales de la 
Iglesia, la asistencia de los extranjeros y de los cristianos cau- 
tivos y destinados al martirio. Mientras el uso antiguo de la 
Iglesia nos muestra al sacerdote encerrado en el sagrado re- 
cinto de la casa del Señor, vemos por el contrario al diácono 
en contacto con el pueblo y unido más de cerca a su vida y a 
sus intereses temporales. Conforme a este mismo uso los diá- 
conos son los mantenedores en las asambleas del pueblo, en el 
lugar santo, del orden prescrito por los reglamentos; y como 


(1) Catechismus Conc. Trident. De sacra ordinatione. $ 3. 
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ordena la ley que nada impuro se acerque al altar, velan los 
diáconos por alejar de él a cuantos no han sido bautizados lo 
mismo que a los posesos y pecadores escandalosos. 


»Conjuran los diáconos a los espíritus malignos por la im- 


posición de manos; y si bien seguramente no tienen el dere- 
cho de perdonar ni de retener los pecados, ejercen exterior y 
simbólicamente el poder de las llaves. Son en efecto, los diá- 
conos quienes abren las puertas de la iglesia y quienes después 
de haber leído desde lo alto de la tribuna de la iglesia la pa- 
labra de Dios revelada por los profetas, los Apóstoles y Evan- 
gelistas, hacen salir del templo en el momento de empezar el 
sacrificio, a todos los que aun no han sido purificados por la 
unción bautismal; y cuando han vuelto a cerrar las puertas del 


santuario a las almas todavía novicias en la fe, van pidiendo 


por ellas, a recoger las ofrendas de los fieles y a depositarlas 
sobre el altar. Ellos proclaman en seguida el nombre de los 
fundadores de legados piadosos y leen los dípticos de los vivos 
y de los muertos. 

»Encargados de algún mado de la dirección exterior del cul- 
to, examinan ligera y rápidamente los rangos de la asamblea, 
cuidan de que cada cual asista con recogimiento al santo sacri- 
ficio cuya marcha o desenvolvimiento ascendente indican o por 
aclamación o por signos y de su boca se deja oir en el momen- 
to de la consagración el grito: Sursum corda; después cuando 
el obispo lo ordena, distribuyen entre los fieles las especies et- 


-— carísticas, especialmente la comunión del cáliz o bien cuando 


el obispo o sacerdote cumplen por sí mismos esta augusta fun- 
ción, los acompañan a la sagrada mesa, sosteniendo la patena 
bajo la barba durante la distribución del cuerpo sagrado y les 
presentan el pequeño tubo para la recepción de la preciosa 
sangre. 

>Terminado el Mificia después de haber sido bendecido el 
pueblo por el sacerdote, los diáconos le advierten que se retire 
dándole el saludo de paz y se colocan de nuevo junto a las 
puertas del templo para velar a la salida de los fieles por el 
mantenimiento del orden y de la decencia. 

»Se ha dicho de los diáconos ser los ojos de los obispos, pero 
también son los ojos del pueblo, los testigos inmediatos de la 
conducta de los pastores y de la grey. No debe el obispo jamás 
menos que ningún otro clérigo, estar solo; le está ordenado 
tener siempre ante él vigilantes o celadores que puedan dar tes- 
timonio de su vida y de sus actos y estos celadores son los diá- 
conos. Tales son las funciones del diaconado para cón el pue- 
blo; otras se relacionan inmediatamente con el sacrificio; al 
diácono pertenece proveer materialmente a la celebración de 
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- los fieles y su infalibilidad.—909. Doble alusión de Jesucristo al ase- 


los divinos misterios, preparando el altar según las disposicio- 
nes litúrgicas y colocando en él el cáliz, la patena y todos los 
otros vasos sagfados. Deben en seguida revestir al celebrante 
de los ornamentos sacerdotales y conducirle al altar con hacho- 
nes encendidos, no para disipar las tinieblas de la noche, por- 
que en el momento del sacrificio el sol brilla ya con toda su cla- 
ridad, sino para simbolizar la luz eterna que alumbra al mundo 
entero: asisten al celebrante durante la consagración y la ofer- 
ta de la hostia sin mancha; le presentan el vaso y el agua para 
el lavado de las manos, ceremonia emblemática de la pureza 
interior; le ofrecen el pan y el vino en el momento de la con- 
sagración, acompañan con el canto de los salmos los ritos mis- 
teriosos del sacrificio, y cuando está terminado, acompañan al 
celebrante desde el altar con el ceremonial que habían obser- 
vado para conducirle a él (1).» 

906. La jerarquía del orden se liga íntimamente con el ca- 
rácter sacramental y es inamisible; pero en tanto será lícito su 
ejercicio en cuanto está sometido o subordinado a la potestad 
de jurisdicción—núm. 565—; la jerarquía de jurisdicción va 
esencialmente unida a una misión legítima y se, puede perder. 
El Papa pierde únicamente su jurisdicción por renuncia. 

907. Los presbíteros y los diáconos poseen en propiedad la 
potestad de orden, pero carecen de la potestad props de juris- 
dicción; pertenecen a la jerarquía de orden, pero no a la de 
jurisdicción. Estamos hablando de los grados jerárquicos de la 
jurisdicción instituidos por derecho divino. La potestad de ju- 
risdicción fué exclusivamente conferida a los Apóstoles, pero 
de un modo desigual, vale decir, de una manera a los Apósto- 
les y de otra, a Pedro. De aquí ser únicamente dos los grados 
de jurisdicción de institución divina: la jurisdicción suprema 
residente en el Romano Pontífice como sucesor de San Pedro 
y la jurisdicción episcopal subsistente en los obispos como su- 
cesores de los Apóstoles. «Se ha de decir, escribe Santi, ser 
tan solo dos los grados de jurisdicción instituídos por dere- 
cho divino, a saber: la jurisdicción primacial y la episcopal que 
reside en los obispos como sucesores de los Apóstoles (2).» 


S Il 


AUTORIDAD DE SAN PEDRO 


908. Jurisdicción de Pedro sobre todas las iglesias y sobre todos 


(1) Phuriies. Obra citada, tom. I, págs. 244 y sigs. 
(2) Santi Praelect. iur. can. lib. 1, tit. XXXI, n. 16. 


gurar la indefectibilidad de la Iglesia y prometer a Pedro las llaves h 


del reino de los cielos.—910. Las llaves como emblema de autori- 
dad en los tiempos antiguos.—911. El mismo significado en el An- 
tiguo y Nuevo Testamento.—912. El poder supremo de las llaves 
exclusivamente propio de San Pedro; poder subordinado de los 
otros Apóstoles.—913. Los Santos Didtes confirman. esta verdad. 
—914. Sentido en que afirman los Santos Padres estar el poder de 
las llaves en la Iglesia.—915. La fe inquebrantable de Pedro como 
pastor supremo confirmará la de sus hermanos en el apostolado.— 
916. Jesucristo confiere a Pedro de un modo solemne el gobierno 
de la Iglesia ordenándole apacentar sus corderos y sus ovejas.— 
917. La palabra apacentar sinónima de gobernar.—918, Universali- 
dad del pastorado de Pedro, 


908. Jesucristo confirió a San Pedro potestad ordinaria, 


plena, universal, suprema e independiente sobre todos los otros 


Apóstoles y las iglesias por éstos fundadas como pastores de la 
única Iglesia de Cristo cuyo centro de unidad era Pedro. Los 
bautizados por los Apóstoles fueron incorporados a esta Igle- 
sia una y única y constituidos en súbditos del vicario de Cris- 
to; sólo pertenecen a la Iglesia los adheridos a ese centro de 
unidad. En Pedro y sus sucesores radica el primado de jurisdic- 
ción sobre toda la Iglesia y el don de la inmfalibilidad en la di- 
rección fija y permanente de los fieles en materia de fe y cos- 
tumbres. 

909. Jesucristo en la constitución de San Pedro su primer 
- Apóstol, en piedra fundamental de la Iglesia y en su promesa 
divina de no prevalecer jamás contra la Iglesia las puertas del 
infierno (1) alude de un modo sensible al fundamento del tem- 
plo de Jerusalén, repeliendo en las profundidades de la tierra 
las aguas que braman bajo su inquebrantable cimiento de pie- 
dra; y cuando después añade el Salvador: Yo te daré las llaves 
del reino de los cielos, alude de un modo patente a los ojos de 
los judíos, al soberano pontificado del cual habían sido cons- 
tautemente las llaves el simbolo en el Antiguo Testamento (2). 

910. ¡Siempre se ha reconocido en las llaves un significado 
de gran importancia. Era la llave del Nilo, uno de los princi- 
pales atributos de las divinidades egipcias; entre los griegos fué 
la llave, un signo de gran representación; en manos de Cibe- 
les significaba los tesoros encerrados en el seno de la tierra du- 
rante el invierno para ser repartidos en el estio; en las de 
Juno designaba la apertura o el cierre de las puertas del año o 
del templo de la guerra; en las de Plutón denotaba el cierre 


(1) Mare. XVI, 13. 

(2) BuLarmIiNO0. De Romano Pontífice, 1, cap. XIII, pág. 302.— 
LúrpoLi. lus ecclesiasticum, vol. 1, pág. 107. Bassano, 1787.—Devort. Ius 
can. umwvers., 1, pág. 25. Romae, 1815. 
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de las puertas de la vida a los que descendían a los infiernos; 


entre los romanos y las tribus germánicas eran consideradas las 


“llaves emblemas de autoridad, especialmente, de la autoridad 


doméstica conferida a su esposa por el marido. De aquí arran- - 
có la costumbre en estos últimos pueblos de simbolizar el di- 
vorcio o el repudio con la retirada de las llaves de la mano de 
la mujer (1). Entre los católicos son las llaves, el símbolo de 
la potestad espiritual concedida por Jesucristo en el régimen y 
gobierno de la Iglesia. 

911. Dijo Dios reprobando en otro tiempo por boca de 
Isaías a un ministro prevaricador: «Yo te echaré de tu puesto 
y te depondré de tu ministerio y... llamaré a mi siervo Elia- 
cim, hijo de Helcías y le revistiré de tu túmica y le adornaré con 
tu autoridad... y pondré sobre sus hombros la llave de la casa 
de David; y abrirá y no habrá quien pueda cerrar; y cerrará y 
no habrá quien pueda abrir (2).» El mismo profeta Isaías con 
referencia al poder de las llaves emblemáticamente colocadas 
sobre el hombro del gran sacerdote, dijo del Mesías: «Su poder 
está sobre sus hombros (3)»: expresión apenas modificada por 
San Juan cuando escribe: «He aquí lo que dice el Santo, el verda- 
dero, el que tiene las llaves de David, el que abre y nadie puede 
cerrar; el que cierra y nadie puede abrir (4).» Este es el mis- 
mo lenguaje de Jesucristo: «Yo te daré las llaves del remo de 
los cielos y todo lo que atares sobre la tierra, atado será en los 
evelos y todo lo que desatares sobre la tierra, desatado será en 
los cielos.» Estudiaremos estas palabras por otras equivalentes. 
Yo te he constituído pontífice de mi Iglesia que es mi reino so- 
bre la tierra «yo que vwo en la eternidad y tengo las llaves de 
la muerte y del infierno (5)», te confiero el poder pontifical de 
las llaves y lo que atares sobre la tierra, quedará eternamente 
atado y mi el cielo ni la tierra ni yo mismo lo desligaremos ja- 
más. Jesucristo no pudo hablar de un modo más claro, expli- 
cito, enérgico y contundente. 

912. Con posterioridad confiere Jesucristo a los otros Após- 
toles el poder de ligar y desligar, mas este poder, el mismo en 
todos en lo referente a su objeto en general, es en San Pedro 
el poder supremo y en los otros Apóstoles, un poder subordi- 
nado; el primero es el centro; el segundo, un rayo de ese cen- 
tro desprendido, Los Apóstoles atan y desatan lo por ellos ata- 
do o desatado, pero jamás atarán y desatarán lo atado y desata- 


(1) Cicerón. Phillipp. 11.—Grimm. Deutsche Rechtsalterthumer. 8. 276. 
(2) Isaías. XXI. 19. 

(3) Idem. 1X, 10. 

(4) Apocalip. 11, 7. 

(5) Ibidem, 1, 8. 


0 AUTORIDAD DE SAN PEDRO de 15 MP% 


do por Pedro; para esto carecen de poder; con Pedro no reza 
esta limitación. Juntamente con Pedro recibieron los Apóstoles 
esta sublime potestad y solo en comunión con él será ratificado 
su ejercicio en el cielo. Dios ha conferido a Pedro y únicamen- 
te a Pedro el poder supremo de las llaves y ni la misma Igle- 
sia disfrutará de este poder con exclusión de Pedro. Esta doc- 
trina resalta evidente de las palabras de Cristo (1) y es impo- 
sible sin torcer su significado tan sencillo y natural, entenderlas 
de otro modo (2), es decir, afirmar haber sido conferido in- 
mediatamente este poder a la Iglesia y de ésta, trasmitido a 
San Pedro. «Habiendo hablado inmediatamente Jesucristo de la 
Iglesia cuando dijo: «Y las puertas del infierno no prevalecerán 
contra ella» ¿qué obstáculo pudo haber para añadir: Y le daré 
las llaves del reino de los cielos si hubiera sido su voluntad dár- 
selas inmediatamente a la Iglesia? No dijo le daré, si no te 
daré (3).» 

913. Los Santos Padres ven en la colación de las llaves a 
San Pedro la adjudicación del supremo pontificado, de la dig- 
nidad de que virtualmente estaba investido el príncipe de los 
Apóstoles como piedra fundamental de la Iglesia; y fijándonos 
en haber dicho Jesucristo a Pedro y solamente a Pedro: «Vo te 
daré las llaves del reino de los cielos», le proclaman altamente 
«depositario de las llaves celestiales (4)», porque es quien ha 
recibido las llaves para trasmitirlas a otros (5), «quien tiene en 
sus manos las llaves; de aquí que sus juicios terrenos sean 
Juicios celestiales (6).» Y no citamos otros testimonios porque 
- con ellos sería inacabable este párrato (7). 

914. Se argumenta: El poder de las llaves está en la Igle- 
sia; lo enseñan los Santos Padres, Así hablan muchos, es ver- 
dad; y entre ellos, particularmente San Agustín y su lenguaje 
es perfectamente exacto. Es cierto e indudable estar en la Igle- 
sia el poder de las llaves; y no lo es menos haber sido conferi- 
do este poder a Pedro como jefe de la Iglesia la cual está de 
él investida por intermedio de Pedro. Está tan lejos de la ver- 
dad haber recibido Pedro de la Iglesia su poder supremo que 
lo contrario es lo cierto, es decir, haber dotado Jesucristo de 
sus hermosas dotes a la Iglesia por intervención de Pedro. Por 


(1) Sancrus Lao. Sermo in anni, assumpt. suae. 

(2) TERTULLIANUS. ,$corp. cap. X. 
(3) SCHELSTRATE. Ántig. illust. circ, conc. gener. et prov. decret. et 
gest. pont., tom. Il. 

(4) Sawcrus Bastius. Sermo de contub. 

(5) Sancrus Oprarus. Contr. Parmen. VII, 3. 

(6) Sanctus HILARIUS. Trinit. VI, 37. 

(7) Véase PerroNE. Obra citada, tom. 1V, págs. 207 y sigs. 
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“Pedro es la Iglesia una; por Pedro están provistas de sanción 
y autoridad las leyes de la Iglesia; por Pedro goza de infalibi- 

* tidad y porque Pedro fué designado futura cabeza de la Igle- 
sia antes de haberla instituido Jesucristo. Antes de levantar un 
edificio un arquitecto inteligente, piensa primero en el cimien- 
to o fundamento y Pedro fué ese fundamento de la futura 
iglesia, Es la suprema autoridad de Pedro la raíz de la unidad, 
el principio de la autoridad, la fuente de donde manan las do- 
tes esplendorosas de la Iglesia; y tanto dista de haber recibido 
Pedro su potestad suprema, de la Iglesia que más bien se ha 
de afirmar depender del Papa el uso y manera de ejercer la 
Iglesia su potestad y jurisdicción. 

Se puede afirmar con verdad siempre que a esta afirmación 
se le aplique un significado recto, residir en la Iglesia el poder 
de atar y desatar. Un sencillo ejemplo aclarará la doctrina ex- 
puesta. El poder real existe en el Estado monárquico y con 
esta expresión únicamente indicamos haber en el Estado un po- 
der real personificado en una sola persona física y del cual 
emanan los demás poderes subordinados. El poder de las llaves 
entendido en el sentido que se pretende, es decir, considerado 
como una emanación de la Iglesia, sería manantial fecundo de 
confusiones y desórdenes en la Iglesia misma. Cristo no lo qui- 
so así; dispuesto a velar por la unidad y cerrar el paso a dis- 
cusiones y cismas, depositó sobre los hombros de Pedro el po- 
der supremo y le constituyó en su vicario y representante en el 
soberano Pontificado de la Nueva Ley. Cuantos rehusan so- 
meterse al poder papal o permanecer en su comunión, quedan 
excluídos de la comunión del reino de los cielos (1). 

915. Jesucristo rodeado de todos sus Apóstoles elige a Pe- 
dro y dirigiéndose a él de un modo especial, les predice los pe- 
ligros con que los amenazará el enemigo del género humano y 
los combates que se verán obligados a sostener y mantener con- 
tra la infidelidad y la herejía: «Simón, Simón, he aquí que Sa- 
tanás os acometerá—a ti y a los otros—para zarandearos como 
trigo»; y al proseguir dirigiendo la palabra a Pedro, no le dice: 
Yo he pedido por vosotros, sino «yo he pedido por ti para que 
no desfallezca tu fe.» Si alguien tentado de tergiversar el signi- 
ficado de tan explícitas expresiones, supusiera haber tenido en 
cuenta Jesucristo en su súplica al Eterno Padre a todo el cuer- 
po apostólico, se verá obligado a desechar esta suposición gra- 
tuita ante la misión a Pedro conferida de confirmar en la fe 
a sus hermanos en el apostolado. La fe de Pedro fué plena- 
mente alumbrada por la efusión del Espíritu Santo; y por su 


(1) Bea. Homil. L, im Math. 
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fe el príncipe de los Apóstoles fué convertido en roca inque- 
brantable ante la cual se estrellan todos los errores ; de ahí el 
mandato de Cristo a Pedro, de confirmar en la fe a sus her- 
manos. Esta seguridad de importancia admirable y de trascen- 
dencia inmensa acerca de la indefectibilidad en la fe, fué dada 
a Pedro y no a los demás Apóstoles los cuales para ser forti- 
ficados en su apostolado, habían de recurrir a Pedro. Los Após- 
toles serán fuertes en la fe con la fortaleza de Pedro y firmes 
en ella con la firmeza del fundamento estatuído por Cristo. El 
salvador ha pedido por la fe invencible de Pedro y ésta fe hará 
inquebrantable la de los otros Apóstoles; la gracia de la asis- 
tencia de lo alto reposa sobre el principe de los Apóstoles y no 
pasará a éstos sino por su intermedio y por su acción. Esta es 
la economía divina; éste, el lazo unitivo del cuerpo apóstolico 
con su cabeza. Jesucristo prometió a todos los Apóstoles es- 
tar con ellos hasta la consumación de los siglos; mas esta pro- 
mesa no fué dirigida a cada uno en particular, sino a todos los 
Apóstoles o al colegio apostólico unido a su cabeza. 

El cuerpo de la Iglesia recibe la luz de la fe, de su unión con 
su jefe supremo cuya indefectibilidad le fué asegurada por la 
oración de Cristo. ¿Quién se atreverá a negar ni medir la efi- 
cacia infinita de la oración del Hombre-Dios? Fué necesario 
efecto de esta oración divina, la formación y desenvolvimiento 
en Pedro de una fe pronta, enérgica e invencible en las ver- 
dades reveladas (1). Pedro venció la gentilidad, destruyó la 
herejía y confirmó en la fe a sus hermanos, 

¿Quién será el encargado de dirigir y responder a los Após- 
toles después de la ascensión gloriosa de Cristo a los cielos? 
La palabra del Redentor es de una claridad suma acerca de 
este punto. Ante las amenazas de Satanás para zarandearos 
como trigo, acudid a Pedro seguros de ser por él fortificados. 
Los Apóstoles personalmente ningún temor abrigaban ante las 
asechanzas del espíritu del mal, más o menos hábiles, porque 
habían sido confirmados en la gracia; no era posible esperar 
de ellos un desligamiento de su cabeza; mas no hemos de ol- 
vidar estar destinado el colegio apostólico a servir de modelo 
a todo el episcopado de los siglos futuros y haber sido esta 
la razón de haber trazado Jesús por sí mismo a todos los obis- 
pos las reglas a seguir y haber establecido desde los primeros 
comienzos de su fundación las relaciones entre los miembros y 
la cabeza hasta el fin de los siglos (2). 

916. Pedro por institución divina, piedra fundamental de la 


(1) Loan. XI, 42. 
(2) loan. XI, 42.—Hebr. V, 2. 
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Iglesia, está investido del soberano poder de las llaves y colo- 
cado a la cabeza de los Apóstoles como escudo y antorcha de 
la fe; sobre Pedro descansa el poder espiritual todo entero, 
como sobre el cimiento levantado por Cristo. Estas admirables 
prerrogativas realizan una sola parte de los designios del Salva- 
dor sobre su discípulo predilecto; es su voluntad conferirle el 
gobierno de la Iglesia de un modo más expresivo y solemne, si 
es posible. Jesucristo después de escuchar la triple confesión de 
amor salida de los labios de Pedro, le encarga de dirigir y go- 
bernar la Iglesia. «Apacienta mis corderos, apacienta mis ove- 
jas (1). 

917. ¿Es sinónima la palabra apacentar—mowuoivev—de go- 
bernar? Esta cuestión ha sido con frecuencia suscitada con mo- 
tivo de las palabras del Salvador. La contestación afirmativa 
salta a la vista con la simple lectura de las Santas Escrituras en 
cuyas páginas nada hay más frecuente que comparar a los fieles 
con las ovejas y a los gobernantes con los pastores. En la Santa 
Biblia se entiende también por el nombre de ovejas los pueblos 
y sus divisiones de familia (2) y son comparados los directo- 
res de los pueblos con los pastores (3). Puede así leerse en los 
lugares de la Sagrada Escritura acotados en nota (4). Á esta 
misma persuasión llegarán cuantos posean sencillos conocimien- 
tos de los autores profanos de Grecia en los cuales leerán con 
frecuencia la palabra rroyunvev en el sentido de gobierno. ¿Quién 
no ha leido en Homero rauunv haov (5)? ¿Quién ignora haber 
sido tomados muchos de los nombres de los reyes tales como 
Faraón, Sesostris y otros en muchos de los pueblos de la genti- 
lidad, de la vida pastoral ? 

918. El rebaño del rey pastor no está constituido ni por una 
tribu ni por una raza; a él pertenece el cuidado y la guarda de 
todo el pueblo cristiano; en la Iglesia sólo existe un solo rebaño 
con un solo pastor: Unum ovile et unus pastor. El pastorado 
de Pedro no quedó restringido en opinión de algunos autores, 
al pueblo de Israel por haber Dios constituido a los pueblos 
gentiles bajo el gobierno de San Pablo (6); al cayado pastoral 
están sometidos corderos y ovejas, receptores y dadores del ali- 


(1) BaALLERINI. De vi ac ratione primatus, pag. 22. 

ZIP LARVA La; 

(3) Psalm. LXXIX, 2. 

(4) Zach. XII, 7.—/sas. XLIV, 28; 111, 7.—II Reg. 1, 2; VIL 7.— 
III Reg. XVI!L, 17.—I Paralip. XVII, 6.—lerem. XXIUI, 2.—Isaías. 
XLIV, 28.—Ezgech. XXXIV, 23. 

(5) BENNEUS. Vindwid privilegiorum in persona S. Petri. Rom. 
Pontif. Romae, 1756. 

(6) BENNETIS. Vindiciae privilegiorum in persona Sancti Petri Ro- 
mano Pontifici. Romae, 1756. 
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mento celestial de la palabra divina y bajo su dirección están 
gobernadas la Iglesia discente y la Iglesia docente. Quien se 
resiste a ser oveja o cordero de la grey de Cristo, queda arro- 
jado del rebaño: Ubi Petrus, ibi Ecclesia. Donde está Pedro, 
alli está la Iglesia. 
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919. La perpetuidad de la Iglesia asegurada por las promesas de 
Cristo.—920. El poder de sacerdocio, de la enseñanza y de la juris- 
dicción pasa al sucesor de Pedro.—921. El sucesor de Pedro es como 
él, sostén de sus hermanos y depositario de las llaves del cielo.— 
922. Sin la sucesión en el primado perecería la unidad de la Iglesia, 
aspiración ardiente de Jesucristo.—923. La perpetuidad de la unidad 
de la Iglesia exige la perpetuidad de un solo sucesor en el primado.— 
924. La ley de la muerte reclama como indispensable en las cosas 
humanas la sucesión.—925. Los hechos históricos sobre la sucesión 
pontificia son expresión de la voluntad divina.—926. Analogía entre 
la sucesión al trono temporal y al papado.—927. En los gobiernos 
hereditarios es la generación carnal la base de la sucesión; en el reino 
de Cristo, la generación espiritual.—928. Entre los ordenados ¿suce- 
derán a Pedro los Apóstoles sobrevivientes? 


919. Jesucristo no estableció su reino sobre la tierra para 
una sola generación de hombres; esto es evidente; quiso por el 
contrario y así lo manifestó con palabras terminantes, su con- 

servación y duración hasta el fin de los tiempos. El Redentor 
al dirigirse a los Apóstoles y pronunciar estas admirables pala- 
bras propias solamente del poder de Dios: «Yo estaré con vos- 
otros hasta la consumación de los siglos», no tuvo únicamente 
presentes a los Apóstoles, seres mortales llamados a abandonar 
muy pronto este mundo para siempre, sino también a todos sus 
sucesores en el apostolado; lo contrario sería un contrasentido. 

Jesucristo instituyó a San Pedro piedra fundamental de su 
Iglesia y le prometió no prevalecer contra ella jamás—en ningún 
tiempo—las puertas del infierno. Luego fueron dirigidas estas 
palabras a San Pedro, no como hombre mortal, sino como vicario 
suyo, siempre vivo en sus sucesores, De una interpretación dis- 
tinta dada a estas palabras necesariamente se habría de deducir 
quedar después de la muerte de Pedro sin fundamento la Ielesia. 

920. ¿Cuáles fueron los poderes por el divino Maestro con- 
feridos a su lugarteniente, a su vicario y representante Pedro? 
El poder del supremo sacerdocio, la enseñanza infalible y el go- 
bierno soberano de su reino. ¿Fueron limitados estos poderes 
en su duración al príncipe de los Apóstoles? No, sin afirmar 
haber quedado por la muerte de Pedro la Iglesia sin rey, sin 
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soberano Pontífice, sin maestro infalible, sin principio de uni-. 
dad y expuesta a excisiones y cismas. No bastaba dar unidad a 
la Iglesia; era además necesario conservarla. Si en previsión de 
divisiones eventuales entre los Apóstoles eligió Jesucristo a uno 


- de ellos para resolver como jefe y cabeza de los demás y con 


ES 


su autoridad infalible sus dudas, recibir con benignidad y afecto 
de padre sus quejas y ahogar cualquier germen de disputa O 
división, ¿no exigía esta misma previsión y con más fundamen- 
to más tarde, es decir, de haberse fundado por la rápida pro- 
pagación del Evangelio en todos los rincones del mundo igle- 
sias con su obispo particular a su frente, la existencia de este 
mismo jefe y cabeza? ¿Hubiera sido posible el reinado después 
de la muerte de los Apóstoles, de la unión, paz y concordia entre 
los obispos del mundo sin un centro de unidad ? 

921. Jesucristo profetiza a los Apóstoles las duras pruebas 
y las grandes tribulaciones de su misión evangélica y les orde- 
na dirigirse a Pedro para su fortaleza y afianzamiento en la 
vida de trabajo y sufrimiento; pero ¿muerto San Pedro, a quién 
recurrirán los obispos y fieles, de no existir ya entre ellos el 
maestro infalible, el guía que los conduzca con mano firme y 
paso seguro a su puerto de salvación? Pedro es el depositario 
de las llaves del reino de los cielos; mas después de haber ter- 
minado sus días, ¿a quién pasarán esas llaves? ¿En quién resi- 
dirá el poder de atar y desatar ? 

922. Jesucristo cometió a Pedro el cargo de apacentar los 
corderos y las ovejas de su rebaño: Pasce agnos meos, pasce 
oves meas; pero cuando haya dejado de existir este supremo 
pastor, ¿quién velará por ellos? ¿Quizá la multitud de pastores 
gobernantes o rectores de las iglesias particulares incorporadas 
a la Iglesia universal? Cada uno de estos pastores independien- 
te, sin sumisión a un poder central, seguirá en el régimen y di- 
rección de su Iglesia el camino por su razón indicado, si no sus 
intereses peculiares y propos; y dispersos los unos de los otros, 
separados por distancias inmensas, sin una dirección común, 
¿qué ofrecería la Iglesia a los ojos de los espectadores fuera de 
un triste cuadro de ruinas y desolación? Y sin embargo, es la 
unidad donde se asienta el corazón de Cristo; es la unidad la cau- 
sa de sus más ardientes súplicas al Eterno Padre; es la unidad 
la propiedad característica de su reino sobre la tierra: unidad de 
las inteligencias en una misma y consoladora doctrina, unidad 
de las voluntades en una aspiración común: la gloria de Dios y 
la santificación de las almas; unidad de medios por la participa- 
ción de los mismos sacramentos, unidad de amor, por la adora- 
ción de un solo Señor padre de todos los hombres. Unus Domi- 
mus, una fides, unum baptisma, 
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923. La unidad de la Iglesia será por voluntad de Jesucristo 
de una duración perpetua; y perpetuo cuanto su divino Fun- 
dador ha hecho para asegurar y fortalecer esa unidad. La Igle- 
sia militante vivirá en la tierra con su unidad y con los elemen- 
tos constitutivos de esa unidad tanto cuanto viva el hombre. A 
un edificio eterno corresponde también un fundamento eter- 
no; a un rebaño que jamás desaparecerá, sino..con el hombre 
mismo, deben conducirlo y guiarlo pastores permanentes. Pedro. 
proclamando con su fe sincera y honda esta sublime y eterna 
verdad: «Vos sois el Hijo de Dios vivo», recibe de Jesucristo la 
siguiente respuesta: «Tú eres Pedro»; tú serás el Jete den 
Iglesia. ¿Queda, empero, por la muerte de Pedro acéfala la 
Iglesia? Dios no había dispensado a Pedro ni a ningún hombre 
de rendir su tributo a la muerte. Luego era necesaria la per- 
petuación de Pedro, redivivo en sus sucesores. Fué voluntad de 
Jesucristo establecer un reinado perenne y perpetuo entre los 
hombres—su Iglesia—; luego también su voluntad, instituir en 
su seno un poder perpetuo e indefectible; lo uno es consecuen- 
cia necesaria e inmediata de lo otro. 

Jesucristo constituyó a Pedro fundamento de su Iglesia; esto 
es verdad; pero también lo es no haber señalado a la obra ca- 
pital de su redención límite alguno ni en el tiempo ni en el es- 
pacio. La palabra de Pedro vivo, esta palabra con que dirigía 
y gobernaba la Iglesia y confirmaba a sus hermanos, seguirá 
oyéndose perpetuamente de la boca de sus sucesores, herederos 


de las promesas hechas por Cristo (1). De acuerdo con la forma 


de gobierno establecida por Jesucristo, firme, permanente e 
inalterable como la palabra de Dios (2) no puede tener Pedro 
más que un solo sucesor en cuyas manos se concentren todos los 
derechos del vicario de Cristo como piedra fundamental y jefe 
de la Iglesia, a saber, los derechos del sacerdocio, del ministe- 
rio doctrinal y del gobierno. En este sentido se puede afirmar 
si faltar a la exactitud haber sido conferido a la Iglesia el po- 
der supremo espiritual, porque este poder tal cual Pedro lo re- 
cibió, no se identifica con su persona de modo de desaparecer 
con él, sino que se perpetúa en el seno de la Iglesia por medio 
de una no interrumpida sucesión de pontífices. 

924. La Iglesia ha sido confiada en su dirección a instru- 
mentos humanos y éstos no se escapan de la ley común de la 
muerte que reclama como una necesidad inevitable en las cosas 
humanas la sucesión. ¿Qué supone la sucesión? Sin duda alguna 


(1) BinER. Tract. theolog. iur. de Summ. Trinitate, pars. III, art. 15, 
n. 15, pág. 94, 
(2) Gori. Vera Ecclesia Christi, tom. II, pág. 34. 
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un derechas: La sucesión exige un orden determinado cuando el 
derecho se puede personificar en muchos. Unicamente a este 
precio, vale decir, a ese orden determinado de sucesión en los 
derechos, es posible la conservación de la paz en los pueblos. 
El pueblo despreocupado de fijar de un modo permanente e 
inalterable el orden. o las condiciones de sucesión, está irremi- 
siblemente condenado a ver periódicamente suscitarse entre sus 


miembros cuestiones y luchas sangrientas. 
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925. Dios no podía abandonar su Iglesia, su propio reino 
sobre la tierra, la obra amada de su fundación, al azar ni a los 
caprichos ni veleidades de los hombres tratándose de designar 
al sucesor del vicario por El mismo elegido; es, pues, necesario 
considerar como resultado de los consejos de Dios y expresión 
de su voluntad los hechos señalados por la Historia, de influen- 
cia dominante y preponderante acerca de este punto. Dios ha 
fundado la Iglesia universal en bien de la humanidad; y en 
su deseo de atraerse a sí a los hombres y guiarlos a su salvación 
eterna, él mismo se hizo hombre. Et. Verbum caro factum est. 

926. Es además necesario tener presente haberse Jesucristo 
regulado en todas las instituciones por El creadas en su Iglesia, 
de acuerdo con la naturaleza humana. Consecuente con este plan 
ha dado a su Iglesia una constitución, una forma visible al ojo 
del hombre. ¿Qué podemos inferir de las consideraciones pre- 
cedentes? ¿Quizá no nos autorizan para afirmar que sobre un 
punto de tan alta y capital importancia para la Iglesia—la tras- 
misión del poder soberano—fué necesario tomar consejo en toda 
la extensión de lo posible sobre las condiciones de la humanidad 
para determinar un modo de sucesión apropiado a la naturaleza 
del hombre, perfectamente accesible a su inteligencia y de alguna 
suerte tangible por su evidencia? En los reinos temporales el 
orden de sucesión al trono ha de investigarse en la persona del 
último soberano y en el primero de la serie. Nosotros ignoramos 
si Jesucristo dió instrucciones verbales a San Pedro sobre la 
elección de su sucesor; acerca de este punto es inútil toda in- 
vestigación; sólo nos queda un medio: el recurso a las reglas 
naturales de la analogía sobre la sucesión en el poder supremo 
de la sociedad civil y de la Iglesia. ¿Y qué nos dicen esas re- 
glas en el punto en discusión? Que el orden de sucesión en el 
pontificado debía depender de San Pedro cuya autoridad le fué 
inmediatamente conferida por Dios sin ningún intermediario. 
¿Qué vemos en el primer caso de sucesión que se realiza? Al 
primer poseedor en presencia de su sucesor inmediato designán- 
dole e instituyéndole él mismo, decretando al mismo tiempo la 
perpetuidad de la Iglesia y el fundamento de su unidad. El or- 
den de la sucesión deberá conexionarse con Pedro y formar de 
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este modo una institución no sólo conforme con la voluntad di=. 
vina, sino también directamente procedente de ella. 

927. En el orden temporal debe existir entre el sucesor y el 
antecesor una relación particular que de alguna manera los 
identifique y haga de la trasmisión del poder como una perpe- 
tuación de la misma existencia. El _ Padre, revive hasta cierto 
punto en su hijo; de aquí la antigua divisa del derecho francés: 
El rey ha muerto; ¡viva el rey! En este orden de cosas la gene- 
ración carnal y por consecuencia las relaciones de consanguini- 
dad son la base de la sucesión. Así estaba también acordada en 
el Antiguo Testamento la sucesión del sumo sacerdote (1); no 
sucede así en el Nuevo Testamento a pesar de estar igualmente 
asegurada la perpetuidad del Romano Pontífice por los orácu- 
los proféticos (2). En el reino de Cristo reposa el sacerdocio 
en una generación: en la generación espiritual de la ordenación, 
la cual emana a la vez de Jesucristo su origen primordial y esen- 
cial y de Pedro su representante. He aquí el fundamento de la 
sucesión, el título general indispensable que da derecho, la vía 
única por la cual se trasmiten en la Iglesia los poderes por Jesu- 
cristo depositados en su seno. Es necesario en la sucesión le- 
gítima del sustituto de Pedro, el previo establecimiento de una 
unión íntima de parentesco con él por la consagración, ora se 
reciba ésta de sus manos, ora de las de otro sacerdote; esto es 
indiferente; la consagración se realiza en la subordinación al 
supremo sacerdocio de Pedro de donde deriva la unidad sacer- 
-dotal. Del mismo modo que reposa en las monarquías heredi- 
tarias el derecho a la sucesión al trono, sobre el parentesco de 
sangre, del mismo también en la Iglesia descansa el derecho de 
sucesión al poder sobre el parentesco espiritual creado por la 
ordenación. En la Iglesia como en los reinos temporales es in- 
dispensable el orden, y este orden, aquí como en todas partes, 
arranca principalmente de la persona del último titular. 

: 928. Se pregunta: Entre la multitud de los que a la muerte 
de Pedro podían invocar el beneficio de su ordenación ¿cuál 
parece tener derecho para presentarse como su inmediato suce- 
sor? A primera vista pudiera fijarse la atención en alguno de 
los Apóstoles sobrevivientes. Santiago el Menor, Juan, Felipe 
y quizá Andrés no habían aún fallecido; pero nos es imposible 
pararnos en esta consideración porque no nos ofrece el carác- 
ter de un principio fijo y porque su aplicación únicamente retar- 
daría la solución buscada. En efecto: con la muerte del último 
de los Apóstoles, la cuestión vital quedaría intacta y sin fórmula 


(1) Gori. Obra y lugar citados. 
(2) Ikrrem. XXX, 20. 
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de sucesión. ¿Cuál sería el sucesor del último de los Apóstoles * 
Así modificadá la pregunta pasa a ser más compleja e inextri- 
cable y no vemos manera de solucionarla sin retroceder al prin- 
cipio, vale decir, al momento del fallecimiento de Pedro para 
_ acortar las ley. sii A por la hipótesis anterior. Si 
a la muerte del último de los Apóstoles era necesario como con- 
dición legítima para. la sucesión estar en posesión de un título 
especial o privilegiado ¿no ocurre lo mismo a la muerte de Pe- 
dro? ¿cuál de los Apóstoles sobrevivientes podría alegar la su- 
-premacía de su título sobre el de los demás? La cuestión sur- 
siria fatalmente, porque al decir de Bossuet, los sucesores de 
Pedro no caen del cielo. 


8 IV 
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929. Circunstancias concurrentes en el orden de sucesión al prima- 
do.—930. En el término de la carrera de Pedro encontraremos el or- 
den de sucesión en el reino de Cristo.—931. Razón de la supremacía 
de la Iglesia de Roma.—932. Importancia del hecho de vivir y morir 
San Pedro en Roma y como obispo de Roma.—933. El derecho de 
sucesión al primado reconocido en el obispo de Roma desde los pri- 
meros siglos del cristianismo.—934. Calificaciones con que es conde- 
corado el obispo de Roma.—935. La voz unánime de los Santos Pa- 
dres de Oriente y Occidente proclama los derechos del obispo de 
Roma.—936. Su doctrina confirmada por los hechos.—937. Decisiones 
enérgicas de Clemente 1, Víctor 1, Esteban 1 y otros.—938. Que el 
primado de Roma es de institución divina, lo reconoce todo el epis- 
copado.—939. La antiguedad reconoció sin ningún decreto eclesiástico 
al obispo de Roma como sucesor de San Pedro.—940. Causas de esta 
evidencia.—941. Con el primado de Roma penetra en el mundo un po- 
der espiritual inmenso y un principio de orden de fuerza irresistible.— 
942. Esterilidad de todos los ataques contra la roca de la Iglesía. 


929. En la determinación del orden de sucesión al primado, 
en la expresión exterior de este orden como su base o funda- 
mento, pudieron concurrir de una manera especial en sentir 
de Lúpoli (1) las siguientes circunstancias: a) el lugar donde 
al fallecer, dejó Pedro su cátedra, su sacerdocio y su reino: b) 
la calidad de sucesor de Pedro, hecho caso omiso de su carácter 
de príncipe de los Apóstoles: c) la unión particular con la per- 
sona de Pedro, fundamentada en la ordenación recibida por el 
sucesor, de sus. propias manos. Acerca de esta última circuns- 
tancia surge el gravísimo inconveniente de saber entre el gran 
número de los ordenados por Pedro, cuál sería el agraciado, 


(1) Lúrori. Obra citada, vol. II, pág. 95. 
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a parte de la dificultad de fijar el número de éstos, porque la: 
investigación acerca de este punto fué relativamente reciente y 
hoy bastante exacta (1). Esta misma circunstancia está des- 
provista de toda relación con el orden de sucesión y no nos 
ofrece ninguna acción determinante sin el concurso de las otras 
dos, ja si 
930. A nuestro juicio ejercieron una acción preponderante 
y determinante en el orden de sucesión al primado de Pedro EA 
orden de sucesión necesariamente relacionado con la persona de 
Pedro—¿quién sucede a Pedro?—el lugar de su muerte y la 
sucesión en su dignidad, hecho caso omiso de su relación con el 
primado. Nuestro trabajo en este punto se limita a seguir a Pe- 
dro por la vía que se había trazado, o hablando con más pro- 
piedad, por la senda por donde Dios conduce al príncipe de los 
Apóstoles. En el término de su carrera encontraremos el ver- 
dadero principio del orden de sucesión al reino de Cristo sobre 
la tierra. Pedro después de la pasión de Jesucristo, permanece 
casi cuatro años en la Judea y coopera como parte principal en 
la fundación de la Iglesia de Jerusalén; de allí vuelven a Je- 
rusalén, y preso por Herodes y libertado por los ángeles, em- 
prende su marcha a Roma y en ella constituye su sede que di- 
rige y gobierna por sí mismo; instituye por ministerio de Mar- 
cos, su discípulo, el obispado de Alejandría y muere en Roma 
obispo de Roma (2). f 
931. La Iglesia de Roma no puede invocar a su favor el 
privilegio de su antigúedad; las iglesias de Jerusalén y Antio- 
quía (3) existieron con anterioridad. Si Pedro hubiera muerto 
en una de estas dos anteriores sillas, sin duda hubiera sido su 
sucesor en esa silla, el heredero legítimo y natural de su prima- 
do (4); pero muere en Roma y el sucesor del obispo de Roma 
se identifica por esta calidad con Pedro y revive y se perpetúa 
en la persona de su sucesor a cuyas manos pasan las llaves del 
alto sacerdocio y el cetro pastoral del reino; es heredero de Pe- 
dro en la enseñanza profética y es como él piedra «asentada en 
las profundidades de la tierra llamada a elevar a los cristianos 
asentados en ella hasta las alturas de la mansión de la esperan- 
za». En el orden temporal y en una monarquía hereditaria suce- 
de al rey en su trono a su fallecimiento el más próximo de sus 
parientes; el obispo de Roma, sucesor de Pedro en el episcopado 
romano, es por virtud de este título heredero de toda su suce- 


(1) TERTULLIANUS. De praescrip., cap. XXXIL—CoMUNIDAD DE So- 
LESMES. Organización de la Iglesia Romana, pág. 242, 

(2) Véase BiLLUART. Summ. Sancti Thomae, tom. V, págs. 155 y sigs. 

(3) BorcÉnt. L'Episcopato, pág. 64. 

(4) Lúrori. Obra citada, pág. 104.—II. Tim. IV, 21. 
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sión; no nos está apenas permitido dudar de haber Pedro, prínci- 
pe delos Apóstoles, designado sucesor y heredero de sus dignida- 
des, pues su nombre ya figura en la epístola 11 de San Pablo 
a Timoteo (1 E 
932. Nos detendremos un poco más en este hecho de gran 
importancia. Pedro llega a Roma, la instituye en sede perma- 
nente y estable y en posesión de ella sella su fe y su doctrina 
- con su sangre. Obedeció esta conducta de Pedro al propósito 
de fijar su autoridad destinada a perdurar hasta la consumación 
de los siglos, en un lugar determinado y de impedir vagara 1n- 
cierta la sede de su sucesor de un lugar a otro; en una palabra: 
fué voluntad de San Pedro instituir a su sucesor en heredero 
de toda la plenitud de su herencia. Los obispos por Pedro cons- 
tituídos en las varias iglesias por él fundadas sin exceptuar al 
mismo Evodio nombrado por el principe de los Apóstoles, su- 
cesor suyo en la Iglesia de Antioquía, no son propiamente suce- 
sores de San Pedro en su autoridad como no lo son los obispos 
designados actualmente por el Papa, aunque desempeñen el 
mismo cargo por propia autoridad. Pedro rigió las iglesias mien- 
tras las tuvo personalmente a su cargo, con la potestad suprema 
de su apostolado y de su primacía; pero los sucesores suyos en 
estos episcopados ejercieron sus funciones en virtud del epis- 
copado proveniente del apostolado y por consiguiente en virtud 
de una potestad de grado y naturaleza inferiores. En Pedro, 
rector y guía del pueblo romano, no había una doble potestad 
especial, la episcopal y la primacial, la primera destinada al apa- 
centamiento del pueblo romano y la segunda, al régimen de su 
propio pueblo y de todos los otros pueblos, sino una sola y ésta 
primacial aplicada por él exclusivamente al pueblo romano mien- 
tras las otras iglesias tenian por obispos a sus colegas o coadju- 
tores. Luego en Pedro sólo hubo una potestad y ésta primacial 
y fué lógico por conclusión la inclusión en la sucesión de Pedro 
no sólo de apacentar al pueblo romano, sino también de la auto- 
ridad por la cual era regido el pueblo romano o la Iglesia ro- 
mana, porque no había otra distinta de ella (2). 

Por Pedro Dios trasmite principalmente sus gracias a la Igle- 
sia universal; por Pedro recibe el soberano Pontífice el poder 
de las llaves; por Pedro se asegura la infalibilidad de su ense- 
ñanza; por Pedro en fin, goza la Iglesia de Roma del privile- 
gio supereminente de estar sus obispos revestidos de la supre- 
macía sobre toda la Iglesia. La Cátedra de Pedro y la Iglesia 
romana gozan del primado de Pedro—ratione Petri—porque en 


(1) IL Tim. IV, 2i—Sancr. IReENAzUS. Ádeversus haeres, III, 3. 
(2) CaAvacnis. Obra citada. tom. 11, págs. 109, 110. 
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virtud de estas palabras: Tú eres Pedro, el supremo poder fué 
conferido a la silla apostólica por la sucesión de los en ella sen- 
tados. Esta gloriosa prerrogativa es la herencia de la Iglesta 
romana como tal; la posee únicamente por Ped: y el cual aunque 
investido personal, directa e inmediatamente (1) del primado, 
no lo ha recibido para él, sino para bien de la Iglesia (2) y por 
lo mismo lo trasmite a la Iglesia de Roma, no para el bien 
particular de esta Iglesia, sino de la Iglesia universal. Es des- 
pués de Dios deudora la ciudad de los Césares, de este honor al — 
principe de los Apóstoles y no al esplendor de Roma convertida 
por San Pedro, pero en sentido muy distinto y mucho más eleva- 
do, en reina y dominadora del mundo, y tampoco a ningún conci- 
lio ni al favor de ninguno de sus emperadores (3). Dios al fijarse 
en Roma y designarla en el orden de sus consejos eternos, sede 
episcopal del príncipe de los Apóstoles y lugar de su muerte, 
determinaba de antemano para todas las generaciones futuras 
hasta la consumación de los siglos, el orden de sucesión en el pri- 
mado. Estas dos circunstancias fueron los acontecimientos histó- 
ricos a que ligada quedaba para siempre la suerte de todos los 
siglos; por ellos se verificó la primera trasmisión del poder 
eclesiástico (4). El primado entró de este modo en los dominios 
de la Historia para recibir en ella y por ella sus ulteriores desen- 
volvimientos ; si bien se puede decir con mayor fundamento ha- 
ber ejercido por su parte el primado, institución de Dios para 

el bien del género humano y dirigido especialmente por la di- 
vina Providencia, una acción saludable e incesante sobre la 
Historia (5). 

933. En el supuesto de haberse guardado en los primeros 
siglos de la cristiandad profundo silencio sobre el primado de 
Roma y de no haberse levantado a su favor ni una sola voz, 
bastaría el hecho de haber sido San Pedro obispo de Roma y 
de haber muerto en Roma para asentar sólidamente en favor 
del obispo de Roma el derecho de sucesión al primado. En lugar 
de este silencio, en todas partes encontramos testimonios que 
proclaman esta verdad, tan claros y tan irrecusables que no titu- 
beamos en asentir con Bennettis: «Son tan numerosos estos 
testimonios que bien podemos decir con Cicerón: «Aut hoc tes- 

 tium satis est, aut nescio quid satis est (6).» 
934. Las calificaciones con que es decorado el obispo de 


2. (1) BoLcEN1. Obra citada. 
(2) LúroLi. Obra citada, pág. 114, 
(3) BiwEeR. Obra citada, pág. 105. 
(4) SoarD1I. De suprema romani pontificis auctoritate, vol. L pag. 19, 
(5) BLATER. Hist. pol. 
(6) BenNemiS. Obra citada, tom. 11, págs. 99 y sigs. 
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oma y que él mismo se atribuye sin ninguna reclamación con- 
tra ellas y esto en la época de estar su autoridad desprovista de 
todo apoyo exterior ¿no expresan con toda claridad la creencia 
y la convicción generales de haber llamado la institución de 
Pedro en calidad de jefe de la Iglesia, a su sucesor en la cáte- 
dra de Roma a una dignidad igual? Este es designado con el 
mismo nombre de Pedro, identificado con Pedro (1); Pedro 
quien habla por su boca (2); es entre todos los pastores el '1m- 
_térprete autorizado de la voz de Pedro, el propagador universal 
de su fe y de la salud que esta fe engendra (3); es el hombre 
apostólico y católico (4) el apóstol de toda la Iglesia, el pontífice 
supremo, el obispo de los obispos, el obispo de la Iglesia católica, 

935. No proclaman únicamente estas denominaciones, los 
derechos del obispo de Roma; la voz de los Santos Padres de 
Oriente y Occidente en hermoso coro le saludan con sus aclama- 
ciones, ¿Quién podrá dejar de reconocer la voz del soberano 
pastor de la Iglesia en las cartas de San Clemente, tercer suce- 
sor de San Pedro, dirigidas a la iglesia de Corinto a propósito 
de la oposición de esta iglesia a su presbiterio durante la vacante 
de la silla apostólica y en las cuales con una autoridad que cierra 
el camino hasta la posibilidad de una reclamación, la reprende y 
la llama al orden? Poco después de este santo Pontífice, San 
legnacio en su carta a los romanos da a su Iglesia, entre otros 
calificativos muy honrosos, el de directora de la alianza del amor, 
vale decir, de la alianza de los cristianos reunidos por la caridad 
en la sociedad de la Iglesia. Jamás ha tenido este Santo un len- 
guaje semejante para ninguna otra iglesia; y mientras exhorta 
a todos los fieles a permanecer firmemente adheridos a sus obis- 
pos, se abstiene de toda recomendación de este género tratán- 
dose de los de Roma; tal era la fama de su adhesión a la Igle- 
sia. San Ireneo es más enérgico y expresivo al hablar de la pre- 
eminencia de Roma: «Es necesario a toda iglesia, es decir, a to- 
dos los fieles, estar en comunión con esta Iglesia por razón de 
su primado preeminente, porque en su seno se han conservado, 
siempre las tradiciones apostólicas.» Y añade este mismo Santo: 
«Es superfluo enumerar a los obispos de otras iglesias; para con- 
fundir a nuestros adversarios, bástanos mostrar la más antigua 
de todas, la fundada por los gloriosos apóstoles Pedro y Pa- 
blo (5).» San Cipriano (6) designa también a Roma, cátedra de 


(1) Sawncr. Lío Macxn. Sermo Il. in amnivers. asumpt. suae. eo 
(2) Ibem. Epist. 25, ia 
(3) Synobus. CHALCED. Epist. ad Leonem. e 
(4) Gori. Obra citada, pág. 37. 

(5) Sancrus IRENAEUS. Contra haeres. 111, 3. 

(6) SANCTUS CYPRIANUS. Epist. 45 et 55 ad Cornel. 


EL, OBISPO DE ROMA SUCESOR DEL PRINCIPE DE LOS APOSTOLES 29 


Pedro y la primera Iglesia de la cristiandad y la llama raíz yo 
madre de la Iglesia católica; y San Agustín escribe jamás ha- 
ber dejado de gozar la Silla de Roma, de E preeminencia de la 
Silla Apostólica (1). y E $ 
936. No es otro el lenguaje de los demás Padres de la Igle- 
sia; y cuanto nos dicen con sus testimonios, confirmado está 
por los hechos. Lo que había sido Pedro en el designio de Cristo 
para los Apóstoles, lo había de ser también el obispo romano 
para el episcopado que de todas partes del mundo se apresuró 
a dirigirle cartas de paz y de comunión. Jesucristo había cons- 
tituído a Pedro en hombre de fe inquebrantable y con el expreso 
encargo de confirmar en ella a sus hermanos. ¿Y por ventura 
no vemos nosotros al obispo de Roma constituído en centro, en 
hermano común—así lo apellida el Sínodo de Cartago—alrede- 
dor del cual vienen a colocarse los obispos católicos del mundo 
entero y a quien todos se dirigen para ser fortalecidos en las 
luchas de la fe (2)? De aquí ser en las cuestiones doctrinales, 
aceptadas sus declaraciones como infalibles, como emanadas de 
un maestro infalible y consideradas y obedecidas sus prescrip- 
ciones en asuntos de disciplina moral como juicios sin apelación. 
937. Presten nuestros lectores atención a la decisión enér- 
gica del papa Clemente 1 y al tono de autoridad de Víctor 1 en 
la cuestión de la fiesta de Pascua y se persuadirán de ser su 
lenguaje el de un juez supremo que falla en última instancia (302 
Ya con anterioridad Marción despojado de su obispado y ex- 
-comulgado había apelado a Eleuterio; la misma conducta ob- 
servaron los novadores Fortunato y Felicisimo, excomulgados 
por San Cipriano, dirigiéndose para obtener su rehabilitación, 
al papa Cornelio (4). El mismo San Cipriano por otra parte 
tan celoso defensor del primado ¿no experimentó en sí mismo 
la prueba del poder del jefe supremo de la Iglesia en sus dife- 
rencias con Esteban 1 a propósito del bautismo de los here- 
jes (5)? San Cipriano no tenía derecho a quejarse, pues ¿qué? 
¿no había él mismo invitado al Papa a desplegar toda su autori- 
dad contra Marciano, obispo de Arlés, adherido a la herejía 
de los novadores y en efecto desposeído por Esteban (6)? 
Dionisio de Alejandría estuvo complicado en la contienda de San 
Cipriano con el Papa. El asunto había terminado y sin embargo 
le fué necesario lavarse en el tribunal de la Iglesia de Roma, de 


0D) SANCTUS AÁUCUSTINUS. Epist. 43, n. 7. 
(2) Gorrt. Obra citada. 

(3) De SimroNiBUS. De rom. Pontif. tudiciaria potestate, tom. 1, 
(4) Sancrus Errruanius. Haeres. 42. 
(5) Eusesio. Hist. Eccles., VII, 5. 

(6) ¡SANCIUS CYPRIANUS. Epist. 67 ad Stephan, 
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“la sospecha de sabelianismo (1). Otro patriarca sucesor de Pe- 
dro en la silla de Antioquía, Pablo de Samosata, fué obligado 
a reconocer la autoridad del sucesor de Pedro en Roma, vién- 
dose despojado del patriarcado por el mismo Papa (2). Estos 
hechos pertenecen al siglo 111; la multiplicación de los ejemplos 
se verifica en los siglos siguientes y esto nos obliga a limitarnos 
a señalar en el siglo 1v la actitud de Roma en frente de la he- 
rejía arriana, la protección de los obispos despojados por los 
arrianos y de Atanasio en particular, adoptadas por Julio 1 (3), 
la conducta del papa Dámaso con los apolinaristas (4); en el 
siglo v, la guerra infatigable declarada por el papa Celestino a 
los nestorianos (5) y a los eutiquianos, por León 1, el cual pro- 
cediendo contra ellos como jefe de la Iglesia y juez soberano, 
los excomulga y separa de la comunión de los fieles. 

938. Después de estos ejemplos no se puede en ningún mo- 
do poner en duda haberse atribuido legítimamente los Papas 
—obispos de Roma—desde los primeros tiempos del cristianis- 
mo en todos los asuntos de la Iglesia, el primado de la autoridad 
soberana y haber sido reconocido este primado de institución 
divina perteneciente a los Papas, por toda la Iglesia y en parti- 
cular por todo el episcopado. Los obispos de Roma no salieron 
de sus atribuciones en su declaración de ser los jefes del episco- 
pado (6), de traer a su tribunal todas las causas mayores (7) y 
de afirmar serle sólo a él posible decretar una terminación defini- 
tiva y obligatoria para todos (8). Son católicame. te insostenibles 
la opinión de ser únicamente dirigidas las letras del Papa a las 
provincias sometidas a su jurisdicción metropolitana o patriar- 


cal y la suposición de haber limitado el canon VI del Concilio 


de Nicea los derechos del Papa a estas provincias sufragáneas. 
En este canon no se ha pretendido establecer nada acerca de 
este punto y sólo se ha extendido a imponer a los patriarcas de 
Antioquía y Alejandría las formas y reglamentos jurisdicciona- 
les del patriarcado de Roma. La universalidad de los concilios 
no ponen en duda el primado del Papa; lo reconocen plenamen- 
te; el de Sárdica en particular le coloca en su dignidad y rango 
natural en su reglamento del orden de apelación y una multi- 
tud de concilios han solicitado del obispo de Roma la aproba- 
ción de sus decretos, 


(1) Borcen1. Obra citada, pág. 89, 

(2) De SIMEONIBUS. Obra citada, pag. 448. 

(3) Dr SIMEONIBUS. Obra y lugar citados. 

(4) SaxNcrus Damasus. Epist. 5 (alias) 378, 

(5) 'SCHOENEMANN. Pontif. Roman. epistolae. tom. 1, pág. 768. 
(6) Sancrus Lko MAGNUS. Sermo citatus. 

(7) Sancrus Damasus. Epist. l, n. 1. 

(8) Ciricius. Epist. ad Himerium. episc. Tarracon. 
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939, Que fué intención y propósito de San Pedro fijar dl 
sede en Roma, lo deduciremos con certeza del hecho de haber 
reconocido la antigiledad sin ningún decreto eclesiástico al ro- 
mano Pontífice, sucesor de Pedro en la autoridad primacial. 
Fué evidente a los-ojos de la antigtiedad la intención de Pedro 
en elegir para sí la sede romana. 

940. ¿De dónde procede esta evidencia? De dos causas, res- 
pondemos con Cavagnis: a) de la declaración de Pedro a sus dis- 
cípulos y a las iglesias. No es admisible duda alguna en esta 
declaración; se trata de un asunto gravísimo, aunque nos faltan 
argumentos directos y explícitos para comprobarla: b) de la na- 
turaleza de la misma cosa. En Pedro eran lo mismo su autori- 
dad episcopal y su autoridad primacial; era el primero de los 
obispos, su jefe o cabeza; esta autoridad debía perpetuarse en 
la Iglesia por voluntad expresa de Jesucristo, Luego debemos 
de inferir haber sido la mente de San Pedro en la fijación de 
su sede en Roma, poner en ella un verdadero sucesor para que 
a su muerte no se fundara en esta Iglesia un episcopado igual 
a los demás, sino que perseverara el episcopado de Pedro o 
la autoridad primacial con que había regido la misma Iglesia 
romana. Fué, pues, consecuencia de la identidad de la autori- 
dad episcopal y primacial con que Pedro había regido la Iglesia 
de Roma, que su sucesor verdadera y realmente le sucediera en 
el primado; entre una y otra no hay distinción real, sino una 
distinción de razón en fuerza del término a que se dirige. Con- 
cluímos también con Cavagnis: El hecho de haber sido recono- 
cido al momento, sin controversias ni discusiones por la anti- 
gúedad, sucesor en el primado de Pedro, el romano Pontífice, 
prueba con claridad y certeza haber sido conocida la mente del 
príncipe de los Apóstoles o por haberla colegido de la natura- 
leza de las cosas o por sus expresas declaraciones o por ambas 
a la vez, para decirlo mejor. 

941. Con el primado de Pedro y de sus sucesores penetra 
en el mundo un poder espiritual inmenso y un principio de or- 
den de una fuerza irresistible. La verdad del cristianismo triun- 
la por fin del furor del Imperio Romano tan largo tiempo en- 
carnizado en su persecución y de la rivalidad rencorosa y ven- 
gativa del pontificado pagano, enemigo envidioso del sacerdo- 
cio cristiano de un orden inmensamente superior. La conver- 
sión de Constantino ha venido a fortalecer el poder de la Igle- 
sia. El primado y la Iglesia sólidamente apoyados en su origen 
ivino para nada necesitaban del reconocimiento de los empe- 
radores; fueron éstos los que sintieron en sus altos puestos la 
necesidad de declararse auténticamente en sus leyes, hijos y pro- 
tectores de la Iglesia y de su jefe. Uno de los documentos más 
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“notables sobre este punto es un edicto del emperador Valenti- 
niano TII cuyos principios fueron reproducidos en las leyes de 
Justiniano (1). o 

942. A pesar de esta protección nunca faltaron enemigos a 
la Sede de Pedro y a su primado; y desde Dióscoro de Alejan- 
dría (2) hasta Lutero, Calvino, Marco Antonio de Dominis y 
los modernos adversarios del Papado, la Historia-es un cuadro 
de luchas y combates sostenidos por la Cátedra de Pedro; pero 
si tantos y tan encarnizados enemigos han conseguido apartar 
almas débiles de la comunión romana, sus esfuerzos fueron im- 
potentes con su jefe y fué su resultado final poner de relieve la 
solidez inquebrantable de la roca sobre la cual fundó Jesucristo 


su Iglesia. 
S V 
CONTROVERSIA SOBRE EL DERECHO DEL PAPA A ELEGIR SUCESOR 


943. El Papa es el llamado a determinar la forma legítima de la 
elección.—944. Sobre este punto las disposiciones de un Papa pueden 
ser modificadas por sus sucesores,—945. Hecho de San Pedro en con- 
firmación del derecho del Papa al nombramiento de sucesor.—946. 
Este hecho, de ser verídico, nada prueba.—947, Hecho de San Fé- 
tix IV.—948. Su precepto sobre la elección de Bonifacio.—949. Pro- 
testa indirecta del senado contra esta disposición.—950. Libelo dado 
a Bonifacio por sesenta presbíteros después de la muerte de Diós- 
coro—951. Fundamento para no dar fe a este hecho.—952. Otro 
hecho igual atribuído a Bonifacio 11, fué reprobado por el mismo 
Papa.—953. No puede citarse este hecho para apoyar el derecho del | 
Papa a designar la persona de su sucesor.—954. Esta falta de poder 
no puede suplirse por el consentimiento unánime de los electores.— 
955. El Papa no puede dictar un precepto personal sobre esta mate- 
ria—956. Práctica y enseñanza de la Iglesia en pro de la sentencia 
negativa.—957. Razón jurídica de las disposiciones de la Iglesia con- 
tra la opinión afirmativa. 


943. Nien la Sagrada Escritura ni en los Santos Padres— 
ya lo hemos dicho—hay indicio alguno revelador del modo y 
forma de proceder en la elección del vicario de Jesucristo ni 
acto alguno expresivo de la voluntad del divino Fundador de la 
Iglesia. Este silencio y la consideración de haber sido consti- 
tuído Pedro jefe de la Iglesia, encargado de confirmar en la 
fe a sus hermanos, de apacentar los corderos y las ovejas y de: 
atar y desatar, en una palabra, de haber sido honrado con el 
primado de honor y jurisdicción sobre la Iglesia, reconocido 
así por el mundo católico con la más rara unanimidad, induje- 

(1) Barnerint. Opera Sanct. Leonistom. tom. 1, pág. 642. 

(2) Devor1. lus can. univ., tom. 1, pág. 52. 
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ron a teólogos y canonistas a enseñar ser única y exclusivamente 
el romano Pontífice el llamado a determinar la forma legítima 
de la elección. el 

944. Las disposiciones del Papa para el nombramiento de 
sucesor han de ser fielmente observadas a su fallecimiento; 
pero el nuevo Papa puede modificarlas estableciendo otras se- 
gún lo aconsejen las circunstancias. La historia eclesiástica con- 
firma con sus hechos estas afirmaciones. 

945. Promueven, sin embargo, teólogos y canonistas una 
cuestión de alta importancia para no pasarla en silencio. La 
plantearemos en sus términos precisos: ¿Puede el Papa desig- 
nar sucesor suyo a su muerte? Dos opiniones se han sustentado 
sobre esta materia: una afirmativa y otra negativa. Los de- 
tensores de la afirmativa alegan en su apoyo el hecho de ha- 
ber designado San Pedro por sucesor suyo a Clemente Ro- 
mano (1); pero este hecho no está probado como verídico y 
sin embargo nos inclinamos a creer que lo sea, aunque la au- 
toridad sobre que únicamente se apoya, es un canon de las 
falsas decretales de Isidoro Mercator. 

946. Este hecho de San Pedro en la hipótesis de ser verí- 
dico, es insuficiente como argumento. En Pedro hubo una do- 
ble potestad, ordinaria y extraordinaria; y en virtud de esta 
última si pudo establecer su silla en un lugar y dejarlo después 
para establecerla en otro y así sucedió en su traslación de An- 
_tioquía a Roma, así también pudo designar su sucesor a lo 
menos por revelación divina por la cual suponemos igualmen- 
te haber sido dirigidos sus pasos de Antioquía a la gran Capi- 
tal del Imperio Romano. Los Papas no pueden invocar la mis- 
ma autoridad porque no le suceden a Pedro en la extraordina- 
ria, sino en la ordinaria. Otros dos hechos se citan en confir- 
mación del mismo parecer: el uno, incierto y oscuro; el otro, 
cierto, pero revocado y reprobado por el mismo Papa, su autor. 

947. El primer hecho, del papa San Félix IV y el documen- 
to donde el hecho se relata, fueron dados a conocer hace pocos 
años. El año 1883 descubrió el distinguido Amelli pro-custo- 
dio de la Biblioteca Ambrosiana de Milán en el archivo del Ca- 
pítulo de Novara, un libro de cánones del siglo x u xr (2) y 
en él se registran tres documentos: a) el precepto del papa San 
Félix al morir, de ser sustituído por su arcediano Bonifacio: 
b) la contestación del senado: c) el libelo dado al papa Boni- 
oo por sesenta presbíteros después de la muerte de Dióscoro. 


5 (1) Caus. 8.* quaest. 1.* can. I. in Decrer GRAMAN ab Isidor. Mer- 


cat. conficto. 
(2) l'ammÉ G. PeriiS. La intervention du Pape dans Velection de son 


succesemr, París, 1902. 
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Expondremos en compendio el hecho. Félix 1V elegido en 526 
y fallecido en 530, próximo a la muerte y ansioso de vencer 
las dificultades temidas en el nombramiento de su sucesor por 
la indebida intervención de los godos—núms. 1271-72—em pre- 
sencia de los presbíteros, diáconos, senadores y patricios a los 
cuales interesa, impone su palio al arcediano Bonifacio mandan- 
do fuera ordenado obispo después de su muerte. | 

948. También alegó Félix IV serle muy fácil a Bonifacio 
hombre muy rico, exhausto como estaba el tesoro de la Iglesia, 
levantar las cargas del pontificado. «Y aunque—así dice el: 
precepto del Papa Félix—creemos habréis de seguir por te- 
mor de Dios y por devoción cristiana mi juicio el cual podéis 
observar sin ninguna duda a fin de evitar que alguno movido 
por la ambición o malas persuaciones procure por mediación 
vuestra introducir discusiones en la Iglesia nuestra madre y se- 
parar con habilidad y estudio sus miembros, sepa quien tal hi- 
ciere y consintiere no ser hijo de la Iglesia y quedar suspenso 
de la comunión del cuerpo del Señor... Quiero a fin de que 
ninguno alegue el desconocimiento de mi ordenación, por el fu- 
turo juicio de nuestro Dios, llevar a noticia de todos y también 
indicar esta mi voluntad a los señores—el emperador Justinia- 
no y la emperatriz Teodora—y a nuestros hijos reinantes—Ata- 
larico y su madre Amalasunta—.» Y añade el documento en cues- 
tión «haber sido promulgado el decreto o precepto del Papa 
por todos los títulos»—glesias del orbe. | 

949. La protesta empero, del senado contra la disposición 
del Papa Félix, no fué directa sino indirecta según se lee en el 
segundo documento. «El senado a los presbíteros, diáconos y 
todo el clero. Hemos creído conveniente llevar a noticia de Vues- 
tra Santidad haber decretado este senado que cualquiera que tra- 
te de otra ordenación, vivo el Papa, o se preste a proceder en 
este sentido o muestre su consentimiento para tratar de ella, 
sea multado con la mitad de su haber en provecho del fisco. El 
convicto de haber tenido tan ímproba pretensión, sepa que des- 
pués de perder todos sus bienes, será desterrado.» Á los pocos 
días muere San Félix y se consuma la disensión en el clero y el 
senado sobre la elección de Papa. Bonifacio 11 fué consagrado 
en la Basílica de Julio—con este nombre quizá se designe la 
gran aula del palacio lateranense—, pero la mayor parte del cle- 
ro y del pueblo eligió a Dióscoro consagrado en la Basílica Cons- 
tantina y de este modo se consumó el cisma. A los veintitrés días 
—el 14 de Octubre—mmuere Dióscoro y el 27 de Diciembre to= 
dos reconocieron a Bonifacio, según se expresa en el tercer do- 
cumento. 

950. El Papa Agapito que cinco años después—año 533— 
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ocupó el sumo pontificado, en previsión de discusiones, quemó 
los documentos conseguidos violentamente del clero romano 
adicto a Dióscoro, por Bonifacio. 

951. No se puede inferir un argumento en apoyo de la. Opl- 
nión afirmativa del precepto del Papa Félix recientemente co- 
nocido sin demostrarse previamente: a) ser un precepto autén- 
tico. Contra su autenticidad arguyen las siguientes considera- 
ciones: ¿Cómo es posible, publicado ese documento en todas 
las iglesias, no haber llegado a noticia de nadie hasta estos úl- 
timos tiempos y por un códice del siglo x u x1? ¿Por qué pasó 
al dominio de la Historia de un modo indiscutible el cisma sur- 
gido en la Iglesia por la elección de Dióscoro y Bonifacio y 
no la causa de este cisma—en la hipótesis supuesta, la desig- 
nación por San Félix—?7 b) estar San Félix en la realización de 
este acto hasta entonces inaudito en la Iglesia y próximo a la 
muerte, en el pleno uso o ejercicio de sus facultades mentales. 

952. El segundo hecho tiene por autor a Bonifacio 11. Este 
congregó un sinodo—año 53l—en la Basílica de San Pedro 
Apóstol y dictó una constitución para ordenar a su sucesor. En 
virtud de esta constitución firmada por los quirógrafos de los 
sacerdotes y jurada ante la confesión del beato apóstol San Pe- 
dro, fué designado por sucesor suyo el diácono Vigilio. Poco 
después Bonifacio lo rectificó todo. En aquel tiempo celebrado 
de nuevo el Sínodo, juzgaron unánimemente los sacerdotes ha- 
ber sido lo hecho en reverencia de la Santa Sede, contra los 
cánones y ser culpable quien se había constituido un sucesor. 
El mismo papa Bonifacio se confesó reo de majestad por lo 
hecho a favor de Vigilio con suscrición de quirógrafto; y ante 
la confesión del bienaventurado apóstol San Pedro, el mismo 
arrojó al fuego su constitución en presencia de los sacerdotes, 
del clero y del senado. 

953. Muerto al año siguiente Bonifacio, le sucedió en aque- 
llos calamitosos tiempos, Juan II—año 532—; a éste, San Aga- 
pito; a éste, San Silvestre—año 336—y hasta el año 540 no 
alcanzó Vigilio el pontificado. De lo dicho se desprende no po- 
der citarse el hecho de Bonifacio Il en apoyo del derecho pon- 
tificio de designar la persona de un sucesor, por haber recono- 
cido el Papa su autor, ser contraria su disposición a los cáno- 
nes—de derecho divino se entiende—, porque tratándose de los 
cánones de derecho eclesiástico, puede por causa justa dispen- 
sar lícita y válidamente el supremo Jerarca de la Iglesia y en 
este caso no habría motivo de declararse Bonifacio, reo de ma- 
estad. Esto mismo prueba no haber provenido la legitimidad 
de Bonifacio, de la designación de San Félix, sino del subsi- 
guiente reconocimiento del clero, 
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Los antiguos cánones reprueban en los obispos el nombra- 
miento de sus sucesores. Dispone el Concilio Ancirano—año 314 
—en su canon XXIII: «No sea lícito al obispo constituir otro 
sucesor en su lugar antes de su muerte; si alguno intentara una 
usurpación semejante, ésta será írrita (1).» El papa San Hilario 
en un Concilio Romano—año 461—con asistencia de cuarenta 
y ocho obispos, dispuso no poder ningún obispo nombrar a su 
sucesor y reprueba en general esta licencia. Si se hubiera creído 
en esta facultad del Papa, quizá se hubiera establecido una 
excepción y se hubiera referido el hecho extraordinario de la 
elección de sucesor suyo hecha por San Pedro en favor de San 
Clemente y de la cual se habría conservado el recuerdo; así 
dicen algunos aunque nosotros creemos holgar esta excepción 
expresa incluída en el poder extraordinario de San Pedro como 
primer legado de Cristo, Los romanos Pontífices no han usado 
de esta potestad. | | 

954. En la hipótesis de no poder el Papa nombrar sucesor, 
no cabe suplir esta falta de poder en el Papa por el consenti- 
miento anticipado de los interventores en la futura elección, en 
ejercicio de un legítimo derecho, aun cuando a prestarlo con- 
currieran todos los electores: a) porque al fallecimiento del Papa 
quizá faltaran muchos de los electores que habían expresado su 
consentimiento y quedarían privados de este derecho sus suceso- 
res: b) porque sería necesaria después del fallecimiento del Papa 
la ratificación de su consentimiento para la fuerza legal y jurí- 
dica de la elección y entonces habría una verdadera elección: c) 
porque este derecho electoral sólo existe en caso de vacante. 

Corresponde al Romano Pontífice dictar cuantas leyes y dis- 
posiciones estime convenientes y necesarias para la acertada re- 
solución de los asuntos a ventilar en lo sucesivo; y su ejecución 
en concreto toca a las personas vivientes en la época de su 
aplicación. Vacante la Sede Romana, procederán a la elección 
del sucesor de Pedro los que a ella tienen derecho, pero guar- 


dando fielmente las leyes dictadas por el Papa en tan grave 
materla. 


955. El Sumo Pontífice no puede dictar un decreto perso-- 


nal en este asunto: a) porque el precepto supone jurisdicción 
en el precipiente y su fuerza se conserva mientras subsiste la 
jurisdicción: b) porque un precepto de esa naturaleza se ex- 
tingue con el mandante—núm. 102—: c) porque lo contrario 


sería la prórroga de una jurisdicción ya perdida con evidente 


menosprecio de la constitución de la sociedad. 


956. Se confirma la opinión negativa con la práctica de la 


(1) Manst, Sacr. Concil. nova et amplissima colectio. Florence, 1759, 
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Iglesia. Después de Bonifacio 11 ningún Pontífice intentó el 
nombramiento de su propio sucesor ni directamente, es decir, 
por sí mismo, ni indirectamente, esto es, por el voto anticipado 
de los electores ni en virtud de un precepto impuesto a éstos 
a pesar de las gravísimas dificultades y serias circunstancias 
que hacían prever los inconvenientes de la nueva elección, Los 
Papas se limitaron sobre este punto a meras indicaciones relati- 
vas a la idoneidad de alguna persona y a los motivos de su 
preferencia en la elección, pero con respeto siempre al parecer 
del cuerpo electoral. Preguntaron obispos y cardenales—entre 
éstos estaba Desiderio—a Gregorio VII desterrado en Saler- 
no y próximo a la muerte, sus disposiciones acerca de la orde- 
nación de la Santa Sede a su fallecimiento y les respondió: «Si 
es posible, promuevan a la dignidad de Papa a Desiderio; pero 
en la imposibilidad de vencer su resistencia, designen cuanto 
antes o al arzobispo de Lyón o al obispo ostiense o al lucense, 
el primero cuya aceptación pudieran conseguir.» Así lo refiere 
Pedro Casino. Tan graves, tan difíciles fueron para la Iglesia las 
circunstancias de aquella época que a pesar de haber sido elegido 
papa Desiderio por aclamación unánime de los cardenales, tardó 
casi dos años en consentir en ceñirse la tiara pontificia. ¿Qué 
consecuencia arranca de esta conducta de los Papas? Que jamás 
se creyeron con derecho a nombrarse sucesor. Este derecho en el 
supuesto de haberlo recibido los Papas de Jesucristo, hubiera 


sido, no un derecho particular, no un derecho otorgado en pro- 


pio beneficio, sino un derecho público concedido en utilidad de 
la Iglesia y digno de ser actuado principalmente en los tiempos 
de ser difícil proveer de pastor supremo a la Iglesia. 

Esta cuestión fué vivamente agitada en el pontificado de 
Pío IV y para cortarla de una vez, después de haber sido de- 
tenida y concienzudamente examinada, declaró y decretó el Papa 
no asistirle al Romano Pontífice el derecho de elegirse sucesor 
ni tener un coadjutor con el derecho de futura sucesión, ni aun 
con el consentimiento de todos y cada uno de los cardenales; la 
elección corresponde libremente a éstos decretando en caso con- 
trario su nulidad. Claramente se ve ser esta disposición, de de- 
recho divino; en el caso de ser de derecho eclesiástico, puede 
el Papa revocarla según su prudencia y voluntad. 

957. ¿Cuál es la razón jurídica del fundamento de estas 
disposiciones? La monarquía de la Iglesia es electiva, no here- 
ditaria; con el derecho del Papa a designarse sucesor, pudiera 


degenerar en hereditaria y ser por consiguiente contraria a la 


constitución de la Iglesia. El Papa desempeña el régimen, go- 
bierno y dirección de la Iglesia mientras vive; después de su 
fallecimiento ya no le pertenece el régimen de la Iglesia; pasa 
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a los que viven y por derecho devolutivo, a un grado inferior. 
La elección, dice Cavagnis, no pertenece al régimen de la Igle- 
sia; su objeto es proveer de rector para el tiempo subsiguiente 
al de la vacante; la Iglesia no carece de gobierno por falleci- 
miento del Papa y Hasta el nombramiento de sucesor, como di- 
jimos más arriba. 


$ VI 
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058. Carismas extraordinarios de San Pedro como apóstol.—959. 
Porque los Apóstoles y no sus sucesores fueron infalibles.—960. Ju- 
risdicción universal de los Apóstoles.—961. Los obispos no pueden 
enseñar más doctrinas que las recibidas de los Apóstoles.—962. La 
inmutabilidad de la doctrina de la Iglesia es conciliable con el pro- 
greso.—963. La revelación de la doctrina católica está ya hecha; 
las revelaciones de los santos no son de esta naturaleza.—964, Ne- 
cesidad de la predicación del Evangelio hasta la conversión del mun- 
do entero.—965. En el Romano Pontífice se conserva la potestad 
ordinaria de Pedro y su infalibilidad.—966. Consecuencias de esta 
doctrina.—967. Causas mayores por su naturaleza.—968. Los asun- 
tos disciplinares, no los dogmáticos, son delegables, pero en aquellos 
no goza el legado de infalibilidad negativa.—969. Causas esencial- 
mente per se y per accidens mayores.—970. Derechos del Sumo Pon- 
tífice como soberano indiscutible de la Iglesia. E 


958. En Pedro podemos considerar su doble carácter de 
Apóstol y de Papa. Apóstol, tenía anejos carismas que no pa- 
san de derecho a sus sucesores; tales fueron el don de lenguas, 
de milagros, de revelación o de inspiración del Espíritu Santo 
en la predicación de la divina palabra y en la escritura y re- 
dacción de los libros canónicos. Estos dones comunes en San 
Pedro y los demás Apóstoles, no se transmiten a sus sucesores. 
Los anteriores carismas se relacionan íntimamente con la dig- 
nidad de legado divino inmediatamente enviado por Jesucristo 
y con el cargo de fundador de la Iglesia. En efecto: es necesa- 
rio al legado divino probar con signos externos y evidentes la 
verdad de su misión en el mundo; y el milagro es un signo con- 
cluyente del poder divino, porque como obra admirable, estu- 
penda e insólita opuesta a las leyes que nos rigen, únicamente 
puede ser realizada por virtud divina. Lo mismo podemos afir- 
mar del don de lenguas y de la inspiración del Espíritu Santo. 

959. Los Apóstoles gozaron todos del don de la infalibili- 
dad, porque como depositarios de la doctrina de Cristo, insti- 
tuídos por El para llevar a todas partes la buena nueva de sus 
enseñanzas e iluminados por el Espíritu Santo para penetrarse 
de las verdades no entendidas o para ilustrar su inteligencia 
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con otras hasta entonces no reveladas por no haber sido de ellas 
capaces, debían cumplir el encargo de fundar la Iglesia católica 
y depositar íntegro e inmaculado en ella sin alteración alguna, 
el depósito sagrado de la doctrina de fe. Pero, hecho el depósito 
de la fe en el seno de la Iglesia, nadie sino ella y su Pontífice 
son infalibles. Así lo indica el Apóstol en su carta a Timoteo: 
«¡Oh, Timoteo! guanda el depósito. Lo que has oído de mí me- 
diante muchos testigos, recomiéndalo a hombres fieles e idó- 
neos para enseñarlo a otros.» 

960. La jurisdicción de los Apóstoles fué universal por vo- 
luntad de Jesucristo; y su autoridad, plena y perfecta para pre- 
dicar el Evangelio en todos los países y crear instituciones ne- 
cesarias a la educación del nuevo pueblo. 

961. Los obispos instituidos por los Apóstoles tienen la mi- 
sión de intimar la doctrina recibida; si enseñan doctrinas nuevas 
o distintas de aquéllas, se separan de la comunión de la fe con 
la Iglesia; son herejes. Luego después de haber sido fundada 
la Iglesia por los Apóstoles, hay en ella una sola fe a la cual no 
puede sobreañadirse ningún dogma; es obra consumada por los 
Apóstoles y de los cuales recibió su perfección constitutiva. 

962. La Iglesia desde su fundación hasta nuestros días no 
ha creado ningún dogma de fe; su acción se ha limitado a de- 
clarar dogma de fe verdades de tradición apostólica. La doctrina 
intimada a los pueblos por la voz de los Apóstoles no quedó ni 
estacionada ni paralizada; se ha desarrollado y desenvuelto sin 
dejar de ser la misma como no deja de ser la misma la persona 
del niño que más tarde llega a ser hombre por el desenvolvi- 
miento natural y armónico de sus facultades. El desarrollo es 
una perfección accidental en la doctrina; una nueva revelación 
sería una perfección sustancial. Insistiendo en la misma doc- 
trina, preguntamos con San Vicente de Lerins: «¿Pero en la 
Iglesia ya no habrá progreso?» Y contestamos con el mismo au- 
tor: «No sólo existe en ella el progreso, sino un progreso muy 
considerable; y quien intentara impedirlo, sería a la vez enemi- 
go de los hombres y odioso a Dios. Pero el progreso de la Igle- 
sia ha de ser de tal naturaleza que sea para la fe un perfeccio- 
namiento, mas no un cambio. El perfeccionamiento exige que la 
cosa se mejore permaneciendo la misma; el cambio, que se 
transforme en otra. Es, pues, necesario que la fe se acrezca, 
experimente grandes y profundos mejoramientos así en cada 
uno de los fieles en particular, como en todos, como en la Igle- 
sia universal, según la progresión de los siglos y de las edades. 
La inteligencia, la ciencia, la aplicación práctica deben desen- 
volverse en ella mientras que la naturaleza, vale decir, su natu- 
raleza dogmática, su manera de interpretar y sus conclusiones 
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científicas, permanecen invariablemente siendo la misma cosa.» 

El sabio teólogo esclarece esta doctrina sirviéndole de ejem- 
plo el cuerpo humano. «Aunque en el curso de los años sus pro- 
piedades y sus fuerzas se desenvuelven continuamente, él siem- 
pre subsiste el mismo. Hay una gran diferencia entre la flor 
de la infancia y la madurez de la vejez; pero los que han sido 
adolescentes, llegan a viejos; la condición, la manera de ser del 
hombre han cambiado, pero la personalidad y la naturaleza se 
conservan idénticamente las mismas, Los miembros de los ni- 
ños de pecho son débiles y delgados; los de los jóvenes están 
más desarrollados y sin embargo son los mismos. Las coyuntu- 
ras del cuerpo de los niños són las mismas que las del cuerpo 
del adulto. Si algo se produce en una edad más avanzada, es 
porque con anterioridad existía el germen; de suerte que nada 
se manifiesta en los ancianos que no haya existido en estado 
latente en los niños. Aquí está sin contradicción la regla recta 
y legítima de todo progreso; el orden magnífico y constante 
según el cual debe realizarse todo progreso, a saber: que las 
partes y las formas que la sabiduría del Creador había ya bos- 
quejado en los niños, se desenvuelvan y desarrollen en la edad 
madura. $1 la especie humana se transformara de tal modo que 
no conservara su naturaleza, si un nuevo miembro se añadiera 
al cuerpo humano o si desapareciera alguno de los que ya tiene 
o perecería el cuerpo o llegaría a ser monstruoso o quedaría 
completamente debilitado, Aquí está la regla, aquí las leyes del 
progreso que la religión cristiana debe seguir; ella debe con el 
curso de los años asentarse más sólidamente, extenderse con el 
tiempo, elevarse con la edad, permaneciendo extraña a la co- 
rrupción y conservándose inmaculada, acabada y perfecta en 
todas sus partes que son como sus miembros y sus sentidos, sin 
admitir ni modificación ni pérdida de sus propiedades ni varia-. 
bilidad en sus definiciones (1).» 

963. La revelación de la doctrina católica está ya hecha; los 
sucesores de los Apóstoles tienen el deber de anunciarla, pro- 
pagarla y conservarla pura. Quienes de buena fe quieran con- 
vertirse a Dios, deben investigarla por los medios a su alcan- 
ce, abrazarla y confesarla. Es inútil esperar una nueva reve- 
lación como ésta; no la habrá más. Las revelaciones de los san- 
tos no son de esta naturaleza; y ni la Iglesia las propone jamás 
autoritativamente a la fe de sus hijos ni éstos tienen la obliga- 
ción de investigarlas ni de abrazarlas; quienes las conocen y 
persuadidos están de ser genuinas, han de creerlas con fe di- 
vina, pero no católica. 


(1) Saint VINCENT DE LgErINS. Monitorium primum. n. XXXII. 
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964. La Iglesia, repetimos, fué fundada por los Apóstoles 
obedientes al mandato de Cristo; y la fe, intimada y anunciada 
al mundo por su ministerio; pero la sella del Evangelio no ha 
fructificado en todos los hombres; pueblos y naciones existen 
en nuestros días en los cuales arraigadas viven las doctrinas de 
la gentilidad y hombres cuyo entendimiento está cegado por las 
enseñanzas judías. Es de necesidad proseguir la predicación del 
Evangelio hasta practicar y confesar el mundo, la doctrina de 
Jesucristo y ser la humanidad lo que quiso Cristo que fuera: 
un solo rebaño bajo un solo pastor. 

965. En Pedro perseveran el sacerdocio, el magisterio y la 
soberanía o jurisdicción de regir, gobernar y extender la Igle- 
sia, En el Romano Pontífice radica de una manera estable y 
permanente la autoridad del apostolado para intimar a los fie- 
les las enseñanzas evangélicas y fundar nuevas iglesias, mas no 
perduran en él los otros carismas del apostolado como el don de 
milagros, de lenguas y de inspiración. La inalterabilidad sin 
embargo, de las doctrinas anunciadas por los Apóstoles—es su 
fiel custodio y depositario la Iglesia—, reclamaba imperiosa- 
mente el don de la imfalibilidad ; sin ella no se conservaría intac- 
ta la fe; los hombres no estarían seguros de su divinidad y la 
Iglesia no podría exigir la sumisión de la inteligencia a sus en- 
señanzas, porque sólo un maestro infalible tiene el derecho de 
exigir adhesión a las doctrinas que enseña. Esta infalibilidad es 
también necesaria para no prevalecer según los divinos oráculos, 
- contra la Iglesia las puertas del infierno, para no ser engañados 
sino confirmados en la fe los católicos y para ser apacentados 
los corderos y las ovejas del redil de Cristo*ton saludables y no 
perjudiciales y nocivos pastos. El sacerdocio del Romano Pon- 
tífice se llama apostólico, no tanto por su origen como por la 
potestad apostólica que en él persevera. 

966. De esta doctrina se sigue: a) tener Pedro y solamente 
Pedro un poder pleno, supremo, ordinario e inmediato sobre 
todos los fieles y todas las iglesias en comunión con él; el des- 
tino divino de la Iglesia de propagarse, conservarse y perpe- 
tuarse exige imperiosamente la conservación y perpetuación de 
este poder en el Sumo Pontífice y solamente en él: b) enviar 
en virtud de este apostolado legítimamente a todas partes pre- 
dicadores evangélicos, fundar nuevas iglesias, regirlas y gober- 
narlas por vicarios apostólicos, delegados, prefectos, obispos o 
ministros según mejor le pareciere. El Romano Pontífice como 
jefe y rector de la Iglesia debe intervenir con su autoridad su- 
prema en todos aquellos asuntos reservados a su jurisdicción 
por derecho divino, es decir, en todas las causas mayores por 
su naturaleza. Son causas mayores : 


42 LA IGLESIA Y EL ESTADO. LIB. III. CAP. 1 


967. a) Las que exigen la intervención de la infalibilidad 
pontificia; tales son las leyes dogmáticas y la canonización de 
los santos. En otro tiempo sin embargo, fué permitido a los 
obispos decretar culto público a los varones fallecidos en olor 
de santidad: culto no preceptivo ni definitivo para la Iglesia 
universal sin el consentimiento del Sumo Pontífice. De aquí 
que si por razón del nombre no existía aún diferencia entre 
santos y beatos, existía en realidad, porque el culto tributado a 
los beatos era permisivo o preceptivo para alguna iglesia, no 
defemtivo: b) las que reclaman la intervención del poder su- 
premo eclesiástico aunque no su infalibilidad; tales son las re- 
lacionadas con el estado de la Iglesia universal, las concernien- 
tes a las relaciones de la Iglesia y del Estado, de la Iglesia con 
otras iglesias particulares y de éstas entre sí. 

968. Existe notable diferencia entre los asuntos dogmáti- 
cos y los disciplinares; los primeros son imdelegables, porque en 
su resolución es necesaria la infalibilidad y ésta es exclusiva- 
mente personal del Romano Pontífice; los segundos son dele- 
gables, pero en esta delegación no puede el Papa comunicar 
al delegado su infalibilidad negativa, es decir, les confiere una 
delegación, mas sin la garantía de no-poder ser opuesta su ac- 


ción al derecho divino. El precepto del delegado,—caso de dic-. 


tar alguno—abusador de su autoridad, de buena o mala Lo 
declarado en sus actos en contradicción con el dogma, está des- 
tituído de valor. En los asuntos ligados con el bien de la Igle- 
sia universal se suele delegar únicamente la presidencia del con- 
cilio como acto preparatorio. y 

969. Son causas esencialmente mayores las exclusivamente 
reservadas al Papa e indelegables ; per se mayores, aquellas en 
las cuales no se puede intervenir sin delegación del Papa, pasan- 
do a ser menores por razón de esta delegación. En conclusión : 
Son mayores las causas reservadas al Sumo Pontífice y menores 
las sometidas al fallo de los magistrados inferiores. Nada im- 
pide al Papa reservarse el conocimiento de causas menores sobre 
las cuales no hay inconveniente alguno en reconocer competen- 
cia a los jueces inferiores; estas causas im se menores pueden 
llegar a ser per accidens mayores. 

970. Expondremos con brevedad y concisión los derechos 
del Sumo Pontífice como soberano indiscutible de la Iglesia: 
a) asiste al Papa el derecho secundario, no primario de organi- 
zar la Iglesia—núms. 6478 y sigs.—El Sumo Pontífice en ejer- 
cicio de su apostolado erigirá iglesias no sólo donde no existen, 


sino también donde ya existen; establecerá uniones, divisiones 


de parroquias, obispados y provincias eclesiásticas y fijará y 
señalará nuevos límites a las diócesis; todo esto es de derecho 
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eclesiástico, no divino. Es verdad ser la división territorial, una 
necesidad impuesta por la misma naturaleza de las cosas en una 
sociedad vasta y numerosa, pero no lo es ésta o aquélla división 
establecida por derecho eclesiástico—núms. 6487 y sigs.—: b) 
puede el Romano Pontífice instituir en orden al pueblo magis- 
trados eclesiásticos, auxiliares y coadjutores de su solicitud pas- 
toral, no revestidos del orden episcopal y delegarles jurisdicción 
sobre el pueblo en todo lo que no reclama como necesario el 
orden episcopal, como los abades nullims; y en orden a los obis- 
pos, establecer ciertos grados de jurisdicción y unir a éstos la 
autoridad necesaria con la cual a más de su elevación sobre los 
obispos, provean, caso de no ser posible la intervención del 
Papa o por la distancia o por lo numeroso de las diócesis, en 
los asuntos, materia de esta delegación o comunicación; tal fué 
el fin de la creación de los patriarcas, primados, exarcas y me- 
tropolitanos. Entra también en las atribuciones pontificias el 
nombramiento de prefectos extraordinarios con potestad sobre 
los mismos obispos; esto sucede con el nombramiento de vica- 
rios o delegados apostólicos—núms. 6497 y sigs.—: c) dere- 
cho del Papa es eximir de la jurisdicción ordinaria monaste- 
rios, iglesias y órdenes religiosas aprobados en el desenvolvi- 
miento de su acción dentro de la Iglesia universal y reservar 
inmediatamente para sí esta jurisdicción—núms. 6504 y sigs.—: 
d) es atribución del Romano Pontífice nombrar, confirmar e 
instituir obispos, removerlos y deponerlos según lo juzgue ne- 
cesario, aceptar sus renuncias y trasladarlos, instituir coadjuto- 
res y vicarios apostólicos como dijimos más arriba. Queda sen- 
tado existir únicamente por derecho divino dos grados de juris- 
dicción: el pontifical y el episcopal. Solo el Papa puede proveer 
la vacante al fallecimiento del obispo. Creemos indudable ha- 
ber dictado los Apóstoles acerca del modo y forma de proveer 
las vacantes, reglas de derecho eclesiástico y en tal concepto de 
fuerza obligatoria mientras no las modifique el Romano Pontí- 
fice: e) el Papa es el sujeto del poder legislativo de la Iglesta 
universal y en su virtud dicta leyes a la Iglesia universal e igle- 
sias particulares, ya por sí solo, ya en concilio y nadie fuera de 
él goza del derecho de convocar, suspender, presidir, terminar y 
confirmar los concilios generales y particulares convocados por 
los pastores en comunión con el Papa; único legislador para 
la Iglesia universal es también el solo, el llamado a dispensar 
de las leyes y conceder privilegios: f) en manos del Papa reside 
el poder supremo judicial de ambos foros interno y externo. 
En el foro interno puede reservarse la absolución de algunos 
pecados y censuras, y en el externo, juzgar de todos los asuntos 
eclesiásticos aun en primera instancia, no siendo su fallo ape- 
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lable ni ante el concilio. Esta potestad inmediata y suprema so- 
bre todos y cada uno de los fieles y pastores exige como con- 
secuencia la libre comunicación del Papa con todos los católicos 
y viceversa—núms. 6511 y sigs.—: g) el Papa sujeto asimis- 
mo de la potestad coactiva tiene el derecho de imponer y apli- 
car penas a los infractores de sus leyes y disposiciones: h) al 
Papa corresponde por derecho divino la suprema potestad de 
administrar todos los bienes de la Iglesia ya espirituales—sacra- 
mentos, sacramentales, indulgencias, dispensa de votos y abso- 
lución de juramento—ya temporales—el derecho de percibir las 
anatas, tributos y otros—ya mixtos—los beneficios. 


8 VII 


EL APOSTOLADO EN GENERAL 


971. "Todos los Apóstoles comparten los derechos inherentes a 
su dignidad íntimamente considerada.—972. Hecho claro y signifi- 
cativo de la institución del apostolado.—973. Los Apóstoles cumplen 
su misión después de la efusión del Espíritu Santo.—974. Predicación 
del Evangelio a los gentiles.—975. Antes de su dispersión por el 
mundo para la predicación del Evangelio constituyen diáconos y 
sacerdotes en Jerusalén bajo la dirección de Santiago el Menor.— 
976. Plan apostólico para la obra de la predicación.—977. Organiza- 
ción de multitud de iglesias por la rápida propagación del Evan- 
gelio.—978. "Todas las iglesias fundadas por los Apóstoles están” so- 
metidas a la dirección de un jefe único.—979. Por ser de derecho 
divino inmediato sus derechos, ni los Apóstoles pueden disminuir 
los de Pedro, ni éste, los de los Apóstoles.—980. Muerto Jesucristo, 
es Pedro el centro de la unidad de los Apóstoles y de las iglesias.— 
981. San Pablo confirma esta doctrina con sus palabras y sus he- 
chos.—982. La gradación solemnemente establecida en el aposto- 
lado, consiste en la subordinación de los Apóstoles a la autoridad 
de Pedro, su príncipe por derecho divino. ; 


971. Entre los Apóstoles congregados en torno de nuestro 
Señor Jesucristo, se encuentra Andrés, hermano de Simón, el 
primero elevado al honor del apostolado; y a pesar de ser el 
primero, no se le conferirá el primado para la realización de la 
unidad de la Iglesia. Pedro, hermano de Andrés por la natura- 
leza, y de los Apóstoles, por el apostolado compartido con ellos, 
y adornados uno y otros de las mismas dotes a esa dignidad 
inherentes, se distingue de los demás por su primado. Hay en 
Pedro el doble carácter de Apóstol y de príncipe de los Após- 
toles. Los derechos les son comunes a los Apóstoles con Pedro; 
pero éste solo posee el privilegio del primado. 

972. La institución del episcopado es el hecho más claro y 
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significativo del Evangelio. Jesucristo inicia su obra redentora 
con la elección de doce Apóstoles. Un doble propósito persiguió 
Jesucristo al llamar a sus elegidos al apostolado: comunicarse 
íntima y estrechamente con ellos para constituirlos en testigos 
de sus palabras, de sus actos y de su resurrección y para enviar- 
los más tarde a todos los países del mundo y ganarlos y reunir- 
los en el amor del Santo Evangelio (1). En la realización de 
esta última parte de la misión, expresada de un modo particular 
por la palabra Apóstoles, Jesucristo los asocia a sí, les enseña 
con la palabra y con el ejemplo y los prepara del modo más 
eficaz para enviarlos por el mundo a dar fe y testimonio de 
su divino Maestro e inculcar sus admirables doctrinas. Los 
Apóstoles en la iniciación de su obra y por indicación de Pe- 
dro, resuelven la elección de un apóstol sucesor del traidor Ju- 
das y testigo de la resurrección del Señor (2). Antes de la as- 
censión gloriosa de Jesucristo a los cielos, brotaron de sus la- 
bios estas divinas palabras: «Vosotros me serviréis de testigos 
en Jerusalén y en toda la Judea y en Samaria y hasta el cabo 
del mundo (3).» Por esta razón dice San Pedro: «Nos mandó 
que predicásemos y testificásemos que él es el que está consti- 
tuído por Dios, juez de vivos y muertos (4).» Y añade: «Nos- 
otros somos los testigos predestinados por Dios; nosotros he- 
mos comido y bebido con El después que resucitó de entre los 
muertos (5).» Y escribe el apóstol San Juan: «Nosotros os pre- 
dicamos lo que hemos visto, lo que hemos entendido a fin de 
que entré en sociedad con nosotros (6).» A estos testigos les 
confirió Dios el poder sobre todo el género humano a fin de 
atraerlo a la unidad de comunión con la Iglesia (7). Desde este 
momento los testigos pMapruges pasan a ser apóstoles, pues el 
martirio es la corona de su carrera. 

973. Después de la efusión del Espíritu Santo los Apósto- 
les dan principio a su misión; hablan a todos los pueblos y en 
todas las lenguas, llevan por doquier la buena nueva de la re- 
dención del género humano, de la reconciliación del hombre 
con Dios y de la fusión de todos los pueblos divididos entre sí 
en un solo e inmenso reino de Dios sobre la tierra. «La funda- 
ción y propagación de la Iglesia viene a se., escribe Phillips, la 
contra-parte de la construcción de la torre de Babel y de la 


(1) CorrrETAu. De monarchia Eccles. Rom., tom. II, pág. 39, 
Ach L 22, 

(3) Act: 1, 6. 

(4) 4ct. X, 42. 

(5) Act. X, 41. 

0) oax. L, 12. 

(7) Mara. XXVIII, 19, 20, 
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dispersión de los pueblos (1).» La reunión de todos los idio- 
mas en la boca de los Apóstoles forma un perfecto contraste 
con la antigua confusión de lenguas. Lo mismo que desde Babi- 
lonia los pueblos que ya no se entienden, se dispersan por todas 
las partes de la tierra, los Apóstoles inteligibles a todos se en- 
caminan a su torre de Jerusalén, para desde allí extenderse por 
el mundo entero reuniendo a todos los pueblos. Aquéllos, en 
testimonio de su unión y para glorificarse a sí mismos, inten- 
tan levantar una torre cuya cúspide toque al cielo; éstos sobre 
el fundamento de la unidad y la gloria del Altísimo, trabajan 
en levantar el edificio divino de la Iglesia, la unidad divina que 
realmente se levanta hasta el cielo. Los unos erigen el monu- 
mento caduco de la dispersión; los otros, el monumento divino 
indestructible de la unidad (2).» 

974. Los Apóstoles antes de su separación y esparcimiento 
por los más apartados lugares del mundo a fin de anunciarles 
el Evangelio en cumplimiento del mandato divino, prestaron 
especial solicitud a la iglesia de Jerusalén, igual a la del co- 
mienzo de su misión con los hijos de Israel (3), sin por esto 
pasar por alto a los paganos. Los Apóstoles persuadidos de la 
inutilidad de sus fuerzas en vencer la rebeldía de los judíos en 
la aceptación del Evangelio, volvieron sus ojos a los gentiles (4), 
retoños ingertos en el árbol de la Iglesia en lugar de las ramas 
secas que merecieron ser cercenadas (5).» 

975. No es posible fijar con exactitud el tiempo dedicado 
por los Apóstoles a la conversión de los judios—permanecieron 
en Jerusalén hasta la expulsión de los demás cristianos—; sin 
embargo se puede señalar su partida hacia el año 40 (6). 
Con el fin de prevenir las cuestiones que venían surgiendo entre 
los hebreos y los griegos con motivo de las viudas de estos úl- 
- timos y libres de cuidados, consagrarse de lleno a la predica- 
ción del Evangelio, convocaron una asamblea de fieles sobre 
la elección de siete diáconos a los cuales después de haberles 
impuesto sus manos, les encargaron el cuidado de los pobres (7). 
Ordenaron además para la dirección de la grey cristiana y la 
administración de las cosas santas a ancianos o sacerdotes— 
rosopuregor, exmoxoxo. — (8); y después de haber instituido 


(1) Phuintbs. Obra citada, tom. 1, pág. 79. 
(2) Act. X, 45, 

(37 Ach XI 6, 

(4) 4ct. XXIII, 16. 

(5) Rom. XI, 11 y sigs. 
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(7) Actó VL 1. y sigs. 

(8) Act. XV, 2 y sigs. 
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en esta forma la Iglesía naciente, se alejaron y dejaron a su 
frente para gobernarla como obispo en el verdadero rigor de 
la palabra, a Santiago el Menor (1). 

976. Es muy natural suponer haber preparado o trazado los 
Apóstoles un plan antes de separarse y encaminarse cada cual 
a un país o región e iniciar la obra de la propagación del Evan- 
gelio por el mundo entero; este previo acuerdo parece indis- 


-cutible; en este punto, afirman distinguidos canonistas, fueron 


inmediatamente instruidos por el Salvador, no así en la esfera 
en que debía desplegar cada cual su celo y actividad apostólica. 
Fué, pues, necesario a los Apóstoles entenderse entre sí y lle- 
gar a un criterio uniforme acerca de un punto como éste del 
cual iba de algún modo a depender una nueva limitación, base 
de la futura topografía de la Iglesia. ¿Apelarán a la suerte los 
Apóstoles en la designación de la parte de tierra a cada uno 
correspondiente en su misión evangélica, como para completar 
el colegio apostólico? Lo ignoramos completamente y nos es igual 
saberlo o no. Lo cierto es no haberse verificado nada en estos 
asuntos de importancia grande sin la asistencia del Espíritu 
Santo y sin intervención de Pedro como príncipe de los Após- 
toles. 

977. Antes de la dispersión de los Apóstoles por el mundo, 


sólo brilló el sol de la verdad sobre Jerusalén; más tarde apa- 
recen estos fulgores por toda la superficie de la tierra hasta 


entonces sepultada en las tinieblas, las rasgan con sus vivifican- 
tes rayos, lo alumbran todo con su luz y lo animan todo con su 
calor. Los Apóstoles con asombrosa rapidez crearon una mul- 
titud prodigiosa de iglesias (2) organizadas al igual de la de Je- 
rusalén y eligieron con preferencia las grandes ciudades cons- 
tituídas después en poderosos focos de luz en la propagación 


del cristianismo (3). Es verosímil la fundación aun antes por 


San Pedro, de la iglesia de Antioquía citada en las Actas de los 
Apóstoles y cuyos miembros recibieron los primeros el nombre 
de cristianos (4). Por esto se le dió a San Pedro el título de 


primer obispo de Antioquía. Lo sin duda cierto, es haberse 


encaminado Pedro en el momento de la dispersión de los Após- 
toles, a Roma, haber elegido la capital de las capitales por asien- 
to de la silla episcopal, de su soberanía universal en el seno de 


la reina del mundo y fundar por ministerio de su discípulo San 


Marcos el obispado de Alejandría, considerado por este hecho 


(1) 4ct. XX, 2 y sigs.—I Prerri V, 1 et 3. 

(2) Nataí ALEJANDRO. Hist. Eccles., tom. IV, pág. 57. 
(3) TrErtuLLIaNUs. De praescript., cap. XXXII. 

(4) Act. XI, 36. 
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cátedra de San Pedro (1), en la antigitedad cristiana: denomi- 
nación sin embargo, impropia, porque propiamente es de la 
Iglesia de Roma de donde arrancan como de su centro, todas 
las Iglesias de Occidente (2). Los otros Apóstoles imitan el 
proceder de Pedro, y como él, organizan la obra del Evangelio 
con la institución de obispos—núms. 1020 y 1166—les designan 
una parte determinada de la nueva conquista y les encargan 
especial atención a los medios propios de propagar y extender 
más y más el dominio de la Iglesia. San Pablo consagra a Tito 
obispo de Creta y a Timoteo, de Efeso (3). A cada silla epis- 
copal se le fija un círculo de jurisdicción con límites más o me- 
nos precisos, de acuerdo con las circunstancias. 

978. Así provistas y regidas las nuevas iglesias, los Após- 
toles se dirigen a otras comarcas y allí también anuncian el Evan- 
gelio—la buena nueva de la salud—por la razón sencilla de es- 
tar restringida la acción de los obispos por los límites de una 
circunscripción religiosa y la de los Apóstoles, ilimitada por 
concesión expresa de Jesucristo. «Predicad el Evangelio a toda 
criatura.» Con todas sus nuevas fundaciones forman los Após- 
toles una especie de colegio soberano bajo la dirección de un 
jefe único, guía y gobernante de todas, corrigiéndolas con dul- 
ces exhortaciones; y si esto no fuera bastante, con rigor y se- 
veridad y hasta con el empleo de la coacción (4). 

979. Todos los Apóstoles en el ejercicio de la autoridad 
otorgada por Jesucristo, eran entre si iguales sin perjuicio de 
la subordinación a Pedro; cada uno era en su misión sublime, 
independiente de los otros y Pedro mismo estuvo inhabilitado 
para disminuir y quitar a dinguno de ellos el menor de sus 
poderes; en las mismas condiciones estuvieron con Pedro los 
Apóstoles incapaces de mermar en lo más mínimo ninguna de 
las atribuciones de su primado (5). Jesucristo estableció el or- 
den en su Iglesia y en este orden es sólo Pedro el pastor único 
con derecho a instituir otros pastores y conferirles los derechos 
respectivos. Los Apóstoles no eligieron a Pedro por su cabe- 
a; Pedro, los Apóstoles, el jefe y sus distinguidos y nobles 
cooperadores, fueron instituidos por Cristo. 

980. Mientras vivió Jesucristo, los Apóstoles fueron simples 
testigos de la vida, enseñanza y milagros de su Maestro y en 
éste estuvo su centro de unidad. Después de su ascensión divina 
a los cielos, los Apóstoles iniciaron en cumplimiento de su de- 


(1) BoLcENt. Obra citada, pág. -95. 

(2) Iwnnocewtius I. Epist. XXV, ad Decent., cap. IL. 
(3) Eusrmi0. Obra citada, lib. 111, cap. IV. 

(4) 1 Cor. IV, 21. 

(5) DkEyvort. Ob citada, pág. 51, 
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ber la misión recibida e indicada en su mismo nombre; y la 


primera condición de la observancia de la obligación por Cristo 


impuesta, los forzó a separarse. El divino Fundador de la Igle- 
sia previó esta necesidad y la subsanó con la designación de un 


jefe, de un centro visible de unidad, de la persona de Pedro 


representante en la tierra de la gran obra apostólica. Pedro 
procede y obra como apóstol, conjuntamente con sus colegas 
en el apostolado; pero procede y obra también como príncipe 
de los Apóstoles y regula y dirige la propagación del Evangelio. 
Desde este punto de vista se destaca principalmente con todo 
su esplendor la importancia inmensa de la unidad de la Iglesia 
realizada en Pedro y por Pedro. Para la predicación en el mun- 
do entero del Evangelio de Cristo era insuficiente Pedro; luego 
era una necesidad la de ser el apostolado múltiple y uno: múl- 
tiple por sus miembros; uno, por un solo jefe. Consecuencia in- 
mediata de la predicación del Evangelio y del establecimiento 
en los lugares evangélicos, de obispos, sacerdotes y ministros 
inferiores, fué la fundación de iglesias particulares, aisladas, 
de no ser levantadas sobre Pedro, base y cimiento de la Igle- 
sia universal y condenadas a ser, no un cuerpo vivo, sino acé- 
falo, de no haberse incorporado a la Silla de Pedro. 

981. En tanto será la fe de un Apóstol aislado, fundamen- 


to de la Iglesia en cuanto esa fe está conforme con la fe de 


Pedro. Así comprendió en su tiempo Tertuliano la razón del 


, 


viaje del Apóstol a Jerusalén para ver a Pedro (1), y de su 
permanencia a su lado durante quince días. El Apóstol de las 
naciones que se gloriaba de haber aprendido de la boca de Dios 
el Evangelio y no de la de ningún hombre, lejos de creer serle 
posible prescindir de este viaje, lo considera necesario a fín de 
no correr el riesgo de trabajar sin éxito o en vano y conferen- 
cla acerca de la fe de la Iglesia. San Pablo no abrigó nunca 
la menor duda de la ortodoxia de su doctrina; desea, sí, con la 
demostración de la perfecta conformidad de su enseñanza con 
la de Pedro, disipar hasta la menor duda sobre este punto. Por 
esto escribe así a los romanos: «Vuestra fe es anunciada en el 
mundo entero», es decir; la fe por los Apóstoles anunciada en 
toda la tierra es idéntica, es igual a la por vosotros recibida de 
Pedro. La fe romana estuvo presente en la mente de San León 
cuando escribió: «Ha sido la economía del plan del Salvador 
en la institución del apostolado la devolución principalmente 
del anuncio de la fe y la comunicación de la gracia divina a 
todo el cuerpo por el canal del jefe, de suerte de experimentar 
quien de la inquebrantable roca de Pedro se aparte, el debili- 


(1) TERruLLIANus. De praescript., cap. XXIII, 
] ll — 4 


50 LA IGLESIA Y EL, ESTADO, LIB. 111, CAP. I 


tamiento de la vida que fluye de este divino misterio (1).» . 


982. Jesucristo envía a sus Apóstoles; para la predicación 
de la misma doctrina y la realización de este fin los inviste de 
la misma misión; en esto todos los Apóstoles son entre sí per- 
fectamente iguales. Jesucristo les ha conferido sus poderes con 
este fin dirigiéndose a todos colectivamente. Nada de esto fué 
obstáculo para permanecer en pie y: firmes las dos siguientes 


verdades: a) los Apóstoles ejecutores de estos poderes recibi- 


dos de Cristo en común con Pedro, permanecen unidos a éste, 
designado por una institución anterior, su jefe: b) Pedro su- 
ma en sí los derechos generales del apostolado y los particula- 
res y exclusivos del primado. Ni de la investidura colectiva de 
los Apóstoles del poder divino ni de su apelación común de 
Apóstoles, es lícito concluir la igualdad de los Apóstoles con Pe- 
dro; con semejante conclusión todos los Apóstoles quedarían 
equiparados en honor y en poder con Jesucristo mismo. En lo 
dicho por Jesucristo: «Como el Padre me envió a má, así también 
yo os envío a vosotros» no se pueden entender los términos co- 
mo, de la misma manera en un sentido riguroso y exclusivo de 
toda distinción ni interpretarlas en forma de convertirlas en 
blanco de ataque contra la preeminencia de Pedro y de Jesu- 
cristo, Se ha podido en un sentido perfectamente exacto dar a 
los Apóstoles y después de ellos, a los obispos los títulos de 
pastores, gobernadores y guías de la Iglesia sin la exclusión de 
toda idea de gradación jerárquica; lo contrario significaría co- 
locar a Cristo a la misma altura de los Apóstoles y no tener so- 
bre ellos ninguna superioridad por haberse llamado apóstol (2). 
La gradación establecida por Cristo y claramente señalada por 


el mismo, radica en la subordinación de los Apóstoles a la au- 


toridad de Pedro, su principe por derecho divino. 

La inmensa autoridad de los Apóstoles hubiera perdido toda 
su importancia de ser independiente, es decir, de vivir fuera de 
la unidad de Pedro. Los Apóstoles forman con Pedro un solo 
cuerpo, es verdad; pero esto no significa la igualdad de todos; 


todo cuerpo moral exige necesariamente una cabeza, parte in- 


tegrante y esencial de ese cuerpo; sin ella no hay unidad y sí, 
un conjunto de miembros cada uno con su operación propia; 
no es posible mantener y conservar su ser de cuerpo moral sin 
la unidad, porque con ella se impide la división. Todos los Após- 
toles trabajan en una misma obra—el apostolado—, como to- 
dos los miembros de una misma sociedad laboran en la misma 
obra común: el fin social; todos son súbditos de Pedro como 


(1) Sancrus Lxro. Epist. X ad Episc. Vienn. 
(2) Devor1. Obra citada, tom. I, pág. 52. 
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lo son los miembros sociales, es decir, de la autoridad directora 
y perseguidora del fin social; son iguales en la extensión y ple- 
nitud de su poder; no lo son porque no les fué adjudicada la so- 
beranía ni la independencia de toda autoridad humana, confe- 
rida a Pedro. Aquí se fundamenta la verdadera diferencia en- 
tre los Apóstoles y su principe. Sin duda alguna está compren- 
dida implícitamente en la idea del apostolado aquella soberanía 
e independencia, pero lo están en él como la unidad misma, va- 
le decir, en principio, por ser Pedro además de miembro, jefe 


del apostolado. 


S VII 
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983. Triple potestad del apostolado.—984, En el orden sobrenatu- 
ral radican la razón y origen de esta potestad.—983. Los Apóstoles 
singular y colegialmente considerados.—986. Misión de los Apósto- 
les singularmente considerados.—987. Carismas extraordinarios de 
los Apóstoles como legados divinos inmediatos.—988. Cada Apóstol 
carece de autoridad en la Iglesia universal.—989. Pudieron dictar le- 
yes a la Iglesia por inspiración divina.—990. Los Apóstoles no pu- 
dieron declararse jefes independientes de las iglesias por ellos fun- 
dadas.—991. La estabilidad de las leyes para el régimen de las igle- 
sias, depende de Pedro.—992, Sumisión de los Apóstoles a las le- 


yes dictadas por Pedro para el gobierno de la Iglesia universal.— 


993. Porque es hipotética la limitación del poder tratándose de los 
Apóstoles.—994, Autoridad de los Apóstoles sobre las iglesias fun- 
dadas por sus colegas.—995. Manera de prevenir el conflicto en el 
caso de concurrir dos Apóstoles a una misma iglesia o lugar.—996. 
Autoridad de los Apóstoles colegialmente considerados. 


983. De lo expuesto hasta ahora fácil es deducir la auto- 
ridad de que el divino Fundador de la Iglesia invistió a los 
Apóstoles para realizar la obra estupenda de la conversión del 
mundo a su doctrina y enseñanzas. Está perfectamente defini- 
do en la Sagrada Escritura haber conferido Jesucristo a los 
Apóstoles y solamente a ellos el poder de la enseñanza, del or- 
den y del gobierno y haberlos investido de una soberanía com- 
pletamente espiritual y divina sobre todo el género humano. 
Cristo fué enviado por su eterno Padre y Cristo envía también 
a sus apóstoles los cuales enviarán a la vez a sus sucesores por 
la sencilla razón de estar la obra de Jesucristo destinada a du- 
rar hasta la consumación de los siglos. De esta manera el ejer- 
cicio de todo poder y de toda autoridad descansa sobre la mi- 
sión, sobre el mandato (1). 


(1) Decimos el ejercicio de todo poder y no todo el poder, porque el 
poder de orden se deriva de la ordenación. 


+ 
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984. La Iglesia fué fundada y establecida sobre los Após- 
toles como su fundamento o base; este es un hecho divino-po- 
sitivo; es la obra personal de Dios. La investigación del poder 
eclesiástico y de la autoridad de los Apóstoles trasmitida des- 
pués a sus sucesores, en las leyes naturales como se verifica 


en la sociedad civil, es una pérdida miserable de tiempo; la 


Iglesia es una sociedad sobrenatural como hemos demostrado 
—núms. 407 y sigs.—y únicamente en este orden encontrare- 
mos la razón y origen de su poder. 

985. Desde un doble punto de vista podemos considerar a 
los Apóstoles: singularmente, vale decir, a cada Apóstol, hecha 
abstracción de su misión con los demás o colegilmente, esto 
es, a los Apóstoles entre sí unidos y formando el colegio apos- 
tólico. 

986. Todos y cada uno de los Apóstoles recibieron inme- 
diatamente de Dios la misión de predicar y anunciar el Evan- 
gelio en el mundo entero con toda libertad e independencia, de 
fundar iglesias, dirigirlas y gobernarlas por medio de leyes y 
demás disposiciones necesarias a su desarrollo y perfección, de 
erigir y establecer instituciones útiles y convenientes para la 
instrucción y educación del nuevo pueblo incorporado a la fe 
cristiana y de nombrar personas sus sucesores y ayudantes en 
el ejercicio de su apostolado. Hemos indicado en el párrafo an- 
terior haberse debido verificar la distribución de los Apóstoles 
por las diversas partes del mundo, previo acuerdo por ellos mis- 
mos adoptado bajo la moción del Espíritu Santo para ser su 
acción lo más vasta o intensa posible y no ser embarazada la 
acción de unos por la de otros. 

987. Los Apóstoles para llevar a cabo esta misión cual co- 
rrespondía a su carácter de legados divinos inmediatamente en- 
viados, fueron dotados: a) del don de lenguas; sin él se hu- 
bieran encontrado imposibilitados de llevar la luz de la verdad 
a todos los pueblos y naciones por la gran variedad de idiomas 
reinantes en el mundo: b) del don de la infalibilidad probando 
evidentemente aquella misión y esta infalibilidad con tan pa- 
tentes milagros que quitaran todo pretexto de no asentir a 
sus enseñanzas y prestar obediencia a sus disposiciones. 

988. Los Apóstoles singularmente considerados, vale decir, 
cada uno de por sí y separado de todos los demás, no tuvieron: 
a) autoridad sobre la Iglesia universal; lo contrario significa- 
ría la existencia de tantos jefes supremos o representantes de 
la suprema autoridad cuantos fueran los Apóstoles; y si bien 
por razón de los carismas extraordinarios de que fueron in- 
vestidos, estaban seguros de no realizar nada opuesto al espí- 
ritu y régimen de la Iglesia, estos carismas no pasaron a sus 


us. 
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sticesores a los cuales nadie aseguró ni su infalibilidad ni su 
rectitud objetiva; y entonces nos encontraríamos a la muerte 
de los Apóstoles con tantos sujetos de la autoridad suprema 
cuantos fueran sus sucesores inmediatos, es decir, con la más 
espantosa y lamentable anarquía; de suceder tal cosa, la Iglesia: 
no sería la obra de Dios. En la Iglesia universal nadie puede 
dictar leyes y disposiciones fuera de su cabeza, de Pedro y sus 
sucesores en el primado. 

989. Por ser todo en los primeros fundadores y propaga- 
dores de la Iglesia de Cristo, verdaderamente extraordinario, 
reconocemos en los Apóstoles el derecho de dictar y promulgar 
leyes obligatorias a la Iglesia universal si obran por inspiración 
del Espíritu Santo; en este caso no se trata de leyes eclesiásti- 
cas, sino de leyes divinas reconocidas y aceptadas como tales 
por la Iglesia. | | 

990. b) Carecieron los Apóstoles de facultades para decla- 
rarse personalmente en las iglesias por ellos establecidas, sus 
jefes y soberanos independientes, porque en caso contrario hu- 
biera quedado totalmente rota la unidad de la Iglesia y hubiera 
habido tantas iglesias independientes entre sí y por consiguien- 
te soberanas en su orden cuantas hubieran sido fundadas por 
los Apóstoles. Los elementos constitutivos y esenciales de una 
sociedad perfecta son el poder supremo e independiente para 
- regirla y gobernarla y los súbditos que reciben el impulso de 
ese poder—núm. 1390.—Fueron los Apóstoles pastores de la 
Iglesia, pero subordinados a Pedro a quien debían obedecer 
como pastor supremo de todas las iglesias particulares y reco- 
nocerle como centro de su unidad. | 

991. c) Estuvieron asimismo desprovistos de autoridad para 
dar estabilidad y permanencia a las leyes dictadas para el buen 
gobierno de la Iglesia. Pedro podía invalidarlas y modificarlas 
siempre que lo juzgara útil al bien de la Iglesia universal. He- 
mos de notar aun en la hipótesis de haber sido promulgadas 
algunas de las leyes de los Apóstoles por inspiración divina, 
según ya hemos indicado, no haber de ser reconocidas esas le- 
yes como tales sino mediante el magisterio de la Iglesia, es 
decir, de Pedro. 

992. d) No fueron dotados de autoridad para desligar de 
los mandatos y preceptos impuestos por Pedro en su carácter 
de primado y de desobedecer las leyes dictadas para el bien 
de la Iglesia universal; lo contrario estaría en abierta oposi- 
ción a la voluntad expresa de Cristo, de conferir a Pedro el 
supremo depósito de las llaves de la Iglesia y el cuidado de 
apacentar sus corderos y sus ovejas y de confirmar en la fe 
a sus hermanos. 


+ 


54 LA IGLESIA Y EL ESTADO. LIB. III. CAP. 1 po 
$ 


993. Indudablemente hablamos en hipótesis al inferir las 
gravísimas consecuencias para la unidad de la Iglesia, de la 
¡limitación de la autoridad de los Apóstoles en la presencia de 
Pedro; éstos revestidos del carisma personal de la caridad, 
después de recibir el Espíritu Santo, no podían en forma al- 
guna quebrantar la unidad de la Iglesia; acerca de este punto 
habían sido confirmados en gracia. Los Apóstoles eran piedras 
aunque secundarias, del edificio eterno de la Iglesia, una y úni- 
ca. El mismo carisma los preservaba de toda perturbación en 
las iglesias ya establecidas. Con esta afirmación es nuestro in- 
tento significar no entremeterse jamás ningún Apóstol en la 
dirección y régimen de las iglesias instituídas por los demás y 
por ellos personalmente gobernadas. Es verdad no haber ocu- 
pado, fuera de Pedro y Santiago el Menor, permanentemente, 
ninguno de los otros Apóstoles, una silla episcopal particular. 

994. Podían los Apóstoles en el caso de visitar las iglesias 
fundadas por aleunos de sus colegas en el apostolado o per- 
sonalmente o por cartas ordenarlas y reformarlas en ausencia 
del fundador e introducir en ellas alteraciones, modificaciones 
o cambios pertinentes a las disposiciones por el mismo funda- 
dor acordadas si lo juzgaran conveniente para la gloria de 
Dios y la salud de los fieles. Esto mismo pudieran haber he- 
cho con las mismas leyes dictadas por Pedro, no como prima- 
do, sino como apóstol. Si se pregunta el criterio a adoptarse 
por los Apóstoles para distinguir entre las leyes dictadas por 
San Pedro, las promulgadas en su carácter de primado, de las 
redactadas en su carácter de Apóstol, respondemos sin titu- 
bear: los carismas y dones especiales de que fueron investidos. 

995. Y en la hipótesis de concurrir dos Apóstoles a una 
misma iglesia en ausencia de su fundador ¿cuál sería la ma- 
nera de prevenir el conflicto? En primer lugar y tratándose 
de los Apóstoles dotados de dones tan extraordinarios como 
los ya indicados, no surgiría este conflicto porque redundaría 
en menoscabo de la gloria de Dios, en perjuicio de la Iglesia 
universal y en descrédito de la misión divina y extraordinaria 
de los mismos Apóstoles; lo cual es inconcebible en hombres 
personalmente inspirados e iluminados por el Espíritu Santo. 
En segundo lugar y humanamente hablando el conflicto es de 
fácil solución entre hombres de buena voluntad; ambos podían 
regir la Iglesia en la mayor armonía; y si esto, no, bien podía 
el uno dejar el régimen de la iglesia al que primero se había 
hecho cargo de ella o había llegado con anterioridad al lugar 
donde pensaba fundarla. 

996. Los Apóstoles colegialmente considerados pudieron le- 
gislar no sólo para las iglesias particulares, sino también para 
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la Iglesia universal, siempre bajo la dirección de Pedro y con 
subordinación a él como principio, cabeza y pastor del colegio 
apostólico. 


$ IX 


SUCESIÓN DEL APOSTOLADO EN GENERAL 


997. Que los obispos son sucesores de los Apóstoles, es doctrina 
de fe.—998. Necesidad de la sucesión en el apostolado.—999. La 
sucesión apostólica es obra del plan trazado por la mano misma 
de Cristo.—1000. El primado y el episcopado de Roma y el episco- 
pado de cada obispo son de derecho divino.—1001. El episcopado 
gobierna la Iglesia de Cristo.—1002. El carácter episcopal de Após- 
toles y obispos es inseparablemente inherente a su persona.—1003. 
Los obispos no participan de todas las prerrogativas que fueron he- 
rencia de los Apóstoles.—1004. Los obispos no suceden a cada 
Apóstol en particular ni tampoco en la plenitud de su poder.—1005. 
Unicamente Pedro revive en su sucesor.—1006. El episcopado no 
es tal sino porque en él se encuentra el sucesor de Pedro.—1007. 
El poder episcopal individualmente considerado está limitado a 
una parte de la grey.—1008. Asociación del poder general y parti- 
cular.—1009. Influencia histórica sobre la constitución exterior y 
accidental de la Iglesia.—1010. El apostolado para no ser fuente de 
anarquía no debía pasar a los obispos tal cual los Apóstoles lo ha- 
bían ejercido.—1011. Los dones personales de los Apóstoles no 


fueron trasmitidos a los obispos.—1012. La misión de fundar igle- 


silas no es natural al episcopado.—1013. Necesidad de que se extin- 
guiera en los Apóstoles su poder extraordinario.—1014. Los mismos 
Apóstoles han limitado su acción evangélica.—1015. Esta limita- 
ción confirmada por los Santos Padres.—1016. Independientemente 
de la limitación geográfica señalan los Apóstoles otras limitaciones 
a los obispos.—1017. Estas limitaciones también están confirmadas 
por los concilios.—1018. Sentido en que son los obispos sucesores 
de los Apóstoles. 


997. Sin discusión, sucesores de los Apóstoles son los obis- 
pos designados por la antigúedad cristiana con el nombre de 
apóstoles y condecorados por los Santos Padres (1), los con- 
cilios y entre éstos, el Concilio de Trento, con el título de su- 
cesores de los Apóstoles. Enseña el Concilio de Trento: «De- 
creta por tanto el santo Sínodo. que además de los otros órde- 
nes eclesiásticos, pertenecen principalmente a este orden jerár- 
quico los obispos que son sucesores de los Apóstoles (2).» La 


(1) ThomassinNus. Vetus et nova disciplina, pars. 1, lib. V, cap. LVI. 
—SANCTUS IRENAEUS. ÁAdversus hoeresim—SANCTUS CYPRIANUS. Epist, 
65 ad Rogation; 42 ad Cornel, 75 ad Fermitian—SANCIUS AÁUGCUSTINUS. 
De verbo Domini, Sermo 24.—Sancrus HYERONIMUS. Epist. 41 ad Mar- 
cellam.—SANcrus GrecorIus. Homilia 26 in Evanyg. 

(2) Conc. Trident., sess. XXIII, can. IV, De ordimne. 


+. 
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Historia nos representa a los obispos revestidos del mismo ca- 
rácter. Tito es el apóstol de Creta; San Bonifacio, el de Ale- 
mania; San Agustín, monje, el de Inglaterra, etc. 

998. La sucesión en el apostolado" al igual de la del prima- 
do, fué expresa voluntad de Jesucristo. A Pedro y más aún a 
su sucesor en el primado les era imposible desempeñar perso- 
nalmente o por sí mismos las funciones de todos los poderes 
conferidos a la Iglesia por su fundador; hasta ahí no llegan 
las fuerzas de un solo hombre; ni Pedro ni su sucesor estuvle- 
ron dotados de la inmortalidad en la tierra y por consiguiente 
más o menos pronto estaban llamados a rendir su tributo a la 
muerte. Fué obra de Dios la radicación definitiva verificada 
por Pedro, de su episcopado en Roma, con el objeto de dejar 
invariablemente fijado el orden de sucesión en el primado, y 
por la institución de los Apóstoles unidos a Pedro, de obispos 
sucesores suyos en su dignidad. De este modo la voluntad di- 
vina previó con dignos obispos asociados a Pedro, al ejercicio 
de todos los poderes conferidos a la Iglesia y aseguró la su- 
cesión en la dignidad del primado y del apostolado. 

999. Pierden su vida San Pedro y San Pablo, apóstoles 
amantísimos y sumamente amados de la naciente Iglesia bajo 
los golpes de los verdugos del infame Nerón; y otros los sus- 
tituyen; la Iglesia ni un momento queda abandonada; está des- 
tinada a una juventud eterna; a su cabeza están los engendra- 
dos espiritualmente por aquellos Apóstoles y destinados a con- 
servar sus poderes; la Iglesia los reconoce hijos suyos y here- 
deros de la divina promesa de Cristo, de estar con ellos hasta 
la consumación de los siglos. No es limitable esta promesa he- 
cha a los Apóstoles, a sus propias personas llamadas a desapa- 
recer muy pronto; esta promesa encerraba en sí el porvenir de 
la Iglesia y se extendió a todos los llamados a suceder a los 
Apóstoles. La inspiración divina, no la humana sabiduría, guió 
a los Apóstoles en la elección de sus sucesores. Oigamos a Ter- 
tuliano cuyas palabras son de perfecta aplicación a la doctrina 
expuesta: «Los Apóstoles del Señor nos han asegurado y ga- 
rantizado no ser debido a su voluntad cosa alguna en las ins- 
tituciones por ellos creadas; su labor se ha limitado únicamente 
a trasmitir a los pueblos el plan trazado por la misma mano de: 
Cristo (1).» «Era tan necesario como fuera posible, dice el 
papa San Clemente, ir al encuentro de las cuestiones que ine- 
vitablemente se habían de suscitar en la Iglesia... En el An- 
tiguo Testamento (2) Dios había puesto fin a las pretensiones: 


(1) TrerruLiano. De praescript., cap. VI. e 
(2) Num. XVII, 1. 
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rivales de las diferentes tribus por el milagro de la vara de 
Aarón (1)»; en el Nuevo ha querido la elección por los Apósto- 
les durante su vida, de cooperadores y colegas asociados a su 
cargo para ser naturalmente a su fallecimiento sus sticesores 
en todos los poderes de la Iglesia (2). 

1000. Son de origen divino el primado y el episcopado de 
Roma y el episcopado de cada obispo. Jesucristo en virtud de 
una institución inmediata, primordial y sobrenatural coloca en 
la cúspide de la jerarquía sagrada de su reino un jefe supremo 
e instituye los sacramentos como medios necesarios a la salud 
de todos los hombres; y por una institución semejante crea los 
miembros de esta jerarquía y designa a los dispensadores de 
los sacramentos. A un poder semejante sólo se le puede asignar 
un origen divino y no humano como al poder temporal. 

1001. El sucesor de Pedro vive ligado por el deber de re- 
conocer en los obispos “a los sucesores de los Apóstoles por de- 
recho divino y de asociarlos a sí en el gobierno de la Iglesia. 
El episcopado gobierna el reino de Cristo y está investido del 
poder de las llaves, de la infalibilidad y de la soberanía sobre la 
Iglesia. Hemos de notar ser la infalibilidad y la soberanía, pro- 
pias del episcopado unido con Pedro y solamente con él; fue- 
ra de su lado y de su comunión ningún obispo goza de seme- 


- jantes prerrogativas. El obispo de Roma es parte integrante del 


episcopado y está además colocado por su primacía muy por 
encima de todos los demás obispos; es por esencia el canal 
principal por donde se trasmiten a la Iglesia los tres poderes: 
sacerdocio, magisterio y jurisdicción. 

1002. Los obispos son sucesores de los Apóstoles y de ellos 
recibieron este carácter episcopal inseparablemente inherente en 
sy persona; comparten con los Apóstoles y poseen como ellos, 
el sacerdocio, la autoridad doctrinal y el poder del gobierno; y 
colocados sobre los patriarcas y profetas de la Sinagoga, fue- 
ron además revestidos de soberanía sobre toda la tierra. «Por 
mis padres te han nacido hijos y los constituirás príncipes sobre 
toda la tierra (3)» palabras así comentadas por San Agustín: 
Demuestra este gran Santo Padre de quienes tienen su repre- 
sentación en la Iglesia los obispos y quien ha de otorgarles esta 
dignidad cuando dice: «Por tus padres te han nacido hijos. 
¿Qué es eso: por tus padres te han nacido hijos? Los padres 
enviados son los Apóstoles; por los Apóstoles te han nacido hi- 
jos, es decir, fueron constituidos los- obispos. ¿De dónde na- 


(I) CiemeENS 1. Epist. 1 ad Cor., cap. XLIV, 
(2) Mamacmi. Orig. et antiquit. christ., vol. IV, pág. 316. 
(3) Psalm. XLIV, 17. 


58 LA IGLESIA Y EL ESTADO. LIB. IM. CAP. 1 e 

ds 
cieron los obispos existentes en el mundo entero? La Iglesia 
los llama; ella los engendró, ella los constituyó en las sillas de 
los padres. No te juzgues pues, abandonada porque no veas a 
Pedro, porque no veas a Pablo por los cuales has nacido; de 
tu prole se te ha aumentado la paternidad. Por tus padres te 
han nacido hijos y los constituirás principes sobre toda la 
tierra (1).» 

1003. No participan sin embargo, los obispos de todas las 
prerrogativas, herencia de los Apóstoles; no fueron testigos in- 
mediatos de la vida, milagros y resurrección de Jesucristo; de 
este beneficio ni participó ni participa el sucesor de Pedro. Los 
Apóstoles tuvieron además sobre los obispos, el don de lenguas 
y de inspiración personal y en virtud de este privilegio son 
dogmáticas, sus doctrinas, y canónicos, sus escritos; los suce- 
sores de San Pedro nada pueden ordenar ni establecer en opo- 
sición a lo establecido y reglamentado por los Apóstoles en vir- 
tud de su inspiración. La infalibilidad de los Apóstoles en su 
enseñanza fué un privilegio personal y no pasó a sus suceso- 
res; únicamente quedó permanente en el susecor de Pedro por 
cuya fe pidió Jesucristo para confirmar en ella a sus her- 
manos. ; 

1004. Es una verdad clarísima apoyada en la tradición uná- 
nime de la Iglesia, ser los obispos sucesores de los Apóstoles. 
¿Quién fué empero, el sucesor de cada Apóstol en particular, 
excepción hecha de Pedro? Fuera de Santiago el Menor y de 
San Pedro ningún apóstol ocupó regularmente por sí mismo 
una sede episcopal particular; y es sumamente difícil encon- 
trar la serie no interrumpida de obispos en los distintos epis- 
copados hasta llegar a los Apóstoles. ¿Son sucesores de San 
Andrés todos los obispos por él nombrados y consagrados? ¿De 
quién son sucesores los obispos ordenados por Pedro? ¿Son su- 
cesores suyos con el mismo título del obispo de Roma? ¿De 
quién son sucesores los obispos ordenados por otros obispos=— 
no por los Apóstoles—para el régimen de las nuevas diócesis 
creadas? ¿Posee alguno de estos obispos el poder de las llaves 
para someter a su autoridad a todos los fieles? ¿Cuál de entre 
ellos a imitación de los Apóstoles decidirá con autoridad infa- 
lible las cuestiones doctrinales y ejercerá un poder soberano so- 
bre toda la tierra? Y sin embargo, a cada Apóstol le fueron 
conferidos el poder de las llaves, la enseñanza infalible y una 
autoridad verdaderamente real en todo el reino de Cristo. Des- 
pués de la muerte de Pedro, solo y exclusivamente aparece ante 
nuestros ojos rodeado de la plenitud de los poderes apostóli- 


+ 


(1) Véase Prravio. De eccles. hierarch., lib. 111, cap. 9, pág. 103. 
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cos, el Romano Pontífice, el obispo de Roma. ¿Es por ventura 
este obispo el único sucesor de los Apóstoles? ¿Se puede afir- 
mar en algún sentido la existencia en el episcopado de la ple- 
nitud de las llaves, de la inquebrantable infalibilidad y de la 
soberanía en todo el reino de Cristo? 

1005. No ofrece grandes dificultades la respuesta a las pre- 
cedentes preguntas. En realidad es solo el obispo de Roma, el 
sucesor del príncipe de los Apóstoles, y en todo el rigor de los 
términos, el sucesor de un Apóstol; los obispos son sucesores 
de los Apóstoles tomados en conjunto o mirados como un solo 
cuerpo; el episcopado es el sustituto del apostolado; el colegio 
apostólico vive y subsiste en el colegio de los obispos; nin- 
guno de los Apóstoles, ni Andrés ni Santiago ni Juan re- 
viven en sus sucesores; el único que revive, es Pedro en su 
sucesor, | 

1006. Más aun: El episcopado es lo que es porque en él 
figura el sucesor de Pedro, jefe de toda la Iglesia; y no de- 
jaría de serlo porque se le separara cualquiera de los sucesores 
de los Apóstoles; muchos o pocos los obispos separados de la 
comunión de la Iglesia por la herejía o el cisma u otra causa 
grave, el episcopado sigue el mismo; los díscolos y rebeldes son 
ramas cortadas del tronco del episcopado por dañosas y co- 


-—rrompidas y dejan de formar parte del episcopado verdadero 


cuya vida se sostiene por su unión con el jefe. Un episcopado 
desligado de la comunión con el sucesor de Pedro, es un epis- 


copado acéfalo desprovisto del poder de las llaves, de la infa- 


libilidad y de la soberanía únicamente conservables por la unión 
con Pedro; con Pedro y por él gobierna el episcopado el rei- 
no de Cristo, anuncia al género humano la doctrina infalible 
y “¡bre y cierra las puertas del cielo. Cristo empeñado en im- 


- primir en la organización jerárquica del apostolado la imagen 
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y el modelo del futuro episcopado, confiere a los Apóstoles el 
poder de las llaves subordinado a Pedro y les ordena en la ex- 
pansión y anuncio de su doctrina pura, inmaculada y libre de 
la más ligera sombra de error, acudir a Pedro, su guía y su 
apoyo. Ningún obispo puede considerarse infalible si su fe no 
es la misma de Pedro; únicamente con esta condición es infa- 


-lible el episcopado unido o disperso. 


1007. Lo mismo acontece con el poder gubernamental; los 
obispos comparten con Pedro el gobierno general de la Igle- 
sia, pero individualmente la autoridad inmediata de cada uno 
está limitada a una parte de la grey, vale decir, a la iglesia 
particular a su dirección confiada. El episcopado a la par del 
cuerpo de los Apóstoles, forma un colegio investido del poder 
soberano en virtud del poder inherente en el carácter episco- 
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pal, mas cada obispo en particular, excepción hecha del suce- 
sor de Pedro, no puede alegar ningún derecho al poder sobe- 
rano, porque sólo goza de él como miembro del cuerpo epis- 
copal y de acuerdo con su jefe. i 

1008. Estos dos poderes, general uno y particular, otro, no 
se excluyen mutuamente; viven en el más íntimo acuerdo como 
brillantemente enseña San Cipriano en palabras ya trascritas 
—mnúm. 73.—Los obispos son instituídos para el gobierno de 
la Iglesia y cada uno gobierna su diócesis propia; la extensión 
de la autoridad a toda la Iglesia fué y está reservada a Pedro. 
Los límites del poder del obispo son los mismos impuestos a 
su sede; pero un obispo antes de su confirmación por el Papa, 
no tiene ningún poder jurisdiccional; así se comprueba por el 
derecho canónico actualmente en vigor. 

1009. La opinión con pretensiones de explicar el actual es- 
tado de cosas por las usurpaciones de los sucesores de San Pe- 
dro, es indigna, odiosa y despreciable; no ha de ser calificada 
del mismo modo la opinión defensora de ser la posición actual 
de los obispos, resultado de un desenvolvimiento histórico, de 
notable influencia sin duda en la constitución externa y accl- 
dental de la Iglesia. Esta opinión no se ha de rechazar de bue- 
nas a primeras; ha de ser sometida a examen y no dársele ma- 
yor importancia, porque aun teniéndola muy en cuenta, siem- 
pre nos deja sin solución esta cuestión esencial: ¿Cuál fué la 
influencia de la Iglesia sobre la Historia? En otros términos: 
¿Cómo se explica haber sido los reglamentos y disposiciones 
de la Iglesia de suyo bastante eficaces en su acción sobre los 
hechos hasta el punto de conseguir la preferencia de un orden 
de cosas en frente de otro? | 

1010. No hemos de olvidar nunca en la determinación orí- 
ginal de la Iglesia, las palabras ya trascritas de Tertuliano— 
núm. 999 —y hemos de colocar fuera del alcance de discusiones 
y dudas el hecho de haber sido en todas sus instituciones los 
Apóstoles, simples ejecutores de las instrucciones recibidas de 
su divino Maestro y no sus propios iniciadores. Cristo con la 
profecía revelada a sus Apóstoles, de las rivalidades y discu- 
siones ordenadas a la perturbación de la Iglesia, les prescribe 
y les señala los medios de establecer 71 orden y de imponer su 
reinado en su seno. Jesucristo es necesariamente un Dios de 
paz y de orden; y no hubiera derramado su sangre y sacrifica- 
do su vida en vil patíbulo para fundar en la tierra un reino 
entregado como presa a la guerra y a la anarquía. Fueron, pues, 
necesarias la perpetuidad del primado de Roma y la perpetui-. 
dad del episcopado en el cuerpo de obispos; pero el apostolado 
para no ser fuente de anarquía, no debía pasar a los obispos 
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en las condiciones en que fué ejercido por los Apóstoles (1). 

1011. Los Apóstoles encargados de asentar los cimientos de 
la Iglesia, estaban a este efecto, necesitados de ser revestidos 
de un poder extraordinario acompañado de dones personales no 
menos extraordinarios y por éstos sostenido (2). Los obispos no 
fueron inmediatamente elegidos por Jesucristo ni personalmen- 
te cada uno de ellos, designado su legado; por esto carecen del 
don de milagros anejo al apostolado; lo han demostrado y lo 
demuestran los hechos; no son infalibles como los Apóstoles 
y pueden incurrir en la herejía y el cisma; lo prueba hasta la 
evidencia la Historia; así lo enseñó el Apóstol a los obispos re- 
unidos o congregados en Asia después de reconocer «haber sido 
mstituídos los obispos por el Espíritu Santo para apacentar la 
[glesta ganada por El con su propia sangre» con estas sencillas 
palabras: «De entre vosotros mismos se levantarán hombres que 
sembrarán doctrinas perversas con el fin de atraerse a sí discí- 
pulos. Por tanto estad alerta (3).» 

1012. Los obispos recibieron su misión de los Apóstoles los 
cuales eligieron a algunos como coadjutores suyos en sus pe- 
regrinaciones. San Pablo iba acompañado de Timoteo, Tito, 
Apolo y otros con el fin de llevar la luz del Evangelio a los 
pueblos gentiles; del mismo modo fueron llevados por San Pe- 
dro, San Apolinar, San Materno y otros muchos discípulos. 
Nada impidió a los demás Apóstoles seguir la misma norma 
de conducta en las comarcas por ellos elegidas o designadas 
por la suerte para la siembra de la semilla del Evangelio. Es 
de advertir ser los obispos destinados a esta misión, fundado- 
res de iglesias por delegación de la autoridad apostólica, y no 
por propia autoridad. La misma conducta fué y es observada 
por el sucesor de Pedro—por el Papa—en la designación de 
los apóstoles, San Bonifacio de Alemania y otros—núm. 997.— 
No es connatural al episcopado la misión de la fundación de 
Iglesias, sino del sumo Pontífice, como lo fué de los Apóstoles 
en los comienzos de la Iglesia. El episcopado per se no otorga 
este derecho; es necesaria una autorización especial ad hoc. La 
Sagrada Escritura comprueba esta doctrina. San Pablo y San 
Bernabé recorrieron la Cilicia y otras regiones e instituyeron 
presbíteros—obispos—en cada una de las ciudades. «El Espí- 
ritu Santo ha puesto obispos para regir la Iglesia de Dios (4).» 
«Por eso te dejé en Creta a fin de que constituyas presbíteros 


(1) BoLcent. Obra citada, págs. 125, 129. 

(2) Lúrpori. Zur. eccles. praelect., vol. 1, pág. 135. i 
(3) Act. XX, 28, 29, 30. » 
(4) 4ct. XIV, 22; XV et XX. 
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en cada una de las ciudades (1).» «Apacienta el rebaño de Dios 
que está en vosotros proveyendo espontáneamente, no con vio- 
lencia, y siendo el modelo de la grey con buena voluntad (2).» 
Se infiere sin esfuerzo alguno de estos textos la institución de 
los obispos para el régimen de las iglesias ya instituídas, no 
para fundarlas. 

1013. De los obispos desheredados de los dones extraordi- 
narios de los Apóstoles y desprovistos de su poder extraordina- 
rio, vale decir, del derecho en cada uno de dictar leyes para la 
Iglesia universal, modificar su organización, fundar aquí y allá 
al agrado de su voluntad iglesias y crear obispos a su gusto y 
paladar ¿qué se hubiera podido esperat fuera del desorden y 
del caos? En esto habría parado el reino de Cristo; en la Igle- 
sia sólo habría vacilaciones, dudas e incertidumbres y habrían 
desaparecido de su seno la unidad, la paz y la concordia. Era 
necesaria con la muerte de los Apóstoles la extinción de su po- | 
der extraordinario (3). Jesucristo ha dicho: «Id y enseñad a 
todos los pueblos»; esta misión pasa al episcopado, no a cada 
uno de sus miembros (4). Los Apóstoles en la designación de 
algún obispo, nunca dijeron: Ve y enseña a todos los pueblos, 
sino: Ve y enseña a tal pueblo. El obispo así designado pasaba 
a ser miembro del episcopado llamado por Dios a enseñar al 
mundo entero; su misión quedaba limitada a una parte del reba- 
ño (5). Goza el obispo revestido del carácter episcopal y con 
diócesis, de un poder general en orden al bien común de la 
Iglesia; pero con su ejercicio limitado al rebaño especialmente 
confiado a su caridad pastoral, no puede extenderse a ninguna 
otra parte del gran rebaño de Cristo. Este orden fué en verdad, 
establecido por los Apóstoles, mas obedientes a la voluntad de 
su divino Fundador. 

1014. A las anteriores disposiciones conforman su conducta 
los Apóstoles destinados a ser ejemplar y modelo del episcopado. 
Los Apóstoles se desparraman por distintas partes de la tierra; 
su poder es ilimitado; cada Apóstol, empero, limita su acción 
evangélica, sino en absoluto, de acuerdo con las circunstancias, 
a la parte del mundo donde le ha tocado la suerte de propagar 
el Evangelio, fundar iglesias e instituir obispos. Ni Pedro pri- 
mado de la Iglesia se dispensa de esta disposición: obispo, toma E 
a su cargo la dirección de una sola iglesia en su tiempo ni la 
más importante ni la más numerosa; su acción sobre las otras 


ADT LD. 
ció) 1 Petr. 
(3) Daunz. Maiest. merarch. eccles., pág. 556. 
(4) Cuenesrinus. Epist. XVIII, ad Conc. Ephes. 
AS LD: 
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eslas arranca de su supremacía, es decir, de su jefatura del 


7 


episcopado. 
1015. La institución limitada de los obispados cuenta en su 


apoyo con el testimonio decisivo de la Sagrada Escritura y fué 


proclamada de un modo especial por los Santos Padres. Los 
concilios han hecho de esta limitación materia de una ley formal 
e inviolable (1). Los casos particulares citados en contra de 
nuestra doctrina como los de haber ejercido funciones episco- 
pales San Atanasio y Eusebio, por ejemplo, fuera de sus dióce- 
sis, son hechos particulares y excepcionales impuestos por cir- 
cunstancias especiales y de éstas nada lógicamente se puede 
inferir (2). 

- 1016. La exigencia por el orden, de la restricción de los po- 
deres del episcopado por comparación con los del apostolado, no 


ha de llevarse hasta el despojo de los obispos de toda acción 


apostólica en la acepción rigurosa de la palabra. La posición de 
Tito en Creta nos ofrece un ejemplo muy digno de ser notado 
en esta materia. Constituido para dirigir y aun para fundar una 
iglesia, se encontró a la vez investido de un poder gubernamen- 
tal y de una misión apostólica. Todas las diócesis no estuvieron 
como la del discipulo de Pablo, cireunscritas por límites traza- 
dos por las manos mismas de la naturaleza; su limitación ha- 


-bía sido ante todo obra de las circunstancias, obra divina y fun- 


dada sobre la naturaleza en cuanto a su principio, apostólica, 
en cuanto a su reglamentación y puramente histórica, en cuan- 


to a su aplicación. De aquí quedar a la muerte de los Apóstoles 
sin jurisdicción determinada algunos obispos, tales como los 
asociados a ellos. Ésto mismo nos explica la designación más 


tarde con el honroso título de Apóstoles, de los enviados a 
trabajar por la conversión de los pueblos paganos y entre los 


Cuales no existía aún organización diocesana (3). En esto hay 


una comparación, no una asimilación; la misión de estos obre- 
ros evangélicos no era al igual de la de los Apóstoles, univer- 
sal; estaba restringida a un pueblo determinado cuyo nombre 
se asociaba a su título de apóstoles del mismo modo que los 
obispos asociaban a su obispado el nombre de la ciudad en que 
habían fijado su sede en calidad de sucesores de los Apóstoles. 
Con este principio queda encerrada la jurisdicción individual de 


(1) Véanse: Sancrus loANNES CHRISOSTOMUS. Epist. ad Innocent. 
Labb. Conc., tom. TIL, col. 39.—Sawcrus Aucustinus. Ebpist. 34 ad En- 
sebium.—SócrATES. Hist. Eccles., lib. TIT, cap. XXIV.—THkEODORE1US. 
Hist. Eccles., lib. V, cap. IV.—Conc. N icoen., can VI.—Conc. Antioch., 


can. 1X, XIII.—Conc. Constant. 1, cap. V.—Can. Apost., c. XXXVI, par 


(2) Devor1. Obra citada. Pi 
(3) Lúro1. Obra citada, vol. 11, pág. 297, nota k. 
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los obispos en el círculo de una circunscrición geográfica; tal es el 


ejemplo de Tito; independientemente de esta limitación geográ- 


fica, los Apóstoles en la medida de instituir obispos, iban asig- 
nando a su poder límites materiales que intrínsecamente lo res- 
tringían en su ejercicio; lo mismo observamos en otro discí- 
pulo de San Pablo, Timoteo, a quien traza el Apóstol las re- 
glas en la ordenación y le prohibe recibir la acusación formulada 
contra un presbítero no apoyada por dos o tres testigos ( 1). 
Esta práctica fué constantemente seguida por los concilios y 
mirada regla desde ha mucho tiempo, convertida en ley. 

1017. El Concilio de Nicea confirma la dependencia de los 
obispos en orden a los arzobispos; el de Antioquía establece 
esta dependencia de una manera más explícita; y apoyados en 
estos decretos, en el Concilio de Calcedonia los treinta obispos 
de Egipto se recusan por no querer dar sus firmas sin el asen- 


timiento de su patriarca (2). El poder de los obispos estaba 


limitado por los arzobispos y patriarcas e igualmente por el jefe 
supremo de la Iglesia; y tanto desde esta relación como bajo 
la de la extensión de su jurisdicción, es indudable ser histórica 
y variable la manera de limitar y derivar inmediatamente el 


principio de ser susceptible de limitación la autoridad del obis- : 


po, de la enseñanza y práctica de los Apóstoles que lo han to- 
mado por regla de conducta, y esto en virtud de una institución 
divina de Cristo y no de una forma por ellos libremente adop- 
tada. 

1018. Esta expresión: Los obispos son sucesores de los 
Apóstoles, no ha de interpretarse en sentido absoluto y en for- 


ma de aplicar por el mismo título a los obispos cuanto con justo : 


título se atribuyó a los Apóstoles. Sin duda alguna los obispos 
como sucesores de los Apóstoles fueron investidos sus vicarios, 


sus lugartenientes, mas de aquí no se sigue disfrutar en todas - 


las cosas de sus mismos poderes y ser herederos de todos sus 


derechos sin reserva ni limitación alguna (3). Los obispos no 


recibieron los dones puramente personales de los Apóstoles; la - 


inspiración y la asistencia personal del Espíritu Santo, el po-' 


der de ejercer en toda su plenitud por toda la tierra, el poder 
de las llaves, el poder doctrinal y la jurisdicción sagrada. Umica- 


mente como cuerpo, como episcopado unido al sucesor de Pe-- 


dro, los obispos suceden a los Apóstoles en esta autoridad gene- 
ral. Con excepción del sucesor de Pedro, la autoridad de los obis- 


(1) “1 Timoth. UL 2, 6, 12; V, 9, 
(2) Conc. Nicoen., can. 1V.—Conc. Antioch., c. 9.—Conc. Chalc., Acta. 
Liabb. Conc., vol. IV, col, 511. 


(3) Barmosa. De officio episcopi., Pars. I, tit. IL, c. I, n. 39, pág. 5. 
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está limitada en su ejercicio a las atribuciones asignadas a su 
solicitud pastoral y esto, por la razón sencilla de suceder a los 
Apóstoles como subordinados al jefe del Colegio apostólico, 
La Iglesia primitiva debió ser el modelo perfecto de todos los 
tiempos; y la subordinación por nosotros notada en los mismos 
Apóstoles aunque no establecida para ellos, fué muy real sin 
perjuicio de su libertad en el ejercicio de su misión apostólica, 
porque cuanto hicieron los Apóstoles, fué santo y perfectamente 
conforme a la armonía y orden sagrado. La perenne subsisten- 
cia en la Iglesia de este orden dispuesto por Jesucristo, exigía 
encerrar el poder de los obispos sucesores de los Apóstoles en 
límites más reducidos y conservar en el sucesor de Pedro, fun- 
damento inquebrantable de la Iglesia según la promesa de Jesu- 
cristo y solamente en él juntamente con el primado, la plenitud 
de la autoridad apostólica. 


8 X 
LOS OBISPOS ÚNICOS SUCESORES DE LOS APÓSTOLES 
1019. El obispo es el centro de su iglesia particular y el lazo que 


la ata a su centro de unidad.—1020. La institución apostólica de un 
gran número de obispos está fuera de discusión.—1021. El derecho 


- de conferir la ordenación da al episcopado su carácter especial y 


determinante de la alta posición del obispo en la Iglesia.—1022. La 
unión con el obispo y por el obsipo, es condición esencial de la uni- 
dad de la Iglesia.—1023. La opinión que sostiene la identidad de 
obispos y presbíteros, fué formalmente condenada.—1024. La His- 
toria proclama en cada una de sus páginas la jurisdicción de los 
presbíteros como delegada de los obispos.—1025. Vaciedad del argu- 
mento basado en la Sagrada Escritura para probar la identidad del 
obispo y del presbítero.—1026. Se afirma ser favorable San Jerónimo 
a esta opinión.—1027. Doctrina de San Jerónimo.—1028. Circunstan- 
cias en que fueron dichas las palabras de San Jerónimo citadas por 
los defensores de aquella identidad.—1029, Interpretación de las pa- 
labras de San Jerónimo.—1030. Las exageraciones del lenguaje de 
San Jerónimo se explican por el ardor de su temperamento, pero no 
niega la diferencia entre obispos y presbiteros.—1031. Los presbí- 
teros no son sucesores de los Apóstoles ni de los setenta y dos dis- 
cípulos. 


1019. El obispo por su carácter episcopal entra como su- 
cesor y vicario de los Apóstoles, en el cuerpo apostólico con 
Pedro y participa colegialmente con él de la plena autoridad del 
sacerdocio, de la infalibilidad doctrinal y del gobierno sobe- 
rano de la Iglesia. Los Apóstoles fueron los primeros obispos 
y éstos instituyeron otros a medida de fundarse nuevas igle- 
sias. Mientras todos los Apóstoles vivieron, no fué igual en to- 
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das partes la necesidad de instituir representantes. La E 
fué adquiriendo día a día mayor extensión; poco a poco iba des- | 
minuyendo el número de los Apóstoles cuya vida segaba la 
muerte y se sintió la necesidad de proveer a su reemplazo. Los 
Apóstoles lo habían previsto y a la muerte del último de ellos, se 
sintió revivir el colegio apostólico en los obispos por razón de 
la sucesión vicarial. En lo sucesivo será cada obispo solo y con 
exclusión de cualquiera otro, el centro de unidad de su iglesia 
particular y el lazo que la ha de atar al centro de la unidad 
general, a la sede apostólica. Nadie fuera de los Apóstoles re- 
cibió de Jesucristo los poderes divinos; nadie fuera de los obis- 
pos es heredero de los Apóstoles. 

1020. Está fuera de toda discusión la institución apostólica 
de un gran número de obispos; así lo confirman las pruebas 
irrecusables que a este punto afluyen desde todos los caminos 
de la Historia; pero si quisiéramos hacer caso omiso de ellas, 
nos bastaría para una nueva demostración contundente y sólida, 
el testimonio unánime de los Santos Padres que a los herejes 
tenaces en negar en su tiempo la necesidad de la perpetuidad 


del episcopado, opusieron la serie de obispos que sin interrup- - 


ción se sucedieron en diferentes sillas de la Iglesia y con la 
cual llegaron hasta la institución inmediata de los Apóstoles. 
Independientemente de Santiago el Menor obispo de Jerusa- 
lén, figuran ya en los tiempos apostólicos como obispos: Tito 
en Creta encargado por San Pablo de instituir sacerdotes en 
toda la Isla (1), a Timoteo de Efeso, cuya conducta con los 
presbíteros llevados a su tribunal, traza (2). No tardan en apa- 
recer a nuestra vista los obispos de las iglesias convocados por 


Pablo en Mileto: Epafrodita, obispo de los filipenses (3), Dio- 


trefes (4) mencionado en la tercera epístola de San Juan, los 
obispos de las siete iglesias del Asia Menor designados en el 
Apocalipsis con la denominación de ángeles, el obispo de Smirna 


instituido por este Apóstol (5); más tarde, Lino primer herede- 


ro del primado, Marcos sucesor de Pedro en la silla de Alejan- 
dría (6) y Evodio en la de Antioquía (7). A este último le 


sucede inmediatamente Ignacio expositor brillante de la alta 


dignidad de los obispos como únicos sucesores de los Apóstoles. 
1021. Es idéntico el lenguaje de todos los doctores de la 


(1) Preravius. Obra citada, lib, 1, cap. VI, n. 7, c. VIT, c. VIII. 
CAMS O AA 
(3) 1. Timor. V, 17. 
(4). Act. XX, 17. 
(5) Mamacmi. Obra citada, vol. IV, pág. 346 y sigs. 
(6) RorHke. Die Aufonge der chistivciies Kirche. 
* (7) III Toon. 9, 10. 
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esta en este punto. Entre los que más han realzado las pre- 
rrogativas del episcopado, se cuenta Clemente Romano, quien 
declara ser derecho exclusivo del obispo su colocación al frente 
de una iglesia con la autoridad necesaria en su gobierno (1): 
principio proclamado después de él y con la misma solemnidad 
por Clemente de Alejandría, Ireneo, Cipriano y San Jerónimo 
que con San Juan Crisóstomo declara herencia exclusiva del 
obispo, el derecho de conferir la ordenación y aplica al obispo 
el título de padre con relación a los simples sacerdotes (2). Este 
derecho marca el carácter especial del episcopado y fija la alta 
posición del obispo en la Iglesia (3); es en su calidad de enviado 
de los Apóstoles, depositario de los poderes divinos; es él solo, 
el origen del sacerdocio, de la enseñanza y del gobierno; es la 
razón de ser de la sociedad consagrada por el bautismo, la cual 
en tanto es sociedad en cuanto es el episcopado su jefe común; 
es la legión sagrada existente y subsistente, de los distinguidos 
con una consagración especial y asociados a la plenitud de sus 
poderes; es el complemento del sacerdocio; los sacerdotes son 
una expansión del poder del episcopado. 

1022. Esla unidad con el obispo y por el obispo, el eje sobre 
el cual gira todo en la Iglesia; es la condición esencial de su 
propia unidad. Tal es el origen de las exhortaciones enérgicas 
y tiernas de los Santos Padres en la persuasión a todos los cris- 


—tianos, de tributar su respeto a los obispos y de someterse a su 


autoridad con la más absoluta obediencia. Así se expresaron en 
particular San Ignacio y San Cipriano—más especialmente el 
primero—el cual ha demostrado el deber de considerar al obis- 
po, representante del Señor, embajador de Dios y digno de ser 
en esta calidad recibido como el que le envía. Y de aquí saca 
este santo la conclusión de no ser posible hacer nada en la Igle- 
sia sometida a su autoridad sin su participación (4). 

1023. Era indispensable la institución divina del episcopado 
por la razón de ser en cada uno de sus miembros difundidos 
por toda la tierra, fundamento necesario de la unidad de la 
Iglesia. Fué deber sacratísimo de la Iglesia la condenación de 
la herejía subversiva del orden en el seno de esta sociedad. Des- 
pués de Tebustio, sacerdote de Jerusalén contrariado y venga- 


tivo por no haber sido promovido a la dignidad episcopal, sos- 


tuvo la misma opinión de ser idénticos el episcopado y el pres- 


(1) Prravio. Obra citada, lib. 1, c. 9, n. 1, 5. j 

(2) Prravio. Obra, libro y capítulo citados, n. 6.—MAmMACcHiI, Obra 
y volumen citados, pág. 354.—SANcrus HYERONIMUS. Epist, 146 ad 
Evang.—IRAENEUS. Ádvers. Haeres. c. TI, n. 1. | 

(3) Sawcrus CIPRIANUS, Epist. ad Florent. 

(4) Sawcrus Icnarius. Epist, ad Trall; epist. ad Ephes. 
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malmente por un concilio ecuménico (1) se ha reproducido en 
los siglos siguientes, ha intentado acreditarse con el apoyo de la 
Sagrada Escritura y de los Santos Padres y no ha omitido es- 
fuerzos en ofrecernos el episcopado como un puro resultado 
histórico o una usurpación de sacerdotes poco escrupulosos en 
arrogarse sobre sus colegas una autoridad por ningún título suya. 

1024. Es indudablemente sorprendente una suposición de 
esta clase; no hay en el vasto dominio de la Historia la más 
ligera huella de la lucha en todo el mundo cristiano en general 
y en cada iglesia en particular por la violencia y sacrilega usur- 
pación del episcopado; la Historia por el contrario, registra con 
evidencia en cada una de sus páginas el hecho constante y uni- 
versal de ejercer los sacerdotes jurisdicción eclesiástica en vir- 
tud de una delegación episcopal, estar encerrados en el límite se- 
ñialado los poderes emanados de los obispos y no existir en toda 
la Iglesia ni una sola ley que no haya emanado de la autoridad 
episcopal (2). 

1025. Son el más poderoso argumento de la tesis de la iden- 
tidad del episcopado y del sacerdocio en los primeros siglos de la 
Iglesia, la Sagrada Escritura y los Santos Padres en los cuales 
indiferentemente y en el mismo sentido se emplean las palabras 
presbítero y obispo. Fué tan real y profundamente marcada la 
diferencia entre presbíteros y obispos en los primeros siglos del 
cristianismo como lo es en nuestros días. Se desvanece este 
argumento vacuo a cuyo alrededor se ha metido tanto ruido, 
con la sencilla consideración de haber sido condecorados inde- 
pendientemente de los Apóstoles, otras muchas personas, in- 
cluso mujeres, como Junia, con el título de apóstoles, designa- 
dos con el nombre de diáconos, sacerdotes y obispos, haberse lla- 
mado los Apóstoles a sí mismos diáconos, presbíteros y synpres- 
bíteros y haberse dado Jesucristo a sí mismo el nombre de 
apóstol y obispo (3). ¿Y ha de asimilarse por esto a Jesucristo 
con un obispo o presbitero? Así debiera ser, de reconocerse 
en las leyes del lenguaje la severidad que se les atribuye. Se 
alega también la carta de San Pablo a los filipenses, dirigida a 
los diáconos y obispos, no a los presbíteros pasados en silencio. 
La explicación de esta omisión es fácil y está justificada por 
muchos pasajes de la misma carta. El Apóstol no se dirige so- 
lamente a los filipenses; va también dirigida su carta a otras 


(1) Conc. Trident., sess. XXIII, can. VII. De Sacra Ordinat.—CocNE. 
efense des droits des évéques dans P'Eglise. París, 1768. 
- (2) Brawcmi. Della potesta e della polizia della Chiesa. 


(3) BrverincE. Codex cam. eccles.—I Cor. MI, 3—11 Cor. UL, 6= 


1 Thesal. 11, 2.—1 loam. 1—1I Petri VL—Hebr. 1, 5, 
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biterado el hereje Arrio. Este gravísimo error condenado for- 
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iglesias de Macedonia donde no existía aún el colegio presbite- 
ral entonces innecesario aquí. Esta fué la razón del silencio 
acerca de los presbíteros guardado por San Pablo. 

1026. Se ha pretendido en fin ser en su estado actual el epis- 
copado idéntico en su origen al presbiterado, el resultado de una 
evolución sucesiva y graduada, de una especie de función pre- 
sidencial ejercida en el colegio presbiteral. Esta hipótesis está 
desprovista de base histórica. Se alega sin embargo, el sentir 
de San Jerónimo en favor de esta opinión y se la coloca con 
satisfacción y gusto bajo el patronato de su autoridad. 

1027. En algunos pasajes de sus comentarios y de sus car- 
tas citadas en parte en la colección de Graciano, San Jerónimo 
al hablar de la sublime dignidad del sacerdote tan poco respetada 
en su tiempo, ha dado a su pensamiento una forma que parece 
autorizar la creencia de admitir realmente la igualdad entre 
obispos y presbíteros. Pero el principio católico muy lejos de 
tenerle por adversario, lo cuenta entre sus más ardientes defen- 
sores. San Jerónimo exalta la unidad del episcopado en las 
iglesias de mayor antigitedad cristiana, nos muestra a San Po- 
licarpo a la cabeza de la iglesia de Smirna y a-San Ignacio tercer 
obispo de Antioquía, designa al obispo con la denominación de 
padre de los padres y considera la ordenación, prerrogativa ca- 


- racterística de su dignidad. San Jerónimo por quien debió ser 


bien conocido el hereje Arrio, dice en términos propios haber 
sido los Apóstoles quienes habían instituido obispos y presbíte- 
ros; no ignora la existencia antes del cisma de Efeso, de obis- 
pos en el pleno goce de sus atribuciones episcopales, como de 
Timoteo en Efeso y hace profesión de ver en la jerarquía sa- 
cerdotal del Antiguo Testamento la imagen y figura del Nue- 
vc (1). ¡San Jerónimo reconocedor de hechos tan decisivos, de 
tan formales declaraciones y sin embargo, convertido en cam- 
peón de la opinión proclamadora de la igualdad completa y per- 
fecta entre presbíteros y obispos! De admitir San Jerónimo esta 
igualdad por un instante, hubiera incurrido en la más palpable 
de las contradicciones. Hemos, pues, de decir de algunas de las 
expresiones de este Santo que se prestan a aquella suposición, 
haber sido dichas o escapadas de su pluma en el ardor de la 
polémica y por él mismo reprobadas de seguro en la calma de 
la reflexión. En el sostenimiento de esta hipótesis, es necesario 
ser la aplicación sincera y ordenada de la interpretación, ab- 
solutamente imposible en la defensa de una evidente contradic- 
ción de este Santo consigo mismo. Examinemos las circunstan- 
cias en que escribió San Jerónimo. 


$ 


(1) Sawcrus HYERONIMUS. In Math. 26; epist. 46 ad Evag. 
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1028. En su tiempo los diáconos (1) entre cuyas atribucio- 
nes se contaban la manutención y repartición del dinero de la 
Iglesia—núm. 905—abrigaban graves prevenciones contra los 
presbíteros y llegaron a desligarse de su obediencia. Más aún: 
buen número de obispos dejaron casi reducida a la nada la ac- 
ción de los presbíteros y de rechazo los privaron de los medios 
de existencia. Esos obispos hicieron de algún modo causa co- 
mún con los diáconos contra los presbíteros y de esa liga re- 
sultó para éstos una situación comprometedora de su dignidad 
ya rebajada por elecciones indignas y degradantes. Ante tal es- 
tado de cosas San Jerónimo se siente y con razón herido viva- 
mente en su dignidad sacerdotal, se dirige a los obispos a los 
cuales pertenece instituir presbíteros y les recuerda las pres- 
cripciones de los Apóstoles relativas a las cualidades de los 
hombres revestidos del carácter sacerdotal de presbíteros y obis- 
pos (2). Desde este punto de vista condena San Jerónimo con 
toda la energía de su alma indignada los inexcusables abusos por 
él señalados y las pretensiones e impedimentos de los diáconos 
con una severidad perfectamente justa y motivada por haber 
realizado el oficio diaconal, la injusticia de traspasar los límites 
de la moderación y de rebasar toda medida. Ñ 

1029. Las palabras de San Jerónimo interpretadas en el 
sentido de los dogmas de la Iglesia de los cuales jamás abrigó 
el pensamiento de separarse y de los principios por él profesa- 
dos, pueden ser fácilmente reproducidas en esta traducción de 
San Gregorio VII (3). «En principio la administración exte- 
rior de la Iglesia (4) emanación de la jurisdicción episcopal, 
había sido ejercida en común por obispos y presbíteros los cua- 
les por esta razón eran designados indiferentemente con cada 
una de estas denominaciones. Las rivalidades y disensiones no 


permitieron más tarde este estado de cosas y los obispos se vie- 


ron obligados a entrar en el pleno ejercicio de sus atribuciones 
administrativas. Con esto se trazó la línea de demarcación entre 
ellos y los simples presbíteros y se estableció de rechazo la dis- 
tinción en los nombres.» 

1030. San Jerónimo en el examen del presbiterado desde el 
punto de vista de las calidades del futuro presbítero y del ejer- 
cicio del gobierno, estaba autorizado para decir mientras sub- 
sistiese el primitivo orden de cosas, formar uno solo el pres- 


bítero y el obispo. Este Santo dice y prueba con toda energía: 


la posibilidad de un diácono de llegar al sacerdocio, pero no la 


(1) BrerarDr. Gratianmi canones genuini. part. 1IT, pág. 142, 
(2) Sancrus HYERONIMUS. In Tit. c. 1. 

(3) BErarbI. Obra citada, pág. 143. 

(4) Biawcmi. Obra citada, pág. 167. 
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del sacerdote de llegar a ser un simple diácono. Si para poner 
después en la mayor claridad la dignidad sacerdotal, aparece 
rebajando más de lo justo la de los diáconos, ha de atribuirse 
esta exageración de lenguaje a su carácter impetuoso, porque 
San Jerónimo no olvidó jamás la alta consideración al diáco- 
nado (1) y al oficio sagrado. La profunda veneración con que 
menciona la carta de San Ignacio y en la cual se exalta la dig- 
nidad del diaconado, es testimonio claro de los sentimientos de 
este gran Doctor sobre el punto en cuestión. Pero en ésta como 
en otras circunstancias, este gran Santo se ha dejado arrastrar 
por el ardor de su temperamento y ha caído en exageraciones 
de lenguaje de que se hubiera guardado si hubiera procedido 
con sangre fría. De tomar a la letra lo dicho por San Jerónimo 
a expensas del estado conyugal en favor del estado de virgini- 
dad, se hubiera concluído ser a sus ojos el matrimonio una ins- 
titución digna de reprobación, pero tal afirmación está muy le- 
jos de su pensamiento; lo mismo se dirá de su exaltación del 
sacerdocio. San Jerónimo jamás se asoció al crimen de herejía 
de Arrío y en sus obras todas repite con los demás Santos Pa- 
dres lo por éstos dicho sobre los derechos divinos inherentes 
en el carácter episcopal y constitutivos de la línea de demarca- 
ción clara y profunda entre los obispos y los simples presbíteros. 

1031. De lo dicho se colige no ser los simples sacerdotes en 
modo alguno, considerados sucesores de los Apóstoles y sí, per- 
tenecer esta calidad exclusivamente a los obispos. Se pregunta 
si no son los presbíteros sucesores de los setenta y dos discípulos 
y si no tienen por este título cierta autoridad gubernamental en 
la Iglesia. Algunas veces se les da a aquellos discípulos el nom- 
bre de evangelistas; Jesucristo los había enviado delante de El 
para preparar el camino a su llegada, pero no se ve por ninguna 
parte la comunicación de poder alguno ni antes ni después de 
su misión; fueron elegidos entre ellos los siete diáconos de la 
iglesia de Jerusalén y este hecho por sí solo, prueba superabun- 
-dantemente no ser los sacerdotes en modo alguno sus suceso- 
res. Conclusión: Toda la sucesión directa del poder, establecida 
en la Iglesia por Jesucristo, es la herencia exclusiva del episco- 
pado reunido y congregado bajo su cabeza, el sucesor de Pedro. 


(1) Biancumi. Obra citada, pág. 212.—SANcrus Ambrosius. De Offic., 
lib, I, c. 41. 
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NATURALEZA DE LA AUTORIDAD EPISCOPAL 


1032. Limitaciones intrínsecas de la autoridad episcopal.—1033. Li- 
mitaciones extrínsecas.—1034, Otras limitaciones.—1035. Poder ju- 
risdiccional de cada obispo en su diócesis.—1036. Conclusiones.— 
1037. El Papa no puede prescindir de la institución de los obispos 
como pastores ordinarios aunque puede intervenir en primera ins- 
tancia en los asuntos de su diócesis. 


1032. ¿Cuál es la potestad jurisdiccional de cada uno de los 
obispos? ¿Es absoluta o está encerrada en límites fijos? ¿Es 
independiente en su ejercicio de cualquiera otra potestad juris- 
diccional? La autoridad de los obispos singularmente conside- 
rados, está limitada intrínseca y extrinsecamente y subordinada al 
poder supremo del Soberano Pontífice: intrínsecamente: a) por- 
que ningún obispo puede conocer y fallar en los asuntos que recla- 
man la posesión y el ejercicio del derecho dogmático. De este 
derecho, prerrogativa especial de todos y cada uno de los 
Apóstoles, no son herederos sus sucesores los obispos; lleva en 
sí envuelta la infalibilidad, privilegio puramente personal de los 
Apóstoles, fenecido con ellos y únicamente subsistente en el su- 
cesor de Pedro como piedra fundamental de la Iglesia: b) por- 
que los obispos aisladamente considerados nada pueden dispo- 
ner y ordenar en lo tocante a la disciplina general de la Iglesia; 
esto requiere un poder universal por razón de su extensión, 
exclusivamente propio del soberano pastor de la Iglesia católi- 
ca: c) porque no pueden regular las relaciones entre las iglesias 
particulares; a este fin es necesaria una autoridad superior ca- 
paz de imponer sus disposiciones. Cada obispo en su diócesis es 
completamente independiente del obispo su vecino y ninguno de 
ellos puede alegar derecho alguno a la intromisión en el régi- 
men y gobernación de la iglesia de otro sin una delegación es- 
pecial del superior; y en este caso ya no procede simplemente 
como obispo particular de una diócesis en otra a su jurisdicción, 
extraña, sino en nombre y representación del superior jerár- 
quico: d) porque encuentra el obispo los límites naturales de 
su poder en la determinación de las relaciones de las iglesias 
particulares con la Iglesia universal; esto es propio del supremo 
jerarca de la Iglesia y nadie fuera del jefe de la Iglesia univer- 
sal adoptará disposiciones convenientes para fijar y regular es- 
tas relaciones: e) porque tampoco pueden intervenir por dere- 
cho propio en los asuntos directamente enlazados con las rela- 
ciones entre la Iglesia y el Estado. En nuestra época por regla 
general suelen fijarse estas relaciones por medio de convenios 
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—concordatos—solemnemente celebrados entre el poder religio- 


so y el poder político. El concordato es considerado como un 
acto de la autoridad soberana, pues implica por lo común una 
derogación de las leyes generales de la Iglesia y esta derogación 
únicamente puede ser consentida por el romano Pontífice. 

1033. Extrínsecamente está determinada la jurisdicción de 
cada obispo por los limites geográficos de su diócesis; y cuanto 
fuera de ellos realice sin jurisdicción delegada, será inválido de 
derecho y de hecho. 

1034. Es por último dependiente la autoridad jurisdiccional 
de cada obispo porque en el régimen de su diócesis ha de so- 
meterse a las leyes generales de la Iglesia y a las reservas im- 
puestas o prescritas. 

1035. ¿Cuál es el poder jurisdiccional de cada obispo en su 
diócesis? Fácilmente se deduce de lo dicho y nosotros generali- 
zando, lo concretaremos en los siguientes puntos: a) dictar le- 
yes particulares ya por sí ya en sínodo diocesano—en éste el 
clero tiene voto consultivo—pero sin perder jamás de vista las 
leyes generales de la Iglesia a cuya observancia y diligencia 
deben ser encaminadas teniendo en cuenta la índole y modo de 
ser de sus diocesanos. Estas leyes particulares han de proseguir 


- por objeto principal dar fuerza y consistencia a las disposicio- 
- nes generales de la Iglesia. No siempre, sin embargo, puede ser 


éste, el fin de las leyes diocesanas, porque hay materias en las 
cuales es propósito e intención de la Iglesia la existencia en 
todos los lugares, de la mayor uniformidad; tales son la litur- 
gía y los impedimentos matrimoniales y acerca de ellas las le- 
yes diocesanas han de perseguir por objeto la ejecución de las 
leyes eclesiásticas: b) desempeñar además del poder legislativo 
el poder judicial e intervenir tratándose del foro interno, en 
primera instancia en los asuntos sometidos a su jurisdicción; 
en el foro interno están los penitenciarios de su iglesia do- 
tados de facultades para establecer algunas reservas en el tri- 
bunal de la penitencia sobre pecados de gravedad suma en 
su diócesis. Los curas, ecónomos, coadjutores de parroquias 
y demás presbíteros ejercen este juicio penitenciario como le- 
gados suyos a sure vel ab homine, dejando siempre a salvo 


el derecho superior del sumo Pontífice: c) dispensar de las 


leyes generales de la Iglesia en los casos y con las condicio- 
nes en que la Santa Sede les hubiera otorgado este privilegio: 
d) imponer y aplicar penas espirituales y temporales a los in- 
fractores de las leyes generales de la Iglesia de acuerdo con lo 
establecido en los sagrados cánones y de las leyes particulares 
dictadas o por sí mismo o en sínodo diocesaño para vigorizar 
aquellas leyes generales o ejecutarlas. Contra los contumaces 


ES 
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rebeldes a la obediencia de sus mandatos, empleará el obispo 
en uso de un legítimo derecho, el poder coercitivo: e) ser ver- 
daderamente los gobernadores de sus diócesis, porque es su mi- 
sión cumplir y hacer que se cumplan todas las leyes de la Igle- 
sia: f) tener a su cargo la administración de su propia iglesia; 
por esto es deber suyo mirar de acuerdo con los cánones por 
la provisión de las parroquias de su diócesis, nombrar párrocos, 
ecónomos y coadjutores de entre los presbíteros más dignos y 
aptos para el desempeño del cargo parroquial y la cura de las 
almas y remover y separar de su puesto de acuerdo asimismo 
con los sagrados cánones a aquellos cuya acción pueda ser más 
eficaz o provechosa en otra parte o que han sido infieles al 
cumplimiento de sus deberes: g) administrar con celo e inte- 
ligencia todos los bienes de su iglesia, espirituales, temporales 
y mixtos, pero de acuerdo con los cánones y disposiciones de 
la Iglesia universal. 

1036. De lo dicho hasta el momento actual se infiere con 
facilidad: a) ser el Papa el jefe supremo de la Iglesia ya se le 
considere aisladamente, ya en concilio con todos los otros obis- 
pos: b) en la imposibilidad de una sociedad numerosa por sus 
súbditos y extensa por razón del territorio ocupado, de atender 
un hombre solo a su régimen y gobierno, el Papa por sí o en 
concilio según le pareciere, instituye la división de provincias 
eclesiásticas o diócesis sin que nadie fuera de él pueda alegar 
un derecho semejante para esta división: c) designar y nom- 
brar el Papa los obispos encargados de regir las provincias 
eclesiásticas y las diócesis y los cuales pasan después de su con- 
firmación y de haber obtenido las bulas apostólicas, a ser los 
verdaderos pastores de sus iglesias con autoridad propia, pero 
al fin, pastores particulares y dependientes del pastor universal 
de la Iglesia. | 

1037. Es doctrina católica que son los obispos los pastores 
ordinarios de las diócesis y que el Papa no puede prescindir de 
la institución y creación de obispos cuya existencia es de dere- 
cho divino en la Iglesia y de su cooperación en la dirección y 
gobierno de los pueblos. El Papa, sin embargo, soberano su- 
premo de la Iglesia, puede avocar a su tribunal cualesquiera 
asuntos relacionados con algunas diócesis, conocer de ellos en 


primera instancia y dejar sobre ellos en suspenso la acción ju- 
risdiccional del obispo. 


po 
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S XII 


COMUNICACIÓN INMEDIATA O MEDIATA DE LA JURISDICCIÓN 
EPISCOPAL A LOS OBISPOS 


1038. El Concilio de Trento dejó sin resolver esta agitadísima 
cuestión.—1039. Principios indiscutibles desde el punto de vista ca- 
tólico.—1040, Doble opinión sobre la comunicación del poder epis- 
copal al sujeto.—1041. Punto de acuerdo y nudo de la cuestión entre 
los católicos.—1042. Dicen los sostenedores de la comunicación inme- 
diata que es el obispo por la ordenación pontificia, doctor y jerar- 
ca.—1043. Si fuera cierta la tradición de haber sido únicamente bau- 
tizado y ordenado por Cristo San Pedro, la cuestión quedaba re- 
suelta.—1044, El poder episcopal es de origen divino inmediato, pero 
subordinado al Papa.—1045. Este modo de considerar el episcopado, 
está justificado por el orden de cosas existente antes de la confir- 
mación.—1046. La confirmación no ataca este origen divino inme- 
diato.—1047. Entre los graves inconvenientes de la comunicación 
inmediata se señala la jurisdicción del obispo sin súbditos.—1048. 
Es falso y quimérico que se obtenga la jurisdicción por la consa- 
eración.—1049. Puede verificarse la consagración episcopal sin la 
jurisdicción.—1050. Duda sobre la validez de los actos jurisdicciona- 
les del obispo en la opinión de la comunicación inmediata cuando 
el Papa le limita y le quita la jurisdicción.—1051. Una y otra opinión 
ortodoxas reconocen depender del Papa la jurisdicción episcopal en 
su ejercicio, determinación, sujeto y duración.—1052. Argumento en 


favor de la comunicación mediata.—1053. Esta opinión es perfec- 


tamente conciliable con la potestad ordinaria y propia de los obis- 
pos.—1054. Controversia sobre si por la consagración consiguen los : 
obispos jurisdicción colegial.—1055. Se discute también si los obis- 
pos titulares han de ser necesariamente convocados al concilio gene- 
ral. —1056. Un símil para la mejor inteligencia de la doctrina expuesta. 


1038. ¿De quién reciben su autoridad los obispos? ¿Comu- 
nica Dios inmediatamente a cada obispo en particular el poder 
episcopal o mediatamente, vale decir, por intermedio del Papa? 
Esta cuestión ligada íntimamente con la de la sucesión episco- 
pal, fué objeto de vivos y animados debates en las sesiones pre- 
paratorias del Concilio de Trento (1). Muchos de los obispos 
españoles y franceses se adhirieron a la opinión de la comunica- 
ción inmediata; los italianos se declararon por la comunicación 
mediata y no se suavizó esta controversia hasta después de la di- 
-_sertación de Diego de Lainez, conciliadora de ambas opiniones 
con su famosa distinción entre la jurisdicción radical recibida 
inmediatamente de Dios y la jurisdicción actual de imposible 
adquisición sin la previa designación de diócesis por el Romano 


(1) Paravicint. Hist. Conc. Trident. lib. XVIII, cap. XIV; lib, XI, 
cap. 11—Dzvor1. Obra citada, pág. 119.—BorceNt. Obra citada, pag. 
191.—DAUDE. Obra citada, págs. 26 y sigs. 


, 
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Pontífice. Esta controversia quedó sin definir en el Concilio de 
Trento y es aún materia de disputa en las escuelas católicas. 
1039. Antes de penetrar de lleno en el estudio de esta con- 
troversia, expondremos algunos principios indiscutibles desde 
el punto de vista católico y el sentido claro y preciso de los tér- 
minos de la cuestión controvertible: a) Todo el poder sagrado 
y eclesiástico primaria y remotamente procede de Dios; es un 
principio general confirmado por la filosofía cristiana no ha- 
ber poder si no procede de Dios: Nom est potestas msi a Deo: 
b) la potestad de orden en obispos y presbíteros arranca próxi- 
ma e inmediatamente de Dios quien por los signos sacramentales 
de la consagración u ordenación imprime un carácter indeleble 
en quien lo recibe y le comunica una potestad inamisible e impo- 


sible de ser restringida ni ampliada por ningún poder humano: 


c) la suma potestad jurisdiccional del Romano Pontífice tiene 
su origen inmediato y próximo en Dios; por esta razón los 
electores del Papa se limitan únicamente a designar la persona 
encargada de asumir el régimen y dirección de la Iglesia uni- 
versal y a la cual según las divinas promesas, ha de conferir 


Cristo sus poderes; los electores no pueden comunicar una po- 


testad de que carecen: d) la potestad jurisdiccional de los obis- 
pos absoluta y simplemente hablando, vale decir, objetivamente 
y en abstracto prescindiendo de la persona de su sujeto, procede 
próxima e inmediatamente de Dios por haber sido instituida 
por Jesucristo juntamente con el episcopado como un grado di- 
vino necesario y siempre permanente en la Iglesia con participa- 
ción en su régimen. «Mirad por vosotros y por toda la grey en 
la cual el Espíritu Santo os ha puesto de obispos para regir la 
Iglesia de Dios (1).» 

1040. La potestad de jurisdicción considerada en concreto, 


vale decir, tomada subjetivamente y en cierto modo personifi- 


cada por decirlo así, en los obispos ¿procede inmediatamente 
de Dios o del Papa? Una doble opinión es sustentada por teó- 
logos y canonistas en la cuestión planteada. Afirman unos ser 
trasmitida la potestad de jurisdicción inmediatamente por Jesu- 
cristo a los obispos, no de una manera absoluta, sino a condición 
de estar subordinada al supremo monarca de la Iglesia al cual 
fué divinamente cometida la plenitud de la jurisdicción y a 
quien toca por derecho divino asignar a los obispos, los súbdi- 
tos de su jurisdicción y nombrarlos para regir y gobernar una 
diócesis determinada. Defienden otros proceder inmediatamente 
la potestad de jurisdicción, del sumo Pontífice el cual les señala 
súbditos por el hecho de adscribirlos a una iglesia particular, 


y dot MAX, 28. 


A A 


se 


COMUNICACION INMEDIATA O MEDIATA DE LA JURISDICCION 77 


pero mediatamente de Jesucristo, por ser la potestad episcopal, 
divina en su institución, ordinaria por su naturaleza y necesaria 
por lo menos colectivamente en su duración. 

1041. En esta cuestión hemos de distinguir dos cosas: la 
potestad misma o sea la facultad instituida por Jesucristo y 
vinculada en el episcopado, de regir súbditos en la Iglesia y la 
jurisdicción en acto, o sea, el uso o ejercicio de la misma po- 
testad sobre los católicos habitantes de determinado territorio. 
Todos los católicos defensores de una u otra opinión están con- 
testes en proceder inmediatamente de Dios la potestad episco- 
pal en atención a ser conferida por institución divina en la con- 
sagración episcopal, jurisdicción radical o in actu primo, es de- 


cir, aptitud, idoneidad para la obtención por la misión o desig- 


nación de diócesis, y jurisdicción actual o su ejercicio im actu 
secundo. El nudo de la cuestión es el siguiente: ¿La potestad 
de los obispos en el régimen de sus diócesis, arranca inmediata- 
mente de Dios o del Papa? 

1042. Phillips sostiene la opinión de emanar la potestad in- 
mediatamente de Dios. «Se ha querido, dice, separar el poder 
de jurisdicción del poder del sacerdocio y hacer derivar el pri- 
mero solamente del sucesor de San Pedro; pero no parece ha- 


ber conducido esta distinción a una solución verdaderamente 


satisfactoria. Es sin género de duda necesario distinguir en los 


“obispos tres poderes: el sacerdocio, la enseñanza y la jurisdic- 


ción, pero no está permitido separarlos hasta el punto de no 
poder figurarse nadie recibir el obispo por la ordenación uno 
o dos solamente de estos sagrados poderes. Cada obispo es al 
mismo tiempo pontífice, doctor y jerarca; y de este modo es 
participante de la autoridad general de todo el episcopado cató- 
lico; el obispo tendrá, pues, una participación mayor o menor 
en el ejercicio de esta autoridad. Hay casos de estar el poder 
sacerdotal de los obispos expresamente restringido, casos reser- 
vados al supremo poder de las llaves del soberano pontífice; 
sus decisiones doctrinales son provisorias mientras no cuentan 
con el asentimiento de la Santa Sede; su jurisdicción tiene igual- 
mente sus límites; pero con todo esto nada permite hacer una 
separación esencial entre los tres poderes. Puede suceder la no 


asignación de diócesis a un obispo; pero el obstáculo opuesto 


al obispo de manifestar sus caracteres de doctor y jerarca, es 
un hecho puramente material y de ninguna manera afecta a 
la ordenación. En este mismo caso sin misión especial, parti- 
cipa siempre del gobierno general de la Iglesia en tanto cuanto 
concurre por derecho a la asamblea de obispos reunidos en con- 


-cilio general. 


pa 


1043. «Según una antigua tradición, Jesucristo ha conferi- 
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do exclusivamente con sus divinas manos el bautismo y la or- 
denación episcopal al apóstol San Pedro, del cual recibieron en 
seguida todos los otros Apóstoles estos dos sacramentos. $51 
así hubiera sucedido, la cuestión estaba resuelta; sólo San Pe- 
dro hubiera sido el principio del sacerdocio particular y del 
sacerdocio general; cada obispo recibiría solo, mediatamente y 
por el sucesor de Pedro, su poder intrínseco; pero esta tradi- 
ción no ofrece bastantes garantías de autoridad a los ojos de la 
ciencia y no podemos darle ninguna importancia (1). 


1044. «Es cierto: a) haber instituido Jesucristo a Pedro y 


a los Apóstoles, delegados, no del príncipe de los Apóstoles, sino 
de Dios: b) ser de institución divina el episcopado todo entero 
con su jefe. Los Apóstoles instituyeron obispos en unión con 
Pedro; y sometiéndolos a su poder, de ningún modo eran en 
esta institución delegados suyos (2), sino de Dios del mismo 
modo que los obispos no son delegados del sucesor de Pedro, sino 
del mismo Jesucristo. No se ha de olvidar esta circunstancia, a 
saber: no poder ningún apóstol, instituir un obispo sin subordi- 
narle a Pedro; pero el poder que ejerce por su institución, emana 
de Dios y no de Pedro. Por esta misma razón el poder conferido 
a los obispos ya en su origen, ya en el conjunto de sus atribu- 
ciones constitutivas, comprendido el poder gubernamental lla- 
mado jurisdicción, es inmediatamente de origen divino, pero 
gravado con la obligación también de derecho divino de estar y 
permanecer subordinado a Pedro y por tanto dependiente en 
cuanto a su ejercicio, del asentimiento de Pedro y su sucesor. 


1045. «Esta manera de considerar y concebir el episcopado, 


está justificado por el orden de cosas existente antes de haber 
estado en vigor la confirmación papal. Esta institución tan 
eminentemente útil para el mantenimiento del orden en la Igle- 
sia, había tenido entonces su equivalente en la subordinación 
de las iglesias de Occidente a la de Roma (3) y de las de Orien- 
te, a los patriarcados y cátedra romana, circunstancia con evi- 
dencia demostrativa de ser condición indispensable de toda ins- 


titución episcopal, el asentimiento a lo menos tácito de Pedro o - 


de su sucesor. Hase dicho no constituir la confirmación—ex- 
presa o implicita—a los obispos en simples delegados suyos. 
Así parece expresarlo San Gregorio el Grande en la represión 
del orgullo del patriarca de Constantinopla condecorándose a sí 
mismo con el título de obispo universal, diciéndole no atreverse 
ni el mismo obispo de Roma y jefe de la Iglesia, a una califica- 


(1) CLemMENS ALEXANDRINUS. Inter fragmenta ex hipotypose, lib. V. 
(2) BarLnirint. Vindic. auct. pontif. pág. 163. 
(3) Brancmi. Obra citada, vol. TI, pág. 273. 
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ción semejante. San Gregorio—lo prueba además la continua- 
ción de sus palabras—no pretendía seguramente negar ni dismi- 
nuir el primado de la Silla de Roma; a su expresión sólo es 
aplicable este sentido: El primado de la Iglesia universal no 
puede tomar el título de obispo umiversal, vale decir, no puede 
considerarse como el solo y único obispo propiamente dicho 
ni puede mirar y tratar a los demás como a sus simples delega- 
dos. Estas palabras nos parecen en la boca de este gran Papa 
un reconocimiento positivo de la verdad de esta doctrina: que 
los obispos reciben su autoridad episcopal directamente de 
Dios (1). 

1046. «La confirmación del Papa no ataca este origen divi- 
no. Se afirma con verdad la imposibilidad del poder episcopal 
en una diócesis determinada sin el consentimiento tácito o for- 
mal del Papa, o en otros términos: la legitimidad de la misión 
de los obispos está sometida al reconocimiento del Sumo Pon- 
tífice (2) el cual por el hecho mismo de esta intervención es 
el intermediario e intermediario nato entre Dios trasmisor del 
poder y el obispo su receptor (3).» 

1047. Quienes impugnan el origen inmediatamente divino 


de la colación de la dignidad episcopal, enumeran los gravísi- 


mos inconvenientes de esta opinión, reducidos a cuatro: a) En 
esta hipótesis se comunicaría a los obispos una jurisdicción sin 


súbditos, es decir, una jurisdicción no merecedora de este nom- 


bre, inútil, irracional, indigna de personas y cosas eclesiásticas 
y esto ocurriría en los siguientes casos: 1.2) con la consagración 
precedente a la confirmación o designación de diócesis, porque 
la jurisdicción de acuerdo con las disposiciones del derecho ca- 
nónico y la doctrina católica se adquiere por la confirmación 
del electo o su preconización en el consistorio público del Pon- 
tífice; en la consagración tan sólo se conferiría jurisdicción 
sobre la Iglesia a designarse si alguna se le designaba; y mien- 


tras no se verificara la designación, su jurisdicción quedaría 


en suspenso y no se ejercería por defecto de término como la 
potestad sacramental de la penitencia, conferida en su ordena- 
ción a los presbíteros, pero sin súbditos sobre quienes ejercerse 
por defecto de jurisdicción: 2.2) con la suspensión por el Ro- 
mano Pontífice, de algún obispo o su remoción o suspensión 
de un modo ordinario por razón de un delito—cisma o here- 
jía—o de un modo extraordinario, pero por exigencias del bien 
público de la Iglesia como ocurrió a principios del siglo pasado 


(1) ThmomassinNus. Obra citada, pars. 1, cap. XI, n. 11. 
(2) Conc. Trident. sess. XXIII, can. 7 et 8. De sacramento Ordinis. 
(3) Phuuiiirs. Obra citada, tom. 1, págs. 121 y sigs. 
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en Francia y más tarde en el pontificado de Pío IX en Alema- 


nia. En este caso queda de nuevo en suspenso la jurisdicción 


del obispo en espera de su designación para una nueva dióce- 
sis, designación imposible si la remoción o deposición fueron 
impuestas en pena de un delito: 3.) con la renuncia de un 
obispo a su diócesis, la jurisdicción resulta así indeterminada 
y queda en suspenso: 4. con la designación de algún obispo 
titular sin señalarle diócesis el Romano Pontífice, o quizá sin 
intención de designársela nunca. En este caso quiere el Papa 
la elección del clérigo para obispo a fin de que ejerza la potes- 
tad de orden como los obispos auxiliares o de jurisdicción dele- 
gada, como los nuncios y vicarios apostólicos. 

1048. b) Porque si la confirmación o designación de dió- 
cesis anteceden en la actual disciplina a la consagración, es in- 
dudable por la adquisición en la opinión de la comunicación in- 
mediata, de la jurisdicción por la consagración, obtener una vez 
consagrado el obispo, la jurisdicción ya determinada en la con- 
firmación para una diócesis: aserción falsa, en oposición a las 
prescripciones canónicas y a la doctrina de la Iglesia según las 
cuales la jurisdicción se confiere en la confirmación o preco- 
nización: aserción quimérica, porque supone cierta mutación O 
transformación de la potestad vicarial o provisoria atribuida a 
los obispos confirmados, pero no consagrados, en jurisdicción 
propiamente episcopal recibida en el acto de la consagración. 
«La novedad de esta explicación, escribe Cavagnis, demuestra 
la falsedad de la hipótesis de la inmediata colación de la juris- 
dicción procedente de Dios (1).» 


1049. c) Es posible la consagración episcopal sin colación 


de jurisdicción : tal ocurre entre los cismáticos de cuya ordenación - 


aunque válida, por ser su consagración ilegítima, no reciben 
ninguna jurisdicción. Luego la adquisición de la jurisdicción 
no tanto dependería de la consagración cuanto de la legítima 
consagración; pero ésta es legítima solamente en el modo de- 
terminado por el Pontífice. | 

1050. d) En esta hipótesis es posible la duda acerca de la va- 


,¡lidez o nulidad de los actos jurisdiccionales de los obispos; y 


esta duda surgiría en el caso de ser restringida o quitada por 


el Romano Pontífice la jurisdicción, sobre la bondad y jus-. 


ticia de la causa, fundamento de la providencia pontificia, por- 
que en el supuesto de ser verdadera la doctrina del origen in- 
mediato de Dios, es decir, de conferir próximamente Jesucristo 
y no el Papa, jurisdicción, no puede el Sumo Pontífice ni res- 
tringirla ni quitarla a los obispos sin causa legítima y justa; la 


(1) Cavacnis. Obra citada, vol, II, págs. 135-36, 
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facilidad empero, de dudas y sospechas acerca de una causa 
grave o proporcionada a la revocación o restricción de la juris- 
dicción episcopal, es más que causa probable de un conflicto 
serio. Supongamos en los obispos resistencia a la disposición 
pontificia, su negativa al abandono del régimen de su diócesis 
y su persistencia en la realización de actos jurisdiccionales en 
su concepto válidos y legítimos por la inexistencia de la causa 
o por la injusticia del juicio e indudablemente nos encontrare- 
mos en frente de una lucha de trascendencia entre el Papa y los 
obispos, origen de serias perturbaciones en la Iglesia, de cismas 
y escándalos cuyo efecto inmediato sería la ruina de las almas 
agitadas por el temor de faltar al respeto debido o al Papa o 
a los obispos; los fieles carecen de un criterio exacto y justo 
para saber a qué han de amoldar en estos casos difíciles, su 


conducta (1). 


1051. Una y otra opinión, como hemos dicho, son perfecta- 
mente ortodoxas y conciliables con la doctrina católica y nadie es 
tachable de temerario por sostener la doctrina de la comunica- 
ción inmediata, porque con ella se reconoce la supremacía y la 
plenitud del primado y por lo mismo la dependencia de los 
obispos, del Sumo Pontífice y la sumisión de su jurisdicción 
al supremo Jerarca de la Iglesia. La jurisdicción episcopal de- 


pende del Papa: a) en su ejercicio. En la hipótesis de ser in- 


mediatamente conferida por Dios, los obispos harán uso de su 
jurisdicción con dependencia del Sumo Pontífice. Los Apósto- 
les recibieron inmediatamente de Dios su potestad y en su ejer- 
cicio, sin embargo, dependieron de San Pedro, si bien por razón 
de los carismas subjetivos de que plugo a Dios adornarlos, no 


necesitaban de su dirección; pero esto no ocurre con cada uno 
delos obispos: b) en su determinación, porque Dios se la co- 


municaría indeterminada o limitada. Es atribución del Supre- 
mo Pastor asignar diócesis a cada obispo y fijar los límites den- 
tro de los cuales han de ejercer su jurisdicción los pastores su- 


bordinados: c) en el sujeto, porque los obispos, sujetos de la 


jurisdicción episcopal no son inmediatamente elegidos por el 
Señor como lo fueron los Apóstoles, sino legítimamente por el 
Papa, según doctrina clara del Concilio de Trento: d) en su 
término, vale decir, en orden al pueblo cuyo régimen se le con- 
fiara. La división territorial en diócesis es de derecho eclesiás- 


tico y en tanto persevera y subsiste la actual división en cuanto 


el Papa no la modifique. La elección canónica de un obispo pa- 


Ta una determinada iglesia se verifica por el Papa: e) en su du- 


ración, porque el Papa como dijimos más arriba, puede suspen- 


(1)  Docror DÉ La PeEñA Y FERNÁNDEZ. lus publ, eccles., vol. 1, pág. 246. 
11 - 6 
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der o remover al obispo en casos ordinarios—un delito—y en 
casos extraordinarios—sin delito—por exigencia del bien de la 
Iglesia. ? 
1052. La opinión defensora de la colación de la jurisdicción 
episcopal mediante el Romano Pontífice, es la más probable y 
la más común y algunos como Cavagnis, la califican de cierta. 
Expondremos con toda brevedad los argumentos a su favor: 
a) en esta opinión antes de todo se fija y se exige el acto pon- 
tificio imprescindible en absoluto, porque la intervención del 
Papa es simpliciter necesaria: 1.) para la elección y consagra- 
ción de obispos de suerte de ser según la mente del Santo Con- 
cilio de Trento, legítimos y verdaderos obispos tan solo los ele- 
gidos por el Sumo Pontífice y según la novísima disciplina, los 
consagrados por él o un comisionado suyo: 2.) para la adqui- 
sición de la jurisdicción, porque solamente el Pontífice señala 
a cada obispo la diócesis que ha de regir y gobernar y a la cual 
se adscribe; de aquí no tener antes de la designación pontificia, 
ningún obispo, así esté consagrado, jurisdicción determinada: 
3.2) para el ejercicio de la jurisdicción episcopal dependiente 
del Pontífice: 4.2) para la conservación de la jurisdicción la 
cual después de haber sido determinada, puede perderse o por 
delito o sin él; y si no fué determinada, puede también perder- 
se o por delito de herejía o cisma o por excomunión: b) esta 
opinión está más de acuerdo con la institución del episcopado. 
El Romano Pontífice según doctrina dogmática del Concilio 
Vaticano, posee la plenitud de la jurisdicción suprema, ordina- 
ria e inmediata sobre toda la Iglesia y puede trasmitir o co- 
municar parte de esta suprema potestad o por delegación para 
ser ejercida en el sentido de vicariato o por comumicación O 
participación de modo de ser recibida y permanecer en un su- 
jeto como ocurre en los obispos; se cumple así la voluntad de 
Jesucristo en la institución del episcopado. El Sumo Pontífice 
somete al régimen de los obispos una parte de la grey cristia- 
na y los constituye en el grado y cargo episcopales de institu- 
ción divina, no como delegados suyos, sino como verdaderos 
padres o principes con potestad propia y ordinaria de apacen- 
tar, enseñar y gobernar a los súbditos de su Iglesia particular: 
c) esta opinión es a la par más sencilla y más clara; pues mien- 
tras en la otra se supone la existencia de un doble acto para ex- - 
plicar la colación de la jurisdicción episcopal, a saber: el acto 
pontificio que consagra y asigna diócesis y el acto divino que 
confiere jurisdicción determinada por razón de la designación - 
de diócesis e indeterminada a lo menos en la consagración, aun- 
que después determinable por el hecho pontificio de la asigna- 
ción de súbditos; en ésta hay o se admite un solo acto y éste, 
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simplicisimo—la intervención del Pontífice—el cual por haber 
sido instituido el episcopado, comunica a los obispos una parte 
de la plenitud de la potestad recibida de Jesucristo, para que 
en virtud de un poder ordinario y por derecho divino rijan 
al pueblo cristiano confiado a su vigilancia y prediquen y en- 
señen. Por aquí se ve no ser necesario recurrir a un hecho di- 
vino para explicar subjetivamente y en concreto la jurisdicción 
ordinaria y,propia de que gozan por derecho divino en la Iglesia 
los obispos. 

1053. Quienes abracen esta opinión, pueden vivir seguros 
de estar de acuerdo con la doctrina católica sobre el poder pro- 
pio y ordinario de los obispos, porque de la colación inmediata 
de la autoridad episcopal por el Papa, no se sigue ser delegada 
la jurisdicción por los obispos como la de los nuncios, vicarios 
apostólicos y otros: 1.) porque el grado episcopal fué instituí- 
do por Jesucristo con el propósito e intención de ser los obispos 
verdaderos jueces, legítimos príncipes de la Iglesia y pastores 
ordinarios de las almas: 2.) porque el Romano Pontífice con 
la colación de jurisdicción por la designación o asignación de 
diócesis, los hace partícipes del régimen de la Iglesia y de 
acuerdo con la institución divina, constituye a los obispos en 
el grado y dignidad cuya permanencia en la Iglesia fué voluntad 
de Jesucristo. 

1054. Para terminar quédannos por resolver dos cuestio- 
nes, no ciertamente de la importancia de la anterior: a) si los 
obispos adquieren por la consagración jurisdicción colegial por 
lo menos: b) si los obispos titulares han de ser necesariamente 
convocados al concilio general. a) Por jurisdicción colegial se 
entiende la jurisdicción de los obispos colectivamente conside- 
-rados, sobre toda la Iglesia como sucesores del colegio apostó- 
lico. Acerca de esta cuestión dos cosas son ciertas en sentir de 
los canonistas: 1.) los obispos no tienen ninguna jurisdicción 
colegial en acto—im actu—fuera del concilio y no pueden in- 
miscuirse por oficio en el gobierno universal de la Iglesia: 2.) 
los obispos en concilio son jueces y verdaderos legisladores sin 
excepción de los titulares—si fueron llamados—y ejercen ju- 
risdicción episcopal en la Iglesia universal en unión y con de- 
pendencia del Papa. Los canonistas discuten entre sí acerca 
de la solución de la cuestión propuesta y en esta como en la 
anterior disputa hay una doble opinión. Los defensores del 
origen divino inmediato de la jurisdicción episcopal, afirman 
la adquisición de la jurisdicción actual o el ejercicio de la ju- 
risdicción colegial en el concilio, por la consagración, pero con 
la condición supuesta, de la convocación y celebración del con- 
cilio para ser ejercida. Los mantenedores de la otra opinión 
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afirman comunicar el Romano Pontífice a los obispos potestad 
colegial por el hecho mismo de convocarlos y reunirlos en 
concilio general. Esta última opinión parece la más probable, 
ya porque el acto pontificio es necesario y suficiente, ya porque 
sería superfluo en la otra opinión haber Dios conferido en la 
consagración una jurisdicción actual sobre la Iglesia universal 
y no ser posible ejercerla, ya también porque para adquirirla 
por la ordenación, pudiera haber algún óbice proveniente de 
herejía, cisma o excomunión. 

1055. b) Sobre la cuestión iniciada con esta letra, están asi- 
mismo divididos entre los canonistas los pareceres, Quienes sos- 
tienen arrancar la jurisdicción episcopal inmediatamente del 
Papa, niegan la necesidad de ser convocados al concilio los obis- 
pos no residenciales, porque en su opinión el concilio se forma 
de los pastores de la Iglesia y pastores de la Iglesia son los 
obispos residenciales; están al frente de sus diócesis y ejercen 
jurisdicción actual. En sentir de los defensores de la comuni- 
cación inmediata de la jurisdicción episcopal, por Dios, es de 
necesidad la convocación de los obispos titulares, porque el con- 
cilio debe estar constituído por todos los obispos legítimamente 
consagrados aunque sin jurisdicción actual en el régimen ecle- 
siástico por falta de diócesis. Estos obispos están de algún modo 
incorporados a la jurisdicción eclesiástica y en ella ejercen 
además de los cargos conferidos la potestad de orden. 

1056. Para la mejor inteligencia de la doctrina expuesta no- 
taremos con Cavagnis la diferencia entre la potestad de absolver 
los pecados y la potestad de jurisdicción. La potestad sacramen- 
tal de la absolución de los pecados exige jurisdicción del su- 
perior o por legítima misión o por diputación. La jurisdicción 
por sí sola no comunica la potestad de absolver por tratarse 
de una potestad sacramental especial; no basta por ejemplo, ser 
hombre para administrar el bautismo ni estar bautizado para 
contraer matrimonio y ser ministro de este sacramento; se re- 
quiere el orden del presbiterado, necesario, pero insuficiente 
por defecto de jurisdicción. No se concibe una jurisdicción ac- 
tual cuyo ejercicio sea ilícito e inválido. La jurisdicción es el 
derecho gubernativo de las personas, o sea, el derecho de man- 
dar y obligar y el mandato inválido es un mandato dictado sin 
derecho de obligar y esto es contradictorio. Pues bien de esta na- 
turaleza sería la jurisdicción universal episcopal sin la convo- 
cación conciliar del Papa y la jurisdicción particular sin la de- 
signación de la diócesis que se ha de regir. 

No se dirá competir jurisdicción a los obispos; pero si se 
afirmará encontrarse éstos en aquel grado que constitutivo de 
un sujeto completo, los capacita para recibir jurisdicción y 
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ejercerla de un modo conveniente. La Iglesia es regida nor- 
malmente por las personas de este grado y a este grado por 
tanto es debida genéricamente la jurisdicción (1). 
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despotismo.—1060. Monarquía templada y mixta.—1061. La mo- 
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Formas mixtas de gobierno.—1067. La forma de gobierno más en 
uso en nuestra época es la parlamentaria, constitucional o repre- 
sentativa.—1068. Nunca fué democrática la forma del gobierno ecle- 
siástico.—1069. Algunos distinguen para prevenir equívocos, la cons- 
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1073. Derechos de los laicos en la Iglesia.—1074. El Papa no es 
simplemente el jefe ministerial de la Iglesia.—1075. Sentido en que 
se afirma ser la Iglesia una monarquía templada por la aristocracia. 


1076. El poder del Papa no es absoluto ni ilimitado.—1077. Va- 


ciedad de las limitaciones impuestas al poder pontificio por la es- 
cuela galicana.—1078. Los sacerdotes y ministros inferiores no per- 
tenecen a la jerarquía de jurisdicción. 


1057. La sociedad necesita para no perecer envuelta en la 
más espantosa anarquía, de un gobierno unificador de la mul- 
titud y encargado de dirigirla y ordenarla a la consecución de 
un fin común por medios también comunes.—núm. 76—. Tres 
son las formas de gobierno denominadas simples—núm. 83.— 
Acerca de cual de estas formas ha de ser preferida por los ciu- 
dadanos, se ha discutido mucho y acaloradamente en pasados 
tiempos y aun no deja de ser hoy objeto de frecuentes y ani- 


- mados debates. 


1058. Por forma de régimen se entiende el modo estable de 


“ser poseída y ejercida la autoridad por el sujeto poseedor de 


ella; y es monarquía si la soberanía toda entera descansa en 
una sola persona física. La monarquía es absoluta si el rey po- 
see y puede ejercer plenamente el derecho de autoridad a pe- 
sar de contar con magistrados y ministros inferiores, porque 
éstos por su subordinación nada pueden establecer sin el be- 


(1) Cavacnis. Obra y volumen citados, pág. 141. 
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neplácito del rey. Cinco condiciones señala de Luca (1) para 
ser esta monarquía, forma de régimen: a) ser una sola persona 
física la rectora y reguladora de toda la nación: b) estar do- 
tada de la plenitud de la potestad: c) vivirle sometidos todos 
los magistrados inferiores: d) emitir su juicio sobre todos los 
súbditos y no ser juzgado por ninguno: e) estar a él o a este 
principio de unidad social adheridos todos los miembros de la 
sociedad. Esta monarquía únicamente está limitada por el de- 
recho natural; en ella la suma de todo el régimen está en ma- 
nos de uno solo, llámese rey, emperador o de cualquier otro 
modo (2) y goza de potestad plena en la redacción y promul- 
gación de leyes encaminadas al bien de sus súbditos sin depen- 
dencia alguna de las leyes precedentes ni del consentimiento de 
los principes subalternos. 

1059. Esta forma de gobierno se distingue esencialmente del 
despotismo: a) porque el despotismo es un régimen arbitrario 
cuya ley y freno único es la voluntad caprichosa “del gobernan- 
te desconocedor de límites en su autoridad: b) porque cual- 
quier otro régimen sin excluir el republicano, puede degenerar 
en despotismo. 

1060. Es templada la monarquía si su sujeto posee el po- 
der con algunas otras limitaciones a más de las del derecho natu- 
ral, es decir, si no está en posesión de la plenitud del poder civil 
por haberse reservado una parte de ella aunque inferior, a los 
aristócratas o al pueblo y en la cual le está prohibida cualquie- 
ra resolución sin la anuencia o consentimiento de sus poseedo- 
res. Hay en este régimen funciones de intervención imposible 
para el monarca sin el previo acuerdo de los nobles o del pue- 
blo. De lo dicho se ve con facilidad ser esta monarquía, mixta, 
moderada por la aristocracia o la democracia. Deja la monar- 
quía de ser pura para convertirse en templada desde el mo- 
mento mismo de delegar el rey esos poderes en forma de des- 
ligarse del poder legislativo y ejecutivo; han de estar concen- 
trados de hecho y de derecho en manos del príncipe; y si al- 
guno se le escapa de entre las manos en todo o en parte, su 
monarquía deja de ser pura. 

1061. Antes de definir cual sea en abstracto o en teoría en- 
tre las formas de gobierno la más racional y conveniente, fijare- 
mos las condiciones propias de esa forma por las cuales pueda 
cumplir la sociedad suprema con el fin propio de su institución. 


(1) Dx Luca. Obra citada, tom. II, pág. 36. 

(2) La palabra rey derivada del verbo latino regere—gobierno, di- 
rección—indica el oficio pastoral o el deber del príncipe; el término 
emperador trae su origen del verbo latino imperare—orden, mandato—y 
es una afirmación directa, imperiosa y dura del poder como tal. 


| 
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Son estas condiciones en sentir de Costa-Rossetti, las siguien- 
tes: a) que con la forma de gobierno se prevenga y se repri- 
ma de modo eficaz todo peligro de despotismo, es decir, la tras- 
gresión de los límites de la autoridad fijados por derecho na- 
tural: b) que coloque al sujeto de la potestad en condiciones 
de apreciar con buen acierto los deseos, necesidades y aspira- 
ciones del pueblo: c) que mueva con facilidad la voluntad del 
sujeto de la autoridad a gobernar de conformidad con el cono- 
cimiento adquirido acerca de aquellas condiciones o que ad- 
quiera más tarde: d) que ahuyente el peligro de disminuir de- 
masiado el poder y la eficacia de la autoridad: e) que auxilie y 
facilite la unidad, estabilidad y armonía en el ejercicio de la 
autoridad: f) que prevenga en lo posible y mate el germen de 
discordia, ambición y aspiraciones desmesuradas de los parti- 
dos: g) que excite y promueva en cuanto cabe, a los ciudada- 
nos en la promoción y fomento del bien común: h) que obstru- 
ya y arranque los obstáculos opuestos o que oponerse pudieran 
a los derechos de los individuos y de la familia, a la organiza- 
ción de las clases sociales y a la autonomía moderada de las co- 
munidades locales, v. gr.: de los municipios, provincias, etc. De 
estas condiciones unas van directamente ordenadas a facilitar 
el ejercicio del poder con el objeto de serle posible llenar me- 
jor su fin; otras, a dejar a salvo los derechos de los individuos, 


de las familias y de las clases y a la justa moderación de la 


autonomía de los organismos sociales interiores y a evitar la 
trasgresión de los límites al poder civil impuestos por la ley 
natural. 

1062. La monarquía examinada en abstracto o en teoría, es 
la más hermosa y racional de las formas de gobierno—núms. 
1323 y 1693—; y decimos en abstracto o en teoría, porque en 
concreto es la mejor forma de gobierno, la más apta dentro 
de lo posible, para la consecución del bien general del cuerpo 
social y de sus miembros constitutivos; y esto no siempre, es 
decir, en todos los lugares y en todas las circunstancias se al- 
canza con la monarquía—núm. 1699.—Nuestra afirmación acer- 
ca de la excelencia de la monarquía no reposa según el sentir de 
nuestros utopistas en el pensar de lo hoy llamado opinión pú- 
blica; su fundamento es algo más sólido y consistente y cuen- 
ta a su favor con las enseñanzas profundas de genios tan ad- 
mirables en el mundo pagano como Platón, Aristóteles, Sé- 
neca, Plutarco, Homero y Filón, y de inteligencias tan poten- 
tes y extraordinarias en el mundo cristiano como San Justino, 
San Cipriano, San Jerónimo, San Atanasio y Santo Tomás 
entre los Santos Padres y Belarmino, Suárez y mil más entre 
los escolásticos. Dios, según observa el Cardenal Belarmino, au- 


88 LA IGLESIA Y EL ESTADO. LIB. 111. CAP. 1 


tor de la naturaleza, ha inclinado a los hot bres y a los ani- 
males a la forma monárquica. ¿Quién sino el Creador institu- 
yó en la familia la autoridad del padre? ¿No nació todo el gé- 
nero humano de un solo hombre, principio y origen de la gran 
familia humana?... El principio de sociabilidad innato en 
nuestra alma nos arrastra no solo a unirnos con nuestros seme- 
jantes, sino también a agruparnos alrededor de un principio 
concreto de unidad social; Se en una persona física dotada de 
cierta superioridad natural y relativa buscamos casi instintiva- 
mente un centro común (1). La forma monárquica hereditaria 
o electiva perfectamente armónica con el conjunto de la crea- 
ción donde maravillosamente reina con la variedad la unidad, 
ofrece sin duda en su constitución orgánica ventajas muy su- 
periores a las de otras formas de gobierno en la obtención del 
fin social, realiza la cohesión entre sí de sus miembros e imprí- 
meles un movimiento poderoso. 

1063. Ofrece en la práctica la monarquía hereditaria gran- 
des ventajas. Sin discusión se confía en esta monarquía el po- 
der al acaso o suerte del nacimiento, pero así y todo y con pre- 
ferencia a cualquiera otra forma garantiza mejor la estabilidad 
y el orden, la seguridad y tranquilidad sociales—núm. 2043.— 
El monarca hereditario, libre de ambiciones personales a las 
cuales haya de satisfacer, y al abrigo de rivalidades, puede 
perfectamente consagrarse con alma y vida a la promoción del 
bien público; el interés del monarca está de algún modo iden- 
tificado con el interés del pueblo; se le presta obediencia por 
la inveterada costumbre de considerársele superior; los nobles 
y poderosos no se sienten humillados ante la majestad superior 
a ellos. El príncipe es preparado para el trono por una sólida, 
intensa y especial educación, se le enseña y dirige en su niñez 
y su juventud para ser rey; no se le puede exigir habilidad suma 
en todas las ramas del gobierno, porque esto excede por lo 
general las fuerzas humanas; mas esta ausencia de habilidad 
profunda puede ser perfectamente sustituida por el nombra- 
miento regio de ministros y magistrados recaído en hombres 
sabios y competentes en cada especialidad gubernativa. La ex- 
periencia nos demuestra ser más temible y fácil la tiranía en 
cualquier otro régimen que en el monárquico y ser casi siem- 
pre el efecto final del gobierno de muchos, la opresión. En la 
monarquía electiva es más fácil la designación de un príncipe 
de mayor capacidad intelectual y poseedor de mayor suma de 
conocimientos en el gobierno de los pueblos; pero en la prác- 
tica nos ofrece el gravísimo inconveniente de ser la elección, 


(1) GRANCLAUDE. Principes du droit public. 
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origen de disturbios serios y peligrosos, causa del desperta- 
miento de ambiciones mal entendidas y creadoras de partidos 
antagónicos de los cuales sólo cabe esperar luchas frecuentes, 
revoluciones sangrientas y hasta regicidios tan abundantes en la 
monarquía goda como en la polaca—núm. 2043.—«Una monar- 
quía electiva en las sociedades puramente humanas, escribe 
Grandclande, i irá ligera a zozobrar en la aristocracia y en la de- 
mocracia. Los electores de los reyes no tardarán mucho tiempo 
en codiciar las seductoras prerrogativas de este poder en su ori- 
gen dependiente de su libre voluntad y también por su libre 
voluntad comunicada a la persona elegida. El día del apagamien- 
to de todas las concupiscencias del hombre y de la purifica- 
ción y santificación de los electores en sus ambiciones y del 
triunfo por norma, de la ley abstracta del bien público, comen- 
zará a ser posible y duradera una monarquía a la vez pura y 
electiva (1).» 

1064. La aristocracia es el gobierno confiado a los grandes 
y magnates, es decir, a la parte más distinguida y selecta de 
la nación, a aquellos que por sus progenitores, por la sangre 
de sus venas, por su educación, por los recuerdos del honor y 
de la virtud vinculados en su familia y por su fortuna, nos 
ofrecen garantías de un gobierno noble, desinteresado y fuer- 
te. No hay pueblo donde no exista la aristocracia como clase 


- social, pero esta aristocracia reviste distintas formas de acuer- 


do con la constitución de la sociedad. La antigua aristocracia 
feudal, militar o formada por méritos relevantes prestados a 
la patria, se está extinguiendo completamente para ser susti- 
tuída por la aristocracia del capital o de los plutócratas, hoy de 
eran influencia en nuestro ambiente, a pesar de estar por lo 
general desprovista de las calidades necesarias a una verdadera 
aristocracia. La aristocracia a la par de la monarquía, puede 
ser hereditaria y ningún inconveniente hay en aplicarle lo so- 
bre la monarquía dicho. La aristocracia hereditaria o electiva 
es sostén de la tranquilidad pública y del bienestar de la so- 
ciedad con los cuales se identifica, En la aristocracia no resi- 
den la unidad y eficacia de la monarquía pura, pero sí, mayor 
competencia y una más fácil penetración en los negocios pú- 
blicos y de gobierno, porque es más fácil encontrar entre ellos 
que en la monarquía personas hábiles en el gobierno, distin- 
guidas por su educación y la práctica de los negocios adquirida 
en su juventud y profundamente interesadas en la defensa de 
los bienes del país, sus propios bienes. Em un conjunto de fa- 
milias nobles es muy difícil la ausencia de hombres de gran ci- 


(1) GRANDCLAUDE. Obra citada. 
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vilización y cultura. Desde este punto de vista son mayores las 
ventajas a favor de la aristocracia que de la monarquía here- 
ditaria. Un individuo puede estar sto de capacidad y diligen- 
cia; esto es más difícil en una clase social formada por un 
eran número de individuos entre los cuales repartidos están 
los poderes y las cargas de gobierno. En la aristocracia se nota 
por lo general un gran espíritu de conservación y una resis- 
tencia vigorosa y resuelta en medio de los grandes peligros pú- 
blicos; con denuedo y energía concurren de un modo eficaz y 
potente a la defensa social; y las almas generosas nunca exca- 
sas en una clase tan poderosa y elevalda, atraen a su alrededor 
con su entusiasmo y su patriótica conducta a otros miembros 
no menos influyentes arrastrados por el ejemplo del sacrificio 
en aras del honor y del bien común. 

El régimen aristocrático ofrece también en su evolución gra- 
ves inconvenientes no siendo los menores las luchas muy pro- 
bables entre las familias aristocráticas para levantarse las unas 
sobre las otras y ejercer mayor influencia. Es más: en su seno 
con facilidad se forman partidos violentos e intrigantes de los 
cuales es de temer un grave peligro para la paz interior de 
los pueblos y la desorganización social o una consagración a 
los bienes dde una casta privilegiada y no a los bienes públicos. 
En la actualidad no existe en ningún país esa forma de go- 
bierno y no creemos probable su establecimiento en nuestros 
días en los cuales se respira una atmósfera de odio a los pri- 
vilegios de una clase cualquiera y de entusiasmo por la igualdad 
civil y política. 

1065. Hay además otra tercera forma de gobierno denomi- 
nada democracia—el gobierno de todos por todos—puramente 
ideal y fantástica y solo de una realización posible el día de ser 
todos los ciudadanos de una nación capaces por su virtud y 
cultura, de administrar los asuntos públicos. En la democracia 
directa es el pueblo o los ciudadanos de que está formado, quie- 
nes adoptan las deliberaciones y decisiones en los negocios pú- 
blicos; a esta clase perteneció la democracia de Atenas; en la 
democracia representativa no interviene directamente el pueblo 
en la resolución de los negocios públicos y delega el ejercicio 
de la soberanía en individuos por él elegidos, representantes de 
la nación. En la democracia pura reside en el pueblo la plenitud 
de la soberanía; en la mixta la soberanía es compartida por el 


pueblo con elementos o monárquicos o democráticos o con am- | 


bos a la vez. Este sistema gubernamental—la democracia plena 
y constante—imposible por naturaleza en sentir de Taparelli, 
es del mismo modo calificado en su rigurosa acepción por sus 
partidarios, porque impondría como una necesidad a los pue- 
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blos estar permanentemente constituidos en comicios con el 
objeto de deliberar acerca de los asuntos públicos; y sin embar- 
go superabundan los soñadores, los utopistas en íntima unión 
con el vulgo imbécil, sostenedoes de ser la democracia el non 
plus ultra, el término final del progreso social. ¡Y es lo cierto 
marchar las naciones con paso rápido por la democracia, mi- 
rando con satisfacción las ruinas de los tronos y de institucio- 
nes y monumentos, gloria legítima de otros siglos. 

Con el régimen popular llamado democrático y con la mo- 
narquía o régimen de uno solo se formó en la época histórica 
actual una síntesis democrático-monárquica o monárquico-de- 
mocrática bautizada con el nombre de régimen representativo 
o constitucional. Descansa este nuevo régimen en el principio 
de ser la multitud el sujeto de la potestad pública y su posee- 
dor, pero de un modo inajenable. En este régimen no se re- 
chaza la monarquía, mas el rey por voluntad del pueblo reima, 
pero no gobierna. Entre el rey y el pueblo medía un pacto por 
nombre constitución, o sea, el cuerpo fundamental de leyes irre- 
vocables sin la intervención de la soberanía popular juntamen- 
te con el rey. El pueblo gobierna por el hecho de haber elegi- 
do en los comicios públicos a representantes suyos en quienes 
ha delegado su facultad legislativa para dictar leyes en su nom- 
bre. Estos representantes populares forman la cámara de di- 
putados o el poder legislativo. Hay también otra cámara lla- 
mada de senadores elegida por el rey, por las provincias, por 
las universidades y otras corporaciones, de carácter también 
legislativo y destinada a moderar la potestad popular de los 
diputados. En este régimen, sin embargo, el senado no es una 
necesidad. Son tres los elementos constitutivos de este mecanis- 
mo social: el rey, la constitución y las dos cámaras. Las leyes 
se redactan, discuten y aprueban por las cámaras, son firma- 
das por el rey y son ejecutadas por los ministros por él nom- 
brados y responsables ante los diputados dotados 'de poder para 
rechazar a esos ministros negándoles su voto de confianza. En 
frente de esta situación creada entre diputados y ministros, el 
rey se ve forzado a elegir nuevos ministros; pero entre los di- 
putados triunfadores de los ministros repudiados y excluidos. 
Está en las atribuciones del rey disolver las cámaras y convo- 
car dentro de un plazo fijo a nuevas elecciones. 

Los grandes escritores católicos están contestes en denunciar 
los peligros en la práctica entrañados en la democracia, consi- 
derada en general, fuente de discordias intestinas, origen de 
guerras civiles y fuente de donde emanan las violencias de los 
partidos y las ambiciones personales. Oigamos a Belarmino: 


«Con “Trecuencia—la democracia—degenera en sediciones; lo 
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enseñan los principios de los filósofos... y no sin gran razón. 
La multitud solo puede ser gobernada por uno de estos tres 
medios: o por uno solo colocado ente de la república o por 
algunos entre los muchos o por todos completamente; si por 
uno, hay una monarquía; si por algunos, una aristocracia; si 
completamente por todos, una democracia (1).» No hay autor 
serio y grave que no repruebe y condene este sistema de régi- 
men gubernativo, el más imperfecto de todos en sus elementos 
constitutivos y en el ejercicio de los tres poderes legislativo, 
judicial y ejecutivo (2). En la mayor parte de las veces este 
sistema representativo no cuenta con ministros y legisladores 
capaces de llenar las cargas anejas a su puesto por la falta de - 
cultura y educación requisitas; es precaria la situación en que 
se desenvuelve su autoridad; continuas y perseverantes las ase- 
chanzas preparadas para desacreditar y anular su acción per- 
sonal; y de ahí serles necesario para sostenerse y defenderse, 
acudir al balancín del oportunismo y de la circunspección y así 
mantenerse algún tiempo en el poder. La rápida caida de los 
gobiernos y sus partidos—ejemplo, España—y la limitación de 
sus poderes, no los incitan a trabajar por los intereses genera- 
les, sino por su propio bienestar y esto causa evidentemente de- 
trimento en el bien público, en el honor del país hondamente 
resentido con esa conducta personal y egoísta de sus gobernan- 
tes y en la moral, sostenimiento vigoroso, pero imposible, sin 
la ayuda eficaz de un poder fuerte y desinteresado. En la ma- 
yor parte de las elecciones generales, por no decir en todas, con- 
templamos un continuo y perpetuo asalto de los aspirantes a 
los puestos del gobierno sin escrupulizar en la aplicación de me- 
dios—buenos o malos—conducentes a su triunfo. ¿Quién no ha 
contemplado más de una vez en nuestros Parlamentos el ata- 
que vergonzoso, hipócrita y taimado unas veces, cínico y bajo 
otras? ¿No se nota el mismo fenómeno escandaloso en los que 
apenas han pisado los primeros peldaños de la autoridad? ¿Qué 
se ha de esperar de la lucha entre los encumbrados y los aspi- 
rantes a encumbrarse hasta en los más pequeños pueblos que 
no sea una provocación periódica de desórdenes, el fomento de 
la licencia y la agitación violenta de las pasiones? Es verdad 
confirmada por la experiencia ser entre todos los regímenes el 
democrático el más ruinoso, por la tendencia casi fatal que im- 
prime en los gobernantes, de sacrificar el interés público a su 
interés personal y de malbaratar la hacienda pública para man- 
tenerse en el poder. Puede darse sin embargo, el caso por ex- 


(1) BELARMINO. De Romano Pontífice, lib. 1, cap. I. 
(2) Aunisio. lus naturae et gentium, págs. 249 y sigs. París, 1868. 
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cepción, de llegar a ser este régimen en algunos países y bajo 
el peso de las circunstancias el más conveniente y el más con- ' 
corde con el estado de cosas bi el carácter de los espíritus para 
la realización del fin social. 

1066. Teólogos, canonistas y publicistas designan estas tres 
formas de gobierno—monarquía, aristocracia y democracia—con 
el nombre de formas simples calificadas por Aristóteles de 
puras, por la sencilla razón de no ser posible reducirlas a otras 
formas más simples; hay empero, además las formas mixtas, 
resultado de la combinación o unión entre sí de las simples. 
Es difícil fijar el número de las formas mixtas, porque éstas 
dependen de la influencia preponderante que entre ellas se in- 
troduzca o del modo de equilibrarlas en un régimen determina- 
do. Mazella de acuerdo con Belarmino, distingue cuatro for- 
mas mixtas: «Tres son las formas simples de gobierno y sin 
embargo pueden en cierto modo mezclarse entre sí y con esta 
mezcla instituirse cuatro formas de un régimen mixto: una tem- 
plada por las tres; otra, por la monarquía y la aristocracia; otra, 
por la monarquía y la democracia y la última, por la aristocra- 
cia y la democracia. | 

1067. Ya hemos dicho ser la más común en nuestra época 
la forma parlamentaria, constitucional o representativa, combi- 
nación de las tres formas simples—núm. 83.—La base de esta 


forma—la soberanía del pueblo—no está muy conforme con el 


concepto católico del poder—núms. 1731 y sigs.—; y el régi- 
men mismo fácilmente degenera en elemento fomentador de la 
inconstancia y volubilidad de los hombres si no llega a conver- 
tirse en un puro capricho, 

1068. Después de las precedentes observaciones si no necesa- 
rias, por lo menos muy útiles para facilitar la doctrina de éste 
y de los siguientes capítulos, afirmamos: La forma de gobier- 
no de la Iglesia católica nunca fué democrática ni su soberanía 
perteneció jamás a la comunidad de fieles. En vano se afanan 
los protestantes en intentar la demostración imposible de haber- 
se hallado el pueblo en posesión del poder religioso; el hecho 
de la elección de San Matías, de los siete diáconos por los fie- 
les y la práctica de la Iglesia por los protestantes alegados, 


desprovistos están de base—núms. 1165 y sigs.— 


«En toda república popular, llamada por los griegos democra- 
cia, escribe Devoti, son nombrados por la plebe los magistrados, 
por ella separados de sus cargos y hasta castigados con penas, 
incluso la muerte, si así lo cree necesario; se dictan leyes, se de- 
cretan premios y suplicios y se apela de la sentencia de los 
_ magistrados y rectores al pueblo. ¿Se verifica algo parecido 
Ren la república cristiana? Los Apóstoles fueron instituídos por 
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Jesucristo sin previo consejo ni sufragio ¿Puliviebe y eligieron 
a sus sucesores. Jamás el pueblo juzgó a los pastores, nunca el 
pueblo removió y destituyó de sus puestos a los ministros ecle- 
siásticos; y cuantas veces se levantó la multitud impetuosa con- 
tra ellos, la Iglesia reprobó esa sublevación y la condenó como 
maldad indigna y temeraria. Nunca se vió al pueblo sancionar 
leyes y recibir apelaciones. Todo se verificó en la Iglesia por 
el juicio de los obispos; el pueblo fué siempre pasivo en los 
asuntos concernientes a la religión. El pueblo reacio o rebelde 
a la obediencia de las leyes rectamente establecidas fué casti- 
gado con las penas merecidas por sus faltas. Ciertamente fué a 
Pedro y no al pueblo a quien dijo Jesucristo: «Tú eres Pedro...»; 
a los Apóstoles y no al pueblo dijo: «Todo lo que atareis...» 
Es, pues, sumamente claro no ser democrático el régimen de la 
Iglesia. No se nos venga a decir si Belarmino habla de un ele- 
mento democrático en la constitución de la Iglesia; las pala- 
bras de Belarmino se han de entender en sentido amplio e im- 
propio, vale decir, según se infiere del contexto de este notable 
controversista, en el sentido de no haber ninguno entre los 
cristianos que no pueda ser llamado al episcopado, caso de ser 
digno de ser elevado a este cargo (1).» S 

1069. Algunos, y entre ellos Moulart, distinguen la consti- 
tución o estado de la Iglesta, de su régimen o gobierno activo 
y entienden por constitución o estado el orden y la coordinación 
de las diversas partes de la sociedad espiritual, el cuerpo social 
todo entero políticamente constituido, el poder, los súbditos y 
sus relaciones recíprocas; y por gobierno o régimen activo, so- 
lamente la parte investida de la autoridad, es decir, la jerar- 
quía propiamente dicha en sus diversos grados. Con esta dis- 
tinción, escribe Moulart, se evita el equívoco a que se prestan 
las siguientes palabras del Cardenal Belarmino: «Todos los 
escritores católicos están de acuerdo en ser el gobierno ecle- 
siástico por Dios confiado a los hombres, monárquico, pero 
templado, como ya hemos dicho, por la aristocracia y la demo- 
cracia. El equívoco en el pensamiento del gran Belarmino radica 
en el término régimen—gobierno—(2).» 

1070. En sentir unánime de la Iglesia católica es fin de un 
gobierno la tutela y defensa de los derechos y del bien común 
de los gobernados y nunca los intereses de los gobernantes. Des- 
de este punto de vista, la Iglesia obra personal de Dios, ha de 
ser la más perfecta y la mejor organizada de las sociedades. 


(1) Devort. lus can. univ. publ. et privat, Prolegóm., cap. IX. Ro- 
mae, 1837. 
(2) MouLartT, L'Eglise et Y'Etat, pág. 25. 
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La redención de “Jesucristo se extiende a todos los hombres sin 
una sola excepción y la Iglesia es la continuadora de esta mis- 
ma obra, elegida por el Redentor. De aquí se infiere la obliga- 
ción nacida de la ley fundamental de la sociedad cristiana, im- 
puesta a cada miembro de la jerarquía—sea cualquiera su gra- 
do—de comunicar y derramar los tesoros de la gracia, consa- 
erar sus trabajos y aplicar su actividad y su existencia a la sal- 
vación de todos y cada uno de los miembros del cuerpo social. 
Jesucristo no confirió la soberanía de su reino al pueblo; esta 
es una verdad demostrada—más tarde la confirmaremos con nue- 
vas pruebas—; sin embargo no es obstáculo lo dicho a la aspi- 
ración por cada uno de los fieles a ocupar un alto puesto en 
la jerarquía eclesiástica, incluso el Papado. En este aspecto 
reina la mayor igualdad posible entre los hijos de la Iglesia; 
entre ellos no media ni distinción de casta ni distinción de san- 
gre. La Iglesia reconoce una sola generación en sus hijos: la 
del bautismo y del orden y con ella todos son partícipes de los 
mismos derechos. Por aquí se ve claro el sentido en que es la 
democracia parte esencial de la constitución de la Iglesia y la 
verdad de la afirmación de ser el gobierno eclesiástico el más 
democrático del mundo. La democracia existe material y polí- 
ticamente en la Iglesia. 

1071. Jesucristo se ha propuesto como uno de los fines de 
la redención, la elevación, el ennoblecimiento y la divinación 
hasta cierto punto, de las clases humildes y desheredades, el es- 
tablecimiento en la tierra de un nuevo derecho completamente 
desconocido del mundo antiguo, el derecho de los débiles, igno- 
rantes, pobres y enfermos, de la igualdad, fraternidad y cari- 
dad, sentado sobre bases solidisimas y el restablecimiento del 
reino de la libertad alli donde despiadadamente imperaban la 
esclavitud y la tiranía (1). Con la Iglesia y por la Iglesia son 
grandes las instituciones surgidas de la, caridad y totalmente 
desconocidas en el paganismo; la mano pródiga de la Iglesia 
y de sus hijos se mueve presurosa al alivio de las necesidades 
físicas y morales del hombre: hospicios para niños recién naci- 
dos abandonados por padres sin conciencia y religión, hospita- 
les para enfermos, asilos para ancianos e inútiles, centros de 
educación y de cultura para niños pobres y huérfanos, casas 
para viajeros y peregrinos... Estas instituciones inspiradas en 
y por la caridad particular y libre y estimuladas por los sacer- 


(1) Véanse: Aupisio. lus nat. et gent., lib. 1, tit. V, n. 11.—BERCIER. 
Dict. de Theolog., art. Hopitaux.—Rvyan. Bienfaits de la religion chré- 
tienne, chap. 3, n. 29.—DucrEraux. Les ordres monastiques et religien- 
ses —DEÉ GERARDO. De la bienfaisance publique. 
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dotes, obispos y el Romano Pontífice, han realizado verdaderos 
prodigios en alivio de la humanidad necesitada y doliente. 

1072. El pueblo únicamente pudo alcanzar por la interven- 
ción de la Iglesia una libertad e independencia hasta la funda- 
ción de nuestra divina sociedad, desconocidas en el mundo pa- 
gano y alcanzar una existencia civil solo permanente y estable 
mientras siga protegida y ayudada por aquella divina institu- 
ción de Cristo—núm. 1525.—En el mundo pagano fué la liber- 
tad civil, patrimonio exclusivo de muy pocos ciudadanos; más de 
las dos terceras partes de los habitantes de los países tenidos por 
civilizados gemían bajo el yugo doloroso de la degradación y en- 
vilecimiento propios del esclavo—núms. 1496 y sigs.—Fué la es- 
clavitud el baldón, la ruina y el aniquilamiento de los derechos de 
la humanidad ; la emancipación de los esclavos, uno de los pun- 
tos más fundamentales de la constitución de la Iglesia; su abo- 
lición, obra exclusiva de la Iglesia y uno de sus más gloriosos 
triunfos—núm. 1506—:(1). La Iglesia restableció en el mundo 
el imperio de la igualdad, libertad y fraternidad, tres honrosos 
y legítimos títulos devueltos a la humanidad regenerada por la 
doctrina admirable del Evangelio, mantiene y sostuvo activa, 
diligente y celosa con sus leyes, preceptos y enseñanza, esos 
tres orígenes o títulos de la justicia social y vigila temerosa de 
verlos hundidos en el fango de la corrupción por la influencia 
deletérea del socialismo. 

1073. Es la democracia una parte viva de la constitución de 
la Iglesia y no es posible negarle sus derechos y libertades ante 
el gobierno eclesiástico. Helas aquí: a) exístele al pueblo el de- 
recho—divino y necesario—de ser dirigido y gobernado con 
afecto y caridad, de ser diligentemente instruido en las ense- 
finnzas de la Iglesia, de participar según sus méritos propios, 
de todos los beneficios de la redención, de recibir los santos sa- 
cramentos, de asistir al santo Sacrificio y de ser copartícipes de 
las oraciones y bendiciones de la Iglesia; los grados de la je- 
rarquía del orden y de la jurisdicción de derecho divino y ecle- 
siástico, han sido exclusivamente instituidos para la salud del 
pueblo: b) los miembros de la Iglesia pueden legítimamente as- 
pirar por derecho divino a cualquier puesto de la jerarquía 
eclesiástica sin excluir el Papado, de acuerdo con los medios 
y condiciones estatuídos en el derecho canónico: c) al lado de 
los derechos divinos arriba indicados, pueden los laicos estar 


(1) Véanse: DoLLiNcER. Paganisme el judaisme.—FRANZ DE CHAM- 
PANY. Les Cesars.—TroPLONG. De la influence du christianisme sur le 
droit des romains—KurtH. Les origines de la civilisation moderne.— 
Aucusto Nicolas. Estudios sobre el cristianismo. 
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dotados de Ml grechos humanos o de libres concesiones 
de la Iglesia; tales son entre otros: la intervención concedida 
a los emperadores y a los reyes en la convocación de concilios, 
el voto en la elección de obisp os acordado en otra época al 
pueblo juntamente con el clero—núms. 1163 y sigs.—, la pre- 
sentación para beneficios mayores—núms. 3710 y sigs.—, el 
derecho de patronato sobre beneficios menores—núms. 3699 y 
sigs.—, la gestión y administración de bienes afectos al culto y 
otras concesiones análogas registradas en los concordatos. No 
olvidaremos nunca ser el derecho acordado a los legos en la par- 
ticipación mayor 0 menor del gobierno de la Iglesia, efecto de 
una concesión revocable tan pronto deja de ser útil o conveniente 
a la Iglesia; es la jerarquía el origen de todo poder en la Iglesia : 
d) gozan los laicos en la Iglesia de libertad para contribuir o co- 
operar en su esfera de actividad a la enseñanza, defensa y difusión 
de la verdad católica, pero sometidos siempre a la dirección y tutela 
de la autoridad eclesiástica, del derecho a la posesión de bie- 
nes temporales y especulaciones económicas siempre honestas 
y permitidas por supuesto, y del poder conferido por el matri- 
monio de crearse familias cristianas y perpetuar por medio de 
ellas la sociedad cristiana (1). 

1074. Es herética la afirmación de ser el Papa un jefe mi- 
nisterial de la Iglesia por haber recibido su autoridad de la co- 
- munidad de los fieles. «Además es herética la proposición que 
establece ser el Romano Pontífice cabeza ministerial entendida 
esta palabra subrayada en forma de recibir el Papa la potestad 
de que disfruta como sucesor de Pedro, verdadero vicario de 
Cristo y cabeza de toda la Iglesia católica, de la Iglesia y no 
de Cristo en la persona de San Pedro.» 

1075. ¿Existe en la Iglesia una verdadera aristocracia con 
derechos provenientes de origen divino? ¿Es fundada la afir- 
mación de ser la Iglesia una monarquía templada o moderada 
por la aristocracia? Teólogos muy sinceramente afectos a los 
== derechos y prerrogativas del Soberano Pontífice han utilizado 
- esta fórmula para caracterizar el gobierno eclesiástico (2). El 
Cardenal Gerdil se manifiesta desagradado de esta manera de 
expresarse, la juzga sospechosa como elemento que fué de abu- 
so por los protestantes y aconseja designar con las palabras 
monarquía simple el poder espiritual de la. Iglesia (3). En la 
época del sabio publicista y Cardenal Gerdil su advertencia fué 


(1) MouLart. Obra citada, págs. 56 y sigs. 

(2) BreLarmINO. De Rom. Pontif., lib. 1, cap. V, tom. I, col. 516, Lut. 
París, 1620. 

(3) Germ. Comment sur le retract. de Febron., pág. 189. 
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oportuna y discreta, porque la fórmula se prestaba a un sentido 
equívoco; hoy no sucede lo mismo. Después de la definición 
solemne del primado pontificio y de la inclusión en este prima- 
do de la idea de la verdadera soberanía, una e indivisible, no 
hay tal fórmula equívoca; ha dejado de serlo y hoy sólo tiene 
una significación dentro de la ortodoxia católica. La monarquía 
templada por la aristocracia defendida por los teólogos impro- 
pliamente y muy mal calificados de ultramontanos, no significa, 
pese a los. galicanos, compartir el Papa su soberanía con el 
episcopado ni ser éste en el plan divino un verdadero tempe- 
ramento, un contrapeso del inmenso poder del jefe supremo de 
la Iglesia, destinado a la vigilancia de sus actos y a la represión 
de los abusos de su autoridad; expresa sencillamente alrede- 
dor, o si más place, al lado del poder supremo del obispo de 
Roma, la existencia de otros poderes instituidos por Jesucristo, 
una jerarquía cuyos principales grados fueron determinados 
por derecho divino. Es para el Papa un deber el respeto de esos 
poderes; carece de derecho en la modificación, cambio o des- 
trucción de esta jerarquía. 

1076. La autoridad del gobierno de la Iglesia no es abso- 
luta ni ilimitada de modo de serle siempre lícito al Papa pro- 
ceder en la forma más de su agrado en toda clase de asuntos; 
en sus actos no hay una irresponsabilidad absoluta ni el ejer- 
cicio de una verdadera dominación o una dictadura. De este mo- 
do sin embargo, fuera necesario calificar la monarquía pontifi- 
cia en sentir de los galicanos, de ser cierta la doctrina de los 
teólogos italianos. Y ¡cosa extraña! la doctrina de los ultra- 
montanos fué declarada dogma de fe. El poder del Papa no es 
absoluto ni ilimitado; están perfectamente definidas sus atribu- 
ciones y no hubo ni habrá Papa capaz de quebrantar y traspa- 
sar los limites fijados al ejercicio de su poder. Delinearemos en 
síntesis general esos límites: a) el espíritu de dulzura y man- 
sedumbre impreso por Jesucristo a su reinado sobre la tierra. 
Del poder espiritual se puede decir con toda razón estar total- 
mente consagrado al servicio público; de aquí ser denominado 
el Papa siervo de los siervos de Dios: b) la voluntad de Jesu- 
cristo en la determinación de los elementos esenciales de la 
constitución de la Iglesia y de los derechos de sus ministros y 
fieles; y la obra de Jesucristo no puede ser ni modificada ni 
alterada: c) las promesas de Jesucristo, la asistencia perma- 
nente del Espíritu Santo y la infalibilidad doctrinal del sucesor 
de Pedro, 

1077. ¿Ofrece más sólidas garantías en la limitación del po- 
der el sistema galicano? Sí, la garantía del número, porque «hu- 
manamente hablando, escribe Maret, la monarquía pura tiende 
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por propio , impulso despotismo y a la arbitrariedad (1).» El 
sofisma del escritor francés salta a la vista y radica en una 
comparación muy lejana entre el poder de los monarcas y el 
poder de Pedro. Si prescindimos de las promesas de Cristo 
acerca de la fe de Pedro, de la duración hasta el fin de los tiem- 
pos de la Iglesia y del poder conferido a la piedra fundamental 
de esta institución—Pedro y actualmente su sucesor—¿qué ga- 
rantía superior se ofrecerá a los fieles contra el poder absoluto 
y despótico de los obispos? ¿qué espectáculo nos presentan los 
gobiernos constitucionales y parlamentarios fuera de la arbi- 
trariedad y la violencia? ¿Es posible esperar otro espectáculo 
distinto de obispos constituídos en poder absoluto sin garantías 
de seguridad y acierto, desligados del Papa por su carácter de 
superiores a él, reunidos en concilio? Según Maret, la Iglesia 
será un gobierno perfecto el día de haberse encontrado y bus- 
cado un temperamento en el mismo temperamento. ¿Dónde, 
empero, encontrarlo sino en Richer y antes de Richer, con los 
protestantes, en el pueblo mismo, en la democracia? La doc- 
trina galicana fatalmente nos arrastra al absurdo. 

1078. Ocupan después de los obispos un puesto en la jerar- 
quía eclesiástica por derecho divino los sacerdotes y ministros 
inferiores; sus prerrogativas en la Iglesia no pertenecen al 
- poder de jurisdicción externa y pública, sino al poder de orden 
y de jurisdicción interior y sacramental; no están llamados por 
derecho divino a tomar parte en el gobierno de la Iglesia, sino 
a concurrir al ejercicio del culto y a la celebración y admi- 
nistración de los sacramentos. 


(1) Marzr. Du concile général et de la paix religieuse, tom. 1l, 
ae 4.et 3, 
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CAPÍTULO 11 


ERRORES SOBRE LA FORMA DEL RÉGIMEN 
ECLESIÁSTICO 


De la doctrina sustentada en el capítulo anterior, aparece a 
nuestro juicio con evidencia el carácter monárquico de la Igle- 
sia con su doble jerarquía de orden y jurisdicción. En lo refe- 
rente a la jerarquía de orden se han defendido dos clases de 
errores; unos niegan con Lutero al orden su naturaleza de sa- 


cramento; otros con los presbiterianos, la diferencia entre obis- 


pos y presbíteros. Que el orden es sacramento, es doctrina de 
fe y los teólogos demuestran palpablemente la verdad de esta 
doctrina; que entre el episcopado y el presbiterado existe dife- 


rencia radical, lo hemos probado al impugnar los falsos funda- 


mentos en que se pretende levantar aquella igualdad—núms. 1032 
y sigs.— 

El primado o monarquía de los Papas ha sido en teoría y 
en práctica, dura y tenazmente combatido. En los ocho primeros 
siglos de la Iglesia muchas veces los patriarcas en Oriente, prin- 
cipalmente los de Constantinopla, rompieron violentamente su 
comunión con la Sede de Roma y dieron lugar a una prolongada 
sucesión de cismas; mas el error atacando en teoría el primado 
pontificio, no había levantado su cabeza. ¿Quién ignora las lu- 
chas sostenidas contra los Papas, primero, por los antiguos em- 
peradores de Roma y Constantinopla, más tarde por los de 


Alemania, después por los reyes de Francia y últimamente por 


los principes modernos? ¿Cuál fué la causa de estas luchas? 
En unos el insano propósito de sustraerse de la jurisdicción de 
los Papas y en otros, el desmedido afán de ejercer sobre los 
Sumos Pontífices una especie de supremacía siempre recha- 
zada y jamás aceptada. A pesar de todo, principes y emperado- 
res reconocieron teóricamente el primado pontificio sobre toda 
la Iglesia y lo negaron con frecuencia en la práctica. Los go- 
bernantes de esas épocas conservaban sana su inteligencia; su 
voluntad vagaba extraviada; adictos teóricamente a los buenos 


principios, seguían en la práctica una política injusta; sus in- * 
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trusiones e rol. en el campo del poder pontificio no se 
apoyaban en errores propiamente dichos; eran de carácter más 
cismático que herético. Estudiaremos los ataques al papado en 
el orden de las doctrinas y no de los hechos. 

Nadie en el Oriente niega hasta el siglo 1x al sucesor de Pe- 
dro su primado pontificio; todas las voces de los católicos son 
eco fiel de las palabras de Jesucristo. Fué Focio el primero en 
negar descaradamente el primado y después de él, los griegos 
cismáticos. Fué aspiración de Focio y de los orientales reducir el 
primado pontificio a un primado de honor, pero sin jurisdicción. 

En Occidente el primado de Pedro virulentamente atacado de 
hecho en la Edad Media, es en teoría reconocido. Hasta el si- 
glo x1v no aparecen los errores acerca de esta materia. Marsilio 
de Padua y Juan de Jandun o de Gand en el primer tercio del 
siglo xIv afirman la radicación de la soberanía espiritual de la 
Iglesia en la comunidad de fieles. Multiplicanse los errores con 
el gran cisma de Occidente—años 1378 a 1417—; reina en la 
Iglesia una especie de anarquía por la incertidumbre de los ca- 
tólicos acerca del pontífice legítimo y para la extinción del cisma 
muchos teólogos dan de bruces con la proclamación del derecho 
supremo del concilio general sobre el Papa dudoso y hasta so- 
bre el Papa legítimo. Esta doctrina prevalece en la Universidad 
de París y cuenta entre sus defensores a Pedro de Ailly y 
Gersón; es aceptada en la sesión IV del Concilio de Constan- 
za—año 1423—y apenas transcurridos quince años después de 
la extinción del cisma, catorce prelados reunidos en Basilea con 
el nombre de concilio, renuevan el decreto de Constanza. Los 
Estados Generales de Francia convocados en Bourgés—año 1438 
—declaran leyes del reino muchos de los decretos de Basilea; y 
en su reinado, Luis XII, excomulgado por el Papa, ordena la 
celebración de asambleas eclesiásticas en Orleans y Tours, en 
Pisa y en Milán, y renueva en ellas las doctrinas de Constanza 
y Basilea. 

Véase a los prelados desconocedores de la constitución esen- 
cial de la Iglesia intentar la sustitución de la forma monárquica 
en ella existente por la forma aristocrática y declarar al Papa 
despojado de su carácter augusto de monarca para ponerse en 
su lugar. Así se explica su rebelión manifiesta contra el Sumo 
Pontífice, su desobediencia a las disposiciones de Eugenio IV 
y sus actos en nombre de la superioridad del concilio, de os- 
tensible autoridad sobre este Papa, con la supresión de sus 
bulas, con la declaración de suspensión, con la advertencia a los 
principes de no obedecerle y finalmente con la pretensión de 
su deposición y el nombramiento de su sucesor. Estos errores 
sobre el primado de Roma prepararon la explosión y progresos 
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del protestantismo empeñado desde su aparición, no en debili- 
tar el poder supremo del Papa en toda la Iglesia, sino en ani- 
quilarlo, considerándolo una usurpación o una institución de la 
Iglesia o un efecto de favorables circunstancias, 

En las infectas fuentes del protestantismo beben sus doctri- 
nas Richer—año 1611 (1)—y Marco Antonio de Dominis— 
año 1617 (2)—. Pedro de Marca (3) en forma más velada, 
repite los errores de esos autores; levantan nuevamente la ca- 
beza las falsas doctrinas de la Universidad de París con los 
cuatro artículos orgánicos de la Declaración de 1682; los jan- 
senistas no rechazan el primado, pero buscan debilitarlo por 
todos los medios; en el siglo xv111r aparece en Alemania—año 
1763—la obra de Hontheim, obispo auxiliar de Tréveris, pu- 
blicada con el pseudónimo de Justino Febromio, dividida en tres 
partes, doctrinal, histórica y práctica y encaminada desde el 
principio al fin, a la ruina del primado del Romano Pontífice (4). 
Los mismos errores profesa Eybel, teólogo de José 11 (5); 
en 1786 los cuatro arzobispos de Colonia, Tréveris, Maguncia 
y Salzburgo celebran el famoso congreso de Ems contra la au- 
toridad del Papa. le 

No abrigamos el intento de exponer minuciosamente el ori- 
gen de los errores sustentados desde principios del siglo xIv 
hasta nuestros días; esta tarea la reservamos para otro lugar 
de esta obra; ni tampoco acariciamos el proyecto de examinar 
separadamente cada uno de aquellos errores sobre la forma del 
régimen eclesiástico, porque con las tres formas simples de go- 
bierno, monarquía, aristocracia y democracia, se pueden idear 
por lo menos otras cuatro y con éstas, múltiples gradaciones que 
harían interminable este trabajo ya de suyo bastante largo. Nos 
limitamos a la exposición de los principales errores defendidos 
en esta materia. 


8 1 


ERRORES DEMOCRÁTICOS 


1079. Estos errores fueron sostenidos en el siglo x1v.—1080. Afirma 
Marsilio de Padua que el poder eclesiástico radica por derecho di- 
vino en la comunidad de fieles.—1081. Doctrina de Lutero y su ori- 
gen.—1082. Un segundo error sostiene que el pueblo debe trasferir 


(1) Ricmir. De potestate ecclesiástica et política. París, 1611. 

(2) Dominus Marcus A. De republica ecclesiástica. Londini, 1617. 

(3) Marca PErrus Dz. De Concordia sacerdocii et imperii. París, 1663. 

(4) Trustinus FEBRONIUS. De praesenti statu Ecclesiae liber singularis. 

(5) EvYBEL. Introductio in ims ecclesiasticum catholicorum. Condenado 
por decreto de 16 de febrero de 1784, 


a 
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su poder a la jerarquía de institución divina.—1083. En este ertor la 
intervención del pueblo se reduce a la elección y deposición de los 
pastores.—1084. “Los errores procedentes del anterior aniquilan la 
potestad de la Iglesia.—1085. Este error conduce al régimen repre- 
sentativo.—1086. Un tercer error reclama el concurso antecedente, 
mediato y consecuente del pueblo.—1087. Medio de conservar en esta 
opinión la armonía entre el clero y el pueblo.—1088. Diferencia en- 
tre la segunda y tercera opinión.—1089. Cuarto error: dependencia 
moral del Clero en orden al pueblo. 


1079. La doctrina encaminada a radicar la soberanía espi- 
ritual en la comunidad de fieles, no había sido completamen- 
te desconocida antes de la Reforma; fué sostenida en el si- 
glo xrv de un modo menos radical que en la época protestante, 
por Marsilio de Padua y Juan Jandum o de Gand, ambos juris- 
consultos, doctores de la Universidad de París y nano de 
Luis de Baviera en su lucha con el papa Juan XXII y sus su- 
cesores. Sin negar estos autores la forma social y exterior de 
la Iglesia, alteraron principalmente su naturaleza esencial vien- 
do en la obra fundamental de Jesucristo una institución pura- 
mente humana, exageraron fuera de toda medida los derechos 
de la aristocracia e introdujeron al pueblo en el régimen activo 
de nuestra divina sociedad. 

1080. Marsilio de Padua enseña en su libro (1) radicar el 


- sumo poder por derecho natural en la comunidad de fieles; con 


el ánimo, empero, de agradar a Luis de Baviera, afirma perte- 
necer la soberanía temporal a la nación, poseer el pueblo cris- 
tiano en propiedad la jurisdicción eclesiástica y emanar de él 
como de su fuente y origen el poder legislativo, judicial y eje- 
cutivo; y añade que por no ejercer el pueblo la soberanía por 
sí mismo, instituye jefes jerárquicos que la desempeñen en su 
nombre. Estos jefes son mandatarios o representantes del pue- 
blo y pueden ser por él juzgados y desposeídos. Si el magistrado 
supremo o el principe político de la nación es fiel, vale decir, 
persevera en la fe católica, el pueblo no confía inmediatamente 
la soberanía espiritual a los miembros de la jerarquía sino por 
“intermedio del príncipe el cual recibe inmediatamente de Dios 
su autoridad. Los Pontífices deben dar cuenta de la adminis- 
tración de su autoridad al pueblo y al príncipe si éste conserva 
su fe y al pueblo solo, cuando es infiel el príncipe o ha caído 
en herejía. De ser infiel el príncipe o de ser hereje, el pueblo 
trasfiere su potestad a los obispos, pero sujeta al pueblo y al 
príncipe. Esta doctrina es precursora de la más tarde sostenida 
por Lutero y Calvino. 


(1) Marsinrus DÉ Pava. Defensor pacis sive de potestate Papae et 
Imperatoris. 


y 
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1081. Enseña Lutero, padre natural de todas las herejías 
posteriores a la Reforma, carecer el Papa y los obispos sin el 
consentimiento del pueblo de toda potestad. Para Lutero es 
democrático el régimen de la Iglesia (1) y el poder reside en 
la multitud la cual lo trasmite a los pastores para ser ejercido 
en su nombre y con su consentimiento. Los protestantes arran- 
can esta inadmisible doctrina de su principio fundamental del 
libre examen, vale decir en este caso concreto, de la interpreta- 
ción de aquellas palabras del apóstol San Pablo donde se lee 
haber hecho el Señor de nosotros un sacendocio real; de aquí 
viene la afirmación de haber sido inmediatamente conferida 
al pueblo cristiano o cuerpo de fieles, toda la potestad ecle- 
siástica. 

1082. Un segundo error en esta materia asevera al igual del 
anterior, haber recibido inmediatamente el pueblo la autoridad 
espiritual sobre toda la Iglesia y se distingue de él por esta 
doble diferencia: a) el pueblo no puede retener esta potestad 
ni determinar por su propio juicio los grados jerárquicos de 
los pastores, ya determinados por Jesucristo: b) no poder des- 
empeñar por sí mismo el poder y ser deber suyo trasferirlo a 
los pastores. dl 

1083. Este erróneo sistema reduce la intervención del pue- 
blo en el gobierno o régimen eclesiástico, a dos puntos princi- 
pales: a) a la elección de pastores; sin esta intervención, la 
opinión en cuya exposición estamos interesados, carecería de 
toda importancia práctica, porque sí los primeros pastores cons- 
tituidos por Jesucristo eligieron a sus sucesores en su sagrado 
ministerio y autoridad, falta fundamento para defender esa opi- 
nión puramente especulativa y fantástica: b) a la deposición de 
los pastores infieles a su ministerio; de aquí que sea atribución 
del pueblo velar diligentemente por la conducta y comporta- 
miento de los pastores eclesiásticos y en caso necesario, juz- 
garlos. 

1084. De estos dos puntos principales nace una serie de erro- 
res de suyo eficaces para arruinar la potestad eclesiástica. Es 
evidente: a) el deber de los pastores elegidos por el supuesto 
derecho del pueblo y por éste vigilados y juzgados, de obedecer 
las normas y reglas de gobierno que plegue al pueblo señalarles 
y de estar sometidos al tribunal popular, si las quebrantan: bh) 
los pastores no pueden adoptar ninguna resolución sin consultar 
previamente al pueblo en los asuntos difíciles y no previstos 
en las normas y reglas anteriores. Las disposiciones por inicia- 
tiva y propia autoridad de los pastores estarán destituídas de 


(1) Lutero. De captiv. Babil. 
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fuerza obligatoria sin el previo consentimiento del pueblo; lue- 
go sólo después de este consentimiento o aceptación tendrán 
fuerza de leyes. Conclusión: las leyes dogmáticas y disciplinares 
necesitan del consentimiento de la Iglesia o del pueblo: c) la 
conveniencia cada cierto tiempo en beneficio de la ordenada y 
fácil manifestación del sufragio, de la designación de pasto- 
res los cuales terminado el plazo señalado, podrán ser confir- 
mados en su cargo o reemplazados por otros de mayor con- 
fianza; es este un medio legítimo de acrecentar el celo y soli- 
citud de los pastores en el cumplimiento de la voluntad del pue- 
blo y una forma sencilla, ordenada y fácil de dirigirlos y juz- 
garlos sin-violencia. Por causa grave procede la destitución de 
los pastores antes de expirar el plazo señalado a su nombra- 
miento: d) la elección o designación por el pueblo de un co- 
legio o consistorio de laicos encargado de asistir con sus con- 
sejos a los pastores de la Iglesia y de indicarles la norma de 
gobierno como a los reyes en el sistema constitucional. 

1085. ¿Qué inconveniente se puede alegar, escriben los de- 
fensores de la opinión expuesta, en la aplicación de este ré- 
gimen a la Iglesia católica, aun admitiendo la potestad de or- 
den vinculada a la recepción de este sacramento? Nadie en la hi- 
pótesis supuesta, niega al sacerdote la existencia de esta potes- 
tad; sólo se le exige por condición de su ejercicio el consenti- 
miento del pueblo o de sus representantes. Tampoco se opone 
ningún obstáculo al ejercicio de la potestad de jurisdicción, 
siempre que sea puramente ministerial, es decir, desempeñada 
en nombre y representación del pueblo realmente soberano; a 
efecto de lo cual podría constituirse un consejo laico, parroquial, 
diocesano, provincial, nacional e internacional o católico. He 
aquí en la Iglesia el régimen representativo. 

1086. Hay otro error teológicamente más mitigado compa- 
rado con el anterior: en la práctica o socialmente, sin embar- 
go, nos lleva a las mismas conclusiones. La potestad de la Igle- 
sia, se dice, por su carácter sobrenatural, es conferida inme- 
diatamente por Jesucristo a los pastores y por ellos ejercida en 
nombre propio o de Dios; en su ejercicio no depende jurídica- 
mente del pueblo, en modo alguno; estos pastores han de ser 
sin embargo, elegidos por el pueblo aunque después de haber 
verificado su elección, no pueda removerlos o separarlos de su 
potestad o cargo. En esta opinión se reclama' el concurso ante- 
cedente o mediato del pueblo en el régimen de la Iglesia: ante- 
cedente, porque la elección del pueblo es una condición previa 
para la existencia de pastores en la Iglesia: mediata porque en 
virtud de esta elección los pastores reciben inmediatamente de 
Dios su potestad sobrenatural. Esta es la opinión de muchos de 
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los llamados católicos liberales. Esta opinión exige para las nmue- 
vas leyes que se dicten en lo sucesivo ordenadas al régimen de 
la Iglesia, su aceptación por el pueblo; las por él reprobadas 
pierden su vigor por más antiguas que sean. Por donde se ve 
también estar en esta opinión la potestad sobrenatural inmedia- 
tamente conferida por Dios a los pastores de su Iglesia, limitada 


por la voluntad del pueblo que si no puede dictar leyes y ejer-- 


cer autoridad sobre los pastores, puede impedir el ejercicio de 
la potestad sobrenatural contra su voluntad. Hay aquí lo que 
muy bien podemos llamar concurso consecuente del pueblo en 
el régimen de la Iglesia; es el error mismo de los galicanos que 
entienden por consentimiento de la Iglesia el consentimiento 
del pueblo. | 

1087. En sentir de los partidarios de esta opinión es medio 
de conservar la paz y armonía entre el clero y el pueblo, la con- 
sulta al último ya inmediatamente ya por intermedio de sus re- 
presentantes; de este modo se introduciría el constitucionalismo 
moderno en el régimen de la Iglesia; proponen del mismo modo 


como medio de conciliación entre los intereses de los pastores 


y del pueblo, la imposición del carácter de temporales—ad tem- 


pus—a los nombramientos verificados por el supremo jerarca 
de la Iglesia, de los pastores inferiores y su remoción ante las 


quejas del pueblo. ¿Qué conducta se adoptará con el Romano 
Pontífice sin superior alguno sobre la tierra? La imposición en 
el día de su consagración, de emitir un juramento por el cual 
se comprometa a dimitir o renunciar el supremo pontificado 
ante los clamores y pedidos de los pueblos. 

1088. Entre la segunda y tercera opinión media una notable 
diferencia teológica; en la segunda Dios confiere inmediata- 
mente al pueblo la potestad espiritual y sobrenatural, si bien 
con la obligación de trasferirla necesariamente a los pastores; 
en la tercera es comunicada por Dios inmediatamente a los pas- 
tores aquella potestad, pero a los pastores elegidos por el pueblo 
y con la obligación jurídica de ejercerla, mas con el consenti- 


miento del pueblo. Socialmente importa poco la adopción de 


cualquiera de estas opiniones; ambas conducen a los mismos 
errores; lo trascendental, lo verdaderamente importante e in- 
teresante es la elección de los pastores cuando, además del de- 
decho de deputarlos y removerlos, se considera necesario el 
consentimiento del elector para establecer leyes nuevas—suele 


admitirse la fuerza de la costumbre en contrario en la abroga- 
ción de las antiguas—. En síntesis: entre una y otra opinión - 
existe esta diferencia teológica: en una es el pueblo el sujeto : 
inmediato de la potestad espiritual; en la otra no; pero prác- 
ticamente una y otra llegan a la misma consecuencia final: los ' 


E 


AS 
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actos exteriores de la potestad espiritual carecen de fuerza obli- 
gatoria sin el consentimiento del pueblo. 

1089. Hay sobre el mismo punto una cuarta opinión más 
benigna, más mitigada que las anteriores y sin embargo, tan 
desconocedora como ellas del verdadero régimen de la Iglesia. 
Hela aquí: los pastores son legítima y válidamente elegidos sin 
el consentimiento del pueblo y su autoridad es ejercida con toda 
independencia; pero si esto es así, también lo es irrogarse una 
grave injuria al pueblo de no consultarle acerca de la elección 
de los pastores de la Iglesia y de su régimen. Aquí no se trata 
de una dependencia jurídica sino moral del clero en orden al 
pueblo. Este es el grado mínimo del liberalismo católico acerca 
del gobierno. Estos errores con toda la multitud de gradacio- 
nes imaginables, se refutan en una sola proposición: El pue- 
blo no tiene ningún derecho en la participación del régimen de 
la Iglesia. 

La distinción entre obligación jurídica y obligación moral o 
está desprovista de todo valor o únicamente significa ser el 
pueblo consultado cuando lo juzguen conveniente u oportuno 
los pastores de la Iglesia—núms. 460 y 467.— 


S 1 


ERRORES ARISTOCRÁTICOS 


1090. Aristocracia inferior o presbiteral.—1091. El nombre de pres- 
bítero en Inglaterra se toma en sentido pagano.—1092. La superiori- 
dad de la potestad jurisdiccional de los obispos depende del consen- 
timiento de los presbíteros.—1093. Voto deliberativo o decisivo de 
los presbíteros en el régimen de las diócesis.—1094. Institución di- 
vina de los párrocos.—1095. Intervención extraordinaria de los obis- 
pos en las parroquias.—1096. Igualdad absoluta de los obispos entre 
sí. —1097. Los obispos colectivamente superiores al Papa.—1098. Li- 
mitaciones del ejercicio de la autoridad papal por los obispos.—1099, 
Potestad ordinaria del Papa sobre la Iglesia universal, no sobre las 
iglesias particulares. 


1090. A más de Ins errores acerca de la potestad eclesiás- 
tica del pueblo, otros nay sobre la potestad de los presbíteros 
en el régimen de la Iglesia conocidos con el nombre de aristo- 
crático-presbiteriales y por los cuales se les atribuye una po- 
testad mayor o menor en el gobierno eclesiástico. En efecto: 
quienes equiparan los presbíteros: a los obispos, introducen en 
el gobierno de la Iglesia una aristocracia inferior con cuya ayu- 
da no es difícil llegar a la negación del primado pontificio; con 
la prueba de no asistir a los presbíteros ningún derecho de in- 
tervención en el régimen de la Iglesia, se ve clara su depen- 
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dencia de los obispos y principalmente del Papa, cabeza de to- 
dos, porque si no son gobernantes por derecho propio, serán 
gobernados; no hay medio. 

1091. Los en Inglaterra distinguidos con el nombre de pres- 
biterianos, no reciben este nombre por reconocerse en el pres- 
biterado un verdadero sacerdocio, sino por tener, como ancianos, 


asiento en las deliberaciones; son presbíteros en sentido pa- 


gano (1). 

El Concilio Tridentino ha definido dogma de fe la superiori- 
dad de los obispos sobre los presbíteros; y sino como doctrina 
de fe, por no haber sido hasta hoy expresamente declarada, ha 
de mirarse como doctrina católica ser los obispos superiores a 
los presbíteros por derecho divino en la potestad de orden y en 
la potestad de jurisdicción. 

1092. En concepto de los defensores de la aristocracia infe- 
rior, son perfectamente iguales entre sí por derecho divino los 
obispos y los presbíteros; la superioridad episcopal se apoya 
única y exclusivamente en el derecho eclesiástico y en el con- 
sentimiento de los demás presbíteros. Según esto, los obispos 
no son superiores a los presbíteros; necesitan de su consenti- 
miento, porque a más de recibir de los presbíteros su potestad, 
pueden ser de ella despojados y están en el deber de usar de 


su potestad bajo la dependencia y vigilancia de los presbíte- 


ros y en su nombre. Con la confesión de la distinción y supe- 
rioridad por derecho divino, de la potestad de orden de los 
obispos, no pugna la negación de su potestad propia de juris- 
dicción y la afirmación de su existencia por habérsela comuni- 
cado los presbíteros. Con este razonamiento se cae en el error 
anterior. 

1093. Quienes en general admiten de buen grado la distin- 
ción y superioridad por derecho divino de la potestad de orden 
del episcopado, admiten también una jurisdicción propia y prin- 
cipal, siempre con la salvaguardia del derecho del presbiterado 
a tomar una participación deliberativa en el régimen de la dió- 


cesis. Y decimos deliberativa y con voto decisivo porque para | 
los escritores modernos bautizados con el nombre de presbite- : 
rianos moderados no va envuelta ninguna importancia en el 
voto consultivo desde el momento de poder rechazarlo el obispo 


con toda libertad. Mi 


1094. No faltan defensores del derecho divino de los párro- * 
cos, empeñados en inferir de su afirmación, ser propia la ju-* 
risdicción de los párrocos en sus respectivas parroquias y no ' 


delegada y recibida del obispo en virtud del derecho. 


(1) ROHRBACHER. Hist. Eccles., lib. 88. 
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1095. Tampoco faltaron y en gran número los sostenedores 
de ser extraordinaria la autoridad de los obispos en las parro- 
quias, vale decir, ser el fin de su intervención en ellas la co- 
rrección de excesos y la suplencia de deficiencias notadas en 
el desempeño de las funciones propias del cargo parroquial. 
Estos errores acerca de la institución de los párrocos contaron 
con muchos partidarios en el siglo XVIII, principalmente entre 
los jansenistas exaltadores primero de la autoridad de los obis- 
pos y depresores de la del Papa por ellos calificada de ertra- 
ordinaria para más tarde deprimirlos y cubrir de elogios a los 
párrocos. 

1096. El primero y el más grave de los errores de la aristo- 
cracia propiamente tal, radica en la afirmación de ser todos 
los obispos iguales entre sí por derecho divino y por consiguien- 
te puramente aristocrático el régimen de la Iglesia; es el sistema 
de los cismáticos orientales que niegan el primado de jurisdic- 
ción del Papa y lo dejan reducido a un simple primado de ho- 
nor, de derecho eclesiástico. 

1097. Sostiene un segundo error y confiesa el origen divino 
del primado pontificio, sin ser esto óbice para que los obispos 
limiten su potestad dogmática y disciplinar. Mixto de monarquía 
y aristocracia el sujeto de la potestad eclesiástica, no es posible 


la adopción de ninguna disposición en materia dogmática y dis- 


ciplinar sin el consentimiento o concurso de los obispos bien sea 
precedente bien concomitante—como los concilios—bien subse- 
cuente. Es el Papa según este error, superior a todos los obis- 
pos distributivamente considerados, pero no colectivamente, por- 
que no ejerce potestad sobre el cuerpo episcopal. 

1098. Tal es el sistema galicano cuyos más antiguos defen- 
sores entendieron por la expresión consentimiento de la 1 glesia, 
solamente el consentimiento de los obispos. En un desacuerdo 
entre el Papa y los obispos sobre un punto disciplinar ¿cuál será 
su solución? ¿ha de quedar irresuelto? ¿prevalecerá el criterio 
del episcopado sobre el del Papado? «La Iglesia docente, escribe 
Natal Alejandro, está constituída por el Papa y por aquella 
parte de obispos que con él consienten, aunque sea menor con 
tal que no sea mínima (1).» Estos errores prevalecen en la 
Universidad de París y son adoptados por los prelados de Cons- 
tanza en la sesión IV; así opinan por lo menos muchos teólo- 
gos e historiadores. «El Concilio de Constanza legítimamente 
congregado en el Espíritu Santo formando Concilio general y 
representando a la Iglesia militante, ha recibido inmediatamente 
de Jesucristo un poder al cual toda persona de cualquiera con- 


(1) Nara ALEJANDRO. Hist. eccles,, saecul. VII, diss. III, pág. 2. 
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dición o dignidad que sea, aunque fuere la papal, está obli- 


gado a obedecer en todo lo que atañe a la fe y a la estirpación 


del presente cisma.» Los padres del Concilio de Basilea renue- 
van las disposiciones del Concilio de Constanza y declaran: «El 
concilio general es superior al Papa; puede apelarse del Papa al 
concilio; el Papa tiene el deber de reunir de vez en cuando 
concilios generales.» Los Estados Generales reunidos en Bour- 
ges aceptan y declaran leyes del reino muchos decretos de Ba- 
silea. «Todo el mundo debe obedecer al concilio general hasta 
el Papa que puede ser castigado en caso de contravención. Na- 
die ni el mismo Papa puede disolver, trasladar, prorrogar el 
concilio general sin el consentimiento de los padres. Los conci- 
lios generales se celebrarán cada diez años. Jamás se apelará al 
Papa sin pasar antes por el tribunal intermedio.» 

Es otro error la impugnación de la naturaleza del primado y 
la limitación de la potestad pontificia en cuanto al modo de ser 
ejercida, esto es, de serle lícito intervenir tan solo extraordimaria- 
mente en los asuntos de las iglesias particulares, si bien perma- 
nece el centro de la comunión eclesiástica. Este es el error de 
Richer, Febronio, de los jansenistas y Eybel. e 

1099. Se puede incurrir en este mismo error admitiendo ser 
suprema, absoluta y ordinaria la potestad del Papa en todos 
los asuntos pertinentes a la Iglesia universal y calificar de in- 
juriosa su intervención ordinaria en los asuntos de las iglesias 
particulares; de aquí no serle posible al Papa eximir a los regu- 
lares y otras personas de la potestad ordinaria de los obispos. 
Toda la doctrina expuesta en este párrafo, queda perfectamente 
refutada y totalmente deshecha con esta tesis declarada de fe 
en la sesión IV del Concilio Vaticano: La potestad del Sobe- 
rano Pontífice es suprema, ordinaria. e inmediata sobre todos y 
cada uno de los fieles, sobre todas y cada una de las iglesias. 


S IM 


ERRORES DE LA MONARQUÍA EXCLUSIVA 


1100. El Romano Pontífice sujeto de la potestad suprema, pero no 
sujeto único: de la potestad eclesiástica.—1101. El Papa no puede 
anular la potestad episcopal ni suprimirla.—1102. La Iglesia debe ser 
regida por la autoridad de los obispos hasta cierto punto limitable 
por el Papa.—1103. Origen del error de ver en los obispos auxiliares 
del Papa.—1104. Necesidad de llamar en la participación del gobier- 
no de la Iglesia a muchos obispos.—1105. Causa probable del pri- 
mero y segundo error.—1106. Aun con esa causa es conciliable la 
autoridad de los obispos y su dependencia del sumo Pontífice. 


ERRORES DE LA MONARQUIA EXCLUSIVA 111 


1100. El Romano Pontífice es el sujeto de la potestad su- 
_ prema de la Iglesia, no el sujeto único de la potestad eclesiás- 
tica; también tienen por derecho divino potestad eclesiástica 
verdadera y propia los obispos, aunque subordinada al Papa en 
su ejercicio y en su extensión. Verran contra la verdadera doc- 
trina definida por la Iglesia quienes reconocen en los obispos 
una autoridad delegada del Papa y no una autoridad ordinaria 
y propia y ven en ellos meros auxiliares o vicarios del Pontífice 
como en los vicarios apostólicos en los lugares donde ejercen 

- su apostolado los misioneros. | 

1101. No pecan menos contra la doctrina católica quienes 
afirman: a) que la potestad episcopal ordinaria y propia puede 
ser, sin embargo, limitada por el Papa hasta el punto de redu- 
-Cirla a una sombra, a una ficción de autoridad. ¿Qué sería en- 
tonces de la autoridad episcopal de institución divina ?: b) que 
puede el Papa prescindir en absoluto del poder episcopal en el 
régimen de la Iglesia y hasta abolirlo o suprimirlo de parecerle 
conveniente o necesario y reemplazar el gobierno de los obispos 
por vicarios apostólicos con el nombre de obispos o de presbíte- 
ros; esto es indiferente. 

1102. Hemos dicho más arriba estar la potestad episcopal 
subordinada al primado de jurisdicción del Romano Pontífice 
y hemos además afirmado en otro lugar, poder el Papa por cau- 
Sas racionales y justas deputar vicarios para el régimen y gobier- 
no no sólo de las iglesias que aun están por constituir o formán- 
dose, como en los lugares de infieles donde siembran los misio- 
neros la semilla del Evangelio, sino también en las ya constituí- 
das y formadas. Hemos de advertir sobre esta importante ma- 
teria dos cosas: 1.2%) según disposición de Dios la Iglesia ha de 
ser regularmente gobernada y regida por los obispos que la pre- 
siden en nombre propio como verdaderos pastores, como prín- 
cipes legítimos representantes del grado episcopal instituído por 
Cristo, no de una delegación pontificia. El Redentor instituyó 
por vicario suyo a Pedro y en él a sus sucesores y ordenó tam- 
bién por sí mismo a los obispos: 2.1) que si bien no está defi- 
nida por derecho divino la intensidad de la potestad de los obis- 
pos y puede ser más o menos limitada según la oportunidad o 
necesidades de los tiempos, no cabe inferir de aquí la posibilidad 
de limitarla hasta el punto de ser más bien una potestad iluso- 
ria que real, porque entonces quedaría prácticamente reducida 
a la nada la institución de Jesucristo y los obispos serían prín- 
cipes nominales de la Iglesia. | 

1103. Nació el error de quienes reconocen en los obispos 
meros auxiliares o vicarios del Papa, de la dificultad de concebir 

dos potestades propias, ordinarias e inmediatas en un mismo 


a 
a 
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y 


territorio y sobre las mismas personas; esta dificultad ha im- 
pulsado a unos a negar la potestad ordinaria de los obispos, y 
a otros, la del Papa, según dijimos en el párrafo anterior. Exis- 
tiría indudablemente dificultad en concebir esas dos potestades 
propias, ordinarias e inmediatas en el mismo territorio si ambas 
fueran entre sí independientes; pero si no lo son y en lugar de 
independencia existe entre ellas subordinación de tal manera 
que la potestad episcopal está sometida a la papal, no hay nin- 
gún inconveniente en su coexistencia ni en la existencia en un 


mismo territorio de un pastor supremo y de un pastor subal- 


terno o secundario. 

1104. Bastaría un solo pontífice, un solo pastor, un solo obis- 
po en el supuesto de ser la Iglesia de Cristo limitada en su ex- 
tensión como la antigua Sinagoga de los hebreos; no fué así; 
destinada a difundirse y propagarse por el mundo entero, fué 
necesario llamar a la participación de su gobierno a muchos 
obispos y encargarles bajo la dirección de aquel a quien fué 
conferido el cuidado de toda la Iglesia, la instrucción y conduc- 
ción de los fieles del Evangelio. Esta división de la grey some- 
tida a la dirección de muchos obispos subordinados al Papa, es 
obra personal de Jesucristo y ésta es la razón de ser los obispos 
representantes del grado episcopal instituido por Dios y pas- 
tores propios de las iglesias que presiden y no simples vicarios 
del Romano Pontífice. Santo Tomás se explica acerca de esta 
cuestión en los siguientes términos: «A pesar de hallarse los 
- pueblos divididos en diversas diócesis y ciudades, esto no es un 
obstáculo para ser uno el pueblo cristiano como una es la Igle- 


sia. De la misma manera que en cada pueblo se requiere un obis- 


po de una iglesia, cabeza del pueblo, de la misma también se 
requiere en todo el pueblo cristiano, uno cabeza de toda la 
Iglesia. l 

1105. Pudieron muy bien provenir el primero y segundo de 
los errores arriba expuestos de la opinión sostenedora de co- 
municar el Papa inmediatamente a los obispos su jurisdicción y 
en tal concepto como participada su potestad jurisdiccional, del 
Papa, ser los obispos meros delegados pontificios a los cuales 
puede retirar esa jurisdicción con la misma libertad con que 
les fué conferida. Sostuvieron otros autores para prevenir estos 
errores, recibir los obispos inmediatamente de Dios su juris- 
dicción y no ser por tanto, en el régimen y dirección de, sus 
iglesias delegados del Papa, sino del mismo Jesucristo quien los 
revistió de la potestad que desempeñan. 

1106. Esta controversia causa de acaloradas luchas entre teó- 


logos y canonistas, ha perdido en nuestro tiempo mucho de 
su importancia; y sea cualquiera la opinión sustentada, según | 
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está demostrado—núms. 1038 y sigs.—queda perfectamente a 
salvo no sólo la autoridad ordinaria y propia de que están re- 
vestidos los obispos, sino también su dependencia del Sumo 
Pontífice. 


8 1V 


ERRORES ARISTOCRÁTICO-DEMOCRÁTICOS 


1107, Errores mixtos—1108. Fin perseguido por Febronio en la 
exposición de su sistema.—1109, Razón del espíritu de seducción 
del febronianismo.—1110. Febronio niega el gobierno monárquico 
de la Iglesia y admite para conservar la unidad un primado eclesiás- 
tico cuyos derechos son esenciales o adventicios y los últimos en su 
mayoría usurpados.—1111. Es misión del primado la dirección por 
consejos, no por coacción; su excomunión carece de fuerza sin el 
apoyo de las iglesias particulares y es el episcopado colegialmente 
considerado el soberano de la Iglesia.—1112. La Iglesia es infalible, 
no el Papa y los concilios; la potestad episcopal inmediatamente 
por Dios comunicada, es plena e ilimitada y los príncipes protec- 
tores de los cánones contra el mismo Papa pueden convocar conci- 
lios generales.—1113. Perniciosa influencia de la doctrina de Febro- 
nio en su siglo a pesar de apenas reconocer en el Papa un primado 
de honor.—1114. La forma de gobierno es para Febronio aristocrá- 
- tico-democrática.—1115. Causas fortuitas y dolosas del acrecimiento 
de los derechos de la Santa Sede.—1116. Medios excogitados por Fe- 
bronio para recobrar la Iglesia su estado normal.—1117. Con la mu- 
tilación de los derechos del Papa queda el episcopado sin centro de 
unidad sustituido por el poder secular, su nuevo centro.—1118. El 
poder temporal convertido en Papa ahoga la independencia de los 
obispos y la ansiada unidad de la Iglesia y sólo deja en pie las 
iglesias locales A 


1107. Además de los errores acerca de la constitución de la 
Iglesia, nacidos de las formas simples, hay otros, resultantes 
de la combinación de estas formas llamados mixtos en los cua- 
les o se merma o se exagera indebidamente la autoridad de los 
obispos o del Papa, la intervención de los presbíteros o del 
pueblo o se niega al Pontífice Romano toda potestad jurisdiccio- 
nal para colocarla en manos de los presbíteros, de los obispos 
o del pueblo, ' 

1108. Expondremos los principales sistemas empezando por 
el de Febronio. El año 1763 publicó Nicolás Hontheim con el 
pseudónimo de Justino Febronio una obra de triste celebridad. 
Fué intención suya al escribir este libro, así lo confiesa él mis- 
mo, la reconciliación de los protestantes con la Iglesia, única- 
mente realizable con la condición de admitir dogmas de la con- 
fesión disidente; y en efecto, muchas de sus máximas funda- 
mentales estaban sacadas de Puffendorí y esto le mereció los 


11 —8 
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elogios de muchos herejes, no de toda la secta. (1). Febronio 
en sus errores va mucho más allá que los galicanos y jansenis- 

s; por esto no se hizo esperar la condenación de sus errores 
de la Santa pede 12). 

1109. El febronianismo por sus lisonjeras promesas a obis- 
pos y príncipes, ejerció gran seducción en su espíritu y prin- 
cipalmente en la Corte de Austria en que tuvo por protectores 
y primeros discípulos al príncipe de Kannitz, ministro de María 
Teresa, y al jansenista Van Swieten, director de estudios. Gran 
número de canonistas austriacos se alistaron con ardor en las 
banderas de esta perniciosa doctrina y fueron entre ellos los 
más notables Eybel y Rantenstrach. El primero, autor de un 
tratado ex professo de derecho eclesiástico, compuso con el títu- 
lo: «¿Quién es el Papa?» un libelo merecedor de ser condenado 
por Pio VI—año 1786—en la Bula Super soliditate (3). Nadie 
sin embargo, abrazó con más celo los errores febronianos que el 


(1) C. F. Bameor. Dissert. advers. Iustin. Febron. Tract. Lips. 1763. 

(2) El libro de Febronio fué condenado por la Sagrada Congrega- 
ción del Indice el 27 de febrero de 1764, el 3 de febrero de 1776, el 24 
de mayo de 1771 y el 3 de marzo de 1773. El papa Clemente XII lanzó 
su condenación: contra la obra de Febronio en tres breves dirigidos el 14 
de marzo de 1764 a los arzobispos de Maguncia, Tréveris y Herbípoli. 
Reprobaron también las doctrinas febronianas los arzobispos y obispos 
de Colonia, Maguncia, Tréveris, Praga, Bamberg, Constanza, Hambur- 
go, Trisinga; y la mayor parte de los obispos de Alemania prohibieron 
la entrada en su diócesis del escrito de Hontheim. Los congresos del clero 
galicano dijeron de esta obra oponerse en parte a los principios de la 
iglesia galicana sobre la autoridad y la obediencia debida por derecho 
divino a la Santa Sede. 

Febronio se sometió el año 1778 a una retractación de sus erro- 
res (*) la cual no parece haber sido perfectamente sincera (**)_ Este 
sistema provocó una serie de refutaciones, entre ellas, algunas muy nota- 
bles (AR), : : a 

(3) Eyr, losepH VALEHTIN. Introduct. in ius. Eccles. cathol., 4 vol. 


in. 4.” Venice, 17818 'EPHANUS RANTENSBRANCH, Ínst. iuris E Ger- 


de 


man. acommodt. Praga, 1772.—Sipnosis iuris ecclesiast. publ. et privat. 


Vindob. 1776. — ARNOLD DE RIEGGER. Inst. iurisprudentiae eccles. Vien- 
ne, 1780. ag 


JOE 


TON VITTEMBACH Ér MuLLer. Gest. Trev., vol. 3. Animadv. et addit., págs. 52 


y sigs. * de % 
(**) Iustini FEBRONII iuris consul Comment. in suam retract. Pio VI VA 


Max. id nov. 1778 submisR rain ancfort, 1871.—GerDiL. Opera, tom. Xx 11, 
pág: 177 e 

Aral JMiswrer Ad Iustin. Febron. lib. observ. quaedam summariae.—R. M. 
Corsi. De legit. potest. et spirit. monarch. rom. Pontif. Florentiae 1765. —SAPPEL. 
Liber sing. ad formandum genuinum conceptum de statu Ecclestae et sumi Pon- 
tificis potestate.—ViaTOR DÉ Coccaciia. 4d Febron. Luc. 1768.—Pkebro BALLERINI. 
De potest. Eccles. summ. Pontificum et conc. generalium liber una cum vindiccús 
auct. pontif. cont. opus Ius Febron. Veron, 1768.—ZAcarías. Antifebronims vind1- 
catus. Caesen, 1771. —CARRICH. De Ecclesia Rom. Pontif. et episcop. leg. potest. 
Colón, 1773.—MAMAcHi. Origenes et anig. christ. 
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emperador José 11 (1), quien desde el primer día de haberse 
hecho cargo del gobierno, procuró llevarlos a la práctica; la 
misma conducta siguió en sus Estados su hermano el archiduque 
Leopoldo, gran duque de Toscana. 

1110. El febronianismo así denominado por el pseudónimo 
de su autor, a pesar de su halagador prefacio, es un sistema 
injurioso a la dignidad de la Santa Sede y no obstante de las 
numerosas contradicciones en él notadas, puede reducirse a los 
siguientes principios: a) niega Febronio al gobierno de la Igle- 
sia el carácter de monárquico y afirma haber conferido Jesu- 
cristo el poder de las llaves a todo el cuerpo de fieles; en tal 
sentido posee el cuerpo de fieles este poder según las mismas 
palabras de Febronio, radical y principalmente—radicaliter et 
principaliter—y los prelados, usual y usufructuariamente—usua- 
liter et usufructualiter: b) confiesa la necesidad en la Iglesia 
de algún primado para la conservación de la unidad, primado 
anejo a la Iglesia de Roma, no por derecho divino, sino por 
derecho eclesiástico y por lo mismo trasferible: c) deduce la 
naturaleza del primado, de la necesidad de la conservación de la 
unidad y asienta: 1.”) deber llamarse este primado con propie- 
dad primado de consociación: 2. ser divididos los derechos 


_ del primado en dos clases o categorías: unos necesarios o esen- 


ciales perpetuamente unidos a él para conservar la “unidad en 
forma legítima y otros adventicios que pueden y deben serle en 
gran parte quitados por ser invasiones de la Sede romana en 
daño y perjuicio de las demás. h 

1111. d) Enseña consistir la forma legítima de cumplir el 
primado con su misión de conservar la unidad, en vigilar y diri- 
gir por medio de consejos, no de coacción; de donde procede: 
1.2) llamarlo mejor que primado de consociación, primado de 
imspección y dirección: 2.” ser poder del Papa excomulgar, pero 
esta excomunión no es un acto de jurisdicción y carece de fuerza 


obligatoria sin el apoyo de las iglesias particulares. La exco-. 

q s ¿ ¿ A ) Es 
munión inmerecida ha de ser con paciencia soportada como cual=.. 
quier otra injuria: e) el Papa jefe de la cristiandad es supe- 


rior a cada obispo en particular y tiene sobre él cierta preemi- 
nencia muy semejante a la del metropolitano sobre sus sufra- 
ganeos, no sobre todo el cuerpo episcopal en conjunto, verda- 
dero y único soberano de la Iglesia. Luego solo existe el prima- 
do sobre cada una de las 1glesiasing colectiva, sino distributiva- 


mente consideradas. De aquí arranca Febronio las siguientes 
O de 


(1) Mamacui. Epist, ad auct. ANONYJM. Opusc. inscript ¿quid est 


Papa? Romae, 1787.—Gerbm. Contestazione de due ibella diretti contr. 


il breve Super soliditate. Romae, 1789.—Apolog. Compend del brev. de 
S. Padre Pio VI. Romae, 1791, 1792. 
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consecuencias: 1.2) estar el Papa sometido al concilio general 
el cual no necesita para su celebración ni de la convocatoria ni 
de la asistencia del Papa sin por esto ser considerado un cuerpo 
acéfalo porque su primado está en la Iglesia y no sobre ella: 
2.0) no poder el Papa suspender ni disolver el concilio contra 
la voluntad de los obispos y no dejar de ser el concilio verda- 
dero y legítimo porque el Papa no lo confirme: 3.) estrellarse 
siempre el poder del Papa contra los cánones de los cuales es 
un simple ejecutor. Está en todo tiempo permitido apelar del 
Papa al concilio por no ser el tribunal pontificio el tribunal 
de última instancia ni el Papa, monarca absoluto ni doctor in- 
falible. AN 
1112. f) Niega infalibilidad al Papa y al concilio y la con- 
cede exclusivamente a la Iglesia; es según esto, necesario al 
valor de las leyes disciplinares de los concilios el consentimien- 
to dé la Iglesia: g) cada obispo según Febronio, recibe inme- 
diatamente de Dios la potestad de orden y de jurisdicción. Es 
la potestad del obispo en su diócesis, plena e ilimitada en ma- 
teria de dispensa, herejía y: ¡corfsagración episcopal. El Papa no 
puede reservarse ¡nada en la absolución de los pecados, en las 
dispensas, beneficios o anatas, en la exención de las órdenes 
religiosas, en el intento, dora o m mejora de cosa alguna en 
cada diócesis sin el consentimiento de su obispo : h) los prínci- 
pes seculares son custodios y ejecutores de los cánones aun con- 
tra el Romano Pontífice y pueden convocar concilios genera- 
les en virtud de su autoridad. Enseña también pertenecer toda 
la disciplina externa de la Iglesia a los principes, de acuerdo 
con las doctrinas de Puffendorf y otros doctores protestantes. 
1113. Con esta perniciosa doctrina apenas queda reducido 
el primado del Papa a un primado de honor. De su influencia 
dañina en el siglo de su aparición, es prueba evidente la con- 
ducta de algunos obispos que después de haber obtenido de 
los príncipes la presentación para un obispado, en vez de soli- 
citar la confirmación, se limitaron a notificar su nombramien- 
to al Papa como centro de la Iglesia y en testimonio de la uni- 
dad de comunión—núms. 3559 y sigs.— 
. 1114. Hay en la Iglesia en sentir de Febronio, un régimen 
mixto de aristocracia y democracia. El elemento democrátu 
está constituido por la necesidad del consentimiento de los fie- ' 
les para dar valor a las leyes «dogmáticas y disciplinares; el ele- 
mento aristocrático, por el acrecimiento y ampliación de la po- 
testad ministerial de los obispos en perjuicio de la potestad del 
Sumo Pontífice la cual queda reducida a una sombra, a una 
ficción. A | 


1115. Hasta aquí la parte doctrinal del febronianismo. En 3 
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la parte histórica pretende explicar el modo de ir aumentando 
los derechos de la Santa Sede y asienta sin ningún empacho 
haber llegado los papas a obtener un poder tan inmenso sobre 
la Iglesia universal gracias a las complacientes concesiones de 
los obispos, a los títulos esplendorosos con que los Santos Pa- 
dres condecoraron a la Sede de Roma, a su origen apostólico y 
a la dignidad del patriarcado de Occidente por razón del cual 
la Iglesia de Roma era llamada madre y maestra de las igle- 
sias occidentales—no orientales—. A estas causas denominadas 
por Febronio fortuitas e inculpables, agrega otras conocidas 
con el nombre de dolosas a saber: las decretales de Isidoro Mer- 
cator y las extorsiones de los papas con las cuales se ha enri- 
quecido la Santa Sede en el curso de los siglos, incorporando a 
sí una multitud de prerrogativas. 

1116. Es por esto precisamente necesario—parte práctica del 
sistema de Febronio—volver la Iglesia a su estado normal, es 
decir, al estado en que había sido constituida por los cuatro 
primeros concilios ecuménicos; y para llegar a este resultado 
son poderosos medios la instrucción del pueblo, el concilio ge- 
neral y libre, la conspiración de los obispos fomentada por los 
concilios nacionales, la fuerza y autoridad de los príncipes ca- 
tólicos, el placet episcopal y real, la apelación por abuso y la re- 
sistencia abierta que es lícita. y 

El sistema de F ebronio no se coloca únicamente sobre el do- 
minio del poder espiritual para declararse completamente ex- 
traño a las relaciones de la Iglesia y del Estado. Sabía muy bien 
el autor de este sistema ser necesario en la conquista de la li- 
bertad eclesiástica, objeto de sus aspiraciones, un auxiliar y en 
su busca vuelve los ojos al poder secular, le invita a ¡secundarle 
en la realización de su sistema y recomienda a los príncipes a 
más de los medios ya indicados, el recurso a los concilios ge- 
nerales y a la negación de obediencia. Pudo perfectamente ha- 
berse excusado Febronio de asignar de un modo expreso esta 
intervención al poder secular, porque forzosamente arranca. de 
sus principios. Por el carácter esencial de la verdad edtólica (UN 
sola duda suscitada sobre un punto dogmático pone al instan- 
te toda la doctrina en controversia o discusión. Pero lo impor- 
¡tante sobre todo para el mantenimiento de la economía inte- 

rior y exterior de la Iglesia, es la indestructibilidad e inmuta- 
lidad del fundamento, del verdadero centro de gravedad en 
que reposa el edificio. io 

1117. Con la mutilación de los derechos y prerrogativas del 
Papa acordándole exclusivamente una preeminencia de honor 
en contradicción evidente con las palabras formales de Cristo 
¿existe para los obispos una garantía real de su libertad en el 


di 


$ 
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ejercicio de su potestad eclesiástica? No: es de todo punto im- 
posible. Los obispos no pueden existir como cuerpo episcopal, 
como Iglesia, sino a condición de agruparse alrededor de un 
centro unificador; si abandonan el centro por Dios dado, les 
es necesario buscar otro. Los obispos pretenden encontrar este 
nuevo centro, este nuevo fundamento en el poder temporal en 
cuyos brazos se arrojan con la esperanza de apuntalar con sus 
manos el edificio de la unidad cristiana que por todos sus lados 
se resquebraja y se desploma. 

1118. El poder temporal seducido por la perspectiva del 
acrecimiento de su autoridad, acepta esta misión y realmente 
ejerce las funciones de papa, pero las ejerce y las cumple como 
lo que es: un intruso sin vocación y sin título, a su manera 
de ver y con los medios ligados a su fin especial. De donde re- 
sulta que en vez de reconquistar la Iglesia su independencia, 
pasa a ser la esclava del poder temporal; es la cruel decepción 
pintada por Clemente XIII con vívidos colores ante los ojos 
del obispo de Maguncia con estas sus hermosas y admirables 
palabras: «Vos no ignoráis el abismo de miseria en que han 
caído las iglesias cuyos obispos se habían lisonjeado de haber 
realzado al mismo tiempo la. importancia y dignidad de su silla 
por el abatimiento de la autoridad «papal y cómo han terminado 
los novadores por arrojar el episcopado en las cadenas de la 
esclavitud». El episcopado colocado en esta situación, es decir, 
separado del Papa y puesto o congregado alrededor del poder 
secular, se encuentra forzado por la diversidad de pueblos y 
Estados a recurrir a muchos principes en la consecución del 
lazo de la necesaria unidad; en lugar de ésta verá fatalmente 
a la Iglesia una, única y universal, dividirse y fraccionarse en 
iglesias locales y particulares. Este estado de cosas durará has- 
ta el día de estallar como el rayo la cólera divina, romper las 
sillas episcopales y volcar los tronos sobre las ruinas de' las 
dinastías. ¡ Cuántas y cuán hermosas lecciones nos ha dado sobre 
este punto la Historia sin aprender de ellas la humanidad lo que 
más le interesa! 
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1119. Edmundo Richer, síndico de la Facultad de Teología 
de París (1) renovó en el siglo xvi1 la teoría democrática, pero 
de una manera más mitigada. En la teoría anterior el primado 
y demás autoridades jerárquicas son de institución humana: 
Richer confiesa ser de institución divina, pero sin olvidarse de 
añadir estar también por derecho divino subordinadas al pue- 
blo o comunidad de fieles en quien reside propiamente la so- 
beranía temporal. En su famosa obra Liber de ecclesiastica po- 
testate, publicada el año 1611, base o fundamento de cuantos 
después de él atacaron la constitución de la Iglesia, apoya su 
sistema sobre las siguientes bases: 

1120. a) Cristo al fundar su Iglesia, ha conferido primero 
y más inmediata y esencialmente la suprema autoridad a toda 
la Iglesia que a Pedro, es decir, dió las llaves a toda la Iglesia, 


(1) Enmunpo RicHerR estampó sus errores en una obra titulada Li- 
ber de ecclesiástica potestate. Esta obra fué puesta en el Indice de li- 
bros prohibidos por decreto de 10 de mayo de 1613 en el pontificado 


de Paulo V, por el de diciembre de 1622 en el pontificado de Gregorio. 


XV y por decreto de 4 de marzo de 1709 en el pontificado de Clemen- 
te XI. Además del libro anterior escribió Richer. los siguientes: Demons- 
tratio libelli de ecclestastica et politica potestate, París, 1622. Defensio 
libelli de ecclesiastica et politica potestate. Leodi, 1701. Apología pro 
Toanne Gersomio pro suprema Ecclesiae et Concili generalis auctoritate. 
Lugdini Batavorum, 1679. Este último libro fué condenado y puesto en 
el Indice por breve e Inocencio 1X de 17 de marzo de 1681 y los an- 
teriores, por los decretos ya citados. 

La misma Universidad de la Sorbona despojó por esta causa a Ri- 
cher de su puesto de síndico de la Facultad de Teología, según refiere 
Spondani en sus amales—año 1612—en los siguientes términos: «El mis- 
mo Richer fué depuesto por autoridad real y por decreto de la Facul- 
tad, del cargo de síndico que desempeñaba. Fueron muchos los que es- 
cribieron contra su libelo; le contutó plenamente Andrés Duvalii, in- 
signe doctor de la Marhoná y regio profesor primario de peotosia en la 
Universidad de París. 

La obra de Duvatir lleva por título: De suprema Romani Pontificis im 
Ecclesiam potestate disputatio quadripartita. París, 1614. “Merecen tam- 
bién un lugar preeminente entre los escritores que impuenaron este sis- 
tema: Aunisio. Droit public de VEglise et des mations chretiennes— 
Devo11. lus canonicum universum.—LAURENT VerrH. Systema Richeri con- 
futatum.—Prravius. De ecclesiástica Mhmerarchia.—MAmMAcHiI. Orígenes 
et antigquitates christianae —CHaArLas. Tractatus de libertatibus ecclesiae 
gallicanae. dot 

Richer reconoció y reprobó sus errores por declaraciones, expresas y 


confesó haber bebido su herética doctrina en las fuentes de Lutero y de 


Calvino. Se cree haber sido simulada su retractación. por dos veces: 
paro en la tercera y última vez de haber reprobado nuevamente sus 
errores, es decir un año antes de su fallecimiento—1630—obró con toda 
sinceridad. Fueron sus más entusiastas y célebres secuaces: Luis Elías 
Dupin y Juan Launois. 


ES 


y 
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pero de tal manera que debiera ejercer y desempeñar todos sus 
poderes por medio de uno que fuera su ministro. Supuesto de 
convenir toda la jurisdicción eclesiástica, primaria, propia y 
esencialmente a la Iglesia, corresponde al Romano Pontífice y 
a los otros obispos imstrumental y ministerialmente; son como 
los ojos, el instrumento de todo el cuerpo; tienen solamente el 
poder ejecutivo (1). No posee el Papa originariamente la so- 
beranía y la plenitud de la jurisdicción, en este sistema, una 
emanación de la Iglesia. He aquí el principio de la monarquía 
constitucional representativa. 

1121. b) «Cristo trasmitió por sí mismo e inmediatamente 
la jurisdicción—el ejercicio de la jurisdicción—y el poder—el 
ejercicio del poder—de las llaves al orden jerárquico todo ente- 
ro por la misión inmediata y real, dado indistintamente a los 
Apóstoles y a los discípulos (2). La plenitud de la soberanía 
—en cuanto al ejercicio—la plenitud del poder legislativo, ju- 
dicial y ejecutivo no reside en el Papa sino en la jerarquía toda 
entera considerada colectivamente en el cuerpo de ministros. 
Desde esta relación los Apóstoles y sus sucesores, el Papa y 
los obispos, los setenta y dos discípulos y sus sucesores los sa- 
cerdotes—en opinión de algunos—, todos son iguales. He aquí 
la aristocracia pura con todos sus poderes, De esta doctrina tra- 
jeron su origen las siguientes máximas: la frecuente celebra- 
ción de concilios es simple y absolutamente necesaria al buen 
gobierno de la Iglesia: el concilio general es superior al papa: 
la Iglesia debe ser gobernada por los cánones. 

1122. c) Todo poder en cuanto a su fuerza coactiva depen- 
de del consentimiento de la multitud (3). He aquí la demo- 
cracia predominando en la Iglesia. 

1123. Se explica fácilmente haber dado ocasión o motivo a 
Richer a inferir los siguientes corolarios, las tres proposiciones 
íundamentales que acabamos de establecer, trascritas literal- 
mente de su obra y de las cuales se han servido más o menos 
artificiosamente en sus libros Marco Antonio de Dominis (4) y 
los jansenistas Quesnel (5), Van Espén (6), Dupín (7), Ha- 


A 


(1) Ricmer. Obra citada, cap. 1. 

(2) Inem. lbídem, cap. II. 

(3) Inem. Ibídem, cap. II. 

(4) Marco Anrowio DÉ DomINIsS. De republica ecclesiastica. Lon- 
dini, 1617. 

(5) QuUESNEL. Disciplina de la Iglesia, 

(6) Van-EsPÉn. lus can. univer. 

(7) Durrn. Traité de la puwissance ecclesiastique et temporelle; De 
antigua Ecclesiae disciplina dissertationes hstoricae; De la puissance ro- 
yale sur le police de V'Eglise. Todas en el Indice. 
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bert (1), Lannoy (2), Febronio (3) y otros más: a) la Iglesia 
es un estado monárquico instituido para un fin sobrenatural y 
dotado de un régimen aristocrático por el supremo pastor de 
las almas, Jesucristo (4): b) San Pedro es solamente dispen- 
sador y cabeza ministerial de la Iglesia; Jesucristo es su fun- 
dador absoluto, cabeza y fundamento esencial de la Iglesia (5): 
c) en la Iglesia el Estado se distingue del régimen; el Estado 
monárquico tiene por objeto la conservación de la unidad y del 
orden y la eficaz ejecución de los cánones; el régimen demo- 
=crático fué constituído para la deliberación, el consejo en co- 
mún, la providencia y la decisión también en común dotada 
de infalibilidad y la formación de las leyes o cánones. La lgle- 
sia es regida según los cánones y no por un poder absoluto (6): 
d) el poder infalible de establecer y decretar cánones, per- 
tenece a toda la Iglesia que es columna y apoyo de la ver- 
dad, y no a San Pedro solo (7): e) la frecuente celebración de 
concilios es simple y absolutamente necesaria para el mejor y 
más santo gobierno de la Iglesia. Las bulas y decretales de los 
Sumos Pontífices no obligan sino están conformes con la dis- 
ciplina de los cánones y los concilios ya recibidos y aprobados; 
el Romano Pontífice como cabeza. ministerial no puede obligar 
a la Iglesia universal sin consultarla ni exigir nada contra su 
- agrado o voluntad. En esto consiste principalmente la libertad 
o régimen aristocrático, el remedio más suave y pronto contra 
los cismas (8): f) la plenitud de la potestad pontificia se ex- 
tiende primeramente a las iglesias particulares dispersas por 
el mundo, pero no a la Iglesia universal congregada en conci- 
lio y secundariamente a la ejecución, interpretación y dispen- 
sación de los cánones, mas de ninguna manera a la formación 
de otros a no ser que por sí o sus legados presida el concilio y 
recoja los sufragios y cuente con el consentimiento de todos los 
padres. Si la necesidad lo exige, como no es posible reunir 
siempre un concilio, el Papa dictará leyes con carácter provi- 
sorio, pero la causa formal y actual de la obligación depende 
siempre del consentimiento de la Iglesia... Síguese de aquí no 
poder el Papa ligar a los cristianos con ninguna ley o consti- 


(1) HaBert. Traité du pouvoir de VEglise et les principes sur le 
ecos: de leurs sujets. 

(2) Lawnoy Regia in matrimonium potestas. En el Indice. 

(3) Fremroni0o. Obra citada. 

(4) RicHER. Obra citada, cap. TT. 

(5) Iozm. Ibídem, cap. IV. , 

(6) Inem. Ibídem, cap. V. 

(7) Inem. /bídem, cap. VI. 

(8) Inem. /bídem, cap. VIII. 
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tución sin la aprobación de la Iglesia (1): g) la Iglesia tiene 
un jefe esencial—Cristo—; sin embargo en lo concerniente al 
ejercicio del gobierno o a la ejecución, el cargo de Papa es di- 
ferente del cargo de soberano político. En efecto: la Iglesia des- 
provista de territorio y del derecho de la espada, porque Je- 
sucristo no se los otorgó, pues ha sido establecida para un fin 
sobrenatural, hace únicamente uso de la persuasión y de la di- 
rección en el empleo de los medios necesarios a la salud eterna, 
de ningún modo, de la coacción y de penas temporales. En cam- 
bio: el príncipe político como señor de la República y del te- 
rritorio, es el defensor y protector de la ley divina, natural y 
canónica y puede con este objeto dictar leyes y desenvainar la 
espada. Protector de la Iglesia y defensor de los cánones es 
juez legítimo de las apelaciones como de abuso, siendo éste el 
origen de las libertades de la iglesia galicana (2). 

1124. Richer y los seguidores de sus doctrinas pretendieron 
introducir en la Iglesia, institución completamente positiva y 
sobrenatural, principios de un gobierno mixto o representativo. 
Es sin duda posible concebir una feliz combinación de las for- 
_mas simples de gobierno, una mezcla útil del elemento real, 
aristocrático y democrático en el sentido de no deber el mo- 
narca gobernar sin antes tomar consejo de los grandes y de- 
jando al pueblo el cuidado de las cosas que le tocan más de 
cerca como son los asuntos municipales, industriales, etc. Gran- 
des teólogos como Santo Tomás y Belarmino preconizaron este 
régimen en el cual, propiamente hablando, no existe una divi- 
sión de la soberanía en tres partes distintas e independientes o 
una representación de estos poderes, sino más bien una repre- 
sentación de intereses (3). 

1125. Pero no se entiende así el gobierno mixto hoy lla- 
mado representativo o parlamentario, resumido o compendiado 
en los dos principios siguientes: a) división de la soberanía en 
tres personas morales: el soberano, una asamblea aristocrática 
—el senado—y una asamblea popular que deben equilibrarse 
entre sí, porque ninguno de ellos puede decidir nada sin el con- 
curso de los otros: hb) soberanía popular, base de todo el régi- 
men. Todos los poderes son considerados una emanación de la 
nación que si delega el uso o ejercicio de la jurisdicción, la 
conserva en cuanto a su propiedad, inmanente e inajenable, 


lez al Ac AER, O 


(1) RicuzEr. Obra citada, cap. IX. . 

(2) Ibm. Ibídem, caps. X, XI, X1L, XIII. 

(3) Aunrisio. Obra citada, tom. I, tit. XXX, et tom. II, tit. VI. Lou- 
vain, 1865. M. B. Institutes du droit naturel, tom Il, pág. 289 y sigs. 
París, 1866, 
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Esta concepción de la soberanía del pueblo está tomada del 
contrato social de Rousseau. 

1126. Es fácil de ver una gran analogía entre este género 
de gobierno y el sistema expuesto de Richer. Según este autor 
el ejercicio del poder soberano está dividido entre el Romano 
Pontífice, el colegio de obispos y el cuerpo de ministros infe- 
riores, es decir, de los curas que son los más inmediatos pas- 
tores de los pueblos creyentes. El Papa no tiene la plenitud de 
la potestad constitutiva de la esencia de la soberanía; es el pri- 
mer ministro de la Iglesia y el jefe del poder ejecutivo. El ejer- 
cicio de la soberanía propiamente dicha pertenece a la Iglesia 
representada por el Papa y los obispos congregados. Ni el epis- 
copado mismo puede obligar a los súbditos sin el consentimien- 
to de estos manifestado por intermedio de los pastores inferio- 
res. El Romano Pontífice, los obispos y los pastores son dele- 
gados o representantes del cuerpo de fieles, pues tanto en la 


Iglesia como en la sociedad civil el poder ha sido dado inme- 


diatamente a la multitud. 
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4 
“y 


1127. Se empeñan algunos autores en señalar un origen de- 
masiado honroso al galicanismo atribuyéndolo al Conéllio de 
Tours o por lo menos a San Luis rey de Francia con el nom- 
bre en la Historia de Luis IX; nada sin embargo, más lejos de 
la verdad. San Luis en el edicto donde por vez primera se ha- 
bla de las hbertades galicanas, ¿no hace mención alguna de la 
autoridad pontificia y sí de las exenciones de la iglesia gali- 
cana que la ponían a cubierto de las opresiones de los legos. La 
herejía de los albigenses, husitas y otros había infestado a Gas- 


e 
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cuña, Albi y Tolosa—núm. 836.—Estos herejes fueron allí don- 
de penetraron, una verdadera plaga asoladora de los templos, 
del sacerdocio, de la familia y del hogar. El viejo conde de To- 
losa, Raimundo, se confesó impotente para combatir en sus 
dominios contra estos herejes y juzgó necesario pedir el so- 
corro del rey de Francia—núm. 847.—San Luis promulgó un 
edicto asegurando a la Iglesia de Tolosa el goce de las libertades 
galicanas. Por vez primera se vió aparecer este nombre (1). 
1128. La tendencia a la vez política y religiosa conocida con - 
el nombre de galicanismo, nació de las agitaciones cismáticas 
del siglo xIv y encontró su principal alimento en el jansenismo. 
El galicanismo ha tenido siempre desde su origen y en el tras- 
curso del tiempo una forma tan engañadora y capciosa que 
concluyó con la ayuda del despotismo de los reyes francos, por 
aceptarlo la iglesia de Francia con el título de libertades o ver- 
daderas servidumbres, en frase de Fenelón. Fué objeto per- 
manente y constante del galicanismo colocar la Iglesia a los 
- pies del poder secular y proclamar su independencia absoluta 
y su superioridad sobre el poder espiritual en todo lo de una 
- manera directa o indirecta referente al orden de las cosas ex- 
teriores. Para esto se procuró de mil maneras estrechar y re- 
ducir hasta la impotencia a la Santa Sede, la sola autoridad y 
la verdadera garantía de la libertad y los derechos de la Iglesia. 
1129. Carlos VII, rey de Francia, publicó en Bourges—año 
1438—una ac sanción que puede ser muy bien consi- 
derada origen inmediato y próximo del galicanismo. En ese 
mismo año se celebraron el conciliábulo de Basilea y el Conci- 
lio legítimo de Ferrara; y deseando el monarca francés recon- 
ciliar con el papa Eugenio IV el conciliábulo, reunió en Bour- 
ges una asamblea de obispos, barones y doctores y publicó un 
decreto, o sea, su anterior pragmática con veintitrés artículos el 
primero de los cuales proclama la superioridad del concilio. 
Esta pragmática fué abolida por Luis XI a instancias de Pío 11 
el año 1461—núm. 3642.—Más tarde Luis XI renovó algunos 
de sus artículos—núm. 3642—y fué definitivamente abolida 
por el concordato celebrado entre León X y Francisco I (2). 
¿En la pragmática de Carlos VII fueron declaradas leyes del 
reino muchos decretos del conciliábulo de Basilea. «Todo el 
mundo debe obedecer al concilio general hasta el Papa que pue- 
de ser castigado en caso de contravención. Nadie ni el mis 
Papa puede disolver, trasladar, prorrogar el concilio general 
sin el consentimiento de los e Los concilios generales se 


(1) RomrBacHEr. Hist. eccles., lib. 73. 
(2) Inem. /bídem, libs. 82, 83. 
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celebrarán cada diez años. Jamás se apelará al Papa sin pasar 
antes por el tribunal intermedio.» 

1130. Estos funestos errores fueron solemnemente conde- 
nados por el Concilio de Florencia. Setenta y dos años más tar- 
de Luis XII excomulgado por el Papa reune en Orleáns y 
Tours y luego en París y en Milán asambleas eclesiásticas re- 
novadoras de la superioridad del concilio sobre el Papa. El 
conciliábulo de Milán con pretensiones de concilio ecuménico 
aplica esta doctrina, «suspende a Julio 11 de toda administra- 
ción pontificia y prohibe que le obedezca cristiano alguno». Nada 
preparó tanto la explosión y progresos del protestantismo como 
estos errores sobre el primado del Romano Pontífice. El Papa 
es la cabeza, la parte principal de la Iglesia; y en ésta como en 
el cuerpo humano, si la acción de la cabeza no es libre, se aflo- 
jan los nervios, se disminuyen las fuerzas, se debilita la vida 
y empiezan a engendrarse en el organismo graves dolencias y 
penosas enfermedades. 


1131. El año 1594 Pedro Pithou (1) calvinista converti- 


do, pero sin haber arrojado de su seno la amarga. hiel bebida 
en su antigua herejía contra la Lelesia romana, hacia reposar 
las libertades de la Iglesia galicana en las dos siguientes pro- 
posiciones: a) «El Papa carece de jurisdicción así general como 
- particular en todo lo perteneciente al orden temporal, sobre los 
territorios y posesiones sometidos a la autoridad de un rey 
cristianísimo: b) la autoridad del Papa aunque reconocido so- 
berano en las cosas espirituales, no es absoluta ni ilimitada en la 
iglesia de Francia, sino temperada y limitada por los cánones y 
reglas de los concilios de la Iglesia, recibidos en Francia.» 
1132. Con estos dos principios por base escribió Pithou su 
grán compilación de las libertades galicanas en las cuales so 
pretexto de librar a los obispos de la autoridad despótica de 
los Papas, los sujetaba al poder cesarista de los reyes. Fueron 
muchos los que en los parlamentos precedieron a Pithou y no 
pocos los que siguieron sus doctrinas (2). Estas máximas de 


AN 


(1) Prrumou. Les libert. de V'Eglis. gall. En el Indice. 


(2) Entre los principales galicanos se cuentan: JUAN GERSÓN. yac ' 
tatus de potestate ecclesiastica et de origine iuris et legum.—ALLIACO - 


Prnro DE. De enmendatione Papae: Quaestio : Utrum, Petri Ecclesia lege 
reguletur: De ecclesiae et cardinalium. auctoritate liber umicus—JUAN 
Mayor. Disputatio de auctoritate concilii supra pontificem maximum: 
Disputatio de potestate Papae im rebus temporalibus.—JAIME ÁLMAIN. 
Libellus de auctoritate Ecclesiae seu sacrorum conciliorum eam repre- 
sentantium—Cartos DEMOULIN. Coseil sur le fait du concile de Trente. 
París, 1564.—Simón Vicor. De P'Etat et le gouvernement de l'Eglise. 
Opera. París, 1663, Condenada.—HErICOURT. Les lois ecclesiastiques de 
France. París, 1771. 
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Pithou sirvieron después de pretexto a los parlamentos para 
invadir los derechos de la Iglesia de la manera más arbitraria 
y violenta. Apenas es concebible que los magistrados de una 
nación siempre tan afecta a la Santa Sede y la cual ha dado 
brillantes pruebas de obediencia, sumisión y respeto a la Igle- 
sia, hayan llegado a los excesos relatados por los menos sos- 
pechosos entre los autores; y sin embargo, todo esto es expli- 
cable cuando se conoce hasta donde llega en Francia el senti- 
miento del amor nacional y cuando se sabe lo bien que fué ex- 
plotado por el galicanismo este sentimiento. Francia era re- 
presentada como el país de la libertad eclesiástica por exce- 
lencia; la iglesia galicana era por decirlo así, la verdadera Igle- 
sia católica al tipo de la cual habían de modelarse todas las 
otras; era para los franceses un gran honor conservar las má- 
ximas a las cuales era debida la realización de las hbertades y 
franguicias nacionales, verdadero palladium de Francia según 


¡Dupin (1). 


1133. Insensiblemente fué creciendo y consolidándose la 


costumbre de inmiscuirse los reyes en asuntos eclesiásticos has- 


ta que Luis XIV, rey prepotente y dominador, toma ocasión 
de ciertas controversias con el Romano Pontífice y perpetra el 
más audaz de los atentados contra la autoridad del vicario de 
Cristo. Luis XIV deseoso de dar a las máximas galicanas algo 
semejante a una base racional y de asegurar su autoridad om- 


 nipotente, quiso ponerlas bajo la protección y amparo del epis- 


copado y del clero. Con este objeto convocó el 19 de marzo de 
1682 la famosa asamblea del clero de Francia a la cual de cien- 
to sesenta y cuatro obispos, solo concurrieron treinta y cuatro 
elegidos por el ministro Colbert verdadero autor de la Decla- 
ración y de los cuatro artículos. En opinión de Bossuet entte 
aquellos obispos había algunos que por resentimientos persona- 
les estaban agriados contra la Corte de Roma (2) y que en 
sentir de Fleury se habían propuesto mortificar al Papa y sa- 
tisfacer sus propios resentimientos (3). En un tribunal civil 
jueces de esta especie hubieran sido recusados por corrompidos 


€ incompetentes. Treinta y cuatro obispos de semejante carác- 
ter y sometidos al poder cesarista de Luis XIV y de su minis- 


tro Colbert hubieran debido ser excusados hasta por los mis- 
mos galicanos si no hubieran tenido la libertad sólo en los la- 
bios y la servidumbre en el fondo del corazón. A partir desde 
la fecha de la Declaración se verifica la espiritual definición 


(1) Durín. Ltbertés de PEglise gallicane. Preface. 

(2) Lenizu. Hist. de Bossuet, lib. V, n. 6, pág. 124. 

(3) Correcciones y adiciones para los nuevos Opúsculos de Fleury, 
pag. 16. 
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dada por el Conde de Maistre, de las libertades galicanas. «Es- 


tas son simplemente un acuerdo fatal firmado por la 1glesia 


de Francia y en virtud del cual queda sometida a recibir los 


ultrajes del parlamento, pero con la condición de ser declara- 
da libre para devolvérselos al Romano Pontífice.» 

1134. Esta Declarción, desenvolvimiento natural de los prin- 
cipios de Pithou ya expuestos y el texto de la cual reproduci- 
mos en la nota (1) fué inmediatamente condenada por la San- 


(1) «Hemos juzgado conveniente declarar: 1.2) que Dios ha dado 
a San Pedro y a sus sucesores vicarios de Jesucristo y a la Iglesia mis- 
ma el poder sobre las cosas espirituales y que conciernen a la salud 
eterna, pero no sobre las cosas civiles y temporales, pues el Señor ha 
dicho: «Mi reino no es de este mundo». Y en otro pasaje: «Dad al Cé- 
sar lo que es del César y a Dios lo que es de Dios» y de esta manera 
permanece inalterable el precepto del Apóstol: «Toda persona está sujeta 
a las potestades superiores porque no hay potestad que no provenga de 
Dios y Dios ha establecido las que hay en el mundo; por lo cual quien 
desobedece a las potestades, a la ordenación y voluntad de Dios desobe- 
dece. De consiguiente los que tal hacen, ellos mismos se acarrean la con- 
denación». Declaramos por consiguiente que los reyes y soberanos no es- 
tán sometidos a ningún poder eclesiástico por orden de Dios en las co- 
sas temiporales: que ni directa ni indirectamente pueden ser desposeídos 
los soberanos por la autoridad de las llaves de la Iglesia ni dispensados 
los súbditos de la fidelidad y obediencia que prometieron: y que esta 


doctrina necesaria a la tranquilidad pública y no menos ventajosa a la 
Iglesia que al Estado, debe ser inviolablemente seguida conforme a la 


palabra de Dios, a la tradición de los padres y a los ejemples de los 


-—santos. 


2.) Que la plenitud del poder sobre las cosas espirituales reside en la 
Silla Apostólica y en los sucesores de Pedro vicario de Jesucristo de 
tal manera que los decretos del santo Concilio ecuménico de Constanza 
contenidos en las sesiones IV y V, aprobados por la Sede Apostólica, 
confivmados por el mismo Romano Pontífice y por la práctica de toda 
la Iglesia y observados religiosamente en todo tiempo por la iglesia ga- 
licana, permanecen inalterables y en toda su fuerza y que la iglesia ga- 
licana no aprueba los que disminuyen la fuerza de estos decretos te- 
niéndolos como procedentes de una autoridad dudosa o menos aprobados 
ni los que tuercen su sentido como si no hubieran sido dictados más que 
para el tiempo del cisma. ln 
3.) que según esto, el uso del poder apostólico debe ser regido por 


los canones establecidos por el Espíritu de Dios y consagrados por el 


respeto del mundo entero: que las reglas, las costumbres y las consti- 
tuciones recibidas por la iglesia galicana y el reino de Fra ¡cia deben 
tener su fuerza y valor y que los límites puestos por los padres deben 
permanecer inalterables: que es propio de la grandeza de la Silla Apos- 
tólica que consolidados por el consentimiento de una Silla tan elevada y 
de las iglesias, obtengan la estabilidad que les es propia. 

4.) que así en las cuestiones de fe, el Soberano Pontífice tiene la 


parte principal y que sus decretos se ordenan a todas las iglesias y a 
Cada una en particular: que su juicio no es irreformable a no ser que la 


Iglesia haya prestado su consentimiento.» 
Ey 
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ta Sede. El 11 de abril de 1682 rescindió y anuló los actos de 
la asamblea por carta en forma de breve, dirigida al pueblo fran- 
cés el papa Inocencio XI (1); lo mismo hizo Alejandro VIII 
(2); Inocencio XII obligó al rey mismo—año 169%3—a revo- 
car el edicto promulgado ordenando la enseñanza de los cuatro 
artículos. He aquí cómo se expresa Luis XIV: «Tengo mucho 
gusto en participar a Su Santidad que he dado las órdenes ne- 
cesarias para que deje de cumplirse lo contenido en mi edicto 
de 20 de marzo de 1682 respecto a la Declaración hecha por el 
clero de Francia y a la cual me habian obligado las pasadas 
circunstancias (3).» Pío VÍ renovó y confirmó estas condena- 
ciones (4). 

1135. Hasta nuestra época el galicanismo había conservado 


por lo menos en apariencia, cierto valor teológico y supo conte- 


nerse en el límite extremo que separa el dogma de la herejía 
formal. Por una hábil distinción entre la Declaración de 1682 
y la doctrina incluída en las cuatro proposiciones, se previnieron 


sus defensores a evitar las censuras formales, asentando que si 


la Declaración había sido condenada, era absolutamente libre la 
doctrina; de aquí provino el título con que quiso Bossuet enca- 
bezar su defensa: Gallia orthodoxa. Pero este sistema fué di- 
rectamente condenado por el Concilio Vaticano y debe ser con- 
siderado a lo menos en sus puntos principales como una here- 
jía (5). El galicanismo después de esta condenación sólo tiene 
para lo futuro una importancia puramente histórica y sólo en 
este concepto vamos a hacer de él una exposición sumaria. He- 


mos de declarar antes de entrar en materia, haber el Concilio ' 


ecuménico condenado el galicanismo en lo referente a la forma 
exterior de la Iglesia, a la naturaleza y funciones del primado! 


en sus relaciones con el episcopado, expuestas y formuladas en 
los tres últimos artículos de la Declaración. La teoría del ar- : 


tículo primero sobre las relaciones entre la Iglesia y el Estado 
no ha sido juzgada. 

.1136. En el examen de la doctrina galicana ha de ponerse 
sumo cuidado en distinguir el galicanismo del clero, del galica- 


nismo de los parlamentos. Los excesos y los errores no son los . 


mismos de una y otra parte. En este párrafo expondremos a 
grandes rasgos la doctrina de los teólogos galicanos sobre la 


Pr 1% 


(1) RoskovANY. Monum. cathol. pro independ. potest. eccles. ab im- 


per. ciwil. 
(2) ALEJANDRO VIII. Bula Inter multiplices. 4 agosto 1690. 
(3) Carta de Lmis XIV a Inocencio XII. 14 septiembre 1693. 
(4) Pío VI. Bula Auctorem fidel. 20 agosto 1794, 


(5) Conc. Vatican. Cons. Pastor Aeternus, cap. 1, 111, IV, con sus 


cánones correspondientes, 
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constitución interna de la Iglesia, dejando para su lugar opor- 


tuno el hablar de las inconcebibles pretensiones de los políticos 
sobre las relaciones entre el poder religioso y el poder civil— 
núms. 1988 y sigs.— 

1137. A pesar de los muchos puntos de contacto entre el sis- 
tema de Edmundo Richer y la doctrina galicana sobre la mo- 
narquía temperada por la aristocracia, no pueden confundirse 
entre sí, pues los galicanos no declaran como Richer, la demo- 
cracia reinando en la Iglesia, vegún los teólogos de aquella es- 
cuela no fué conferido el poder soberano de la Iglesia a la 
multitud o cuerpo de fieles como sostiene el antiguo síndico de 
la Facultad de París, ni al Papa sólo en opinión de los ultra- 
montanos, sino simultaneamente al Pontífic Romano y a los 
obispos. El Papa es un verdadero monarca, pero los obispos 
gozan de un derecho divino e inamisible en el gobierno general 
de la religión y por su unión con el Papa forman la soberanía 
espiritual. Esta soberanía es esencialmente compleja, compuesta 


de un elemento monárquico y otro aristocrático y necesariamen-. 
te equilibrada por esta dualidad de elementos. El Papa tiene 


derechos y deberes para con los obispos; éstos, derechos a su 
vez con el Papa; lo absoluto está desterrado de sus relaciones. 


De esta manera la monarquía de la Iglesia está verdadera y 
eficazmente templada pon a aristocracia” (1). Dal es ela! tesis 
- del más moderno galicanismo desenvuelta por sus teólogos en la 


forma que vamos a exponer. | 

1138. A la cabeza de su Iglesia colocó el divino Maestro al 
Romano Pontífice cuyo primado es la condición necesaria y 
eterna de la unidad religiosa. La jurisdicción de esta cabeza úni- 
Ca se extiende sobre toda la Iglesia—otros dirían sobre cada 
Iglésia—(2); cualquiera otra Jurisdicción le está subordinada. 
En este sentido es el Papa el centro de donde emana todo poder 
externo e igualmente el centro adonde vuelve todo derecho; él 
posee todos los poderes constitutivos de una verdadera monar- 
quía espiritual y divina. El Papa reune en su persona los pode- 


res legislativo, judicial y administrativo y el poder de la ense- 


ñanza: a) puede el Papa por exigencias del bien de la 1 glesia 
dictar leyes necesarias o útiles y en circunstancias extraordina- 
rias modificar las leyes ya existentes y abrogarlas: b) a su tri- 
bunal abierto para las apelaciones de todos los fieles, van las 
causas que le están reservadas y se llaman mayores—núms. 966 
y sigs.—: c) salvaguardia de la disciplina eclesiástica procura 


(1) -Marzr. Du concile general et de la paix religieuse, tom. Ñ pág. 
20, 131; tom. II, págs. 275 y sigs. 
(2) Arts. 2 y 3 de la Declaración, 


$ 
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en el mundo entero la observancia de las santas reglas, mode- 
rando su rigor cuando las circunstancias lo exigen. Convoca, 
preside y confirma los concilios generales, aprueba las congre- 
gaciones religiosas establecidas para el bien de la Iglesia y según 
lo aconsejan las circunstancias, extiende o restringe las prerro- 
gativas de las sillas episcopales, determina o modifica los lími- 
tes de las diócesis y por un acuerdo o armonía recíproca, re- 
gula las relaciones de la Iglesia con los príncipes y los pueblos: 
d') por último, doctor de todos los cristianos, propone y define 
la fe y la moral y condena cuantos errores le son contrarios. Sus 
actos y sus enseñanzas se dirigen a todas las iglesias y no reco- 
nocen límite alguno de territorio o nación (1). 

1139. Sin embargo, por muy grandes que aparezcan y sean 
estas prerrogativas, no son absolutas e ilimitadas, ni constitu- 
yen la soberanía propiamente dicha. Estando templada la mo- 
narquía eclesiástica por la aristocracia de conformidad con el 
plan divino y su misma constitución, el episcopado debe con- 
currir a los actos supremos de la soberanía de tal modo que los 
actos del Pontífice no adquieren su autoridad última y verda- 
deramente irreformable sino por el consentimiento común ex- 
presado por los obispos dispersos o reunidos en concilio ecu- 
ménico. Este consentimiento se puede expresar de una manera 
explícita o implícita, antecedente o consecuente. 

1140. La necesidad del concurso de los dos elementos mo- 
nárquico y aristocrático como constitutivos de la autoridad su- 
prema de la Iglesia, defendida y sostenida por Maret en su ya 
expuesto sistema, a más del aniquilamiento del primado ponti- 
ficio tal cual fué instituido por Jesucristo, es verdaderamente 
imposible, es un contrasentido. Para su demostración fijémo- 
nos en la hipótesis—muy posible en la práctica—de la división 
u oposición entre el Papa y los obispos sobre una cuestión cual- 
quiera de administración. Y preferimos la hipótesis sobre una 
cuestión administrativa, porque esta hipótesis en materia doctri- 
nal presenta entonces dificultades acerca de las cuales inútil es 
toda discusión (2). Estas dificultades provienen de la naturale- 
za de la infalibilidad pontificia cuyo objeto es, no la revelación 
de una doctrina nueva hecha al Papa, sino la asistencia particu- 
lar del Espíritu Santo, garantía inquebrantable contra la infi- 
delidad y el error de quien tiene la misión de guardar e inter- 
pretar el depósito sagrado de la fe recibida y predicada por los: 
Apóstoles; de esta revelación son también testigos los obispos. 


(1): Marrr. Obra citada. 


(2) P. MARTIGNON. Etudes religieuses, pág. 614 y sigs., N.” de oc- 
tubre de 1869, he 
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En el supuesto de estar en desacuerdo acerca de un punto de 
disciplina el Papa y los obispos ¿cuál será el criterio predomi- 
nante? El del Papa o el de los obispos; en otro caso se equili- 
brarían ambas potestades. Si triunfa el Papa, prevalece el prin- 
cipio de la monarquía simple; si los obispos, el de la aristocracia 
pura; si ambos se equilibran perfectamente, se destruye la so- 
beranía y deja de existir el concurso de los dos elementos. 

1141. Muchos escritores galicanos han previsto la suposi- 
ción anterior; y por el reconocimiento de su posibilidad asen- 
taron tranquilamente ser en este caso una necesidad el recono- 
cimiento de la superioridad del episcopado o del concilio ecu- 
ménico. Maret más tímido no se atreve a llegar tan allá; sos- 
tiene ser siempre necesario el concurso de los dos elementos en 
la constitución de la soberanía y no serle posible al episcopado 
sin el Papado representar jamás la Iglesia universal; pero esto, 
como demostrado está, es imposible. Esta clase de galicanos se 
encuentra en frente de la siguiente disyuntiva: o el Papa o los 
obispos. Por el rechazo de estos galicanos, de la doctrina por. 
ellos designada burlescamente con el nombre de ultramontana, 
se ven forzados a la admisión de la posibilidad de un concilio 
sin el Papa y a pesar del Papa: doctrina en oposición manifiesta 
contra la tradición constante de la Iglesia y plagada de absur- 
dos. Es absurdo en grado superlativo decir: el Papa es superior 
a cada obispo aisladamente considerado e inferior al colegio de 
los obispos: el Papa jefe de cada iglesia particular, abstracción 
hecha de las otras, es miembro de la Iglesia colectiva. Todo esto 
envuelve la extraña afirmación de sostener cada piedra el ci- 
miento de un edificio y todas las piedras en conjunto, el cimien- 
to, dirigir en el cuerpo humano la cabeza cada miembro y todos 
los, miembros reunidos, la cabeza. 

1142. Del principio de la monarquía pontificia templada efi- 
cazmente por la aristocracia o por la autoridad de los obispos, 
arrancan las siguientes consecuencias: a) el Papa no goza de la 
plenitud absoluta del poder legislativo; está como los simples 
fieles sometido a las leyes generales dictadas por los concilios 
o reconocidas como tales por la Iglesia universal; no puede 
modificarlas sino en circunstancias extraordinarias (1) y su po- 
der administrativo ha de regirse por los cánones (2). Otros ga- 
licanos sacaron de aquí otra conclusión distinta aceptada por 
los febronianos: no tener el Papa sobre los fieles individual- 
mente considerados un poder ordimario e inmediato, sino me- 
diato y extraordinario. Los obispos en esta opinión participan 


(1) Art. 3 de la Declaración. 
(2) Ibídem. 
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como el Papa de la soberanía; y puestos por Dios nuestro $Se- 
ñor a la cabeza de sus diócesis, les corresponde por derecho pro- 
pio y ordinario gobernar inmediata y directamente el rebaño 
confiado a su vigilancia ; el Papa no puede intervenir inmediata- 
mente por sí mismo en su gobierno, fuera del caso de negligen- 
cia y abandono por parte DAR los bhispos o de exigirlo así el 
bien de la Iglesia o la salud de las almas en circunstancias ex- 
traordinarias: b) el Romano Pontífice sólo conoce en primera 
instancia las causas a él reservadas; las otras sólo serán lleva- 
das a su tribunal en caso de apelación después de haber pasado 
por los grados intermedios de la jerarquía judiciaria de la Igle- 
sia: c) aunque le corresponde al Papa la parte principal en las 
cuestiones de fe y moral y sus decretos sobre tan importantes 
materias obliguen a todas las iglesias en general y a cada una 
en particular, su juicio no es infalible ni irreformable mientras 
no cuente a su favor con el consentimiento de la Iglesia uni- 
versal—los obispos— (1). Se ve con evidencia después de lo 
dicho, tomarse por los galicanos los términos monarquía tem- 
plada por la aristocracia en su significación propia y rigurosa; 
la soberanía está verdaderamente dividida y equilibrada; la aris- 
tocracia del episcopado es un verdadero contrapeso, un verdade- 
ro temperamento aplicado a lo que pudiera tener de excesivo 
y de exhorbitante el poder soberano y absoluto de uno solo. 


$ VII 


OTROS ERRORES PROCEDENTES DE LOS ANTERIORES 


1143. Jansenismo: su propagación.—1144. Imposibilidad de definir 
los errores jansenistas sobre la constitución de la Iglesia.—1145. Sec- 
tas jansenistas.—1146. Secta de los jansenistas juristas.—1147, Secta 
de los teólogos.—1148. Secta de los áulicos.—1149. Secta de los ca- 
nonistas.—1150. Errores jansenistas sobre el primado pontificio. 


1143. El jansenismo trajo su origen y tomó su nombre de 
Cornelio Jansenio, nacido en Holanda el año 1585; fué edu- 
cado en el liceo de Lovaina y llegó a ser obispo de Iprés. Le dió 
triste celebridad su obra por nombre Augustinus publicada des- 
pués de su muerte por sus discípulos y partidarios de Lovaina. 
Jansenio fué hombre sagaz, astuto, engañador y bastante hábil 
para conseguir ser elevado al episcopado a pesar de sus errores 
rápidamente propagados por Bélgica, Francia y España. Murió 
el 4 de mayo de 1638. Contribuyeron con todas sus fuerzas a 


(1) Laqueux. Manuale compendium iur. can., 168. En el Indice por 
decreto de 27 de septiembre de 1851. 
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la pronta difusión del jansenismo, Juan Duvergier, de Hauran- 
ne, conocido con el nombre de Abad de San Cerián, Roberto 
- Arnaud de Audilly, Antonio Arnaud (1), Blas Pascal (2) y 
Pascal Quesnel (3). 

1144. Es completamente inútil la pretensión de definir la 
naturaleza propia de la secta jansenista y sus errores; es inde- 
fimble, Los jansenistas no idearon ni defendieron un sistema 
particular y suyo sobre la constitución de la Iglesia; en sus 
errores doctrinales se acomodaron siempre a la oportunidad de 
los tiempos declarándose sobre la forma de gobierno de la 
Iglesia hoy partidarios de un sistema, mañana de otro, pero 
nunca de la verdadera doctrina católica; fué sin embargo, entre 
los diversos sistemas, el que más atrajo sus simpatías, el de 
Richer, y a su defensa se consagraron unas veces a cara des- 
cubierta, y otras, de un modo solapado. Sin temor podemos 
afirmar ser constitutivos del carácter peculiar y distintivo de 
este sistema, de su nota privativamente propia, el dolo, la hipo- 
cresía, la mentira, la falsedad y el engaño, porque los janse- 
nistas siempre rebeldes a la Iglesia e impugnadores de su auto- 
ridad y de las prerrogativas del Papa, han fingido en todo tiem- 
po una sumisión y obediencia incondicionales a la Santa Sede 
en previsión de su condenación y expulsión de la Iglesia; con 
su clasificación de herejes verificada por el Papa hubieran que- 
dado en la imposibilidad de seducir a los católicos y esto tra- 
taron de evitar sin escrúpulo esgrimiendo las armas de la vi- 
leza y la mentira. 

1145. A cuatro sectas se pueden reducir en orden cronoló- 
gico las principales formas del jansenismo: a) a la de los juris- 
tas cuya alma y vida fué Van Espén: b) a la de los teólogos 
de la cual podemos decir haber sido su jefe Quesnel: c) a la 
de los áulicos con Eybel a su cabeza: d) a la de los canonistas 
cuyos directores y guías fueron Ricci y Tamburini (4). 
1146. a) Entre los escritores belgas enemigos de la Iglesia 
se destaca por su odio contra la Sede Apostólica el sabio y no- 
table canonista Bernardo Zegers Van-Espén, nacido en Lovaina 
el año 1645. Este autor galicano y jansenista debe su celebridad 
a su obra lus ecclestasticum untversum, condenada por decreto 
de 22 de abril de 1704. Muy pocos autores como Van-Espén 
han sabido aproximarse a la herejía tanto como él, sin franquear 
resueltamente los límites de la herejía formal; todos sus escri- 
tos respiran marcada hostilidad contra la Santa Sede; es en él 


(1) Antronio ArNAUD. De frecuenti communione. 
(2) BLas Pascal. Epistolae provinciales. 
(3) Pascar QuisNeL. Reflexiones morales. 
(4) Docror DÉ La PEÑA Y FERNÁNDEZ. Obra citada, tom. 1, pág. 379. 
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esta enemistad contra el Papado, algo así como una pasión baja 
y rastrera dispuesta a agarrarse con mano calenturienta de la 
más abyecta y miserable sofistería; su espíritu vivió encenagado 
“en la más refinada mala fe de la cual son sus abortos la falsedad 
miserable y la mentira desvergonzada. La notable erudición, 
principal brillo de sus obras, no es suya en una gran parte, sino 
de la del gran Tomasino en su libro titulado De Nova et veteri 
disciplina. Murió Van-Espén el año 1728 sin haberse retractado 
de sus errores ni solicitado absolución de sus censuras. 

1147. b) En Francia a principios del siglo xv111, fueron pu- 
blicadas dos obras teológicas condenadas por la Santa Sede: 
Institutiones theologicae, de Gaspar Juenín, reprobada por Cle- 
mente XI el 25 de septiembre de 1708 por sus doctrinas janse- 
nistas y Reflexiones morales de Pascal Quesnel, condenada por 
la bula Unigenitus publicada el 8 de septiembre de 1713 con 
las ciento una proposiciones sacadas de esta obra. Con la con- 
denación de la obra de Pascal Quesnel surgieron en la iglesia 
de Francia grandes cuestiones, muy serias perturbaciones y al- 
gunas lamentables excisiones. El arzobispo de París Cardenal 
Noailles, a quien no desagradaron las doctrinas jansenistas, ha- 
bía aprobado las Reflexiones morales de Quesnel y las había 
apoyado con su autoridad en sus Instrucciones; de aquí provi- 
no la defensa de las doctrinas de Jansenio por algunos obispos 
y la impugnación atrevida y arrogante de la constitución Um- 
genitus. El cisma hubiera surgido y pasado a ser un hecho con- 
sumado si lo que Dios no permitió, se hubiera aferrado el Ar- 
zobispo de París a su anterior parecer; pero este Cardenal, 
pesaroso de su conducta y dispuesto a vivir y morir en paz y 
armonía con la Cátedra de Pedro, se sometió el día 11 de oc- 
tubre de 1728 a las enseñanzas y disposiciones de la Santa Sede, 
revocó sus propias Instrucciones y condenó las Reflexiones mo- 
rales de Quesnel. El Colegio de la Sorbona declaró por su parte 
haber reconocido y aceptado desde el año 1814 la bula Unige- 
mtus. 

1148. c) En Austria merece una especial mención Eybel, 
profesor de la Universidad de Viena, por su animosidad y hos- 
tilidad contra la Santa Sede. Emprendió el papa Pío VI un 
viaje a Viena animado del deseo de evitar e impedir un cisma 
que si no formalmente, prevalecía de hecho, protegido y apoya- 
do por el emperador José 1I. Eybel, animado del bajo y ras- 
trero propósito de disminuir en los pueblos la reverencia de- 
bida a la majestad pontificia, lanzó a la publicidad en lengua 
vulgar un libro anónimo, pero con licencia de los revisadores 
imperiales con el título: ¿Qué cosa es el Papa? Este libro con- 
denado por Pío VI en su breve Super soliditate, fué impugnado 
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por un distinguido protestante del cual nos complacemos en 
transcribir las siguientes palabras: «¿Quién es el Papa? Se 
dice que no es más que un obispo; sí, como María Teresa no 
es más que una Condesa de Hamburgo, Luis XIV, un Conde 
de París; el héroe de Rosbach y de Leuthen, un de Zollern. Se 
sabe que el Papa ha coronado a Carlomagno emperador, pero 
¿quién ha instituido al primer Papa? El Papa era un obispo, 
sí, pero también era el santo Padre, el Pontífice supremo, el 
eran califa—así le llama Albufeda, principe de Amath—de to- 
dos los reinos y principados, de todas las soberanías y ciudades 
de Occidente, el civilizador de las bárbaras y jóvenes generacio- 
nes de nuestras comarcas por el temor de Dios sin otra arma 
que la oración para conservar en un número infinito de hom- 
bres el tesoro que les han trasmitido las antiguas edades y en la 
Iglesia a su pastor supremo y en la familia cristiana, a su jefe 
espiritual; sin otros medios para hacerse entender en medio del 
fracaso de las armas cuyo eco resuena en nuestro siglo, que los 
quejumbrosos acentos de una voz suplicante que aspira a en- 
señar al mundo si aún es escuchada por los jefes de los pueblos 
o si es escuchada sólo de Dios; despojado de los aparatos del 
poder y de la fuerza que llevan al alma el temor y el espanto, 
poderoso solamente por las gracias celestes de la bendición, es 
aun santo en los mejores corazones, grande ante las potestades 
rodeadas del respeto de los pueblos, depositario de una auto- 
ridad ante la cual han pasado desde la raza de los Césares hasta 
la familia de los Habsburgo, una multitud de naciones célebres 
y todos los héroes por éstas producidos (1).» 

1149. d) En Italia ha sido uno de los más acérrimos defen- 
sores del jansenismo en su forma canónica Escipión de Ricci, 
obispo de Pistoya, quien el año 1786, dispuesto a cohonestar las 
intrusiones de Leopoldo, gran duque de Toscana, y secundar sus 
perversas intenciones, convocó el famoso pinodo diocesano al 
cual asistieron trescientos treinta y cuatro presbíteros revestidos 
del hábito episcopal. ¡Como si las vestiduras e insignias de 
obispo confiriesen la dignidad episcopal! En este Sínodo se ce- 
lebraron siete sesiones en las cuales merced a los trabajos y 
habilidad de Palmieri y principalmente de Pedro Tamburini, 
contumaz e impenitente jansenista, se sostuvieron y promulga- 
ron herejías y doctrinas verdaderamente escandalosas para el 
pueblo cristiano y condenadas y censuradas por la bula dogmá- 
tica Auctorem fidel. Em esta bula son notadas con diversas cen- 
suras ochenta y cinco proposiciones del falso Sínodo. 

1150. Se puede afirmar haber sido el fin perseguido por el 


(1) Juan MuLLnkr. Saemth. Werke. Bd. 8, 5, 58. 
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espíritu del jansenismo, sembrar en todas partes desconfianza y 
oposición contra la Santa Sede. En realidad no negaron los 
jansenistas el primado pontificio, pero procuraron debilitarlo 
de mil maneras. Fueron defensores de los artículos de la Decla- 
ración y de las doctrinas y principios de Marco Antonio de 
Dominis y de Richer. El poder eclesiástico, según Quesnel, per- 
tenece a la Iglesia y es ejercido por el Romano Pontífice en 
nombre de todo el cuerpo (1). Barros, sobrino del Abad de 
San Cyrán, renueva la herejía de las dos cabezas; todos los 
jansenistas aprueban la doctrina de ser necesario para ser de- 
cisivos los juicios del Papa el asentimiento de la Iglesia dise- 
minada y más aún la aprobación del concilio; y no faltan en- 
tre ellos quienes pretenden no serle posible al Papa decidir nada 
importante sin haber reunido un concilio o haber por lo menos 
consultado el parecer de cada uno de los obispos del mundo ca- 
tólico. El espíritu cismático y herético de los jansenistas arras- 
tró a muchos a sostener estas dos proposiciones: a) la apelación 
interpuesta contra la bula del Papa suspende sus efectos: b) un 
reducido número de obispos que cuenta a su favor con la ma- 
yoría de los fieles, puede reformar las definiciones del Papa 
y de la mayoría de los obispos. 


(1) Bula Unigenitus. 


Sa 


CAPÍTULO III 


REFUTACIÓN DE LOS FALSOS SISTEMAS 


Después de la exposición de los errores relativos a la consti- 
tución de la Iglesia y tachables o por exceso o por defecto, es 
natural y lógico pasar ahora a su impugnación y a la demos- 
tración de su falsedad. No es nuestro pensamiento en este ca- 
pítulo descender a un análisis minucioso y detallado de todos 
y cada uno de los errores expuestos en el capítulo anterior; esta 
labor monótona, pesada y machacona no nos llevaría a ningún 
resultado práctico. Con la demostración de no tener el pueblo 
por derecho propio ninguna participación en el gobierno de la 
Iglesia, sociedad perfecta y desigual, quedan completa y sóli- 

damente refutados los errores democráticos. 

Igualmente quedarán total y perfectamente deshechos y tri- 
turados los errores de la pequeña aristocracia y de la aristocra- 
cia superior con las dos siguientes proposiciones de suma y fá- 
cil demostración, como más tarde probaremos: a) ninguna po- 
testad de jurisdicción corresponde propiamente a los presbite- 
ros: b) Jesucristo confirió a Pedro el primado de jurisdicción 
sobre toda la Iglesia. Con esta última proposición se prueba 
también ser monárquica la forma del gobierno eclesiástico, por- 
que el primado de jurisdicción, vale decir, la plenitud de la po- 
testad, corresponde al Sumo Pontífice. Para la mayor exactitud 
de los conceptos anteriores, estudiaremos la naturaleza de la 
monarquía de la Iglesia y su carácter peculiar y propio. 


8 1 


NO ES DEMOCRÁTICA LA FORMA DEL GOBIERNO ECLESIÁSTICO 


1151. Jesucristo confirió su poder a los Apóstoles con independen- 
cia del pueblo.—1152. Pedro y no el pueblo, es el fundamento de la 
Iglesia.—1153. Pedro y los Apóstoles poseedores de las llaves del 
reino de los cielos.—1154. Fué Pedro el encargado de confirmar en 
la fe a sus hermanos.—1155. Los Apóstoles recibieron su apostolado 
inmediatamente de Cristo.—1156. Los Apóstoles designaron por sí 
mismos'a los obispos sus sucesores.—1157. La misma verdad confir- 
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mada por la tradición y disposiciones de la Iglesia.—1158. La po- 
testad de los Apóstoles no es ministerial, sino principal.—1159. El 
error de Richer y otros descansa en una confusión de la potestad.— 
1160. Jesucristo confirió su potestad a la Iglesia docente.—1161. Por 
Iglesia Jesucristo entiende a los pastores.—1162. Elección de los 
ministros por parte del pueblo. 


1151. La colación inmediata por Jesucristo de la autoridad 


para el régimen de la Iglesia a Pedro y a los Apóstoles, es de 


por sí una prueba clarísima de la no intervención del elemento 
democrático en el gobierno y dirección de la Iglesia. La comuni- 
cación inmediata por nuestro Salvador, de la potestad eclesiás- 
tica a San Pedro y a los demás Apóstoles, es una verdad con- 
firmada en cada una de las páginas del Nuevo Testamento. Ci- 
taremos en apoyo de esta verdad dogmática algunos textos y les 
daremos el significado mismo de la Iglesia católica. «Como el 
Padre me envió a mí, también yo os envío (1).» Con estas pa- 
labras tan claras como explícitas, formularemos un argumento 
de notable sencillez: los Apóstoles fueron enviados por Jesu- 
cristo del mismo modo que El lo había sido por el Eterno Pa- 
dre; es así que Jesucristo fué enviado como hombre con potestad 
divina, suprema y absoluta con independencia del pueblo, de todo 
elemento y de toda terrena institución; luego también los Após- 
toles. Se confirma la proposición menor del anterior argumento 
con estotro texto: «Todo poder, dice Jesucristo, me ha sido dado 
en el cielo y en la tierra. Id e instruid a todos los pueblos, bauti- 
zándolos en el nombre del Padre, del Hijo y del Espíritu Santo, 
enseñándoles todo lo que os he mandado (2).» Cristo en virtud 
del poder recibido de su Eterno Padre al tomar la humana na- 
turaleza, confiere directa e inmediatamente a sus Apóstoles la 
facultad de enseñar, bautizar e imponer la observancia de sus 
mandatos; nadie se interpone entre el Salvador que confiere su 
potestad y los Apóstoles dotados de ella por la sencilla razón de 
no existir entonces ningún cuerpo de fieles. Id, pues... El Re- 
dentor del género humano, ansioso de ver a todas las gentes con- 
vertidas a la fe y después de convertidas, regidas y custodiadas 
en la unidad de fe y de comunión, dió a los Apóstoles no solo 
una potestad divina e inmediata, sino también plena: Instruid a 
todas las gentes, bautizándolas... y enseñándolas a guardar... 
En virtud de estas palabras les fué conferido el deber sacratísi- 
mo, el sublime cargo de engendrar al pueblo para Cristo y en- 
gendrado, gobernarle rectamente, con pleno derecho y completa 
potestad, en el orden doctrinal, con su magisterio autoritativo e 


EIN e AR 
(2) Maru. XVIII, 19, 20.—Marc, XVI, 15. 
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infalible—docete—; en el orden sacramental —bdautizante—; en 
el orden legislativo y disciplinar, con verdadero imperio—serva- 
re.—Es, pues, tan claro como la luz que nos alumbra, no haber 
sido conferido a un pueblo que había de ser regenerado y apecen- 
tado en Cristo, el poder de predicar el Evangelio, administrar 
sacramentos, dictar leyes y asumir el régimen exterior de la 
Iglesia, ni ser posible otorgar semejante potestad a la reunión 
0 cuerpo de fieles sin gravísimo perjuicio de la plenitud de la 
autoridad otorgada a los Apóstoles en la triple función arriba 
indicada y a ellos confiada. Luego no hay pueblo alguno inter- 
mediario entre Cristo y los Apóstoles; al contrario éstos, repe- 
timos, estaban en posesión de la potestad con anterioridad a la 
existencia del pueblo católico. 

1152. Pedro fué constituido por Jesucristo, fundamento de 
su Iglesia: «Tú eres Pedro y sobre esta piedra edificaré mi Igle- 
sia.» Pero si Pedro hubiera recibido su autoridad para ejercerla 
con dependencia del pueblo, la Iglesia no descansaría sobre Pe- 
dro, sino viceversa, Pedro, sobre la Iglesia, 

1153. Cristo prometió a Pedro las llaves del reino de los 
cielos. «Yo te daré las llaves del remo de los cielos y todo lo 
que atares sobre la tierra, atado será en los cielos y todo lo que 
desatares sobre la tierra, desatado será en los cielos (1).» Es- 
to mismo fué prometido a los Apóstoles (2). En el caso de de- 
pender del pueblo Pedro y los Apóstoles en el ejercicio de su 
autoridad, Dios no confirmaría al punto la sentencia de los 
Apóstoles; esperaría para ratificarla o no, la confirmación o 
anulación del pueblo. 

1154. Leemos en San Lucas: «Simón, Simón, he aquí que 
Satanás os acometerá para sarandearos como trigo. Yo he pe- 
dido por tí para que no desfallezca tu fe y tú una vez conver- 
tido, confirma a tus hermanos (3).» Pedro debe confirmar por 
expreso mandato de Cristo en la fe a sus hermanos; pero en la 
doctrina contraria serían los hermanos los encargados de con- 
firmar a Pedro. 

1155. La teoría democrática aplicada al régimen de la Igle- 
sia está en oposición directa con la doctrina del apóstol San 
Pablo el cual afirma haber recibido su dignidad y cargo de 
Apóstol, con todos los derechos anejos a este nobilisimo título 
y las funciones y prerrogativas a él inherentes, no de los hom- 
bres, sino tan solo de Dios: «Pablo, apóstol, no por los hom- 
bres, sino por Jesucristo y Dios Padre (4).» 


(1) Mare. XVI, 13 al 19. 

(2) Iozm. XVIII. 

(3) Luc. XXIIL, 31, 32. | 
(4) Ganar. 1,1. We 
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1156. La perpetuidad de la Iglesia reclama la perpetuidad 
del cimiento y de este modo no prevalecerán contra ella las 
puertas del infierno (1); y para mayor seguridad, de ser posi- 
ble, de esta estabilidad, permanencia y perpetuidad de la Igle- 
sia, dice Jesucristo: «He aquí que yo estaré con vosotros todos 
los días hasta la consumación de los siglos.» Luego la autoridad 
ordinaria de que fueron investidos por Jesucristo los Apósto- 
les, pasó a sus sucesores.—núms. 997 y sigs.— Por esta razón 
enviaron los Apóstoles a sus sucesores a continuar la misión 
evangélica con la misma plenitud de autoridad y con la misma 
independencia por aquellos recibidas de Jesucristo. 

Los Apóstoles—no el pueblo—eligieron y designaron a los 
obispos. Esta afirmación está corroborada por el testimonio 
augusto de la Sagrada Escritura. Se lee en las Actas de los 
Apóstoles—núms. 1166 y sigs.—haber constituido San Pablo 
y San Bernabé presbíteros u obispos en cada una de las ciuda- 
des y haber conferido el Apóstol a Tito la misma autoridad pa- 
ra la institución de presbíteros en cada una de las ciudades de 
Creta (2). 

1157. La misma verdad se demuestra palpablemente por la 
tradición y por las definiciones de la Iglesia—núms. 999, 1012 
y sigs.—(3). Ahora simplemente expondremos algunos testimo- 
nios. En la Iglesia, declara el papa Inocencio 111, ningún poder 
se atribuye a los legos por muy religiosos que sean; éstos ata- 
dos están por la necesidad u obligación de obedecer, pero care- 
cen de la autoridad de mandar (4). En muchos de los sagra- 
dos cánones—núm. 1177.—se lee esta máxima: «El pueblo ha 
de ser enseñado, no seguido.» Los papas Juan XXII y Pío VI 
han condenado por contrarias a la verdad las doctrinas defen- 
soras de la necesidad de la intervención del pueblo en el go- 
bierno eclesiástico, reprobando el primero las doctrinas de Mar- 
silio de Padua y el segundo, las del Sínodo de Pistoya. 

1158. Se observa sin embargo, acerca de la doctrina ex- 
puesta, haber sido ministerial la autoridad de los Apóstoles, es 
decir, conferida para bien de la Iglesia y no principal, vale de- 
cir, en un bien personal y propio de sus poseedores. En derecho 
no se entiende por potestad minssterial la redundante en bien 
de otros y precisamete del pueblo, sino la poseida y ejercida no 
en nombre propio, sino por comisión o delegación de las per- 
sonas a quienes propiamente corresponde. La potestad prin- 


(1) Maru. XVI, 16. 

(2D ds. 

(3) Conc. Nicoen., can. 1V.—Conc. Sard.—Conc. Laodic., can. VI.— 
Conc. Antioch., can. XVITIL—Conc. Trident., secc. XXXITI, c. IV. 

(4) Inwocewtius 111. De constitutione, cap. TIL. 
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cipal del príncipe no cede directamente en su propio beneficio; 
esto únicamente es propio de la potestad de dominio; se llama 
principal por ser poseída en virtud de un título propio y ser 
ejercida con independencia de cualquiera otra potestad del 
mismo orden. El príncipe ha sin discusión, de usar de su autori- 
dad en beneficio del pueblo; no es otro el fin de su poder; y 
se sirve de ella en su concepto de imperante de un modo igual 
al del padre en el ejercicio del derecho natural sobre sus hijos; 
esto no significa haberla de ellos recibido y desempeñarla en 
su nombre. En este'sentido se dicen los Apóstoles o pastores de 
la Iglesia, príncipes que vienen a ejemplo del Hijo de Dios, a 
servir y no a ser servidos, a procurar el bien de los fieles y no 
su propio bien. 

1159. El sistema de Richer y de los otros escritores más o 
menos afines con sus doctrinas, descansa en la confusión de la 
potestad poseída y ejercida en bien de otros, con la desempe- 
ñada con dependencia de otros o en su nombre. | 

1160. Se dice haber Jesucristo conferido su potestad a la 
Iglesia—núm. 914.— Es verdad: Cristo confirió su potestad 
a la Iglessa docente, no al cuerpo de la Iglesia. Decimos del hom- 
bre que ve, si bien radica la visión en los ojos y solo por los 
ojos vemos; en la Iglesia reside la potestad en la parte docente 
y no en todo el cuerpo de fieles. La misma explicación es apli- 
cable a estas palabras de Jesucristo constitutivas del supremo 
tribunal en su Iglesia: «St tu hermano pecare contra tí, ve y 
corrígele estando a solas con él; si te escucha, habrás ganado a 
tu hermano. Si no hiciera caso de tí, todavía válete de una o 
dos personas a fin de que todo sea confirmado con la autoridad 
de dos o tres testigos. Y sino los escuchare, díselo a la Iglesia.» 
Aquí la palabra Iglesia significa el poder público en ella esta- 
blecido, es decir, los pastores sus representantes como prínci- 
pes, atribuyéndose a la Iglesia lo que verdaderamente le co- 
rresponde, mirada como cuerpo orgánico. 

1161. El mismo Jesucristo explica lo que se entiende por 
la palabra Iglesia. «Pero si mi a la Iglesia oyere, tenlo por gen- 
tel y publicano. El que a vosotros oye, a má me oye; el que a 
vosotros desprecia, a mi me desprecia.» Acerca del carácter de 
jueces de los Apóstoles ninguna duda nos permiten estas pala- 
bras del Redentor: «En verdad os digo que todo lo que ata- 
reS..> 

1162. Por lo menos, se dice, pertenecen al pueblo la elección 
de los ministros y pastores y la exigencia de no ser investidos 
de jurisdicción ni encargados del ministerio espiritual sin ser 
presentados por el pueblo. La gran importancia de esta materia 
nos obliga a estudiarla con alguna amplitud. 
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LA INTERVENCIÓN DEL PUEBLO EN LA ELECCIÓN DE SUS PASTORES 
NO ES DE DERECHO DIVINO 


1163. Doctrina de Lutero y Calvino.—1164. Doctrina de los po- 
líticos modernos.—1165. Inanidad del argumento fundado sobre la 
elección de ¡San Matías y de los siete diáconos.—1166. Los Após- 
toles ordenaron sacerdotes y obispos sin la intervención del pueblo. 
—1167. Origen de la intervención del pueblo.—1168. Silencio de los 
cánones sobre el modo y forma de la elección y del derecho electo- 
ral.—1169. Fué beneficiosa la intervención del pueblo.—1170. Lími- 
tes de esta intervención.—1171. Testimonio de los Santos Padres y 
de los Papas en favor de esta intervención.—1172. Significación y 
alcance de estos testimonios.—1173. Falsas deducciones de las pa- 
labras de San Cipriano.—1174, Interpretación de sus palabras.—1175. 
Razón de la conducta de San Cipriano.—1176. Explicación del de- 
recho divino de que habla San Cipriano. 


1163. Hemos afirmado—núms. 1087 y sigs.—de Lutero y 
Calvino haber sostenido y defendido la necesidad por derecho 


divino, del sufragio del pueblo para la elección de los pastores 


de la Iglesia. «Hace mención San Cipriano, escribe Lutero, de 
este rito en muchas de sus cartas, habla constantemente del su- 
iragio del pueblo y del juicio de los obispos vecinos y declara 
con toda libertad este modo de proceder, originario de la divi- 
na ordenación (1).» Leemos en Calvino: «Nosotros considera- 
mos legítima según la palabra de Dios, la vocación de un mi- 
nistro cuando los aptos obtienen a su favor la aprobación y con- 
sentimiento del pueblo. Hemos de advertir sin embargo, que 
deben presidir la elección otros pastores a fin de no hacerla de- 
fectuosa, la ligereza, las malas pasiones y la agitación tumul- 
tuosa (2).» | 

1164. Algunos sacerdotes por no haber aplicado su pensa- 
miento al estudio de las ideas liberales de Gioberti y Mamiani, 
cayeron sin dificultad en sus redes y apoyaron la necesidad de 
resucitar en la Iglesia la intervención del pueblo en la elección 
de sus pastores para liberalizarla e introducir en ella según la 
expresión de Minghetti, el aroma representativo. 

piguiendo a Audisio (3), preconizador de la vuelta de la 
Isi, a las elecciones populares en el nombramiento de sus mi- 
nistros y a Rosmini, encomiador de «las elecciones de los obis- 
pos por el clero y el pueblo de conformidad con la disciplina an- 
tigua por ser de derecho divino esta forma electoral apoyada en 


(1) Lutero. De potestate Papae. 
(2) CaLvino. Obra y lugar citados. 
(3) Aunisio. De la socteté civile et religieuse, En el Indice, 


J 
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las disposiciones de muchos cánones conciliares» se propuso el 
ministro Tartufo Mancini excitar a los italianos a promover 
una revolución religiosa en reclamación de este derecho y al 
efecto les ofrece toda la protección y ayuda del poder guberna- 
mental. En su respuesta al Memorandum de la Sociedad Eman- 
cspadora de Nápoles suplicándole tomara sobre sí la reivindica- 
ción del derecho del pueblo y del clero a la elección de todos 
los pastores de cualquiera jerarquía eclesiástica, les decía: «No 
desconoce vuestra sociedad una proposición igual a la vuestra 
por mí defendida en el Parlamento con motivo de la discusión 
de la ley de 13 de mayo de 1871 referente a la nominación de 
los obispos de la cual me habláis, y su desfavorable acogida y 
no espero en las circunstancias actuales mejor resultado. Es 
conveniente preparar por medios indirectos la madurez de la 
opinión pública la cual ejerce de ordinario y tarde o tempra- 
no su influencia en las deliberaciones del parlamento. La mani- 
festación del voto popular en la elección de ministros y pastores 
es un recuerdo de las previsoras costumbres y de las tradiciones 
de la Iglesia primitiva. Piadosos y sabios eclesiásticos de nues- 


tra época—entre ellos basta citar a Rosmini (1)—desean in- 


tensamente la renovación de los antiguos usos y tradiciones. 
Esta reforma debe ser ante todo propagada en el orden de los 
hechos merced al impulso espontáneo y a la necesidad moral 


de las conciencias piadosas y creyentes y después cuando estos 


hechos lleguen a ser generales y frecuentes, es deber de la auto- 
ridad civil intervenir para regularlos y asegurarles la sinceri- 
dad e independencia sin perjudicar los derechos de la institu- 
ción eclesiástica (2).» Mancini considera la intervención del 
pueblo en las elecciones como una salvaguardia contra las arbi- 
trariedades de la Cursi Romana y Minghetti, como el único 
medio posible de modificar el pacto—al parecer es para él la 
Iglesia un pacto y no una institución divina—y los derechos y 
obligaciones jurídicas según las necesidades y circunstancias 
de los tiempos. Más claro: quieren los liberales las elecciones 
populares como instrumento de resistencia a la autoridad del 


| Papa y como medio de trasftormar la Iglesia, 


¿Cuáles son los fundamentos del derecho divino de la inter- 


"vención del pueblo en la elección de los ministros de la Iglesia ? 


En sentir de los regalistas, la Sagrada Escritura, los Santos Pa- 
dres y la costumbre de los primeros siglos de la Iglesia. Un aná- 
lisis no muy detenido de los textos y hechos alegados nos hará 


(1) RosminI. Constitution selon la justice sociale, art. 3. Este libro 
y el titulado, Des cing plaies de 'Eglise, en el Indice. 
(2) La: liberté catholic, núm. 66, año 1876, 
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ver con toda evidencia la falsedad de las afirmaciones de nues- 
tros adversarios y nos convencerá plenamente de su ignorancia 
en el estudio de las cuestiones canónicas o de su mala fe (1). 

1165. Para la elección del sucesor del traidor Judas en el 
apostolado fueron convocados los fieles y recayó la elección en 
San Matías; lo mismo ha ocurrido en el nombramiento de los 
siete diáconos. Expongamos los hechos en la misma forma rela- 
tados por la Sagrada Escritura. «Por aquellos días levantándo- 
se Pedro en medio de los hermanos, dijo después de referir el 
funesto fin de Judas: Es necesario, pues, que de estas personas 
que han estado en nuestra compañía todo el tiempo que Jesús 
Nuestro Señor conversó entre nosotros, empezando por el bau- 
tismo de Juan hasta el día en que apartándose de nosotros su- 
bió al cielo, se elija uno que sea como nosotros testiyo de su re- 
surrección > Dos fueron las personas propuestas: Barnabás, lla- 
mado por sobrenombre el Justo y Matías, y orando al Señor en 
estos términos: «¡Oh Señor! Tú que ves los corazones de to- 
dos, muéstranos a cual de estos dos has destinado a ocupar el: 
puesto de este ministerio y apostolado» y echando suertes «ca- 
yó la suerte a Matías, con lo cual fué agregado a los doce Após- 
toles (2).» En esta elección verificada con la concurrencia de 
los fieles reunidos a la sazón en el Cenáculo en número de 
ciento veinte (3) cuando fueron más de quinientos a quienes 
después de la resurrección se apareció una vez Jesucristo (4), 
se dirige San Pedro a los demás Apóstoles, los llama sus com- 
pañeros, indica entre qué personas se ha de elegir al sucesor de 
Judas en el apostolado y finalmente se realiza la elección bajo 
la dirección inmediata del Espíritu Santo. 

Lo mismo ocurrió con la designación de los diáconos; en ella 
tuvo el pueblo la intervención concedida pot los Apóstoles a 
fin de terminar de una vez con las quejas suscitadas entre los 
judíos griegos y los judios hebreos o nacidos en el país porque 
no se hacía caso de sus viudas en el servicio o distribución del 
sustento diario (5). He aquí las palabras de los Apóstoles: 


e 


«Por tanto hermanos, nombrad entre vosotros siete sujetos de 


buena fama llenos del Espiritu Santo y de imteligencsa a los 


(1) Quienes anhelen estudiar con atención esta matería, pueden leer 
el hermoso libro del P. Vicente Steccanella: Des elections popularres 
dan VEglise, los artículos publicados por Pedro Prada en la revista Scuo- 


la Catholica y la notable refutación de Des cing plaies de 'Eglise, por el 
P. Acustín THEINER. 


CANE cto 1 10 ZÓ, 
(SMA ct LL, 

(4). Cor: UNO. 
(NDA VIA *» 


Y 


ad 
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cuales encarguemos este ministerio (1).» Obraron así los Após- 
toles : a) por estar dotados de facultades: b) porque sólo se 
perseguía encontrar personas aptas para el desempeño de un 
ministerio temporal—el servicio de la mesa de los fieles—an- 
tes desempeñado por las viudas, no de elegir presbíteros y obis- 
pos: c) porque según algunos autores, no se trataba de ningún 
ministerio espiritual; y tan cierto es esto, alegan, que los éle- 
gidos no recibieron orden alguno sagrado. 

1166. En contraposición a estos dos testimonios de la Sa- 
grada Escritura sin valor alguno probatorio y los únicos alega- 
dos por quienes sin ningún fundamento se esfuerzan en defen- 
der el derecho divino del pueblo en la elección de los ministros 
de la Iglesia, está el hecho perenne de los Apóstoles—núms. 
1020 y 1156.— 

1167. El origen de la intervención del pueblo y su carácter 
están determinados en una carta del apóstol San Pablo a Timo- 
teo. En esta carta descriptiva de las calidades del futuro obis- 
po, dice: «También es necesario que tenga—el obispo—buena 
reputación entre los extraños o gentiles para no caer en des- 
precio o lazo del diablo (2).» Significan estas palabras del 
Apóstol la necesidad o conveniencia en los elevados a la digni- 
dad episcopal, de gozar de buena reputación y fama así entre los 
fieles como entre los extraños o infieles. El sagrado texto no 
concede ninguna intervención a los infieles en la elección de 
sus ministros y su testimonio como el de los fieles, es sólo una 
garantía de la buena vida, reputación y excelentes calidades del 
candidato para pastor de la Iglesia. ¿Qué más sencillo que esta 
fórma para conocer si es digno el ordenado del ministerio a que 
se le destina ? 

1168. Los antiguos cánones nos hablan de la concurrencia 
del clero y del pueblo en la elección de los ministros de la Igle- 
sia, pero no nos dan, dice Golmayo (3), pormenores sobre el 
modo y forma de la elección ni de las personas con derecho elec- 
toral. ¿Concurrían todos los individuos del clero sin excepción 
aun de los ordenados de orden menor? ¿Estaba compuesto el 
pueblo de todos los cristianos sin excepción de sexo, edad o 
condición? ¿En las ciudades muy populosas asistía todo el pue- 
blo? Sobre estos y otros puntos guarda profundo silencio la 
Historia y solo podemos hacer conjeturas con la base de la so- 
ciedad cristiana de aquellos tiempos. 

1169. La intervención del pueblo no fué ni es necesaria, 


de. VI, 3 
(2y 1 Thimot., 1, 7. 
(3) GoLMAyo. entiiónes del derecho canónico, tom. 1, pág. 331, 


nota 3. 
lo 11— 10 
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pero es y fué muy beneficiosa en este delicado asunto y la Igle- 
sia le prestó la debida atención y la solicitó en una u otra for- 
ma; hoy se conserva con el mismo rigor y escrupulosidad de 
pasados tiempos, pues para la ordenación de sus ministros y 
presbíteros interroga al pueblo, por medio de proclamas o de- 
nunciaciones a fin de dar fe y testimonio de su vida y cos- 
tumbres. Este mismo medio empleado para el episcopado fué 
sustituido por el de informes reservados de personas de toda 
excepción. 

1170. El testimonio del pueblo queda sujeto al examen y 
juicio del superior eclesiástico y éste puede dejar de atenderlo 
confiriendo en oposición a la voluntad del pueblo, el sacramen- 
to del orden, a las personas a su juicio dignas de recibir tan ele- 
vado sacramento. La degeneración de la costumbre de interro- 
gar al pueblo y de explorar su deseo, en disturbios, asonadas 
y sediciones o las elecciones depravadas, verificadas con fines 
particulares y no con espíritu de religión, imponen a la Igle- 
sia el deber, obrando con sabiduría, de excluir al pueblo de toda 
intervención e informarse por otros medios igualmente efica- 
ces de la dignidad del eligendo. Si como medio de conservar la 
mejor concordia entre la Iglesia y el Estado, evitar la hostili- 
dad de la sociedad civil o prevenir males mayores, viera nuestra 
divina sociedad conveniente concederle intervención en la elec- 
ción de sus ministros, la Iglesia se la otorgaría en seguida en 
beneficio de la paz por que siempre anhela. Y si procede con 
tanta nobleza y generosidad en aras de su amor a la paz, su ge- 
nerosidad es mayor en la manifestación de su gratitud a los Es- 
tados interesados y celosos en defender sus sacrosantos de- 
rechos. En estas concesiones de la Iglesia no es posible ver sino 
mansedumbre, paciencia, gratitud y prudencia. 

1171. Después de estas importantísimas advertencias sobre 
la materia en estudio, seguiremos el examen de los testimonios 
alegados en la demostración del derecho divino de la interven- 
ción del pueblo en las elecciones. Dice San Clemente: «Dió 
a conocer muestro Señor Jesucristo a los Apóstoles las futuras 
contiendas sobre el nombramiento de obispos. Y dotados por 
esta razón de perfecta presciencia, eligieron a los dichos— 
obispos—y establecieron la forma cómo muertos éstos, habían 
de sucederles en este ministerio otros probados varones nom- 
brados por aquellos primero y después por otros varones céle- 
bres, forma que testificó la Iglesia serle grata (1). «Por tanto 
digo yo el primero, Pedro, que ha de ser ordenado obispo... 
el que inculpable en todo sea elegido de entre todo el pueblo 


(1) SANCIUS CLEMENS. Epist 1.* ad Cor., núm. 44, 
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como el mejor. Nombrado el cual y agradando, el pueblo reunido 
juntamente con la asamblea de sacerdotes y con los obispos que 
estarán presentes en el día del domingo, mostrará su consen- 
timiento. El que entre los obispos sea el primero—exarca o me- 
- tropolitano—interrogará a los presbíteros y a la plebe si el 
elegido es el mismo que desean por pastor; y aun después de 
haber manifestado su consentimiento, interrogará nuevamente 
si están de acuerdo todos los testimonios en que es digno de 
tan grande e ilustre prelatura (1).» El gran Tertuliano, escri- 
tor del siglo 11, habló así antes de caer en la herejía de los mon- 
tanistas: «Presidan algunos probados ancianos que hayan al- 
canzado este honor, no por precio, sino por testimonio (2).» 
pan Cipriano, citado por Lutero, se expresa así: «Tiene muy 
principalmente el mismo pueblo potestad ya para elegir dignos 
sacerdotes ya para recusar a los indignos; todo lo cual vemos 
que trae su origen de la divina autoridad de tal manera que el 
sacerdote ha de ser elegido presente el pueblo, a la vista de 
todos, comprobándose su idoneidad por el juicio y testimonio 
públicos... En presencia de toda la Sinagoga, aduce el ejem- 
plo de Eleázaro, hijo de Aarón, manda Dios que sea consti- 
- tuído el sacerdote, esto es, enseña y manifiesta la inconvenien- 
cia de verificar las ordenaciones sacerdotales sin la conciencia 
del pueblo asistente, pues presente el pueblo, o se descubren los 
crímenes de los malos o se publican los méritos de los buenos, 
siendo justa y legítima la ordenación terminada por el sufragio 
y juicio de todos (3).» Dispone el Papa San Celestino «no dar 
obispos a los que no los quieren; exíjase antes el consentimiento 
y el deseo del clero, del pueblo y del orden (4)». San León el 
Grande en la determinación del modo legítimo de nombrar obis- 
pos, habla de este modo: «Téngase la suscripción de los cléri- 
gos, el testimonio de honrados varones, el asentimiento del or- 
den y del pueblo. No sea ordenado ningún obispo para los que 
no le quieren o no le piden, no sea que a la ciudad a la cual 
no se permutió tener el obispo que quiso, desprecie u odie al que 
no deseó y se haga menos religiosa de lo conveniente (5).» «No 
ordene el obispo, dispone el IV Concilio de Cartago en su ca- 
non XXII, a los clérigos sin el consejo de sus clérigos y sin 
antes indagar el consentimiento y testimonio de los ciudada- 


nos (6).» 


XA AÓX 


(1) Const. Apostol., lib. VIII, cap. IV. 

(2) TERTULIANUS. Apolog. 

(3) Sawcrus CYPRIANUS. Epist. 68. 

(4) Decret. Gratian., pars 1.*, can. 13, distinct. 61. 

(5) Sancrus Lko. Epist. ad episcop. prov. Vienn. in Gallia. 
(6) Conc. Cartag. IV, can. XXII. 
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1172. Todos estos testimonios y otros más en demostración 
de la existencia de la intervención del pueblo en las elecciones, 
únicamente nos demuestran el establecimiento por propia vo- 
luntad de la Iglesia, de esta disciplina en los primeros siglos de 
su existencia. El único testimonio en favor de la intervención 
del pueblo en el nombramiento de los obispos y clérigos por de- 
recho divino, es el de San Cipriano. 

1173. Bien pudiéramos exigir de los que apoyados en las 
palabras de San Cipriano pretenden inferir esta consecuencia, 
el asentamiento preciso y sencillo de las premisas con ella traba- 
das; sabedores empero, de antemano, de su impotencia, vamos 
nosotros a demostrar lo contrario de lo afirmado, esto es, no 
constituir las palabras de San Cipriano autoridad infalible en 
esta materia y no ser admisible la interpretación aplicada a ellas. 
Los invocantes de la autoridad de San Cipriano con un conoci- 
miento somero de unas instituciones de Patrología, hubieran vis- 
to con toda claridad no constituir la autoridad de uno o de algu- 
nos Santos Padres argumento firme aun tratándose de materias 
relacionadas con la Sagrada Escritura y doctrina de fe y ser insu- 
ficiente en la testificación de ser tal modo de proceder de la Ígle- 
sia, de derecho divino, sobre todo en el caso actual en que reco- 
nociendo esta divina sociedad la inmutabilidad de tal derecho, 
ha prescindido de la intervención del pueblo en las elecciones 
—núm. 767—. En esta y otras muchas cuestiones no hablan los 
Santos Padres con tal exactitud que sus palabras no den lugar 
a controversia; la fijación del valor de los términos en su ver- 
dadero rigor viene después de nacida la disputa en previsión de 
dudas y ambigiedades en las palabras como sucede hoy en las 
ciencias, pues disputándose de todo, se procura determinar bien 
el sentido o alcance de los términos. Esto nos explica por qué 
los antiguos daban a la palabra elección el valor o significado 
de postulación, voto, deseo, a mostrar los cuales a lo sumo con- 
curría el pueblo, como dice De Angelis (1). 

1174. El texto de San Cipriano bien examinado no concede . 
al pueblo el derecho de elegir sino el de consentir y si bien di- 
ce: «Tiene principalmente el pueblo potestad para elegir» en las 
palabras siguientes explica el alcance y naturaleza de esta elec- 
ción: el sacerdote será elegido en presncia de todos para que 
cada uno pueda dar fe o testimonio de sus méritos o deméritos 
y cuente el elegido con el consentimiento unánime (2). Que 
el consentimiento de la plebe en la elección no es necesario de 
derecho divino, pues de ser tal, no sería posible prescindir de 


(1) Dx Ancrkis. Praelectiones iuris canonici, tom. I, pág. 123. 
(2) Cavacnis. Inst. iur. pub. eccles., pars generalis, pág. 486, 
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él, nos lo dice el mismo San Cipriano; razón por la cual nos 
creemos obligados a no interpretar sus palabras en sentido li- 
teral so pena de verle en contradicción consigo mismo. Dice 
así: «En la ordenación de los clérigos, hermanos carísimos, so- 
lemos consultaros previamente y examinar las costumbres y 
méritos de cada cual por el común parecer... Empero no han 
de esperarse los humanos testimonios cuando preceden los di- 
vinos sufragios (1).» Atribuye San Cipriano en las palabras 
traducidas la intervención del pueblo en las elecciones a una 
costumbre de su tiempo por él observada con toda fidelidad, 
pero innecesaria si se puede prescindir de ella en algunos casos 
como de ella prescindió el mismo San Cipriano al conferir el 
orden del lectorado a Aurelio cuya virtud era de todos conocida. 
1175. Hay sin embargo, una razón explicativa de la defen- 
sa por San Cipriano con tan repetidos testimonios, de la inter- 
vención del pueblo en las elecciones. Elegido poco después de 
su conversión al catolicismo para el sacerdocio y nombrado a 
la muerte del obispo Donato por el clero y por el pueblo su su- 
cesor en la silla de Cartago, quiso arrancar todo pretexto de en- 
vidia y división procediendo en todos sus nombramientos con el 
- consentimiento del pueblo y consejo del clero. El mismo San Ci- 
priano habla de la costumbre del pueblo en las elecciones y no 
duda en decir: «Lo cual se observa entre nosotros y en casi to- 
das las provincias (2).» Las palabras de San Cipriano atribu- 
yendo el origen de las elecciones a la divina autoridad, se han 
de entender en el más amplio de los sentidos, porque toma la 
autoridad por el ejemplo en su propósito de apoyar su opinión 
en la consagración de Eleázaro de que nos habla el Antiguo Tes- 
tamento y en la elección de San Matías y de los siete diáconos 
de que se hace mención en el Nuevo Testamento; ninguno de 
esos hechos nos demuestra, empero, el origen divino alegado por 
San Cipriano; no el primero, pues apenas si tuvo el pueblo al- 
guna intervención en esa elección; Eleázaro fué revestido con 
las vestiduras de su padre solamente por Moisés, llorando la 
muchedumbre la muerte de Aarón por espacio de treinta días 
en todas sus familias, después de haber tenido noticia de ella (3) ; 
no los segundos, por las razones anteriormente expuestas. 
1176. San Cipriano coetáneo de Orígenes utiliza su mismo 
ejemplo cuando hablando de las elecciones, dice: «A pesar de 
lo preceptuado por el Señor sobre la constitución del pontífice 
y de haberlo él mismo elegido, es convocada la Sinagoga. Re- 


(1) SANCIUS CYPRIANUS. Epist. II, lib. 11. 
(2) Inem. Epist. 68 ad cler. et pop. hisp. 
(3) Num. XX, 28, 29, 30. 
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quiérese, pues, en la ordenación del sacerdote la presencia del 
pueblo para que todos sepan y estén ciertos de la elección al 
sacerdocio del mejor de todo el pueblo, el más docto y el más 
eminente en todas las virtudes; y esto se hace en presencia de 
todo el pueblo a fin de que ninguno se retracte ni le quede al- 
gún escrúpulo; esto es lo que hizo el Apóstol en la ordenación 
de sacerdotes: «También es necesario que tenga buena repu- 
tación entre los extraños (1).» San Cipriano como Orígenes, 
indica ser fin perseguido por la presencia del pueblo en las elec- 
ciones, el conocimiento de la idoneidad y demás buenas calida- 
des del que ha de ser elegido (2); pero esto se puede llegar a 
conocer por medios más fáciles y sencillos como los actualmen- 
te puestos en práctica por la Iglesia. 
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1177, Doctrina de la Iglesia sobre el testimonio del pueblo.—1178. 
Los obispos son los verdaderos electores.—1179, Intervención de 
los metropolitanos.—1180. Falta de base en la opinión de Teodore- 
to.—1181. Origen de los metropolitanos.—1182. La división territo- 
rial de la Iglesia prueba su origen apostólico.—1183. Origen de la 
división eclesiástica en diócesis y provincias.—1184. Conclusión de 
la doctrina expuesta.—1185. Concilios que rechazaron la intervención 
del pueblo y de los príncipes.—1186. Exarcas y patriarcas en la elec- 
ción.—1187. Exarcas: su derecho en la elección.—1188. Patriarcas: 
su origen.—1189. Sus derechos: orden jerárquico.—1190. Disciplina 
en el Africa.—1191. Vicarios apostólicos.—1192, Disciplina de la Igle- 
sia según San Basilio.—1193. Costumbres en Oriente y Occidente. 
—1194. Disposición del Concilio de Antioquía.—1195. Conclusiones. 
—1196. Por qué no fué peligrosa la intervención del pueblo.—1197. 
Error de Rosmini: su impugnación.—1198. No puede excusarse este 
error. 


1177. Jamás reconoció la Iglesia la necesidad de seguir el 
testimonio del pueblo en las elecciones y nos persuadiremos de 
esta verdad con un pequeño examen de la doctrina de los Santos 
Padres, Pontífices y Concilios de la Iglesia. San Jerónimo re- 
prueba enérgicamente las elecciones verificadas por el clamor 
popular (3) y han prevalecido como sentencia de la Iglesia las 
palabras del papa San Esteban: «El pueblo ha de ser informa- 


(1) Decret. Gratiam, pars 2.*, caus. VIII, quaest. 1, c. XV. 
(2) Sancrus CypPrIANUS. Ebpist. 68. 
(3) Decret. Gratian, pars 2.*, can, XV, caus. 8, quaest. 1. 
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do, no seguido (1)», palabras repetidas por San Celestino a 
los obispos de Pulla y Calabria (2). Manifiesta San León el 
Grande su deseo de ser atendido el testimonio de los extraños 
(3) en las elecciones, pero añade en su carta a los obispos de 
Africa «que no acaba de salir de su profunda sorpresa al sa- 
ber que se ha conferido la dignidad pastoral y el gobierno de 
la Iglesia por petición y tumulto popular a personas indignas 
del sacerdocio (4)». Esta doctrina nos enseña el derecho de los 
obispos de conferir los sagrados órdenes a otras personas fue- 
ra de las deseadas por el pueblo. 

Dispone el Concilio 111 de Cartago la no ordenación de nin- 
gún clérigo sin haber sido precedentemente aprobado, bien me- 
diante examen, bien por el testimonio del pueblo (5). Hasta 
en Africa, donde arraigadísima estaba la costumbre de interro- 
gar al pueblo en las elecciones, podía prescindirse de ella en la 
ordenación de los clérigos. El Concilio de Sárdica decreta a 
propuesta del obispo Osio la no confirmación por el superior 
eclesiástico, del elegido por el clamor popular y castiga con 
la privación de la comunión laica hasta el fin de la vida 
si no se arrepintiese de lo hecho, al que por medio de car- 
tas del pueblo, de muy fácil seducción, exigiera ser ordena- 
do (6). 

1178. Estaba reservada a los obispos la mayor participación 
en las elecciones o más propiamente, eran los electores del can- 
didato pedido o nombrado por el pueblo, o sus opositores en el 
caso de ser indigno o inepto. La intervención del pueblo en las 
elecciones fué de poca importancia en la Iglesia; y los cánones 
del Concilio de Nicea y de otros concilios la pasan por alto». 
Los obispos, dice el capítulo IV del Concilio Niceno, han de 
ser ordenados por todos los obispos de la misma provincia. Si 
esto empero, fuera difícil o por urgentes necesidades o por la 
distancia del lugar o por lo penoso del camino, se reunirán tres 
obispos los cuales con el consentimiento de los ausentes obte- 
nido por cartas, procederán a la ordenación. La confirmación 
de lo hecho en cada una de las provincias es atribución del obis- 
ho metropolitano (7). 

1179. Ejercía el metropolitano el derecho de confirmar al 


(1) Decret. Gratian, pars 1.*, can. XII, dist. 63. 
(2) Ibídem, pars 1.?, can. II, dist. 62. : 
(3) Sawcrus Lío MacNus. Epist. X (alias) 89, ad episcop. provinc. 


(4) Decret. Gratian, pars 1.*, can. V, dist, 61. 

(5) Conc. Carthag. III, can. XVIII. 

(6) Decret., tit. VI, De elect. et elect. potest., cap. II. 
(7) Decret. Gratian, pars 1.*, dist. 64, can. l. 
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elegido, de aprobar el acto electoral y de examinar las calidades 
del electo para el episcopado y después de todo esto se pro- 
cedía a la consagración. Era entonces la consagración requisito 
indispensable para entrar el obispo en posesión de la jurisdic- 
ción aneja a su elevada dignidad. Obsérvense, dice el capítulo 
VI del Concilio de Nicea: «las antiguas costumbres. En Egip- 
to, Libia, Pentápolis tiene el obispo de Alejandría autoridad 
sobre los obispos. Respétense en Antioquía y otras provincias 
a las iglesias sus privilegios, dignidades y autoridades (1)». 
Esto mismo se dispuso en favor de la iglesia de Jerusalén (2). 
Esta disposición conciliar subordina los obispos y metropoli- 
tanos de Egipto, Tebaida, Libia y Pentápolis al patriarca de 
Alejandría; los de las dos Fenicias y Arabia, al de Antioquía; 
los de las tres Palestinas, al de Jerusalén y los de Occidente, 
al obispo de Roma. Concluye así el anterior capítulo del Con- 
cilio de Nicea: «Si fuera alguno constituido obispo sin la ob- 
tención del parecer del metropolitano, declara el santo Sínodo 
no ser conveniente ser éste, tal obispo. Pero si por decreto ra- 
cional y unánime y de acuerdo con la ley eclesiástica fuese 
nombrado obispo, aunque se opongan dos o tres obispos por 
animosidad, debe triunfar el parecer de los más (3)». El de- 
recho de confirmar al electo en su nueva dignidad, concedido 
al metropolitano por la antigua disciplina, no era como se ve 
por las palabras de este Concilio, absoluto; estaba restringido 
por los sagrados cánones. 

1180. Nos da a conocer el escritor eclesiástico Teodoreto 
la disposición acordada en la carta sinódica del primer Conci- 
lio de Nicea por la cual a más de la calidad de dignos, se exige 
como necesaria la elección del pueblo. Así lo infiere este es- 
critor del significado de las palabras griegas yo. óÓ 10.05 OL0OLTO, 
sin haber parado mientes en ser posible sin torcer ni violentar su 
sentido, darles la siguiente traducción: y el pueblo hubiere de- 
seado; con esta versión queda subsistente, y con el mismo vi- 
gor y extensión, el derecho otorgado en esta materia a los 
obispos y al metropolitano. Esta condición de la cual nada di- 
cen los sagrados cánones, fué sencillamente una disposición 
muy digna de ser tenida en cuenta por los obispos de aquella 
época. 

1181. No hay acuerdo de pareceres entre los canonistas 
acerca del origen de los metropolitanos; unos ven y defienden 
en esta institución su carácter apostólico; otros lo niegan. La 


—— 


(1) Decret. Gratian, pars. 1.* dist. 66, can. VI. 
(2) Ibídem, pars 1.*, dist. 66, can. VIT. 
(3) Ibídem, pars 1.*, dist. 65, can. 1. 
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existencia de metropolitanos antes de la celebración del Con- 
cilio Niceno, es un hecho indiscutible; de ellos como de auto- 
ridades constituidas en el ejercicio de sus funciones propias 
se habla en los cánones VI y VII de dicho Concilio y en el de 
Ilíberis celebrado el año 300 (1) en el cual se hace mención 
de la primera cátedra—la del metropolitano—(2); y es opinión 
probabilísima su origen apostólico. A Tito confiaron los Após- 
toles la dirección de todas las iglesias de la Isla de Creta y a 
Timoteo, todas las del Asia. Afirma Eusebio haber tenido la 
misma extensión el gobierno eclesiástico de los sucesores de 
Tito y Timoteo (3), haber presidido Polícrates de Efeso a 
todos los obispos de Asia; Filipo, todas las iglesias de la Isla 
de Creta; Ireneo, las de la Galias y Teófilo de Cesarea y Nar- 
ciso de Jerusalén, las de la Palestina (4). Creemos con Devo- 
ti (5) y Golmayo (6) haber sido el desarrollo de la autoridad 
de los metropolitanos, obra del tiempo y haberse limitado el de- 
recho primitivo a reconocer y aceptar una institución arraiga- 
da en las costumbres. 

1182. Corrobora nuestro parecer la división territorial de 
la Iglesia en provincias eclesiásticas; y a pesar de ignorar el 


- origen de esta institución, bien podemos afirmar con las Cons- 


tituciones de los Apóstoles, ser apostólica con la base de las si- 
guientes consideraciones: a) porque parece casi imposible no 
haber determinado los Apóstoles a lo menos en general, el modo 
de proveer las sillas vacantes y no haber sido convocados o 
llamados en estos casos los obispos vecinos al lugar donde ocu- 
rriera la vacante, conocidos con el nombre de comprovinciales 
por la costumbre y entre los cuales ocupa el lugar de preemi- 
nencia el metropolitano: b) porque ya en las epistolas de los 
Apóstoles se habla de las provincias del Imperio, tales como 
Ponto, Galacia, Capadocia, Bitinia, Siria, Macedonia, Acaya, 
etc.; y como no es de creer en la existencia de un solo obispo 
en cada uno de estos vastos territorios, con fundamento se pue- 
de suponer presidir a los demás el obispo de la Capital y ha- 
ber sido para toda la provincia de Acaya y de Macedonia, por 
ejemplo, las cartas dirigidas por San Pablo a Corinto y Tesa- 
_lónica. Si se niega haber habido en esta forma varios obispos 
en cada provincia, los habría indudablemente más adelante, an- 
tes de la muerte de los Apóstoles y en este caso tendríamos ya 


(1) Apud Labb. Conc., tom. TI, col. 35, 

-(2) Ibem. Ibídem, tom. I, col, 999, 

(3) Eusebio. Hist. Eccles., lib. V, cap. IV, pág. 168. 

(4) Ioem. /bídem, lib. IV, cap. XXIII; lib. V, cap. XXIIT. 

(5) Devor1. Inst. can., tom. 1, pág. 129, not. 2.*, edit. nova. Hisp. 1885. 
(6) Gormayo, Obra citada, tom. I, pág. 237, edit. IV. 
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los fundamentos de la fundación de los metropolitanos (1). Las 
Constituciones de los Apóstoles de las cuales hablamos más 
arriba, dicen así en su canon XXXIII: «Los obispos de cada 
provincia deben conocer al primero entre ellos, considerarle 
como cabeza y no hacer nada de gran interés sin antes consul- 
tar su opinión.» 

1183. La división eclesiástica en provincias y diócesis trae 
su origen de la división territorial del Imperio, adoptada en 
parte por la Iglesia, pero sin creerse obligada a seguir en su 
desarrollo la división territorial civil. Así lo declaró expresa- 
mente el papa San Inocencio 1 en su contestación a la consul- 
ta acerca de esta materia, del patriarca de Antioquía (2). La 
razón determinativa de la residencia de los metropolitanos en 
la residencia misma de los procónsules, está indicada en el 
Concilio de Antioquía cuando dice: «Conviene saber a los obis- 
pos residentes en la misma provincia, tener el obispo puesto al 
frente de la metrópoli, el cuidado de toda la provincia, pues a 
la metrópoli concurren de todas partes cuantos se hallan emba- 
razados con negocios (3).» Lo mismo sobre la ordenación de 
los obispos se halla taxativamente dispuesto en el Concilio de 
Laodicea, admitido por todos los orientales. «Sean promovidos 
a la dignidad eclesiástica de obispos los que a juicio de los 
metropolitanos y obispos circunvecinos, acreedores a esta dig- 
nidad, es decir, los que durante mucho tiempo fueron y son de 
fe y costumbres probadas (4).» 

1184. La intervención del pueblo en las elecciones—está ya 
probado—no fué en los primeros tiempos del cristianismo ne- 
cesaria; los concilios para nada tuvieron en cuenta esta in- 
tervención; es más; muchas veces la rechazaron en absoluto. 
Lo demostraremos. | 

1185. El Concilio de Laodicea ya mencionado, dispone en 
uno de sus cánones: «No se permita a las turbas verificar la 
elección de los que han de ser promovidos al sacerdocio (5).» 
El Concilio Romano celebrado en el pontificado del papa Mar- 
tín, resuelve: «No es lícito al pueblo verificar la elección de los 
que han de ser promovidos al sacerdocio, sino a los obispos a 
los cuales corresponde probar si los que han de ser elegidos, 
instruídos están en la predicación, en la fe, en la vida espiri- 
tual (6).» No sólo se rechaza la intervención del pueblo en las 


(1) Gormayo. Obra y lugar citados. 

(2) Sancrus InnoceNtius 1. Epist. 24. ad Patriarch. Antioch. 
(3) Conc. Antioch., can. XI. 

(4) Decret. Gratian, pars 1%, dist, 25, can. VI. 
(5) Ibídem, pars 1.*, dist, 63, can. VI. 

(6) Ibídem. 
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elecciones, sino también la de los príncipes, potestades y en 
general, de todos los legos (1). 

1186. Dispone el Concilio Niceno «no deber hacerse la orde- 
nación por el metropolitano de la provincia allí donde haya pa- 
triarca o exarca (2)». 

1187. Eran exarcas en la jerarquía eclesiástica los obispos 
residentes en las provincias del Imperio Romano con una ju- 
risdicción espiritual semejante a la de las prefecturas políticas 
y cuyo nombre obtuvieron por analogía con el de prefectos. 
Durante algún tiempo constituyeron en la jerarquía eclesiás- 
tica un grado intermedio entre patriarca y metropolitano. Ta- 
les fueron los obispos de Efeso cuyo exarcado comprendía las 
diócesis de Asia Menor; los obispos de Heraclea cuyo exat- 
cado se extendía a Tracia y los de Cesárea cuyo exarcado for- 
mado estaba por el Ponto. Superiores los exarcas a los metro- 
politanos de su provincia eclesiástica a los cuales consagraban, 
constituían una instancia judicial suprema y en los concilios 
tenían su asiento después de los patriarcas (3). La preeminencia 
de estas tres sillas exarcales trae su origen según el historiador 
Eusebio, del tiempo de los Apóstoles; pero el Concilio de Cal- 
cedonia transfirió en el siglo v esta jurisdicción al patriarca de 
Constantinopla; los obispos de Efeso, Heraclea y Cesárea con- 
servaron el título honorífico de exarcas (4). 

1188. Patriarca en expresión de San Isidro (5), es lo mis- 
mo que principe de los padres y en la jerarquía eclesiástica es 
el obispo con autoridad sobre un extenso territorio formado por 
varias provincias eclesiásticas. Tres son las opiniones acerca 
del origen del patriarcado. Para la primera los patriarcados de 
Roma, Alejandría y Antioquía son de institución apostólica; y 
los Santos Padres siempre miraron con gran respeto y venera- 
ción estas tres iglesias por estar situadas en las tres grandes ca- 
pitales del mundo: Roma, en Europa; Alejandría, en Africa 
y Antioquía en Asia y por haber sido fundadas las de Antioquía 
y Roma por San Pedro y la de Alejandría por su discípulo 
San Marcos, en virtud de las instrucciones de su Maestro; por 
esto han sido miradas las tres como fundación del príncipe de 
los Apóstoles y como el centro desde donde se propagó el ca- 
tolicismo por todos los pueblos. 

Sostiene la segunda opinión ser muy difícil determinar la 
época del reconocimiento en aquellas iglesias, del derecho pa- 


(1) Decret. Gratian, pars 1.*, dist. 63, can. desde el 1 al 8. 
(2) Conc. Nicoen., can. VI. 

(3) MuLLEr. Diccionario enciclopédico. 

(4) Ibem. /bídem. 

(5) Sawncrus Isiporus. Can. l, dist. 21. 
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triarcal; con certeza se afirma el reconocimiento de esta digni- 
dad antes de la celebración del primer Concilio de Nicea (1). 
La falta de claridad notada en este Concilio, suscitó amplias 
disputas entre los críticos; nada en él se dice de los honores 
y privilegios de que gozaban o debían gozar los obispos de estas 
“sillas. Este silencio dió ocasión a Cavalario para sostener que 
lo dispuesto en el Concilio Niceno no se refiere al derecho pa- 
triarcal, sino al metropolitano de las iglesias aludidas; y de- 
duce de aquí como inmediata consecuencia y defiende como una 
opinión distinta de las dos anteriores ser el patriarcado de Ro- 
ma posterior a la celebración del Concilio 1 de Nicea (2). Pero 
si en las dos primeras opiniones hay fundamento de probabi- 
lidad, no así en esta última, por la cual ha de ser completa- 
mente desechada: a) porque jamás ninguna iglesia gozó de tan- 
tos privilegios como las de Roma, Alejandría y Antioquía: 
b') porque el territorio de estas iglesias comprendía, no una, 
sino varias provincias: c) porque los Romanos Pontífices siem- 
pre entendieron haber reconocido el canon VI del Concilio Ni- 
ceno, el derecho patriarcal de estas sillas y no de ninguna otra 
y haber alegado su autoridad en su negación a la creación del 
patriarcado de Constantinopla. 

1189. Entre los derechos en la antigua disciplina otorgados 
a los patriarcas ocupa un lugar preeminente la consagración de 
los metropolitanos de sus diócesis. Los patriarcas de Roma y 
Alejandría disfrutaban de la prerrogativa especial de consagrar 
a los obispos de su territorio sin contar con los metropolitanos. 
Los Romanos Pontífices como patriarcas de Occidente ejercie- 
ron este derecho y emprendieron varios viajes—así leemos en 
sus vidas—para verificar la ordenación; y solo en el caso de 
impedírselo o la distancia o la persecución de la Iglesia, dele- 
gaban sus facultades. 

El papa San León expone de una manera admirable el fun- 
damento de la jerarquía eclesiástica y la superioridad del Ro- 
mano Pontífice sobre todos los pastores. «Entre los bienaven- 
turados Apóstoles hubo a semejanza de honor cierta distinción 
de potestad, pues siendo igual la elección de todos, a uno de 
ellos se le concedió preeminencia sobre los demás. De esta for- 
ma nació también la distinción entre los obispos y se proveyó 
con suma prudencia que no todos reclamasen para sí la misma 
potestad, sino que hubiera para cada una de las provincias uno 
cuyo parecer fuera el primero entre los pareceres de los de- 


(1) Decret. Gratian, pars 1.*, dist. 66, can. VI, VIL—Conc. Nicoen., 
cani Vil; 


(2) Dominco CAvALARIO. Ínst. imr. can., pars 1.”, cap. X, 8 1, in nota. 
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más obispos y en cada una de las ciudades mayores otro que 
tomando sobre sí mayor solicitud, pusiera en conocimiento de 
la Santa Sede e hiciese llegar hasta ella cuanto interesa al cui- 
dado de la Iglesia universal con el fin de que nada esté jamás 
en desconformidad con su cabeza (1).» 

1190. En el Occidente reuníanse para la elección los obispos 
comprovinciales, pero en Africa presidía todas las iglesias el 
obispo de Cartago. Es posible creer ejercer en los primeros 
siglos la presidencia en las demás provincias el más anciano de 
los obispos o el elegido o designado por la Santa Sede y no el 
metropolitano. 

1191. La institución de vicarios apostólicos vino a variar 
la disciplina eclesiástica en esta materia por haberles concedido 
el Romano Pontífice facultades para confirmar en su nombre 
a los obispos elegidos. Pero en esto hubo verdaderas anoma- 
lías, ya porque algunas veces el obispo próximo a morir desig- 
naba un sucesor aceptado por el clero y por el pueblo y con- 
firmado por el metropolitano y ordenado después de hecha re- 
lación de todo al Papa, ya porque otras veces el metropolitano 
o el Papa enviaban obispos visitadores para rescindir las actas 
del concilio provincial y proveer a la plenitud de su poder. En 
los doce primeros siglos de la Iglesia la confirmación significaba 
tan sólo la aprobación del acta electoral y el reconocimiento 
de las calidades del elegido. 

1192. En la carta de San Basilio al Senado de la ciudad de 
Nicópolis participándole la elección de Eufrasio para obispo de 
ama ciudad, leemos: «Se verifican las dispensaciones eclesiás- 
ticas por los encargados de la prefectura, pero son confirmadas 
por el pueblo. Lo que de los obispos era propio, se ha cumpli- 
do; lo que aún falta, a vosotros toca: que juzguéis digno y re- 
cibáis con buen ánimo al obispo que os ha sido dado y que re- 
chacéis con firmeza los esfuerzos de los contrarios.» El Sena- 
do le respondió: «Vos le juzgasteis digno y nosotros damo: 
nuestro consentimiento (2).» Según estas palabras de San Ba- 
silio, no se observaba en esta región la costumbre de reunirse, 
muerto un obispo, los obispos comprovinciales en la ciudad cuya 
sede había vacado, como en la elección del mismo San Basilio (3), 
sino en la metrópoli. Hay otro testimonio del mismo San Basilio 
en su carta a los neocesarenses en la cual indica con toda claridad 
haberse esperado otras veces antes de proceder a la elección, el 
metropolitano y los obispos, la petición del clero y del pueblo. 


(1) Sancrus Lezo. Epist. 84. 
(2) BiancmiI. Della podesta e della polizia della Chiesa. 
(3) BrerauLr-BercastEL. Historia eclesiástica, tom. l. 
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1193. Las dificultades e inconvenientes gravísimos de re- 
unir a los obispos en un punto dado para proveer en cada va- 
cante, dieron origen en el Oriente a la costumbre de obtener 
para el electo las peticiones del clero y del pueblo y de trasmitir- 
las después al examen del metropolitano para su confirmación 
o revocación; así se colige de las actas del Concilio de Calce- 
donia. En cambio prevaleció en el Occidente la costumbre de 
enviar el metropolitano a la iglesia vacante un obispo visitador 
para encargarse de su gobierno e instruir al pueblo en la doc- 
trina canónica establecida para la elección de obispos (1) a fin 
de evitar toda clase de divisiones. El clero y el pueblo o alaba- 
ban las calidades del elegido o pedían su investidura de la dig- 
nidad episcopal; pero propiamente hablando, la elección per- 
tenecía al metropolitano el cual en unión de los obispos com- 
provinciales, aprobaba o rechazaba la postulación y procedía 
a su consagración si era digno o a una nueva elección, si indig- 
no. Los metropolitanos eran elegidos en sínodo provincial. 

1194. El Concilio de Antioquía nos patentiza no haber sido 
necesaria ni mucho menos, la intervención del pueblo en la elec- 
ción de los obispos, haberse prescindido frecuentemente de ella 
y haber sido rechazada en muchas ocasiones. «51 algún obispo 
ordenado no residiera en la parroquia para que fué elegido— 
por el sínodo provincial o por el metropolitano—no por culpa 
suya, sino porque el pueblo se opone a ello o por otra causa que 
no puede imputársele, continuará siendo partícipe de su honor 
y ministerio.» «S1 algún obispo vacante se dirige a una iglesia 
también vacante y ocupa su silla sin acuerdo completo y per- 
fecto, es necesario deponerle aunque todo el pueblo donde vio- 
lentamente entró, haya resuelto tenerle por su obispo. Es per- 
fecto el acuerdo cuando en él interviene el metropolitano (2).» 

1195. La elección de obispos evidentemente se verificaba 
por los mismos obispos y era confirmada bien por el metropoli- 
tano, bien por el exarca, bien por el patriarca; los obispos in- 
quirían para la elección el voto del clero y del pueblo, no como 
condición impuesta por el derecho divino, no consignado en 
parte aleuna—nos lo dan así a entender con su silencio todos los 
concilios generales que trataron de la materia—sino más bien 
como una disposición eclesiástica revocable según las necesi- 
dades de los tiempos. 

1196. Esta disposición de la Iglesia no le causó en los pri- 
meros siglos perjuicio alguno; razón por la cual no hubo incon- 
veniente en conservarla en esa época. La persecución encarni- 


(1) Decret. Gratian, pars.1.*; dist. 61, can. 16, 19. 
(2) Conc. Antioch., can. 18, 16. 
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zada contra el cristianismo durante un largo periodo de tiempo 
y la saña sangrienta contra los ministros de la Iglesia consti- 
tuían casi con seguridad al electo, en candidato para el marti- 
rio; y esta existencia violenta de la Iglesia y sus ministros no 
era la más a propósito para alimentar ambiciones en el clero y - 
en el pueblo, de profundos y arraigados sentimientos religiosos y - 
fines secundarios e incompatibles con la finalidad de la Iglesia 
en la designación de sus pastores. Había otra garantía no me- 
nos poderosa y eficaz que ponía a la Iglesia al abrigo de todo 
temor en la observancia de esta disciplina: la seguridad en aque- 
lla encarnizada persecución, de la apostasía al ser conducidos al 
martirio, de los obispos no probados como sinceramente católi- 
cos. ¿Qué males podían acarrear después de su apostasía a la 
Iglesia? En los días de persecución se unen, se estrechan, se 
atan con más fuerza los lazos de afecto y amor entre los defen- 
sores y partidarios de las mismas ideas y doctrinas, se infunden 
unos a otros valor y todos conspiran de perfecto acuerdo y del 
mejor modo posible, al bien de los asociados. No podía contri- 
buir más eficazmente en las luchas sangrientas contra la lgle- 
sia a apretar los lazos de unión que el nombramiento de obis- 
pos dignos y santos. 

Los males de las elecciones nacieron después de la paz de la 
Iglesia. Las ambiciones de algunos clérigos sin escrúpulos en 
sus aspiraciones y el fin secundario sino malo, en su designa- 
ción, prestó sobrado fundamento a San Juan Crisóstomo en sus 
amargas quejas contra las elecciones, causa del ascenso a la alta 
dignidad de obispos, de hombres indignos y de la postergación 
de personas por sus méritos y virtudes merecedores de ella (1). 

1197. Entre los católicos estaba reservado en estos últimos 
tiempos al tristemente célebre Rosmini cuyas obras plagadas están 
de errores filosóficos y teológicos, salir a la palestra en defensa 
del derecho divino del clero y del pueblo en la elección de obis- 
pos. La consecuencia espontáneamente nacida de su doctrina, le 
obligó a entrar en explicaciones sobre lo que él entendía por 
derecho divino en esta materia. En efecto: si la intervención 
del clero y del pueblo en las elecciones es de derecho divino, 
sin esta intervención las elecciones son nulas. Rosmini en su 
intento de huir de esta consecuencia y de no caer de lleno en 
la condenación fulminada por el Concilio de Trento—núm. 
901—declara en su carta dirigida al canónigo don José Gatti, 
publicada en el periódico de Casal, titulado Fe y Patria, no ser 
constitutivo el derecho divino a que alude, sino moral. «No se 
trata aquí en términos expresos, dice, de un derecho divino 


(1) Sawcrus loANNES CHRIsosTtOMUS. De sacerdocio, lib, III. 
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constitutivo, sino moral: cosas muy diferentes. El atentado al 
derecho moral no entraña realmente ninguna invalidez y por 
consiguiente los obispos nombrados por el poder civil, confir- 
mados y enviados por el Sumo Pontífice, son legítimos pas- 
_ tores como lo ha definido el Concilio de Trento.» Esta explica- 
ción no desvirtúa la doctrina claramente errónea de Rosmini, 
porque de existir ese derecho, siempre sería verdad la violación 
por la Iglesia en el caso de prescindir del clero y el pueblo en 
el nombramiento de obispos, del derecho divino moral, es de- 
cir, de una ley divina en materia de moral sin quebrantamiento 
de su organización. Con tal explicación podrá quizá quedar a 
salvo la existencia de la Iglesia, no su santidad, por la infracción 
de una disposición a la que hubiera debido conformarse por vo- 
luntad de Jesucristo. La iglesia no santa deja de ser la verda- 
dera obra de Dios—núms. 426 y sigs.—y ridícula e inútil, 
nuestra profesión de fe: Credo unam sanctam Ecclesiam. ¿Qué 
es según Rosmini, ese derecho? O es un verdadero derecho di- 
vino O es una mera congruencia. Si es derecho, o se deriva de 
la ley natural o de la ley divino-positiva. No lo primero, sin 
confesar procedente del pueblo el poder espiritual; esto es 
completamente absurdo; no lo segundo, pues ni la ley divina 
escrita ni la ley eclesiástica otorgan al clero y al pueblo seme- 
jante potestad—está probado—. Luego se trata de una mera 
congruencia sujeta a las modificaciones impuestas por las cir- 
cunstancias y necesidades de los tiempos. 

1198. Pretende Ferré excusar el error de Rosmini con la 
alegación de haber sido su propósito e intención en la adopción 
de la antigua forma de las elecciones populares, libertar a la 
Iglesia de la injusta sujeción a los poderes públicos civiles, 
de sus frecuentes abusos en la facultad de nombrar obispos con- 
cedida por los Romanos Pontífices en épocas calamitosas para 
la Iglesia. Pero en concepto de esos mismos poderes este dere- 
cho es inherente al poder civil y cuenta entre sus atribuciones 
la facultad de regularlo según las máximas de su poder tempo- 
ral y de sus designios políticos (1). Confesamos con Ferré ser 
ridícula y errónea la pretensión acariciada por ciertos gobier- 
nos de convertir en un derecho innato del poder un simple in- 
dulto, una libre concesión de la Santa Sede; estamos también 
de acuerdo en sostener ser lo en otro tiempo beneficioso para 
la Iglesia, es decir, en una completa armonía entre la Iglesia y 
el Estado, hoy sumamente peligroso e insoportable por las ideas 


dominantes y ateas predominantes en los Estados. ¿Es posible 


esperar el nombramiento de dignos obispos, de la elección de 


(1) Ferré. Les Universeaux, vol. YX, pág. 481, 
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- ministros protestantes, ateos, judíos y librepensadores? En esta 
parte asístele mucha razón a Rosmini; mas el remedio propuesto 
para curar el mal, es peor que el mal mismo y prácticamente 
se conseguiría como resultado único, arrancar esta nominación 
de manos de gobiernos malvados para entregarla a merced de 
un pueblo, juguete de liberales y masones. La defensa de Ferré 


estaría plenamente justificada si hubiera propuesto Rosmini co- 


mo remedio la absoluta reivindicación de las elecciones epis- 
copales en favor de la autoridad de la Iglesia, es decir, en el 
“modo de verificarse en Norte América y Bélgica cuando en 
esta última nación se aplica con lealtad la constitución del Es- 
- tado. | 
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1199, Elección en los tres primeros siglos: razón de la intervención 
del pueblo.—1200, Constantino rehuyó intervenir en las elecciones. 
—1201. Destierro de San Eustasio.—1202. Constanzo dueño del Im- 
perio.—1203. Enormes abusos.—1204. Prohibición de los recursos 
al emperador en las elecciones.—1205. Libertad de elección en el go- 
bierno de Juliano el Apóstata.—1206. Jovino levanta el destierro a 
los obispos.—1207. Intervención de Valentiniano 1: su conducta 
posterior.—1208. Valente: sus abusos.—1209. Graciano y Valentinia- 
no.—1210. Teodosio el Grande: su conducta en las elecciones.—1211. 
División del Imperio. 


1199. Queda demostrado: a) haber traído su origen la in- 
tervención del pueblo en las elecciones, de una carta del após- 
tol San Pablo dirigida a Timoteo en la cual está claramente 
determinado el carácter de esa intervención: b) no haber sido 
rigurosamente necesaria, siendo inútil la pretensión de funda- 
mentarla en el derecho divino. Como no fué exactamente el 
mismo el modo de elegir los ministros de la Iglesia en las di- 
_ferentes épocas de la Historia ni tampoco eran nombrados de 
la misma manera los Papas, los obispos y los párrocos, expon- 
'dremos el sistema prevalente en esas épocas. 

En los tres primeros siglos de la Iglesia los obispos verifi- 
caban la elección después de haber requirido el consentimiento 
del clero y de haber expresado el pueblo su deseo. Posterior- 
mente, o sea en el siglo 1v, impuso la Iglesia e inculcó en sus 
fieles hijos como prevención contra la influencia alcanzada por 
los arrianos con los emperadores hasta el punto de arrojar vio- 
lentamente de sus diócesis a los obispos católicos, la necesidad 
de la presencia del pueblo en las elecciones y de la manifesta- 
ción de su consentimiento con el deliberado propósito de unirlo 
más íntimamente a los obispos elegidos y animarlo a su defensa 
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contra las maquinaciones de los arrianos. «Cuando por la influen- 
cia de los arrianos favorecidos por el emperador Constanzo, em- 
pezaron a ser desterrados de sus sillas los obispos católicos y ser 
nombrados para sucederles, los partidarios de esta herejía según 
lamenta San Atanasio—Hist. Arian, ad monachos, 4—la misma 
“necesidad de los tiempos reclamó la presencia del pueblo en 
las elecciones de obispos para que fuera por este medio mayor 
su energía en sostener en su diócesis al obispo en su presencia 
elegido (1).» Si en el Occidente daba la Iglesia gran impor- 
tancia a la intervención del pueblo en las elecciones, iba dismi- 
nuyéndose en el Oriente esta intervención. Para proceder con 
método, estudiaremos la conducta en esta materia, observada 
por los primeros emperadores cristianos. 

1200. Constantino rehuyó siempre inmiscuirse en las elec- 
ciones eclesiásticas. A la muerte de Mesurio fué elegido Cecilia- 
no obispo de Cartago. Algunos presbíteros ambiciosos aspiran- 
tes a esta dignidad entre los cuales Boustro y Celeusio, protes- 
taron contra esta elección y acusaron a Ceciliano, entre otros 
crímenes, de haber sido ordenado por un obispo traditor de los 
vasos sagrados. Aumentó el partido de los facciosos a fuerza de 
calumniar a su legítimo pastor, siguieron este mismo partido 
algunos obispos y reunidos después en conciliábulo en número 
de sesenta y seis, eligieron obispo de Cartago a Mayorino, lec- 
tor de esta iglesia. Firmemente convencido el emperador Cons- 
tantino de la legitimidad de la ordenación de Ceciliano, le es- 
cribe una afectuosa carta y ordena al procónsul su protección y 
defensa; muy lejos empero, de resolver la cuestión discutida, 
quiso que el papa San Melquiades pronunciara sobre ella su fa- 
llo definitivo. | 

1201. Este gran emperador engañado por los arrianos que 
aborrecían de muerte a San Eustaquio patriarca de Antioquía, 
ordenó su destierro a los confines de Tracia—año 329—y allí 
murió este santo Patriarca. Para la elección de sucesor escri- 


bió Constantino al pueblo y a los obispos reunidos en Antioquía. 


1202. A su muerte dividió Constantino sus Estados; y a 
fin de evitar discordias entre sus hijos, adjudicó a su primer 
hijo Constantino las Galias, Bretaña y España; a Constanzo, 
el Egipto y el Asia; a Constante, las provincias del centro del 
Imperio, Italia, Illiria y Africa. Muerto Constantino en guerra 
con su hermano Constante y asesinado éste por los oficiales del 
usurpador Magencio, quedó Constanzo dueño del Imperio. Era 
Constanzo hombre de mediano talento, pero empeñado en ad- 
quirir celebridad en cuestiones religiosas. Seducido por el expe- 
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(1) Pío IX, Quartus supra. de schism. Armen. 6 enero 1873. 
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rimentado político Eusebio de Nicomedia y dominado por uno 
de sus eunucos llamado también Eusebio, se declaró Constanzo 
protector del arrianismo. 

1203. La destitución de Pablo sucesor de San Alejandro 
de Constantinopla, fué uno de los primeros actos de gobierno de 
este funestísimo Emperador. Habíase verificado la elección en 
ausencia de Constanzo más celoso del régimen de la Iglesia que 
de la dirección del Imperio e irritado a su regreso por haberse 
prescindido de él en la elección, nombra contra razón y derecho 
en lugar de Pablo a Eusebio de Nicomedia y pare dar a este 
nombramiento forma legal aparente, ordenó la cel: gación de 
un concilio (1). Los arrianos propusieron a Constanzo—año 
341—la ordenación de un nuevo obispo sucesor en la silla de 
Alejandría, de San Atanasio legítimamente depuesto a su jul- 
cio; y rechazada esta dignidad por Eusebio de Edesa, fué acep- 
tada por Gregorio de Capadocia, el cual después de ordenado, 
se posesionó inmediatamente de aquella silla apoyado por la 
autoridad imperial. Niégase Constanzo a sancionar—año 342— 
la elección de Macedonio, sucesor de Eusebio de Nicomedia, 
verificada por los arrianos por no habérsele dado cuenta de esta 
“ordenación; y a Macedonio como a Pablo vuelto a ocupar la si- 
lla de Constantinopla por aclamación de los católicos, los decla- 
ra sediciosos; y si destierra a Pablo de la ciudad, permite en 
cambio a Macedonio celebrar sus juntas y reuniones en la igle- 
sia de su ordenación. Más tarde—año 349—eligen los arrianos 
con el apoyo del Emperador, patriarca de Alejandría al eunuco 
Leoncio de acuerdo con los sagrados cánones depuesto del sa- 
cerdocio a que había sido promovido después del destierro de 
San Eustaquio. La gran iglesia de Alejandría juntamente con 
todas las iglesias de la floreciente provincia de Egipto y de 
Libia dependientes de aquella iglesia, fueron privadas de sus 
legítimos pastores desterrados al interior de los más espantosos 
desiertos sin respeto alguno a su edad y a sus achaques (2). 
Para las vacantes así producidas fueron nombrados los que ha- 
- bian hecho pública profesión de arrianismo y poseedores de di- 
nero suficiente para comprar a los oficiales imperiales las dig- 
nidades eclesiásticas (3). Basta decir para terminar de una vez, 
haber llevado este Emperador sus intrusiones en las elecciones 
eclesiásticas al extremo de desterrar al papa Liberio y preten- 
der la elección de un sucesor. 

Los males acarreados por la conducta de Constanzo con la 


(1) BerauLr-BErcastTEL. Historia eclesiástica, edic. española, tom. 1, 
pág. 425. 

(2) Inem. /bídem, tom. 1, pág. 464. 

(3) Marc et Faust, pág. 777. 
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Iglesia católica, obligaron a Salvanio escritor del siglo 1v a es- 
tampar en uno de sus libros estas palabras: «¡ Cuán desemejante 
es el pueblo cristiano de hoy del pueblo cristiano de otros tiem- 
pos! ¿Es otra cosa que una sentina de vicios toda reunión de 


cristianos? (1).» San Atanasio, blanco del odio de los arrianos 


y testigo de toda excepción de cuanto en su tiempo pasaba, se 
expresa así: «Quien era caro a los arrianos y compañero de su 
maldad, aun cuando estuviera manchado con otros delitos y mul- 
titud de crímenes demostrados con argumentos y pruebas irre- 
fragables, era estimado y considerado como probo; es más, era 
amigo del Emperador para el cual era la impiedad una reco- 
mendación (2).» 

1204. No podía la Iglesia tolerar los abusos cometidos a la 
sombra del poder imperial por los arrianos, desposeyendo de 
sus sillas a los pastores legítimos, declarando nulas las eleccio- 
nes y ordenando la celebración de otras nuevas; y para evitar- 
los, prohibieron los concilios los recursos al emperador acerca de 
la celebración y nulidad de las elecciones. Estableció el Conci- 
lio de Sárdica que «cuando un obispo depuesto de su diócesis 
declarase su resolución de apelar a Roma, no se procediese a 
nueva ordenación hasta después de la decisión.» Añade el mis- 
mo Concilio en el canon X11: «Quienes en esto molestan al em- 
perador, son indignos del perdón.» Decreta el Concilio 111 de 
Cartago «que si el obispo, sacerdote, etc., hacen caso omiso del 
juicio eclesiástico y quieren ser juzgados por otro juicio, pier- 
dan su puesto.» A mayor abundamiento resuelve el Concilio Mi- 
levitano en su canon X que «serán privados de su honor quie- 
nes pidieran al emperador su conocimiento en los juicios pú- 
blicos.» i 

1205. Al emperador Costanzo sucédele Juliano, conocido en 
la Historia con el nombre de Apóstata. Este Emperador pro- 
clama la libertad de todos los cultos, contemporiza con todas las 
religiones menos con la católica a la cual declara traidora y per- 
tinaz guerra y no se mezcla para nada en la elección de los mi- 
nistros de la Iglesia a la cual deja en la más completa libertad. 

1206. A la muerte de Juliano el Apóstata en Frigia—año 
363—fué proclamado emperador Jovino, católico de fe probada. 
Tan pronto toma en sus manos las riendas del gobierno, publi- 
ca un edicto llamando a los obispos desterrados por Constanzo 
y Juliano; pero pronto sorprendió la muerte a este atleta de la 
fe de Jesucristo; su reinado duró solo unos meses, Para suce- 
derle fué proclamado Valentiniano I, hijo de Graciano conde 


(1) SaLvawnio. Libro IV de los Ocho libros del gobierno de Dios. 
(2) Sancrus ATHANASIUS. Epist. ad Solrt. 
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de Africa y como su antecesor, ferviente católico e ilustre por 
su confesión de fe delante del emperador Juliano en el templo 
de la Fortuna, 

1207. El gobierno de Valentiniano hubiera sido sumamente 
próspero a la Iglesia de no haber asociado al imperio a su her- 
mano Valente seguidor en el gobierno de las provincias orienta- 
les a su gobierno confiadas, de la misma conducta de Constanzo. 
Sin embargo, Valentiniano 1 intervino en asuntos religiosos y 
mandó salir de Milán a San Hilario de Poitiers sostenido y 
apoyado juntamente con San Eusebio de Vercelis por los cató- 
licos contra el partido arriano y comunicóse en cambio con el 
arriano Auxencio y le conservó en la silla de Milán contra las 
protestas de la mayor parte del pueblo. Muerto Auxencio y en 
previsión contra un nuevo triunfo de los arrianos, escribieron 
los obispos conprovinciales al Emperador y le pidieron la de- 
signación por el mismo de la persona del obispo; mas fiel des- 
de entonces a su máxima de no inmiscuirse en asuntos religio- 
sos, contestó: «Es muy superior esta provincia a nuestras dé- 
biles fuerzas; por tanto, llenos de la divina gracia e iluminados 
por su esplendor, es mucho mejor la transigencia en este nego- 
cio, de la elección de obispo.» Fué elegido por unanimidad San 
Ambrosio y se escribió inmediatamente al Emperador a la oca- 
sión en Tréveris para obtener su consentimiento, necesario se- 
gún el parecer de los electores, por estar investido Ambrosio de 
autoridad gubernamental. Lisonjeado Valentiniano de ver ele- 
gir de entre los oficiales establecidos en los pueblos, pastores 
de la Iglesia, dispuso sin más dilación la ordenación de San 
Ambrosio. He aquí el primer hecho cierto testificado por la 
Historia, de haber recurrido los obispos ortodoxos al Empera- 
dor para la elección de un obispo. 

1208. La conducta de Valente fué diametralmente opuesta 
a la de su hermano; prohibe la reunión del Concilio de Tarso 
—año 367/—y arroja de sus puestos a todos los obispos deste- 
rrados por Constanzo y de nuevo en posesión de sus sillas. Va- 
lente bautizado por Eudosio obispo arriano, juró profesar in- 
violablemente su doctrina y perseguir a cuantos a ella fueran 
hostiles. No faltó a tan inicuo juramento. Vacante la silla de 
Constantinopla, los católicos eligieron a San Evagrio para ocu- 
parla; los arrianos, a Demófilo de Berea. Impotente el Empera- 
dor para conseguir de San Evagrio la renuncia de su cargo de 
obispo, le envió al destierro y sostuvo con todo su poder al obis- 
po arriano. 

1209. Suceden a Valentiniano I—año 375—sus hijos Va- 
lentiniano 11 y Graciano el gobierno del cual comprendía las 
Islas Británicas, las Galias y España. El arriano Valente fué 


166 LA IGLESIA Y EL ESTADO. LIB, 111. CAP. TI 


muerto por los godos y con él la herejía arriana en el Imperio, 
llamada a desaparecer mucho tiempo antes, sin los deplorables 
efectos de su seducción entre los bárbaros. Graciano asoció 
al Imperio a Teodosio en Smirna—año 379—y fué aquel ase- 
sinado—año 383—en un banquete por los oficiales del usur- 
pador Máximo el cual después de haberse apoderado de los do- 
minios de aquel, se dirigió con sus tropas contra Valentiniano 11 
a quien venció. Valentiniano y su madre Justina arriana se arro- 
jaron en brazos de Teodosio y solicitaron su protección; Teodo- 
sio los amonesta por su conducta poco cristiana y les dirige es- 
tas hermoses palabras: «No debéis de admiraros del mal estado 
de vuestros negocios ni de los progresos de Máximo, pues vos- 
otros combatís la verdadera religión y él la sostiene.» Teodosio 
derrotó las huestes de Máximo y a la muerte de Valentiniano 
quedó él solo dueño del Imperio. 

1210. Elaño 381 Teodosio el Grande antes de la celebración 
del Concilio 1 de Constantinopla, reprendió enérgicamente al 
patriarca de Alejandría y a algunos obispos de Egipto por ha- 
ber consagrado en secreto obispo de Constantinopla a Máximo 
el Cínico y le arrojó de esta silla. En el Concilio fué examinada 
la elección de Máximo, declarada nula y nulo asimismo cuanto 
se había hecho por él y a su favor. En la cátedra de la ciudad 
imperial fué colocado solemnemente por todo el Concilio San 
Gregorio Nacianceno. Este santo Patriarca presentó después 
de algún tiempo la renuncia de su elevada dignidad, la cual le 
fué admitida. Fué voluntad de Teodosio en esta vacante que los 
obispos le remitiesen los nombres de las personas dignas de la 
silla de Constantinopla para elegir él mismo entre ellas y desig- 
nó a Nectario. Esta elección sorprendió sobre manera a todos; 
y algunos obispos hicieron presente al Emperador la circuns- 
tancia de no estar bautizado el electo; Teodosio persistió en 
su elección y el pueblo aclamó a Nectario que bautizado al 
punto y aún con el hábito blanco de neófito, fué declarado obis- 
po de Constantinopla de acuerdo con todos los Padres del Con- 
cilio sin exceptuar el mismo San Gregorio presente en la elec- 
ción. Después de esto escribió Teodosio al papa San Dámaso, 
solicitando la confirmación de lo hecho (1). 

1211. Aunque a la muerte de Constantino había sido divi- 
dido el Imperio entre sus hijos, si no olvidamos que Constanzo 
asumió por la muerte de sus hermanos la dirección de todo el 
Imperio y que después de haber reinado en el Occidente Valen- 
tiniano 1, Graciano y Valentiniano II y en el Oriente Valente, 


, 


fué Teodosio declarado soberano de todo el Imperio, bien po- 


(1) BrerauLr-BEercastEL. Obra y tomo citados, pág. 601. 
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demos afirmar no haberse consumado de una manera definitiva 
hasta después de su muerte, la división del Imperio en Oriente 
y Occidente. La distinta disciplina observada en una y otra par- 
te de los dos brazos en que se dividió el Imperio, oblíganos para 
mayor claridad y en previsión de serias confusiones, a estudiarla 
por separado. 


SV 
ELECCIONES EN EL ORIENTE 


1212. Preeminencia del emperador sobre el pueblo en las eleccio- 
nes.—1213. Arcadio nombra obispo a San Juan Crisóstomo.—1214. 
Deposición de Nestorio.—1215. Destierro de San Flaviano y elección 
de Anatolio por Teodosio I1.—1216. Deposición de Dióscoro.—1217. 
Importantes consecuencias de los hechos expuestos.—1218. Actitud 
de León de Tracia.—1219. Abusos de Zenón y Anastasio.—1220. 
Justino 1 nombra a Pablo patriarca de Alejandría.—1221. Justinia- 
no Í prohibe la consagración de los obispos de Italia sin su confir- 
mación.—1222. Sórdida avaricia de Justino 11.—1223. Liberio II y 
Mauricio.—1224. Preludio de un cisma.—1225. Conducta de los Pa- 
pas.—1226. Actitud de otros emperadores.—1227. Emperadores ico- 
- noclastas.—1228. Concilio Niceno.—1229. Los emperadores infringen 
las disposiciones de este Concilio.—1230. Esclavitud de la Iglesia. 
—1231. VIII Concilio ecuménico. 


1212. A Teodosio el Grande le sucedieron sus hijos: en el 
Oriente, Arcadio; en el Occidente, Honorio. Era Arcadio hom- 
bre de carácter débil y timido; y si no negamos su piedad, no 
por eso dejaremos de reconocer haber permitido cosas reproba- 
bles, arrastrado por los consejos de su esposa y de sus eunucos. 

1213. Muerto Nectario patriarca de Constantinopla y ante 
los muchos aspirantes dominados por la ambición de ocupar es- 
te elevadísimo cargo, rogó el pueblo al Emperador la desig- 


nación de sucesor; y Arcadio conocedor de los méritos de San 


Juan Crisóstomo por las manifestaciones del eunuco Eutropio, 
le propuso para ocupar esta vacante hasta con el aplauso de los 
“mismos ambiciosos; y elegido por el clero y el pueblo, su elec- 
ción tuvo forma canónica, diga lo que quiera Teófilo. de Ale- 
jandría (1). j 

1214. Sucedió a Arcadio Teodosio II, autor del código de 
su nombre. En su reinado se celebró el tercer concilio ecuméni- 
co en Efeso y en él fué condenado y depuesto Nestorio. Dice 
así la sentencia: «A Nestorio, nuevo Judas, de parte del Conci- 
lio congregado por la gracia de Dios en Efeso de acuerdo con 
las disposiciones de nuestro piadosísimo Emperador, sabed que 


(1) ROHRBACHER. Hist. PERÁR lib. 37. 
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por vuestras impías doctrinas y por vuestra resistencia indó- 
mita a la autoridad de los cánones, os ha depuesto el Santo Con- 
cilio según las leyes de la Iglesia y os ha privado de todo grado 
y dignidad eclesiástica a 28 del presente mes de junio de 437.» 
Noticioso el Emperador de lo resuelto por el santo Concilio y 
creyendo además de su deber la designación del sucesor de 
Nestorio, convocó a los obispos católicos para una nueva elec- 
ción y con el consentimiento del clero y del pueblo fué elegido 
el monje Martiniano presbítero. Tanto el Emperador como los 
obispos y el nuevo Patriarca dieron cuenta al papa San Celes- 
tino de lo resuelto el cual contestó al pedido de aprobación con 
la confirmación de la deposición de Nestorio y la ordenación 
de Martiniano. 

1215. En el reinado de Teodosio 11 y siendo patriarca de 
Constantinopla San Flaviano, Eutiques enseña su herejía. Pa- 
ra su condenación se congregó el Concilio 11 de Efeso conver- 
tido por el apoyo y protección de Dióscoro en un verdadero con- 
ciliábulo. En este conciliábulo protegido por el Emperador se 
desterró a San Flaviano a Hipepa de Lidia por su deseo de 
apelar ante el Papa, no sin antes haber sido cruelmente maltra- 
tado por el obispo Dióscoro y el abad Mársumas a consecuencia 
de lo cual murió a los tres días. Fué elegido sucesor de San 
Flaviano, Anatolio mediante la influencia de Dióscoro y por 
éste consagrado. Escribieron al emperador Teodosio 11 para po- 
ner término a los males irrogados con su conducta a la Iglesia, 
Valentiniano 111, Gala Placidia y Eudoxia emperatrices y úl- 
timamente Santa Pulqueria ya reconciliada con su hermano. 
Teodosio se dirigió entonces al Papa y obtuvo la confirmación 
de Anatolio. 

1216. A la muerte de Teodosio quedó como soberana en 
el Oriente Santa Pulqueria la cual hizo elegir emperador a 
Marciano con quien se desposó. En el reinado de estos Empe- 
radores se celebró el Concilio de Calcedonia y en la tercera de 
sus sesiones fué depuesto Dióscoro de la dignidad episcopal. 
No se procedió inmediatamente a nombrarle sucesor, debido al 
deseo de los Padres del Concilio sabedores de la gran influencia 
alcanzada por los eutiquianos, de conocer previamente la vo- 
luntad del Emperador. 

1217. ¿Qué consecuencia se deduce de los hechos expues- 
tos? Que en los siglos 1v y v los emperadores no arrianos no 
se intrusaron en las elecciones de los ministros de la Iglesia a 
no exigirlo las necesidades de la misma y su expresa o presun- 
ta voluntad confirmada esta última por su ratihabitación. Los 
emperadores sucesores de Marciano fueron en su mayor parte 
herejes y perseguidores del catolicismo y se arrogaron faculta- | 
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des para nombrar y deponer obispos a su capricho como vamos 
a ver. La conducta de los Papas fué en esta época de una pru- 
dencia consumada, pues a pesar de vivir rodeados de herejes, 
paganos y bárbaros después de la invasión, solo se limitaron a 
dar validez a las elecciones cuando las personas eran dignas del 
puesto que se les confiaba. 

1218. Sucedió a Marciano en el Imperio León de Tracia— 
año 457—y de su religiosidad podía esperar confiadamente la 
Iglesia grandes beneficios. Timoteo ordenado obispo por Diós- 
coro, invadió la silla de Alejandría y asesinó a su obispo Pro- 
terio. El Emperador comunicó al Papa los desmanes de los fac- 
ciosos capitaneados por Timoteo y San León le aconseja en su 
contestación la expulsión del monje Timoteo de la silla de Ale- 
jandría. El Emperador le destierra y protege al mismo tiempo la 
elección de otro Timoteo por sobrenombre Solofaciolo o el Blan- 
co. A la muerte de l,eón de Tracia sube al trono su hijo León Il, 
niño de seis años y muerto a los diez meses de su reimado. 

1219. ¡Sucédele Zenón favorecido lo bastante por León 1 de 
Tracia para alcanzar el poder. El famoso autor del Henoticón 
sigue la conducta de Acacio patriarca de Constantinopla, arro- 
Ja de sus sillas a los ortodoxos patriarcas de Alejandría y An- 
tioquía y elige para ocupar estas vacantes a herejes y usurpado- 
res. No se portó mejor en asuntos eclesiásticos Anastasio 1 su- 
cesor de Zenón. Impotente este Emperador en la consecución 
de una condescendencia de Eufemio con sus deseos inútilmente 
solicitada, reune a los obispos a la sazón en Constantinopla, le 
excomulga y depone de su silla y elige por sucesor suyo al pres- 
bítero Macedonio. Muy pronto determinó Anastasio privar de 
ese patriarca a los habitantes de Constantinopla y al efecto rea- 
liza su determinación con su destierro a Plafagomia y coloca 
en la silla de Macedonia al presbítero Timoteo solo recomen- 
dable por su adhesión a la herejía. No paran aquí las usurpacio- 
nes de Anastasio. El año 515 destierra de Antioquía a Flaviano 
y coloca en su lugar al monje Severo, fanático eutiquiano; ha- 
ce lo mismo con Elías de Jerusalén y nombra para reemplazar- 
le a Juan hijo de Marciano. 

1220. Justino 1 sucesor de Anastasio—año 318— era huen 
católico y amante de la antigua fe. Vacante durante tres meses 
la silla de Antioquía por haber sido de ella arrojado el euti- 
quiano Severo, y discordes entre sí los electores, elige el Em- 
perador para patriarca al presbítero Paulo y aunque esta ma- 
nera de elegir estaba terminantemente prohibida por los sagra- 
dos cánones, el papa San Hormisdas sanó esta elección (1). 


(1) Hormispas. BEpist. 76. 
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1221. A Justino sucédele Justiniano I—año 527—que sí so- 
brevivió a sus predecesores por las sabias leyes dadas al mun- 
do, intervino desgraciadamente en asuntos religiosos, principal- 
mente en la cuestión famosa en la Historia, conocida con el 
nombre de los Tres Capítulos y en la elección y deposición de 
obispos hasta el punto de llegar a prohibir en una ley la consa- 
gración de los obispos de Italia mientras mo los confirmara 
el Emperador. Más aún: en la reforma de las contribuciones si- 
moníacas dice poderse continuar dando por el entronizamiento 
de los prelados cuatrocientos sueldos de oro (1). 

1222. A la muerte de Justiniano—año 563—tomó las rien- 
das del gobierno Justino 11, tan avaro como lascivo, el cual en 
la misma protección dispensada a la Iglesia, procuraba satista- 
cer su sórdida avaricia haciendo dinero de todo, hasta de los 
obispados (2). 

1223. A la muerte de Justino 11 fué proclamado emperador 
Tiberio 11, ferviente católico, pero ocupó el trono muy poco 
tiempo. A su muerte es elevado a la suprema autoridad Mauri- 
cio, muy amado del, Papa por su celo en sostener y procurar 
cuanto se relacionaba con el bien de la Iglesia. A su falleci- 
miento sube Focas al trono—año 602—. 

1224. La simple lectura de los hechos anteriores nos pone 
de relieve los continuos ataques en el siglo vi a la libertad ecle- 
siástica en la elección de los pastores. La ley dictada por Justi- 
niano en orden a los obispos de Italia, no pareció suficiente a 
sus sucesores, por lo cual pretendieron extender y ampliar el 
círculo de sus atribuciones hasta defender el derecho de confir- 
mar a los patriarcas, evidente preludio del cisma. 

1225. Los Sumos Pontífices, repetimos, mostráronse tole: 
rantes con la elección recaída en personas dignas y jamás con- 
sintieron en la confirmación y elección de las indignas. Había 
recaído la elección de obispo de Tesalónica en un tal Máximo, 
quien al dar cuenta a San Gregorio el Grande de haber sido 
propuesto para aquel obispado por el clero, por el pueblo y por 
mandato imperial, recibió la siguiente contestación del Pontífi- 
ce: «Conozco demasiado la religiosidad del emperador para 
presumir su intervención sobre este asunto colocado fuera de 
su competencia y acerca del cual yo mismo quiero emitir mi 
juicio (3)»; y concluye con el rechazo de esta elección por la 
indignidad del elegido a la alta dignidad episcopal. Este mismo 
Papa confirma la elección de Juan para obispo de Justinianó- 


(1) BrerauLr-BercastEL. Obra citada, tomo Il, pág. 274, 
(2) Ibem. Ibídem, tomo 1, pág. 322. 
(3) Sawncrus Grecortus. Lib. 111, epist. 25. 
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polis, verificada por los obispos comprovinciales y por la vo- 
luntad del serenísimo príncipe, en atención a considerarle digno 
a su juicio, del episcopado y declara en términos precisos ser 
esta ordenación válida y firme por el asentimiento del Papa (1). 
1226. Heraclio envía al destierro a Focas y en su Ecthesis 
patrocina juntamente con los obispos Sergio, Pirro, Pablo y 
otro Sergio, la herejía de los monotelitas. A Heraclio le sucedió 
su hijo Constantino, fallecido tres meses después de él y reina 
algunos meses su hijo Heraclio o Heracleones con su madras- 
tra Martina. Fué asociado al Imperio Constantino II, hijo dei 
anterior Constantino, apellidado el Nerón cristiano, príncipe 
hereje, avaro, cruel y perseguidor de la Iglesia, A su muerte es 
designado emperador Constantino Pogonato, buen hijo de la Igle- 
sia. No viene a nuestro propósito hablar de los emperadores Jus- 
tiniano II, Leoncio, Absimaro, Filipico, Anastasio y Teodosio 111. 
1227. Al último de estos emperadores le sucedió León III 
Isaurico el año 726. Este Emperador despoja sin forma alguna 
canónica ni legal de proceso, de su patriarcado de Constantino- 
pla a San Germán y envía fuerza armada al palacio de su re- 
 sidencia para arrojarle de él brutalmente; con la misma arbi- 
_ trariedad designa por sucesor suyo a Anastasio, pero previa 
confesión de su fe iconoclasta. Es sucesor suyo Constantino Co- 
prónimo, fiel imitador de la perversa conducta de León III. 
Con un cinismo sin precedentes, sordo a los lamentos de los 
católicos e indiferente ante los escándalos de que se quejaba el 
pueblo, destituye por su propia autoridad a Anastasio, patriarca 
0 de Constantinopla, y con la misma designa para este cargo al 
monje Constantino, obispo de Stilea. El mismo Emperador 
preconiza al patriarca de su hechura desde el púlpito de la igle- 
sia de Blanquernas donde celebró la última sesión el concilio 
por él ordenado y le reviste del hábito sagrado y del palio con 
el aplauso de aquellos indignos obispos tranquilos ante la sub- 
versión de la jerarquía eclesiástica y de los sagrados cáno- 
nes (2). Cansado al poco tiempo Constantino Coprónimo de 
la elevación de su ídolo, le degrada, le somete a una muerte 
espantosa y nombra por sucesor suyo al eunuco Nicetas. Es su- 
cesor de Coprónimo su hijo León, por sobrenombre Cházaro, 
enemigo furioso de la Iglesia al igual de su padre. Quedó a su 
fallecimiento encargada de la dirección del Imperio su esposa 
la emperatriz Irene, por contar sólo nueve años de edad su 
hijo Constantino. 
1228. Después de la muerte de Pablo, patriarca de Cons- 


(1) Sancrus Grrecorrius. Lib. IV, epist. 78. 
(2) BrEerAuLr-BercastELñ. Obra y tomo citados, pág. 614. 
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tantinopla—año 787—reune Irene su consejo y nombra por su- 
cesor a Tarasio, lego, pero pedido con gran interés e insisten- 
cia para obispo por toda la muchedumbre. El papa Adriano IV 
vió con desagrado la forma irregular de esta elección; pero la 
confirmó y ratificó y permitió también la celebración del VII 
concilio ecuménico o sea, el Concilio Niceno 1I en el cual se 
dispuso: «Toda elección de obispos, presbíteros y diáconos ve- 
rificada por los príncipes, sea írrita de acuerdo con el ca- 
non XXIX de los Apóstoles concebido así: «Si algún obispo 
obtiene por mediación de los poderes seculares alguna iglesia, 
sea depuesto y todos los que con él comuniquen, excomulga- 
dos... Conviene, pues, que el que ha de ser promovido al epis- 
copado, sea elegido por los obispos como resolvieron los san- 
tos padres congregados en Nicea (1).» 


1229. Esta disposición fielmente observada en el reinado de 


Irene, fué quebrantada en el reinado de su sucesor Nicéforo, 
el cual después de la muerte del patriarca Tarasio, so capa de 
eran celo por la observancia de los cánones, hizo elegir a un 
lego llamado Nicéforo como él y secretario en el reinado an- 
terior (2). Eustaracio, hijo de Nicéforo, reina solo dos meses 
y es sucesor suyo su cuñado Miguel Curopalate, destronado por 
León Armenio. Este Emperador impío a la par de los empe- 
radores iconoclastas sus predecesores, arrojó violentamente de 
su silla al santo patriarca Nicéforo, le encerró en un monaste- 
rio y designó para sustituirle al escudero Teodoto. Miguel el 
Tartamudo infringe la doctrina de los cánones de la Iglesia, 
no restituye su silla a Nicéforo después de la muerte de Teo- 
dato y nombra patriarca al famoso iconoclasta Antonio de $i- 
lea. A Miguel el Tartamudo le sucede Teófilo, iconoclasta, y 
a éste, Miguel 111, el cual da el título de César a Bardas, tío 
suyo y hermano de la emperatriz. Este emperador, déspota como 
todos los otros emperadores iconoclastas, depone a Ignacio de la 
dignidad de patriarca de Constantinopla y nombra para esta 
silla a Focio, impío, corrompido e impostor, ordenado y con- 
sagrado en seis días por Gregorio de Siracusa, 

1230. Los hechos relatados del siglo vir son prueba acabada 
de haber casi desaparecido la libertad eclestástica en las elec- 
ciones y de no haberse observado en el siglo vin ni siquiera las 
apariencias de legalidad en ellas, por los emperadores iconoclas- 
tas, dueños en su pensar y obrar, de todo, incluso las cosas 
religiosas y poseedores de facultades en el nombramiento y de- 
posición de obispos a su gusto y antojo. 


(1) Conc. Nicoen. II, can. ILL. 
(2) Beraunr-BErcASsTEL. Obra y tomo citados, pág. 688. 
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1231. El VIII concilio ecuménico pone fin a la herejía ico- 
noclasta y excluye a los legos de toda intervención en las elec- 
ciones eclesiásticas. Establece este Concilio en una de sus dispo- 
siciones: «Define el Concilio Ecuménico, establece y promulga 
que ninguno de los príncipes legos O Doderosds se entrometa 
en la elección o promoción de patriarca, metropolitano y rbis- 
po para que no surja de su intervención una confusión o con- 
tienda desordenada e inconveniente. En tales asuntos es de 
suma conveniencia que ninguno de los príncipes desempeñe au- 
toridad alguna; más bien deben esperar y callar hasta que ter- 
mine el colegio de la Iglesia con toda regularidad la futura elec- 
ción de obispos (1).» Agrega el mismo Concilio: «Se prohibe 
formalmente so pena de deposición, ordenar obispos porque así 
lo dispone el príncipe, y a los seglares poderosos, intervenir en 
la elección si la Iglesia no los invita y oponerse a: la elección 
so pena de anatema (2).» Las disposiciones de este Concilio 
condenatorias de la intrusión del elemento popular en las elec- 
ciones, no fueron observadas con toda regularidad en el Occi- 
dente hasta principios del siglo x11; lo demostraremos, 


$ VI 
ELECCIONES EN OCCIDENTE 


1232. Invasión de los bárbaros: amarguras de la Iglesia.—1233. 
_Genserico prohibe la ordenación de obispos.—1234. Hunerico persi- 
gue y destierra a los obispos.—1235. Persecución de Gutemundo.— 
1236. Fin de la persecución vándala.—1237. Elección de obispos 
arfianos.—1238. Conversión de los francos: sus abusos.—1239. De- 
fensores de la Iglesia.—1240. Presentación: sus abusos.—1241. Si- 


monía en las elecciones.—1242. Disposiciones de la Iglesia contra 


los abusos.—1243. Disciplina de España.—1244. Libertad electoral 
de “Italia.—1245. Primera época: los obispos comprovinciales ele- 
eglan metropolitanos y obispos con el testimonio y consentimiento del 
“pueblo.—1246. Segunda época: Sigue la intervención del pueblo.— 
1247. Tercera época: la elección reservada a los canónigos.—1248. 
Cuarta época: reservas pontificias.—1249, Quinta época: Variedad de 
la disciplina. 


-1232. Débiles las riendas del gobierno en manos de Hono- 
rio después de la muerte de Teodosio el Grande, bien pronto 
experimenta el Imperio trascendentales cambios y se desmem- 
bra hasta llegar a su ruina total. Contenidos hasta entonces los 
bárbaros por el temor al poderío romano, salvan las fronteras 
con ánimo de no retroceder y llevan la desolación y el exter- 


(1) Conc. Constant. IV, act. X, reg. 22, 
(2) Ibídem, can. XII, 
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minio a las más florecientes provincias y hasta el corazón del 
mismo Imperio. Los alemanes, pueblo particular de la Germa- 
nia, eternizaron en todas estas comarcas su nombre y su poder; 
los anglo-sajones subyugaron a Inglaterra; los francos y los 
borgoñones inundaron las Galias; los godos occidentales, los 
suevos y los vándalos después de talar las Galias, invadieron a 
España; los silingios se establecen en la Bética; los alanos, en 
la Cartaginense y Lusitamia, y los suevos, en Galicia; los héru- 
los y los ostrogodos penetran en Italia como también los lom- 
bardos; Genserico al frente de ochenta mil bárbaros se apo- 
dera del Africa y entra en Roma. La Iglesia fué sometida a 
grandes y terribles pruebas; fueron para ella inmensos los tras- 
tornos producidos por la conquista de los bárbaros; los romanos 
viciados y corrompidos aún respetaban las leyes; para los bár- 
baros sólo era ley, el imperio de la fuerza. 

1233. La muerte de Deogracias, obispo de Cartago, de ca- 
ridad inagotable para los cristianos, fué para Genserico el pre- 
texto de prohibir la ordenación de obispos en toda la pro- 
vincia proconsular y en la Tingitania donde aún vivían sesenta 
y cuatro, todos muy ancianos. 

1234. Hunerico mandó de una sola vez al destierro a los 
ministros eclesiásticos de todas las órdenes con los fieles de su. 
compañía o de su familia en número de cuatro mil novecientas 
setenta y seis personas, al: obispo Donato, a Presidio de Sufe- 
tela, atormentó a otros muchos de distintas maneras y a los 
obispos que por disposición de este tirano habían acudido a 
Cartago desde el continente de Africa y de las islas sometidas 
al poder de los vándalos para conferenciar con los obispos arria- 
nos, los despojó de cuanto poseían, los dejó vagar por la ciu- 
dad sin casa, sin hogar y sin abrigo, causando de tan bárbara 
manera la muerte de ochenta y ocho, desterrando a los demás 
a la Isla de Córcega y sometiéndolos allí a la dura pena de tra- 
bajos forzados. Este déspota mandó cerrar todos los templos 
católicos. 

1235. Gutamundo trató a los católicos con suavidad, pero 
su hermano y sucesor Trasamundo renovó la persecución con- 
tra los católicos. Consistía la táctica de su guerra contra la 
Iglesia, en ir aniquilando poco a poco el episcopado; y si los 
dejaba morir sin inquietarlos ni perseguirlos—a los obispos ca- 
tólicos—impedía con mucho cuidado el nombramiento de suce- 
sores. Condescendióse durante algunos años con sus deseos; 
pero ante el convencimiento del pueblo católico de la ejecución 3 
metódica y perseverante de este sistema de guerra y de los 
inmensos daños soportados por las iglesias, los obispos sobre- 
vivientes consagraron otros nuevos. Tan pronto fué conocido 


| ; 
“nar estas intrusiones y a levantar poderoso dique contra las 
=violencias ejercidas contra sus ministros, resolvió confirmar y 
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este proceder en la Corte, encendióse una vivísima persecución 
contra la Iglesia y muchos prelados fueron desterrados a Cer- 
deña (1). | 

1236. Hilderico, primo hermano y sucesor de Trasamundo, 
permitió a los católicos el ejercicio público de su religión y con- 
cedió a los obispos desterrados licencia de volver a su diócesis 
y de ordenar obispos para los obispados vacantes. Así termi- 
nó la persecución vándala que duró sesenta y seis años. 

1237. La persecución vándala contra los católicos no fué 
imitada por los visigodos en España y en la Galia meridional, a 
pesar de ser arrianos; pero el nombramiento de obispos recaía 


- muchísimas veces en arrianos llamados a ocupar las sedes va- 


cantes y se contimtó hasta la conversión de Recaredo al cato- 
- lícismo. 

1238. Días de alegría reservaban a la Iglesia la conversión 
a la te católica de los francos en el reinado de Clodoveo y el 
espíritu religioso y vivificador de los nuevos católicos. Anima- 
dos de una fe viva y ardiente observaban con gran escrupulosi- 
dad los preceptos religiosos y una conducta ejemplar digna de 
ser admirada e imitada, Amaron a los pastores de la lada 


con amor profundo y este amor fué la causa de encontrarse 


los obispos rodeados de grandes prestigios y de gozar de los 
- privilegios de los magnates y ser entre éstos, inscritos. La His- 
toria inflexible en la relación de los hechos nos revela no ha- 
¿ber dejado todos los reyes de 'Francia a la Iglesia la libertad 
“de acción necesaria en la elección de sus ministros, pues no 
“faltaron entre ellos quienes hicieron condenar en concilios pro- 
=vinciales a los obispos de su desafecto y disponer la ordena- 
ción de otros gratos y afectos. Más aún: imitadores de la con- 


=ducta de los emperadores de Oriente decretaron el destierro de 
los pastores intransigentes y ordenaron para las vacantes otros 
"pastores previamente conocidos por sus complacencias con el 


poder real. No faltan en la Historia ejemplos del enorme abuso 
cometido por monarcas francos en la promoción a la alta dig- 
nidad episcopal de hombres ignorantes y hasta de militares 
mientras eran violentamente arrojados de sus diócesis obispos 
Santos y sabios. 

1239. Celosa la Iglesia de sus libertades, dispuesta a efe 


aumentar la autoridad de los defensores o abogados de la Iglesia 
“ya conocidos en el siglo vi y confiarles lá misión de verificarse 


Canónicamente y sin pérdida de tiempo, las elecciones de obispos. 


(1) Baeraurr-BercastELñ. Obra citada, tomo 11I, pág. 191, 


176 LA IGLESIA Y EL ESTADO. LIB. 11. CAP. IT 


1240. También en Occidente se pusieron en práctica aque- 
llos derechos concedidos en el Oriente a los patronos desde el 
siglo v y a nuestra consideración se ofrecen muchos casos de 
presentaciones hechas por los reyes para las iglesias menores y 
en especial para los monasterios (1). Pero muy pronto se abu- 
só de este privilegio y los patronos, de tales, se convirtieron en 
dueños de las iglesias y sus bienes. En presencia de los males 
nacidos de este proceder y para cortar radicalmente los abusos, 
se celebraron varios concilios provinciales y en ellos se adop- 
taron enérgicas medidas encaminadas a asegurar a la Iglesia 
la libre administración de sus bienes. 

1241. No faltaron tampoco reyes que creyéndose dueños 
de todo por derecho de conquista, además de mezclarse en la 
elección y nombramiento de obispos, llevaron su audacia y mal- 
dad a adjudicar la dignidad episcopal de las iglesias al mejor 
postor. Tal fué la conducta de Teodorico, hijo de Clodoveo, 
en la promoción de Apolinar a esta dignidad. 

1242. Nuevamente fué necesaria la intervención de la Igle- 
sia en la corrección de estos desmanes de los reyes y al efecto 
se celebraron varios concilios provinciales y en ellos se ordenó 
verificar las elecciones por el clero y por el pueblo y con la 
intervención de la voluntad del rey y se reservó al metropo- 
litano la consagración del elegido (2). Más tarde el Concilio 
de París excluyó toda real intervención (3) y análogas dis- 
posiciones adoptaron otros concilios provinciales. En la fija- 
ción por el Concilio V de París del derecho de los metropoli- 
tanos, obispos, clero y pueblo y sin ninguna clase de expensas, 
incluyó el rey en el edicto confirmatorio de este Concilio la 
condición en la ordenación del electo, del mandato del monarca 
si le consideraba digno, con excepción del caso de recaer la 
elección en un oficial palatino, pues entonces debía verificarse 
la elección sin demora por tener a su favor un argumento ciertó 
de su mérito (4). 

1243. Durante los seis primeros siglos rigióse la iglesia de 
España por el derecho común y la elección se verificaba en ' 
presencia del pueblo. Corroboran estas afirmaciones una carta 
de San Cipriano comprobatoria de la observancia de esta dis- 
ciplina hasta el siglo 1v, otra del papa San Siricio a Hicmerio 


(1) CAvacnNis. Inst. iur. pub. ecclesiast., pars generalis, lib. 1l, cap. 
II, pág. 506 

(2) Conc Aurelianense, año 549. 

(3) Conc. Prisiensecan. VIII, año 556.—Conc. Aurelianense III, can. 
VII1.—Conc. Arvernense V, can. XI—Conc. Parisiense V, can. I— 
Conc. Rhemense, can. XV.—Conc. Cabillonense, can. X. | 

(4) ROoHRBACcHER, Hist, Eccles., idb. XL VII, 
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de Tarragona de la cual se desprende ser requisito necesario a 
la validez de las elecciones el concurso del clero y del pueblo, 
otra del papa Inocencio I—año 402—dirigida a los obispos de 
un concilio de Toledo y declaratoria de la invalidez de las elec- 
ciones hechas por Minucio y Félix, desprovistas del juicio pre- 
vio del metropolitano y de la voluntad del pueblo y contrapues- 
tas por consiguiente a lo dispuesto en los cánones de Nicea, 
otra del papa San Hilario dirigida a Ascasio de Tarragona— 
año 465—contra las inconsideradas y anticanónicas ordenacio- 
nes de Silvanio de Calahorra, y otros varios documentos del 
siglo vi y de principios del v11 no estudiados por no dar excesi- 
va extensión a este párrafo (1). Acerca de la intervención pos- 
terior de los reyes españoles en las elecciones eclesiásticas, bas- 
ta a nuestros lectores recordar lo escrito sobre el origen histó- 
rico del patronato en España—núms. 3727 y sigs.— 

1244. En Italia los hérulos, godos y lombardos respetaron, 
generalmente hablando, la libertad de la Iglesia en las eleccio- 
nes; y decimos generalmente, porque no faltaron casos de in- 
tervención del poder civil. Lo afirmado de Italia puede apli- 
 carse exactamente a Escocia, Alemania, Inglaterra e Irlanda. 

Para mayor claridad y sin ánimo de recorrer la Historia de 
las elecciones en todas las naciones de Occidente, expondremos 
concisamente la manera de elegir en las diferentes épocas re- 
ducidas a cinco con Cavagnis (2). 

1245. Comprende la primera época desde los tiempos de los 
Apóstoles, electores y ordenadores por sí solos de los obispos 
—núms. 1165-66.—hasta la celebración del VIII Concilio ecu- 
ménico celebrado el año 869. En esta época fueron los obispos 
comprovinciales los electores con el testimonio y consentimien- 
to del pueblo, de los metropolitanos y obispos. 

1246. Abraza la segunda época el tiempo transcurrido desde 
el VIII Concilio ecuménico, o sea, el Concilio IV de Constanti- 
“nopla hasta el Concordato de Worms—año 1112—publicado y - 
confirmado en el Concilio 1 de Letrán. Excluído en este tiempo 
de toda intervención el pueblo en las elecciones en virtud del 
derecho común—lo hemos demostrado al hablar de las elec- 
ciones en el Oriente—, el Occidente no observó la disposición 
del IV Concilio Constantinopolitano hasta principios del si- 
glo x111. El Concordato de Worms no obstante su confirma- 
ción por el Concilio 1 de Letrán, fué simplemente una ley par- 
ticular obligatoria en el imperio alemán y no fuera de él. Esta 
aclaración relativa al anterior Concordato, nos da a conocer las 


(1) Véase SaLvacio. Inst. can., lib. 1, tit. XIX. 
(2) Cavacnis. Obra citada, tom. 1, pág. 509 y sigs, 
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razones de San Bernardo ordenando el sometimiento a la vo- 
luntad de Dios, del monje Enrique hermano de Luis VII, irre- 
ductible en la aceptación del episcopado para el cual había sido 
elegido—año 1149—por el unánime consentimiento del pueblo 
y del clero y confirmado por los obispos sufragáneos y el me- 
tropolitano. 

1247. FExtiéndese la tercera época desde principios del sí- 
glo x11 hasta los comienzos del siglo xIv. Al principio de esta 
época, dice González, los canónigos de la iglesia vacante y los | 
religiosos de la misma ciu dad verificaban 19 elección (1); pero 
muy pronto fueron excluidos los últimos y se dejó a la libre 
elección de los canónigos el nombramiento de Obispos. Este 
proceder estuvo más en armonía con el derecho común; mas 
esta disciplina no fué aceptada en todas partes ni desapareció 
por esto la intervención del clero y del pueblo en la elec- 
ción. 

1248. La cuarta época abraza del siglo xtv al xv y en ella 
principian las reservas pontificias. Benedicto X1 se reserva—año 
1304—la elección de los cuatro patriarcas mayores cuyas ciu- 
dades estaban en esa época ocupadas por infieles, herejes y 
cismáticos. Clemente V se reservó—año 1305—la elección en 
aquellas iglesias cuyos obispos fallecieran en la curia romana: 
reserva también adoptada por Juan XXII. Después de la pu- 
blicación de las reglas de la Cancillería en el pontificado de 
Benedicto XII, se reservó el Papa la elección y colación de 
todas las iglesias catedrales. Estas disposiciones de la Santa 
Sede en defensa del derecho nativo de la libre nominación de 
sus ministros y de la revocación de los privilegios en el mo- 
mento de ser nocivos, fueron el pretexto de las naciones en su 
ruptura del acuerdo y armonía con el pontificado. Fueron los 
concordatos el medio de arreglar las diferencias surgidas en- 
tre el poder religioso y el poder político. Empieza por tanto, 
la quinta época en el siglo xv y la cuestión de las elecciones que- ' 
da terminada en cada nación por concordatos con la Santa ' 
Sede. “y 

1249. Hoy es varia la disciplina observada y son medios * 
ordinarios de proveer los obispados: a) la elección o libre no- 
minación del Romano Pontífice: b) la recomendación de mu- 
chas personas: c) la presentación por parte de los príncipes: * 
d) la elección propiamente dicha. El Papa, dice de Angelis, | 
nombra del primer modo a los obispos para las diócesis esta- 
blecidas en regiones sujetas al poder de los infieles o de go- y 


16 


biernos infractores del concordato como el de Italia. En nacio- 


(1) Gowzánez. Comment. in quinque lib. Decret., tit. VI, pág. 128, Ñ 
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nes como los Estados Unidos de América del Norte, Canadá, 
Inglaterra y algunas otras, los obispos de la provincia o el clero 
de la iglesia vacante simplemente se limitan a recomendar al 
Papa las personas aptas para esta dignidad y el Papa elige por 
costumbre entre éstas la que ha de ser elevada al episcopado. 
Llámase esta forma simple recomendación, porque puede la 
panta Sede designar para esa elevada dignidad a persona no 
incluída entre las recomendadas. Así procedió en algunos casos 
graves la Santa Sede. En España y Portugal y en Francia 
hasta la ruptura del último concordato, goza el Es:ádo del pri- 
vilegio de proponer a la Santa Sede candidatos ¡ara la silla 
episcopal a los cuales confirma el Papa si son dignos. Algunos 
Estados han convenido con el padre común de la cristiandad 
un acuerdo mutuo entre ambos poderes en la promoción de 
obispos. La Santa Sede o por concordatos o por antiguos pri- 
vilegios, ha dejado vigente la costumbre de elegir obispos en la 
misma forma empleada en los siglos medioevales (1). Bélgica 
tiene este derecho por concesión de León XII, y Prusia, de 
Pío VIL pero cuidando el cabildo de dar a conocer al Rey el 
nombre del elegido y el cual ha de serle persona grata. El Papa 


se reserva siempre la confirmación. 


8 VII 


ELECCIÓN DE PÁRROCOS 


1250. División de las diócesis en parroquias.—1251. Origen de los 
párrocos.—1252. Antiguo carácter de los párrocos.—1253. La elec- 
ción de los clérigos y de los párrocos corresponde a los obispos por 
derecho común.—1234. Derecho concordatario.—1255. Disciplina so- 


- bre esta materia en España. 


1250. El origen de los párrocos está íntimamente enlazado 
con el origen de las parroquias y son constituídos en la pro- 
porción de crearse éstas. Probablemente las parroquias han se- 
guido en su formación el camino trazado por el Cardenal de 
la Luzerne en las siguientes palabras: «El obispo rodeado de 
un clero más o menos numeroso desempeñaba las funciones curia- 
les en la ciudad de su residencia, pero con el aumento del nú, 
mero de fieles se imponía al obispo la necesidad de asociar a sí 
mayor número de sacerdotes para ayudarle en sus funciones y 
velar por las necesidades de los fieles sin la institución para 


esto de parroquias. Los cristianos se multiplicaron rápidamen- 


- teen las ciudades y en los pueblos de campo y fué indispensable 


é 
(1) De Anceis. Praelect. imr. can., pars. I, lib. IL, tit. V et VI, 
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prestarles ayuda y fomentar sus prácticas religiosas. Los obis- 
pos sintieron la imperiosa necesidad de fijar la residencia de 
algunos presbíteros en los grandes pueblos y lugares apartados 
por largas distancias de la ciudad episcopal, de eregir en ellos 
templos destinados al culto público y a las atenciones del bien 
religioso de estas comunidades (1).» La institución de parro- 
quias nació de la necesidad de proveer a la instrucción reli- 
giosa y al cuidado espiritual de los fieles cada día en mayor 
múmero por la abundante fructificación de la semilla del Evan- 
gelio en pueblos y ciudades. 

1251. Opinan algunos haber instituido Jesucristo para el ré- 
cimen de la Iglesia obispos y párrocos, sometidos estos últi- 
mos a la potestad de los obispos (2); pero esta opinión es 
inaceptable. La institución de los párrocos no se remonta más 
allá del siglo 111 en las iglesias rurales y en las ciudades data 
su creación del año 1000 según demuestra el erudito Mario 
Lupo (3). 

En los primeros siglos de la Iglesia no hubo presbíteros con 
el cargo de regir al pueblo; los obispos designaban a algunos 
sacerdotes para desempeñar sus funciones religiosas en uno u 
otro lugar y sometidos siempre a la voluntad del prelado, el cual 
podía retirarles su mandato o destinarlos a otros lugares sin ser- 
les posible alegar derecho alguno para quejarse de este proceder 
episcopal. No se conoció la existencia de párrocos tales como los 
de nuestros días adscritos a un pueblo para regirlo a perpe- 
tuidad por derecho inherente a su propio cargo. 

1252. Fueron instituidos los párrocos por la potestad epis- 
copal y de ésta procede y emana la suya como de su fuente. 
Los párrocos dependen de su obispo de suerte de no serles 
permitido nada contra la mente y la conciencia de su prela- 
do (4). Los defensores de la institución divina de los párro- 
cos buscan su origen en los setenta y dos discípulos instituídos 
a su parecer sacerdotes por Jesucristo. Estos discípulos prece- 
dían a Jesús en los lugares adonde se encaminaba y era su 


misión preparar a los pueblos' a la llegada del Redentor; ni' 
fueron sacerdotes ni estuvieron dotados del poder de regir 


a las muchedumbres ni de administrar sacramentos, conferido 
a Pedro y a los Apóstoles, y estuvieron muy lejos de desem- 
peñar funciones de párrocos. De los setenta y dos discípulos 


(1) De-.LA LUuzERNE. Droits et devoirs respectifs des évéques et des * 


pretes, dissert. 1, cap. II, n. 8. 
(2) TAMBURINI. Vera idea della Santa Sede. 


(3) Mario Lupo. De paraeciis ante anmum 1000. Dissert. 1, cap. Ó, 


págs. 113 y sigs. 
(4) Conc. Laodic. 


E 
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eligieron siete los Apóstoles para el diaconado (1). Luego no 
fueron creados sacerdotes por Jesucristo (2). 

1253. Corresponde al obispo y no al pueblo la elección de 
los párrocos de acuerdo con las disposiciones del Concilio de 
Trento (IVALOS párrocos fueron*en antiguos tiempos y conti- 
núan hoy siendo vicarios de los obispos y con ellos comparten 
la dirección de las almas confiadas a su vigilancia pastoral. En 
la antigua disciplina se pedía al pueblo—queda ya dicho—su 
testimonio acerca de las cualidades del ordenando; en la elec- 
ción de obispos se requería alguna vez su deseo. Fué por tan- 
to menor la intervención del pueblo en el nombramiento de 
clérigos que en el de obispos. Esta antigua disciplina se con- 
serva hoy si bien en distinta forma. Los obispos antes de pro- 
ceder a la ordenación de un clérigo indagan por medio del 
pueblo sus calidades, conducta e inclinaciones, etc., etc., y se 
sirven de lo vulgarmente conocido con el nombre de publicatas 
—núm. 554—pero sin abandonarse por esto el recurso a otros 
medios de información muy eficaces para conocer la idoneidad 
y virtud del ordenando. 

1254. En la mayor parte de las naciones se verifica la elec- 
ción de párrocos o de acuerdo con el Concilio de Trento, la 
constitución In conferendis de San Pío V y la carta encíclica 
de la Sagrada Congregación del Concilio o de los concordatos 
celebrados con la Santa Sede. 

En el concordato celebrado con Francia—año 1801—art. 10, 
en el celebrado con Italia—año 1803—art. 12, en el firmado 
con España—año 1753—art. 3, se dispone: a) que las perso- 
nas nombradas por los obispos para lo provisión de las parro- 
quías en cualquier tiempo que vaquen, han de ser de la acep- 
tación y agrado del poder civil: b) que se elija entre los que 
solicitan las parroquias, a los más dignos: c) que preceda a la 


elección el concurso, ya se trate de curatos de regia presenta- 


ción, ya de presentación eclesiástica: d) que cuando se trate 
de parroquias sometidas al patronato real, eclesiástico o lai- 
cal, el obispo instituirá al presentado por el patrono, previo exa- 
men y conocimiento de su idoneidad. 

1255. Está mandado en España por el artículo 26 del con- 
cordato de 1851 que «todos los curatos sin diferencia de pue- 
blos, de clase ni del tiempo en que vaquen, se proveerán en 


EU Aer VI. 
(2) Sancrus EPIPHANIUS. Hoeres. 20.—Prravius. De ecclesiast. 


- Hierarch, lib. 11, cap. 16, n. 2.—PrErrus PALADANUS. De Caus. imme- 


diat. Eccles. potest—BorcenNt. Esame della vera idea della S. Sede, págs. 
7 y sigs. 
(3) Conc. Trident., sess. XXIV, cap. XIII. 
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concurso abierto con arreglo a lo dispuesto en el santo Con- 
cilio de Trento, formando los ordinarios ternas de los oposi- 
tores aprobados y dirigiéndolas a S. M. para que nombre a 
los propuestos. Cesará por consiguiente el privilegio de patri- 
montalidad y la exclusiva preferencia que en algunas partes 
tenían los patrimoniales para la obtención de curatos y otros 
beneficios. Los curatos de patronato eclesiástico, continúa el 
mismo artículo, se proveerán nombrando el patrono entre los 
de la terna que del modo ya dicho formen los prelados y los 
del patronato laical nombrando el patrono entre aquellos que 
acrediten heber sido aprobados en concurso abierto en la dió- 
cesis respecitva, señalando a los que no se hallen en este caso 
el término” «e cuatro meses para que hagan constar haber sido 
aprobados sus ejercicios en la forma indicada, salvo siempre 
el derecho del ordinario, de examinar al presentado por el 
patrono si lo estimara conveniente.» 

Esta concesión otorgada al rey de España para la elección 
de uno de los propuestos en terna por el obispo, fué limitada 
en Austria a algunas parroquias por el art. 25 del concordato 
de esta nación—año 1855.— 


$ VII 
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1256. Forma de elección desde los primeros siglos de la Iglesia 
hasta el siglo x11.—1257. Intervención que se atribuyeron los ,em- 
peradores en la elección pontificia.—1258. Primera época: la elec- 
ción del Papa se verifica por el sufragio del clero, juicio de los 
obispos y en presencia y con el testimonio del pueblo.—1259. Inter- 
vención de Valentiniano 1 en favor de San Dámaso.—1260. Cisma 
de Eulalio.—1261. Intervención de Honorio para acabar con el cis- 
ma.—1262. Disposición adoptada por Bonifacio para la futura elec- 
ción.—1263. Tiempo que abraza la segunda época.—1264. Odoacre 
impide la elección de Papa sin su deliberación.—1265. Los Papas 
no aceptaron esta disposición.—1266. Su abrogación por el IV Con- 
cilio Romano.—1267. Cisma de Cecilio Lorenzo y su terminación. 
—1268. Disposiciones del Concilio Romano por el Papa, presidido. 
—1269. Renovación del cisma anterior e intervención de Teodorico. 
—1270. Esta intervención reprobada por los obispos.—1271. Despo- 
tismo de “Teodorico.—1272. Impuesto a la confirmación pontificia 
por el rey.—1273. Los godos eligen a Silverio.—1274. Elección de 
Vigilio por los griegos en lugar de Silverio.—1275. Largas vacantes 
de la Santa Sede.—1276. Ley tiránica de Justiniano impositiva de 
impuestos a la elección pontificia: su duración.—1277. Casos de pres- 
cindencia del emperador en la elección.—1278. Abolición del anterior 
impuesto.—1279. Servidumbre de la Iglesia hasta León Isaurico.— 
1280. Tercera época.—1281. Intervención electoral de los empera- 
dores francos.—1282. Cisma de Zósimo.—1283, Sentido en que se 
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transigió con la confirmación de los emperadores.—1284. Convenio 
de Lotario. con el Papa.—1285. Convenio de León con Lotario.— 
1286, Disposición de un Concilio Romano acerca de la consagración 
del Papa ante legados imperiales.—1287. Desencadenamiento del es- 
píritu inmundo contra Roma.—1288. Observancia de la disposición 
de aquel Concilio con los emperadores alemanes.—1289. Designación 
de Papa por los mismos emperadores.—1290. Tiempo comprendido 
en la cuarta época.—1291. Cisma de Benedicto X.—1292. Termina- 
ción del cisma con la elección de Nicolás I1I.—1293. Decreto del 
Concilio Romano del año 1059 sobre la elección de Papa.—1294. 
Importancia de este decreto juzgada por un protestante.—1295. Cis- 
ma de Honorio 11.—1296. Elección de Gregorio VIT confirmada por 
el emperador.—1297. Este Papa libra al papado de la servidumbre 
del imperio.—1298. Cisma de Clemente III.—1289. Herejía de los 
enricianos.—1300. Supresión de la intervención del pueblo y reser- 
va exclusiva del nombramiento de Papa a los cardenales por el Con- 
cilio de Letrán.—1301. El Concilio de Constanza fué una excepción 
del anterior decreto. 


1256. Desde los primeros tiempos de la Iglesia hasta el si- 
glo x11 se verifica la elección de Papa por los obispos de la 
provincia, llamados suburvicarios con el consentimiento del 
clero y del pueblo; pero no siempre, vale decir, en todos los 
casos de vacante se observó esta disciplina de la Iglesia, pues 
no faltaron reyes y emperadores que se arrogaron el derecho 
de intervenir en las elecciones y ejercieron verdaderos actos 
de violencia y tiranía so capa de una falsa protección. 

1257. Antes de hablar de la disciplina observada en la Igle- 
sia desde el siglo x1r hasta nuestros días, hemos juzgado con- 
veniente dar a conocer a nuestros lectores la intervención asu- 
mida por los emperadores en las elecciones pontificias divi- 
diéndolas para mayor claridad en cuatro épocas. 

1258. Abraza la primera época desde San Lino (1) primer 
sucesor de San Pedro en el obispado de Roma, hasta el papa 
San Simplicio—año 468—. Durante este lapso de tiempo se 
verificó la elección de Papa en presencia y con el testimonio 
del pueblo, por el sufragio del clero y el juicio de los obispos, 
excepción hecha de algunos casos como vamos a ver, 

1259. Muerto el papa Liberio, la mayor parte del pueblo 
romano y del clero nombra para sucederle—año 366—al diá- 
cono español San Dámaso, hombre de virtud y prudencia pro- 
badas y de un amor intenso a los santos principios. Disgusta- 
dos sus enemigos por la elección, nombran cismáticamente al 
diácono Ursicino postergado injustamente a su juicio y le con- 
sagra el obispo de Tívoli como Papa. La excitación de los áni- 
mos por una y otra parte lanza a la lucha a ambos partidos 


(1) Eusebio. Hist. Eccles., lib. 11, cap. 11. 
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en las calles y en las iglesias y del choque resultan ciento trein- 
ta y siete muertos. Valentiniano 1 se decide al fin a usar de su 
autoridad para cortar estos desmanes, apoya con su fuerza al 
Papa legítimo y destierra al diácono Ursicino ambicioso y 
turbulento. Nada nos dice este hecho por algunos autores ci-- 
tado, en prueba de la intervención del poder imperial en las 
elecciones. 

1260. Por fallecimiento del papa San Zósimo—26 diciem- 
bre 418—procuró por todos los medios posibles, ser sucesor 
suyo, Eulalio arcediano de la iglesia romana, diácono ambi- 
cioso e intrigante. Enfermo aun el Pontífice hizo circular re- 
petidas veces el rumor de su fallecimiento. A fin de llevar a 
resultado favorable sus designios, logró captarse la benevolen- 
cia del prefecto Símaco, atraer a su partido a muchos carde- 
nales, a algunos clérigos y a una parte del pueblo y apoderat- 
se de la iglesia de Letrán sin haber aun terminado los funera-' 
les de San Zósimo. Se obligó a venir a Roma para su consa- 
eración al anciano y achacoso obispo de Ostia a quien corres- 
pondía este derecho según antigua costumbre. La mayor par- 
te del clero y del pueblo reunidos en la iglesia de San Mar- 
celo eligieron a un anciano sacerdote tan versado en las cien- 
ctas eclesiásticas como dechado de todas las virtudes y tan dig- 
no de ser elevado a la Silla Pontificia cuanto mayor era su 
repugnancia para este cargo. Bonifacio fué consagrado con 
todas las solemnidades prescriptas por nueve obispos de dife- 
rentes provincias y firmada el acta por unos setenta sacerdotes. 

1261. El emperador Honorio a la sazón en Rávena, noti- 
cioso de lo ocurrido por carta del prefecto Símaco en forma 
favorable a Eulalio, intimó a Bonifacio la orden de salir de 
Roma y a los romanos, la obligación de hacérsela cumplir si 
se resistía; mas sus defensores consiguieron el medio de no- 
ticiar de la verdad a Honorio y le propusieron citar a Rávena 
a los dos contendientes sobre su derecho al papado. Revocó el 
Emperador el anterior acuerdo y llamó a Bonifacio y Eula- 
lio para comparecer en su presencia en Rávena el 18 de fe- 
brero del año 419 y conminando con la pérdida de sus dere- 
chos al no compareciente. Fueron convocados a fin de fallar 
en esta cuestión de conformidad con los sagrados cánones, mu- 
chos obispos de diferentes provincias más tarde reunidos en 
concilio; pero la gran diversidad de opiniones entre los con- 
currentes decidió al Emperador a aplazar la decisión para el 
1.2 de marzo y después para el 13 de junio. Durante este in- 
tervalo se procuró convocar y reunir el mayor número posi- 
ble de prelados y se resolvió con el parecer de los ya antes 
consultados, no permitir ni a Bonifacio ni a Eulalio su per- 
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mañnencia en Roma al acercarse la pascua y ordenar al obis- 
po de Spoleto la celebración de los divinos oficios mientras 
se llegaba a una solución. Esta disposición imperial conmina- 
da a los dos candidatos so pena de ser privados de sus dere- 
chos en el caso de contravención, fué aceptada por escrito; pero 
infiel Eulalio a su compromiso, se apoderó violentamente pro- 
tegido por su partido, de la iglesia de San Juan de Letrán 
donde celebró los divinos misterios mientras sus partidarios 
cometieron grandes excesos. Decretó el emperador Honorio 
irritado por esta conducta, el destierro de Eulalio y el reco- 
nocimiento de Bonifacio para Romano Pontífice. He aquí el 
primer paso de las intrusiones de la autoridad civil en la elec- 
ción de Papa. 

1262. Lastimado su corazón bondadoso por el cisma pro- 
ducido en su elección y deseoso de evitar su renovación a su 
fallecimiento, publicó San Bonifacio una ley por la cual se 
ordena que si por temeridad o desidia de los electores fueran 
nombrados dos pontífices, no lo sea ninguno de los dos y se 
proceda a nueva elección. 

1263. $e extiende la segunda desde el pontificado de San 


- —Simplicio hasta el de Zacarías, es decir, desde el año 467 has- 


as Y 
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ta el 741. 

1264. So capa de protección, dice De Angelis, aspiraron 
reyes y emperadores a ejercer su imperio en las elecciones pon- 
tificias y a disponer a su capricho de las cosas religiosas. Odo- 
acre rey de los hérulos que había tomado el nombre de rey 
de Italia el año 476, después de despojar a Augústulo, pro- 
hibió la elección de Romano Pontífice sin su deliberación y 
alegó como fundamento de esta intromisión el mandato del 
pontífice San Simplicio el año 483 y dado a conocer por el 
prefecto Basilio, vicario de aquel Rey en las siguientes pala- 
bras: «Vos nos recordáis la admonición del papa Simplicio siem- 
pre a nuestra vista mandándonos con instancia en previsión de 
toda seducción y daño en la venerable Iglesia que cuando fa- 
llezca el Papa, no se celebre la elección sin nuestra consul- 
ta (1).» He aquí, dice Baronio, de qué medios se sirvieron las 
autoridades seculares para inmiscuirse en la elección del Su- 
mo Pontífice. Pudo quizá el papa Simplicio haberles rogado 
para la represión de las turbas y evitación de discusiones, su 
presencia en la futura elección de pontífice, pero no el dere- 
cho de impedir la elección sin su consulta (2). 

1265. Los pontifices sucesores de San Simplicio para nada 


(1) De AnxceLis. Obra citada, tom. l, pág. 149 
(2) Baronio. Annales ad an. 483. 
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tuvieron en cuenta la inaudita disposición del rey Odoacre y 
tanto el clero como el pueblo conocedores de la importancia 
del real mandato, tan pronto como falleció este Papa, eligie- 
ron por sucesor suyo a Felix 111 el 6 de marzo de 483 sin el 
requisito exigido por aquel rey. 

1266. El IV Concilio Romano—año 502—con asistencia de 


ciento veinticinco obispos, consignó entre sus disposiciones la 


abrogación del decreto del rey godo Odoacre, prohibitivo de 
la elección de Papa sin su previa deliberación y por consiguien- 
te, de la supuesta concesión de San Simplicio por contraria a 
los sagrados cánones y no suscrita por el Papa. 

1267. Por muerte del papa Anastasio el 17 de noviembre 
del año 498, recayó la elección de sucesor el día 22 del mismo 
mes y año en el diácono Símaco. El patricio Festo senador ro- 
mano, deseoso de cumplir su promesa al emperador acerca de 
la aprobación por el nuevo Pontífice, del Henoticón de Zenón, 
vió rápidamente en la elección de San Símaco a la cátedra de 
San Pedro, un obstáculo insuperable a la realización de su 
promesa y logró de algunos a fuerza de dinero la elección para 
Papa del arcipreste de Santa Prásedes, Ceciliano Lorenzo con- 
sagrado en la Basílica de Santa María el mismo día que San 
Símaco. Por ambas partes se convino con el fin de terminar 
con los males del cisma, someter la solución del asunto a Teo- 
dorico rey de los ostrogodos. Este monarca convoca un con- 
cilio de obispos católicos, le encarga la dilucidación del asunto 
y en él se dispone la permanencia en la Silla Apostólica del 
primeramente elegido y por el mayor número de votos. Es pro- 
clamado verdadero Pontífice San Símaco y ocupa por más de 
quince años la Cátedra de San Pedro. 

1268. Animado este Papa del noble y loable propósito de 
prevenir y evitar futuras divisiones y cismas en la Iglesia de 
Cristo, resolvió en uno de los primeros actos de su gobierno 
la celebración de un concilio al cual concurrieron setenta y tres 
obispos, incluso el Papa, y se decretó en él después de pruden- 
tes reglamentos en previsión de abusos y tramas, ser en ade- 
lante siempre considerado como Papa legítimo quien obtuviera 
los sufragios de todo el clero y de no haber unanimidad, quien 
alcanzara el mayor número y ser depuesto el no conforme 
con esta disposición. Este concilio fué suscrito por muchos 
presbíteros y por el arcipreste Cecilio Lorenzo, nombrado des- 
pués por el Papa, obispo de Nocera. 

1269. Pero cuando el hombre se ha visto en posesión de 
alguna cosa, dice Berault-Bercastel (1) no abandona tan pron- 


(1) BrErauLr-BercAstELñ. Obra citada, tom. 11, pág. 185. 
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to las esperanzas de conseguirla nuevamente. Poco tiempo ha- 
bía transcurrido desde la elevación de San Símaco; y ya al- 
gunos clérigos descontentos apoyados por los senadores Festo 
y Probino acusan al legítimo Papa de varios crímenes y llaman 
al antipapa Lorenzo para la renovación del cisma. En este de- 
licado asunto procedió Teodorico con excesiva precipitación, si 
bien de buena fe y envió a Pedro obispo de Altino a Roma a 
fin de informarse de todo. Esta orden del monarca escandalizó 
mucho a los fieles, levantó enérgicas reclamaciones contra tal 
abuso y no fué observada por la tenaz oposición del Papa. 

1270. Quiso, empero, San Símaco ser juzgado por los obis- 
pos y al efecto convocó el rey un concilio. Los obispos de la 
Liguria, de la Emilia y de Venecia citados para asistir a él, con 
la libertad característica y propia de los atletas de la fe cris- 
tiana, hicieron ver a Teodorico al pasar por Rávena, el dere- 
cho exclusivo del Papa de reunirlos y el rey les responde haber 
sido el Papa quien había exigido este concilio y se lo demues- 
tra por medio de cartas pontificias que les dió a leer. Los obis- 
pos de las Galias tampoco pasaron en silencio el escándalo pro- 
ducido por el atrevimiento de Teodorico en su pretensión de 
fallar en esta causa promovida contra el Papa y comisionaron 
para dejar oir su voz contra esta intrusión a San Avito obispo 
de Viena y uno de los más ilustres entre ellos y para escribir a 
Roma en nombre de los demás. 

1271. Teodorico el último año de su reinado—talleció el 
30 de agosto del año 526—encerró en una rigurosa prisión al 
papa San Juan 1 y en ella expiró el 18 de mayo de 526. «El 
cruel monarca, escribe el P. Rivas, no limitó a esto sus vio- 
lencias, sino que por un arranque de despotismo nombró en lu- 
gar del Pontífice difunto el día 14 de julio de 526 a San Félix 
natural de Benevento que llevó el nombre de Félix IV. Aun- 
que fué recibida con universal sentimiento esta medida y clero 
y pueblo en los cincuenta primeros días de la elevación de San 
Félix no dejaron de protestar contra esta elección, teniendo en 
cuenta la santidad del nombrado y atendido el peligro de un 
“nuevo cisma, se ratificó el nombramiento hecho por Teodorico 
con el consentimiento del clero, del senado y del pueblo (1).» 

1272. Clero y pueblo no pudieron transigir con esta usur- 
pación del poder real y por medio de una oposición perseveran- 
te consiguieron de Amalasunta gobernadora del reino de Ita- 
lia durante la minoría de su hijo Atalarico la elección del Pon- 
tífice por el clero con el consentimiento del pueblo, pero a con- 
dición dde confirmar el rey al elegido. Esta Reina publicó el 


(1) P. Rivas. Hist. Ecclesiastica, tom. 1, pág. 226. 
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año 532 un edicto y exige del electo para la confirmación y 
permisión de su consagración y del ejercicio de su ministerio 
tres mil escudos de oro. «Siendo sumamente conveniente que 
todo sea regulado según la razón, dice este edicto, y no pudién- 
dose considerar como justo lo excesivo, cuando llegare quizá la 
demanda de la consagración del Romano Pontífice y se pre- 
sentase en nuestro palacio alguna contienda o querella acudien- 
do a nos, juzgamos deber recibir tres mil monedas de oro al 
entregar los despachos (1).» Cree Bianchi después de prestar 
la debida atención a las palabras trascritas, deber pagarse so- 
lamente este tributo en el caso de ser llevada ante el tribunal 
del rey la cuestión controvertida (2). El asesinato de Amala- 
sunta por el rey Teodato movió a Justiniano a declararle la 
guerra y a apoderarse de Roma sin lograr Teodato la paz 
pedida por su legado o representante enviado de Constanti- 
nopla, el papa San Agapito, muerto el 12 de abril de 536, 
es decir, antes de haber caído Roma en poder del Empe- 
rador, | mm 

1273. En el mes de junio del año 536 fué elevado San Sil- 
verio a la suprema dignidad pontificia. La autoridad del rey 
Teodato contribuyó a su elección tanto como los votos del cle- 
ro del cual rehusaron algunos miembros reconocer en un prin- 
cipio al nuevo Pontífice (3). No obstante cuando lo vieron or- 
denado, se sometieron a él como a su pastor legítimo. Sea, pues, 
en virtud de la elección o sea por esta ratificación unánime, 
Silverio era incontestablemente cabeza de la Iglesia cuando a la 
emperatriz Teodora se le ocurrió la idea de sustituirle por Vi- 
gilio diácono de la Iglesia romana que había permanecido en 
Constantinopla, 

1274. Acusado falsamente San Silverio de haber escrito a 
los godos para entregarles los muros de Roma y reo de crimen 
de Estado, comprobado suficientemente al decir de sus enemi- 
gos, por cartas suyas al rey Vitiges, cuando su único delito 
fué convertirse en muralla inexpugnable contra los impíos de- 
signios de la emperatriz Teodora, es desterrado por Belisario 
general de las tropas imperiales a Patara en Licia y por un 
acto de despotismo propio de quien solo reconoce la fuerza como 
fundamento del derecho, reune este General a los presbíteros, 
diáconos y clero romano para la élección de otro Papa y recae 
el nombramiento en el ambicioso Vigilio de acuerdo con los 
deseos de la Emperatriz. Muerto San Silverio, el pueblo ro- 


(1) Apud Casiodorum. Varior., lib. 9, epist. 15. 
(2) Brancmi. Obra citada, lib, IV, cap. TI, $ 2. 
(3) BERAULT-BERCASTEL. Obra citada, tom. 11, pág. 276. 
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mano por amor a la paz y por consideración o miedo a Be- 
lisario, nombró para sucederle al antipapa Vigilio. 

1275. Pelagio sucesor de Vigilio no fué consagrado hasta 
tres meses después de la muerte de éste. Eran más prolonga- 
das las vacantes de la Santa Sede después de la última revolu- 
ción de Italia a causa de la influencia en la elección o a lo 
menos en la exaltación de los Papas, de los emperadores cuya 
residencia distaba mucho de Roma (1). 

1276. Los reyes de Roma y antes de ellos los hérulos (2) 
conocedores de la suma importancia de la autoridad pontificia 
aun en asuntos políticos, prohibieron la consagración del Papa 
electo sin haber obtenido previamente del poder real la confir- 
mación de su elección (3). Después de haber destruído Nar- 
sés general de las tropas de Justiniano el poder de los ostro- 
godos y haber acabado con su monarquía en Italia, dispuso este 
Emperador confirmar las leyes de los reyes bárbaros y exigir 
antes de la consagración del Pontífice la petición de su confir- 
mación y el pago de fuertes sumas (4), sistema continuado 
por los demás emperadores de Oriente. La Iglesia soportó du- 
- tante un período de ciento treinta y un años la tiranía de esta 
ley, temerosa de causar con su resistencia males gravísimos co- 
mo la separación de las iglesias de Oriente profundamente tra- 
bajadas por la herejía y una guerra cruel en Occidente de par- 
_ te de reyes en su mayor número bárbaros, arrianos o paganos. 
Sin exageración vivió la Iglesia en esta época cercada en todas 
partes de enemigos. La elección se verificaba por el clero; el 
senado, el pueblo y los soldados saludaban al elegido y después 
se esperaba la confirmación del emperador. El hecho elocuen- 
te de no haber habido un solo antipapa y por lo mismo cisma 
alguno durante el largo período de la confirmación del elegido 
por los emperadores, es la prueba más acabada de la prudencia 

del pueblo romano y de su cuidado especialísimo en evitar has- 
ta la más pequeña ocasión de discordia. Confesamos sin embar- 
go, la buena voluntad de los emperadores en la confirmación 
de los elegidos para no acarrearse la animosidad de Italia. 

1277. Hubo casos repetidos de la consagración de pontífi- 
ces sin la confirmación del emperador. Pelagio 11 elegido el 
30 de noviembre de 578, sucesor del papa Benedicto, fué con- 
sagrado sin esperarse el consentimiento del emperador por te- 
ner sitiada a Roma los lombardos (5). Creyeron conveniente 


(1) BrerauLr-BErcASsTEL. Obra y tomo citados, pág. 305, 
(2) Ibzm. /bídem. 

(3) P. Rivas. Obra citada, tom. I, pág. 286. 

(4) P. Rivas. Obra y lugar citados. 

(5) Breraurr-BercastELñ. Obra y tomo citados, pág. 338. 
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los romanos a la muerte de San Adeato ocurrida el año 618, 
prescindir para darle sucesión, de la aprobación del emperador, 
exigencia tan odiosa como funesta y causa según indicado que- 
da, de las prolongadas vacantes de la Silla Apostólica con per- 
juicio no sólo de los intereses espirituales de la Iglesia, sino 
- también de los temporales; y eligieron a Bonifacio V (1). La 
Iglesia para neutralizar los malos efectos de esta exigencia 1m- 
perial y prevenir los inconvenientes de las largas vacantes, dis- 


puso que muerto el Papa, asumiese su representación el arci- : 


preste de Roma; y con el propósito de no ser causa de dila- 
ciones la carencia de informes sobre las calidades del elegido, 
en la Corte, solía designarse para el pontificado al que desem- 
peñaba en Condon noria el cargo de nuncio o apocrisario pon- 
tificio. 

1278. Aunque se fué modificando algún tanto esta dura 
servidumbre en la Iglesia permitiéndose al exarca imperial de 
Rávena la confirmación del Papa electo, a Constantino Pogo- 
nato debe la Iglesia, primero, la condonación de la suma exi- 
gida por la confirmación, y segundo, la abolición de esta con- 
firmación, devolviendo a la Iglesia en la elección de Sumo Pon- 
tífice su libertad de acción (2). 

1279. Muy poco disfrutó la Iglesia de esta libertad de ac- 
ción pues Justiniano II, hijo y sucesor de Constantino Pogo- 
nato reclamó de nuevo—año 685—la confirmación del Pontí- 
fice, pero no la suma de la confirmación. Duró de nuevo esta 
dependencia de la Santa Sede hasta León Isáurico. El deseo 
de evitar gravísimos males aconsejó a la Iglesia paciencia y re- 


signación con las despóticas medidas de los emperadores; pero 


después de sobrevenir estos temidos males en el reinado de 
León Isáurico, hereje y enemigo declarado del catolicismo, cre- 
yó la Santa Sede llegado el momento de romper toda depen- 
dencia. El año 717 terminó de un modo detinitivo la subordi- 
nación de la Sede de Roma a los emperadores de Oriente. San 
Zacarías sucesor de San Gregorio II! y designado pontífice 
a los tres días del fallecimiento de su antecesor, fué consagra- 
do sin el asentimiento imperial (3). 


1280. Comprende la tercera época desde el ' pont den 


Zacarias—año 7/41—hasta el de Nicolás Il—año (1058—. 

1281. Privados los emperadores de Oriente del honor im- 
perial trasladado a los francos, veremos cuál ha sido la inter- 
vención de éstos en las elecciones pontificias. Los papas Este- 


(1) Rivas. Obra y tomo citados, pag. 259. 
(2) Inem. /bídem, pág. 286. 
(3) Vrccuiorri. Inst. can., vol. 1, pág. 357. 
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ban IV y Pascual 1 enviaron legados al emperador Luis a par- 
ticiparle su elección y esperaron su confirmación antes de ser 
consagrados (1). Pascual 1 recibió del cristianísimo monarca 
carta confirmatoria de sus donaciones a la Iglesia, añadió otros 
dones, defendió en ella la libertad de las elecciones y dispuso 
el envío por el Papa recién nombrado después de su consagra- 
ción, de legados al rey de Francia como prueba de la renova- 
ción de la antigua amistad. 

1282. El año 824 fué elegido Eugenio II sucesor de Pas- 
cual 1; pero turbó su pontificado el cisma del antipapa Zósimo 
favorecido por los sufragios de unos pocos cardenales. Lotario 
a la sazón en Roma, cortó el cisma con el destierro del anti- 
papa y publicó después una constitución con nueve artículos el 
tercero de los cuales prohibe so pena de destierro turbar la 
elección de un Papa e intervenir en ella a otras personas fue- 
Ta de las autorizadas para ello por la antigua costumbre de ele- 
gir Papa concedida por las constituciones de los Santos Padres. 

1283. El Papa publicó por su parte un decreto y en él or- 
dena prestar juramento de fidelidad a los emperadores en estos 
O parecidos términos: «Prometo a los emperadores Luis y Lo- 
tario, dejando a salvo la fidelidad prometida al soberano Pon- 
tífice, ser fiel y mo consentir en la elección de Papa sino de 
acuerdo con los sagrados cánones y la justicia sin emitir antes 
en presencia del pueblo y de los legados del emperador un ju- 

ramento semejante al espontáneamente prestado por el papa 
- Gregorio en interés común.» Estas palabras indican el sentido 
de la transigencia en pedir la aprobación de los emperadores 
(2). Por muerte de Eugenio fué nombrado Valentín arcedia- 
no de la iglesia romana, entronizado antes de consagrarse y 
consagrado sin haber enviado legados al emperador y sin la pre- 
sencia de los legados de éste. A la muerte de Valentín vacó la 
Santa Sede bastante tiempo y verosímilmente hasta el año si- 
guiente de la elección y entronizamiento de Gregorio IV. Para 
su consagración fué esperado el enviado del emperador. 

1284. Falleció Gregorio el 11 de enero del año 844 y el 27 
del mismo mes y año fué ordenado papa Sergio II sin esperar 
la confirmación del emperador. Hubo en esta ordenación cir- 
- cunstancias especiales para la pronta consagración del Pontífi- 
ce, pues el diácono Juan competidor al papado intentó apode- 
rarse violentamente de la silla de San Pedro. Desagradó a Lo- 
. tario no haber sido esperados su consentimiento y sus diputa- 
dos para la consagración de Sergio; y como si en el juramento 


(1) BrrauLnm-BercasteLñ. Obra y tomo citados, pág. 726. 
(2) Ibm. /bídem, pág. 741. 
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prestado no se hubiera consignado la reserva o condición del 
bien público o del interés común, con el preconcebido fin de 
no hacerse en lo sucesivo caso omiso del beneplácito del em- 
perador, envió Lotario a Roma a su hijo Luis con el título de 
“rey de Italia; y en un concilio formado por veintitrés obispos 
se reconoció legítima la elección de Sergio y se dispuso no 
efectuarse en adelante la consagración del Papa sin haberse 
recibido el consentimiento del emperador en previsión de al- 
borotos y abusos. | i 

1285. León 1V sucesor de Sergio II no quiso ser consa- 
grado hasta la llegada de los diputados del emperador espera- 
dos inútilmente cerca de tres meses; y para no prolongar la 
vacante, se procedió a la e orsleración: pero con la reserva ex- 
presa de no faltarse con este acto a la reverencia debida al em- 
perador (1). Persuadido León EN; de la necesidad de evitar estas 
dilaciones, convino con Lotario en la celebración de las elec- 
ciones libre y canónicamente; pero cuán en poco se tuvo en 
cuenta esta determinación, nos lo demuestra la guerra decla- 
rada por los legados imperiales a la elección canónica de Be- 
nedicto 111, deseosos de colocar en el trono pontificio al car- 
denal Anastasio; mas el clero y los obispos juntamente con el 
pueblo se opusieron con energía a los manejos de los pertur- 
badores y el mismo Papa envió el decreto de su elección a los 
emperadores Lotario y Luis con el propósito de darles a co- 
nocer la legitimidad de su ordenación y confirmación. Los Pon- 
tífices que después se sucedieron, Nicolás 1, Adriano 1, Juan 
VII, Marino obtuvieron la confirmación del emperador. Se 
atribuye a Adriano 1I1I—año 884—un decreto por el cual se 
previene no esperar en lo sucesivo las órdenes del emperador 
de Occidente para la consagración de los Papas (2). 

1286. En la elección de Juan 1X estuvieron divididos los 
votos. Sergio obtuvo algunos a su favor, pero triunfó el par- 
tido de Juan IX. La A EREódda de evitar posteriores perturba- 
ciones, preparó la celebración del concilio romano—año 901— 


que dispuso nuevamente la confirmación del Papa electo en 


presencia de los legados del emperador y puso coto a los des- 
órdenes de la plebe. «Porque cada vez que muere un Pontífi- 
ce, sufre la Iglesia las muchas violencias que se le infieren por 


realizarse la elección y consagración del Papa sin noticia del. 


emperador y sin la intervención según canónico rito y costum- 


bre, de los enviados del emperador que impidan los escánda- 
los, queremos que cuando haya de ser constituído un Pontífi- 


(1) ROHRBACHER. Obra citada, lib. 56. 
(2) BrrauLnr-BercasTEL. Obra citada, tom. 111, pág. 96. 
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ce, sea elegido en junta de obispos y de todo el clero, en pre- 
sencia del senado y del pueblo, el que haya de ser ordenado y 
el así elegido por todos sea consagrado ante las comisiones im- 
periales (1).» 

1287. Después de la muerte de Benedicto IV sucesor de 
Juan IX vino, dice un historiador (2) una época funesta del 
desencadenamiento del espíritu inmundo contra Roma; y por 
una larga serie de años Marozia y su hermana Teodora hicie- 
ron coronar a unos pontífices dignos de eterno olvido y solo 
contados entre los Papas, digámoslo así, para designar el or- 
den de los tiempos y de los sucesos. 

1288. Casi extinguida en las Galias la dinastía carlovingia, 
heredera de los reinos de Italia y -de Lombardía, Adelaida, viu- 
da de Lotario hijo de Hugo rey de Provenza e hija de Rodol- 
to II, rey de Borgoña, contrajo matrimonio con Otón y dió de 
este modo origen a la dominación de los alemanes en Italia. 
Juan XII concedió a Otón—13 febrero 962—la corona imperial 
vacante durante treinta y dos años. Ordenó este Emperador la 
libre elección de Papa de acuerdo con las disposiciones canóni- 
cas y la consagración del electo en presencia de los legados im- 
periales, según había prometido espontáneamente León IV y 
se había cumplido fielmente en la elección de Juan IX. 

El antipapa Gregorió desterró al legítimo pontífice Bene- 
dicto VIII elegido aquél por la facción acaudillada por el Con- 
de de Túsculo; y al restituirle a su silla San Enrique IT, de- 
clara completamente libre la elección pontificia sin otra exi- 
gencia que la presencia de sus legados en la consagración. A 
la muerte de Benedicto fué elegido su hermano aunque lego, 
con el nombre de Juan XIX, por la influencia, según se dice, 
- de su padre Gregorio, conde de Túsculo y mediante el oro es- 

parcido. Sucedióle Teofilato de apenas doce años, hijo del con- 
de Alberico que le entronizó a fuerza de intrigas y de dinero. 
Tomó este Papa el nombre de Benedicto IX y en su tiempo 
llegó el pontificado al mayor grado de abatimiento por la lu- 
cha entablada entre Benedicto, Silvestre 111 y Gregorio VI 
acerca de su derecho al papado. 

1289. «El ruído de aquellas contiendas, escribe Marín Or- 
dóñez, llevó a Italia a Enrique 111 el Negro, sucesor de Con- 
rado 11 quien deseoso de poner fin al cisma, hizo reunir el 
concilio de Pavía continuado en Sutri el 1046. Debían exami- 
nar los obispos si la elección de Gregorio VI podía considerar- 
se simoníaca por la cantidad entregada a Benedicto IX por su 


(1) Decret, Gratian., pars 1.*, dist. 63, can. 28. : 
(2) BrerauLr-BercasTEL. Obra y tomo citados, pág. 129, 
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dimisión; pero el virtuoso Gregorio que todo lo sacrificaba al 
bien de la Iglesia, decidió la cuestión con su retiro a Alema- 
nia primero y después al Monasterio de Cluny. Dejóse al Em- 
perador la elección del nuevo Papa y Enrique propuso al gra- 
ve obispo de Bamberga, Suidger que gobernó la Iglesia duran- 
te nueve meses escasos con el nombre de Clemente 11 (1).» 
Después del breve pontificado de Dámaso 11, sucesor de Cle- 
mente lÍ, elegido por el emperador y el cual gobernó solamen- 
te la Iglesia durante veintitrés días, fué designado para Papa 
Bruno, obispo de Toul. «Al presentarse al emperador, dice el 
sabio cardenal Hengenrhoeter, una comisión de romanos pi- 
diéndole que designase sucesor al difunto Pontífice, vióse aquel 
un poco comprometido ya que ningún obispo alemán quería 
aceptar la tiara ante el temor que a todos infundía la tempra- 
na muerte de los dos últimos Papas. Por fin tras empeñada re- 
sistencia, se resignó a ceñirla Bruno, obispo de Toul, pero se- 
gún su pública declaración en la dieta de Worms en diciembre 
de 1048, exigió la condición previa de ser elegido libremente por 
el clero y pueblo de Roma, condición que ha cumplido cuando 
dijo al presentarse en Roma: No hemos venido sino a pesar 
nuestro, asi habló al clero y al pueblo y seremos dichosos en vol- 
vernos si nuestra elección no se confirma por unánime consen- 
temiento.» La votación fué unánime en su favor. He aquí la 
primera protesta contra la intrusión de los emperadores a quie- 
nes no bastando el privilegio de confirmar a los elegidos, se 
creyeron con derecho a nombrarlos. Víctor II sucesor de San 
León IX, fué también designado para el papado por el Empe- 
rador, pero deseó y buscó como su antecesor, en el clero y en 
el pueblo la confirmación de su elección. A la muerte de Víc-= 
tor 11 amagó de nuevo la tiranía de los duques de Toscana con, 
Godofredo de Lorena, quien hizo elevar al trono pontificio a 
su hermano Federico con el nombre de Esteban XI (2). 

1290. Encierra la cuarta época todo el tiempo transcurrido 
desde el pontificado de Nicolás IIl—año 1058—hasta nuestros 
días. 

1291. Al fallecimiento de Esteban IX, Gregorio, hijo del 
Conde de Túsculo y Gerardo de Galera juntamente con algu- 
nos romanos poderosos, eligieron en asamblea nocturna y tor- 
mentosa por papa a Juan, obispo de Beletri, conocido en la 
Historia con el nombre de Benedicto X. 

1292. Esteban 1X dispuso antes de expirar, de acuerdo con 


el pueblo romano, postergar la elección de Romano Pontífice 


(1) Marín OrDóÑez. El Pontificado, tom. I, pág. 231. 
(2) Ibkm. /Ibídem, pág. 245. 
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hasta la vuelta de Hildebrando, ausente como legado en Alema- 
nia. Á su llegada a Italia se detuvo Hildebrando en Florencia 
donde recibió contestación a sus cartas a los romanos con mo- 
tivo del cisma y autorización ilimitada para cortarlo. Reunidos 
en Sena los cardenales y grandes de Roma, se declaró simoníaca 
la elección de Benedicto X y se designó para papa a Gerardo, 
obispo de Florencia, que tomó el nombre de Nicolás 11. Una 
comisión encargada de dar cuenta de este nombramiento al 
rey de Germania, consiguió la aprobación de su elección, de la 
emperatriz que gobernaba en la minoría de su hijo Enrique. 
1293. A los tres meses de entronizado, Nicolás II presidió 
un concilio compuesto de ciento trece obispos, de una multitud 
de abades y otros eclesiásticos en el palacio de Letrán. Comen- 
zadas las sesiones, dijo el papa Nicolás: «Bien sabéis, herma- 
nos míos, que después de la muerte de mi predecesor Esteban, 
expuesta quedó la Santa Sede a los insultos de los simoníacos 
de tal suerte que hasta pareció correr riesgo la Iglesia. A fin, 
pues, de precaver tales accidentes, decretamos de acuerdo con 
la autoridad de los padres que cuando fallezca el Papa, los 
obispos cardenales traten juntos, los primeros entre todos, de la 
elección, llamen después a los clérigos cardenales y por últi- 
mo el resto del clero y del pueblo den su consentimiento... 
Se elegirá en el seno mismo de la Iglesia si se encuentra, una 
persona capaz y si no, en otra, salvo el honor debido a nuestro 
querido hijo Enrique que ahora es rey y si Dios quiere, será em- 
perador como ya se lo hemos otorgado y se tributará el mismo 
honor a sus sucesores siempre que la Santa Sede les conceda per- 
sonáalmente el mismo derecho, Si el poder de los malos prevalece 
hasta el punto de impedir una elección pura y gratuita en Ro- 
ma, los cardenales obispos con el resto del clero y los seglares 
católicos aunque en corto número, tendrán derecho a elegir 
Papa en el lugar más conveniente. Si después de la elección, 
la guerra o cualquiera otro obstáculo dependiente de la mano 
de los hombres impide la entronización del electo según cos- 
tumbre, no dejará de tener como verdadero Papa la autoridad 
de gobernar la Iglesia romana y de disponer de sus bienes co- 
mo lo hizo San Gregorio antes de su consagración. Si alguno 
es elegido, consagrado y entronizado con menosprecio de este 
decreto, sea anatematizado y depuesto con sus cómplices.» 
1294. El concilio aprobó este decreto pontificio, obra maes- 
tra según el protestante Voigt, de la prudencia pontificia. «Atri- 
buyendo a los cardenales la parte principal en la elección de 
Papa, suprimía el derecho avocado en el siglo v por los reyes 
ostrogodos, ejercido después de ellos, por los Césares de Bi- 
'Zancio con detrimento de la libertad de la Iglesia, convertido 
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bajo los emperadores francos en un simple derecho de vigilan- 
cia y protección y trasformado después en manos de los empe- 
radores alemanes en una verdadera servidumbre (1).» 

1295. Por muerte de Nicolás II fué elegido y consagrado 
papa Alejandro 11. Resentida la emperatriz Inés, madre del rey 
Enrique y gobernadora de sus Estados, de la elección de Ale- 
jandro a la suprema dignidad de la Iglesia sin su previo con- 
sentimiento, convocó una dieta en Basilea en la cual después 
de pretender abolir la constitución de Letrán, los obispos lom- 
bardos reconocieron por papa a Cadolao obispo de Parma con 
el nombre de Honorio II, elegido por Inés. San Amón obispo 
de Colonia y tutor en el año 1062 de Enrique IV, convocó un 
concilio en Osborna, ciudad de Sajonia y en él se declaró la de- 
posición del antipapa Cadolao, En el mismo año fué reconocido 
y confirmado solemnemente el papa Alejandro 1Í por un con- 
cilio celebrado en Mantua por los obispos de Alemania e Italia. 

1296. El año 1073 fué elegido sucesor de Alejandro el gran 
Hildebrando conocido en la Historia con el nombre de Grego- 
rio VII. Este gran Papa deseoso de evitar todo motivo de queja 
del emperador, quiso obtener su confirmación de Enrique 1V 
diciéndole noblemente: «No déis vuestro consentimiento a mi 
elección; y si lo dáis estad seguro de no quedar impunes vues- 
tros crímenes (2).» 

1297. Confirma Enrique la voluntad del clero romano; y 
dando Gregorio VII cumplimiento a su promesa, emplea to- 
dos sus esfuerzos en librar al papado de la servidumbre del 
Imperio y en devolverle su independencia y abroga todas las 
disposiciones sobre la necesidad del asentimiento imperial en 
la elección de Pontífice. Desde entonces jamás se comunicó a 
los emperadores la elección de Pontífice como condición nece- 
saria para la consagración y el ejercicio del Ministerio del 
electo. 

1298. Esta disposición de Gregorio VII estaba llamada a 


producir la ruptura de relaciones entre él y Enrique IV; y 


la discordia entre ambos creció de tal manera que este Empera- 


dor hizo deponer al Papa en la dieta de Worms el 24 de enero 


de 1076 y se lo comunicó así en una carta llena de audacia con 
este epígrafe: «Enrique a Hildebrando, no papa, sino falso : 
monje.» Más aun: el Rey con unos treinta obispos y varios se- 
ñores alemanes e italianos depusieron en Bruxen a Gregorio 
VII y eligieron en su lugar a Guillermo de Rávena que entre 


los antipapas lleva el nombre de Clemente III. 


(1) Voicr. Citado por Marín Ordóñez en su mentada Obra. 
(2) Baronio, 4nnales, an. 1073. 
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1299. Por este mismo tiempo -algunos aduladores del poder 
cesarista y despótico de Enrique IV vindicaron la autoridad 
suprema del Emperador en la elección de obispos y llegaron en 
sus errores a sostener la ilegitimidad y la nulidad de toda elec- 
ción no verificada o por lo menos no ratificada por el Empe- 
rador o Rey de Germania. Esta absurda doctrina por la cual 
se somete al poder civil la Iglesia, fué condenada por el Conci- 
lio de Guedimblurgo—año 1085—. La historia eclesiástica dis- 
tingue este error con el nombre de herejía de los enricianos. 

1300. Posteriormente se quitó al pueblo toda intervención 
en el nombramiento de Papa y se aplicó la doctrina establecida 
en el VIII Concilio general de Constantinopla, la cual doc- 
trina hemos expuesto al hablar de las elecciones de Oriente 
—núm. 1231.—En el Concilio 111 de Letrán celebrado el año 
1179 se reservó exclusivamente a los cardenales la elección de 
Papa y se dispuso haber de reunir el elegido las dos terceras 
partes de los votos (1). 

1301. De lo dispuesto en el Concilio Lateranense encontra- 
mos una sola excepción en el Concilio de Constanza. El gran 
cisma de Occidente cuyo pronto término era reclamado por el 
bien de la Iglesia, hizo necesaria la celebración de un concilio 
al que asistieron cuatro patriarcas, veintitrés cardenales, cua- 
renta y siete arzobispos, ciento sesenta obispos y ocho mil ecle- 
siásticos, el emperador Segismundo, embajadores de todos los 
príncipes de Europa y más de treinta y dos mil personas distin- 
guidas. Se convino para la elección de Papa en el nombramien- 
to además de los cardenales, de treinta diputados de las nacio- 
nes, seis de cada una formando un total de cincuenta y tres 
votos cuyas dos terceras partes habían de recaer en el elegido. 
Por lo demás se guardaron todas las leyes establecidas para la 
elección de Sumo Pontífice y recayó la elección en Martín V. 
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1302. En qué consiste el derecho de exclusiva.—1303. La exclusiva 
no es un derecho natural ni adquirido.—1304. Origen y abusos de la 
exclusiva.—1305. Error de los que sostienen la ruptura de sus relacio- 
nes amistosas con el Papa elegido contra su veto.—1306. El silencio 
de los Papas y la costumbre no constituyen en este caso derecho 
consuetudinario.—1307, Pío IV prohibe en el siglo xvi prestar oídos 
a los príncipes seculares en la elección de Papa.—1308. Gregorio XV 
prohibe a los cardenales en el siglo xvi atender la inclusión o ex- 
clusión de alguna persona en la elección de Papa.—1309, Clemente XII 


(1) Decrei. Gregori IX, lib. 1, tit. VI, cap. VL 
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en el siglo xvi ordena a los cardenales no escuchar las intervencio- 
nes de los príncipes seculares.—1310. Pío IX en el siglo XIX se ex- 
presa del mismo modo.—1311. Reclamación de Austria en la elec- 
ción de sucesor de León X1II.—1312. El voto de exclusiva está 
condenado aunque los Papas no le hayan designado con este nom- 
bre.—1313. Pena impuesta por Pío X en nuestro siglo a los carde- 
nales que atiendan la exclusiva. 


1302. Príncipes y gobiernos no tienen hoy ninguna inter- 
vención en la elección de Pontífice, si bien hubo naciones como 
España, Francia y Austria, sostenedoras de su derecho de ma- 
nifestar por sus embajadores a los cardenales reunidos en Con- 
clave, el desagrado de su gobierno en la elección de tal o cual 
cardenal para Papa pudiendo señalar hasta tres cardenales como 
máximum para ser excluidos de la elección. La exclusiva no 
es un derecho; fué en verdad, atendida algunas veces en bien 
del gobierno de la Iglesia y desechada otras veces como ocurrió 
en la elección de Paulo IV. 

1303. La exclusiva no es un derecho natural ni adquirido: 
no lo primero: a) porque de serlo, las demás naciones podrían 
con igual fundamento reclamar el ejercicio de un derecho na- 
tural común a todos los Estados: b) porque la Iglesia es una 
sociedad por su propia naturaleza independiente del Estado y 
superior a él: no lo segundo, porque los Pontífices fijando el 
modo y forma de proceder en las elecciones, no aluden ni poco 
ni nada a este privilegio o concesión. Los regalistas sostenedores 
del derecho de exclusiva no han sido capaces de citar una sola 
disposición pontificia en su apoyo. La exclusiva fué en conclu- 
sión un abuso de las citadas naciones. 

1304. Quienes dedicaron sus tareas a la investigación del 
origen y fundamento de la exclusiva, afirman su aparición en 
el siglo xvi. En esta época España, Francia y Austria prevali- 
das de su inmenso poderío, pretendieron ejercer una influencia 
oficiosa en la elección pontificia por intermedio de algunos car- 
denales adictos o por ellos designados como sus legados extra- 
ordinarios. Era misión de estos cardenales manifestar—caso de 
vacante—en el Conclave reunido con el objeto de designar 
Pontífice, no serles grato ni acepto tal o cual candidato y de 
rogar a los electores en bien de la Iglesia no recaer la elección 
en los excluidos o indicados como inconvenientes. Esta preten- 
sión fué creciendo como ocurre siempre en materia de abusos. 
En el siglo xv1r no se limitaron a rogar; llegaron a ordenar y 
mandar que no fuera elegido tal o cual candidato. Sin embargo 
ni los reyes ni sus áulicos tuvieron la audacia de tachar de 
nula ni de ilegítima la elección verificada contra su propio veto. 

1305. Los regalistas—teólogos y canonistas—no niegan a 
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los gobernantes de las referidas naciones el derecho de rom- 
per sus relaciones amistosas con el Papa elegido contra su veto 
y dejan a salvo por supuesto, el dogma y la unidad de la co- 
munión de la Iglesia. El error de estos regalistas salta a la 
vista. Los cardenales electores fija su atención en el gobierno 
de la Iglesia, han con especial diligencia, de examinar qué per- 
sona es la más apta para el ejercicio del sumo Pontificado y en 
este examen han de prestar un delicado estudio a las relacio- 
nes de hecho existentes entre la Iglesia y los Estados políticos 
más preponderantes; pero de aquí no nace para los gobernan- 
tes políticos ningún derecho a indicar quiénes han de ser o no 
elegidos para el Papado, a romper sus relaciones con el ele- 
gido contra su veto y a negarle obediencia en materias pura- 
mente disciplinares. Jamás existe motivo ni fundamento legí- 
timo en la desobediencia de los católicos—gobernantes o súb- 
ditos—al sumo Pontífice ni es posible alegar razón alguna pa- 
ra mirar los gobernantes como injuriosa a su dignidad, la elec- 
ción de un Papa poco grato. Los cardenales en su elección per- 
siguen el bien de la Iglesia universal; el interés temporal de 
los príncipes no debe entrar nunca en las miras de los cardenales 
electores. Además: si los cardenales estuvieran ligados por el 
deber de prestar atención a las exigencias y conveniencias de los 
más poderosos ¿qué razón seria se alegaría para no atender 
a los otros príncipes igualmente miembros de la Iglesia ? 

1306. Se ha querido arrancar un argumento en favor de la 
exclusiva, de su tolerancia por la Iglesia en los siglos anteriores 
y se ha inferido de esta tolerancia, una especie de derecho con- 
stietudinario; pero nunca será concluyente un argumento for- 
mulado con la base de la paciencia y resignación de la Iglesia si 
no se demuestra previamente que pudiendo la Iglesia conde- 
nar y reprobar un abuso sin graves inconvenientes, ha prefe- 
rido soportarlo; mas si la Iglesia se resignó al silencio, obliga- 
da por la necesidad de evitar inconvenientes mayores que los 
del abuso, carece de base el argumento apoyado en la costumbre. 
Es precisamente lo ocurrido con la exclusiva, si bien los Papas 
no perdonaron medio de reprobarla en la mejor forma posible. 

1307. Los documentos pontificios que vamos a traducir a 
nuestro idioma, no nos permiten duda alguna de la actitud de 
manifiesta oposición contra la exclusiva. Dice así Pío IV ele- 
vado al trono pontificio el año 1559: «Exhortamos a los car- 
denales y les ordenamos por temor al juicio divino, que aten- 
tos a la magnitud del ministerio a que por su medio se ha de 
proveer, en la emisión de su sufragio y en todas las demás co- 
sas, no se dejen arrastrar por el dolo y el fraude, vivan li- 
bres de facciones y pasiones, no presten oído a la intervención 
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de los príncipes seculares ni se dejen sugestionar por ningún 
respeto humano; tengan siempre ante su vista a Dios solamente 
y compórtense pura, libre, sincera, quieta y pacíficamente (1).» 

1308. Gregorio XV ascendido al papado el año 1621 se ex- 
presa en idénticos términos: «Absténganse en absoluto los car- 
denales de pactos, convenciones, promesas... y de cualesquiera 
otras obligaciones, de ademanes, signos, contrasignos de sufra- 
gios o de cédulas o de dar o pedir otras cosas de palabra o por 
escrito ya respecto de la inclusión, ya de la exclusión así de una 
persona como de muchas o de cierto género... de dar o no 
dar el sufragio; decretamos y declaramos que todas estas co- 
sas y cada una de ellas si hubieran intervenido aunque con ju- 
ramento, serán nulas e írritas sin que por quebrantarlas incu- 
rran en la nota de haber violado su fe... (2).» La inclusión 
aludida por el Papa se verifica cuando algún príncipe declara 
serle únicamente aceptables tales o cuales personas con ex- 
clusión de otras. 

1309. No habla en otros términos Clemente XII elegido 
el año 1730. «Ordenamos a los cardenales que en la emisión de 
sus sufragios y en los asuntos de algún modo concernientes a la 
elección, siempre con su vista en Dios, se conduzcan con reli- 
giosidad y sinceramente y extraños a cualesquiera actos, fac- 
ciones, ambiciones de las partes sin atender a sus comodidades 
privadas y sus aspiraciones sin escuchar las intercestones de los 
príncipes seculares y sin dejarse arrastrar de los humanos res- 
petos, antes bien posponiéndolos, elijan a aquel a quien juzga- 
ren en Dios ser idóneo para gobernar útil y provechosamente 
la Iglesia universal (3).>» 

1310. Pío IX constituido papa el año 1846 ordena verificar 
la elección con exclusión y remoción de cualquiera sntervención 
de la potestad laiwca, sea el que se quiera su grado o condición 
(4). El mismo Papa ha decretado: «Encarecemos a los carde- 
nales que procedan en la elección, no impulsados por la incli- 
nación o aversión de su ánimo ni por ninguna gracia u obsequio, 
no por la imtercesión de los poderes del siglo, sino fijos sus ojos 
sólo en la gloria de Dios y en la utilidad de la Iglesia (5).» 
Lo mismo dispone en otra de sus constituciones (6). 

1311. A pesar de doctrina tan explícita como terminante, 
en el Cónclave reunido después del fallecimiento de León XIII 


(1) Const. ln eligendis. 

(2) Const. Acterni Patris. 

(3) Const. Apostolatus officium. 

(4) Const. In hoc sublim., 25 de agosto de 1871. 

(5) Pío IX. Const. Licet per Apostolicas. 8 de septiembre de 1874, 
(6). Inem. Const. Consultari. 10 de octubre de 1877. 
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para la designación de su sucesor, con gran sorpresa del mundo 
católico, hizo uso Austria del veto de exclusiva, presentado en 
el tercer escrutinio o sea el día 2 de agosto. El Sacro Colegio 
reprobó por su cardenal decano esta intromisión como un abu- 
so de la potestad laica y declaró no ser posible tomarla en con- 
sideración ni siquiera oficiosamente. La reprobación contra ese 
veto fué unánime en el mundo y el Conde Goulochowski minis- 
tro de relaciones exteriores de Austria intentó defender su ac- 
titud en presencia de una comisión de la delegación de Hungría 
el 16 de diciembre de 1903 y atenuar el alcance de su veto, afir- 
mando que más que de veto tenía el carácter de un deseo o 
consejo, sobre todo, en la época actual en que las naciones que 
lo ejercen no disponen de los medios materiales de otras épo- 
cas para sostenerlo en el caso de no juzgar oportuno los carde- 
nales atenderlo. 

1312. Quizá insistan los poderes políticos en la proclama- 
ción de este mal llamado derecho porque no hablan los Papas 
en términos expresos del veto de exclusiva de España, Francia 
y Austria que lo vindican, para condenarlo, sino tan solo en 
general de las intercesiones de los príncipes seculares e inter- 
vención de la potestad laica. Esto no es razón. Pío IX en la ci- 
tada constitución In hoc sublimi dice que ha de verificarse la 
elección con exclusión completa y remoción de cualquiera in- 
tervención, sea del grado o condición que se quiera, de la potes- 
tad laica. Es verdad no designar el Papa personalmente en su 
prohibición a España, Francia y Austria; pero sus palabras no 
dejan duda. 

1313. El papa Pío X lanza la pena de excomunión latae 
sententiae especialmente reservada al futuro Papa contra to- 
dos y cada uno de los cardenales que viven o que les sucedan, 
contra el secretario del Sacro Colegio de Cardenales y contra 
todos los que tienen alguna participación en el Cónclave que so 
pretexto alguno reciban de la potestad civil el encargo de pro- 
poner aun en forma de simple deseo, el veto o la exclusiva, que 
den a conocer este veto, sea cualquiera el modo con que haya 
llegado a su noticia y a todo el Colegio de Cardenales ya con- 
gregado ya a cada uno de ellos de palabra o por escrito, direc- 
ta o indirectamente, es decir, mediatamente por otros (1): 


(1) Pío X. Const. Commisum nobis. 30 de enero de 1904. 
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1314. Presbiterado y episcopado.—1315. La potestad de orden de los 
obispos superior a la de los presbíteros.—1316. Los presbíteros carecen 
de jurisdicción propia.—1317. La unidad de la Iglesia sería imposi- 
ble si los presbíteros fueran iguales en jurisdicción a los obispos.— 
1318. Diferencias que separan a obispos y presbíteros.—1319, El epis- 
copado es el único grado jerárquico de jurisdicción.—1320. Dios no 
dió a la Iglesia una forma aristocrática episcopal.—1321. La Iglesia 
es una monarquía.—1322. El gobierno monárquico es necesario en 
interés de la unidad.—1323. La monarquía es la mejor forma de go- 
bierno.—1324. La Iglesia militante y triunfante: su forma común de 
gobierno.—1325. La Iglesia es una monarquía por voluntad de Jesu- 
cristo.—1326. Figuras que la simbolizan.—1327. Conducta de Jesu- 
cristo en la elección de Pedro.—1328. Importancia del cambio del 
nombre de Simón por el de Pedro.—1329, Derechos y prerrogativas 
de Pedro.—1330. Pedro jefe de todos los pastores y de todos los fie- 
les. —1331. Tradición de la Iglesia sobre este punto., 


1314. En el estudio del error de los defensores de la for- 
ma aristocrática en la Iglesia, hemos distinguido una doble 
aristocracia: la pequeña aristocracia o sea, el presbiterado y la 
aristocracia superior o sea, el episcopado—núms. 1090 y sigs.— 
Luego nuestra impugnación ha de abrazar dos partes: una cu- 
yo fin es la exclusión del presbiterianismo del gobierno de la 
Iglesia: otra cuyo objeto será perseguir la demostración de re- 
sidir en el Papa y no en los obispos el primado de jurisdicción 
sobre toda la Iglesia. 

1315. A pesar de ofrecernos solamente el poder de juris- 
dicción un interés directo en la materia en estudio, diremos 
acerca del poder de orden de los obispos breves y sencillas pa- 
labras. Los teólogos en la prueba de la superioridad de la potes- 
tad episcopal de orden, fijan principalmente su atención en el 
derecho de los obispos de conferir y administrar sacramentos 
que en vano intentarían conferir válidamente los presbíteros; 
tal es el sacramento del orden. Esta superioridad de los obis- 
pos es inexplicable por una delegación del Papa. Expondremos 
los fundamentos en abono de la anterior proposición: a) Es co- 
sa probada—pese a la negación de algunos teólogos—haberse 
conferido alguna vez a los presbíteros la facultad de administrar 
el diaconado; mas nunca se presumió posible la concesión de la 
facultad de conferir el presbiterado y el episcopado; siempre 
prevaleció en la Iglesia como doctrina firme el derecho propio 
de los obispos de crear ministros no solo inferiores sino también 
iguales a ellos: b) es del mismo modo cierto poder el presbí- 
tero conferir por delegación pontificia el último grado de la 
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jerarquía del orden—el diaconado—y el sacramento de la Con- 
firmación. Hemos sin embargo, de notar la invalidez de la ad- 
ministración de esos dos sacramentos sin la anterior delegación 
mientras el obispo no puede ser por nadie despojado de su de- 
recho propio a la administración válida de los mismos, aunque 
pueda ser en circunstancias dadas slíctta. Luego es por dere- 
cho divino en la potestad de orden, inferior el presbítero, al 
obispo. 

1316. Prescindimos de la cuestión acerca del la distinción 
entre presbíteros y obispos confirmada por la tradición y la his- 
toria eclesiástica—núms. 1023 y sigs.—y pasamos a investigar 
si los presbíteros a más de su potestad limitada de orden, par- 
ticipan de alguna jurisdicción en la Iglesia. En esta investiga- 
ción recurrimos a la tradición, dispuestos a saber si los Após- 
toles depositarios de las divinas enseñanzas y en el ejercicio 
de su divina potestad de dividir el sacerdocio en dos grados, 
asignaron por derecho divino al grado inferior alguna jurisdic- 
ción o más bien lo constituyeron en auxiliar o coadjutor del gra- 
do superior del cual habían de recibir jurisdicción para desem- 
peñarlo en su nombre. 

La tradición antigua está conteste en negar a los presbíte- 
ros jurisdición propia. Se demuestra por los siguientes testi- 
monios. San Ignacio mártir dice que las nupcias han de ser 
bendecidas por el obispo. «Los esposos y esposas se unen en 
matrimonio por la sentencia del obispo para que sean las nup- 
cias según el Señor y no según la concupiscencia (1).» Se lee 
en los Cánones de los Apóstoles : «Nada hagan ni diáconos ni 
presbíteros sin el permiso del obispo a cuya fidelidad ha sido 
confiado el pueblo (2).» Escribe San Cipriano: «Exige el mo- 
do de ser de la Iglesia estar constituida sobre los obispos y es- 
tar gobernada en todos sus actos por los mismos prepósitos 
(3). San Epifanio habla así: «En algunas pequeñas igle- 
sias no había presbíteros, pero sí obispo y diáconos. Como no 
había gran multitud, no pudo hallarse quienes fueran creados 
presbíteros por lo cual se conformaron únicamente con el obis- 
po, pero éste no puede estar sin diáconos (4).» San Ambrosio 
dice hablando de los bautizados: «Nos hallamos revestidos del 
sacerdocio aun cuando también hubiese presbíteros; sin embar- 
go el principio del ministerio emana del Sumo Sacerdote (5).» 
Leemos en el Concilio de Ancira—año 314—: «No es lícito a 


(1) Sancrus Icnarius. Epist. ad S. Policarp., cap. V. 
(2) Con. Apost., can. XXXVIITI. 

(3) Sancrus CYPRIANUS. Epist., 27, n. 1. 

(4) Sancrus EPIPHANIUS. Hoeres. 75, n. 5. 

(5) Sancrus AmBROSIUS. Liber de sacr., cap. 1, v. 4. 
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los presbíteros de la ciudad ordenar ni disponer nada en cada 
una de las parroquias —diócesis—sin mandato o carta del obis- 
po (1).» Lo mismo dice el Concilio de Laodicea: «Nada deben 
hacer los presbíteros sin el consentimiento de los obispos (2).» 
Este Concilio fué celebrado el año 320. Esta doctrina es casi 
con las mismas palabras sostenida por el Concilio I de Toledo 
—año 400—. «Sin el conocimiento del obispo nada pretendan 
hacer los presbíteros (3).» Acerca de si son los presbíteros su- 
cesores de los setenta y dos discípulos y de si éstos como aqué- 
llos tuvieron alguna jurisdicción propia, hemos hablado en otro 
lugar.—núms. 904 y 1252.— 

1317. La Iglesia por disposición de Jesucristo hace partí- 
cipes de su jurisdicción a los obispos y los coloca al frente de 
cada una de las diócesis a fin de reinar en ellas la unidad ba- 
jo la dirección de un solo pastor. La misma naturaleza de las 
cosas reclama jurisdicción para la preeminencia de orden. La 
unidad sería de imposible conservación en cada iglesia, de ser 
iguales en jurisdicción presbíteros y obispos; no habría en ellas 
el principio constitutivo de la unidad. Es inadmisible el supues- 
to de ser arrancada por un hecho de la Iglesia, es decir, a pos- 
teriori, la jurisdicción de los presbíteros igual a la de los obis- 
pos por el orden; porque en la falsa hipótesis de conferirse por 
la ordenación y no por la misión, la jurisdicción, sería verda- 
daderamente inútil comunicarla si va a ser despojado de ella el 
agraciado para ser concentrada en uno solo. 

1318. Hemos de afirmar: a) haberse resuelto por disposi- 
ción divina ser por la ordenación unos, obispos y otros, presbí- 
teros: b) conferir el Papa o la Iglesia la jurisdicción: c) ser 
también por institución divina los obispos como sucesores de los 
Apóstoles, los designados para el ejercicio de la jurisdicción 
pastoral: d) ser los presbíteros, coadjutores de los obispos y 
en el caso de tener un cargo pastoral, desempeñarlo, no en vir- 
tud de su jurisdicción ordinaria, sino de la delegación del sumo 
Pontífice del cual y no de su grado jerárquico, son entonces 
representantes. 

1319. ¿En qué fundamento reposa la anterior doctrina? El 
episcopado es el único grado jerárquico en que Dios vincu- 
ló la jurisdicción perpetua de la Iglesia. Luego no es el pres- 
biterado un grado jerárquico al cual competa jurisdicción or- 
dinaria y propia por derecho divino. Consta por la tradición 
ser el presbítero coadjutor del obispo. Si al presbítero no le co- 


(1) Conc. Ancyranum, can. XII. 
(2). Gone. Laod., can; TVIL 
(3) Conc. Toletan., 1, an. 400. 
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rresponde jurisdicción ordinaria y propia, la jurisdicción de 
que se halle investido, será delegada del Papa o del obispo; si 
del Papa, puede ejercer una jurisdicción casi episcopal o supe- 
rior a ella; si del obispo, su jurisdicción será inferior a la de 
éste. La jurisdicción se confiere por la misión, no por la or- 
denación y la consagración. Fué intención divina enviar nor- 
malmente, no a los presbíteros, sino a los obispos como pas- 
tores ordinarios y radicar la jurisdicción en el superior en or- 
den y centro de la unidad. 

1320. Si Jesucristo no quiso dar a su Iglesia una forma de 
gobierno democrática e investir al pueblo del poder supremo, 
ni tampoco una forma aristocrático-presbiteriana y otorgar a 
los presbíteros jurisdicción ordinaria y suprema sobre la Igle- 
sia ¿quiso por ventura darle un gobierno aristocrático-episco- 
pal? Al elegir por jefes de su reino espiritual a los doce Após- 
toles ¿ha conferido a cada uno una autoridad igual? ¿Dió al 
Colegio Apostólico un poder central y unitario, una soberanía 
propiamente dicha? No ciertamente, Dios quiso hacer brillar 
su sabiduría en el gobierno de la Iglesia; quiso que el orden en 
su reino terrestre fuera como un reflejo del reino celestial en 
que él mismo reina en persona sin lugarteniente rodeado de la 
jerarquía de los ángeles y de los santos (1). 

1321. Entre los Apóstoles Jesucristo eligió a Pedro para 
ser su representante en la tierra, única cabeza visible de todos 
los fieles, fundamento, columna y sostén de la Iglesia. «Sobre 
Pedro, sobre ese fundamento se levantó todo el edificio de la 
constitución de la Iglesia; sobre ese fundamento fueron esta- 
blecidos los Apóstoles piedras fundamentales sobrepuestas por 
Jesucristo (2).» La Iglesia es una verdadera monarquía. La 
idea de monarquía envuelve en sí misma la idea de un sobera- 
no con derecho indiscutible a mandar, no a algunos o muchos, 
sino a todos sus súbditos sin ninguna distinción y a ser por 
ellos obedecido. Excepción hecha del Papa, ningún obispo puede 
invocar el derecho divino ni autoridad sobre otro obispo y con 
mayor razón ni muchos ni todos los obispos tienen autoridad 
sobre Pedro. Si la Iglesia rechaza y condena la comparación 
tendiente a equiparar a Pedro con San Pablo, con más energía 
reprobará cualquiera tendencia a declarar a los obispos iguales 
al Papa. Pedro y como él, su sucesor, es el monarca goberna- 
dor de la Iglesia en su calidad de vicario de Cristo. Alrededor 
de su poder hay una multitud de poderes, pero su poder se so- 
brepone a todos, los regula y los determina. Los pueblos diri- 


(1) Punuiirs. Obra citada, tom. 1, pág. 157. 
(2) Inem. /bídem, tom. 1, pág. 160. 
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gidos por los obispos jerárquicamente coordinados entre sí, los 
obispos, los clérigos y los laicos están sometidos a la autoridad 
del Romano Pontífice, jefe supremo de la Iglesia, doctor de 
todos los doctores, monarca y juez soberano y poseedor de la 
plenitud del poder eclesiástico. «Enseñamos y declaramos, di- 
ce el Concilio Vaticano, que la Iglesia Romana en virtud de la 
disposición del Señor posee el principado del poder ordinario 
sobre todas las iglesias y que este poder de jurisdicción verda- 
deramente episcopal del Romano Pontífice es inmediato. Los 
pastores y los fieles de cualquier rito y de cualquiera dignidad 
de que estén investidos, están ligados con él por el deber de 
subordinación jerárquica y por una verdadera obediencia no 
sólo en los puntos de fe y costumbres, sino también en los per- 
tenecientes a la disciplina y gobierno de la Iglesia extendida 
por el mundo entero. De aquí resulta que el mantenimiento de 
la unidad en la comunión con el soberano Pontífice y en la pro- 
fesión de la misma fe, hace que la Iglesia de Jesucristo consti- 
tuya un mismo rebaño bajo un solo pastor (1).» 

1322. ¿Qué más se requiere para ser el gobierno de la Igle- 
sia en realidad monárquico, es decir, el gobierno de uno solo? 
Digan los protestantes cuanto se les antoje, el reino de Jesu- 
cristo sobre la tierra es sencillamente monárquico. Así era ne- 
cesario en interés de la unidad. «La unidad de la Iglesia, escri- 
be Santo Tomás, exige de todos los fieles la profesión de la 
misma fe. Pero como en materia de fe surgen siempre distin- 
tas cuestiones, causa probable de divergencias en las creencias 
y de divisiones en la Iglesia, fué necesario si se habían de ob- 
viar estos inconvenientes, que uno solo cortase de raíz con su 
sentencia las controversias. Luego para la conservación de la 
unidad de creencias entre los fieles, debe haber y hay la autori- 
dad de un solo superior a los demás en su calidad de juez ina- 
pelable (2).» | 

1323. «La Iglesia, prosigue el Angélico Doctor, en su ca- 
lidad de obra inmediata de Dios, debía ser organizada como 
sociedad de una manera perfecta, Ahora bien: la mejor forma 
de gobierno es aquella en que la multitud es regida por la su- 
prema autoridad de uno solo. Esta afirmación se confirma su- 
ficientemente por la consideración del fin social que es la paz 
y la unión de los ciudadanos. Pero este fin es de más fácil rea- 
lización bajo el gobierno de uno solo que bajo el gobierno de 
muchos. La unidad, en efecto, es la causa de la unión y cuanto 
más perfecta sea esta unidad, tanto más cierta y perfecta será 


(1) Conc. Vatican. Comst.. dogmat., cap. TIL. 
(2) Divus THomas. Summa cont. Gent., lib. 1V, cap. 76. 
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la unión que a su lado se forme (1).» «La unidad en sí mis- 
ma, dice Liberatore, esto es, la persona física es sin contradic- 
ción más perfecta que la unidad accidental que es persona mo- 
ral, es decir, la unidad que se forma de muchas personas reu- 
nidas en asamblea o senado (2) 

1324. «La Iglesia militante, prosigue Santo Tomás, está 
calcada en el modelo de la Iglesia triunfante. El apóstol San 
Juan vió en el Apocalipsis una Jerusalén como una ciudad que 
bajaba del cielo, Un solo monarca presidía la Iglesia triunfante 
y este monarca es el que reina sobre el mundo entero: es Dios. 
Y así escribe San Juan: «Y ellos serán su pueblo y el mismo 
Dios habitando en medio de ellos será su Dios.» En el seno de 
la Iglesia militante un solo jefe preside a todos (3).» Esta sen- 
tencia es tanto más fundada, sostiene Liberatore, cuanto que la 
Iglesia militante no es una Iglesia diferente de la Iglesia triun- 
fante; es la misma Iglesia aunque colocada en situación dife- 
rente. La Iglesia de la tierra es como el vestíbulo de la Iglesia 
del cielo, Las dos Iglesias no pueden diferenciarse por su forma 
de gobierno; es y fué sumamente conveniente ser tan monár- 
- Quica la una como la otra, es decir, gobernada por uno solo, Je- 
sucristo en persona reina sobre la Iglesia triunfante y reina 
en la Iglesia militante por intermedio de su vicario (4). 

«Si alguno dijera, escribe Santo Tomás, ser Cristo la sola 
cabeza y el solo pastor de la Iglesia, no habla con suficiente 
claridad. Es cierto haber perfeccionado el mismo Jesucristo 
todos los sacramentos de la Iglesia, ser él quien bautiza, per- 
dona los pecados y el verdadero sacerdote que se ofreció en el 
ara de la cruz y por cuya virtud se consagra diariamente en el 
altar su cuerpo; y sin embargo, porque no había de estar en lo 
futuro corporalmente presente a todos sus fieles, eligió minis- 
tros por medio de los cuales hubiera de dispensar aquellos be- 
neficios. Por la misma razón por la cual privaba a la Iglesia 
de su presencia corporal, era conveniente que confiase a otro 
el cuidado de reemplazarle en el gobierno de ella (5).» 

1325. Todas estas pruebas no rebasan a nuestro juicio los 
lindes de razones de pura conveniencia. Jesucristo absoluta- 
mente hablando, pudo obrar de una manera distinta y suplir 
por la gracia la imperfección de la forma que hubiere dado a 
su Iglesia. La prueba verdaderamente demostrativa y con la 
cual se cierra el paso a toda clase de dudas y cavilaciones en 


(1) Divus Tuomas. Summ. cont. Gent., lib. IV, cap. 76. 
(2) LIBERATORE. Obra citada, pág. 65. 

(3) Divus Thomas. Obra y lugar citados. 

(4) LiBERATORE. Obra citada, pág. 66. 

(5) Divus Thomas. Obra y lugar citados, 
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esta materia, es la voluntad de Jesucristo. En su calidad de 
fundador único de la Iglesia ha podido darle y le dió la forma 
de gobierno por él preferida. El Evangelio y el testimonio de la 
Iglesia conocedora mejor que nadie, de la forma social de que 
la dotó su fundador, nos da a conocer la voluntad de Jesucristo. 

1326. Según los Sagrados Libros está fuera de cuestión y 
de controversia ser la Iglesia una verdadera monarquía en todo 
el rigor de la palabra. Esta verdad se demuestra evidentemente: 
a) por todas las figuras que simbolizan la Iglesia y nos la pre- 
sentan bajo los emblemas de la unidad y sometida a un solo 
jefe: b) por la conducta de Jesucristo en su fundación. «Es la 
Iglesia, escribe Mazella, comparada en la Sagrada Escritura 
a un ejército bien ordenado (1) a un cuerpo humano y a una 
mujer hermosa (2), a una casa, a una nave o al arca de N 0é 
(3); todo lo cual representa la idea de una verdadera monar- 
quía. En efecto: a) no hay ejército en orden de batalla si no 
hay un jefe supremo; por esto dice San Jerónimo: «En cual- 
quier ejército grande se espera la señal de uno solo (4).»: 
b) en todo cuerpo hay siempre una cabeza rectora y ordena- 
dora de los miembros: c) es clarísimo requerir el reino la au- 
toridad de uno solo; así dice San Juan: «Y de todas las ove- 
jas se hará un solo rebaño y un solo pastor (5).» la casa tam- 
bién tiene un solo señor, según indica el evangelista San Lucas: 
«¿ Quién piensas que es aquel administrador fiel y prudente a 
quien su amo constituyó mayordomo de su familia para distri- 
buir a cada uno en su tiempo la medida del trigo o el alimento 
correspondiente? (6)»: palabras estas dichas a Pedro y del 
mismo Pedro como se infiere del contexto. Para demostrar que 
Jesucristo habla de uno llamado a presidir a los demás consier- 
vos y únicamente sujeto al Señor, añade: «Mas si dicho envia- 
do dijera en su corazón: Mi amo no piensa en venir tan presto 
y empezare a maltratar a los criados y criadas, a comer, a be- 
ber y embriagarse, vendrá el amo de tal siervo el día que me- 
nos lo espera y en la hora en que él no sabe y le echará de su 
casa y darle ha el pago debido a los criados infieles»: e) por 
último, añade San Jerónimo «en una nave hay un solo gober- 
nante (7)»; y dice San Cipriano: «Después de habérsele ense- 
ñado haber sido el Arca de Noé el tipo de la Iglesia (8), con- 


(1) Cant. VI. 

(2%, Canto VIL: 

(3) IT Petr. MI, 20. 

(4) Saxncrus HYERONIMUS. Epist. ad Rustic. 
(5): ¿Joon. X., 16. 

(6) Luc. XII, 42. 

(7) Sancrus HYERONIMUS. Lugar citado. 
(8) Sancrus CYPrIANUS. Lib. 1, Epist. 6. 
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vénzase Novaciano no poder ser gobernante de esta Arca por 
serlo ya Cornelio y una nave exige un solo rector y no muchos.» 

1327. En la elección por Jesucristo efectuada desde el pri- 
mer día en la persona de Pedro y sus sucesores, procede con 
una lentitud calculada para mostrar al mundo con claridad no 
verificarse nada al acaso. Si Pedro hubiera sido el primero de 
los que se acercaron a Jesús, hubiera podido atribuirse a esto la 
causa de todos sus privilegios, pero con anterioridad a él, había 
confesado San Juan la divinidad de Jesucristo y San An- 
drés seguidor de Cristo después de haber oído la confesión de 
San Juan, fué en busca de su hermano Simón para presentarle 


al Salvador, el cual tan pronto fijó en él sus ojos, comenzó a 


manifestarle sus propósitos. «Jesús, dice el evangelista San 
Juan, le mira fijamente y le dice: Tú eres Simón hijo de Juan, 
tú serás llamado Cefas, que quiere decir Pedro o piedra (1).» 

1328. He aquí el primer delineamiento del primado de Pe- 
dro. Jesucristo en el anuncio al apóstol San Pedro, del futuro 
cambio de su nombre vulgar por un nombre simbólico, le pre- 
decía haber sido predestinado en los consejos divinos, a ser 


la piedra fundamental de la Iglesia. Tanta solemnidad de parte 


de un Dios en la sustitución de un nombre, necesariamente en- 


Cierra una significación profunda (2). El Señor en el cambio 


El 
; 


del nombre de Abram por el de Abraham, le designaba como el 
padre de los creyentes; con el nombre a Jacob, de Israel, seña- 
laba a aquel por quien quería dejarse vencer; el nombre de 
Oseas añadido por Moisés al de Josué o Jesús, indicaba al pue- 


blo judío la necesidad de un jefe para ser introducido en el 


país de sus padres. ¿Puede quizá considerarse cosa vana haber 
dicho Jesucristo a su Apóstol: «Tú serás llamado Cefas»? No: 
para cada uno de los tres personajes anteriores, el nuevo nom- 
bre impuesto entrañaba un sentido profético y este sentido se 
convirtió en realidad. Lo mismo ocurrió con Simón, es decir, 
con Pedro, porque, como veremos pronto, el divino Maestro en 
la imposición solemne del nuevo nombre con que había resuelto 
condecorarle, lo acompañó de la promesa formal, del favor in- 
comparable por tal nombre expresado. «Tú eres Pedro» y por 
la palabra Pedro le designaba como la piedra fundamental de 


la Iglesia (3). 


1329. Poco tiempo más tarde Jesucristo sube a una mon- 


taña y después de haber orado mucho elige a sus Apóstoles en 
||“ número de doce. San Mateo refiere el nombre de cada uno de 


(1) Zoan, 1, 29 al 43. 
(2) CorrreEreEaU. Obra citada, tom. 11, pág. 191. 
(3) Pues. Obra citada, tom. 1; pág. 46. 


14 


y 


210 LA IGLESIA Y EL ESTADO. LIB. 111. CAP. IHM 


ellos y dice: «El primero que es Simón que se llama Pedro (1). 
¿Por qué el primero? San Juan es el primero que habló al Se- 
ñor; y San Andrés, el primero que creyó en él. «Hemos hallado 
al Mesías (2).» «Hemos hallado a aquel de quien escribió Moi- 
sés en la ley y anunciaron los profetas, a Jesús de Nazaret el 
hijo de José (3).» ¿Por qué es entonces Pedro el preferido 
de todos? Porque así lo quiso el divino Maestro; no hay otra 
razón. ñ 

¿Es todo esto un simple título de preeminencia? Sigamos 
leyendo el Santo Evangelio. Acababa de llegar Jesús con sus 
discípulos al territorio de Cesarea de Filipo cuando les pregun- 
tó: «¿Quién dicen los hombres que es el hijo del hombre? Res- 
pondieron ellos: unos que San Juan Bautista; otros, Elias; otros 
en fin, Jeremías o alguno de los profetas. ¿Y vosotros quién 
decís que soy yo? A esta pregunta los discípulos callan, pero 
entre ellos se levanta una sola voz, la de Pedro. Tomando la 
palabra Simón Pedro, dijo: «Tú eres Cristo el hijo de Dios 
vivo.» La respuesta de Jesucristo es majestuosa, autoritativa, 
enérgica, clarísima y admirable por su grandeza. «Bienaventu- 


rado eres Simón hijo de Juan, porque no te han revelado esto. 


ni la carne ni la sangre, sino mi Padre que está en los cselos, 
Y yo te digo que tú eres Pedro y sobre esta piedra edsficaré 
mi Iglesia y las puertas del infierno no prevalecerán contra ella. 
Y a ti te daré las llaves del remo de los cielos. Y todo lo que 
atares sobre la tierra, atado será en el cielo, y todo lo que des- 
atares sobre la tierra, será también desatado en los cielos (4).» 

No se trata aquí sencillamente de textos aislados a los cua- 
les sea fácil darles una interpretación distinta de la por ellos 
expresada; el pensamiento principal se nos presenta rodeado de: 


un conjunto de circunstancias de suyo suficientes para com-= ' 
prender su extensión y su valor propio. El Salvador aprove-=. 


cha una ocasión favorable para escuchar el primer acto de fe 
en su divinidad, emitido por el Apóstol destinado a confirmar: 


en la fe a sus hermanos y proclamar en presencia de éstos los 
derechos y prerrogativas de Pedro. Jesucristo dió a Simón el : 


nombre de Pedro; y en el momento Solemne de pronunciar las 
anteriores sublimes palabras, descubre su razón y significado: 
al príncipe de los Apóstoles. Es Pedro después de Jesucristo; 
la piedra angular de la Iglesia; sobre Pedro vivo en sus suce- 
sores reposa este edificio misterioso ante el cual se estrellarán' 


(1) Math. XVI, 16 al 19, 
(2) Toan. 1, 41. 
(3) Joan. 1, 45. 
(4) Math. XVI, 13 al 19, 


A 


y 


j 


d 


ñ 
1 


A 


A FORMA DEL GOBIERNO ECLESIASTICO NO ES ARISTOCRATICA 211 


siempre todos los poderes infernales. Estas sencillas conside-! 
raciones arrancadas de las palabras milagrosas salidas de los 
divinos labios de Cristo y dirigidas a Pedro, son prueba con 
tundente de haberle sido comunicada la dirección de la Iglesia, 
de estarle en ella todo sometido a su autoridad y de no haber: 
ninguna coalición posible entre todos sus enemigos, Ae de 
derribar esta vigorosa y misteriosa piedra. 

1330. Pero el Salvador marcará de un modo más visible la 
preeminencia de Pedro entre los demás Apóstoles. En el mo- 
mento de volver Jesús al Monte de las Olivas, despierta la aten- 
ción de Pedro por una interpelación iterativa y le dice: «Simón, 
Simón, mira que Satanás se ha propuesto zarandearos como 
trigo; pero yo he rogado por tí para que no falte tu fe y tú 
cuando estés convertido, confirma a tus hermanos (1).» ¿Qué 
inducción arrancaremos de este solo texto? En este momento 
nos limitamos a narrar. Proseguiremos en la transcripción lite- 
ral de esta escena a la vez tierna y solemne en que el discípulo 
prevaricador espiando el crimen de una triple negación por una 
triple protestación de amor, es al instante recompensado por la 
colación de la más alta dignidad de que jamás fué revestido nin- 
gún mortal, 

«Dice Jesús a Simón Pedro, hijo de Juan: ¿Me amas? Sí, 
Señor, tú sabes que te amo: apacienta mis corderos. Segunda 
vez le dice: Simón, hijo de Juan, ¿me amas? Sí, Señor, tú sabes 
que te amo: apacienta mis corderos. Dícele por tercera vez: Si- 
món, hijo de Juan, ¿me amas? Pedro se contristó de 'que por 
tercera vez le preguntase si le amaba y así le respondió: «Tú 
lo sabes todo; tú conoces que yo te amo: apacienta más oyes 
jas (2).» En estas palabras proclama Jesucristo a Pedro pastor 
de los corderos y de las ovejas, de todo el rebaño de la grey 
del divino Maestro y le constituye en guardián y director de las 
almas sin ninguna excepción, en jefe divinamente instituido así 
de los pastores como de los fieles. Por voluntad formal de Jesu- 
cristo, Pedro y como éste, su sticesor es y sigue siendo el monar- 
ca que gobierna la Iglesia en calidad de vicario de Cristo: pontí- 
fice supremo, lo que él ata, nadie puede desatarlo en el cielo y 
en la tierra: doctor, por encima de todos los doctores, loque él 
enseña, será verdad eternamente; lo que él condena como erró- 
neo, será como tal para siempre condenado: rey, monarca y juez 
soberano, lo que él decida, queda completamente resuelto y no 
hay sobre la tierra ni autoridad ni poder al cual se pueda ape- 
lar de su sentencia. Es por consiguiente Pedro y como él, su 


(1) Joan. XXIT, 32. 
e dom. XXI, 15 4 Y. 
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sucesor, pontífice supremo, doctor, rey y juez soberano. Al 
lado de su poder hay otros muchos poderes, pero el suyo está 
por encima de todos los otros, los regula y los domina (1). 

1331. Esta es la doctrina que ha llegado hasta nosotros a 
través de los siglos y multitud de revoluciones. Los escritos de 
los Santos Padres y doctores de la Iglesia son acerca de este 
punto monumentos irrecusables de una tradición que se re- 
monta hasta el origen mismo del cristianismo. Las reivindica- 
ciones no interrumpidas de los sucesores de Pedro y las decisio- 
nes de los concilios así generales como particulares confirman 
y defienden al mismo tiempo el primado de honor y jurisdicción 
de los Papas. Todos los testimonios que pudiéramos trascribir, 
entre otros, de San Cipirano (2), San Jerónimo (3), San León 
el Grande (4) y mil más, no dirían nada distinto de lo ya es- 
crito y por esto nos limitamos a consignar la existencia cons- 
tante y unánime de la tradición católica reconocida por los teó- 
logos y por la doctrina de los Santos Padres de la Iglesia: tra- 
dición eminente, luminosa, rodeada de una esplendorosa aureo- 
la de grandeza y de luz ha más de diez y nueve siglos. 


$ XI 


NATURALEZA DE LA MONARQUÍA DE LA IGLESIA 


1332. Primera opinión: la Iglesia es una monarquía pura.—1333. 
- Segunda opinión: la Iglesia es una monarquía temperada por la 
aristocracia y de algún modo por la democracia.—1334. Triple ele- 
mento en la 'constitución de la Iglesia.—1335. Entre aquellas opi- 
niones no hay disparidad de doctrina.—1336. Doctrina en que todos 
convienen.—1337, El desacuerdo procede de la noción y condicio- 
nes de una monarquía pura.—1138. Las formas de gobierno se dis- 
tinguen específicamente por razón del sujeto.—1339. Por esta ra- 
zón la Iglesia es una monarquía pura.—1340. Los poderes inferio- 
res de la Iglesia emanan subjetivamente del Papa. 


1332. Quedarán impugnados todos los errores acerca de la 


monarquía de la Iglesia con el estudio de su naturaleza. Pres- 
cindimos de la doctrina galicana sobre el primado pontificio 
condenada por el Concilio Vaticano y en nuestros días sin otra 
importancia fuera de la puramente histórica y afirmamos y sos- 
tenemos con todos los doctores católicos ser la Iglesia una mo- 
narquía; la discrepancia entre ellos surge de la investigación de 


(1) Punirrs. Obra citada, tom. 1, pág. 161. 

(2) Sancrus CYPRIANUS. Epist. 55. 

(3) Sancrus HyeroNIMUS. Contr. Tovian., lib. 1. 

(4) Sawncrus Lño Macnus. Sermo Ill m anniv. assumpt. suae., 
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si es una monarquía pura o simple o una monarquía temperada 
por elementos de otras formas de gobierno. A dos podemos li- 
mitar las opiniones en esta materia: a la defendida y sostenida 
por el cardenal Orsi y seguida por gran número de teólogos 
y canonistas para los cuales es la Iglesia una monarquía pura 
y absoluta (1): opinión con la que está de acuerdo el cardenal 
Mazella. «Aunque por más de un motivo o razón es nueva y 
singular la forma del régimen eclesiástico, decimos que si por 
el concepto del régimen monárquico se entiende con los filóso- 
Íos el sumo imperso en posesión de uno solo sin consorcio de su- 
persor o igual, del pueblo u otro príncipe, a nadie puede caberle 
la menor duda de la existencia en la Iglesia de Cristo, de una 
verdadera y simple monarquía por institución de su mismo 
Autor (2). 

1333. La segunda opinión atribuida al cardenal Belarmino 
y patrocinada por algunos autores modernos, afirma ser en su 
sentir templada por la aristocracia y en cierto modo por la de- 
mocracia la monarquía de la Iglesia. «El genio antiguo, dice 
Bougand, había pensado que si algún legislador inspirado de lo 
alto pudiera tomar a la vez las tres formas sociales y juntán- 
dolas, formar una sola, habría llegado a la perfección. Esto es 
lo que ha hecho Jesucristo. Desde luego adopta la forma mo- 
nárquica, la forma divina, pero en cierta manera le añade las 
dos formas humanas: la forma aristocrática y la forma demo- 
crática y las incorpora o reúne de tal modo que corrige a una 
por la otra y las mezcla con tal arte, en proporciones tan per- 
fectas que cada una de ellas pierde sus defectos, sus lagunas 
haciéndonos encontrar bellezas que jamás habían sido vistas 
antes de él. La forma monárquica pierde su absolutismo; la for- 
ma aristocrática, su orgullo, su exclusivismo; la forma demo- 
crática, su carácter turbulento y sus excesos anárquicos. Es 
una institución hasta entonces desconocida e inmutable como 
una monarquía; activa y ardiente como una democracia; muy 
sencilla y resistente, de una delicadeza exquisita, con una fuer- 
za invencible, muy humana por un lado, absolutamente divina 
por el otro; y en su parte humana que es la menor y la menos 
importante, el modelo ideal, pero jamás alcanzado, de todas las 
constituciones de los pueblos después de diez y nueve siglos (3).» 
«Rigurosamente hablando, escribe Zallinger, la forma de gobier- 
no eclesiástico no puede llamarse puramente monárquica, pues 
siendo el poder gubernamental de los obispos de institución di- 


(1) Dx CAMILLIS. Inst. iwr. can., tom. 1, cap. I, pág. 26. París, 1868. 
(2) Mazza. Tractatus de Ecclesia., dissert. 111, art. VIT, $ 2. 
(3) Boucanb. Le christianisme et les temps presents, tom. 1V, pág. 22. 
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vina, el Papa no es el sujeto único de este poder como ocurre 
en toda monarquía propiamente dicha (1).» El modo de hablar 
de este eminente jurisconsulto procede de la confusión de la 
potestad pública con el poder supremo de la Iglesia. Es verdad 
la radicación de la potestad pública para el gobierno de la Igle- 
sia en los obispos; pero la autoridad suprema y plena reside 
únicamente en el Papa y esto basta para la constitución de una 
monarquía pura. La forma de gobierno se determina por el 
sujeto depositario, no de una potestad cualquiera, sino de la po- 
testad suprema y plena (2). 

1334. «De acuerdo con las enseñanzas de los doctores cató- 
licos, escribe Moulart, entran en la constitución de la Iglesia 
tres elemertos distintos y dispuestos de una manera estable en 
el orden que les conviene: la monarquía, la aristocracia, la de- 
mocracia (3). En el primero y solamente en él reside la sobe- 
ranía, el poder supremo universal e indivisible al cual está su- 
bordinada toda la jerarquía y el cual es la razón, causa y cen- 
tro de la unidad. El segundo goza de derechos divinos propios, 
pero no participa de la soberanía; los obispos tienen un poder 
subordinado, local y particular. El tercer elemento—la demo- 
cracia—pertenece a la constitución de la Iglesia, pero con la 
facultad de llegar a los grados más elevados de la jerarquía (4).» 

1335. Un examen atento y detenido de estas dos opiniones, 
de los principios por ellas invocados y de las conclusiones a 
que con ellos arriban, nos fuerza a confesar ser la disparidad 
entre aquellas opiniones una cuestión de palabras y no de doc- 
trina propiamente dicha. «La discrepancia entre estos teólogos 
y Belarmino es más bien nominal que real; pero si se quiere 
que sea real, no se trata de la misma constitución de la Iglesia, 
sino del concepto del régimen simplemente monárquico (5).» 

1336. Desde el punto de vista doctrinal no difiere del car- 
denal Orsi en lo referente al primado y a la subordinación de 
los obispos, el cardenal Belarmino (6). Tanto los defensores 
de la monarquía temperada como los partidarios de la monar- 
quía pura, afirman: a) «que el bienaventurado apóstol San Pe- 
dro fué constituido por Cristo nuestro Señor, príncipe de los 
Apóstoles y cabeza visible de toda la Iglesia militante y que 
ha recibido directa e inmediatamente del Hijo de Dios un pri- 
mado no sólo de honor, sino de jurisdicción verdadera y propia- 


(1) ZALLINGER. Obra citada, tom. TI, pág. 81, París, 1839. 

(2) LiBERATORE. Obra citada, pág. 73. 

(3) BELARMINO. Controv. de Rom. Pontif., lib. 1, cap. 11. 

(4) MouLarT. L'Eglise et P'Etat, lib. 1, cap. HI. Notions preliminaires. | 
(5) MAzELLA. Obra y lugar citados. 

(6) Inem. /bídem. 
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mente dicha (1).» Esta doctrina condena y reprueba todos los 
sistemas que consideran el primado una usurpación, una ins- 
titución humana o una emanación del cuerpo de fieles: b) «que 
en virtud de este primado el Romano Pontífice tiene, no el 
simple cargo de la dirección y vigilancia, sino el poder pleno 
y supremo de la jurisdicción sobre la lIgelesia universal así en 
las cosas pertenecientes a la fe y a las costumbres, como en 
las pertinentes a la disciplina y gobierno de la Iglesia ex- 
tendida por el mundo entero: que posee no sólo la parte 
principal, sino también toda la plenitud de este poder supre- 
mo y que su poder es ordinario e immediato sobre todas las 
iglesias y cada una de ellas, sobre todos los pastores y fieles y 
sobre cada uno de ellos (2).» Este canon define y determina la 
naturaleza, fuerza y atribuciones del primado, destruye a la 
vez teorías jansenistas, febronianas, etc. y condena en particu- 
lar la doctrina incluida en los artículos 2 y 3 de la Declaración 
de 1682): c) «que muy lejos de ser perjudicial el poder del so- 
berano pontífice al poder de jurisdicción ordinaria e inme- 
diata de los obispos instituidos por el Espíritu Santo para ser 
sucesores de los Apóstoles y gobernar y regir como verdade- 
ros pastores la grey a cada uno encomendada, este último po- 
der encuentra por el contrario su fuerza, apoyo, garantía y de- 
fensa en el pastor supremo y universal según estas palabras 
de San Gregorio el Grande: «Mi honor es el honor de la Igle- 
sia universal; mi honor es la fuerza sólida de nuestros her- 
manos; yo soy y me considero verdaderamente honrado cuan- 
do a ninguno de ellos se le niega el honor que se le debe (3) :» 
d) «que es un dogma de fe divinamente revelado que cuando el 
Romano Pontífice habla ex cathedra, es decir, cuando en el 
desempeño de su cargo de pastor y doctor de todos los cristia- 
nos, define en virtud de su autoridad apostólica que una doctri- 
na sobre fe y costumbres debe ser creida por la Iglesia univer- 
sal, el Romano Pontífice goza plenamente por razón de la asis- 
tencia divina que le fué prometida en la persona de San Pedro, 
de la infalibilidad de la cual quiso el divino Redentor estuviera 
adornada la Iglesia al definir la doctrina concerniente a la fe y 
a las costumbres y por consiguiente que estas definiciones del 
Sumo Pontífice son irreformables por sí mismas y no por el 
consentimiento de la Iglesia (4). Esta definición condena expre- 
samente el artículo 4 de la Declaración arriba citada: e) «que 


(1) . Conc. Vatican., cap. 1 y su canon correspondiente. 
(2) Ibídem, cap. III, sess. IV. 

(3) Ibidem, cap. III, sess. IV. 

(4) Inem. /bídem. 
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están muy lejos del camino recto de la. verdad los que afirman 
ser lícito apelar de los juicios del Romano Pontífice al corci- 
lio ecuménico como si este fuera una autoridad superior al 
Papa (1).» Síguese de esta resolución del Concilio Vaticano, 
ser el Papa superior a los obispos ya distributiva, ya colectiva- 
mente considerados aunque estén reunidos en concilio: f) que 
«el episcopado es una institución divina que ningún poder hu- 
mano puede destruir; el Sumo Pontífice y toda autoridad hu- 
mana están incapacitados para disponer la inexistencia del or- 
den episcopal en la Iglesia; al episcopado existente nadie puede 
impedirle regir la Iglesia:» yg) que todos los teólogos y canonis- 
tas están de acuerdo en sostener y afirmar recibir los obispos 
enmediatamente de Dtos la potestad de orden. Teólogos tan 
insignes como Santo Tomás de Aquino, San Buenaventura, 
Durando y otros opinan recibir los obispos inmediatamente del 
Papa su potestad de jurisdicción—núms. 1040 y sigs.—. Dice 
Benedicto XIV: «Aunque la opinión defensora de la potestad 
de jurisdicción como proveniente de una manera inmediata de 
Jesucristo, está apoyada en argumentos de valor, parece más 
conforme a la razón y a la autoridad la opinión opuesta (2).» 
El primer defensor al parecer de la opinión de recibir su ju- 
risdicción los obispos inmediatamente de Jesucristo, fué Fran- 
cisco Victoria a quien siguieron Alfonso de Castro y otros (3). 

1337. De perfecto acuerdo los escritores católicos en la 
parte doctrinal expuesta, réstanos investigar el principio o fun- 
damento de su división o separación. En nuestro humilde pen- 
sar la causa u origen de este desacuerdo descansa en el con- 
cepto o noción de monarquía pura o simple o en las condiciones 
requisitas para constituirla. Exigen unos para la constitución 
de una tal monarquía la residencia del poder soberano o su- 
premo en una persona física sin prestar mayor interés a los 
poderes inferiores o subordinados que en su manera de ver, no 
son atributos, prerrogativas y funciones de la soberanía; otros 
consideran necesario para una pura y absoluta monarquía ema- 
nar todos los poderes públicos del príncipe. En la primera opi- 
nión la forma de gobierno proviene unicamente del sujeto en 
quien reside el poder soberano, hecha abstracción de los pode- 
res subordinados o inferiores; en la segunda deben examinar- 
se conjuntamente con el sujeto de la soberanía todos los pode- 
res que emanan o deben emanar del príncipe. 

1338. Parece cierta la procedencia de la distinción de las 


(1) Conc. Vatican., cap. 1II, sess. 1V. 
(2) Brenkebicro XIV. De Synod. dioeces., lib. 1, cap. IV. n. 2. 
(3) Véase P. Zacarías. Anti Febronius abbreviatus, pág. 6 y sigs. 
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formas de gobierno, del sujeto de la soberanía; lo confirman 
las definiciones de los mejores tratadistas de derecho al fijar 
la naturaleza de aquellas formas. La exigencia como condi- 
ción sine qua non en la existencia de una monarquía pura, de 
hallarse una sola persona física en posesión de todos los pode- 
res constituiría en puramente ideal la monarquía simple; no 
existe en la Iglesia ni en ninguna parte. 

Los poderes inferiores y subordinados en nada cambian ni 
modifican la naturaleza íntima del poder soberano examinado 
en sí mismo y su sujeto. En nada alteran ni varían la eco- 
nomía gubernamental de la sociedad civil, la naturaleza del po- 
der sacerdotal en la Iglesia, el poder paterno en el seno de la 
familia y el poder del señor en la sociedad heril; luego los po- 
deres inferiores no pueden por la naturaleza de la cosa cam- 
bíar la forma de la sociedad civil. Así presentada la cuestión, 
el régimen gubernamental tanto de la sociedad religiosa como 
de la sociedad civil procede del modo según el cual se comuni- 
que en concreto el poder soberano o de la naturaleza del su- 
jeto que posee y ejerce el poder. Con el despojo de una parte 
cualquiera de la soberanía en el sujeto principal o con el some- 


timiento de su ejercicio en todo o en parte a condiciones ju- 


rídicamente dependientes de los inferiores, no existe la monar- 
quía pura. Quedan ya definidas la forma de régimen y la mo- 
narquía pura perfectamente aplicables a la Iglesia—núm. 1058.— 
«Para que se pueda decir estar el régimen monárquico propia- 
mente moderado por la aristocracia y la democracia, es nece- 
sario que la potestad suprema no resida TODA en una sola ca- 
beza; luego en ésta está disminuida por estar como dividida en- 
tre muchos (1).» 

1339. De perfecto acuerdo con los testimonios citados y 
otros muchos más omitidos por brevedad, afirmamos por con- 
dición precisa para ser un gobierno propiamente una monar- 
quía simple o pura, la posesión en algún modo del poder sobe- 
rano pero no la procedencia del principe, de todos los dere- 
chos y poderes inferiores. Según estas nociones y las ya ex- 
puestas—núms. 1058 y 1060—en rigor lógico la Iglesia es una 
monarquía pura y absoluta. «Para así constituirla, escribe Ma- 
zella, se requieren tres cosas: a) unidad de imperio en la ca- 
beza: b) universalidad de sumisión en los miembros: c) lo más 
principal e importante, la individualidad del poder sumo resi- 
dente en una sola cabeza.» Estas condiciones nos autorizan a 
asentar para ser el régimen monárquico moderado o tempera- 
do por la aristocraria o la democracia o por ambas a la vez, no 


(1) MazeLLa. Obra citada. 
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hallarse el poder supremo en uno sólo, sino dividido entre mú- 
chos y esto ocurre en la hipótesis de requirirse como condición 
indispensable y necesaria a la validez y utilidad de las disposi- 
ciones del sumo imperante, el sufragio de otros; de otra suer- 
te carecen las leyes de fuerza y eficacia. «Si se admite, prosi- 
gue Mazella, el concepto de monarquía ya expuesto, fácilmente 
se persuadirán los católicos de ser la Iglesía realmente una mo- 
narquía simple; así es de pensar si se tiene en cuenta admitir 
todos los escritores católicos sin discusión: a) haber sido con- 
ferido el poder supremo en la Iglesia a Pedro por Jesucristo y 
pasar íntegro a sus sucesores: b) no tener los simples fieles 
potestad alguna en el régimen de la Iglesia: c) depender los 
obispos colectiva e individualmente del sucesor de San Pedro 
y gozar éste de tal independencia de aquellos que sin su sufra- 
gio están las disposiciones pontificias dotadas de verdadera 
fuerza y vigor: d) no faltar nada por consiguiente al carácter 
fijado a la monarquía de la Iglesia para ser una monarquía pu- 
ra. El hecho de ser necesaria por derecho divino la existencia 
de obispos en la Iglesia y de ser considerados no como vica- 
rios del Papa, sino como pastores de la Iglesia con jurisdicción 
ordinaria y propia, no basta para despojar de su carácter mo- 
nárquico el régimen de la Iglesia. La potestad de los obispos 
existe, pero subordinada a la primera cabeza de la cual depen- 
de; la suprema autoridad de la cabeza, empero, no depende en 
manera alguna de la potestad de los obispos; no hay por tan- 
to, división de la potestad suprema ni disminución de esta po- 
testad en la cabeza (1).» | 

1340. De la hipótesis de reclamarse como condición de una 
monarquía pura la subordinación de todos los poderes inferio- 
res a la autoridad suprema, no se sigue no ser la Iglesia una 
monarquía simple o pura o estar moderada por la aristocracia. 
De dos modos pueden emanar del príncipe los poderes infe- 
riores: objetivamente o en sí mismos o subjetivamente, es de- 
cir, en orden a la elección o determinación de la persona que 
ha de ejercer el poder. Hay indiscutiblemente en la Iglesia un 
elemento estable, de origen divino, inextinguible e inmodifica- 
ble y objetivamente independiente del poder supremo; esto sin 
embargo, no nos impide admitir y confesar: a) estar constituí- 
dos los obispos por el Papa, en el ejercicio de su jurisdicción; 
no son los obispos quienes se asignan su propio territorio y 
lo súbditos sometidos a su gobierno: b) proceder inmediata- 
mente del soberano pontífice, según opinión comunmente se- 
guida, la jurisdicción actual de los obispos. De donde concluí- 


- 


(1) MazzLLa. Obra citada, disp. TIT, art. 8, n. 540-41. 
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mos emanar los poderes inferiores de la Iglesia subjetivamen- 
te por lo menos, del príncipe o jefe supremo de la sociedad re- 
ligiosa. Conclusión final. En todo rigor lógico es la Iglesia una 
monarquía pura y EeOla ta y no una monarquía moderada por 
la aristocracia. 


8 XII 
CARÁCTER PARTICULAR DE LA MONARQUÍA DE LA IGLESIA 


1341. La monarquía de la Iglesía es análoga, no idéntica a las hu- 
manas monarquías.—1342. El Papa propiamente hablando, no es 
el supremo monarca de la Iglesia.—1343, El poder pontificio es inal- 
terable.—1344. Límites del poder pontificio.—1345. Cánones muta- 
bles e inmutables.—1346. Los obispos no son vicarios del Papa, sino 
verdaderos príncipes.—1347. Carácter electivo de la monarquía de 
la Iglesia.—1348. Sentido de poder decirse ser la Iglesia una demo- 
cracia.—1349. El elemento aristocrático bien entendido no se: opone 
a la monarquía pura.—1350. Desenvolvimiento histórico de la cons- 
titución de la Iglesia.—1351. Conclusiones sobre la monarquía de la 
Iglesia. 


1341. La lelesia es sin discusión una monarquía de un ca- 
rácter completamente particular, diferente de las monarquías 
humanas, única en su género y establecida de acuerdo con un 
plan sin realidad nunca fuera de la Iglesia. «Saben los católi- 
cos, afirma Mazella, haber instituido Jesucristo en su Iglesia 
una verdadera monarquía y están también unánimes en ser la 
monarquía de la Iglesia completamente nueva y singular (1).> 
La monarquía de la Iglesia es análoga, no idéntica a las monar- 
quías políticas (2). Nosotros no podemos pararnos en el estu- 
dio de los términos idéntico—unívoco, dicen los escolásticos— 
-y análogo (3). 

1342. En las monarquías humanas el monarca es tal por de- 
recho de propiedad; en la Iglesia el monarca lo es por delega- 
ción; el poder civil soberano ostenta el título de rey juntamen- 
te con todas las prerrogativas inherentes a su reinado; el Pa- 
pa no es exacta y propiamente hablando, el supremo monarca 
de la Iglesia; el rey del reino de la Iglesia es en rigor Jesu- 
cristo; el Papa es.su vicario, su representante, su lugarteniente, 
su virrey, el encargado de sus poderes. Jesucristo que ya no 
muere, sigue gobernando su lglesia y nadie puede suceder- 
le (4). Existe en el Papa la plenitud del poder en sentido rela- 


(1) - MazeiLa. Obra citada. 

(2) LIBERATORE. Obra citada, págs. 73 y 437. 

(3) Véase Prerujo. Lexicon philosophico-theologicum, págs. 144 y 
317. Edit. Velent. 

(4) LIBERATORE. Obra citada, pág. 6l. 
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tivo, no absoluto; sus poderes no son tan extensos como los 


+ de Jesucristo, pero son tan extensos como los por El conferi- 


dos a su Iglesia. No hay en efecto en la Iglesia ningún poder 
que no esté formal o eminentemente en manos del Papa. 

1343. En los Estados políticos puede el príncipe consentir 
en los cambios de gobierno y en la enajenación en circunstan- 
cias especiales, de una parte de su autoridad y de sus derechos; 
así se ha efectuado en la mayoría de las antiguas monarquías 
absolutas, trasformadas paulatinamente en monarquías consti- 
tucionales o representativas, en monarquías nominales, no rea- 
les en la mayoría de los casos. En la Iglesia por el contrario, 
está imposibilitado el Papa de enajenar ni disminuir ninguno 
de los derechos recibidos de Jesucristo ni de introducir ningu- 
na modificación en la constitución esencial de la Iglesia; la au- 
toridad pontificia es de derecho divino y ha de ser siempre ple- 
na y conservarse intacta (1). La hipótesis imposible de despo- 
jarse el Papa de algún derecho propio del poder pontificio, no 
entraña para su sucesor el reconocimiento de este despojo, 
porque recibe su autoridad plena y entera inmediatamente de 
Jesucristo, no de su antecesor. 

1344. El poder del Papa no es absoluto, ilimitado y arbi- 
trario; tiene sus límites infranqueables en la voluntad de su 
divino fundador el cual determinó por sí mismo los elementos 
esenciales de la constitución de la Iglesia. Jesucristo rige toda 
la Iglesia, la del cielo, la del purgatorio y la de la tierra; el Pa- 
pa no goza de jurisdicción propiamente dicha sino en la Iglesia 
militante; no puede modificar en nada la constitución esencial 
de la Iglesia ni cambiar una letra de la ley de Dios ni abolir la 
práctica de los consejos evangélicos, etc., etc.—núms. 1076-77—. 

1345. A estas limitaciones han pretendido ligar otras los ga- 
licanos y jansenistas—núms. 1131 y sigs.—: los antiguos cá- 
nones y las costumbres de la nación galicana. En lo referente a 
la mutabilidad de los cánones hemos de notar con Cavagnis; 
a) ser algunos cánones de derecho divino; y sus disposiciones, 
propuestas por la Iglesia aunque no procedan de ella, ligar 
también al Sumo Pontífice el cual puede interpretarlas; esto 
procede siempre que se trata del derecho positivo; y declarar los 
casos y circunstancias de no obligar: hb) ser algunos cánones 
de derecho divino en cuanto a la sustancia, pero no en cuanto al 
modo. Aclararemos esta distinción con algún ejemplo. Es di- 
vino el derecho de los clérigos a su alimento; la manera de 
proporcionarse en su ministerio los alimentos, es de derecho 
eclesiástico; de aquí ser en cuanto a la sustancia de derecho 


(1) BELARMINO. De Roman. Pontif., lib. 1, cap. 1X. 
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divino los diezmos, no en cuanto al modo. Luego puede el Pa- 
pa interpretar o modificar los cánones acerca de esta materia y 
cambiar la manera de aplicarlos: c) ser una la razón de la potes- 
tad, y otra distinta la de la honestidad. El Papa puede abolir sin 
causa razonable y válidamente los cánones meramente eclesiásti- 
cos, pero no lícitamente. Con razón ha condenado la Facultad de 
París la aserción de poder el Papa abolir todo el derecho 
canónico, ya porque en los cánones de derecho divino carece el 
Papa en esta abolición, de facultades, ya porque en los cánones 
meramente eclesiásticos el procedimiento de su supresión no 
descansaría en una causa fundada y sería ilícito: d) no ser al- 
terados ni modificados-—-por no haber causa razonable—aque- 
llos cánones cuya utilidad no depende de circunstancias varila- 
bles, sino de la misma naturaleza humana, pero sí, los en la 
práctica perjudiciales o inútiles; al pueblo cristiano no ha de 
eravársele con disposiciones desprovistas de razón de ser. Es 
el Sumo Pontífice, el juez único competente en el fallo acerca 
de la racionabilidad de la modificación o abrogación de los 
cánones. 

1346. En las monarquías políticas los gobernadores de pro- 
vincia y las otras dignidades, son delegados o representantes del 
príncipe en cuyo nombre administran los negocios públicos; 
en la Iglesia los obispos no son vicarios del Papa, sino verda- 
deros príncipes establecidos por derecho divino con jurisdicción 
ordinaria en sus diócesis y rectores en nombre propio de los 
fieles confiados a su solicitud, pero con subordinación al Pa- 
pa, obispo de la Iglesia universal. En el seno de los concilios 
ecuménicos son los obispos verdaderos jueces y su voto no es 
de una autoridad absoluta sino a condición de su conformidad 
con el del Papa (1). 

1347. Las monarquías humanas deben su origen por lo co- 
mún a acontecimientos del orden natural y son ordinariamente 
hereditarias; los empleos y las altas dignidades están por lo ge- 
neral en manos de los favoritos; la monarquía eclesiástica es 
electiva; a nadie ni de derecho ni de hecho le asiste la facul- 
tad de reivindicar por título alguno legítimo el poder supremo; 
no hay en ella ni distinción de castas ni privilegios de sangre. 
La Iglesia únicamente reconoce la generación espiritual proce- 
dente del bautismo y del orden; la igualdad más perfecta reina 
entre los miembros de la comunidad religiosa; hay para todos 
una misma fe, una misma esperanza, una misma caridad y un 
mismo Padre que está en los cielos. Jesucristo no confirió al 
pueblo la soberanía de su reino sobre la tierra; en cambio con- 


(1) LIBERATORE. Obra citada, págs. 62 y 73, 
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cedió a cada uno de los fieles el derecho de aspirar a franquear 
la entrada en la jerarquía eclesiástica y de subir por todos sus 
erados sin exceptuar el supremo pontificado. 

1348. En este sentido se puede decir de la Iglesia ser una 
democracia y de su gobierno, ser en la tierra el más democráti- 
co. La Iglesia en efecto, estableció en el mundo el reino de la 
libertad, de la igualdad y de la fraternidad: tres títulos de la 
humanidad «regenerada por el Evangelio y vela sin cesar con 
su enseñanza y sus preceptos por estos tres orígenes de justi- 
cia social. 

1349. La Iglesia es una monarquía pura y absoluta, porque 
el poder supremo radica en un sujeto único—el Romano Pontí- 
fice—y porque todos los otros poderes inferiores están subor- 
dinados a su primado de jurisdicción. No se puede afirmar es- 
tar el poder eclesiástico moderado por la aristocracia en el sen- 
tido riguroso de la palabra. Los escritores como Belarmino y 
otros que le atribuyen esta condición, han de ser interpretados 
en un sentido amplio o impropio—núms. 1075 y sigs.—Este 
elemento aristocrático así considerado en modo alguno se opone 
al concepto de la monarquía pura y absoluta. «A este régimen 
monárquico, dice Palmieri, no le falta la moderación nacida de 
la aristocracia y radicada en la institución de obispos, pues ni 
éstos son iguales al Pontífice en cuanto a jurisdicción ni todos 
reunidos son superiores a él ni su jurisdicción impide la ple- 
nitud de la potestad papal. Hay simplemente un régimen mo- 
nárquico con cierta moderación aristocrática en el sentido de no 
poder el soberano Pontífice suprimir la potestad ordinaria de 
los obispos (1).» Este elemento aristocrático, observa el mis- 
mo Belarmino, se distingue con toda claridad de los elementos 
aristocráticos que entran en la formación de los gobiernos hu- 
manos. «Este elemento aristocrático no debe entenderse en la 
misma forma en que suelen entenderlo los Estados profanos 
cuya forma mixta arranca precisamente de la división de dere- 
chos del sumo imperio de tal manera que el derecho que co- 
rresponde a un sujeto, no es propio del otro ni depende de él. 
La distinción fué establecida por la unidad singular y la obliga- 
ción de guardar esta unidad instituida por Cristo como propia 
de su Iglesia. En primer lugar la autoridad de los 'obispos cons- 
tituúida de aquel elemento aristocrático, está perfectamente y 
por su propia naturaleza, ligada al centro de la unidad y subor- 
dinada a la suprema autoridad del vicario de Jesucristo de tal 
modo que esta mezcla aristocrática no es absoluta sino limita- 
da. En segundo lugar, cualquier derecho correspondiente a los 


(1) Parmiéri. Tractatus de Romano Pontifice, thes. XVIII, 4. 
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obispos se halla de más eminente manera en el primado de la 
lelesia y sumo vicario de Cristo, Esto si no nos engañamos, no 
puede decirse de las otras formas de gobierno constituídas pos 
la monarquía y la aristocracia (1).» 

Hemos llegado al fin de nuestro estudio acerca de la orga- 
nización fundamental del gobierno de la Iglesia y a la conclu- 
sión final de ser esta institución divina, una unidad monárqui- 
ca en la cual está repartido en tres grados de institución divina 
el poder sacerdotal. Esta organización absolutamente necesaria 
es de institución divina y fué con toda fidelidad observada des- 
de el día mismo de la iniciación por los Apóstoles, de la obra 
de la evangelización del mundo hasta nuestros días. Que conti- 
nuará la misma hasta la consumación de los siglos, es para noso- 
tros una verdad tan palmaria como nuestra propia existencia. 

1350. Pero en el seno de esos grados en que está repartido 
el poder sacerdotal, está depositado el germen de una filiación 
numerosa. Por la acción del Sumo Pontífice y bajo la inspira- 
ción del Espíritu Santo se desenvuelve y fructifica ese germen 
y da vida a multitud de instituciones históricas, desde el pa- 

- triarca hasta el pequeño limosnero: instituciones perfectamente 
coordinadas y adaptadas a las necesidades de los tiempos y lu- 
gares y creadoras en la Iglesia humanamente hablando, de la 
más admirable de las organizaciones de que fueron testigos los 
siglos. 

1351. La Iglesia es a la vez la unidad soberana y la suprema 
variedad. La soberanía es de derecho divino y de derecho hu- 
mano. El derecho divino se manifiesta principalmente en la ins- 
titución, en las formas, en los límites y reglas de trasmisión del 
poder; el derecho humano, en la designación y elección de las 
personas llamadas a ejercerlo. 

La monarquía de la Iglesia suma en sí las ventajas de la 
“monarquía hereditaria y de la monarquía electiva, la inviolabili- 
dad y estabilidad de la primera y la popularidad de la segunda. 
La Iglesia es una monarquía indivisible, universal, en perfecta 
armonía con el dogma de la unidad de Dios y del género hu- 
mano, de la fraternidad e igualdad originales entre todos los 
hombres y es al mismo tiempo una especie de confederación en 
la cual las diversas diócesis como otros tantos Estados particu- 
“lares, gozan de bastante independencia y libertad de acción para 
responder plenamente a las tradiciones y al genio propio de 
«cada cristiano. La monarquía de la Iglesia es absoluta, y sin 
embargo por todas partes está limitada y coordinada con la 
autoridad de la Iglesia colectiva. La monarquía de la Iglesia es 


(1) BeLarmiNO0. De Rom. Pontif., cap. 111. 
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sumamente poderosa, pero jamás opresora; por todas partes la 
rodean los guardianes de sus principios y del orden; no se tras- 
mite ni por el nacimiento ni por la fortuna; los más elevados 
grados de su jerarquía son el precio del mérito y de la vir- 
tud (1). 


PA A AAA 


(1) MouLart. Obra citada, pág. 58. 
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ce, sea elegido en junta de obispos y de todo el clero, en pre- 
sencia del senado y del pueblo, el que haya de ser ordenado y 
el así elegido por todos sea consagrado ante las comisiones im- 
periales (1).» 

1287. Después de la muerte de Benedicto IV sucesor de 
Juan 1X vino, dice un historiador (2) una época funesta del 
desencadenamiento del espíritu inmundo contra Roma; y por 
una larga serie de años Marozia y su hermana Teodora hicie- 
ron coronar a unos pontíifices dignos de eterno olvido y solo 
contados entre los Papas, digámoslo así, para designar el or- 
den de los tiempos y de los sucesos. | 

1288. Casi extinguida en las Galias la dinastía carlovingia, 
heredera de los reinos de Italia y de Lombardía, Adelaida, viu- 
da de Lotario hijo de Hugo rey de Provenza e hija de Rodol- 
to II, rey de Borgoña, contrajo matrimonio con Otón y dió de 
este modo origen a la dominación de los alemanes en Italia. 
Juan XII concedió a Otón—13 febrero 962—la corona imperial 
vacante durante treinta y dos años. Ordenó este Emperador la 
libre elección de Papa de acuerdo con las disposiciones canóni- 


cas y la consagración del electo en presencia de los legados im- 


periales, según había prometido espontáneamente León IV y 
se había cumplido fielmente en la elección de Juan IX. 

El antipapa Gregorió desterró al legítimo pontífice Bene- 
dicto VIII elegido aquél por la facción acaudillada por el Con- 


de de Túsculo; y al restituirle a su silla San Enrique II, de- 


clara completamente libre la elección pontificia sin otra exi- 
gencia que la presencia de sus legados en la consagración. A 


la muerte de Benedicto fué elegido su hermano aunque lego, 


con el nombre de Juan XIX, por la influencia, según se dice, 
de su padre Gregorio, conde de Túsculo y mediante el oro es- 
parcido. Sucedióle Teofilato de apenas doce años, hijo del con- 
de Alberico que le entronizó a fuerza de intrigas y de dinero. 
Tomó este Papa el nombre de Benedicto IX y en su tiempo 
llegó el pontificado al mayor grado de abatimiento por la lu- 
cha entablada entre Benedicto, Silvestre 111 y Gregorio VI 
acerca de su derecho al papado. 

1289. «El ruído de aquellas contiendas, escribe Marín Or- 
dóñez, llevó a Italia a Enrique 111 el Negro, sucesor de Con- 
rado II quien deseoso de poner fin al cisma, hizo reunir el 
concilio de Pavía continuado en Sutri el 1046. Debían exami- 
nar los obispos si la elección de Gregorio VI podía considerar- 
se simoníaca por la cantidad entregada a Benedicto IX por su 


(1) Decret. Gratian., pars 1.*, dist. 63, can. 28. 
(2) Brraunr-BERCASTEL. Obra y tomo citados, pág. 129, 
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dimisión; pero el virtuoso Gregorio que todo lo sacrificaba al 
bien de la Iglesia, decidió la cuestión con su retiro a Alema- 
nia primero y después al Monasterio de Cluny. Dejóse al Em- 
perador la elección del nuevo Papa y Enrique propuso al gra- 
ve obispo de Bamberga, Suidger que gobernó la Iglesia duran- 
te nueve meses escasos con el nombre de Clemente II (1).» 
Después del breve pontificado de Dámaso 1I, sucesor de Cle- 
mente 11, elegido por el emperador y el cual gobernó solamen- 
te la Iglesia durante veintitrés días, fué designado para Papa 
Bruno, obispo de Toul. «Al presentarse al emperador, dice el 
sabio cardenal Hengenrhoeter, una comisión de romanos pl- 
diéndole que designase sucesor al difunto Pontífice, vióse aquel 
un poco comprometido ya que ningún obispo alemán quería 
aceptar la tiara ante el temor que a todos infundía la tempra- 
na muerte de los dos últimos Papas. Por fin tras empeñada re- 
sistencia, se resignó a ceñirla Bruno, obispo de Toul, pero se- 
gún su pública declaración en la dieta de Worms en diciembre 
de 1048, exigió la condición previa de ser elegido libremente por 
el clero y pueblo de Roma, condición que ha cumplido cuando 
dijo al presentarse en Roma: No hemos vemido sino a pesar 
nuestro, así habló al clero y al pueblo y seremos dichosos en vol- 
vernos si nuestra elección no se confirma por unánwme consen- 
timiento.» La votación fué unánime en su favor. He aquí la 
primera protesta contra la intrusión de los emperadores a quie- 
nes no bastando el privilegio de confirmar a los elegidos, se 
creyeron con derecho a nombrarlos. Víctor 11 sucesor de San 
León IX, fué también designado para el papado por el Empe- 
rador, pero deseó y buscó como su antecesor, en el clero y en 
el pueblo la confirmación de su elección. A la muerte de Víc- 
tor II amagó de nuevo la tiranía de los duques de Toscana con, 
Godofredo de Lorena, quien hizo elevar al trono pontificio a 
su hermano Federico con el nombre de Esteban XI (2). 


1290. Encierra la cuarta época todo el tiempo transcurrido 


desde el pontificado de Nicolás Il——año 1058—hasta nuestros: 


días. 


1291. Al fallecimiento de Esteban IX, Gregorio, hijo del + 


Conde de Túsculo y Gerardo de Galera juntamente con algu- 
nos romanos poderosos, eligieron en asamblea nocturna y tor- 
mentosa por papa a Juan, obispo de Beletri, conocido en la 
Historia con el nombre de Benedicto X. 

1292. Esteban IX dispuso antes de expirar, de acuerdo con 


el pueblo romano, postergar la elección de Romano Pontífice — 


(1) Marín OrnóÑez. El Pontificado, tom. 1, pág. 231. 
(2) Ibrm. Ibídem, pág. 245. 
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hasta la vuelta de Hildebrando, ausente como legado en Alema- 
nia. A su llegada a Italia se detuvo Hildebrando en Florencia 
donde recibió contestación a sus cartas a los romanos con mo- 
tivo del cisma y autorización ilimitada para cortarlo. Reunidos 
en Sena los cardenales y grandes de Roma, se declaró simoníaca 
la elección de Benedicto X y se designó para papa a Gerardo, 
obispo de Florencia, que tomó el nombre de Nicolás II. Una 
comisión encargada de dar cuenta de este nombramiento al 
rey de Germania, consiguió la aprobación de su elección, de la 
emperatriz que gobernaba en la minoría de su hijo Enrique. 
1293. A los tres meses de entronizado, Nicolás 11 presidió 
un concilio compuesto de ciento trece obispos, de una multitud 
de abades y otros eclesiásticos en el palacio de Letrán. Comen- 
zadas las sesiones, dijo el papa Nicolás: «Bien sabéis, herma- 
nos míos, que después de la muerte de mi predecesor Esteban, 
expuesta quedó la Santa Sede a los insultos de los simoníacos 
de tal suerte que hasta pareció correr riesgo la Iglesia. A fin, 
pues, de precaver tales accidentes, decretamos de acuerdo con 
la autoridad de los padres que cuando fallezca el Papa, los 


obispos cardenales traten juntos, los primeros entre todos, de la 


elección, llamen después a los clérigos cardenales y por últi- 
mo el resto del clero y del pueblo den su consentimiento... 
Se elegirá en el seno mismo de la Iglesia si se encuentra, una 
persona capaz y si no, en otra, salvo el honor debido a nuestro 
querido hijo Enrique que ahora es rey y si Dios quiere, será em- 
perador como ya se lo hemos otorgado y se tributará el mismo 
hor.or a sus sucesores siempre que la Santa Sede les conceda per- 
sonalmente el mismo derecho. Si el poder de los malos prevalece 
hasta el punto de impedir una elección pura y gratuita en Ko- 
ma, los cardenales obispos con el resto del clero y los seglares 
católicos aunque en corto número, tendrán derecho a elegir 
Papa en el lugar más conveniente. Si después de la elección, 
la guerra o cualquiera otro obstáculo dependiente de la mano 
de los hombres impide la entronización del electo según cos- 
tumbre, no dejará de tener como verdadero Papa la autoridad 
de gobernar la Iglesia romana y de disponer de sus bienes co- 
mo lo hizo San Gregorio antes de su consagración. Si alguno 
es elegido, consagrado y entronizado con menosprecio de este 
decreto, sea anatematizado y depuesto con sus cómplices.» 
1294, El concilio aprobó este decreto pontificio, obra maes- 
tra según el protestante Voigt, de la prudencia pontificia. «Atri- 
buyendo a los cardenales la parte principal en la elección de 
Papa, suprimía el derecho avocado en el siglo v por los reyes 
ostrogodos, ejercido después de ellos, por los Césares de Bi- 
zancio con detrimento de la libertad de la Iglesia, convertido 
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bajo los emperadores francos en un simple derecho de vigilan- 
cia y protección y trasformado después en manos de los empe- 
radores alemanes en una verdadera servidumbre (1).» 

1295. Por muerte de Nicolás II fué elegido y consagrado 
papa Alejandro II. Resentida la emperatriz Inés, madre del rey 
Enrique y gobernadora de sus Estados, de la elección de Ale- 
jandro a la suprema dignidad de la Iglesia sin su previo con- 
sentimiento, convocó una dieta en Basilea en la cual después 
de pretender abolir la constitución de Letrán, los obispos lom- 
bardos reconocieron por papa a Cadolao obispo de Parma con 
el nombre de Honorio 1l, elegido por Inés. San Amón obispo 
de Colonia y tutor en el año 1062 de Enrique IV, convocó un 


concilio en Osborna, ciudad de Sajonia y en él se declaró la de- 


posición del antipapa Cadolao. En el mismo año fué reconocido 
y confirmado solemnemente el papa Alejandro II por un con- 
cilio celebrado en Mantua por los obispos de Alemania e Italia. 

1296. El año 1073 fué elegido sucesor de Alejandro el gran 
Hildebrando conocido en la Historia con el nombre de Grego- 
rio VII. Este gran Papa deseoso de evitar todo motivo de queja 
del emperador, quiso obtener su confirmación de Enrique 1V 
diciéndole noblemente: «No déis vuestro consentimiento a mi 
elección; y si lo dáis estad seguro de no quedar prisa vues- 
tros crímenes (2).» 

1297. Confirma Enrique la voluntad del clero romano; y 
dando Gregorio VII cumplimiento a su promesa, emplea to- 
dos sus esfuerzos en librar al papado de la servidumbre del 
Imperio y en devolverle su independencia y abroga todas las 
disposiciones sobre la necesidad del asentimiento imperial en 
la elección de Pontífice. Desde entonces jamás se comunicó a 
los emperadores la elección de Pontífice como condición nece- 
saria para la consagración y el ejercicio del Ministerio del 
electo. 

1298. Esta disposición de Gregorio VII estaba llamada a 
producir la ruptura de relaciones entre él y Enrique IV; y 
la discordia entre ambos creció de tal manera que este Empera- 
dor hizo deponer al Papa en la dieta de Worms el 24 de enero 
de 1076 y se lo comunicó así en una carta llena de audacia con 
este epígrafe: «Enrique a Hildebrando, no papa, sino falso 
monje.» Más aun: el Rey con unos treinta obispos y varios se- 
ñores alemanes e italianos depusieron en Bruxen a Gregorio 
VII y eligieron en su lugar a Guillermo de Rávena que entre 
los antipapas lleva el nombre de Clemente ITI. 


(1) Vorcr. Citado por Marín Ordóñez en su mentada Obra. 
(2) Baroxio. Annales, an. 1073. 
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1299. Por este mismo tiempo algunos aduladores del poder 
cesarista y despótico de Enrique 1V vindicaron la autoridad 
suprema del Emperador en la elección de obispos y llegaron en 
sus errores a sostener la ilegitimidad y la nulidad de toda elec- 
ción no verificada o por lo menos no ratificada por el Empe- 
rador O Rey de-Germania. Esta absurda doctrina por la cual 
se somete al poder civil la Iglesia, fué condenada por el Conct- 
lio de Guedimblurgo—año 10853—. La historia eclesiástica dis- 
tingue este error con el nombre de herejía de los enricianos. 

1300. Posteriormente se quitó al pueblo toda intervención 
en el nombramiento de Papa y se aplicó la doctrina establecida 
en el VIIT Concilio general de Constantinopla, la cual doc- 
trina hemos expuesto al hablar de las elecciones de Oriente 
—núm. 1231.—En el Concilio 111 de Letrán celebrado el año 
1179 se reservó exclusivamente a los cardenales la elección de 
Papa y se dispuso haber de reunir el elegido las dos terceras 
partes de los votos (1). 

1301. De lo dispuesto en el Concilio Lateranense encontra- 
mos una sola excepción en el Concilio de Constanza. El gran 
cisma de Occidente cuyo pronto término era reclamado por el 
bien de la Iglesia, hizo necesaria la celebración de un concilio 
al que asistieron cuatro patriarcas, veintitrés cardenales, cua- 
renta y siete arzobispos, ciento sesenta obispos y ocho mil ecle- 
siásticos, el emperador Segismundo, embajadores de todos los 
príncipes de Europa y más de treinta y dos mil personas distin- 
guidas. Se convino para la elección de Papa en el nombramien- 
tó además de los cardenales, de treinta diputados de las nacio- 
nes, seis de cada una formando un total de cincuenta y tres 
votos cuyas dos terceras partes habían de recaer en el elegido. 
Por lo demás se guardaron todas las leyes establecidas para la 
elección de Sumo Pontífice y recayó la elección en Martín V. 


$ IX 
EL DERECHO DE EXCLUSIVA 


1302. En qué consiste el derecho de exclusiva.—1303. La exclusiva 
no es un derecho natural ni adquirido.—1304, Origen y abusos de la 
exclusiva.—1305. Error de los que sostienen la ruptura de sus relacio- 
nes amistosas con el Papa elegido contra su veto.—1306. El silencio 
de los Papas y la costumbre no constituyen en este caso derecho 
consuetudinario.—1307. Pío IV prohibe en el siglo xvi prestar oídos 
a los príncipes seculares en la elección de Papa.—1308. Gregorio XV 
prohibe a los cardenales en el siglo xvii atender la inclusión o ex- 
clusión de alguna persona en la elección de Papa.—1309. Clemente XII 


(1) Decret. Gregorii IX, lib, 1, tit. VI, cap. VI 
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en el siglo xvi ordena a los cardenales no escuchar las intervencio- 
nes de los príncipes seculares.—1310. Pío IX en el siglo xIX se ex- 
presa del mismo modo.—1311. Reclamación de Austria en la elec- 
ción de sucesor de León XIII.—1312. El voto de exclusiva está 
condenado aunque los Papas no le hayan designado con este nom- 
bre.—1313. Pena impuesta por Pío X en nuestro siglo a los carde- 
nales que atiendan la exclusiva. 


1302. Príncipes y gobiernos no tienen hoy ninguna inter- 
vención en la elección de Pontífice, si bien hubo naciones como 
España, Francia y Austria, sostenedoras de su derecho de ma- 
nifestar por sus embajadores a los cardenales reunidos en Con- 
clave, el desagrado de su gobierno en la elección de tal o cual 
cardenal para Papa pudiendo señalar hasta tres cardenales como 
máximum para ser excluídos de la elección. La exclusiva no 
es un derecho; fué en verdad, atendida algunas veces en bien 
del gobierno de la Iglesia y desechada otras veces como ocurrió 
en la elección de Paulo IV. 

1303. La exclusiva no es un derecho natural ni adquirido: 
no lo primero: a) porque de serlo, las demás naciones podrían 
con igual fundamento reclamar el ejercicio de un derecho na- 
tural común a todos los Estados: b) porque la Iglesia es una 
sociedad por su propia naturaleza independiente del Estado y 
superior a él: no lo segundo, porque los Pontífices fijando el 
modo y forma de proceder en las elecciones, no aluden ni poco 
ni nada a este privilegio o concesión. Los regalistas sostenedores 
del derecho de exclusiva no han sido capaces de citar una sola 
disposición pontificia en su apoyo. La exclusiva fué en conclu- 
sión un abuso de las citadas naciones. 

1304. Quienes dedicaron sus tareas a la investigación del 
origen y fundamento de la exclusiva, afirman su aparición en 
el siglo xvi. En esta época España, Francia y Austria prevali- 
das de su inmenso poderío, pretendieron ejercer una influencia 
oficiosa en la elección pontificia por intermedio de algunos car- 
denales adictos o por ellos designados como sus legados extra- 
ordinarios. Era misión de estos cardenales manifestar—caso de 
vacante—en el Conclave reunido con el objeto de designar 
Pontífice, no serles grato ni acepto tal o cual candidato y de 
rogar a los electores en bien de la Iglesia no recaer la elección 
en los excluídos o indicados como inconvenientes. Esta preten- 
sión fué creciendo como ocurre siempre en materia de abusos. 
En el siglo xvi no se limitaron a rogar; llegaron a ordenar y 
mandar que no fuera elegido tal o cual candidato. Sin embargo 
ni los reyes ni sus áulicos tuvieron la audacia de tachar de 
nula ni de ilegítima la elección verificada contra su propio veto. 

1305. Los regalistas—teólogos y canonistas—no niegan a 
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los gobernantes de las referidas naciones el derecho de rom- 
per sus relaciones amistosas con el Papa elegido contra su veto 
y dejan a salvo por supuesto, el dogma y la unidad de la co- 
munión de la Iglesia. El error de estos regalistas salta a la 
vista. Los cardenales electores fija su atención en el gobierno 
de la Iglesia, han con especial diligencia, de examinar qué per- 
sona es la más apta para el ejercicio del sumo Pontificado y en 
este examen han de prestar un delicado estudio a las relacio- 
nes de hecho existentes entre la Iglesia y los Estados políticos 
más preponderantes; pero de aquí no nace para los gobernan- 
tes políticos ningún derecho a indicar quiénes han de ser o no 
elegidos para el Papado, a romper sus relaciones 'con el ele- 
gido contra su veto y a negarle obediencia en materías pura- 
mente disciplinares. Jamás existe motivo ni fundamento legí- 
timo en la desobediencia de los católicos—gobernantes o súb- 
ditos—al sumo Pontífice ni es posible alegar razón alguna pa- 
ra mirar los gobernantes como injuriosa a su dignidad, la elec- 
ción de un Papa poco grato. Los cardenales en su elección per- 
siguen el bien de la Iglesia universal; el interés temporal de 
los principes no debe entrar nunca en las miras de los cardenales 
electores. Además: si los cardenales estuvieran ligados por el 
deber de prestar atención a las exigencias y conveniencias de los 
más poderosos ¿qué razón seria se alegaría para no atender 
a los otros príncipes igualmente miembros de la Iglesia ? 

1306. Se ha querido arrancar un argumento en favor de la 
exclusiva, de su tolerancia por la Iglesia en los siglos anteriores 
y se ha inferido de esta tolerancia, una especie de derecho con- 
suetudinario; pero nunca será concluyente un argumento for- 
mulado con la base de la paciencia y resignación de la Iglesia si 
no se demuestra previamente que pudiendo la Iglesia conde- 
nar y reprobar un abuso sin graves inconvenientes, ha prefe- 
rido soportarlo; mas si la Iglesia se resignó al silencio, obliga- 
da por la necesidad de evitar inconvenientes mayores que los 
del abuso, carece de base el argumento apoyado en la costumbre. 
Es precisamente lo ocurrido con la exclusiva, si bien los Papas 
no perdonaron medio de reprobarla en la mejor forma posible. 

1307. Los documentos pontificios que vamos a traducir a 
nuestro idioma, no nos permiten duda alguna de la actitud de 
manifiesta oposición contra la exclusiva. Dice así Pío IV ele- 
vado al trono pontificio el año 1559: «Exhortamos a los car- 
denales y les ordenamos por temor al juicio divino, que aten- 
tos a la magnitud del ministerio a que por su medio se ha de 
proveer, en la emisión de su sufragio y en todas las demás co- 
sas, no se dejen arrastrar por el dolo y el fraude, vivan li- 
bres de facciones y pasiones, no presten oído a la intervención 
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de los príncipes seculares ni se dejen sugestionar por ningún 
respeto humano; tengan siempre ante su vista a Dios solamente 
y compórtense pura, libre, sincera, quieta y pacíficamente (1).> 

13083. Gregorio XV ascendido al papado el año 1621 se ex- 
presa en idénticos términos: «Absténganse en absoluto los car- 
denales de pactos, convenciones, promesas... y de cualesquiera 
otras obligaciones, de ademanes, signos, contrasignos de sufra- 
glos o de cédulas o de dar o pedir otras cosas de palabra o por 
escrito ya respecto de la inclusión, ya de la exclusión así de una 
persona como de muchas o de cierto género... de dar o no 
dar el sufragio; decretamos y declaramos que todas estas co- 
sas y cada una de ellas si hubieran intervenido aunque con ju- 
ramento, serán nulas e írritas sin que por quebrantarlas incu- 
rran en la nota de haber violado su te... (2).» La inclusión 
aludida por el Papa se verifica cuando algún príncipe declara 
serle únicamente aceptables tales o cuales personas con ex- 
clusión de otras. 

1309. No habla en otros términos Clemente XII elegido 
el año 1730. «Ordenamos a los cardenales que en la emisión de 
sus sufragios y en los asuntos de algún modo concernientes a la 
elección, siempre con su vista en Dios, se conduzcan con reli- 
giosidad y sinceramente y extraños a cualesquiera actos, fac- 
ciones, ambiciones de las partes sin atender a sus comodidades 
privadas y sus aspiraciones sin escuchar las imtercesiones de los 
príncipes seculares y sin dejarse arrastrar de los humanos res- 
petos, antes bien posponiéndolos, elijan a aquel a quien juzga- 
ren en Dios ser idóneo para gobernar útil y provechosamente 
la Iglesia universal (3).» 

1310. Pío IX constituído papa el año 1846 ordena verificar 
la elección con exclusión y remoción de cualquiera intervención 
de la potestad laica, sea el que se quiera su grado o condición 
(4). El mismo Papa ha decretado: «Encarecemos a los carde- 
nales que procedan en la elección, no impulsados por la incli- 
nación o aversión de su ánimo ni por ninguna gracia u obsequio, 
no por la intercesión de los poderes del siglo, sino fijos sus ojos 
sólo en la gloria de Dios y en la utilidad de la Iglesia (5).» 
Lo mismo dispone en otra de sus constituciones (6). 

1311. A pesar de doctrina tan explícita como terminante, 
en el Cónclave reunido después del fallecimiento de León XIII 


(1) Const. Im eligendis. 

(2) Const. Aecterni Patris. 

(3) Const. Apostolatus officium. 

(4) Const. In hoc sublim., 25 de agosto de 1871. 

(5) Pío IX. Const. Licet per Abpostolicas. 8 de septiembre de 1874, 
(6) Inem. Const. Consultari. 10 de octubre de 1877. 
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para la designación de su sucesor, con gran sorpresa del mundo 
católico, hizo uso Austria del veto de exclusiva, presentado en 
el tercer escrutinio o sea el día 2 de agosto. El Sacro Colegio 
reprobó por su cardenal decano esta intromisión como un abu- 
so de la potestad laica y declaró no ser posible tomarla en con- 
sideración ni siquiera oficiosamente. La reprobación contra ese 
veto fué unánime en el mundo y el Conde Goulochowski minis- 
tro de relaciones exteriores de Austria intentó defender su ac- 
titud en presencia de una comisión de la delegación de Hungría 
el 16 de diciembre de 1903 y atenuar el alcance de su veto, afir- 
mando que más que de veto tenía el carácter de un deseo o 
consejo, sobre todo, en la época actual en que las naciones que 
lo ejercen no disponen de los medios materiales de otras épo- 
cas para sostenerlo en el caso de no juzgar oportuno los carde- 
nales atenderlo. 

1312. Quizá insistan los poderes políticos en la proclama- 
ción de este mal llamado derecho porque no hablan los Papas 
en términos expresos del veto de exclusiva de España, Francia 
y Austria que lo vindican, para condenarlo, sino tan solo en 
general de las imtercestones de los principes seculares e imter- 
vención de la potestad laica. Esto no es razón. Pío IX en la ci- 

tada constitución In hoc sublimi dice que ha de verificarse la 
elección con exclusión completa y remoción de cualquiera im- 
tervención, sea del grado o condición que se quiera, de la potes- 
tad laica. Es verdad no designar el Papa personalmente en su 
prohibición a España, Francia y Austria; pero sus palabras no 
dejan duda. 
11313. El papa Pío X lanza la pena de excomunión latac 
sententiace especialmente reservada al futuro Papa contra to- 
dos y cada uno de los cardenales que viven o que les sucedan, 
contra el secretario del Sacro Colegio de Cardenales y contra 
todos los que tienen alguna participación en el Cónclave que so 
pretexto alguno reciban de la potestad civil el encargo de pro- 
poner aun en forma de simple deseo, el veto o la exclusiva, que 
den a conocer este veto, sea cualquiera el modo con que haya 
llegado a su noticia y a todo el Colegio de Cardenales ya con- 
gregado ya a cada uno de ellos de palabra o por escrito, direc- 
ta o indirectamente, es decir, mediatamente por otros (1). 


(1) Pío X. Const. Commisuwm nobis. 30 de enero de 1904, 
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1314. Presbiterado y episcopado.—1315. La potestad de orden de los 
obispos superior a la de los presbíteros.—1316. Los presbíteros carecen 
de jurisdicción propia.—1317, La unidad de la Iglesia sería imposi- 
ble si los presbiteros fueran iguales en jurisdicción a los obispos.— 
1318. Diferencias que separan a obispos y presbíteros.—1319, El epis- 
copado es el único grado jerárquico de jurisdicción.—1320. Dios no 
dió a la Iglesia una forma aristocrática episcopal.—1321. La Iglesia 
es una monarquía.—1322. El gobierno monárquico es necesario en 
interés de la unidad.—1323. La monarquía es la mejor forma de go- 
bierno.—1324. La Iglesia militante y triunfante: su forma común de 
gobierno.—1325. La Iglesía es una monarquía por voluntad de Jesu- 
cristo.—1326. Figuras que la simbolizan.—1327. Conducta de Jesu- 
cristo en la elección de Pedro.—1328. Importancia del cambio del 
nombre de Simón por el de Pedro.—1329, Derechos y prerrogativas 
de Pedro.—1330. Pedro jefe de todos los pastores y de todos los fie- 
les. —1331. Tradición de la Iglesia sobre este punto. 


1314. En el estudio del error de los defensores de la for- 
ma aristocrática en la Iglesia, hemos distinguido una doble 
aristocracia: la pequeña aristocracia o sea, el presbiterado y la 
aristocracia superior o sea, el episcopado—núms. 1090 y sigs.— 
Luego nuestra impugnación ha de abrazar dos partes: una cu- 
yo fin es la exclusión del presbiterianismo del gobierno de la 
Iglesia: otra cuyo objeto será perseguir la demostración de re- 
sidir en el Papa y no en los obispos el primado de jurisdicción 
sobre toda la Iglesia. 

1315. A pesar de ofrecernos solamente el poder de juris- 
dicción un interés directo en la materia en estudio, diremos 
acerca del poder de orden de los obispos breves y sencillas pa- 
labras. Los teólogos en la prueba de la superioridad de la potes- 
tad episcopal de orden, fijan principalmente su atención en el 
derecho de los obispos de conferir y administrar sacramentos 
que en vano intentarian conferir válidamente los presbíteros; 
tal es el sacramento del orden. Esta superioridad de los obis- 
pos es inexplicable por una delegación del Papa. Expondremos 
los fundamentos en abono de la anterior proposición: a) Es co- 
sa probada—pese a la negación de algunos teólogos—haberse 
conferido alguna vez a los presbíteros la facultad de administrar 
el diaconado; mas nunca se presumió posible la concesión de la 
facultad de conferir el presbiterado y el episcopado; siempre 
prevaleció en la Iglesia como doctrina firme el derecho propio 
de los obispos de crear ministros no solo inferiores sino también 
iguales a ellos: b) es del mismo modo cierto poder el presbí- 
tero conferir por delegación pontificia el último grado de la 
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jerarquía del orden—el diaconado—y el sacramento de la Con- 
firmación. Hemos sin embargo, de notar la ivalidez de la ad- 
ministración de esos dos sacramentos sin la anterior delegación 
mientras el obispo no puede ser por nadie despojado de su de- 
recho propio a la administración válida de los mismos, aunque 
pueda ser en circunstancias dadas tlícsta. Luego es por dere- 
cho divino en la potestad de orden, inferior el presbítero, al 
obispo. 

1316. Prescindimos de la cuestión acerca de la distinción 
entre presbíteros y obispos confirmada por la tradición y la his- 
toria eclesiástica—núms. 1023 y sigs.—y pasamos a investigar 
si los presbíteros a más de su potestad limitada de orden, par- 
ticipan de alguna jurisdicción en la Iglesia. En esta investiga- 
ción recurrimos a la tradición, dispuestos a saber si los Após- 
toles depositarios de las bits enseñanzas y en el ejercicio 
de su divina potestad de dividir el sacerdocio en dos grados, 
asignaron por derecho divino al grado inferior alguna jurisdic- 
ción o más bien lo constituyeron en auxiliar o coadjutor del gra- 
do superior del cual habían de recibir jurisdicción para desem- 
-peñarlo en su nombre. 

La tradición antigua está conteste en negar a los presbíte- 
ros jurisdición propia. Se demuestra por los siguientes testi- 
monios. San Ignacio mártir dice que las nupcias han de ser 
bendecidas por el obispo. «Los esposos y esposas se unen en 
matrimonio por la sentencia del obispo para que sean las nup- 
cias según el Señor y no según la concupiscencia (1).» Se lee 
en los Cánones de los Apóstoles: «Nada hagan ni diáconos ni 
presbíteros sin el permiso del obispo a cuya fidelidad ha sido 
confiado el pueblo (2).» Escribe San Cipriano: «Exige el mo- 
do de ser de la Iglesia estar constituida sobre los obispos y es- 
tar gobernada en todos sus actos por los mismos prepósitos 
(3).» San Epifanio habla así: «En algunas pequeñas igle- 
sias no había presbíteros, pero sí obispo y diáconos. Como no 
había gran multitud, no pudo hallarse quienes fueran creados 
presbíteros por lo cual se conformaron únicamente con el obis- 
po, pero éste no puede estar sin diáconos (4).» San Ambrosio 
dice hablando de los bautizados: «Nos hallamos revestidos del 
sacerdocio aun cuando también hubiese presbíteros; sin embar- 
go el principio del ministerio emana del Sumo Sacerdote (5).» 
Leemos en el Concilio de Ancira—año 314—-: «No es lícito a 


(1)  Sawncrus Icnatius. Epist. ad S. Policarp., cap. V. 
(2) Con. Apost., can. XXXVIII. 

(3) Sancrus CYyPRIANUS. Epist., 27, n. 1. 

(4) Sancrus EPIPHANIUS. Hoeres. 75, nm. 5. 

(5) Sancrus AMBROSIUS. Liber de sacr., cap. 1, v. 4. 
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los presbíteros de la ciudad ordenar ni disponer nada en cada 
una de las parroquias—diócesis—sin mandato o carta del obis- 
po (1).» Lo mismo dice el Concilio de Laodicea: «Nada deben 
hacer los presbiteros sin el consentimiento de los obispos (2).» 
Este Concilio fué celebrado el año 320. Esta doctrina es casi 
con las mismas palabras sostenida por el Concilio 1 de Toledo 
—año 400—., «Sin el conocimiento del obispo nada pretendan 
hacer los presbíteros (3).» Acerca de si son los presbíteros su- 
cesores de los setenta y dos discípulos y de si éstos como aqué- 
llos tuvieron alguna jurisdicción propia, hemos hablado en otro 
lugar.—núms. 904 y 1252.— 

1317. La Iglesia por disposición de Jesucristo hace parti- 
cipes de su jurisdicción a los obispos y los coloca al frente de 
cada una de las diócesis a fin de reinar en ellas la unidad ba- 
jo la dirección de un solo pastor. La misma naturaleza de las 
cosas reclama jurisdicción para la preeminencia de orden. La 
unidad sería de imposible conservación en cada iglesia, de ser 
iguales en jurisdicción presbíteros y obispos; no habría en ellas 
el principio constitutivo de la unidad. Es inadmisible el supues- 
to de ser arrancada por un hecho de la Iglesia, es decir, a pos- 
¿teriori, la jurisdicción de los presbíteros igual a la de los obis- 
pos por el orden; porque en la falsa hipótesis de conferirse por 
la ordenación y no por la misión, la jurisdicción, sería verda- 
daderamente inútil comunicarla si va a ser despojado de ella el 
agraciado para ser concentrada en uno solo. 

1318. Hemos de afirmar: a) haberse resuelto por disposi- 
ción divina ser por la ordenación unos, obispos y otros, presbí- 
teros: b) conferir el Papa o la Iglesia la jurisdicción: c) ser 
también por institución divina los obispos como sucesores de los 
Apóstoles, los designados para el ejercicio de la jurisdicción 
pastoral: d) ser los presbíteros, coadjutores de los obispos y 
en el caso de tener un cargo pastoral, desempeñarlo, no en vir- 
tud de su jurisdicción ordinaria, sino de la delegación del sumo 
Pontífice del cual y no de su grado jerárquico, son entonces 
representantes. 

1319. ¿En qué fundamento reposa la anterior doctrina? El 
episcopado es el único grado jerárquico en que Dios vincu- 
ló la jurisdicción perpetua de la Iglesia. Luego no es el pres- 
biterado un grado jerárquico al cual competa jurisdicción or- 
dinaria y propia por derecho divino. Consta por la tradición 
ser el presbítero coadjutor del obispo. Si al presbítero no le co- 


(1) Conc. Ancyranum, can. XII. 
(2) Conc. Laod., can. LVII. 
(3) Conc. Toletam., 1, an. 400. 
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rresponde jurisdicción ordinaria y propia, la jurisdicción de 
que se halle investido, será delegada del Papa o del obispo; si 
del Papa, puede ejercer una jurisdicción casi episcopal o supe- 
rior a ella; si del obispo, su jurisdicción será inferior a la de 
éste. La jurisdicción se confiere por la misión, no por la or- 
denación y la consagración. Fué intención divina enviar nor- 
malmente, no a los presbíteros, sino a los obispos como pas- 
tores ordinarios y radicar la jurisdicción en el superior en or- 
den y centro de la unidad. 

1320. Si Jesucristo no quiso dar a su Iglesia una forma de 
gobierno democrática e investir al pueblo del poder supremo, 
ni tampoco una forma aristocrático-presbiteriana y otorgar a 
los presbíteros jurisdicción ordinaria y suprema sobre la Igle- 
sia ¿quiso por ventura darle un gobierno aristocrático-episco- 
pal? Al elegir por jefes de su reino espiritual a los doce Após- 
toles ¿ha conferido a cada uno una autoridad igual? ¿Dió al 
Colegio Apostólico un poder central y unitario, una soberanía 
propiamente dicha? No ciertamente. Dios quiso hacer brillar 
su sabiduría en el gobierno de la Iglesia; quiso que el orden en 
su reino terrestre fuera como un reflejo del reino celestial en 
que él mismo reina en persona sin lugarteniente rodeado de la 
jerarquía de los ángeles y de los santos (1). 

1321. Entre los Apóstoles Jesucristo eligió a Pedro para 
ser su representante en la tierra, única cabeza visible de todos 
los fieles, fundamento, columna y sostén de la Iglesia. «Sobre 
Pedro, sobre ese fundamento se levantó todo el edificio de la 
constitución de la Iglesia; sobre ese fundamento fueron esta- 
blecidos los Apóstoles piedras fundamentales sobrepuestas por 
Jesucristo (2).» La Iglesia es una verdadera monarquía. La 
idea de monarquía envuelve en sí misma la idea de un sobera- 
no con derecho indiscutible a mandar, no a algunos o muchos, 
sino a todos sus súbditos sin ninguna distinción y a ser por 
ellos obedecido. Excepción hecha del Papa, ningún obispo puede 
invocar el derecho divino ni autoridad sobre otro obispo y con 
mayor razón ni muchos ni todos los obispos tienen autoridad 
sobre Pedro. Si la Iglesia rechaza y condena la comparación 
tendiente a equiparar a Pedro con San Pablo, con más energía 
reprobará cualquiera tendencia a declarar a los obispos iguales 
al Papa. Pedro y como él, su sucesor, es el monarca goberna- 
dor de la Iglesia en su calidad de vicario de Cristo. Alrededor 
de su poder hay una multitud de poderes, pero su poder se so- 
brepone a todos, los regula y los determina. Los pueblos diri- 


(1) Pumrnies. Obra citada, tom. 1, pág. 157. 
(2) Ibem. /bídem, tom. 1, pág. 160. 
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gidos por los obispos jerárquicamente coordinados entre sí, los 
obispos, los clérigos y los laicos están sometidos a la autoridad 
del Romano Pontífice, jefe supremo de la Iglesia, doctor de 
todos los doctores, monarca y juez soberano y poseedor de la 
plenitud del poder eclesiástico. «Enseñamos y declaramos, di- 
ce el Concilio Vaticano, que la Iglesia Romana en virtud de la 
disposición del Señor posee el principado del poder ordinario 
sobre todas las iglesias y que este poder de jurisdicción verda- 
deramente episcopal del Romano Pontífice es inmediato. Los 
pastores y los fieles de cualquier rito y de cualquiera dignidad 
de que estén investidos, están ligados con él por el deber de 
subordinación jerárquica y por una verdadera obediencia no 
sólo en los puntos de fe y costumbres, sino también en los per- 
tenecientes a la disciplina y gobierno de la Iglesia extendida 
por el mundo entero. De aquí resulta que el mantenimiento de 
la unidad en la comunión con el soberano Pontífice y en la pro- 
fesión de la misma fe, hace que la Iglesia de Jesucristo consti- 
tuya un mismo rebaño bajo un solo pastor (1).» 

1322. ¿Qué más se requiere para ser el gobierno de la Igle- 
sia en realidad monárquico, es decir, el gobierno de uno solo? 
Digan los protestantes cuanto se les antoje, el reino de Jesu- 
cristo sobre la tierra es sencillamente monárquico. Así era ne- 
cesario en interés de la unidad. «La unidad de la Iglesia, escri- 
be Santo Tomás, exige de todos los fieles la profesión de la 
misma fe. Pero como en materia de fe surgen siempre distin- 
tas cuestiones, causa probable de divergencias en las creencias 
y de divisiones en la Iglesia, fué necesario si se habían de ob- 
viar estos inconvenientes, que uno solo cortase de raíz con su 
sentencia las controversias. Luego para la conservación de la 
unidad de creencias entre los fieles, debe haber y hay la autori- 
dad de un solo superior a los demás en su calidad de juez ina- 
pelable (2).» 

1323. «La Iglesia, prosigue el Angélico Doctor, en su ca- 
lidad de obra inmediata de Dios, debía ser organizada como 
sociedad de una manera perfecta. Ahora bien: la mejor forma 
de gobierno es aquella en que la multitud es regida por la su- 
prema autoridad de uno solo. Esta afirmación se confirma su- 
ficientemente por la consideración del fin social que es la paz 
y la unión de los ciudadanos. Pero este fin es de más fácil rea- 
lización bajo el gobierno de uno solo que bajo el gobierno de 
muchos. La unidad, en efecto, es la causa de la unión y cuanto 
más perfecta sea esta unidad, tanto más cierta y perfecta será 


(1) Conc. Vatican. Const. dogmat., cap. TIL 
(2) Divus Thomas. Summa cont. Gent., lib, 1V, cap. 76. 
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la unión que a su lado se forme (1).» «La unidad en sí mis- 
ma, dice Liberatore, esto es, la persona física es sin contradic- 
ción más perfecta que la unidad accidental que es persona mo- 
ral, es decir, la unidad que se forma de muchas personas reu- 
nidas en asamblea o senado (2).» 

1324. «La Iglesia militante, prosigue Santo Tomás, está 
calcada en el modelo de la Iglesia triunfante. El apóstol San 
Juan vió en el Apocalipsis una Jerusalén como una ciudad que 
bajaba del cielo, Un solo monarca presidía la Iglesia triunfante 
y este monarca es el que reina sobre el mundo entero: es Dios. 
Y así escribe San Juan: «Y ellos serán su pueblo y el mismo 
Dios habitando en medio de ellos será su Dios.» En el seno de 
la Iglesia militante un solo jefe preside a todos (3).» Esta sen- 
tencia es tanto más fundada, sostiene Liberatore, cuanto que la 
Iglesia militante no es una Iglesia diferente de la Iglesia triun- 
fante; es la misma Iglesia aunque colocada en situación dife- 
rente. La Iglesia de la tierra es como el vestíbulo de la Iglesia 
del cielo. Las dos Iglesias no pueden diferenciarse por su forma 
de gobierno; es y fué sumamente conveniente ser tan monár- 
quica la una como la otra, es decir, gobernada por uno solo. Je- 
sucristo en persona reina sobre la Iglesia triunfante y reina 
en la Iglesia militante por intermedio de su vicario (4). 

«Si alguno dijera, escribe Santo Tomás, ser Cristo la sola 
cabeza y el solo pastor de la Iglesia, no habla con suficiente 
claridad. Es cierto haber perfeccionado el mismo Jesucristo 
todos los sacramentos de la Iglesia, ser él quien bautiza, per- 
dona los pecados y el verdadero sacerdote que se ofreció en el 
ara de la cruz y por cuya virtud se consagra diariamente en el 
altar su cuerpo; y sin embargo, porque no había de estar en lo 
futuro corporalmente presente a todos sus fieles, eligió minis- 
tros por medio de los cuales hubiera de dispensar aquellos be- 
neficios. Por la misma razón por la cual privaba a la Iglesia 
de su presencia corporal, era conveniente que confiase a otro 
el cuidado de reemplazarle en el gobierno de ella (5).» 

1325. Todas estas pruebas no rebasan a nuestro juicio los 
lindes de razones de pura conveniencia. Jesucristo absoluta- 
mente hablando, pudo obrar de una manera distinta y suplir 
por la gracia la imperfección de” la forma que hubiere dado a 
su Iglesia. La prueba verdaderamente demostrativa y con la 
cual se cierra el paso a toda clase de dudas y cavilaciones en 


(1) Divus Thomas. Summ. cont. Gent., lib. 1V, cap. 76. 
(2) LIBERATORE. Obra citada, pág. 65. 

(3) Divus Thomas. Obra y lugar citados. 

(4) LIBERATORE. Obra citada, pág. 66. 

(5) Divus Thomas. Obra y lugar citados. 
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esta materia, es la voluntad de Jesucristo. En su calidad de 
fundador único de la Iglesia ha podido darle y le dió la forma 
de gobierno por él preferida. El Evangelio y el testimonio de la 
Iglesia conocedora mejor que nadie, de la forma social de que 
la dotó su fundador, nos da a conocer la voluntad de Jesucristo. 
1326. Según los Sagrados Libros está fuera de cuestión y 
de controversia ser la Iglesia una verdadera monarquía en todo 
el rigor de la palabra. Esta verdad se demuestra evidentemente: 
a) por todas las figuras que simbolizan la Iglesia y nos la pre- 
sentan bajo los emblemas de la unidad y sometida a un solo 
jefe: b) por la conducta de Jesucristo en su fundación. «Es la 
Iglesia, escribe Mazella, comparada en la Sagrada Escritura 
a un ejército bien ordenado (1) a un cuerpo humano y a una 
mujer hermosa (2), a una casa, a una nave o al arca de Noé 
(3); todo lo cual representa la idea de una verdadera monar- 
quía, En efecto: a) no hay ejército en orden de batalla si no 
hay un jefe supremo; por esto dice San Jerónimo: «En cual- 
quier ejército grande se espera la señal de uno solo (4).»: 
b) en todo cuerpo hay siempre una cabeza rectora y ordena- 
dora de los miembros: c) es clarísimo requerir el reino la au- 
toridad de uno solo; así dice San Juan: «Y de todas las ove- 
jas se hará un solo rebaño y un solo pastor (5).» la casa tam- 
bién tiene un solo señor, según indica el evangelista San Lucas: 
«¿Quién piensas que es aquel administrador fiel y prudente a 
quien su amo constituyó mayordomo de su familia para distri- 
buir a cada uno en su tiempo la medida del trigo o el alimento 
correspondiente? (6)»: palabras estas dichas a Pedro y del 
mismo Pedro como se infiere del contexto. Para demostrar que 
Jesucristo habla de uno llamado a presidir a los demás consier- 
vos y únicamente sujeto al Señor, añade: «Mas si dicho envia- 
do dijera en su corazón: Mi amo no piensa en venir tan presto 
y empezare a maltratar a los criados y criadas, a comer, a be- 
ber y embriagarse, vendrá el amo de tal siervo el día que me- 
nos lo espera y en la hora en que él no sabe y le echará de su 
casa y darle ha el pago debido a los criados infieles»: e) por 
último, añade San Jerónimo «en una nave hay un solo gober- 
nante (7)»; y dice San Cipriano: «Después de habérsele ense- 
ñado haber sido el Arca de Noé el tipo de la Iglesia (8), con- 


(1) Cant. VL > 
(2) Cant. VII 

(4d Petr TL 20. 

(4) Sancrus HYyERONIMUS. Epist. ad Rustic. 

(5) Foan. X, 16. 

(0) Da Rx IT. 42, 

(7) Sawcrus HYERONIMUS. Lugar citado. 

(8) Sancrus CYPRIANUS. Lib. 1, Epist. 6. 
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NECESIDAD Y ORIGEN DE LA SOCIEDAD CIVIL 


Hay en toda ciencia nociones elementales o por mejor de- 
cir, sustanciales y fundamentales, comprensivas en admirable 
sintesis de cuanto constituye o forma su objeto principal. No 
faltan, es verdad, espiritus ligeros y superficiales que desde- 
ñosos de su estudio, no saben o no quieren saber, descansar 
sobre ellas el edificio científico. Nosotros muy lejos de imitar 
a quienes todo lo barajan y confunden, pondremos nuestro es- 
fuerzo en reconstruir acerca de la materia de este capítulo y 


restablecer en toda su verdad y precisión, las nociones funda- 


mentales, íntimamente persuadidos de su gran servicio en el 
desenvolvimiento de cuestiones muy controvertibles y de la se- 
guridad con que hemos de caminar en nuestro trabajo tenién- 
dolas por norte y guía de nuestro estudio, 

La sociedad general arranca o nace inmediatamente de la 
naturaleza humana y es el resultado de sus facultades, de sus 
tendencias naturales y de sus necesidades innatas. No se ha 
de confundir esta sociedad con la sociedad civil. Muchos es- 


_Critores por no haber establecido entre ambas una distinción 


clara, han caído en graves inexactitudes, siendo resultado in- 
mediato de esta falta de distinción, envolver entre sombras 
cuestiones cuyo esclarecimiento se proponían. Los hombres de 
distintas nacionalidades no pertenecen a la misma sociedad ci- 
vil y sin embargo forman parte de la misma sociedad general 
sin ser conciudadanos. Esta sociedad general, inmediata, pri- 
mitiva no supone necesariamente una autoridad que la gobier- 
ne; la sociedad civil, sí. Más fácil, empero, nos será conocer 
su naturaleza con lo que vamos a escribir, relacionado con su 
necesidad y origen. 


Sl 
NECESIDAD DE LA SOCIEDAD GENERAL 


1377. En qué sentido es necesaria la sociedad al hombre.—1378. 
Inclinación innata del hombre a la sociedad.—1379. Desenvolvimien- 
to intelectual y moral del hombre en la sociedad.—1380, El desarro- 
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llo intelectual es en cierto modo necesario a la especie.—1381. La 
instrucción moral de la voluntad es a todos necesaria.—1382. La pro- 
pagación y conservación de la especie reclaman la existencia de la 
sociedad.—1383. También la exige la conservación de la vida.— 
1384. Necesidad del auxilio mutuo entre los hombres.—1385. Acla- 
ración de esta prueba.—1386. Demuestra el lenguae ser la sociedad 
el estado natural del hombre.—1387. Conclusión: la sociedad es el 
estado natural del hombre. 


1377. Cuando afirmamos ser la sociedad general natural- 
mente necesaria al hombre, es decir, serle al hombre precepti- 
vamente ordenado por la naturaleza vivir en sociedad, no que- 
remos extender rigurosamente este precepto a todos y a cada 
uno de los hombres; consignamos sencillamente su necesidad 
y su fin en beneficio de la naturaleza humana, de la misma 
manera que cuando decimos ser el matrimonio necesario para 
la propagación de la especie, no extendemos esta necesidad a 
todos y cada uno de los individuos. 

1378. Basta al hombre reflexionar un instante sobre sí mis- 
mo y prestar atención a lo que a su lado pasa para abrigar el 
más acabado convencimiento de su tendencia e inclinación in- 
nata a ponerse en comunicación con sus semejantes y a vivir 
en sociedad. Esta tendencia se manifiesta desde la infancia, 
existe en todos los hombres, en todos los tiempos y en todos 
los lugares y arranca de nuestra naturaleza de la misma mane- 
ra que el agua mana de la fuente, la llama surge del fuego y 
el rayo se escapa del seno del sol. Es por consiguiente, una 
tendencia natural e innata puesta en nosotros por la mano de 
la naturaleza o más bien de su Autor (1). 

1379. Sea cualquiera el punto de vista del estudio del hom- 
bre, se descubre la misma verdad. Es un hecho atestiguado por 
la experiencia la adquisición por el hombre en medio de la so- 
ciedad y por la sociedad, del desenvolvimiento intelectual y mo- 
ral de sus facultades. Hay en este ser racional una luz inte- 
rior colocada por Dios en el santuario de su alma, el astro de - 
su inteligencia; este astro y esta luz empero, no alcanzan todo 
su brillo sino por el contacto con otra inteligencia. Es cierta- 
mente exagerada e inadmisible la doctrina de los tradicionalis- 
tas acerca de la incapacidad de nuestra inteligencia para adqui- 
rir el más pequeño desrrollo y perfeccionamiento sin el lengua- 
je y sin el concurso de la instrucción social, mas no lo es según 
el común sentir de los filósofos dignos de este nombre, la doc- 
trina defensora de no desenvolverse generalmente ni el hombre 
ni el niño de un modo conveniente en el orden intelectual y mo- 


(1) Drsorcus. De Porigine et de. la nature du pouvoir, pág. 16. Pa- 
rís, 1869, 
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ral sin el concurso en su auxilio, de la comunicación con sus se- 
mejantes. En este concepto es la sociedad para los hombres un 
medio necesario. El género humano no puede vivir una vida in- 
telectual y moral fuera del estado social; y si por un imposible 
los hombres no vivieran en su seno, quedarían en un aislamien- 

to semejante al de las bestias. El estado necesario al hombre co- 
mo hombre, es el estado impuesto por su naturaleza y su autor; 
este es su estado natural. 

Plácenos ampliar esta prueba. No basta al hombre*cualquiera 
instrucción; se requiere una enseñanza permanente para la con- 
secución del mayor perfeccionamiento intelectual. Los estudios 
de una época son insuficientes; es indispensable conservar y 
guardar el patrimonio científico legado por nuestros padres y 
aumentarlo para alcanzar que del estudio comparativo de los 
conocimientos de todos los tiempos y de todas las edades surja 
el perfeccionamiento progresivo de las ciencias y de las artes. 
pl es de innegable necesidad la comunicación de los hombres 
para el aumento del caudal de los humanos conocimientos y para 
la aplicación de estos mismos conocimientos al desarrollo y per- 
feccionamiento de las ciencias y las artes, también lo es haber 
- quien se dedique por profesión a estas penosas tareas contan- 
do para ello con todo lo necesario a la conservación de su vida. 
¿Y quién fuera de la sociedad ha de poder facilitárselo si las 
familias en el aislamiento apenas se bastan a sí mismas? Con- 
cluyamos. La sociedad es directamente necesaria al desarrollo y 
perfeccionamiento de la inteligencia e indirectamente, para ser- 
les posible a los hombres dedicarse libremente al estudio de las 
ciencias. 

1380. Hemos de advertir que si el desarrollo y perfección 
de la mente no es un precepto moral impuesto a cada uno de 
los individuos, es conveniente y hasta cierto punto necesario a 
la especie humana vivir en aquel estado que siendo moralmente 
posible, es más perfecto; de lo contrario sería absurda de parte 
de Dios la concesión al hombre de facultades no ordenadas a su 
perfeccionamiento. Ahora bien: de no ser posible conseguir 
esto fuera de la sociedad, porque únicamente el estado social 
puede realizar la perfección de la inteligencia, hemos de con- 
cluir estar la familia humana ordenada a este estado; de lo con- 
trario habríase de decir habérsenos en vano concedido la inte- 
-ligencia. 

1381. En gran manera importa al hombre la perfección de 
su inteligencia, pero mucho más le importa la instruccción moral 
de la voluntad. La perfección de la inteligencia cosa es necesa- 
ria a la especie, no al individuo, porque de los conocimientos de 
unos se aprovechan en propia utilidad los otros, bien por medio 
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de la dirección de los sabios, bien por medio de su ayuda en 
las obras de arte; la recta dirección de la voluntad es a todos 
necesaria. ¿Contribuye a esta instrucción el estado social? ¡ Sin 
duda! las alabanzas a la virtud y los vituperios al vicio y al 
crimen, las cárceles públicas, lugares de reclusión de los infrac- 
tores O burladores de la ley y otra multitud de castigos, estig- 
mas del delito, medios poderosos son para retraer la voluntad 
del desorden y del crimen. Santo Tomás de Aquino enseña esta 
doctrina con su habitual claridad: «Porque se encuentran al- 
gunos hombres malvados e inclinados al vicio a quienes no se 
puede mover fácilmente por las palabras o el consejo, fué ne- 
cesario separarlos o retraerlos del mal por la fuerza y el miedo 
para que desistiendo a lo menos por este medio de obrar el mal, 
dejen a los otros vivir una vida tranquila y acostumbrándose a 
pasar una vida de retraimiento, lleguen a hacer voluntariamen- 
te lo que antes no hacían sino impulsados por el miedo y pue- 
dan hasta ser virtuosos. Esta disciplina que obliga a obrar por 
temor a la pena, es la disciplina de las leyes. Fué necesario para 
la paz y virtud de los hombres que se dictasen leyes... (1)». 

1382. Las necesidades físicas y morales del hombre recla- 
man imperiosamente la existencia de la sociedad. El niño nece- 
sita absolutamente hablando, de la sociedad y socorro de sus 
padres; abandonado a sí mismo, infaliblemente perece. La con- 
servación y propagación de la especie también exige necesaria- 
mente una sociedad; es por esta razón el estado social, el único 
estado apropiado a su vida y perfeccionamiento. El hombre a 
quien ya no es indispensable el auxilio o ayuda de sus padres, 
sigue necesitando de la sociedad. La unión de fuerzas o el mu- 
tuo consentimiento de los hombres es el único medio de pasar 
sobre la tierra una vida conveniente, de construir casas, explo- 
tar la naturaleza y hacer producir al suelo lo necesario. Trata- 
remos de demostrarlo. 

1383. ¿Quién defendería sin la existencia del estado social 
al hombre honrado del ladrón codicioso de su propiedad o del 
criminal arrastrado por el deseo insano de asesinarle? La vida 
sería excesivamente violenta para el hombre forzado a vivir 
siempre prevenido y vigilante contra sus enemigos; y esta vi- 
gilancia de su propia vida y de su propiedad le robaría el 
tiempo necesario a la dedicación de sus propios negocios. ¿Hay 
otro medio más fácil de precaverse y defenderse de todos es- 
tos peligros que la sociedad? ¿puede siquiera ponerse en tela 
de juicio la necesidad de la asociación de los hombres honestos 
en su defensa contra los malvados ligados entre sí? Esta ne- 
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=. (1) Divus Thomas, Sum. Theolog., 1.* 2,3 quaest XCV, art. 1, 
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cesidad es física y moral. La tranquilidad y conservación de 
la familia humana preceptuadas por la naturaleza, no existen 
fuera de la sociedad; sólo ella puede evitar las luchas y las 
guerras, causa de intranquilidad y desasosiego en el seno de 
los hogares y productoras de la muerte de multitud de indi- 
viduos. Es insuficiente al hombre en la conservación de su 
vida, su defensa en frente de los malvados; ha de prevenirse 
además en frente de otros enemigos y procurarse los medios 
indispensables a su existencia. Las bestias, las inclemencias 
físicas de la naturaleza, enemigos son de nuestra vida. Los 
exploradores de tierras donde la sociedad no está bien cons- 
tituida y sólo vagan algunas familias aisladas, tropiezan con 
erandes dificultades—lo atestigua la experiencia—en atender 
a su conservación, por ser entre ellas la vida física tan mise- 
rable como incierta y esto a pesar de vivir en tribus. ¿Qué 
ocurriría de vivir absolutamente aisladas? 

1384. Nos son además precisas muchas cosas en el soste- 
nimiento de nuestra vida «A los “animales, dice Santo Tomás, 
preparóles la naturaleza el alimento, vestido de pelos... la dis- 
creción de lo que es útil y nocivo... mas al hombre no le ha 

dotado de ninguna de estas cualidades y en su lugar le con- 
cedió la razón por la cual y con el auxilio de sus manos puede 
procurarse lo necesario. Para alcanzar esto, no basta un solo 
hombre, pues ni se bastaría a sí mismo para conservar su vida; 
luego es natural al hombre vivir en sociedad... Hay también 
ciertos animales conocedores de las yerbas que pueden servir- 
les Ge medicina y otras cosas necesarias a su conservación, pero 
el hombre de lo necesario a su vida no tiene conocimiento sino 
“en común, en cuanto con el auxilio de la razón puede llegar 
de los principios universales al conocimiento de las cosas par- 
ticulares necesarias a la vida humana. No siendo posible a un 
hombre solo alcanzar por sí mismo todos estos conocimientos, 
le es necesario vivir en sociedad y al uno ayudar al otro, ocu- 
pándose cada cual en su respectiva tarea (1).» 

1385. Aclararemos esta prueba. La caza, la pesca y el pas- 
toreo, principio de las artes y primeros medios empleados por 
el hombre en su subsistencia y conservación, llegaron con la 
multiplicidad de los individuos a ser insuficientes. Fué preci- 
so el cultivo de los campos. El sentido común de acuerdo con 
la experiencia nos demuestra ser verdad evidente ocupar las 
familias nómadas consagradas exclusivamente a aquellas artes, 
un territorio después de cultivado, suficiente al sostenimien- 


to de un mayor número de familias. La rápida propagación 
dl 


(1) Divus Thomas. De Reg. princ., lib. 1, cap. l. 
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de la humana especie exigió el abandono de las artes primi- 
tivas e impuso por necesidad el cultivo de los campos el cual 
exije juntamente con la diversidad de instrumentos el auxi- 
lio de las artes y el concurso de muchas personas. En la im- 
posibilidad de acometer un hombre solo la fabricación de los 
instrumentos reclamados en la realización de alguna obra de 
importancia como la canalización de los ríos, el cambio de su 
cauce, etc., necesariamente ha de recurrir a los profesionales 
para su adquisición. En el perfeccionamiento de las artes no 
basta el trabajo personal; se requiere el concurso de las cien- 
cias físicas, químicas y matemáticas. Luego para el cultivo de 
los campos son necesarios los agricultores, los artistas y los 
sabios. Cueda demostrada la necesidad de la asociación de mu- 
chos hombres con su actividad consagrada a la conservación 
de la vida y el establecimiento de mutuas relaciones y auxilio, 
como sucede en el cuerpo humano compuesto de diferentes ele- 
mentos y con distintos actos, pero ordenados todos a su per- 
feccionamiento y ayuda mutua. 

1386. Las aptitudes sociales del hombre constituyen una 
prueba clarísima de ser la sociedad el estado natural de este 
animal racional, el bien impuesto por la naturaleza y su Autor. 
Hay en el hombre dos especies de facultades o aptitudes: unas 
internas que ejercita en el santuario de su propia alma como 
la inteligencia, la voluntad y la memoria; por la necesidad, em- 
pero, de manifestar exteriormente a sus semejantes, sus ideas 
y pensamientos, fué también dotado de facultades o aptitudes 
intelectuales y orgánicas, fruto de la unión del alma con el 
cuerpo: unión constitutiva de su naturaleza propia. La más 
erande, la más admirable de estas facultades, es la de hablar, 
es la palabra, aptitud evidentemente social. Así dice Santo To- 
más: «Declárase lo mismo con mucha evidencia por la fa- 
cultad propia de hablar por la cual puede comunicar a los 
demás todo su pensamiento. Los brutos animales se expresan. 
mutuamente sus pasiones en común como el perro por su la- 
drido la ira, y las otras pasiones, de diferentes maneras. Y 
así el hombre es más comunicativo con respecto a sus seme- 
jantes que otro cualquier animal aun comparado con los más 
inclinados a reunirse como las grullas, las hormigas y las abe- 
jas. Considerando esto, dice Salomón en el Eclesiástico: «Es 
mejor ser dos que uno, pues tienen la ventaja de la mutua so- 
ciedad (1).» 

1387. Resulta de lo dicho una verdad clarísima, ser la so- 
ciedad el estado natural del hombre, reclamado por su natu- 
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raleza, necesario a su alma y a su cuerpo y a la vida, conser- 
vación y desenvolvimiento de la humanidad. «Una cosa, dice 
Desorges, puede ser natural al hombre de tres maneras dife- 
rentes: a) como elemento constitutivo de su naturaleza; tal es 
por ejemplo, la razón: b) en el sentido de ser conforme a su 
naturaleza o conveniente, pero sin ser necesaria, como las ri- 
quezas: c) en atención a derivarse esencialmente de su natu- 
raleza de la cual es consecuencia como la sociedad, el estado 
social, secuela natural, inmediata y necesaria de la naturaleza 
humana (1).>» 

Debemos guardarnos de considerar la sociedad, una institu- 
ción puramente humana, es decir, dependiente de la volun- 
tad del hombre que si quiso establecerla, puede también abo- 
lirla. Es por el contrario, una institución natural, necesaria 
emanada espontáneamente de la naturaleza del hombre, inde- 
pendiente de su voluntad y no fruto de su libertad, porque ni 
la creó ni puede destruirla. Dios autor principal del estado so- 
cial de la humanidad, ha impreso en su corazón el amor a 
la sociedad de que tan necesitada está y la ha dotado de apti- 
tudes o facultades constitutivas para el hombre, de su ser na- 
turalmente social. Completamos esta doctrina en el siguiente 
párrafo. 


8 11 
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1388. Sociedades distintas por su naturaleza y diferentes en su 
existencia.—1389. Su insuficiencia.—1390. Sociedad civil.—1391. Di- 
ferencia entre ésta y la sociedad universal del género humano.— 
1392. La sociedad general nos lleva necesariamente a la sociedad 
civil.—1393. La sociedad civil vela por nuestra persona y bienes y 
por la tranquilidad pública.—1394. Exige esta sociedad otros fi- 
nes.—1395. La sociedad civil es una sociedad necesaria.—1396, Fal- 
sedad de las doctrinas de Hobbes y Rousseau.—1397. Materia de 
acuerdo y desacuerdo entre estos dos escritores.—1398. Su concep- 
to inaceptable de la sociedad civil.—1399. La sociedad civil es una 
persona moral.—1400. Razón de la multiplicidad de las sociedades 
civiles.—1401. La sociedad civil es sociedad jurídicamente perfecta: 
se demuestra.—1402. La sociedad civil" comprensiva de todos los 
- fines terrenos.—1403. Argumentos contra la necesidad de la socie- 
dad civil.—1404. Falsedad de la primera parte del argumento.— 
1405. Inadmisibilidad de la segunda. 


1388. Fxisten dos sociedades distintas por su naturaleza y 
diferentes en su existencia: la sociedad general del género hu- 
mano, consecuencia natural e inmediata de la naturaleza del 
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hombre y de sus facultades y aptitudes sociales y la sociedad 
particular a la cual debemos nuestra existencia—la sociedad do- 
méstica O la familia—. 

1389. La familia o la sociedad doméstica ejerce su autori- 
dad sobre el hombre hasta la edad de su emancipación, y no se 
rompe el lazo íntimo de unión con ella hasta el momento mis- 
mo de elegir el hombre estado o declararse por virtud de la ley 
fuera de la patria potestad. No basta al hombre la sociedad do- 
méstica so pena de asentar no serle necesaria después de ha- 
berse declarado ser libre, la sociedad y no estar obligado a vi- 
vir en el estado social propio de su naturaleza. Tampoco basta 
la sociedad puramente natural, porque dejando a cada hom- 
bre independiente de los demás, es en cuanto a la ayuda que 
recíprocamente se deben los hombres, una sociedad amistosa o 
moral si se quiere, pero sin ningún derecho perfecto. Es 
necesaria la existencia de una sociedad jurídica entre los hom- 
bres, dotada de una forma determinada; tal es la sociedad 
civil. 

1390. Podemos definir la sociedad civil: reunión de hom- 
bres que bajo la dirección de la autoridad se encamina al bien 
común que forma su felicidad y perfección. Entendemos aquí 
por felicidad y perfección el bienestar material y moral del hom- 
bre y principalmente el orden y tranquilidad social, condiciones 
exteriores y objeto inmediato de la sociedad civil. Lo caracte- 
rístico de esta sociedad, lo constitutivo y determinativo de su 
ser, es la autoridad rectora y directora al objeto de su existen- 
cia. Dos son los elementos esenciales constitutivos de la socie- 
dad civil: el poder y los súbditos. De Bonald agrega un tercer 
elemento: el ministro (1); mas éste es el instrumento del po- 
der o el poder obrando por medio de aquellos a quienes comu- 
nica una parte de su autoridad (2). 

1391. Hay marcada diferencia entre la sociedad universal 
del género humano y la sociedad civil; ésta supone necesaria- 
mente como elemento esencial y constitutivo, la autoridad; la 
otra no la supone por sí misma. Los españoles y argentinos so- 
mos miembros de una misma sociedad, pero no pertenecemos a 
la misma sociedad civil ni somos gobernados por la misma au- 
toridad; estamos en sociedad sin ser compatriotas. 

1392. Esta sociedad universal primitiva a la que pertenece- 
mos desde el momento mismo de ser hombres, conduce natural 
y necesariamente a la sociedad civil o lo que es lo mismo, la na- 


(1) Dx Bonao. Demonst. phil. du principe constit. de la societé, 
cap. VI. 
(2) DesorcÉs. Obra citada. 
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turaleza nos encamina a ella. El orden es elemento necesario a 
la existencia de la humanidad y especialmente, a la misma so- 
ciedad. Cuando se reúne cierto número de voluntades, el orden 
no puede existir entre ellas de un modo permanente sin una 
autoridad rectora, directora, gobernadora y-con derecho de so- 
meter todas las divergencias a la unidad. ¿Cuál sería el resul- 
tado de la multiplicación de las familias sin subordinación a 
ningún régimen social? Desde luego se echaría de menos la 
existencia de un juez con la facultad de resolver.las cuestiones 
y conflictos entre aquéllas; con la negación de esta necesidad 
se vería cada familia obligada a defender sus propios derechos 
por la fuerza. Las luchas y choques entre los hombres aumen- 
tan en proporción a la multiplicación de su número; y para 
prevenirlos y acabarlos, es indispensable una potestad adorna- 
da del derecho de imponer a cada cual obediencia a su fallo in- 
apelable. ¿Quién no ve y reconoce en el derecho de todos los 
hombres, de ventilar por el criterio de su propia razón sus re- 
clamaciones, un manantial inagotable de disputas y de guerras? 
Es necesario desconocer completamente la naturaleza humana 
para: no confesar ser el hombre arrastrado por el amor de la 
- propia utilidad hasta el punto de no creer jamás destituidas de 
base sus reclamaciones. Hasta los hombres sabios sufren gran- 
des desengaños en asuntos exclusivamente propios: de aquí ha- 
ber prevalecido como adagio esta proposición: Nadie es juez en 
causa propia. Las cuestiones sin un juez nunca se terminarían 
y serían causa de continuas violencias. 

1693. Es un elemento indispensable a la existencia del hom- 
bre sobre la tierra la seguridad de su persona y de sus bienes. 
Esta seguridad sería totalmente imposible sin la sociedad civil, 
sin la autoridad, por estar expuestos su vida y sus bienes a los 
ataques de los malvados y a las asechanzas de ladrones y ase- 
——sinos. El desborde de las pasiones humanas sería entonces una 
amenaza perpetua sobre la cabeza de cada hombre; y nuestra 
“existencia, la más triste y la más miserable de las existencias. 
Son también indispensables a la vida humana la paz y tranqui- 
lidad. La anarquía y la fuerza intestina no pueden conside- 
rarse sino como rápidas tempestades útiles algunas veces a la 
purificación de la atmósfera social. Sin sociedad y autoridad 
serían la anarquía y la guerra casi siempre como realidad y 
siempre como amenaza, el estado normal de la humanidad. Las 
pasiones humanas enemigas del orden y de la paz, dispuestas 
siempre a sacudir todo freno, necesitan de ser contenidas por 
la fuerza de las leyes y de la autoridad. : 

1394. Es igualmente necesaria la sociedad jurihd para otros 
fines sociales impuestos por la ley natural, tales como el per- 
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feccionamiento físico y moral del hombre. Solamente en la so- 
ciedad civil puede encontrar la humanidad su desenvolvimien- 
to, su legítima expansión. El progreso intelectual y moral, cien- 
tífico e industrial no es realizable fuera de su seno. ¿Es posible 
explicar ni concebir siquiera el progreso adquirido por algunas 
naciones en pueblos sin leyes, sin autoridad y sin orden? Solo 
en la sociedad y bajo la influencia de su acción bienhechora, la 
inteligencia se desenvuelve, la razón se fortalece y adquiere to- 
do su poder. Todos nos aprovechamos del trabajo de todos. El 
niño y el joven encuentran en la sociedad civil todos los me- 
dios posibles para su perfección y desarrollo más completos 
y pueden mediante ellos poner en actividad sus fuerzas y Sus 
energías. 

1395. De lo dicho respecto a la sociedad civil arranca una 
consecuencia necesaria y ya indicada al hablar de la sociedad 
general de los hombres, a saber: que la sociedad civil no es una 
institución libre, libremente establecida por los hombres, sino 
una sociedad necesaria. Si alguien dudara en afirmar o se ne- 
gara a admitir el nacimiento necesario de la sociedad, de la na- 
turaleza del hombre, no le creemos capaz de sostener no ser la 
sociedad una consecuencia necesaria de su estado y de su con- 
dición presente sobre la tierra. Más claro: la naturaleza hu- 
mana tal cual se halla en su realidad actual, con sus pasiones y 
sus vicios, exige imperiosamente la sociedad civil. En este sen- 
tido dice de Bonald con toda razón: «El establecimiento del 
poder público no fué ni voluntario ni forzado, fué necesario, 
es decir, conforme a la naturaleza de los seres en sociedad; y 
sus causas y su origen fueron completamente naturales (1).» 
No es la sociedad civil una institución puramente humana, esto 
es, una sociedad procedente de la libertad y voluntad del hom- 
bre, como una sociedad comercial con fundamento en la razón, 
pero innecesaria y dependiente de la voluntad del hombre con 
legítimo derecho. de establecerla o no. La sociedad civil como 


la sociedad universal del género humano no depende—lo hemos 


visto—de la voluntad del hombre y es necesaria porque nace de 
su naturaleza a lo menos en su realidad física y en su existen- 
cia actual. 

1396. Infiérese de aquí la falsedad de la doctrina de Hob- 
bes y Rousseau en su afirmación de no basarse la sociedad en 
la naturaleza misma del hombre y de ser salvaje el estado na- 
tural en que cada cual vivía a su gusto. Tal fué según aquellos 
escritores el estado primitivo del hombre no ligado por ningu- 
na ley superior a él, ni por deber alguno con sus semejantes. La 


(1) Dx Boxaro. Obra citada, cap. VI. 
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ley de Dios y la ley moral están completamente descartadas 
de este sistema (1). 

1397. Estos dos escritores están perfectamente de acuerdo 
en los puntos fundamentales y solo discrepan en cuestiones de 
detalle. En sentir de Rousseau, el estado de naturaleza era un 
estado de paz y benevolencia mutua; el hombre era natural- 
mente bueno y solo es culpable de su actual maldad y de su 
depravación, la sociedad. Hobbes opina por el contrario haber 
sido el estado de naturaleza un estado de guerra continua de 
unos hombres contra otros; la fuerza, único límite del dere- 
cho; en una palabra: el hombre en su sentir, era excesivamen- 
te malvado. En la teoría de Hobbes se concibe fácilmente ha- 
ber buscado los hombres el modo de salir de un estado insopor- 
table; pero esto es inexplicable en la teoría de Rousseau, porque 
los hombres eran perfectamente felices y dichosos. 

1398. Sea de esto lo que se quiera, en sentir de uno y otro 
escritor los hombres han salido del estado primitivo, del estado 
salvaje, porque han querido, pues nadie los obligaba a ello. Es 
según estos dos autores, la sociedad un hecho completamente ac- 
cidental; un simple convenio, un contrato absolutamente libre ha 
dado origen a la sociedad, ha creado el derecho y el deber so- 
ciales, la justicia y la moralidad y ha establecido el poder po- 
lítico. En esto están perfectamente de acuerdo, pero vuelven a 
discrepar cuando se trata de señalar las facultades del poder 
y el modo de constituirlo. Esta doctrina irracional y absurda sin 
más consistencia que las hipótesis inverosímiles por sus auto- 
res ideadas para sostenerla, y que al menor empuje cae sin ser 
capaces de impedirlo, los esfuerzos de sus partidarios, será más 
tarde refutada; ahora hemos limitado nuestro trabajo a una 
impugnación indirecta consistente en la demostración de ser na- 
turalmente necesaria la sociedad civil. 

1399. La sociedad jurídica cuyo establecimiento reclama en- 
tre los hombres la misma naturaleza, es una persona moral 
propiamente dicha. No basta a los individuos obligarse entre sí 
y de una manera jurídica, a concurrir al bien público para lo 
cual sería suficiente un contrato que los dejaría en completa 
independencia jurídica y les permitiría ser los jueces de sus de- 
rechos y deberes. Es necesario a los individuos, sea cualquiera 
su número, obligarse jurídicamente no sólo entre sí, sino tam- 
bién con la sociedad de que forman parte a fin de evitar la 
ineficacia de la acción ordenada al bien común y el nacimiento 
de guerras y luchas provenientes de los derechos de los asocia- 


(1) En la constitución de la sociedad y del poder pasó por alto Rous- 
seau la existencia de Dios en quien creía. 
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dos. Ha de estar la sociedad dotada de un derecho perfecto so- 
bre sus súbditos, es decir, ha de ser una persona moral en todo 
el rigor de la palabra. Esta sociedad es pública porque por su 
propia naturaleza se ordena a un bien común a la humana fa- 
milia y no al de algunos individuos a clases privilegiadas pu- 
diendo ser llamada por razón de su fin, universal. 

1400. Esta doctrina no exige como necesario ni siquiera co- 
mo útil y posible estar congregados todos los hombres en una 
sociedad jurídica numéricamente una; basta un número sufi- 
ciente en la sociedad para el ejercicio de su derecho de procurar 
su propia conservación y perfección de acuerdo con las condi- 
ciones del progreso en que actualmente se encuentran los hom- 
bres. La comunidad de raza o de lengua, la configuración geo- 
eráfica del país habitado, los intereses, las relaciones y los he- 
chos históricos dan origen a multitud de sociedades entre los 
hombres, de la misma naturaleza o especie por razón de su fin 
y distintas por razón de su materia; numéricamente no son los 
mismos los miembros de aquellas sociedades. Son estas distin- 
tas sociedades iguales e independientes entre sí como lo serían 
las familias si vivieran en un estado de sociedad puramente 
natural —núm. 33.— 

1401. Hase dicho en otro lugar de esta obra ser sociedades 
perfectas las que independientes de las demás dentro de la es- 
fera de su fin, no carecen de nada de lo necesario para alcan- 
zarlo—núms. 22 y sigs.—¿Es la sociedad civil parte de alguna 
otra sociedad o es independiente? Esta sociedad fundada para 
la realización del fin o fines de su existencia, ha de ser o 
única o múltiple; si es única, salta a la vista la imposibilidad 
de ser parte de ninguna otra sociedad; ha de ser jurídica y na- 
turalmente necesaria y suficiente para proveer al orden de la 
vida presente; si es múltiple, es decir si suponemos el estable- 
cimiento de varias sociedades en orden a los distintos fines de 
la vida humana, hemos de suponer asimismo o ser estos fines 
entre sí independientes, bastándose a sí mismas las sociedades - 
que los persiguen, o no; en el primer caso cada una de estas 
sociedades sería perfecta, no en el segundo, porque entonces en- 
trarían a formar parte de aquella sociedad ordenada a un fin 
respecto del cual los demás fines tendrían razón de medios. 
Habría una sola sociedad comprensiva de todos estos fines 
como partes de un fin más amplio. Esto no puede verificarse 
en la sociedad civil cuyos asociados necesitan de todos aquellos 
fines, imposibles de alcanzar separados los unos de los otros. 
La conservación de la vida, fin principal de la sociedad, recla- 
ma juntamente con la garantía y la defensa de los derechos de 
los asociados, el perfeccionamiento de su inteligencia y la recta 


NECESIDAD DE LA SOCIEDAD JURIDICA CIVIL 255 


dirección de su voluntad. ¿Cómo alcanzar la defensa y segu- 
ridad de los derechos sin el concurso en su auxilio, de la cien- 
cia social y de una voluntad recta en sus actos? ¿Podríamos 
obtener la perfección de nuestro entendimiento sin la previa ga- 
rantía de la conservación de la vida y de nuestros derechos? 
¿Y cómo se verificaría todo esto sin el apoyo de una voluntad 
recta? ¿Y bastaría por sí sola la rectitud de nuestra voluntad 
para constituir la perfección? Como se ve con toda claridad, 
todos aquellos fines están entre sí subordinados de tal manera 
que aisladamente considerados, ninguno es perfecto, porque nin- 
.guno se basta a sí mismo y necesita de la ayuda y cooperación 
de los demás o como medios o como partes de un fin más am- 
plio cual es la felicidad temporal. 

1402. Hay en la sociedad civil un fin comprensivo de todos 

los demás y al cual se ordena la naturaleza humana, fin único 
y completo que hace de la sociedad natural o prescripta por la 
naturaleza, una sociedad también única en su especie: tal es la 
sociedad perfecta denominada civil. 
- 1403. Pudiéramos exponer aquí y desmenuzarlos los sofis- 
mas alegados contra nuestra doctrina por los filósofos, legistas 
y escritores del siglo xvI11; pero esta tarea sería demasiado lar- 
ga, nos llevaría más allá del objeto de estos estudios y no obe- 
deceríala ninguna necesidad por ser vanos y fútiles sus sofis- 
mas y de fácil solución. Su mayor argumento contra la necesi- 
dad de la sociedad abraza dos partes: la primera afirma la po- 
sibilidad de alcanzar los fines arriba indicados fuera de la so- 
ciedad; la segunda rechaza el carácter de natural en lo que es 
fuente y raíz de muchos males como la sociedad civil. 

1404. Concedamos a nuestros adversarios la posibilidad de 
atender algunos hombres a la conservación de su vida física 
fuera de la sociedad. Pero... ¿y la vida intelectual y moral? 
¿son civilizadas, cultas y perfectas las tribus nómadas o salva- 
jes a pesar de existir entre ellas sociedad? Y si en vez de algunos 
individuos aislados, fuera una multitud la que viviera fuera de 

la sociedad, le negamos la posibilidad de atender a su vida fí- 

sica, Nosotros hemos formulado un argumento con lo que ge- 
neralmente sucede, con lo que afecta a toda la familia humana 
y no con lo excepcionalmente de posible obtención y de un 
modo imperfecto por unos cuantos individuos. El argumento 
alegado por los juristas peca contra la siguiente regla del ra- 
ciocinio: Nihil sequitur geminis ex particularibus unquam. 

1405. * La sociedad ordenada por su naturaleza al bien re- 
porta per se utilidad y ventajas indiscutibles y per accidens al- 

gunos males como la envidia, la ambición, la calumnia. Los ma- 
les no nacen de la sociedad, sino de la malicia, del vicio del 
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abuso de la libertad. Los defectos accidentales no constituyen 
razón poderosa para rehusar lo en sí mismo bueno y mucho 
menos lo necesario como la sociedad. 
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1406. Origen jurídico e histórico de la sociedad civil.—1407. La 
sociedad civil es sociedad necesaria.—1408. Importancia del origen 
histórico de la sociedad.—1409. Influencia nociva sobre los espíri- 
tus, del Contrato Social de Rousseau.—1410. Es el hombre en sentir 
de este filósofo menos fuerte y ágil que los otros animales a quienes 
imitó en su instinto.—1411. La sociedad civil no es una institución 
natural.—1412. Primer período del hombre según Rousseau.—1413. 
Advertencia para la inteligencia del segundo período.—1414. Tercer 
período.—1415. Cuarto período.—1416. Teoría de Hobbes. 


1406. Se puede estudiar el origen de la sociedad civil desde 
un doble punto de vista: a) con la investigación en la Historia, 
de las condiciones, hechos y circunstancias de su nacimiento, 
vale decir, con el examen de la institución en concreto y con la 
deducción de la naturaleza de los hechos, de la naturaleza de la 
institución: b) con el estudio especulativo de su causa funda- 
mental y común o su legitimidad. La especulación arranca de la 
unidad de la nación, del Estado y en ella encuentra su funda- 
mento—núm. 81.— 

1407. Una institución cuya existencia no es consecuencia de 
una ley, es facultativa, voluntaria, libre; si debe su existencia a 
una ley, se llama necesaria aunque los hombres al establecerla, 
obraran libremente y obedientes a la ley—núm. 16.—La socie- 
dad civil, consecuencia de una ley natural, es por esto mismo 
una sociedad necesaria. Pudo ocurrir alguna vez no ser en el 
momento de su aparición la sociedad, un precepto de la ley na- 
tural. A familias poco numerosas habitantes en un país de vida 
fácil por sus condiciones especiales, les sería sumamente ven- 
tajoso unirse en sociedad jurídica a fin de llegar cuanto antes 
a su perfección natural; pero en tales circunstancias la consti- 
tución de esta sociedad sería efecto de un consejo, no de un 
precepto. La obligación de formar sociedad jurídica surgirá bien 
pronto de la multiplicación de las familias (1). 

1408. El origen histórico de la sociedad civil será tratado 
en párrafo aparte; hemos sin embargo de notar con Blunstchli 
«ofrecer el origen de un Estado no solo un interés psicológico 
e histórico, sino ejercer una permanente influencia sobre su vida 


(1) Cavacnis. Obra citada, págs. 47 y 48. 
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y determinar frecuentemente su rango y sus relaciones (1)». 
Escribe también Tocqueville: «Los pueblos se resienten siempre 
de su origen. Las circunstancias que han acompañado su naci- 
miento y han servido de base a su desenvolvimiento, influyen 
sobre todo el resto de su carrera (2). 

1409. El estudio de la causa eficiente del lazo social y la ley 
general de su formación primera en las sociedades civiles, nos 
lleva directamente a la investigación del origen filosófico de la 
sociedad civil. Entre todos los errores dominantes ha dos siglos 
y de influencia muy nociva en nuestras sociedades, con huellas 
muy profundas de su paso por el mundo político, ocupa un lu- 
gan por cierto eminente el famoso Contrato Social de Rousseau. 
Hoy por fortuna este error pasó de moda y pronto quedará de 
él un simple recuerdo histórico. 

1410. «Si consideramos, dice Rousseau, al hombre tal cual ha 
salido de las manos de la naturaleza, vemos en él un animal me- 
nos ágil y fuerte que otros, pero organizado con mayores ven- 
tajas. Yo le contemplo saciando su hambre bajo una encina, 
apagando su sed en el primer arroyo, encontrando su lecho al 
pie del mismo árbol que le había provisto de alimentos ; con esto 
¡quedaban satisfechas todas sus necesidades. La tierra abando- 
nada a su fertilidad natural y cubierta de inmensos bosques ja- 
más mutilados por el hacha, ofrece a cada paso almacenes y gua- 
ridas a los animales de toda especie. Los hombres entre sí dis- 
persos observan e imitan su industria y de este modo se levan- 
tan al instinto de las bestias... (3).» Según esta doctrina de 
¡Rousseau el hombre fué creado por la naturaleza como un ani- 
mal menos fuerte y ágil que los demás animales. Los hombres 
dispersos entre los otros animales sin ninguna unión social entre 
Sí y con una vida completamente salvaje, fueron paulatinamente 
imitando el instinto de otros animales, pero carecieron de uso de 
razón y de moralidad. Este estado meramente animal es para 
el hombre condición de felicidad y mejor que el estado civil. 

1411. «El hombre salvaje abandonado por la naturaleza a 
su solo instinto... comenzará por las funciones puramente ani- 
males... (4); sus deseos no pasan de sus necesidades físicas (5). 
Yo quisiera una explicación acerca de cual puede ser el género 
de miseria de un ser libre cuyo corazón vive en paz y cuyo 
muerpo, en plena salud. Yo pregunto qué vida puede hacerse 


| 

| (1) BLuwstcmir. Theoric generale de PEtat, págs. 47 y 48. 

1-(2) TocoueviLikE. La Democratie en Amerique, l, pág. 45. 

| (3) Rousseau. Discours sur Porigine et le fondement de Pinégalité 
'armi les hommes, part. 1.*, pág. 64. 

(4) Iozm. Discurso citado, pág, 75, 

(5) Ioem. Ibídem, pág. 76, 
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insoportable a los que la gozan: ¿la civil o la natural? (1).» En 
sentir de Rousseau, la sociedad civil no es una institución nacida 
de la naturaleza del hombre; es una institución contra-natural 
o si no se quiere ir tan lejos, tan natural en la especie humana 
como la decrepitud en el individuo o las muletas en el enfermo. 

1412. Este sofista se imaginó un estado primitivo de na- 
turaleza de no sabemos cuántos siglos, en el cual vivieron los 
hombres millares de años, salvajes, en el mayor aislamiento, 
vagabundos, sin lenguaje, sin relación ninguna entre sí y en la 
más completa ignorancia de la moralidad. 

1413. Pero después de aquel período empieza para el hom- 
bre otro en el que se inicia el desenvolvimiento de sus faculta- 
des. Para la mejor inteligencia de este segundo período, adver- 
timos con el mismo Rousseaús a) que las ideas de los hombres 
y las ideas de los animales no se distinguen sino por lo más o 
lo menos. «Todo animal tiene ideas porque tiene sentidos; com- 
bina sus ideas hasta cierto punto y no difiere en esta parte de 
las bestias sino por lo más o lo menos. Algunos filósofos han 
sostenido no existir mayor diferencia entre un hombre y otro, 
que entre un hombre y una bestia (2) :» b) que el hombre no 


se distingue específicamente del animal tanto por la inteligencia 


como por la libertad y facultad de perfeccionarse.» No es, pues, 
tanto el entendimiento que establece entre los animales la dis- 
tinción específica del hombre, como su calidad de agente libre. 
La naturaleza manda a todo animal. y la bestia obedece El hom- 


bre experimenta la misma impresión, pero se reconoce libre para 


aquietarse o resistir; en la conciencia de esta libertad radica so- 


bre todo la espiritualidad del alma... Hay otra calidad más es- 


pecífica que distingue al hombre y acerca de la cual no puede | 


haber discusión: la facultad de perfeccionarse la cual con el 


auxilio de las circunstancias desenvuelve sucesivamente todas ' 
las otras (3): c) que estos seres desprovistos del uso de su ra- | 


zón, pero dotados de la facultad de perfeccionarse y de libertad, 
por un conjunto de circunstancias fortuitas sin las cuales hu- 


biera permanecido la humanidad en su condición primitiva, des-. 
envuelven su inteligencia e inventan el lenguaje (4). El hombre. 


obrando así pero conservando su plena independencia, contrae 
relaciones con sus semejantes y empieza a introducirse la mo-' 
ralidad en las acciones humanas: d) que—en este segundo pe= 
ríodo—<en esta época de una primera revolución se estableció 


la familia y la distinción de las familias, lo que produjo una es- 


(1) Rousskzauv. Discurso citado, pág. 68. 
(2) Ibim. lbídem, pág. 74. 

(3) Inem. Zbídem, pág. 74. 

(4) Inem. Ibídem, págs. 76-112, 
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pecie de propiedad... (1). Cada familia llega a ser una peque- 
ña sociedad tanto mejor unida cuanto que sus lazos eran la unión 
recíproca y la libertad (2). Es la familia la más antigua de las 
sociedades y la más natural... pero su dirección depende de 
una convención (3): e) eR es «necesario fijarnos en que la 
sociedad formada y las relaciones establecidas exigen de los 
hombres cualidades diferentes de las que tenían en su consti- 
tución primitiva, que comenzando a introducirse la moralidad 
en las acciones humanas y teniendo cada uno sus leyes siendo 
él solo juez y vengador de las ofensas que recibiera, la bondad 
conveniente al puro estado de naturaleza no era la más conve- 
niente a la sociedad naciente. Este período de desenvolvimiento 
de las facultades humanas adoptando un justo medio entre la 
indolencia del estado primitivo y la petulante actividad de 
nuestro amor propio, debió ser la época más feliz y perma- 
nente. Cuanto más se reflexiona, mejor se ve que era éste el 
- estado menos expuesto a revoluciones y el mejor para el hom- 
bre (4)». 

1414, f) que más tarde los hombres—aquí está el tercer pe- 
ríodo del estado de naturaleza—cultivaron con mayor amplitud 
; sus facultades, inventaron las artes mecánicas y adquirieron pro- 

piedad. «Las cosas hubieran podido subsistir iguales si los ta- 
lentos hubieran sido iguales y por consiguiente el empleo del 
hierro y el consumo de mercaderías hubiesen constituído una 
balanza exacta; pero la proporción que nada mantenía, se rom- 
pió muy pronto; el más fuerte hacía más y el más diestro sa- 
caba mejor partido de lo suyo y el “más ingenioso encontraba 
medios de abreviar el trabajo (5):» g) que «de aquí nacieron 
muchos deseos que antes por ignorados, no tuvo el hombre, que 
no podía satisfacer, y también muchos afectos desordenados; 
la avaricia y la envidia... fueron caúsa de cuestiones y luchas 
de tal suerte que a la sociedad naciente subsiguió el más horri- 
ble estado de guerra. La ruptura de la igualdad fué secuela obli- 
-gada de los más espantosos desórdenes; la usurpación de los ri- 
cos, el pillaje de los pobres, las pasiones desenfrenadas de to- 
dos, ahogando la piedad natural y la voz aunque débil de la 
justicia, hicieron a los hombres avaros, ambiciosos y malvados. 
Entre el derecho del más fuerte y el del primer ocupante surge 
un conflicto perpetuo que no termina sino por combates y muer- 
tes. La sociedad naciente atravesaba de este modo por el más 


(1) Rousskau. Discurso citado. pág. 108. 
0 (2) Ivem. Ibídem, pág. 109. 
(3) Ibem. Contrato Social, part. l, chap. 2, 
(4) Ibm. Discurso citado, pág. 113. 
(5)/ Inem. Ibídem, pág. 117. 
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horrible estado de guerra (1)»: h) que los hombres para no 
perecer, salvarse a sí mismos y sus cosas, conseguir paz y segu- 
ridad, resolvieron iniciar un contrato de formación de sociedad 
que protegiera y defendiera con toda la fuerza común la perso- 
na y bienes de cada asociado. «La dificultad que debieron ven- 
cer, puede enunciarse en estos términos: encontrar una forma 
de asociación que defienda con toda la fuerza común la perso- 
na y bienes de cada asociado y por la cual uniéndose cada uno a 
todos, no obedezca sino a sí mismo y quede tan libre después 
como antes (2).» «Y esto se obtiene dándose cada uno a todos, 
pero no a nadie; y como no hay asociado el cual no adquiera el 
mismo derecho que él le cede sobre sí, adquiere el equivalente 
de todo lo que pierde y más fuerza para conservar lo que tie- 
ne (3):» 1) que Rousseau expresa en los siguientes términos 
lo pertinente al contrato social: «Cada uno de nosotros pone en 
común su persona y todo su poder bajo la dirección de la vo- 
luntad general y nosotros recibimos en cuerpo cada miembro co- 
mo parte indivisible del todo. De aquí que haya sido efecto de 
la asociación la formación de un cuerpo colectivo.» 

1415. ¡) «que este tránsito del estado de naturaleza al es- 
tado social—cuarto y actual periodo—da origen a un cambio 
notabilísimo en el hombre, porque en su conducta es sustituí- 
do el instinto por la justicia dando a sus acciones una mora- 
lidad de que antes estaban desprovistas. Solamente entonces 
la voz del deber sucede al impulso físico; el derecho, al apetito 
y el hombre que hasta ese momento únicamente miraba por sí 
mismo, se siente obligado a obrar según otros principios y de 
consultar con su razón antes de escuchar la voz de sus de- 
seos... Pierde el hombre por el contrato social la libertad na- 
tural y el derecho ilimitado a cuanto le seduce y está en sus 
manos conseguir, pero gana en cambio la libertad civil y la 
propiedad de cuanto posee. No hay error en estas compensa- 
ciones distinguiendo la libertad natural cuyos límites son las 
fuerzas del individuo, de la libertad civil limitada por la vo--' 
-luntad general y la posesión, efecto de la fuerza o del derecho 
del primer ocupante, de la propiedad fundada sobre un título 
positivo. Además: en el estado civil se adquiere la libertad mo- 
“ral la única por la cual es el hombre señor de sí mismo; el im- - 
pulso exclusivo del apetito es la esclavitud; la obediencia a la 
ley que a sí mismo se ha prescrito el hombre, es la libertad 
(4)>»: R) «que jamás puede enajenarse la soberanía por ser 


(1) Rousseau. Discurso citado, pag. 120. 
(2) Inem. Contrat. Social, liv. 1, chap. 6. 
(3) Ibem. /bídem. 

(4) Inem. /bídem, pág. 26. 
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el ejercicio de la voluntad general; el soberano como ser colec- 
tivo no puede ser representado sino por sí mismo; es trasmisi- 
ble el poder, pero no la voluntad (1). El poder legislativo, 
ya lo hemos visto, pertenece al pueblo y exclusivamente a él, 
no así el ejecutivo consistente en actos particulares. Yo, llamo 
pues, gobierno o suprema administración al ejercicio legítimo 
del poder ejecutivo; y principe o magistrado, al hombre o cuer- 
po encargado de esta administración (2).» 

1416. Antes de Rousseau había ideado Hobbes: un estado 
de naturaleza en que erraban los hombres por la tierra como 
salvajes sin lazo alguno de unión entre sí. Opina Hobbes en 
oposición a Rousseau no ser ese un estado de felicidad. Los 
hombres gobernados por el egoísmo y creyéndose con derecho 
a todo, son necesariamente enemigos entre sí; la guerra de to- 
dos contra todos es el estado de naturaleza de la humanidad. 
Hay un solo medio de acabar con estos eternos conflictos: el 
acuerdo mutuo de renunciar sin reserva alguna a su derecho 
sobre todas las cosas y la institución de una autoridad suma- 


mente poderosa con derecho sobre todo y facultada para dis- 


poner de los derechos de todos. 


S II 
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1417. Existencia de sociedades anteriores al Estado.—1418. El 
hombre es apto para la vida social y está destinado a ella.—1419. 
El contrato origen de la sociedad civil, sería a la vez fuente última 
de la moralidad y del derecho.—1420. Positivismo moral.—1421, 
Con la ley humana, norma última de la moralidad no hay ley ni 
mala ni injusta ni con autoridad para ser impuesta.—1422. Tampoco 
radica la norma última de la moralidad en el consentimiento de 
los hombres, en las opiniones y costumbres de los pueblos, en la 
educación, progreso y civilización y en la ley positiva humana.— 
1423. Errores gravísimos que nacen del positivismo jurídico.—1424. 
- No existió el contrato social ni el estado primitivo salvaje.—1425. 
El sistema de Hobbes adolece de los mismos vicios que el de Rous- 
seau.—1426. La teoría de Rousseau está en oposición con la dig- 
nidad del hombre, con la filosofía moral, con la psicología y con 
la lógica.—1427. Estado de naturaleza. 


1417. En el sistema de Rousseau la invención de la moral, 
la necesidad de un consentimiento unánime imposible y siem- 
pre revocable, la enajenación total del hombre en favor de la 
sociedad, conducen a un absolutismo sin límites; son desvaríos 


(1) Rousskzav. Contrato Social, pág. 31. 
(2) Ibm. Ibídem, pág. 70. 
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monstruosos de una imaginación enferma. El contrato social 
no es el origen primero de toda sociedad y ni siquiera, de la 
sociedad civil. En la hipótesis inadmisible de ser aquel contra- 
to origen de la sociedad civil, no es aceptable como origen de 
toda sociedad, de no suponer la inexistencia de sociedad algu- 
na antes de allas pero antes de la constitución del Estado 
existieron la sociedad doméstica y la sociedad humana. 

1418. Esto se demuestra evidentemente con la síntesis de 
las razones anteriormente expuestas—núms. 1377 al 1398.—a) 
el hombre por su naturaleza es apto para la vida social y está 
destinado a ella; es un animal tan racional como social; así lo 
demuestran hasta la evidencia las calidades físicas de su natu- 
raleza: 1.2) su facultad de hablar mediante un órgano corpóreo, 
el movimiento animal de los miembros y sus potencias racio- 
nales: 2.2) su inclinación sensitiva y racional a conversar con 
los demás hombres y a cooperar con ellos en las obras y tra- 
bajos de utilidad común y propia: 3.) su semblante, fiel y na- 
tural reflejo de los afectos internos que le dominan y a cuya 
manifestación exterior se ve impulsado. ¿Qué utilidad ofrecen 
estas facultades, sobre todo la del lenguaje sin la vida social? 
b) el hombre comunica la vida por la generación y el recién 
nacido viene al mundo en tal inopia, en tan extremada miseria 


que sin la ayuda y el concurso eficiente de sus semejantes, le 


es imposible la conservación de su vida física: c) el hombre 
en virtud de su inteligencia adquiere noción y concepto de las 
cosas, pero sin la enseñanza comunicada por el lenguaje, sería 
sumamente dificultoso, muy lento y asaz imperfecto el desa- 
rrollo de su razón: d) no por haber crecido en edad necesita 
menos el hombre de una educación de su cuerpo y de su alma; 
sin ella sería un ser muy miserable: e) también el adulto ex- 
perimenta con demasiada frecuencia la necesidad del auxilio y 
protección de la sociedad; sin ellos o perece o arrastra una vida 
miserable. El hombre es evidentemente un animal social. 
1419. La sociedad civil presupone la sociedad doméstica in- 
mediatamente natural y a su multiplicación debe su existencia. 
No es posible asignar a un contrato el origen jurídico de la 
sociedad civil, de la sociedad doméstica y de la sociedad inci- 
piente aun no civil en expresión del mismo Rousseau, porque 
el contrato origen de la sociedad civil es a la vez fuente última 
de la moralidad y del derecho; pero sin deberes ni derechos es 
imposible la existencia de ninguna sociedad. No es el origen de 
la sociedad civil un contrato, fuente última de la moralidad y 
el derecho: a) porque este contrato está desprovisto de fuer- 
za obligatoria desde el momento de no suponer ningún deber 
por el cual haya de ser observado: b) porque admitido este 


A 
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contrato, es necesario admitir igualmente el positivismo moral 


y jurídico. 

1420. No entendemos por positivismo moral aquí el siste- 
ma de Augusto Comte fundado en el conocimiento de los he- 
chos, sino la teoría sostenida con el fin de radicar la última 
norma de la moralidad en la voluntad positiva de los hombres 
o en la ley positiva humana en sentir de Hobbes o en las cos- 
tumbres de los pueblos en opinión de Saint-Lambert o en la 
educación tomada en sentido lato o estricto como quiere Mon- 
taigne. El positivismo jurídico enseña la inexistencia de. la ley 
natural jurídica en sentido estricto y defiende ser la ley hu- 
mana positiva la norma última de la justicia de todo deber ju- 
rídico y de todo derecho en sentido estricto. 

1421. La autoridad humana ni en sus mandatos ni en sus 
prohibiciones puede ser considerada norma última de la mo- 
ralidad so pena de despojar a esta de su elemento interno, in- 
mutable y universal, de arrancar de raíz la diferencia objetiva 
entre el bien y el mal morales y de quedar exclusivamente re- 
servada esa diferencia a la ley humana, al consentimiento de los 
hombres, a las opiniones de los pueblos o a su educación. 

En el reconocimiento hipotético de la norma última de la 
moralidad en la ley humana, no habría ninguna ley ni mala ni 
injusta ni tampoco ley con autoridad para sernos impuesta, 
porque si nada hay ni bueno ni maló fuera de la ley, su ob- 
servancia no será en sí buena ni su infracción o violación, en 
sí mala independientemente de la ley. Luego ha de investigar- 
se la fuerza de las leyes en las leyes mismas. ¿Por ventura lo 
encontraremos en ellas? He aquí una pregunta a la cual con- 
testaremos siempre por nuestra parte en forma negativa, La 
ley dictada o descansa en leyes anteriores o no; si no reposa 
en otras leyes, será buena su observancia por haber ella mis- 
ma decretado ser bueno obedecerla; la razón de por qué ha de 
ser acatado ese decreto, la ignoramos en absoluto; si descansa 
en otras leyes, cabe la misma pregunta: ¿de dónde emana la 
autoridad de la primera ley no apoyada en ninguna anterior ? 
Es inadmisible la réplica de quienes pretenden arrancar la 
fuerza obligatoria de la primera ley, del hecho de haberse a 
ella sometido los hombres y haberle prometido su obediencia; 
porque si nada hay en sí mismo buéno o malo independiente- 
mente de la ley, ni es bueno guardar las promesas ni malo que- 
brantarlas. Las leyes con tan deleznable apoyo carecen de au- 
toridad. Convertir la ley humana en norma última de la mora- 
lidad equivale a arrancar por medio de ella si así le place al le- 
gislador humano, lá diferencia entre el bien y el mal y decla- 
rar igualmente buenas la piedad y la impiedad, la adoración de 


.. 
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Dios y la blasfemia, la justicia y la injusticia, la temperancia 
y la intemperancia, la religión y la irreligión. 

1422. Es también inaceptable fijar la norma última de la 
moralidad en el consentimiento de los hombres. En efecto: 
este consentimiento o se apoya en un fundamento objetivo o 
no. Si lo primero, encontraremos la norma última de la mora- 
lidad en este fundamento y no en el consentimiento; si lo se- 
gundo, declaramos ignorar en absoluto la razón de por qué es 
bueno aceptar aquel consentimiento y malo apartarnos de él. 
Ni cabe tampoco radicar indistintamente la norma última de la 
moralidad en las opiniones y costumbres de los pueblos, ni en 
la educación de los niños ni en el progreso y civilización de 
las naciones so pena de vernos obligados a aceptar igualmente 
como buenos todos los métodos educativos y todas las opinio- 
nes y costumbres de los pueblos aun las más opuestas entre sí; 
pero si declaramos nuestra preferencia por alguno o alguna, 
lo aceptamos superior a los otros, pero dejando todos de ser 
norma última. 

1423. Es también inaceptable el positivismo jurídico, por- 
que con la negación de la existencia de la ley jurídica natural 
en sentido estricto, coloca en la ley positiva humana la norma 
última de la justicia, del deber jurídico y de todo derecho en 
sentido estricto. La ley humana no será jamás norma última 
de la justicia si no es esencialmente justa; lo contrario repugna 
en sus términos. Según el positivismo jurídico no se ha de in- 
vestigar la diferencia interna entre la justicia y la injusticia, 
tomando por base la naturaleza racional del hombre sino la vo- 


luntad del legislador de cuyo arbitrio pende la declaración de 


lo justo y de lo injusto (1). El deber jurídico en la hipótesis 
de estar en pugna con la ley moral, sería recto desde el mo- 
mento en que fuera la ley humana su norma única; tal afir- 
mación es empero, inadmisible: a) porque repuena el deber de 
practicar el mal: b) porque es inadmisible la superioridad de 
la voluntad del legislador humano sobre la ley moral: c) por- 
que es imposible reconocer en el hombre una doble conciencia, 
una moral y otra jurídica superior a la moral: d) porque la 
ley humana como norma de todo deber jurídico sería también 
la norma última de la moralidad; si es necesariamente justo el 
deber de la ley positiva, también es necesariamente lícito y bue- 
no cumplirlo. Luego nada hay de tal modo malo que la ley no 
pueda convertirlo en hueno. ¿Es posible admitir tales absur- 
dos? En el caso de ser la norma de todo derecho estricto, la 


(1) CicERÓN ha impugnado vigorosamente la célebre y moderna teo- 
ría del positivismo jurídico. De leg., cap. 5, 15, 16, 
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ley humana, serían derecho todas las cosas que los hombres 
declararan tales y esto es evidentemente falso. 

Si es la ley humana, la norma última de todo orden jurídico 
o este orden no se distingue realmente del orden moral o es 
de él independiente; ambos extremos de la disyuntiva son in- 
aceptables. La ley humana, norma última del orden jurídico 
es a la vez regla última de la moralidad o no; silo primero, 
no hay diferencia real entre el orden jurídico y el orden moral; 
todos los actos serían actos de injusticia o justicia legal; no es 
atribución de la ley humana ordenar ni prohibir los actos me- 
ramente internos sino los externos en tanto cuanto necesario 
al bien cómún; los actos externos ordenados o prohibidos por 
razón del bien común se refieren a la justicia legal; y vicever- 
sa, tdos los actos de justicia o injusticia legal serían actos mo- 
rales; si lo segundo, hay una norma última de la moralidad 
distinta de la ley humana a la cual no se sometería, pues en 
el caso de someterse, no sería la ley humana, sino la norma 
última de la moralidad, la norma última del orden jurídico. Si 
el orden jurídico humano y el orden moral no se diferencian 
en realidad: a) los actos libres meramente internos y los ex- 
ternos no ordenados ni prohibidos por una ley humana, care- 
cen de moralidad: b) la ley humana o la sociedad civil es fin 
último del hombre al cual queda cada uno subordinado como 
medio: c) la legislación humana es señora absoluta y omnipo- 
tente de los ciudadanos. La independencia del orden jurídico 
humano del orden moral exceptúa a los ciudadanos observa- 
dores de las leyes civiles, de la ley moral; y el orden jurídico 
no sería moral. De aquí se sigue ser inexplicable el orden ju- 
rídico humano sin la existencia del orden jurídico natural. 

1424. Volviendo al análisis de la teoría de Rousseau asen- 
tamos que de acuerdo con ella la autoridad y la ley civil son 
simplemente la expresión de la voluntad universal de los hom- 
bres o de la mayor parte de los hombres; no hay otro funda- 


mento. De la admisión de este contrato arranca como conse= 


cuencia ser la institución y ordenación de la sociedad civil, 
efecto dél arbitrio puramente humano y no un organismo mo- 
ral preformado por la naturaleza, un mecanismo caprichoso 
sostenido por la fuerza física y destruible a capricho. Esta 
teoría peca en su principio. El primer origen de la sociedad no 
puede arrancar de un contrato llamado a poner fin al estado na- 
tural no social. Jamás ha vivido el hombre una vida salvaje y 
silvestre en estado de naturaleza y sin sociedad alguna; el sal- 
vajismo como estado primitivo del hombre es una ficción, una 
fábula desmentida por la Historia, una hipótesis arbitraria. 
¿Dónde ha visto Rousseau a ese hombre desprovisto de pala- 
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bra y de razón y a pesar de esto, libre, capaz de perfeccionarse, 
tranquilo en su aislamiento, poseedor de una vida feliz a la 
sombra de los grandes bosques y a orillas de los ríos? Rous- 
seau nos habla no del hombre real tal cual fué y ha existido 
en todo tiempo, sino de un hombre fantástico creado en su 
imaginación loca, por ser únicamente posible aplicar a ese hom- 
bre su pacto social. 

El primer origen de la sociedad no puede arrancar de un 
contrato llamado a poner fin al estado natural no social, Ja- 
más ha vivido el género humano en estado de naturaleza- sin 
sóciedad alguna. El salvajismo como estado primitivo del hom- 
bre es una ficción, una fábula. ¿Dónde ha visto Rousseau a 
ese hombre desprovisto de palabra y de razón y sin embargo, 
libre, capacitado para perfeccionarse, tranquilo en su aisla- 
miento llevando una existencia feliz a la sombra de los gran- 
des bosques y a orillas de los rios? Desde este punto de vista 
es Rousseau el precursor de los evoltícionistas darwinianos. 
En frente de un estado de sociedad contrario al estado primi- 
tivo y feliz de la naturaleza le asiste al hombre, no decimos el 
derecho, el deber de trabajar por la disolución de la sociedad 
y volver a su primitiva y natural condición. Aquí está el peca- 
do del contrato social contra su propio éxito. Em sentir de 
Rousseau es mucho más conforme con la humana naturaleza 
la vida salvaje y silvestre que la humana sociabilidad. Luego 
la disolución de la sociedad por la introducción de una anar- 
quía universal para usar y abusar cada cual, libre de autori- 
dad y de todo freno, de sus derechos y de sus fuerzas en toda 
su amplitud, lejos de ser ilícita, es una imposición de la mis- 
ma naturaleza. La anarquía es el término lógico de la teoría 
de Rousseau. 

Pero contra la leyenda de Rousseau protesta la Historia uni- 
versal del género humano. Todos los documentos legítimos 
juntamente con las tradiciones de los pueblos prueban de un 
modo claro la existencia de una sociedad doméstica y civil y 
no de una vida solitaria, excepción hecha de algunos eremitas, 
pero educados en la sociedad civil y en el hogar y no desli- 
gados totalmente de todo lazo social. Nadie puede negar ca- 
rácter histórico a los libros de Moisés aunque no falten quie- 
nes nieguen su divina inspiración. Moisés nos cuenta el desen- 
volvimiento del género humano, procedente de una familia pri- 
mitiva o de una sociedad doméstica y en el Génesis nos habla 
de una ciudad edificada por Caín (1). Los pueblos bárbaros 
de las épocas a que alcanza la Historia, vivían en sociedad do- 


(1) Gen. IV, 17. 
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méstica y no carecían de vida civil, pues tenían sus cabezas, 
suis jueces y sus reyes para dirimir sus cuestiones, dirigirlos, 
mandarlos y conducirlos a la guerra. pri 5 

Antes de Rousseau había imaginado Hobbes un estado. de na- 
turaleza en que los hombres erraban como salvajes ee sin nin- 
gún lazo de unión entre sí; pero en oposición a Rousseau opi- 
na no haber sido éste un estado de felicidad para el hombre. 
Gobernados únicamente los hombres por el egoísmo y con la 
pretensión de asistirles derecho sobre todo, fueron necesaria- 
mente enemigos los unos de los otros y la guerra de todos con- 
tra todos, el estado normal de la naturaleza humana. Hubo 
un solo medio de salir de estos perpetuos conflictos: un acuer- 
do común: la renuncia de los hombres sin reserva alguna a su 
derecho sobre todas las cosas y el establecimiento de una auto- 
ridad sumamente poderosa con derecho a todo y apta para la 
mejor disposición de los derechos de todos. 

1425. El sistema de Hobbes además de ofrecernos los mis- 
mos inconvenientes que el de Rousseau, plantea de un modo 
más absoluto la teoría del despotismo. Notaremos de paso la 
contradicción en que este escritor se desenvuelve, porque si 
en su sentir, es la sociedad contraria a la naturaleza del hom- 
bre ¿cómo se explica ser la sociedad el último y único medio 
de asegurar su conservación y bienestar? No es verdad ser egois- 
tas todos los pensamientos del hombre; el sentimiento y el pro- 
pio instinto nos arrastran al amor de nuestros semejantes y 
combaten en nosotros fuertemente el egoísmo. Es por último, 
este sistema ofensivo a la dignidad nabo porque coloca a 
los hombres muy por debajo de las bestias más feroces las 
cuales se aman entre sí y no viven en estado de perpetua guerra. 

1426. Rousseau ha descrito el estado de naturaleza, no co- 
- mo una verdad histórica, sino como una hipótesis (1); pero 
- más tarde olvidado de lo dicho, se propuso al parecer escribir 
la historia en cuyos hechos descansa el derecho civil. La. teo- 
ría rouseauniana está en evidente oposición con la dignidad 
humana, con la Psicología, con la Filosofía Moral y con la 
Lógica. a) Rousseau rebaja la dignidad humana hasta el pun- 
to de colocarla en un grado de inferioridad manifiesta con re- 
lación a los demás animales; supone al hombre llegado a «ele- 
-varse hasta el instinto de los animales imitándolos» después de 
haber vivido por largo tiempo, quizá por siglos, del mismo 
modo que éstos: b) la Psicología y la Lógica rechazan hasta 
pel nombre de ideas de sentido de que habla Rousseau el cual 
sino niega las ideas intelectuales, solo tolera y reconoce entre 


(1) Discurso citado, pág. 6l. 
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ellas una diferencia como la que existe entre lo más y lo me- 
nos: c) el hombre en esta teoría se distingue especificamente 
entre los demás animales no tanto por la inteligencia como por 
la libertad y facultad de perfeccionarse; pero esta afirmación 
es inaceptable: 1.2) porque con ella no habría medio de dis- 
tinguir esencialmente la libertad del hombre, de los actos ex- 


ternos de los animales; la libertad pende precisamente del co- 


nocimiento intelectual esencialmente diferente del conocimien- 
to de los sentidos: 2.) porque esa libertad natural es la por 
Rousseau llamada instinto o impulso físico: d) porque esa li- 
bertad encuentra sus límites en las fuerzas físicas del indivi- 
duo, se distingue de la libertad civil y carece de moralidad; la 
libertad moral es la obediencia de la ley: e) es en absoluto in- 
admisible como fundamento de la supremacía inajenable del 
pueblo y base de todo el derecho civil, una libertad que en nada 
se distingue de la acción instintiva de los animales. El hom- 
bre no puede renunciar por un contrato social a su libertad 
esencial; puede tan solo obedecer la voluntad universal obe- 
deciéndose a sí mismo y quedar tan libre como antes, aunque 
se diga haber perdido por aquel contrato la libertad natural y 
haberse lucrado con la libertad civil: f) repugna la afirmación 
de la distinción profunda entre los hombres y los animales por 
razón de la facultad de perfeccionarse y no por la inteligencia 
en la cual radica exclusivamente aquella facultad; y precisa- 
mente aquí está el fracaso del sistema de Rousseau en su pro- 
greso. Este filósofo llega a crear allá en su magín hombres no 
hombres: hombres para su estúpida fantasía, mas no hombres 
en realidad porque los supone privados de razón. ¡Contradic- 
ción manifiesta! A un hombre simplemente animal le concede 
Rousseau haberle sobrevenido la razón; luego la razón en su 
sistema es una simple explicación o desenvolvimiento de la fa- 
cultad sensitiva; luego el hombre no se distingue especificamente 
del bruto sino simplemente de un modo accidental como un león, 


de un gato, un mono, de un cerdo. ¡Con tan necia y ridícula 


estupidez piensan y hablan los materialistas! Rousseau recono- 
ce en el hombre la libertad; pero suprimida la razón de la cual 
se deriva como de su causa propia, la libertad solo conserva 
de tal el nombre; en realidad es simplemente la expresión de un 
instinto animal y de una inclinación brutal: gy) son grave e 
inexplicable efecto de la facultad de perfeccionarse, revolucio- 
nes tan estupendas como las descriptas por Rousseau, la in- 
vención del lenguaje con las nociones universales y abstractas 
de todo idioma, pero inconciliables con las ideas de los sentidos. 
Esta facultad de perfeccionarse en el hombre, fué origen de sus 
peores estados, agravados en proporción directa con el mayor 
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cultivo de sus diversas facultades; la evolución y perfección 


- de las potencias del hombre están en razón directa de e su mal- 


dad e inversa, de su bondad. La barbarie es sumamente .prefe- 
rible a la cultura y al estado civil; lo afirma Rousseau; lo he- 
mos visto al calificar el segundo, el mejor de todos 102 perío- 


dos, el de la iniciación de la sociedad y moralidad ; pues ya 
sabemos ser en esta soñada hipótesis la moralidad de las accio- 


nes y la libertad moral, efecto de la mutación del estado natural 
en estado civil: h) por último, es inadmisible un contrato so- 


cial, causa de tantos cambios entre los hombres, fundamento 


último de la moralidad, del derecho y del deber; es inacepta- 
ble no ver otra cosa en la autoridad que la libertad universal 
del pueblo y la libertad moral; nada, fuera de la obediencia a 
la ley civil. 

1427. Muchos errores nacen de la falta de aclaración de al- 
gunos términos. Entendemos por estado de naturaleza aquel a 


que están destinados los hombres por su misma condición y 


en el cual vive de un modo conveniente a su naturaleza el gé- 


nero humano ampliamente propagado, no la vida fuera de la 


“sociedad civil, condición primitiva y transitoria en el principio 
de la aparición del género humano e inmediatamente después 


del diluvio hasta llegar al número de familias requisito a la for- 


mación de la sociedad civil. 


| 


| 
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1428. Pacto social de Puffendorf.—1429. La obligación jurídica a 
que debe su origen la sociedad civil, no surge de un pacto.—1430. 
El origen de la sociedad civil de un pacto es sumamente artificioso. 
—1431. Inadmisibles consecuencias de ese pacto.—1432, Deberes afir- 


=mativos de los que habitan el territorio de la sociedad.—1433. Debe- 


res negativos.—1434. El pacto de los escolásticos.—1435. Diferencia 
entre este pacto y el de Puffendorf—1436. Diferencia entre el pacto 
de los escolásticos y el contrato social de Rousseau.—1437. La so- 
ciedad civil no es siempre consecuencia del pacto.—1438. Casos en 
«que la sociedad nace de pactos expresos y manera de conocer su 


| indole.—1439. Sociedad por pacto tácito o tratado solemne.—1440. La 


| 
1 


| 


existencia de una o varias familias prepotentes puede dar origen a 
una sociedad monárquica o aristocrática.—1441. Transformación de 
la sociedad heril en sociedad pública.—1442. Para la institución de 


la sociedad se requiere algún consentimiento, pero sin carácter de 
Pacto ni de contrato explícito o implícito.—1443. Sin pacto se explica 
€l origen de la sociedad. 


1428. Sostiene Puffendorf y con él sus partidarios: a) ha- 
ber precedido al estado civil por ellos denominado adventicio, 


O 
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otro conocido con el nombre de estado de naturaleza en el cual 
vivieron los hombres en el pleno goce de su libertad y de su 
igualdad naturales; y las familias, aisladas, independientes y se- 
e entre sí hasta el momento de acordar los padres de fami- 
lia cansados de esta anarquía y en previsión de próximos ma- 
les: un pacto de unión civil que rompiendo completamente con 
su aislamiento, formara entre ellos una unión permanente en 
vista del bien común: b) la promulgación posterior de un de-. 
creto acerca de la constitución de la forma de régimen: c) el 
pacto de subjección con aquel o aquellos a quienes confirieran 
el poder supremo con la obligación en los depositarios, de re- 
gir bien la nueva sociedad y en los súbditos, de obedecer en 
orden al bien común (1). 

1429. Es consecuencia inmediata de esta doctrina ser el pac- 
to, causa próxima per se eficiente del vínculo jurídico consti- 
tutivo de la sociedad civil y por tanto, una doctrina a nuestro 
juicio inaceptable. Empezamos por afirmar no ser posible a 
los habitantes de un territorio determinado en el cual ejerce su 
autoridad, la sociedad civil, desligarse de las obligaciones jurí- 
dicas, origen de la existencia de esta sociedad. Esta obligación 
por su carácter de universal, constante y perenne, no puede sur-. 
gir de un pacto en el cual si ha de ser obligatorio en esas con-. 
diciones, se requieren por lo menos estas dos cosas: a) que se 
haya iniciado y perfeccionado el pacto por ciudadanos conscien- ' 
tes y mayores de edad y hayan contraído mediante él una obli-. 
gación perpetua: b) que haya sido sucesivamente consentido : 
o renovado sino expresa, tácitamente por cuantos se fueran in-- 
corporando a la sociedad: a) un pacto de esta naturaleza no. 
puede obligar a los sucesores de los pactantes. Es indudable-: 
mente posible a sus sucesores quedar ligados por algún pacto | 
de sus predecesores, pero no sucede esto en el caso actual sino $ 
cuando una comunidad ya constituída como persona moral y: 
perpetua pacta con otra comunidad o persona individual. Los. 
primeros fundadores de la sociedad aun no estaban por hipó-: 
tesis unidos en sociedad y por consiguiente, verificaba el pacto 
cada cual con los otros. A la alegación de haber sido los padres 
de familia los autores del pacto animados del propósito de ligar 
también con él a sus hijos, replicaremos inducir obligación este 
pacto en los hijos mientras vivan unidos al hogar, pero no le- 
gitimamente separados e independizados de la tutela paterna: 
b) en este supuesto, cuantos se declararan opuestos a la reali- 
zación del pacto o se resistieran a mostrar su acuerdo o con- 
formidad, no estarían obligados a cooperar o concurrir al bien 


(1) ¡PUFEENDORF. De tur, nat. et gent., lib. VII, cap. TIL, $8 VIT. 
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público a pesar de vivir en medio de la sociedad así formada. 
Un número mayor de hombres independientes ningún derecho 
tiene sobre el número menor si no interviene un pacto 0 una 
ley previamente aceptados por todos. 

Que todos expresaran su consentimiento con aquel pacto, es 
una afirmación a más de gratuita, improbable, y es razonable 
- suponer el no consentimiento de muchos como ocurre en épocas 
de perturbaciones públicas con los facinerosos y malvados y con 
cuantos se juzgan suficientemente fuertes y aptos para pro- 
veer por sí mismos a su defensa y necesidades y esperanzados 
en obtener mayor suma de bienes de su independencia que de 
la sociedad donde de hecho viven. Este vínculo de la sociedad 
en el supuesto de nacer de algún pacto, sería de justicia con- 
mutativa. «Por el nombre de obligación que se lee en la defi- 
nición de contrato, no se entiende cualquiera obligación, sino la 
obligación nacida de la justicia conmutativa (1).» Pero esto no 
es así de hecho, porque el vínculo jurídico que obliga a todos 
y a cada uno a concurrir al bien público, es el vínculo de la 
justicia legal (2). 

1430. Otras consideraciones más nos revelan con toda cla- 
ridad la inaceptabilidad de la teoría de Puffendorf. El origen 
de la sociedad civil es en esta opinión sumamente artificioso y 
en desacuerdo con la Historia; pasa por alto y no atribuye im- 
portancia alguna a las sociedades patriarcales. El estado de 
libertad natural por este autor descrita, si existió alguna vez 
—nosotros no lo creemos—no fué el estado ordinario del hom- 
bre ni es posible calificarlo de estado de naturaleza por ser 
precisamente social su estado normal. La exigencia de los dos 
pactos de umón y de subjección y el decreto acerca de la forma 
del régimen, son principalmente aplicables a una sociedad co- 
=mercial o industrial y no al origen primitivo y primero de la 
sociedad civil. 

1431. Los partidarios dela opinión de Putfendorf están 
contestes en iniciarse el pacto de unión con cada hombre en 
particular de modo de conservar su libertad natural los refrac- 
“tarios y contumaces en no celebrarlo. Pudiera concederse esta 
doctrina si a éstos se les impusiera el abandono del territorio 
como condición de conservar su libertad natural; nada de esto 
“se dice y la libre emigración se concede indistintamente a todos 
por igual. No quedan privados de la libertad natural los que 
“además de su oposición al pacto, viven de un modo permanente 
en el territorio sobre el que ejerce la sociedad, jurisdicción. De 
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EU De Luco. De just. et tur, disp. XXII, n. 2. 
(2) Divus Tuomas. Summ. Theolog., 2.* 2ae, quaest. LVIII, art. 5. 
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esta doctrina parécennos ser deducción lógica las dos siguientes 
proposiciones: a) la libertad queda únicamente restringida por 
razón de un pacto consentido: b) sin consentimiento no existen 
en ningún tiempo deberes de justicia legal. Esta opinión está 
muy lejos de la verdad y esto lo ve fácilmente quien con aten- 
ción piense y medite ser causa de la restricción del derecho de 
libertad —hacemos caso omiso del consentimiento—la colisión 
de derechos. Es verdad no ser posible nacer deberes sin con- 
sentimiento en orden a la justicia legal alli donde no existe la 
sociedad civil; pero también lo es allí donde existe, estar liga- 
dos los habitantes libre o necesariamente, del territorio, por esa 
clase de deberes, afirmativos unos, negativos, otros. 

1432. Deberes afirmativos. Los habitantes de un territorio, 
mayor o menor tiempo, sin ser todos ciudadanos en el verda- 
dero rigor de la palabra, son participes de la prosperidad pú- 
blica, de los subsidios y medios de seguridad personal propor- 
cionados por la sociedad civil. Los beneficiados con esos bie- 
nes han de cooperar a esa prosperidad, prestarle su concur- 
so positivo y fomentarla con el levantamiento de las cargas im- 
puestas en orden a ese fin por la sociedad civil. Este es un de- 
ber afirmativo de la justicia legal. ¿No es por ventura suma- 
mente disconforme con la naturaleza racional y con el estado 
social la pretensión de disfrutar del bien público y común y 
negarse el agraciado al cumplimiento de las cargas y de los 
deberes provenientes de aquel bien público? Esto equivaldría 
a perseguir la consecución de un fin sin medios a él conducen- 
tes. No es posible dejar de reconocer en los gobernantes y rec- 
tores de la sociedad civil el derecho de imponer y exigir de los 
partícipes del bien social y público, su cooperación y ayuda si 
no prefieren abandonar el territorio; a este derecho responde 
el deber afirmativo de todos los beneficiados con el orden social. 

1433. Deberes negativos. Los con su residencia definitiva 
o transitoria en un territorio, no tienen ningún derecho a per- 


turbar el orden y a ser obstáculo al bien común; y este deber : 


de justicia conmutativa para los no participantes del bien pú- 


blico por no vivir en el territorio, es para los ocupantes del - 
territorio y participantes de ese bien—con razón su bien pro- 
pio—un deber de justicia legal. De aquí se sigue no derivarse : 
los deberes de justicia legal considerados en orden a los suce- 


sores, de los autores del impulso inicial de la sociedad, ni de 
haber ligado los padres con su consentimiento a sus hijos, ni 
tampoco del reconocimiento y aprobación consentidos por és- 
tos, de la sociedad en que nacieron. 


da ad ió 
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1434. Han enseñado también muchos escolásticos ser el 


pacto, origen de la sociedad, no el pacto entendido en el modo 
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y forma explicados por Puffendorf, sino el expuesto por Suá- 
rez cuyas doctrinas sintetizamos No basta para la constitución 
de una sociedad civil la multitud de familias con domicilio o 
residencia en un mismo lugar; es además necesario el vínculo 
moral unitivo de esa multitud entre sí. Tal vínculo no se ve- 
rifica sin algún pacto expreso o tácito (1) de ayudarse mú- 
tuamente las familias y sin estar subordinadas de algún modo 
éstas y las personas a un superior o rector de la comunidad (2). 
Las familias se congregan o por una voluntad especial o por 
un consentimiento común en un solo cuerpo político mediante 
el vínculo de la sociedad para ayudarse mutuamente en orden 
a un mismo fin político y forman de esta suerte un cuerpo 
mistico que puede per se llamarse uno moralmente (3). 

1435. ¡Según esta opinión el pacto no tiene tanto razón de 
causa del vínculo jurídico como de condición sine qua non; 
puesta esta condición, la ley natural induce obligación. Esta 
obligación es extensiva sin excepción a todos los habitantes 
en medio de la multitud. Esta es la diferencia esencial entre 
la doctrina de los escolásticos y la de Puffendorf; si se recha- 
za esta interpretación, no vemos con Cathrein (4) cómo pue- 
de salvarse la doctrina de los escolásticos de las dificultades 
presentadas contra Puffendorf, 

1436. La doctrina de los escolásticos sobre el pacto se di- 
ferencia radical y esencialmente del contrato social de Rous- 
seau. Esta afirmación es innegable por quienes hayan estu- 
diado con atención una y otra doctrina; pero ante los empe- 
ñados en ver entre ambas, analogías inexistentes, muy po- 
cas palabras dirigiremos a las diferencias entre uno y otro pac- 
to: a) en concepto de Rousseau no es el hombre por su natu- 
raleza un ser social; el contrato puso fin a su estado natural 
y la sociedad civil nacida de ese contrato no es una cosa na- 
tural, sino obra arbitraria y artificiosa de la voluntad huma- 
na: b) el contrato social es para Rousseau el fundamento úl- 
timo de todos los deberes y derechos de modo de no ser Dios 
el fin último, la norma última de la moralidad y el aútor de 
la ley natural. 

Enseñan los escolásticos requerirse algún pacto expreso o 
tácito para la unión en un cuerpo moral, de las familias; y 
añaden ser vehementemente impulsados los hombres por su na- 
turaleza social a la realización de este pacto, por la sencilla ra- 
-zón de ser su destino temporal vivir en la sociedad civil. San- 


(1) Suárez. De opere sex dierum, lib. V, cap. VIT, n. 3. 
(2) Ibm. Defens. fid. cathol., lib. VII, cap. II, n. 4. 

(3) Imem. De legibus, lib. 11, cap. Il, n. 4. 

(4) Carmrein, Philosophia Moralis, pág. 369, 
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to Tomás y Suárez opinan estar la sociedad civil tan íntima- 
mente unida a la naturaleza social del hombre que le sería ne- 
cesaria no solo para prevenirse de los males físicos y morales 
en estado de naturaleza caída y de naturaleza pura, sino tam- 
bién en el caso de haber perseverado en estado de justicia ori- 
ginal. Luego no se puede declarar ser la sociedad por razón 
del pacto una obra arbitraria, sino que decir debemos no ha- 
ber podido reunirse los hombres dotados de inteligencia y de 
voluntad sin ese pacto para la constitución de un organismo 
moral cuyo fin e indole esenciales y propios determinados es- 
tán por la misma naturaleza. Este pacto no es según los esco- 
lásticos, el fundamento último de todos los deberes y derechos, 
ni la norma suprema de la moralidad, ni el bien sumo a que 
aspiran los hombres como a su fin; en Dios y exclusivamente 
en Dios asientan los escolásticos ese fundamento, aquella nor- 
ma y este bien supremo. 

1437. No negamos la posibilidad de la existencia de una 
sociedad nacida de un pacto; jamás hemos pensado de este 
modo; lo inadmisible para nosotros, lo impugnado por juzgar- 
lo inaceptable, es la opinión de los empeñados inútilmente en 
sostener ser siempre y en todos los casos la formación de la 
sociedad civil, consecuencia de un pacto ya expreso ya tácito. 

1438. Nacerá la sociedad de un pacto expreso y a él de- 
berá su origen en el caso de ocupar muchos individuos un te- 
rritorio completamente deshabitado y no sometido al poder ju- 
risdiccional de ninguna potestad política ya constituida y acor- 
dar entre sí por un consentimiento unánime o común formar 
una sociedad como medio de impulsar la prosperidad pública 
y de ordenar y regular las relaciones que han de mantenerse 
y conservarse entre los asociados. Conoceremos la índole y 
manera de ser de una sociedad constituida de este modo con 
prestar atención a las convenciones estipuladas entre los aso- 
ciados en orden a la organización de la sociedad y a la forma - 
y límites del poder público. 

No se concibe la existencia de ninguna sociedad sin un po- 
der, sin una autoridad que imprima unidad a la multitud y 
para esto se requieren: a) la organización del sujeto del po- 
der y el modo y forma de ser ejercido: b) las convenciones es- 
tablecidas sobre los límites impuestos al poder público, tales 
como las referentes a las relaciones con la libertad religiosa 
de los asociados y con su libertad civil y política. Tampoco se: 
pueden pasar sin atenta observación las convenciones particu-. 
lares sino expresas, por lo menos tácitas igualmente existen- 
tes de acuerdo con el carácter de las partes contratantes y otras - 
circunstancias manifiestas. El poder público en cuya consti- 
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tución no intervino ninguna convención o pacto especial, ten- 
drá únicamente en su ejercicio los límites señalados por el de- 
recho natural. 

1439. Puede ser también origen de la sociedad un pacto 
tácito y esto se verifica por el hecho mismo de la multiplica- 
ción progresiva y ascendente de las relaciones únitivas entre 
los hombres, por razón de las costumbres revestidas entre ellos 
del carácter de obligatorias y por la supervención de contra- 
tos acerca de tal o cual punto de sus mutuas relaciones. En la 
medida o proporción de ir acreciéndose insensiblemente estas 


relaciones y revistiendo un carácter jurídico por consecuencia 


de pactos expresos o tácitos, muchas familias terminan por en- 
contrarse constituidas en una verdadera sociedad civil. 

La transición de la sociedad parcial a la sociedad civil va 
llegando paulatinamente o se realiza por un tratado solemne. 
Se realiza este segundo extremo entre los hombres si entre 
ellos surgen grandes contiendas, acaloradas luchas y conflictos 
inacabables; entonces se comprende mejor la necesidad de cor- 


“tarlas de una vez, prevenirse para lo futuro contra su repeti- 


ción y de repetirse, imponerles inmediato remedio. Ha de pres- 


tarse intensa atención a las costumbres públicas en el caso de 


irse desenvolviendo más que por tratados expresos, por con- 
venciones tácitas, porque esas costumbres llegan así a impo- 
ner al poder público limitaciones cuya existencia no es siquie- 
ra presumible en la intervención de un pacto expreso y so- 
lemne. 

1440. En la institución de una sociedad de poder desigual 
—sociedades desiguales en derechos—, así acontece en la for- 
mación gradual e insensible, subsiste entre los jefes de familia 
la desigualdad social. Em efecto: la institución de la sociedad 
no es asunto de gran urgencia ni tampoco exigido por las cir- 
cunstancias para las familias poderosas por su gran número de 
miembros; ricas por la extensa posesión de tierras y campos 


donde se alimentan grandes rebaños y por los muchos criados 


y servidores incorporados a su servicio y ayuda. Es natural y 
lógico a estas familias negarse a contraer obligaciones con la 
sociedad que se pretende fundar y cuya necesidad no sienten 


si se abriga el intento de considerarlas en el nuevo estado so- 


cial en el mismo orden de igualdad que a las familias pobres. 
En el caso de ser una la familia poderosa que se agregara a la 


sociedad con la condición de conservar en ella la desigualdad 


en cuya posesión está con relación a los demás habitantes del 
territorio, su régimen sería una monarquía más o menos ab- 
soluta, más o menos moderada; de ser muchas las familias pre- 


dominantes, una aristocracia. Se ve por tan sencillas conside- 
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raciones cuan fácilmente puede encontrarse constituida una - 


sociedad con un organismo especial y obligada a respetar el 
derecho preexistente como cualquiera otro derecho cuyo orl- 
gen no tiene por causa la concesión de la sociedad o comuni- 
dad, sino hechos justamente preponderantes corroborados por 
convenciones expresas o tácitas. 

1441. Puede también suceder ser el propietario del terri- 
toria, una familia la cual para poblarlo y cultivarlo, admite co- 
lonos o toma a sueldo criados y jornaleros. En este caso nos 
encontramos en frente de una sociedad heril más o menos nu- 


merosa, pero por la multiplicación de las familias, apremiada 


de la necesidad de regular las relaciones jurídicas entre ellas. 
En estas circunstancias llega naturalmente el señor del terri- 
torio a ser también el jefe de esta reunión y se trasforma de 
sociedad heril en sociedad pública y ño hay derecho ni a pres- 
cindir de su autoridad ni a obligarle a aceptar otro orden de 
cosas. He aquí como pueden surgir de un pacto expreso o tá- 
cito las sociedades civiles, pero no es posible aceptar este me- 
dio como único en la formación de éstas sociedades. 

1442. No negaremos nosotros la necesidad de todo consen- 


timiento entre los hombres para irse constituyendo paulatina- 


mente la sociedad civil; negamos ser necesario un consentumien- 
to con razón de verdadero pacto o contrato ya explícito ya im- 
plicito sobre la constitución de la sociedad civil. El consenti- 
miento es más amplio, más extenso que el pacto o contrato. El 
contrato o pacto supone consentimiento, pero no todo consenti- 
miento es un pacto o contrato. $1 algunas familias aisladas emi- 
gran a un territorio inhabitado e independiente y van fijando en 
él su residencia sin saber las unas de las otras, indudablemente 
convienen en una misma cosa: ocupar una parte de aquel te- 
rritorio, pero no hay entre ellos ni pacto ni contrato alguno. 
1443. No ser, hablando en general, necesario el pacto en la 


explicación del origen de la sociedad civil, se demuestra: a) si” 


hecha completa omisión del pacto puede haber una multitud 
de habitantes ocupantes del mismo territorio de un modo es- 


table: b) si en esta multitud puede haber la obligación de obe-" 


decer a determinada persona en orden al bien común. Si existe 
de hecho esta multitud establemente agrupada alrededor de una 
cabeza a la cual vive sometida en orden al bien común, sin ne- 
cesidad de reconocer otro superior, henos ya con los elementos 


esenciales de la sociedad: poder y súbditos. Tal multitud existe - 
cuando los hijos y los nietos descendientes de un tronco común 


fijan sus viviendas y establecen sus colonias cerca de la casa 


paterna y vive aún el patriarca como dueño y señor del pueblo: 


así constituído. No era entonces difícil este estado de cosas por 
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razón de la larga vida que alcanzaban en los primitivos tiempos 
los hombres; pero de esta cuestión hablaremos más detenida- 
mente; bástanos ahora indicar que el mismo Suárez acepta esta 
manera de formarse y constituirse la sociedad civil (1). 
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1444, En la formación de la sociedad civil hubo algún consenti- 
miento.—1445. Este consentimiento pudo ser físicamente libre o mo- 
ralmente necesario.—1446. Objeto directo o indirecto de este con- 
sentimiento, —1447. Manifestación de este consentimiento.—1448. Ar- 
gumento en pro de la teoría del consentimiento como causa próxima 
de la sociedad.—1449. La existencia de las familias no es por sí sola 
causa próxima de la justicia legal.—1450. Tampoco el territorio o 
vecindad de lugar.—1451. Ni la cognación de las familias.—1452. Y 
menos la coacción.—1453. El consentimiento sobre la prosperidad 
pública és causa proporcionada a la existencia de la sociedad.—1454, 
El origen de la sociedad civil por el consentimiento está de acuerdo 

- con los hechos de la Historia. 


1444. Antes de pasar más adelante en la exposición y exa- 
men de las pruebas alegadas en apoyo de esta opinión, explica- 
remos con Costa-Rossetti el alcance e importancia del consen- 
timiento en orden a la institución de la sociedad civil. Supone- 
mos en el estudio de esta cuestión como indiscutible y cierto 
haber habido en la formación de la sociedad algún consenti- 
miento; negarlo sería tanto como admitir y confesar haber sido 
la sociedad formada por hombres destituidos de razón y guiados 
en esa obra por un instinto ciego e irreflexivo. 

1445. Hemos de admitir en el consentimiento como causa 
próxima de la unión estable de las familias en orden al fin de 
la sociedad civil, su carácter físicamente libre y moralmente ne- 
cesario sin vernos por esto obligados a suponer la intervención 

de un contrato solemne o de un pacto explícito; es suficiente 

el consentimiento manifestado, no de palabra o por escrito, sino 
por hechos físicamente libres: consentimiento, punto de apoyo 
del derecho consuetudinario. 

1446. Puede tener este consentimiento por objeto directo el 
sometimiento o sujeción civil a un patriarca, a un general de 

la guerra o a un juez y por objeto indirecto, la unión de los 
ciudadanos entre sí, porque esta unión es inseparable de la su- 
jeción a algún rey; y una y Otra son efecto de la misma inten- 
ción. 


(1) SuáÁrrz. De opere sex dierum, lib. V, cap. VII, n. 3, 
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1447. Pudo manifestarse este consentimiento por los diver- 
sos miembros sociales o sucesivamente o por muchos a la vez. 
Hemos de creer haber precedido en un principio a la forma- 
ción de la sociedad civil pactos expresos o tácitos sobre bienes 
particulares o privados como en una sociedad gentilicia de la 
misma cognación, pero insuficiente por su número de miembros 
para la constitución de una sociedad civil y pactos públicos para 
su defensa contra quienes injustamente los atacaran y sin vivir 
animados del propósito de una unión estable. Más tarde este 
consentimiento se extendió a lo menos de un modo tácito a la 
formación de la sociedad propiamente civil esencialmente dis- 
tinta de la sociedad gentilicia cuyo vínculo fuera la justicia le- 
gal, ordenada por la misma naturaleza a la prosperidad pública 
a todos común, pero sin la extinción de las obligaciones priva- 
das incoadas con anterioridad. Que pasaran así las cosas en un 
principio, nos lo pone de manifiesto el derecho de los distintos 
pueblos en los cuales vemos íntimamente mezclados y confun- 
didos entre sí el derecho público y el derecho privado. La na- 
turaleza aborrece los saltos bruscos; todo en ella es tranquilo 
y ordenado. La sociedad civil, preparada en las pequeñas so- 
ciedades y desenvolviéndose paulatinamente con el concurso de 
relaciones privadas, fué adquiriendo vida, consistencia y vigor 
a medida de ir acreciendo las relaciones públicas (1). 

1448. Expuesta la teoría del consentimiento comó causa pró- 
xima de la sociedad por uno de sus más ardientes partidarios, 
lógico es venir ahora a examinar los fundamentos sobre que 
descansa a fin de conocer los grados de probabilidad a su favor. 
Costa-Rossetti formula un silogismo cuya premisa mayor con- 
tiene tres partes, materia de los subsiguientes argumentos: a) 
quienes rechazan el consentimiento como causa próxima de la 
sociedad civil, no pueden sin caer en error asignarle otra: b) el 
consentimiento es una causa verdaderamente proporcionada a 
su efecto: c) este consentimiento lejos de estar en oposición 
con los hechos históricos, recibe de ellos su más plena confir- 
mación: a) este distinguidisimo autor razona sobre la primera 
parte de la premisa mayor: es causa próxima de la sociedad, 
la causa eficiente próxima de la unión moral y estable de mu- 
chas familias, no por razón de un vínculo cualquiera de amor, 
piedad o justicia conmutativa, sino del vínculo de justicia legal. 
En tanto queda constituida por las familias la sociedad civil en 
cuanto constituido queda su vínculo propio, es decir, el orden - 
jurídico de la justicia legal. En un principio no pudo consti- 
tuirse este vínculo entre las familias sino mediante su consen= 


(1) Costra-Rossktri. Obra citada, págs. 580 y sigs. 
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timiento acerca de la prosperidad pública a todos común y ase- 
quible por su mutua y estable cooperación aunque después de 
existir la sociedad pueda extenderse sín su consentimiento a los 
miembros que se le vayan agregando—. Ninguna otra de las 
causas que por la supresión del consentimiento, pudiera asig- 
narse, es causa próxima de la justicia legal; tales serían: la 
existencia de las familias considerando en ellas su naturaleza 
social, la vecindad o territorio común, la cognación de las fa- 
milias de un padre, tronco común de muchas generaciones, la 
coacción impuesta a muchas familias. 

1449. La existencia de las familias no basta por sí sola. To- 
das las familias, todos los hombres forman la gran sociedad del 
género humano—núms. 1377 y sigs.—pero no se explican por 
esa simple existencia la división del género humano en muchas 
sociedades ni los deberes de justicia legal esencialmente distin- 
tos de los deberes del hombre. No asentimos a este modo de ar- 
gumentar y estamos seguros de probar en su lugar correspon- 
diente, ser el padre en cada familia independiente, el juez en- 
cargado de fallar y resolver con autoridad judicial y pública— 
núm. 1606.— 

1450. Ni tampoco el territorio o vecindad de lugar, mos- 
trándose Costa-Rossetti opuesto a la doctrina sustentada sobre 
la conversión o cambio de la sociedad heril en sociedad política 
—núm. 1441.— 

1451. Ni la cognación de familias es tampoco suficiente pa- 
ra constituir el vínculo de la justicia legal, pues la cognación 
es base y fundamento de la piedad o de un especial amor entre 
los consanguíneos y afines a cuyo bien privado se refiere; la 
justicia legal se puede tener sin ninguna cognación y se ordena 
a la prosperidad pública, y no a los bienes privados de las fa- 
milias. Ni basta el origen de muchas familias de un solo padre, 
estirpe común de todos, aun cuando por haber alcanzado el pa- 


dre una edad que se cuente por siglos, haya crecido tanto la 
multitud de sus descendientes que sean más que sobrados para 


formar una sociedad civil numerosa e importante. La doctrina 
a ésta contraria de la cual somos fervientes partidarios en la 
explicación del origen de la sociedad civil y de su autoridad, 
entraña según Costa-Rossetti, un cuádruple y grave error: 1.) 
que no se extingue la autoridad paterna después de haber dado 
el padre a sus hijos una educación completa. Tal error no existe 
en la doctrina que impugna Costa-Rossetti; nosotros recono- 
cemos en el primer padre de familia como en los demás padres 
de familia independientes, una doble potestad paterna y públi- 
ca—núms. 1605 al 1612.—: 2.) que la autoridad paterna del 
primer padre se extendería también a los que no son sus hijos, 


ci + 
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vale decir, a sus nietos, biznietos, etc., y a todos los descendien- 
tes de éstos. ¿Y qué inconveniente hay en ello? Los nietos na- 
cen ya en una sociedad civil cuyo primer germen oculto estaba 
en la primera sociedad doméstica y se incorporan a ella me- 
diante sus padres por tratarse no de una sociedad voluntaria, 
sino necesaria al hombre—núm. 1395.—como se incorporan aho- 
ra desde el momento de nacer de un modo mediato, pasando 
más tarde a ser ciudadanos en el pleno goce de sus derechos 
civiles y políticos: 3.) la autoridad paterna de los hijos, de los 
nietos y biznietos, etc., no es igual a la autoridad paterna del 
primer padre aunque tiene el mismo fundamento que la de éste 
—la generación en orden a la educación—sino que está per se 
subordinada a la del primer padre y por lo menos restringida 
hasta no extinguirse por su muerte. Este razonamiento supone 
ser la potestad paterna del primer padre una misma cosa con 
su autoridad política y más tarde demostraremos distinguirse 
una potestad de otra en el primer padre—núm. 1613.—: 4.) 
distinguirse la autoridad doméstica de la civil, pero en nuestra 
opinión, afirma Costa-Rossetti, no habría entre una y otra 
diferencia esencial; se distinguirían únicamente entre sí por ra- 
zón del número de sus miembros. Este cuarto error se refunde | 
en el terreno. Cuánto diste esa afirmación de nuestra doctrina, 
quedará más tarde demostrado. | 

1452. Tampoco es suficiente la coacción por no ser la fuer- 
za física per se fundamento del orden jurídico—núm. 166.— + 

1453. b) El consentimiento sobre la prosperidad pública es 
causa proporcionada a la existencia de la sociedad por ser ese 
consentimiento el vínculo de la justicia legal. No creemos ne- 
cesario exponer los razonamientos alegados por Costa-Rossetti 
en apoyo de su opinión. Nosotros mismos sostendremos más 
tarde ser el consentimiento y el convenio entre los hombres 
medio secundario de la constitución de la sociedad civil en de- | 
fecto del primario que también expondremos con algún deteni- 
miento. E] 

1454. Cc) El origen de la sociedad civil por el consentimien= | 
to estaría en oposición con la Historia si del silencio de la | 
Historia o de los hechos históricos pudiera deducirse no haber | 
intervenido en la formación de las sociedades civiles consenti- 
miento alguno ni siquiera tácito, pues entonces carecería de | 
fundamento la cuestión filosófica cuyo objeto es investigar si 
el consentimiento además de ir unido al origen de la sociedad 
civil, es su causa próxima. El silencio de la Historia es prueba 
concluyente contra el contrato social de Rousseau, que por su 
carácter de solemne, de suceso estupendo y causa de una modi- 
ficación completa del estado natural del hombre, no debía bo- 
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rrarse jamás del recuerdo de las generaciones; pero no puede 
decirse lo mismo del consentimiento o contrato por nosotros de- 
fendido en la constitución de la sociedad; este consentimiento 
se sobrentiende, supuesta la libertad física de los hombres, de 
no afirmar habernos caído del cielo la sociedad civil perfecta- 
mente constituida o haberse formado por hombres destituidos 
del uso de la razón, delirantes o durmientes quienes al salir de 
su sopor, se encontraron de repente maravillados y sorprendi- 
dos en su nuevo estado de ciudadanos. 

Tampoco se puede inferir de los hechos históricos no haber 
habido consentimiento: a) porque estos hechos probarían de- 
masiado, caso de probar algo: que los hombres carecían de 
libertad física y habrían sido guiados en la formación de la 
sociedad por una necesidad ciega: b) porque la Historia al ha- 
blarnos de la sociedad civil, de su origen, nos cuenta sólo haber 
habido desde los siglos más remotos sociedades patriarcales, 
belicosas, etc., haberse fundado ciudades y haber fijado algu- 
nas sociedades su asiento en un territorio, mientras otras pre- 
firieron la vida nómada. Muy lejos de inferir de estos hechos 


la exclusión del consentimiento tácito por lo menos, no podemos 


muchas veces asignarles una razón de existir sin recurrir al 
consentimiento expreso. La Historia no es adversa a la teoría 
del consentimiento; lo confirma como origen secundario de la 
sociedad civil. Varias de las instituciones fundamentales de los 
pueblos por su indole o naturaleza especial, presuponen el con- 
sentimiento como su origen; tales son el derecho romano an- 
tiguo y el derecho feudal germánico (1). 


g VI 
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1455. Imposibilidad de determinar el origen de las primeras so- 
ciedades.—1456. Distintas clases de sociedades civiles.—1457. Modos 


diferentes de constituirse las sociedades civiles.—1458. Sociedades 


patriarcales antes y después del diluvio.—1459. Condiciones propias 
de las sociedades patriarcales.—1460. Sociedades belicosas.—1461. 
Sociedades teocráticas.—1462. Causa de la institución de las socie- 
dades civiles.—1463. Caracteres de las sociedades paganas.—1464, 
Sociedades cristianas.—1465. Algunos rasgos característicos de la 
Edad Media.—1466. Sociedades modernas.—1467. Sus principios fun- 
damentales. 


1455. Es imposible determinar de una manera cierta y pre- 
cisa el origen de las sociedades civiles. No nos suministran su- 


(1) Cosra-RossxErri. Obra citada, págs. 579 y sigs. 
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ficientes datos ni la historia sagrada ni la profana. Nemrod, 
hijo de Cham y nieto de Noé, es el primero de los reyes men- 
tado por la Sagrada Escritura; y Babilonia, el asiento de su 
reino. Ya llevaba muchos años de vida el género humano antes 
del nacimiento de Nemrod y es muy posible la existencia ante- 
rior a él, de una sociedad civil entre los hombres. Moisés al 
decir de Nemrod haber empezado a ser muy poderoso sobre la 
tierra, quiso sin duda hablarnos de un poder superior a todos 
los que hasta entonces le habían precedido. A fin de evitar en 
el estudio de la formación y funcionamiento de la sociedad civil 
el apriorismo fecundo en funestos resultados y del cual son 
consumados doctores Rousseau y Kant, es de suma utilidad y 
conveniencia estudiar el origen de la sociedad civil en su as- 
pecto histórico. | 

1456. Tres grupos, tres clases de sociedades se ofrecen des- 
de luego a nuestra consideración: las antiguas o paganas, las 
cristianas y las modernas. 

1457. a) Imposible de fijar la manera de haberse formado 
la sociedad primitiva, no lo es determinar las distintas maneras 
de haber sido constituidas más tarde las sociedades civiles. To- 
dos los autores están contestes en dividir las sociedades anti- 
guas en patriarcales, belicosas y teocráticas y se fundan para 
esto en tres principios de la formación de las sociedades civiles 
testificados por la Historia: la sociedad doméstica, la guerra y 
la religión. Los elementos de esta división no son entre sí irre- 
ductibles desde el momento de haber existido sociedades en las 
cuales con frecuencia se hallan unidos. 

1458. Las sociedades patriarcales se fueron formando pau- 
latinamente de las familias nacidas de un mismo tronco, unidas, 
agrupadas y sometidas a un jefe de la misma sangre al cual 
daban su edad y su ciencia una especie de autoridad innata. 
Llámanse también patriarcales las sociedades regidas por ins- 
tituciones semejantes a las anteriores y con hábitos de vida aná- 
logos a los de las personas procedentes de una sola familia. La 
sociedad patriarcal ha precedido a todas las otras; es coetánea 
a los primeros días de la humanidad y su historia es represen- 
tada por rasgos vivísimos en algunas páginas del Génesis. De- 
muestra este libro haber habido antes del diluvio sociedades 
patriarcales, «Y Caín edificó una ciudad que llamó Henoe, del 
nombre de su hijo (1).» Aunque en la Sagrada Escritura no 


se nombrase ninguna otra ciudad, no es creíble no haber los - 


demás descendientes de Adán imitado la conducta de Caín. 
Esto mismo se confirma por la indicación algún tanto oscura, 


(1) Genes., IV, 17. 
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es cierto, de la Sagrada Escritura, de vivir muchas familias 
bajo la dirección de un padre o patriarca del cual descendían 
por la generación y la división del trabajo o por la ocupación 
de cada uno. Caín fué agricultor (1); Jabel, pastor; Tubal- 
caín, artífice en trabajar de martillo toda especie de obras de 
cobre y de hierro (2); su hermano Jubal, fué padre o maestro 
de los que tocan la cítara y órgano o flauta (3). El mismo li- 
bro histórico—el Génesis—nos revela la fundación después del 
diluvio por los pueblos que partieron del Oriente, de una ciu- 
dad en tierra de Sennaar bajo el gobierno del patriarca Noé: 
que con motivo de la confusión de las lenguas, los hijos de este 
Sem, Cham y Japhet se separaron para constituir diversas re- 
giones según su propia lengua, familia o nación (4). 

1459. Pertenece a la índole propia de las sociedades patriar- 
cales: a) su desmembración según las cognaciones: b) la su- 
cesión hereditaria del regente según el derecho de primogeni- 
tura: c) cierta jerarquía de magistrados ordenada según las ge- 
neraciones, los cuales como príncipes subordinados podían lle- 
gar a ser patriarcas o por la división de las tribus o por muerte 
de las cabezas superiores o dirigentes. Tan naturales fueron las 
instituciones patriarcales que han servido de tipo (5) a las 
agrupaciones humanas en los más apartados lugares del mun- 
do. Se las encuentra entre los dorios y los jonios, entre los ger- 
manos hasta la época de la emigración de los pueblos y en 
tiempos más recientes, en Irlanda, Escocia, China, Arabia, en el. 
interior de Africa y hasta en las islas del Gran Océano. 

1460. Las sociedades belicosas se formaron por la fuerza 
de la guerra en los dos siguientes modos indicados por Costa- 
Rossetti: a) o porque un hombre fuerte, audaz, violento tal 
cual la Biblia nos pinta a Nemrod, agrupa a su lado a todos 
los guerreros ávidos como él, de botín, y apoyándose frecuente- 
mente en una familia preponderante por la influencia, por el 
número y la riqueza, da nacimiento a las sociedades guerreras: 
b) o porque vencedor el jefe de la guerra fué sujetando a su 
imperio tribus y sociedades mayores ya constituidas. 

Después de la división de los hombres por la confusión de 
lenguas y perturbada por la guerra la formación de las socie- 
dades patriarcales, muchos reinos fueron fundados por la fuer- 
za de las armas. De esta manera en testimonio de la Historia se 
levantaron los reinos babilónico, medo-persa, macedónico y ro- 


(1) Genes., 111, 17. 

(2) Ibídem, IV, 22. 

(3) Ibídem, XI, 6. 

(4) Ibídem, XI, 6. 

(5) Costa-Rosserrt. Obra citada, págs. 507 y 508. 
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mano. En estas sociedades belicosas se encuentran con fre- 
cuencia rasgos de la sociedad patriarcal como en el origen de 
la trasmisión del poder, en la división del pueblo en gentes, tri- 
bus, curias y decurias. Esta división notada en el pueblo ro- 
mano ¿no era por ventura una imitación artificiosa de las tri- 
bus patriarcales? Las sociedades militares estaban formadas 
por tribus y familias de diverso origen y no representaban la 
idea primitiva que el pueblo se propuso expresar por la pala- 
bra nación derivada de nacer y por la palabra gente que en su 
origen significa engendrar. Había además en ellas una línea 
muy profunda de demarcación entre vencedores y vencidos 
quedando frecuentemente éstos últimos condenados a pao 
esclavitud (1). 

1461. El origen e institución de las sociedades teocráticas 
se apoyan en la influencia ejercida por la religión. Excepción 
hecha de la sociedad de los hebreos, podemos llamar a las otras 
sociedades más que teocráticas pseudo-teocráticas cuyos jefes 
se apoderaron de su régimen y se apellidaron hijos de los dio- 
ses O se presentaron ante ellas dotados de un poder concedido 
inmediatamente por los dioses o en el ejercicio del sumo sa- 
cerdocio. Las instituciones y leyes de estas sociedades, como 
Roma, son un don de la soberanía celeste; la divinidad velan- 
do de un modo particular por sus destinos y con frecuencia 
sobre todo en Oriente, ejerce la casta sacerdotal una influen- 
cia preponderante. Prescindiendo de la nación judía cuya cons- 
titución reposa directamente sobre la institución divina, y cuyo 
gobierno está en manos de jueces, jefes y reyes investidos des- 
de lo Alto, encontramos el carácter teocrático poderosamente 
impreso en la sociedad sacerdotal de Meroe y después de Je- 
sucristo, en el Islamismo. De estas sociedades, unas son nóma- 
das; en un grado más bajo están los pueblos dedicados a la 


caza; en un grado más alto los pueblos que viven consagrados 


al pastoreo; y están dotados de una civilización más elevada 


los que se dedican al cultivo del suelo y levantan y construyen A 


ciudades. La historia de Asia nos ofrece desde este punto de 
vista un ejemplo sorprendente. En la época antigua encontra- 


mos por el Norte nómadas cazadores; más abajo, nómadas pas- : 
tores y por el Mediodía pueblos sedentarios. Del fondo de su: 


desierto y desde lo alto de sus montañas caen sobre las regio- 


nes más afortunadas los nómadas belicosos, las subyugan, se 
P 


establecen en medio de ellas, adquieren sus mismas costum- 


bres y se dejan arrastrar por la corrupción ; sobrevienen catás- ; 


trofes, desolaciones y reconstituciones de imperios. Tal es en: 


(1) Véase Costa-RosseErri. Obra citada. 
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compendio la historia de Asia; así se han levantado y engran- 
decido y así sucumbieron los reinos de los asirios, de los caldeos, 
de los persas y de los partos; y en la Edad Media, el Imperio 
de Arabia; más tarde el imperio de los tártaros y mongoles. 

1462. Además del distinto origen y naturaleza de las so- 
ciedades de que más arriba hemos hablado, pudo haber una se- 
rie de causas particulares que obligaron a los hombres a cons- 
tituir la sociedad civil. Es natural haber sido lazo de unión en- 
tre los hombres la necesidad de evitar un peligro y de repeler 
una agresión y haberse proclamado por jefe para encomen- 
darle la defensa al más enérgico, aguerrido, valiente e inteli- 
gente entre ellos. César en sus Comentarios nos da una idea 
de la constitución del poder en las sociedades cultas. «Cuando 
alguno de los principales abriga el propósito de dirigir una ex- 
pedición, a efecto de llevarla a término, solicita el concurso 
de los que quieren seguirle, aprueben su empresa y la elección 
de jefe; se alistan bajo su bandera y prometen su resuelto apo- 
yo; la multitud aplaude.» ¡Cuántas veces agrupa las familias 
más que un peligro exterior, un peligro interior terriblemente 
amenazador alrededor de un jefe prestigioso! La necesidad 
de precaverse contra las pasiones desordenadas trajo consigo 
la necesidad de la promulgación de leyes y reglamentos para 
encauzarlas, es decir, la constitución de un poder y de una so- 
ciedad. Al mismo resultado habrán llegado alguna vez la fuer- 
za y la violencia que fué necesario rechazar. El amor de la do- 
“minación es natural al hombre, se manifiesta desde el princi- 
pio del mundo y le arrastra a usurpar sobre los demás un im- 
perio que no le corresponde. Esta usurpación, no lo negamos, 
se legitima muchas veces por los beneficios producidos y por 
el asentimiento y aceptación de los que la soportan. Tales son 
las distintas maneras por las cuales llegaron a constituirse en 
sociedad las fracciones o porciones en que se dividió la fami- 
lia humana. La sociedad civil—queda probado—no es libre, es 
"necesaria como exigencia de la naturaleza. La forma de cons- 
tituirse y la forma de presentarse, pueden ser más o menos li- 
bres, pero la sociedad no lo es. Las teorías utópicas pueden 
multiplicarse indefinidamente en el cerebro humano y apasio- 
nar con más o menos violencia los espíritus; pero sus esfuer- 
zos se estrellarán en frente de la realidad de las cosas y la so- 
ciedad civil subsistirá hasta el fin de los siglos a pesar de los 
esfuerzos de los agitadores. 

1463. a) Las sociedades paganas por el espíritu que las ani- 
ma, se caracterizan en el orden religioso por el politeísmo; en 
el orden social, por la esclavitud y el abatimiento de la mujer; 
en el orden político, por la supremacía absoluta del Estado. En 
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las sociedades orientales el elemento pseudo-teocrático por una 
parte y la poligamia por la otra amarraron la sociedad y la fa- 
milia al yugo del más duro despotismo. En un principio apa- 
recen en las sociedades civiles las monarquías; más tarde las 
repúblicas confinadas o encerradas todas ellas, excepción he- 
cha de Roma, en los estrechos límites de la ciudad; en ninguna 
parte se ve la representación por órdenes; el derecho político 
está reservado a los ciudadanos que en medio de la plebe fue- 
ron una minoría. 

1464. b) El cristianismo después de haber trasformado las 
almas con sus hermosas y consoladoras enseñanzas, trastor- 
ma también las instituciones y crea las sociedades modeladas 
en su doctrina, En la época de gobernar las sociedades «la fi- 
losofía del Evangelio» según feliz expresión de León XIII, 
ofrece Europa el ejemplo de un organismo social con idénticos 
caracteres en las regiones más apartadas del mundo civiliza- 
do. ¿No hay aquí sin discusión alguna el signo de una comu- 
nidad de origen? La Edad Media no ha realizado ni en sus 
más hermosos días el bello y magnífico ideal de una sociedad 
cristiana; el venga a nos el tu reino, jamás fué aplicado en toda 
su extensión en la tierra, pero se había hecho mucho en este 
sentido; se había puesto en marcha hacia el ideal, dejándo- 
nos una especie de bosquejo de esta sociedad, lo cual no es 
poco. | 

22.01465. Indicaremos rápidamente algunos de los rasgos cons- 
titutivos de esta Edad. Todo en esta época se inspiraba en el 
espíritu del Evangelio y por consecuencia se subordinaban los 
intereses secundarios de aquí abajo a las realidades de la vida 
futura. Jamás fué considerado el Estado como fin absoluto; 
fué contemplado medio en las manos del hombre para llegar 
a la consecución del fin celestial y terreno. Fué también con- 
secuencia necesaria e inmediata de esta doctrina, el sentimien- 
to de la dignidad personal desconocido de la antigúedad y el 
cual se va amortiguando en las sociedades paganas. La vieja 
esclavitud es reemplazada por la servidumbre llamada a des- 
aparecer muy pronto. Los hombres en el ejercicio de sus fun- 
ciones y dispuestos a hacer valer sus derechos, se organizan 
en grupos corporativos y profesionales coronados en general - 
por una monarquía hereditaria cuyo poder está limitado y con- 
travalanceado por la representación de diversos órdenes: clero, 
nobleza y Tercer-Estado, por la vigilancia moral de la Iglesia 
y por las libertades públicas cuya organización descansa en la - 
tradición y en las costumbres. No creemos exagerado compar 
rar esta organización a un magnífico árbol sacudido con fre- 2 | 
cuencia por la tempestad cuyas ramas han sido desgajadas Ñ 
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arrancadas, pero firme sobre su raigambre profundamente en- 
cerrada en el suelo cristiano. 

1466. c) Con la acción del Renacimiento pagano y del es- 
píritu de la Reforma asociando a sí las pasiones humanas como 
secretos cómplices, se fué cambiando poco a poco la índole de 
las grandes instituciones de la Edad Media hasta conseguir 
dejar de ellas débiles restos azotados y barridos por los ven- 
davales de la revolución. El absolutismo del poder se engran- 
dece sobre las ruinas de las antiguas libertades—fueros, diría- 
mos nosotros—; un conjunto de circunstancias crea bajo su 
imperio una cultura muy digna de estima. Del sello cristiano 
apenas quedó en la frente de las sociedades una mendaz eti- 
queta cuyos caracteres se encargan de borrar los llamados li- 
berales o emancipadores de la sociedad. 

1467. De este modo penetró la sociedad política en la era 
moderna. La constitución social ante nuestros ojos está y no 
necesita de grandes descripciones; expondremos algunos de 
sus principales distintivos: a) la secularización del Estado, vale 
decir, el indiferentismo religioso como primer principio en el 
orden político: b) el parlamentarismo, o lo que es lo mismo, 
el gobierno confuso, anónimo, incompetente, irresponsable de 
los se dicentes delegados del pueblo, en estado de masa inor- 
gánica: c) la centralización de todos los resortes administra- 
tivos y políticos y el reino de una burocracia rutinaria e inep- 
ta: d) el militarismo llevado a los últimos límites de la exa= + 
geración, haciendo de todos los ciudadanos soldados mediante 
el servicio militar obligatorio: e) los grandes y enormes pre- 
supuestos sostenidos a fuerza de empréstitos, monopolios e hi- 
potecas: f) el capitalismo, vale decir, la preponderancia del 
oro, la explotación usuraria del trabajo desorganizado so capa 
de una falsa libertad directamente dirigida a matar de hambre. 
Tales principios son los directores de las modernas sociedades 
y los padres legítimos del socialismo, término lógico de la de- 
gradación social. Es necesario arrasar esos principios, aniqui- 
larlos en absoluto o perecer; los hechos imponen con su fuer- 
za brutal la elección en esta alternativa; no hay tiempo que 
perder. 


CAPITULO 


ELEMENTOS DE LA SOCIEDAD CIVIL 


Acabamos de estudiar en el capítulo anterior las causas efi- 
cientes de la sociedad civil y su origen histórico; en la refuta- 
ción de las falsas opiniones hemos demostrado la necesidad de 
buscar en la misma naturaleza humana el origen de esa socie-. 
dad, no en contratos sociales destituidos de base racional y 
lógica, El orden lógico de las ideas reclama ahora la consagra- 
ción de nuestro estudio metódico y atento, al examen de los 
principios intrínsecos formativos o constitutivos de la sociedad 
civil, principios por nosotros asemejados en virtud de ciertas 
analogías, a su causa natural y formal. 

Empezaremos por la exposición de los elementos de algún 
modo materiales de la sociedad trazando poco más que un 
cuadro sinóptico de su estructura. Estos elementos constituti- 

vos de la sociedad o son personales—el pueblo asociado—0 
reales—el territorio que les sirve de residencia, habitación o 
punto de apoyo terrestre. 


8 1 
CONCEPCIÓN MECÁNICA Y ORGÁNICA DE LA SOCIEDAD CIVIL 


1468. Concepto mecánico y orgánico de la sociedad civil.—1469. 
La sociedad es en la Historia un inmenso organismo corporativo. 
—1470. La Asamblea Constituyente del 89 destruye todas las cor- 
poraciones.—1471. Abusos de la doctrina del organismo social.—1472. 
La vida social es la vida propia de un organismo moral.—1473, Y 
partes organizadas conservan su autonomía y su propia autoridad z 
dentro de la sociedad civil.—1374. Valor de la comparación entre q 
cuerpo humano y el cuerpo social. ; 


1468. Se han formado y sostenido sobre la sociedad dos 
conceptos absolutamente distintos: uno que podemos distinguir 
con el nombre de materialista y mecánico y otro de viviente y 
orgánico. En sentir de los sostenedores del primero, es decir, 
de los materialistas, la sociedad es una cohesión de átomos in-: 
dividuales más o menos ingeniosamente ligados por la mano de. 


EZ 


CONCEPCION MECANICA Y ORGANICA DE LA SOCIEDAD CIVIL, 287 


hierro del Estado: un mecanismo cuyas ruedas engranan las 
unas con las otras obedientes al impulso de un motor central. 
Para los otros es la sociedad lo con suma propiedad, llamado 
por Cicerón pueblo ordenado—coetus ordinatus—, esto es, una 
serie de organismos vivos, cada uno con su función propia y 
con su relativa autonomía. | 
1469. En esta materia no podemos conformarnos con abs- 
tracciones desnudas o privadas de realidad; nuestra atención 
ha de fijarse en la naturaleza misma de las cosas, tal cual se 
desenvuelve a nuestra vista y respira y vive en la Historia. 
Así vista la sociedad, es sin género de duda un inmenso orga- 
nismo corporativo proveniente de una primitiva corporación 
natural y necesaria—la familia—hasta llegar a la gran corpo- 
ración llamado Estado, pero pasando antes por incorporaciones 
intermedias hijas de la primera y origen de la última; los mu- 
nicipios, las provincias sin omitir las asociaciones profesionales 
que agrupan a los hombres consagrados a las mismas ocupa- 
ciones e impulsados y movidos por el mismo interés. El régi- 
men corporativo en su sentido amplio y elevado es el régimen 
natural de la sociedad humana. 
1470. Los miembros de la Asamblea Constituyente del 89 
embriagados por el adulterado licor del Contrato Social, vie- 
ron únicamente en la sociedad una inmensa aglomeración de 
individuos humanos aunados entre si por un contrato volun- 
tario, formando una monstruosa colectividad amorfa sin óÓr-. 
| ganos distintos, sin funciones especiales y recibiendo todo, ac- 
ción y movimiento, del poder sin contrapeso del Estado en- 
carnado ya en un hombre, ya lo que es muchísimo peor, en una 
asamblea anónima irresponsable. La Asamblea Constituyente 
¡[nadie lo duda—empujó hasta el fin la obra a medio cum- 
plir por la monarquía absoluta, pasó despiadado nivel sobre 
todas las formas maravillosamente variadas de la vida social, 
destruyó todas las corporaciones, interdijo hasta la esperanza 
de poder asociarse en vista de pretendidos intereses comunes 
y quedó de un lado el polvo humano entregado a todos los 
vientos y del otro, el Estado omnipotente. 
1471. Es sin embargo, necesario no llevar la comparación 
más allá de sus justos límites (1). Casi en nuestros días hom- 


(1) Así como entendemos por organismo físico «un cuerpo formado 
por distintas partes unidas entre sí, no tanto por fuerzas mecánicas y 
químicas, como por un principio de vida interno, cada una de las cuales 
—partes—están dotadas por un lado de cierta autonomía y una opera- 
ción espontánea propia, y por el otro, firmemente unidas entre sí y liga- 
das armónicamente al todo; así también se puede bautizar organismo 
moral a la sociedad estable o al cuerpo moral formado por distintos ele- 
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La de la talla intelectual de un Blunstschil, Herberto Spen= 

, Schaffle, Fouillee, Espinas y otros han abusado de un - 
ode extraño de la doctrina del organismo social, siendo sim- 
plemente para ellos la ciencia social un capítulo de la Historia 
natural; la Sociología depende de la Biología. Entre el cuerpo 
vivo y el cuerpo social—no lo olvidemos nunca—hay analogías, 
pero no identidad. Entre los miembros de una sociedad bien or- 
ganizada reina la armonía, existe una división de funciones y 
una unidad muy semejante a la que admiramos en un organis- 
mo. San Pablo declara que somos un solo cuerpo en Jesucristo. 
y los unos, miembros de los otros (1). 

1472. La comparación de la sociedad civil con un organis-- 
mo fué hasta familiar entre los escolásticos (2) quienes la lla- 
man cuerpo político y distinguen en él la diversidad de miem- 
bros. La vida civil no puede asemejarse jamás al movimiento 
anárquico de una sociedad dividida, fraccionada y subdividida 
en innumerables átomos, ni tampoco a las funciones propias 
de la fuerza de una máquina fatal y necesariamente movida 
por un impulso férreo; la vida civil debe desenvolverse con la 
libertad propia de un organismo moral constituído por seres. 
dotados de inteligencia y voluntad como el hombre. y 

No se puede negar a la sociedad civil el carácter de un or-. 
ganismo moral compuesto, ya porque está constituida según su 
propia naturaleza de partes organizadas, es decir, de sociedades 
domésticas, verdaderos organismos morales formados a su vez: 
por la sociedad conyugal y filial y con frecuencia, por la heril, 
ya porque hay en ellas un principio de unión de los diversos] 
derechos y deberes, ya porque en esas sociedades conservan 
sus miembros fuera de los niños su propia actividad y autom 
mía en algunas cosas, pues la mujer no depende en todo de su. 
marido, ni los hijos adultos, de sus padres ni los sirvientes, eh 
sus señores, ya últimamente porque la sociedad doméstica como 
origen del género humano, va siempre y día a día incorpo= 
rando a la sociedad civil nuevos elementos; razón por la cual 


En 
AAA E a A 
z y 3 


terno de vida moral, por el consentimiento de la inteligencia y de la 
voluntad, por deberes y derechos. Cada uno de esos elementos está dotado 
de cierta autonomía y se mueve dentro de la esfera de su actividad libre 
y propia sin perjuicio de vivir firmemente atado y en perfecta armonía | 
con el todo». Costa-Rosserri. Obra citada, págs. 52) y sigs. A 
(1) Rom., XIII, 4—Cor., XI, 12. 
(2) Divus Thomas. De. Regimine principum, lib. IV, cap. 23, 
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Las diversas clases de ciudadanos tienden por su propia na- 
turaleza a organizarse y congregarse entre sí de tal suerte que 
cada clase llega a formar una corporación; de ahí estar for- 
mada la sociedad civil, no de individuos aislados, sino de cor- 
poraciones, verdaderos organismos sociales. Las municipalida- 
des, las provincias, los regiones son sin género de duda socie- 
dades con el carácter de verdaderos organismos morales cons- 
tituídos por razón de la misma vecindad, de la semejanza de 
aspiraciones y deseos y de las mismas necesidades. 
1473. Las partes organizadas están entre sí ligadas por el 
vínculo de la justicia legal en orden a la consecución de la 
prosperidad pública a todos común; pero no por esto pierden 
su autonomía y su propia actividad: a) porque la sociedad 
doméstica formal y directamente no está contenida en la es- 
fera de la sociedad civil: b) porque las clases organizadas tie- 
nen sus propios representantes, sus directores en lo relativo a 
su organización y a sus funciones administrativas: c) porque 
las municipalidades deben conservar en lo posible su autonomía 
administrativa; la centralización enerva estas instituciones, pa- 
¡Yaliza sus iniciativas y es rémora en la empresa de grandes obras 
¡y en el impulso de inteligentes iniciativas. Aunque ligeramen- 
| te, hemos dicho algo, lo suficiente a nuestro propósito sobre 
el socialismo. Esta doctrina tan conforme con los dictados de 
| la razón ha tenido además de los escolásticos, notables y va- 
Ulientes defensores. Rodín ha escrito: «La república bien or- 
ganizada debe asemejarse al cuerpo humano en el cual todos 
los miembros están ligados y unidos por un lazo maravilloso, 
¡conservando cada uno su operación propia. Sin embargo, en 
¡caso de necesidad siempre el uno ayuda al otro, siempre le sir- 
ye de socorro; y todos en conjunto se fortalecen para mante- 
ner la salud, la belleza y la alegría de todo el cuerpo.» Y ha 
escrito Pascal: «La sucesión de los hombres durante tantos 
siglos debe ser considerada como un solo hombre que subsiste 
siempre y que siempre aprende.» 

1474. Hay figuras felices nacidas de una analogía real en- 
tre el cuerpo humano y el cuerpo social. Se dice con razón de 
la sociedad ser un organismo cuando por organismo se quiere 
expresar un sistema armónico de fuerzas vivas coordinadas 
entre sí y con relación al todo; pero es clara la profunda y ca- 
“pital diferencia entre este organismo o cuerpo social y el or- 
-—ganismo o cuerpo vivo. El cuerpo vivo y el organismo es todo 
lo que es en orden al conjunto; en el cuerpo social los órganos 
“razonables y libres a pesar de estar subordinados al todo des- 
de el punto de vista de ciertas relaciones, conservan su dig- 
nidad, su carácter, su autonomía de personas. La sociedad no es 
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en sí misma fin; es necesario no olvidar nunca estas palabras 
tan exactas como profundas del Angel de las Escuelas: «El 
hombre no se ordena todo entero a la comunidad política, ni 
tampoco en todas sus cosas (1).» 


AA SAI 


SU | 0 


LA FAMILIA 


1475. La familia no está directa y formalmente contenida en la. 
esfera de actividad del Estado.—1476. Diversidad del fin de la fami- 
lia y del Estado.—1477. También es distinta su materia.—1478. Exis- 
te igualmente diferencia entre el vínculo moral de los derechos y 
deberes de ambas sociedades.—1479. Diferencia entre las autoridades 
de la familia y el Estado.—1480. Diferente constitución de la familia 
y del Estado.—1481. Los escolásticos sostienen la diferencia espe- 
cífica entre la sociedad doméstica y la sociedad civil.—1482, Aspecto. 
en que está directa y formalmente contenida la familia en la esfera 
de actividad del Estado.—1483. Materia que en concreto no está con- 
tenida en la esfera de la sociedad civil. 
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1475. Por imposición o exigencia de la naturaleza y en Of-* 
den al tiempo, es la familia la primera sociedad; y sólo por su 
insuficiencia en la realización de los fines de la vida humana 
de un' modo ordenado y tranquilo, se inició la sociedad civil; 
no hubiera pecado de insuficiencia la familia y no habría para 
los Estados y naciones razón de existencia. Son las familias 
el primer elemento de las sociedades políticas y públicas; y su 
multiplicación, la condición formal de su existencia. Las fa- 
milias por su unión a una sociedad mayor pierden su mutua y 
recíproca independencia, pero conservan su existencia y el $ 
fin impuesto por la ley natural. En el seno de la sociedad civil 
se modifica su posición, no se destruye; se les reserva su es- 
fera de acción propia si bien limitada y se las mantiene en el - 
ejercicio de un derecho especial y propio, no de una sociedad 
jurídicamente perfecta, sino de una sociedad jurídicamente im- bl 
perfecta y dependiente. La familia no está directa y formalmen- 
te contenida en la esfera de actividad de la sociedad civil, por=. 
que ambas sociedades y también sus autoridades gubernativas 
se diferencian esencialmente. 

1476. Hemos dicho y creemos haberlo demostrado—núms. 
30 y sigs.—ser el fin el elemento especificador de las socie-" 
dades. ¿Cuál es el fin de la sociedad doméstica? Sin duda al- 
guna la prosperidad particular y privada de los esposos y de 


(1) Divus Tuomas. Summ. Theolog., 1.* 2.ae, quaest. XXI, art. 4, 
ad 3,um, | 
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sus hijos, no la prosperidad pública y común a todos los ciu- 
dadanos y familias, perseguida por el Estado. 

1477. La sociedad doméstica está constituída por la socie- 
dad matrimonial, por la sociedad filial y no pocas veces, por 
la sociedad heril. A la sociedad civil concurren como elemen- 
tos formativos multitud de sociedades domésticas, diversas cla- 
ses organizadas e innumerables sociedades particulares con sus 
fines propios dentro, se entiende, del fin del Estado, con ex- 
cepción de las incorparadas a la Iglesia católica. 

1478. Hay también diferencia entre el vínculo moral de 
los derechos y deberes de ambas sociedades. El vínculo de la 
sociedad doméstica es en orden a los cónyuges, la justicia con- 
mutativa y el amor; en orden a los hijos y a los padres, los de- 
beres de piedad, de obediencia, de reverencia, de gratitud, de 
alimentación, de educación, etc.; y en orden a la sociedad heril, 
la justicia conmutativa, pero tal no es el vínculo de la socie- 
dad civil; lo es el orden jurídico de la justicia legal. 

1479. A esta diferencia esencial entre la familia y el Es- 
tado responde la diferencia de las autoridades puestas al fren- 
te de los destinos de cada una de ellas. La autoridad debe ser 

- proporcionada al fin de la sociedad sometida a su dirección y 
gobierno. Hay en la sociedad doméstica una triple autoridad : 
a) la del marido sobre su esposa. Esta autoridad se ordena a 
todo lo necesario a la mutua ayuda o protección que se deben 
los cónyuges: b) la de los padres sobre sus hijos en todo lo 
ordenado a su educación física, moral y religiosa: c) la de los 
=señóres sobre sus criados o fámulos, llamada a fijar los lími- 
tes del contrato con ellos verificado. Ninguno de estos fines 
es esencial y propio del Estado, sino la prosperidad pública y 
común a todos los ciudadanos, a todas las familias y clases orga- 
nizadas bajo la tutela del orden jurídico natural—núm. 1825—: 


-d) en la sociedad doméstica, la forma del régimen fué in- 


=mediatamente determinada por Dios, no así en la sociedad ci- 
vil donde puede ser y fué por comprobación de la Historia, 
bastante variada esa forma. Quienes niegan la diferencia esen- 
cial entre la sociedad y la autoridad de la familia y la sociedad 
civil, están necesariamente obligados a admitir ser también la 
sociedad civil una familia no solo por analogía de proporción 
fundada en alguna semejanza o metáfora, en lo cual no ha- 


—bría dificultad alguna, sino en el rigor del término, formada 
por muchas familias; y esto es contradictorio. Las municipa- 
lidades y las provincias no se distinguen específicamente de 
la sociedad civil; son de ella parte y no serán reconocidas como 
sociedades civiles mientras no sean independientes; es empero, 
inadmisible la afirmación de ser la independencia, la diferen- 
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cia entre la sociedad civil y la familia; pues nadie llamó ni lla- 
ma sociedad civil a la sociedad doméstica formada por la so- 
ciedad matrimonial, filial y aun heril; pero sí se llama de este 
modo en sentir unánime de los autorés, la municipalidad o pro- 
vincia en completa independencia de otra sociedad bastándose 
a si misma. 

1480. La sociedad doméstica propiamente tal no está cons- 
tituída por muchas sociedades conyugales, filiales y heriles. Allí 
donde hay una sociedad conyugal y filial, hay un padre de fa- 
milia con su autoridad propia e independiente sobre su mujer | 
e hijos. A cada una de las sociedades domésticas le está asig- 
nada la autoridad de un solo padre por la sencilla razón de re- | 
pugnar la existencia de muchas autoridades independientes, a 
la unidad de una sola sociedad. Nada prueban contra la ver- 
dad del argumento propuesto las sociedades patriarcales en las 
cuales el patriarca por su mucha edad regía gran cantidad de 
familias procedentes de su estirpe. En estas sociedades el pa- 
triarca desempeñaba la potestad paterna fundada en la genera- . 
ción y ordenada a la educación de los hijos propia de todos * 
los padres y la potestad pública, como probaremos en el capí- 
tulo próximo. La sociedad civil no es una sola familia en todo : 
el rigor del término so pena de afirmar estar únicamente for- 
mada por la sociedad matrimonial del príncipe y su esposa y 
ser los demás ciudadanos, o hijos del príncipe por generación, 
o sirvientes suyos. , 

1481. Los escolásticos sostienen explícitamente la diferen- 
cia específica entre la sociedad doméstica y la sociedad civil. 
«El bien común de la ciudad—el Estado—, dice Santo Tomás, 
y el bien particular no se distinguen simplemente por lo más o 
lo menos, sino también por diferencia formal. Una es la ra-. 
zón del bien común y otra, la del bien particular. Por esto el 
Filósofo en el lib. 1 de los Políticos—cap. 1.—escribe que m0 
dicen bien cuantos dicen que la ciudad y la casa y otras cosas 
por el estilo se distinguen solo por la multitud o la pequeñez y. 
no por la especie (1).» Advierte también Aristóteles en el mis- ñ 
mo lugar, la facilidad de descubrir este error mediante la di- 
visión mental de la ciudad—del Estado—en sus partes consti= 
tutivas hasta llegar a los individuos y volver después a reunir= 
las. Liberatore sostiene la misma doctrina: «La sociedad civil 
y la sociedad doméstica se distinguen específicamente del mis- 
mo modo que un organismo perfecto de un organismo menos | 
perfecto. Este mismo escritor admite la diferencia específica, 


(1) Divus Truomas. Summ. Theolog., 2.* 2.ae, quaest. L,VITI, art. 3 
ad 2.um, 
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no genérica, entre la potestad política y la patria potestad. Con- 
fesamos, añade, la existencia de una gran diferencia entre la 
potestad paterna y la heril y la potestad política. La potestad 
paterna está directamente relacionada con el hijo en todo lo que 
a éste pertenece y va decreciendo a medida de acrecer la edad 
del hijo; la potestad política se relaciona directamente con la 
comunidad, pero en el orden externo, y es siempre la misma 
para la multitud. Del mismo modo que la potestad heríl per- 
sigue la obtención del bien del señor por las obras de sus fá- 
mulos, del mismo también la potestad política persigue por fi- 


- nalidad el bien común de los súbditos. Convienen sin embar- 


go, en género porque a cada una de ellas les asiste el derecho 
de poner orden en la multitud según la naturaleza de la aso- 
ciación (1).» También convienen entre sí en ser completas.— 
núm. 18.— 

1482. El ser de la sociedad doméstica es independiente de 
la sociedad civil; existió con anterioridad a ésta y a su multi- 
plicación debe su organización e institución la sociedad civil. 


La sociedad doméstica ingresó en la sociedad civil con sus de- 


beres y derechos naturales propios formativos de su vínculo na- 
tural y anteriores a la existencia del Estado. Repugna por con- 
siguiente la afirmación de estar contenidos directa y formal- 
mente aquellos derechos en la esfera de la autoridad civil. La 
sociedad doméstica ingresa como tal sociedad dentro de la so- 
ciedad civil y por su ingreso contrae relaciones externas a cuya 
observancia puede ser obligada; en este aspecto pierde su in- 
dependencia y está formal y directamente sometida al Estado. 

Entre la sociedad y su autoridad propia media una propor- 
ción esencial; razón por la cual son directa y formalmente in- 
dependientes de la autoridad las cosas independientes de la so- 
ciedad, pero no así las posteriores por su naturaleza a la so- 


ciedad y nacidas de su constitución las cuales están contenidas 


de una manera directa y formal en la esfera de la autoridad. 
Este principio general es aplicable a la sociedad doméstica y a 
la sociedad y autoridad civil. 

1483. Concretando y aplicando la doctrina expuesta afir- 


-“mamos no estar contenidos directa y formalmente en la esfera 


«SP 


de la autoridad civil: a) la sociedad y el contrato matrimonial, 
“parte fundamental de la sociedad doméstica. La celebración del 


matrimonio es el ejercicio de un derecho ingénito y completa- 


mente personal, está intimamente ligado con la moralidad pri- 
vada y por su naturaleza, con la religión también privada de 


xe 
E 


los contrayentes y en tal concepto escapa de la jurisdicción de 


(1) LimERATORE. Just. Philosoph., tom. VII, págs. 254, 279. Edit. V. 
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la sociedad civil: b) la potestad civil carece de autoridad para 
establecer impedimentos dirimentes del matrimonio allí donde 
ya no existe la infidelidad; esta es doctrina común de teólogos 
y canonistas; y aun en los pueblos infieles, según parecer de 
respetables autoridades en materia teológica y canónica—núms. 
5427 y sigs.—: c) la sociedad filial no pertenece a la sociedad 
civil sino mediante los padres; luego a éstos exclusivamente 
toca la educación de sus hijos y cuanto con esa educación se 
relaciona; los derechos y deberes naturales de esta sociedad 
pertenecen por sí mismos al ser o constitución interna de la 
sociedad doméstica: d) la sociedad heril en sus relaciones me- 
ramente privadas se apoya en el derecho natural de asociación 
y es complemento de la sociedad doméstica; por el hecho, sin 
embargo, de extenderse indirectamente a la sociedad domésti- 
ca la autoridad civil, queda en algunas cosas sometida a su ju- 
risdicción su constitución interna y su vida; tales como los : 
efectos civiles del matrimonio que pueden y deben ser regu- 
lados por la sociedad secular de acuerdo con las exigencias del 
orden jurídico; los bienes dotales de los cónyuges, los parafer- 
nales y los gananciales, las herencias, la sucesión hereditaria y 
la emancipación de los hijos. La casa debe quedar cerrada a 
toda invasión arbitraria y abrirse al mandato de la autoridad 
en la investigación de delitos y crímenes cometidos aunque pri- 
vadamente, contra la justicia conmutativa y de descubrir a los 
autores de crímenes públicamente realizados contra la justicia 
legal. Puede también sin duda la autoridad civil quitar los hi- 
jos a sus padres si en cada caso particular se demuestran los 
graves daños infligidos o los malos tratos prodigados. Por re- 
gla general no pueden quitarse los hijos a los padres sin gra- 
vísima injusticia ni so pretexto de educarlos según fué cos- 
tumbre entre los espartanos. 


$ INMI 
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1484, Igualdad y libertad, términos equívocos.—1485. Igualdad y 
desigualdad de derechos entre los hombres.—1486. Derechos inna- 
tos y adquiridos.—1487. La identidad de naturaleza constituye la - 
identidad de derechos.—1488. La desigualdad individual de los hom- 
bres crea la desigualdad de derechos.—1489. Doctrina derivada de 


la igualdad.—1490. Concepto de la igualdad civil.—1491. La igualdad - 


civil en su concepto amplio, compatible con los privilegios.—1492. 
Desigualdad civil, no substancial, pero sí accidental.—1493. Una 
constitución que decretara la igualdad ante la ley, no sería opuesta ni 
a la fe nia la razón.—1494, La desigualdad jurídica entre padres e hi- 
jos es transitoria.—1495. Subsiste la igualdad civil en la mujer casada. 
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1484. Por el abuso frecuente de la palabra igualdad cree- 
mos muy oportuno antes de penetrar de lleno en el estudio del 
epígrafe de este párrafo, concretar y aclarar lo por tal palabra 
entendido. Igualdad y libertad son términos equívocos de sig- 
nificación distinta para católicos y revolucionarios. Lo más útil 
en la pulverización de especiosos sofismas y en la demostración 
de lo erróneo de la teoría o del sistema basado sobre un equí- 
voco, es la definición de la palabra o palabras, nervio de la 
cuestión y el descernimiento de sus diferentse aplicaciones. 

1485. Es indiscutible: a) la existencia entre los hombres 
de una igualdad de derechos: b) lo es asimismo la de una de- 
sigualdad de derechos. Estas dos proposiciones en apariencia 
contradictorias están de perfecto acuerdo con la razón; y con 
un análisis somero nos convenceremos de ello. 

1486. Dividen los tratadistas los derechos propios del hom- 
bre en dos clases: derechos innatos derivados de la naturaleza 
humana e íntimamente unidos a ella, presupuesto el hecho de 
su existencia: derechos adquiridos que descansando sobre los 
innatos, exigen o reclaman la existencia de un hecho positivo 


. que venga a añadirse a la simple existencia de la persona (1). 


- 1487. «La naturaleza en sí misma, es decir, en sus carac- 
teres especiales, es una e idéntica en todos los hombres. Luego 
aquellos derechos que se derivan de ella, deben ser también los 
mismos en todos los hombres. La identidad de la naturaleza hu- 
mana constituye la igualdad natural de los hombres como hom- 
bres; y la identidad de los derechos que nacen con aquella na- 
turaleza, forma la igualdad jurídica natural de todos los hom- 
bres como hombres. Por esta razón todos los hombres desde 
que nacen, tienen un derecho igual a su vida, a su libre incli- 
nación con respecto al bien y a defender aquella vida y esta 
tendencia, en lo cual consiste todo el contenido del derecho in- 


- dividual. Punto es este en que no hay diferencia de grados ni 


PA 
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de personas y en donde el último esclavo es igual al más en- 
cumbrado de los reyes (2).» 

1488. Pero si la naturaleza humana especificamente es la 
misma en todos los hombres, no son los mismos los caracteres 
individuales en cada uno de aquellos. Los individuos entre sí 
especificamente iguales se distinguen por sus cualidades físi- 
cas, intelectuales y morales; de esta diferencia arranca la di- 
versidad de los derechos individuales, es decir, su desigualdad. 
Si la igualdad de naturaleza o de especie engendra la igualdad 
de derechos entre los hombres, la désigualdad individual pro- 


(1) CrErEDA. Elementos de derecho natural, pág. 186. 
(2) Prisco. Filosofía del derecho, pág. 222. Madrid, 1879. 


y 


296 LA IGLESIA Y EL ESTADO. LIB. IV. CAP. Il 


duce asimismo la desigualdad de sus derechos. La desigualdad 
de derechos entre los hombres como individuos es tan natural 
como la igualdad de derechos como hombres. Luego podemos 
inferir la siguiente consecuencia: los hombres son naturalmen- 
te iguales y desiguales entre sí, porque los hombres como hom- 
bres son naturalmente iguales y los hombres como individuos 
son naturalmente desiguales. 

1489. De aquí se sigue: a) ser deber de la justicia social 
hacer a todos los hombres perfectamente iguales en su natura- 
leza humana: b) reclamar la, justicia de cada uno de nosotros, 
el respeto debido a los derechos individuales de todos aquellos 
que con nosotros viven en sociedad. El hijo es igual a su padre 
por haber en los dos la misma naturaleza humana, pero el hijo 
en su calidad de tal es desigual con relación a su padre. Luego 
si es cierto ser el padre y el hijo iguales por razón de la naturaleza 
humana y la justicia reclama para ambos una perfecta igual- 
dad en los derechos propios de la humanidad, también lo es no 
ser iguales como individuos el hombre padre y el hombre hijo, 
pues es necesario reconocer en el padre derechos inexistentes 
en el hijo, de no admitir el absurdo de conceder, v. gr., al niño 
de pocos años el derecho de corregir y castigar al autor de sus 
días. La diferencia de sexo, de temperamento, de fuerzas fí- 
sicas, intelectuales, etc., rompe la igualdad entre los hombres; y 
de aquí pueden surgir derechos para unos y deberes para otros. 
Los hombres son iguales o desiguales según se los considere 
como hombres o como individuos. Luego también serán iguales 
los derechos que como hombres tienen y desiguales los que les 
corresponden como individuos. Si los concurrentes a los dis- 
cursos de oradores de oratoria pomposa e hinchado estilo de cu- 
yos labios jamás deja de brotar la palabra igualdad, sirena se- 
ductora y engañadora, conocieran la distinción filosófica de 
hombres e individuos, no se dejarían arrastrar por miserables 
sofistas pregonadores de una igualdad en síntesis reducida des- 
pués de un buen,examen a este gran descubrimiento: todos los 
hombres nacen y mueren de la misma manera. Todo es des- . 
igual en los individuos naturalmente iguales por su naturaleza; 
la igualdad reina en el mundo abstracto e ideal; en el mundo 
real la desigualdad es inevitable y jamás será destruida. «Es- 
tas ideas, dice Taparelli, explican el equívoco que a fines del 
siglo xvI1r como en otras muchas épocas de exaltación febril, 
fué seductor talismán de tantos entendimientos inquietos. Los: 
hombres, decían, son naturalmente iguales y sacaban de aquí 
por consecuencia ser un hecho contra naturaleza la diversidad 
de las condiciones sociales. En la palabra naturaleza confun- 
dían dos ideas muy distintas... deduciendo por ser una en to- ; 
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dos la humanidad, que la igualdad natural es ley de la natura- 
leza. Todo lo contrario: Una cosa es decir: todos los hombres 
son por naturaleza hombres y otra muy diversa afirmar: to- 
dos los hombres son por naturaleza iguales—igualmente gran- 
des, hermosos, instruidos, ricos y virtuosos—. Esta proposición 
concreta es tan falsa a todas luces como verdadera la abstrac- 
ta; y sin embargo en la segunda y no en la primera podía apo- 
yarse su igualdad como quiera que pretenden demostrar una 
igualdad individual y concreta de derecho que no puede ser de- 
mostrada con la sola igualdad abstracta de hecho. Todas sus 
declamaciones no tenían, pues, más fundamento que un mero 
equívoco, esto es, la confusión de la naturaleza, orden del uni- 
verso, con la naturaleza considerada como esencia del hombre 
y de la confusión de la igualdad de dicha naturaleza en todos, 
con la 1gualdad de todos los individuos entre sí (1).» No le 
faltó fundamento a Cousin para asentar «ser todos los hom- 
bres necesariamente desiguales por sus necesidades, sus senti- 
mientos, sus facultades físicas, intelectuales y morales (2). 

Todos los hombres iguales por tener una misma naturaleza, 
un mismo origen y un mismo fin, son completamente desigua- 


les en fuerza, en inteligencia y en virtud. Resulta de aquí se- 
gún Devoisin (3) no tardar en desaparecer la igualdad meta- 


física derivada de la identidad de la naturaleza ante la desigual- 
dad real nacida necesariamente de la diferencia de calidades 
físicas, intelectuales y morales»; y prosigue este autor al ha- 
blar del estado de naturaleza, es decir, del estado anterior a 
toda sociedad civil: «Ni aun en este estado hay igualdad de 
derechos entre todos los individuos, porque con anterioridad a 
toda convención hay una verdadera sociedad, la sociedad do- 
méstica que no puede sostenerse más que por la diversidad y 
desigualdad de derechos. La naturaleza somete la esposa al es- 
poso, los hijos, al padre... El estado de naturaleza no admite 
la igualdad de derechos sino ante los jefes de las distintas fa- 
milias.» Arrancan de la doctrina expuesta estas importantísi- 
mas consecuencias: a) es absurdo porque se opone a la verdad 
de las cosas, el acto del poder supremo, llámese reino o repú- 
blica, de decretar la igualdad absoluta de todos los ciudadanos 
como individuos; los individuos a pesar de ser de la misma es- 
pecie y de la misma naturaleza son entre sí desiguales por sus 
caracteres particulares: b) es irracional la proclamación por una 


sociedad, de la igualdad natural de derechos de todos los indi- 


(1) Tarariiti. Ensayo teórico de derecho natural, tom. TIT, pág. 71. 
—BaArLMes. El criterio, cap. XIV. 

(2) Cousix. Introd. d Vhistoire de la philosoph., lec. 1. 

(3) Dxvoisin. Defense de Vordre social, chap. III. 
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viduos o la disposición declarativa de poseer todos los indivi- 
duos los mismos derechos; la naturaleza concede como ya he: 
mos dicho, al padre derechos que no confiere al hijo. 

1490. Desalojado el sectarismo de la trinchera de la falsa 
igualdad individual, es decir, rechazada la suposición absurda 
de nacer todos los hombres en mayoría de edad, sin padres, 
sin pasado, sin tradiciones, sin obligaciones y sin patria (1), 
investiguemos si el dogma de la igualdad absoluta proclamado 
por la revolución francesa se refiere a la igualdad civil o de 
derechos civiles. Aclararemos antes de nada los términos de la 
cuestión planteada y sabremos previamente que hemos de enten- 


der por igualdad civil. Es la tal igualdad según notables publi-. 


cistas, la sumisión de todos los ciudadanos de una nación a la 
ley común reconocedora en todos los ciudadanos, de los mis- 
mos derechos a su seguridad personal, al ejercicio, honesto, 
útil y lícito de sus facultades naturales y a la protección social 
de sus intereses. Consiste esta igualdad en la participación de 
los mismos derechos privados y supone o encierra en sí el de- 
recho de adquirir, poseer, contraer obligaciones, realizar con- 
tratos, dar fe o testimonio, ejercer profesiones no contrarias 
a la naturaleza de los sexos, en una palabra, de ser declarados 
aptos los individuos del cuerpo social para el ejercicio de cual- 
quier derecho del bien privado. 

1491. Estudiada la igualdad civil en sentido más amplio, 
no es incompatible con un estado social reconocedor por la ley 
en determinadas clases privilegiadas, de ventajas civiles de que 
no gozan las otras clases; tal sería la ley dispositiva del someti- 
miento de los autores de delitos o crímenes, miembros de aque- 
llas clases, a jueces especiales o a penas particulares proporcio- 
nadas a la gravedad del hecho que se castiga e igualmente 
aflictivas para quien las experimenta. Estos privilegios han de 
estar fundados en razón y tener por objeto la utilidad común 
o pública y no la utilidad de los privilegiados. 


1492. Hay desigualdad civil accidental, no substancial en 


ser por ley algunas personas aptas y sin demérito personal por 
su parte, declaradas incapaces de ciertos derechos privados. Las 
personas en estas condiciones no están absolutamente hablando 
en posesión de todos los derechos de los ciudadanos y se en- 
cuentran con relación a éstos en las mismas condiciones de una 
sociedad imperfecta. Quienes así son tratados por la ley, go- 
zan del indiscutible derecho de vivir en sociedad, formar parte 


de ella, reclamar y exigir una garantía en la conservación de + 
su vida, de su libertad y de la posesión de otros bienes particu- 


(1) TarngE. Les origines de la France contemporaine, pág. 305. 


<P 
Dr A 


LA ESCLAVITUD ¿ 299 


lares y privados. De ellos puede decirse con razón gozar de la 
misma igualdad de derechos civiles en cuanto a la substancia y 
radicar su desigualdad en puntos accidentales, como la imposi- 


bilidad de ejercer ciertas profesiones o de realizar actos de un 


comercio concedido a determinados particulares. En casi todos 
los pueblos puede haber y de derecho hay personas sin demé- 


rito alguno por su parte, colocadas en una escala jurídica in- 


ferior a las otras. Los extranjeros pueden no ser admiti- 
dos en una nación; y si lo son, están sometidos a las restric- 
ciones impuestas por ley positiva y siempre relativas a bie- 
nes de la vida, accidentales, no esenciales. La legislación del 
país habitado es la morma única de conocer el máximum o 
el mínimum de las diferencias sociales de que venimos ha- 


- blando. 


1493. No creemos ni hostil a la fe ni contraria a la razón 


una constitución dictada por autoridad legítima y ordenadora de 


la igualdad de los ciudadanos ante la ley, es decir, de la sumi- 
sión de todos a las mismas leyes ya protectoras ya punitivas 
y de la supresión radical de toda clase de privilegios civiles, pero 


no de los canónicos establecidos por la Iglesia y vigentes a su 


juicio. 

1494. La desigualdad jurídica entre los hijos y el padre es 
puramente temporal y transitoria y desaparece tan pronto al- 
canzan los hijos la mayoría de edad señalada por el derecho 
positivo o eligen estado emancipándose de la familia. 

1495. No desaparece la igualdad civil en la mujer casada 
por razón de la dependencia en que vive de su marido. De la 
agitada y discutida cuestión llamada feminismo, hablaremos 
más adelante—núms. 1509 y sigs.— 


8 IV 


LA ESCLAVITUD 


1496, La esclavitud en el derecho romano.—1497. Esta esclavitud 


es contraria al derecho natural.—1498. El matrimonio estaba pro- 
hibido a los esclavos.—1499. Diferencia entre la esclavitud y la ser- 
— vidumbre.—1500. Controversia sobre la legitimidad de la servidum- 


Des 


: 


—bre.—1501. Títulos de la servidumbre: la obligación perpetua: ser- 
—vidumbre voluntaria y forzosa.—1502. Inadmisibilidad de la servi- 
-dumbre perpetua. —1503. El castigo: su inaceptabilidad.—1504. Ser- 
=vidumbre de los prisioneros de guerra por el derecho de gentes: 
nuestra época la rechaza.—1505. El nacimiento de padres esclavos. 


-—1506. En vano defienden algunos el derecho de retener en servi- 


RA 


_dumbre la prole de los esclavos.—1507. Necesidad de tolerar la ser- 
=vidumbre .—1508. Procedimiento de la Iglesia en la supresión de la 
esclavitud. 
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1496. Apenas se puede hablar de la igualdad civil sin venir 
a nuestra mente por asociación de ideas la esclavitud entroni- 
zada en el mundo durante el paganismo y abolida merced a las 
doctrinas divinas y salvadoras propagadas y llevadas a la prác- 
tica por la acción eficiente de la Iglesia. Esta violación, la más 
profunda del derecho innato del hombre a su personal digni- 
dad, fué un hecho constante y universal de la cultura pagana, 
una institución que pisoteando continua y permanentemente 
aquel derecho, el más sagrado e importante de cuantos podemos 
poner en ejercicio, somete unos hombres al derecho absoluto 
de otros y niega a los esclavos capacidad para tener derechos. 
La ley civil no reconocía personalidad en los esclavos; razón 
por la cual contados en el número de las cosas, estaban total 
y absolutamente sujetos al reputado señor de su ser. Si en de- 
terminadas ocasiones se debía dar cuenta de un daño o una 
injuria hecha a un esclavo, no era propósito de la ley civil cas- 
tigar el mal causado a una persona, sino la ofensa hecha a la 
cosa del señor. Más tarde, es decir, después de haber empe- ' 
zado el cristianismo a derramar a torrentes su saludable influen- 
cia por el mundo, se moderó notablemente el rigor impreso a 
la esclavitud por el derecho romano y paulatinamente se fué 
borrando del mundo esta institución, ignominia y baldón de la 
dignidad humana. 

1497. La esclavitud entendida en la forma explicada y re- 
conocida por la ley civil romana, se opone al derecho natural 
en pensar unánime de todos los jurisconsultos. Con el recono- 
cimiento en la persona humana de derechos inajenables—y los 
hay en realidad—siempre será una vergúenza para el paganis- 
mo y la filosofía, haber asemejado al hombre a una cosa de uso 
y abuso libres; de este modo se lanza un monstruoso mentís a 
Dios y a la naturaleza, porque se tolera, decimos poco, se jus- 
tifica esta forma absoluta y degradante de la esclavitud, per- 
petua en el islamismo y hasta no ha mucho conservada en pue- 
blos cristianos con desprecio de la igualdad y fraternidad pre- 
dicadas por la Iglesia. 4 

1498. El esclavo ha vivido durante largos años en un esta= 
do de dependencia y degradación; ha sido considerado como 
una cosa y privado de derechos; no hubo para él ni familia 
ni matrimonio ni paternidad ni hijos ni hermanos; hubo unio- 
nes pasajeras que le rebajaron al nivel del bruto y contribuye- 
ron a hundirle en la más degradante miseria. La prohibición 
del matrimonio es el gran estigma de la esclavitud (1), el más 
odioso de los atentados a la moral eterna, una enormidad con- 


(1) Conbkz CHAMpPAGNY. Les Antonins, tom. 11, lib. III, cap. V. 
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tra la dignidad personal del hombre, que subleva nuestro es- 
píritu de cristianos y... sin embargo fué en confirmación de 
la Historia, el régimen general del mundo antes de Jesucristo, 
régimen organizado por las leyes, sostenido por las costumbres, 
admitido por todos los sabios y sancionado por las instituciones 
religiosas. 

1499. No ha de confundirse la esclavitud con la servidum- 
bre, es decir, con la obligación de prestar a otro llamado señor, 
ciertas obras personales que dejan a salvo los derechos esencia- 
les del hombre, pues en la servidumbre hay subordinación en 
cuanto a las obras y no como en la esclavitud, en cuantos a las 
personas y en ella el siervo conserva siempre aquella indepen- 
dencia que le asegura los derechos innatos del hombre. ] 

1500. Dispútase entre los tratadistas de derecho natural si 
es o no legítima la servidumbre. Hay quienes contestan en pro 
de la legitimidad y quienes por el contrario la atacan por opues- 
ta a los principios de justicia. Esta discusión a nuestro juicio 
más aparente que real, descansa en el concepto de servidumbre, 
pues mientras unos la toman como tal, otros le dan una signifi- 
cación análoga a la de esclavitud. Los títulos en que puede des- 
cansar la libertad de la servidumbre, los reduce Cavagnis a los 
siguientes : 

1501. a) la obligación perpetua libremente contraída por el 
siervo. Puede ocurrir, dice este escritor, haber individuos des- 
graciados e incapaces a subvenir a sus propias necesiaddes y 
creyentes en ser para ellos ventajoso enajenar su propia liber- 
tad a fin de asegurarse una existencia conveniente, Antes de 
pasar más adelante, distinguiremos con Prisco (1) dos espe- 
cies de servidumbre: voluntaria una y forzosa otra, subdivi- 
diéndose esta última en perfecta e imperfecta. La servidumbre 
voluntaria es una verdadera locación de servicios nacida de la 
enajenación voluntaria de ciertas obras en cambio de una com- 
pensación correspondiente. La servidumbre forzosa es producto 
de un delito que trayendo como consecuencia la desigualdad en 
la independencia natural de los hombres, obliga al siervo a 
asociarse con el dueño. Si este vínculo es perpetuo, la servi- 
dumbre será perpetua, vale decir, por toda la vida; será tem- 
poral si no dura toda la vida. 

1502. La servidumbre perpetua de que habla Cavagnis, na- 
cida de la sumisión voluntaria del constituído en tal estado, no 
es admisible en la actualidad con la base de la causa física ale- 
_gada, perfectamente vencible por el hombre, pues toda servi- 
dumbre oriunda de la necesidad física de proveer al propio sus- 


(1) Prisco. Obra citada, pág. 228. 
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tento, dejará de serlo en el instante de encontrar el siervo fuera 
de la familia del dueño los medios necesarios a su Cconserva- 
ción. Luego esta servidumbre per se jamás será perpetua. La 
servidumbre temporal, es decir, la enajenación absoluta de 
obras y de libertad durante un tiempo determinado, admitida 
por un gran número de autores, no se opone a los derechos 
esenciales del hombre, pero encierra en sí tan graves inconve- 
nientes como la perpetua. La servidumbre supone en el dueño 
el derecho absoluto a las obras del siervo y al empleo de los 
medios de coacción necesarios para obligarle a ellas. El más 
pequeño conocimiento del corazón humano nos persuade de la 
serie de peligros llamados a nacer de este estado de cosas en- 
tre el siervo y el señor; en el primero se manifestará la ten- 
dencia a trabajar lo menos posible; en el segundo, el deseo de 
sacar el mayor resultado de su trabajo aun a trueque de abusar 
de sus fuerzas empleando el castigo para conseguirlo. De aquí 
casi surge como una necesidad la lesión directa o indirecta de 
la dignidad humana y de los derechos esenciales del hombre. 
Los abusos y las lesiones de la dignidad humana en el trabajo 
diario y libre nos confirman en la opinión sustentada. 

1503. b) el castigo. Si se pueden imponer y de hecho se im- 
ponen la prisión perpetua, los trabajos forzados y la muerte: 
por graves delitos, también la servidumbre. La servidumbre - 
imperfecta está justificada con los hombres abusadores de su 
libertad o por ignorancia o malicia o porque no saben en qué 
emplearla; y puede ser impuesta por el derecho del ofendido, + 
caso de ser necesaria para restaurarlo. La servidumbre perpe- 
tua es inadmisible; supone en el siervo una voluntad resuelta 
de renovar sus delitos y ataques y no es posible suponer una 
contumacia semejante en las relaciones individuales de hombre * 
a hombre. ¿Qué pruebas serán suficientes para demostrar una 
voluntad siempre dispuesta a delinquir ? 

1504. Cc) antiguamente los prisioneros de guerra eran decla- 
rados esclavos por el derecho de gentes, en vez de ser conde- 
nados a muerte: derecho de que se creían asistidos los pue- 
blos. El nombre de esclavo era nombre de piedad, atendida su 
etimología a servando, En ciertos casos el derecho natural re- 
conoce por legítima la matanza de prisioneros, es decir, en el — 
caso de merecer todos los combatientes la muerte por ser injusta — 
la guerra e imputable su injusticia a cada individuo. Si las hor- 
das bárbaras invadiesen nuestras playas para saquearlas y re- 
ducirnos a la esclavitud, tendríamos ciertamente el derecho de 
castigar con la muerte a los prisioneros y con mayor razón, de 
someterlos al yugo de la servidumbre. Entiéndase bien: per se 
solo pueden ser reducidos a la servidumbre los participantes. 
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en la injuria, no los inocentes y como tales considerados: los 
niños y los ancianos incapaces de tomar las armas; pero si el 
vencedor no puede indemmnizarse suficientemente ni esperar su 
seguridad sin reducir también a servidumbre a los miembros ino- 
_centes de la sociedad civil, per accidens puede hacerlo y extender 
esa servidumbre a los hijos de los cautivos (1). En la actualidad 
es injustificable la necesidad de reducir los cautivos a la ser- 
-vidumbre; así lo demuestra la experiencia de nuestros dias; y 
con la inexistencia de la necesidad desaparece la justicia de 
esta servidumbre. 
1505. d) el macimiento de padres esclavos, y principalmente 
de la madre esclava por la cual se juzgaba de la libertad y de 
la servidumbre. La madre sierva y sus hijos no son tales por 
su naturaleza; todos los hombres son seres racionales por su 
propia condición y gozan de los mismos derechos innatos. Los 
hijos de madre sierva, dice Costa-Rossetti, no pueden compa- 
rarse con los frutos del árbol, propiedad como el árbol mismo, 
del señor. La persona de la madre sierva no es propiedad del 
señor, pero sí la utilidad de su trabajo externo; los hijos no 
son propiedad externa de los padres como los bienes materia- 
les que por el hecho de ser adquiridos por los siervos, son pro- 
piedad del señor. 

1506. El derecho de retener en servidumbre la prole de 
“una sierva ligada por servidumbre perpetua, descansa en Opi- 
nión de algunos autores en la misma servidumbre que por lícita, 
valida aquel derecho; pero esto no es cierto si se basa ese de- 
recho exclusivamente en la servidumbre de los padres o de la 
madre y no en un título de cautividad nacido en un caso par- 
ticular justo. «Todos los trabajos de la madre, añaden los de- 
fensores de la opinión impugnada, pertenecen al señor; luego 
la madre no puede alimentar con su propio trabajo a sus hijos 
mi educarlos; solamente el dueño puede atender a su susten- 
to. Además: la sierva no puede trabajar para su señor el tiempo 
a sus hijos dedicado y puede por consiguiente exigirse una 
compensación ; pero ¿de quién? ¿de la madre? no, porque todo 
su trabajo externo lo debe de justicia a su señor; luego de los 
hijos hasta haberse verificado la compensación.» En la servi- 
dumbre moderada y lícita no puede el dueño impedir a sus 
siervos el matrimonio y el ejercicio de los derechos necesarios 
a los fines esenciales de la unión conyugal. Según esta doctri- 
na el señor por la adquisición de siervos posee tan solo el do- 

inio útil de aquellas operaciones compatibles con el deber de 
e madre de nutrir, alimentar y educar a su prole; luego si por 
e 


-W) MoLINa. De inst. et tur, 1, $ 1, disp. 120-121, 
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esta razón no puede trabajar, nada pierde el señor de lo adqui- 
rido por su dominio y no tiene derecho a compensarse. El se- 
ñor contrae el deber de justicia de alimentar a sus expensas 
los hijos de los siervos si han de quedar a salvo los derechos 
del matrimonio. Los hombres sometidos a servidumbre son 
pobres y si no pueden nutrir y alimentar a sus hijos, tampoco 
engendrarlos. No hay en el dueño derecho estricto a compensa- 
aci, 

1507. Establecida la servidumbre, el mismo derecho públi- 
co puede reclamar como necesario su mantenimiento para evitar. 
la violenta conmoción de la sociedad si de golpe se suprimiera 
la esclavitud y el peligro social de los esclavos expuestos qui- 
zá al recobrar su libertad, a perecer de miseria. La servidum- 
bre de que hablamos, respeta los derechos esenciales del hom- 
bre y los siervos deben tolerarla para evitar males mayores co-* 
mo se toleran otras cargas públicas muy pesadas en bien de la: 
sociedad. y 

1508. El cristianismo desde su aparición procedió de este 
modo con la esclavitud extendida por todas las partes del mun-- 
do. Nuestra divina religión enseñó como uno de los dogmas. 
fundamentales de su doctrina, la igualdad esencial de todos los. 
hombres y no reconoció en ellos otra diferencia destinada a: 
traspasar los límites de esta vida que la que es obra suya y. 
consiste en los méritos y deméritos personales. Jesucristo fué: 
el primero en proclamar en el mundo la igualdad de natura- 
leza de todos los hombres, la igualdad de origen; todos proce 
den del mismo padre; todos son hermanos; la igualdad de re- 
dención; Jesucristo vino a salvar al género humano; la igual- | 
dad de fin todos estamos ordenados al mismo bien, al mismo. 
glorioso destino. «El cristianismo, escribía San Pablo, es una 
renovación de la humanidad en donde no hay ni gentil ni judio 
circunciso e incircunciso, bárbaro y escita, esclavo y libre, sino. 
todo y en todos Cristo (2).» Y añade en otra de sus cartas 
«¿Fuiste llamado siendo siervo? No te dé cuidado... Porq 
el siervo que fué llamado en el Señor, liberto es del Señor; asi 
mismo el que fué llamado siervo siendo libre, siervo es de Cris= 
to (3).» El mismo Apóstol ruega a Filemón que considere st: 
esclavo, un hermano muy amado. A 

No era posible romper de pronto las cadenas de la esclaviz 
tud en que vivían aherrojados muchos hombres y decir a los: 
siervos: sois libres, porque esto «hubiera sido una obra descon= 


| 


(1) Véase esta cuestión ampliamente desarrollada en la obra citada 

de Cosra-Rossgrrt, págs. 485 y sigs. 4 
(2) Collossens, 1, 11.—Galat, TI, 28. 
(ICO VU ZE 
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siderada como lo sería la de romper de pronto los diques de un 
lago que se quisiera desocupar porque infestaba la ciudad. La 
filantropía de nuestro siglo ha visto y ve a donde conducen 
estas conmociones instantáneas. Cristo realiza reformas, no re- 
voluciones y arroja entre los esclavos el germen que producirá 
al cabo de los siglos un fruto que jamás hubiera producido 
—ninguna doctrina de los sabios antiguos: la libertad (1)». La 
Iglesia lejos de romper violentamente el lazo personal de de- 
pendencia y de unión del hombre con el hombre, lo ensanchó 
de un modo admirable y dejó al esclavo toda la libertad nece- 
saria para vivir como hombre y como cristiano; comenzó por 
proteger su vida y declarar asesino y excomulgado al dueño 
que le matara, dióle después el derecho de formar una familia 
y declaró indisoluble el matrimonio contraído aun contra la vo- 
luntad de su dueño, conservóle su patria y su hogar con la pro- 
hibición de su venta más allá de las fronteras y le restituyó 
por último su dignidad de cristiano con la concesión del des- 
canso dominical y con la reivindicación de su libertad contra el 
dueño que quisiera obligarle por la fuerza a trabajar en el día 
del Señor. Tal fué la obra lenta de los siglos bajo la acción be- 
nefactora de la Iglesia hasta llegar a la total supresión de la 
esclavitud. 


La servidumbre será tanto más tolerable cuanto más restrin- 


ee 


| 
| 


gida, como la limitada al trabajo de una heredad determinada; 
tal fué la servidumbre de la gleba. El grado mínimo de esta 
servidumbre lo encontramos en la sociedad heril en la cual 
contrae el siervo la obligación de prestar sus servicios a la fa- 
milía como empleado subalterno, pero sin que pueda ser ven- 
dido por el señor ni destinado a trabajos excesivamente pesados 
y diferentes de los convenidos entre ambos (2). 
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01509. La dependencia de la mujer en orden al marido no quebranta 
la igualdad civil—1510. Tampoco quebranta esta igualdad la nega- 


ción de algunos derechos privados.—1511. Influencia de la educación 
| y de las costumbres para fijar la acción de la mujer.—1512. Trabajos 


(1) César CANTÚ. Historia Universal. 
(2) Véanse sobre esta materia: KurtmH. Les origines de la civilisa- 
lion moderne, tom. Il, cap. X.—Barmes. El protestantismo, comparado 


leon el catolicismo, tom. 1, cap. XV al XIX.—Acustín Cocmin. Aboli- 


tion de Vesclavage—W aaron. Histoire de Pesclavage —THrErou. Le chris- 
¡fanisme et Vesclavage—Mormier. De Pabolition de Vesclavage par le 
 Christianisme. 
11 -—20 
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en que alterna la mujer con el hombre.—1513. Ejercicio de la farma- 
cia por la mujer.—1514. La mujer médica y cirujana.—1515. La mujer 
abogada y juez.—1516. Una observación.—1517. Emancipación po- ' 
lítica de la mujer.—1518. Prohibición del sacerdocio a la mujer. k 


1509. Después de hablar de la igualdad civil, surge natu- 
ralmente la siguiente pregunta: ¿goza la mujer de esta igualdad 
en el seno de la sociedad civil? Por de pronto, afirmamos sin 
temor de ser desmentidos, no quebrantarse la igualdad civil 
de la mujer por su Hependentia del marido en el seno del ho- 
gar; esta dependencia descansa en la organización de la fami- 
lia, la cual exige imperiosamente dentro del hogar un jefe y 
en la constitución propia de la mujer considerada en el orden 
moral y en el orden físico menos apta que el hombre para di- 
rigir y representar la familia. La mujer por su carácter bon- 
dadoso, por sus propias inclinaciones, por las funciones que * 
está llamada a desempeñar, de las cuales es la maternidad, la - 
más sagrada y admirable, la que más reclama su permanencia 
en la casa, ha de vivir alejada en lo posible de ocupaciones ab- + 
sorbentes del tiempo que debe dedicar a sus hijos o la alejan 
de las funciones e inclinaciones propias de su estado. d 

1510. Tampoco se puede afirmar el quebrantamiento de la * 
igualdad civil por negarse a la mujer algunos derechos del or-* 
den privado, tales como los de ser farmacéutica, médica y abo- 4 
gada, porque esta negativa tiene a su favor la misma natura- 
leza que ha señalado a la mujer un destino más doméstico que 
público y le ha otorgado al efecto calidades más propias de uno. A 
que de otro. | 

1511. La mujer por una aberración, abrazada a un modo de 4 
vivir completamente extraño o ajeno a la vida de familia, pier- 
de de ordinario gran parte de su prestigio e introduce en sus 
inclinaciones naturales una alteración profunda. Esta regla no 
es absoluta; tiene excepciones. Los hábitos y las costumbres de 
los pueblos van poco a poco engrandeciendo y ensanchando la 
esfera de acción de la mujer en el seno de la sociedad civil. 
En el ensanche o ampliación de la esfera de actividad de la 
mujer ejercen una acción muy poderosa la educación y las 
costumbres. Así sucede con todas las cosas fundadas en la na-' 
turaleza, pero cuyos límites indeterminados llegan a ser más 
o menos extensos según el concurso de las numerosas y diver > 
sas causas de tiempo y lugar. | 

1512. Viniendo a un estudio más concreto de la cuestión, * 
confesamos la posibilidad de alternar la mujer con el hombre 
en trabajos agrícolas; las mujeres astures laboran los campos 
y las tierras a la par de sus maridos; en ocupaciones fabriles; 
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les e industriales; tal ocurre en muchos pueblos y ciudades de 
nuestra patria; en empleos públicos, tales como los de correos 
y teléfonos; en materia docente, sobre todo en las escuelas pri- 
marias y en la enseñanza de idiomas donde ponen de relieve sus 
excelentes calidades enseñantes; en las bellas artes, pintura, es- 
cultura, música, literatura y hasta en la publicación de libros y 
en la ingrata labor de la prensa. 

1513. ¿Puede la mujer ejercer la farmacia, la medicina, la 
cirugía, la abogacía o la magistratura, intervenir en la política 

y aspirar al sacerdocio? En algunos pueblos llamaría profunda- 
mente la atención ver a la mujer al frente de una farmacia, 
pero no hay a nuestro modo de pensar incompatibilidad alguna 
entre esta profesión y el carácter natural y propio de la mu- 
jer. Nosotros hemos presenciado en hospitales y casas de asilo 
la preparación y despacho de medicamentos por hermanas de la 
caridad bajo la dirección de los médicos. Había en muchos pue- 
blos antes de la guerra última, sobre todo en Bélgica, farmacias 
dirigidas por mujeres y con más crédito y fama que las regen- 
tadas por varones. «La farmacia, escribe Julio Simón, puede 
“ser una profesión para buen número de jóvenes a quienes se 
obstruye la carrera de institutrices y no encuentran fácil colo- 

cación; el título de farmacéutica les valdría más que el de ims- 

titutrices o maestras. Porque en fin si en las poblaciones de 
segundo o tercer orden el farmacéutico es todo un personaje, 
es un señor, claro está que la farmacéutica sería una señora. 
Hay, pues, que animar a las jóvenes para que se dediquen a 
la farmacia. Su entrada en la carrera al mismo tiempo que fa- 
vorecería su propio interés, sería un verdadero bien para los 
pueblos de corto vecindario, hoy en esto completamente aban- 

donados (1).» 

1.1514. ¡Sobre el ejercicio de la medicina por la mujer, se ex- 
presa así Concepción Arenal: «En la práctica de la medicina 
las mujeres podían hacer mucho bien, sobre todo a las personas 
de su sexo cuyo pudor no ofenderían, a los pobres a quienes 
compadecen y a los niños a quienes adivisan (2). «En los 
años transcurridos desde que se escribió este libro, la experien- 

cia ha ido confirmando lo que el raciocinio anticipaba; en Sue- 

cia, en Prusia, en Norte América, las mujeres ejercen la me- 
“dicina en gran número y con buen éxito (3).» ¿Dónde empero 
adquirirán las aspirantes a un título de doctora o licenciada en 


1 


(1) Junes Simón. Citado por Alarcón en su obra Un feminismo 


| aceptable. 
(2) Concerción ARENAL. Instrucción del pueblo. 


(3) Eabem. La mujer del porvensr. 
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medicina, la ciencia y preparación necesarias para su ejercicio? 
¿juntamente con los varones como en nuestras universidades? 
Esto es inaceptable. Preferimos transcribig lo dicho por la Clí- 
nica de la Universidad de Halle a lo por nosotros oído en crudo 
de los estudiantes de medicina en promiscuación con sus cole-. 
gas las alumnas. «Con las mujeres estudiantes en vez de la no- 
ble emulación ha entrado en la Clínica el cinismo. Aquí son mo- 
neda corriente los chistes más groseros y ofensivos a los pro- 
fesores, a los alumnos y a los mismos pacientes. Aquí es donde 
la emancipación de la mujer es una verdadera calamidad y un 
conflicto con la moralidad pública. Exigimos la exclusión de 
las mujeres de la enseñanza que se da en la clínica.» La hos- 
tilidad de los hombres contra las. mujeres médicas, la misma 
desconfianza de las mujeres en la ciencia de las doctoras de su 
sexo, los peligros de las visitas diurnas y nocturnas a las casas 
de los enfermos y otra multitud de consideraciones a cuya ex- 
posición se resiste el pudor, parecen aconsejar la limitación del 
ejercicio de la medicina por la mujer, a las personas de su sexo 
y a niños pequeños. | | 

Sobre el ejercicio de la cirugía, he aquí cómo se expresa | 
Concepción Arenal: «Como operadoras tal vez no se distingui- 
rían; la mujer tiene un santo horror a la sangre, ¿para qué 
vencerle? Dejemos a los hombres las operaciones cruentas, úti- 
les solo cuando están hechas por manos muy hábiles y cuya 
omisión no sería una gran pérdida para la humanidad.» Fran- 
camente nos parece repulsivo contemplar una mujer revestida - 
de blanco y fenicado delantal con los brazos remangados y ma- | 
nejando el bisturí con que ha de abrir ancha brecha en la pleura 
o cortar en carne viva sin impresionarle los lamentos del en- * 
fermo, fría y estoica como la muerte. No nos explicamos la po- 
sibilidad de compaginar esos actos con la sensibilidad exquisita 
de la mujer y con sus delicados sentimientos. E: 

1515. El derecho de la mujer a recibir el título de abogada, * 
después de haber efectuado los estudios correspondientes, fué: 
reconocido en Rumania el año 1891, en Noruega en 1895, en * 
Suecia y en el Cantón de Zurich en 1897, en Francia en 1899 * 
y mucho antes fuera de Europa, en Estados americanos como * 
Norte América, Chile, Méjico, en las Indias, Japón y Nueva+* 
Zelandia. No negamos a las mujeres en virtud de su título el: 
derecho de abrir su bufete, defender y sostener pleitos de ca- 
rácter civil, por más que en este campo de sus actividades no ha | 
cosechado hasta el presente que sepamos, grandes lauros. En-* 
tre nosotros no sabemos de ninguna ingresada en el Colegio de 
Abogados y no esperamos de ellas la formación de un colegio 
aparte. Á pesar de ser muy conforme con el parecer de Con-. 
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cepción Arenal la profesión de la abogacía por las mujeres, 
no cree conveniente para ellas el ejercicio de la judicatura ni 
siquiera en los juzgados de paz. «A la mujer que desempeñaría 
bien la función de letrado, no le daríamos el cargo de juez y no 
porque no esperáramos mucho de su rectitud y quién sabe, si 
de su firmeza, sino porque no quisiéramos provocar una lu- 


Cha continua entre su deber y su corazón ni que su nombre esté 


nunca al pie de una sentencia aflictiva.» 

1516. Pero se dirá: ¿No asume una reina todos los pode- 
res del Estado así el legislativo y ejecutivo como el judicial? 
Sí, es verdad; pero sabemos jamás ejercer los reyes entre nos- 


otros el poder judicial sino por medio de representantes o de- 


legados suyos. Los estrados de los tribunales de justicia que 
conocen de tantos escándalos, que intervienen en tantos críme- 
nes, donde se dictan sentencias de muerte, deben estar cerrados 
a Cal y canto para la mujer. 

1517. A la luz de estos principios es fácil emitir un juicio 
sobre el movimiento dirigido a la emancipación política de la 
mujer y ordenado a otorgarle la misma plenitud de derechos 


- públicos que a los hombres. Cedamos en este punto la palabra 


a un hombre insospechable de abrigar prejuicios reaccionarios 
para calificar las ideas modernas. He aquí cómo habla Blunts- 
chli: «Las mujeres fueron ante todo creadas para la familia; 
las luchas y los trabajos políticos son extraños a su vocación na- 
tural. Las dulces virtudes de la esposa y de la madre, los cui- 
dados del hogar doméstico, el sentimiento delicado y la gra- 
cla de la mujer experimentarían hondo quebranto sin adquirir 
por otra parte las virtudes y la fuerza exigidas por la vida pú- 
blica. Una nación gobernándose a sí misma, no puede prescindir 
de la energía varonil, del espíritu y del carácter del hombre. 
La debilidad y sensibilidad de la mujer corromperían el Es- 
tado.» El autor señala en seguida el peligro de «ver los parti- 
dos políticos apasionarse más y romper todos los diques. Se au- 
mentarían en detrimento del Estado las fuerzas morales past- 
vas y se debilitarían las activas, porque la mujer es mucho más 
impresionable que el hombre. El Estado puede sin duda sopor- 
tar una excepción singular como el derecho de sucesión al tro- 
no de las mujeres: circunstancias favorables y una alta civili- 
zación pueden hacerla inofensiva; una admisión general lo arrui- 
naría. «Pero si las mujeres no tienen una acción directa sobre 
el Estado, su influencia indirecta está lejos de ser desdeñada. 
Fácilmente peligrosa cuando se inspira en miras políticas, puede 
ser saludable y pura cuando está determinada por la religión y 
la moral. Las mujeres políticas célebres han sido casi siempre 
nocivas al Estado o a sus partidos. La prudencia y la astucia 
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femeninas se cambian en intrigas en el dominio político; el odio, 
la venganza, la ambición apasionada se inflaman en el corazón 
de las mujeres y se comunican a los hombres. Esto es aplicable 
no sólo a las maestras de los príncipes, sino también a las espo- 
sas y madres de familia cuyos nombres ha registrado la Histo- 
ria en sus páginas. La Historia de Roma, la revolución de 1789 
y la corte de los reyes de Francia nos ofrecen de esto muchos 
ejemplos. Pero la mujer en el hogar doméstico y moviéndose 
en la esfera de su tranquila influencia, casi siempre ignorada 
de la Historia, ha sido con frecuencia una bendición para el 
hombre de Estado. ¡Cuántas veces no habrá encontrado este 
hombre en la paz y bienestar de su hogar la compensación de 
las luchas y tormentas de su vida pública y fuerzas nuevas para 
cumplir con su deber! ¡Cuántas veces no habrá dulcificado su 
esposa su dureza y sus rigores! ¡Cuántos excesos deplorables 
no habrá economizado! Su prudente previsión sabe evitarle mu- 
chas faltas. Ella le habrá frecuentemente detenido en la pen- 
diente sobre que iba a resbalar por un vivo sentimiento de la 
moral y de la justicia o le habrá salvado por un consejo inmspi- 
rado (1).> 

A nosotros nos es imposible decir nada mejor ni más discre- 
to acerca de la emancipación política de la mujer; notaremos, 
sin embargo, que si es peligrosa la concesión de derechos po- 
líticos a la mujer, no pensamos del mismo modo cuando por la 
interposición de ciertas condiciones y mediante algunas circuns- 
tancias, se ensancha la esfera de actividad de la mujer en los 
órdenes municipal y profesional. 

1518. ¿Puede abrigar la mujer la pretensión de ser promo- 
vida al sacerdocio? Nadie ignora haber habido sacerdotisas en 
las falsas religiones de la antigúedad; en el catolicismo no quiso 
Jesucristo mujeres revestidas del carácter sacerdotal. Pudo Dios 
si hubiera placido a su voluntad santísima, elevar a las funcio- 
nes sacerdotales a su propia madre o a algunas mujeres; nada 
de esto dispuso el poder divino y la voluntad de Dios es siem- 
pre buena. La Iglesia, fiel intérprete de las enseñanzas cris- 
tianas y obsecuente a la voluntad divina, nunca otorgó a las mu- 
jeres ninguna de las facultades concernientes al sacramento del 
orden, si bien les ha concedido privilegios jurisdiccionales tan 
singulares como los de las Huelgas de Burgos o los de las aba- 
desas de Fontevaud. 

Es una pretensión contra-natural y absurda el afán de esta- 
blecer una igualdad perfecta entre el hombre y la mujer en el 
orden de la vida exterior y especialmente de la vida pública y 


(1) BLuntscHL1. Obra citada, págs. 160 y sigs. 
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política; a ello sin embargo, se tiende pertinazmente en nues- 
tros días y de ahí el haber feministas que lleguen en sus teorías 
a exageraciones inaceptables y condenadas a priori por el de- 
recho natural. Se quebranta la igualdad civil de que hemos ha- 
blado si se niega a la mujer el ejercicio de derechos privados 
- compatibles con su sexo y con los hábitos y costumbres de los 
pueblos. 


$ VI 
LA LIBERTAD CIVIL Y POLÍTICA 


1519. La Iglesia jamás se mostró enemiga de la libertad.—1520. 
La libertad humana encuentra sus naturales límites en la misma na- 
turaleza.—1521. La verdadera libertad descansa en las leyes que re- 
primen su abuso.—1522. La libertad natural, civil y política.—1523. 
Libertad civil. —1524. Casos en que se suspende esta libertad.—1525. 
La Iglesia es la protectora fiel de las libertades civiles sabiamente 
reguladas.—1526. No gozan indistintamente todos los ciudadanos de 
libertad política.—1527. Inconvenientes de esta libertad entendida en 
sentido contrario.—1528. Es sumamente difícil el gobierno de todos. 
—1529, Potestad legislativa de los ciudadanos.—1530. Libertad del 
pueblo en la elección de forma de gobierno.—1531. Beneficios que 
debe la libertad a la Iglesia. 


1519. Los liberales y semi-liberales de nuestros días se mues- 
tran singular y profundamente afectos a la libertad. Nada ha- 
bría de reprensible en este afecto si la libertad, ídolo de sus ala- 
banzas y entusiasmos fuera la verdadera libertad sostenida y 
apoyada por la recta filosofía y las infalibles enseñanzas de la 
Iglesia; no es así; su libertad es la libertad revolucionaria, fuen- 
te de desorden y origen de anarquía. La Iglesia y con ella los ca- 
tólicos sinceros jamás serán solidarios de la libertad revolucio- 
naria proclamada por esos visionarios, remedio universal de los 
males que al mundo aquejan. ¿Somos por esto enemigos de 
la libertad como gritan nuestros adversarios? ¡Nunca! «Es un 
error, enseña León XIII, creer de la Iglesia haber sido o ser en 
algún tiempo, enemiga de la humana libertad. Nadie como ella ha 
definido y declarado dogma la libertad, la ha tomado bajo su pro- 
tección y amparo y la ha salvado de las ruinas; nadie la ha librado 
como ella de los ataques de los herejes y factores de ideas nuevas, 
de los jansenistas, maniqueos, racionalistas, fatalistas, etc. (1).» 
La libertad en su más extensa acepción, es el derecho o poder de 
hacer lo que se quiere. Esta libertad es única y exclusivamente pro- 
pia de Dios, ya por ser Dios el derecho mismo, y fuente y origen 
de todos los derechos, ya por ser omnipotente su voluntad. 


(1) León XIII, Encycl. Libertas praestantissimum. 
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1520. En la misma naturaleza están encerrados los límites 
fijados al derecho y poder del hombre. «El derecho en el hom- 
bre, de una libertad absoluta e ilimitada sin trabas ni freno pa- 
ra la ejecución de cuanto se le antoje, nos arrastraría fatalmen- 
te a la negación del poder y del derecho. Luchas violentas de 
unas voluntades contra otras por la oposición de derechos contra 
derechos, traerían por efecto final e infalible el aniquilamiento 
de los derechos y de la libertad. La conservación de la libertad y 
el interés individual de cada hombre piden imperiosamente pa- 
ra la libertad encerrarla en los límites dispuestos por la ley. Sa- 
bremos por consiguiente hasta dónde se extiende la libertad del 
hombre cuando sepamos a qué ley está sometida (1).» 

1521. Las leyes ordenadas a la guía y dirección del hombre 
en su doble destino temporal y eterno, son divinas y humanas. 
Leyes divinas son: a) la ley natural en sentir de Santo Tomás 
de Aquino, participación de la ley eterna en la criatura racio- 
nal: b) las leyes divino-positivas sobreañadidas a la ley natural 
o según lo ya dicho en otra parte—núm. 1916.—el conjunto de 
mandatos o disposiciones dictados o promulgados por el mismo 
Dios o sus profetas en el Antiguo y Nuevo Testamento y dados 
a conocer o por la Escritura o por la tradición o por el magiste- 
rio infalible de la Iglesia. La revelación es el derecho divino po- 
sitivo de la Iglesia. Las leyes humanas sin entrar en detalles y 
examinadas en su generalidad, son eclesiásticas y civiles. Nun- 
ca vivió el hombre sin ley. Antes de la formación de la sociedad 
política existian leyes divinas—naturales y positivas—ordenadas 
a dirigir el hombre al fin de su destino: leyes que podía obser- 
var o quebrantar en virtud de su libre albedrío, pero no de un 
derecho o facultad moral.—núms. 3108 y sigs.— El hombre es 
libre bajo el imperio de las leyes; su libertad no consiste en ha- 
cer cuanto le place, sino precisamente en hacer cuanto no le es- 
tá prohibido por ley alguna. La verdadera libertad reposa en las 
leyes restrictivas de su abuso. «Si pudiera un ciudadano, dice 
Montesquieu, ejecutar actos prohibidos por la ley, desaparecería 
la libertad; los demás ciudadanos invocarían también este mis- 
mo poder.» Y afirma Cicerón: «Debemos, para ser libres, ser es- 
clavos de las leyes.» 

1522. Podemos distinguir con Duvoisin, tres clases de liber- 
tades: a) la libertad natural, vale decir, el derecho de practicar 
cuanto no está prohibido ni por la religión ni por la recta razón: 
b) la lsbertad csvil, es decir, la facultad moral de ejecutar actos 
no prohibidos ni por la razón ni por la religión ni por las leyes 
justas del Estado: c) la libertad política esto es, el derecho de 


(1) Duvo1sin. Defense de Pordre social, chap. II 


| 
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concurrir a la formación de la ley civil inmediatamente por me- 
dio del sufragio o mediatamente por medio del nombramiento 
de legisladores. A 

1523. No pensamos insistir en la libertad natural a cuya ex- 


posición hemos de consagrar íntegro un párrafo—núms. 3099 y 


sigs.—En virtud de la libertad civil existe en cada ciudadano el 

derecho de rehusar someterse a otras leyes fuera de las dictadas 
y promulgadas justa y legítimamente por el Estado para la so- 
ciedad a que incorporado está. 

1524. No negamos con esta doctrina—nos desmentirian la 
razón y la Historia—la existencia de circunstancias anormales y 
extraordinarias, de usar un gobierno, sea cualquiera la forma 
de su constitución, del derecho si así lo reclama el bien público, 
de prescindir de las leyes civiles y colocarse fuera de su juris- 
dicción y alcance, perdiendo su fuerza obligatoria en los casos 
extremos de ordenarle al poder civil una ley superior hacer caso 
omiso de ellas en beneficio de la sociedad a su gobierno enco- 


- mendada. Así procedió el senado romano en su ordenación a 


» 


los cónsules encargados de la salud de la patria en los días de 
eminentes peligros, de adoptar cuantas medidas extralegales fue- 
ran necesarias. También puede el parlamento inglés suspender 
en caso de necesidad la ley del habeas corpus, uno de los ma- 
yores sostenes de la libertad civil inglesa. Habrá gobiernos abu- 
sadores de la doctrina comprendida en esta máxima: Salus po- 
puli suprema lex esto. Sea ley suprema la salud del pueblo. 
Esta máxima entendida en el sentido de estar en circunstancias 
dadas la salud social muy por encima de todas las leyes civiles, 
es innegablemente conforme con la razón y el buen sentido. 
Ningún pueblo por poco patriota, por desafecto a su libertad 
e independencia, deja de reclamar con irresistible fuerza la 
aplicación de esta máxima. 

1525. Diremos con León XIII pasando del estudio de la 
libertad civil en abstracto, al examen de las libertades civiles 
en concreto. «Nadie más que la Iglésia ha sido la protectora 


¡fiel de las libertades civiles sabiamente reguladas. Son testigos 


=Inconcusos de esta afirmación las ciudades de Italia prósperas 


en riquezas y poseedoras de un nombre respetado por sus fran- 


quicias municipales. ¿Quién fuera de la Iglesia impidió en el 
siglo 1v que cayera la civilización en una noche intelectual pro- 
funda? ¿Quién hizo, desaparecer la esclavitud, vergúenza y 


-—baldón de las naciones paganas? ¿Quién ha inculcado en los es- 


clavos la obediencia y la resignación y convirtió su condición 
en tolerable recordando a los señores la fraternidad sobrenatu- 
ral de los hombres, los deberes de justicia y humanidad y la 
estrecha cuenta que habrán de rendir a Dios de su cumplimien- 
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tc tanto más severa cuanto que su propia debilidad no permi- 
tía a los esclavos resistirse en la presente vida? ¿Quién ha rea- 
lizado en los pueblos la total abolición de este sistema anor- 
mal? La lglesia declaró siempre por hoca de sus Apóstoles: 


. . , . . . r . Y ñ 
<Ya no hay ni judío ni griego ni bárbaro ni escita por ser todos 


hermanos en Cristo. ¿Quién en las sociedades civilizadas re- 
siste fuera de la Iglesia a los caprichos de la iniquidad, aparta 
la injusticia de la cabeza de los débiles y de los inocentes y se 
esfuerza por restablecer en las cosas públicas, instituciones dig- 
nas por su equidad de ser amadas por los ciudadanos (1)?» A 
quienes intentaran desmentirnos, los confundiríamos poniendo 
ante sus ojos a Norte América, tierra clásica de la libertad don- 
de un cardenal Gibbons toma en sus manos la causa de los 


obreros y persigue con perseverancia la reglamentación del ca- 


pital y el trabajo; al Africa donde presenciarán atónitos los 


trabajos del Cardenal Lavigerie y de legiones aguerridas de 
misioneros católicos para llegar a la supresión de la esclavitud 


y de la infame profesión de mercaderes de hombres. 


1526. No repugna ni a la fe ni a la razón la existencia de 


una sociedad civil dotada de libertad política, vale decir, de una 


forma de gobierno en que desempeñe legalmente el poder su-- 


premo—la soberania—un número mayor o menor de personas. 
¿Podemos empero, afirmar por ley natural en todos los miem- 
bros de la sociedad civil el incontrovertible derecho a la liber- 
tad política y el carácter inalienable e imprescriptible de este 
derecho estando obligados los gobiernos a reconocerlo y a ase- 
gurar su ejercicio ? 

1527. Plantear la cuestión en forma interrogativa es resol- 
verla. En ningún tiempo, en ninguna parte del mundo que no- 
sotros sepamos, han gozado de una libertad política así enten- 
dida los miembros de una sociedad—hombres, mujeres y ni- 
ños en el uso de la razón.—¿ Juzgaremos fundado en la natu- 


raleza un derecho ni ahora ni nunca ejercido? «Si la libertad 
política, dice Duvoisin, es un derecho natural, inajenable, im- 
prescriptible ¿por qué se le niega a las mujeres? ¿quizá con-. 


denó la naturaleza a la mitad de la especie humana a la escla- 
vitud política privándola del ejercicio de este derecho (2)?»- 


¿Será indispensable exponer los gravísimos inconvenientes para 
los pueblos de la participación en la soberanía nacional, de to- 
dos los hombres, mujeres y niños? Deben convenir con noso- 
tros los sostenedores de la soberanía política como un derecho 
inajenable e imprescriptible, en la ilegitimidad de las formas 


(1) Lreón XIII. Encycl. Libertas praestantissimum. 
(2) Duvoisin. Obra citada. 
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de gobierno donde radica la soberanía en manos de una o de 

pocas personas, en la ilegitimidad asimismo de las democracias 
en cuya soberanía no tuvieron participación las mujeres y los 
niños en el uso de la razón. Es más: según esta doctrina ni ha 
existido ni existe en el mundo ningún gobierno y lo aun más 
grave, no existirá jamás. A este abismo conduce directa o in- 
mediatamente el principio absoluto del derecho inalienable e 
imprescriptible de los ciudadanos todos a la libertad política. 

1528. El ciudadano tiene por derecho natural inajenable 
participación en el gobierno de su país; supongamos cierta esta 
proposición. ¿Es posible un gobierno desempeñado por toda la 
nación? Rousseau ha declarado en términos expresos ser con- 
tra el orden natural el gobierno de un gran número de perso- 
nas. El famoso autor del Contrato Social distingue el gobierno, 
de la soberanía y sostiene: Todos los ciudadanos poseen la so- 
beranía, pero la ejecución de las leyes, el gobierno no puede ser 
confiado sino a un pequeño número. La argumentación de 
Rousseau corre parejas por su inconsistencia, con su distinción 
entre gobierno y soberanía. El pueblo soberano,—si no ha de 
ser un soberano de mentira—debe tener todas las atribuciones 
y derechos inherentes a la soberanía, vale decir, el poder legis- 
lativo, judicial y ejecutivo. 

1529. En ninguna sociedad existe semejante régimen y no 
es razonable la pretensión de tener todos los ciudadanos el de- 
recho de concurriw personalmente o por sus representantes a 
la formación de una ley, como expresamente lo declara el ar- 
tículo 6.2 de la Declaración de los derechos del hombre si por 
tal derecho se entiende un derecho natural, inalienable, ¿IMpres- 
criptible, sagrado, según las expresiones del preámbulo de la 
referida Declaración. 

1530. Puede proclamarse legítimamente en la constitución 
de un país el derecho de concurrir personalmente o por medio 
de representantes a la formación de las leyes. Los hombres sui 
juris, vale decir, en el pleno goce de todos sus derechos, tienen 
la facultad de elegir la forma de gobierno más conveniente a 
su modo de ser y declararse o por la monarquía o por la aris- 
tocracia o por la democracia: a) cuando la sociedad civil está 
en formación, vale decir, cuando aun no ha sido constituido o 
designado el sujeto del poder público: b) cuando por una cau- 
sa cualquiera queda privada la sociedad de su soberano y libre 
de todo compromiso político con una familia o individuo. Pero 
si libremente eligen una monarquía o una aristocracia, consien- 
ten por este hecho de su elección en someterse a las leyes dic- 
tadas sin su formal consentimiento. Hemos confesado ser in- 
negable en el pueblo bajo el imperio de una de las dos condi- 
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ciones anteriores, su derecho natural a la libertad política, de- 
recho sumamente fácil de conservarse o reservarse con la elec- 
ción de la forma democrática; pero desde el momento de ha- 
berse decidido en su elección por la forma monárquica oO aris- 
tocrática, han enajenado este derecho: enajenación justa y ra- 
zonable como razonable y justa es la enajenación de todo de- 
recho cuya sucesión o traslación en beneficio de un tercero está 
por ley moral, autorizada. 

1531. Concluyamos con León XIII: «Los beneficios de la 
Iglesía en orden a la libertad humana, civil y política no nece- 
sitan de demostración. Hace diez y ocho siglos que trabaja por- 
que desaparezca de la faz de la tierra la opresión y por resta- 
blecer el reino de la justicia y de la libertad. Su ascendiente es 
tan grande en este sentido y tan reconocido que allí donde posa 
su planta—así lo confirma la experiencia—no puede subsistir 
por largo tiempo la grosería de las costumbres, sucediendo muy 
pronto a la brutalidad la dulzura y a las tinieblas de la bar- 
barie, la luz de la verdad (1).» 


S VII 


PRIVILEGIOS CIVILES 


1532. La aplicación del principio revolucionario de la igualdad ab- 
soluta de todos los ciudadanos crea el socialismo.—1533. Los católi- 
cos no pueden aceptar ese principio opuesto a las inmunidades de 
la Iglesia.—1534. Duros calificativos de los revolucionarios contra 
las desigualdades sociales.—1535. El gran triunfo de la revolución, 
se dice, fué el establecimiento de la igualdad civil y política.—1536. 
La inmunidad eclesiástica no contradice la igualdad civil.—1537. 
Igualdad material y formal.—1538. La sociedad debe defender la igual- 
dad formal, no la material injusta y dañosa.—1539. Dos clases de 
privilegios.—1540. Necesidad de dar estabilidad a las familias.—1541. 
Importancia de una aristocracia influyente en la nación.—1542. Pri- 
vilegio del foro eclesiástico.—1543. Se reprochan las inmunidades de 
la Iglesia. y no las parlamentarias.—1544. Importancia individual y 
social de la religión y de las inmunidades.—1545. Las grandes socie- 
dades y corporaciones existentes en el territorio no han de ser ajenas 
a la gobernación del Estado.—1546. Hostilidad contra estas ideas.— 
1547. El Estado moderno centralizador y democrático. 


1532. Surge también en nuestra mente por asociación de 
ideas al hablar de la igualdad civil, la cuestión de los privile- 
glos rechazados y condenados a priori por los llamados demó- 
cratas, defensores de la igualdad de derechos de todos los ciu- 
dadanos, sea cualquiera el carácter de que estén investidos y 


(1) Lszón XII. Encíclica citada. 
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la profesión a que especialmente vivan consagrados. La apli- 
cación del principio revolucionario de la igualdad absoluta de 
todos los miembros sociales, ha creado el socialismo y el co- 
munismo. 

1533. Ningún católico comparte con socialistas y comunis- 
tas esta igualdad revolucionaria ni la distribución proporcional 
ni la igualdad de bienes entre los ciudadanos ni tampoco la irres- 
ponsabilidad del poder ejercido solidariamente y en común con 
el cuerpo social. Hay empero, católicos poco recatados en ha- 
cer públicamente ostensible su desacuerdo con órdenes y cor- 
poraciones privilegiadas en el Estado, en propugnar la conve- 
niencia y necesidad de someter los ciudadanos sin excepción 
al juicio y fallo de un mismo tribunal y en sostener la declara- 
ción del derecho a los destinos públicos, de los hombres todos, 
capacitados por su preparación intelectual. Y no paran aquí sus 
críticas contra el orden social y su disentimiento con las leyes 
de los Estados; llegan a reprobar enérgicamente la conducta 
de aquellos padres que de acuerdo con la ley, no reparten de 
un modo proporcional entre sus hijos los bienes de que son po- 
seedores, sino que establecen privilegios en su división en fa- 


vor de alguno o algunos y a condenar severamente el régimen 


político que no otorga el derecho del voto para la elección de 
diputados y otros cargos sino a determinadas personas o que 
establece desigualdad entre los sufragios de los votantes. No se 
percatan los católicos sinceramente afectos a aquellas teorías, 
de ser inconciliables sus afirmaciones con las enseñanzas de la 
Iglesia, defensora fiel de las inmunidades personales de sus 
ministros y representantes como necesarias a la dignidad e in- 
dependencia de su misión en el orden religioso, del poder po- 
lítico. Ningún escritor católico, consciente y conocedor de las 
doctrinas de la Iglesia dejará de sostener ser clérigos y sacer- 
dotes, aunque puestos por ambos poderes religioso y político 


en una situación privilegiada, ciudadanos sometidos a la fuer- 


za directiva de las leyes civiles en todos los asuntos concilia- 
bles con su ministerio e inmunidad. 

1534. Los enemigos de los privilegios sociales insisten en 
sus doctrinas y afirman dogmáticamente: en épocas por fortu- 
na ya pasadas y de las cuales apenas va quedando el recuerdo 


histórico, no todos los ciudadanos eran admitidos al desempe- 


ño de los cargos y empleos públicos y en el Estado había ór- 
denes y corporaciones cuyos derechos especiales garantidos es- 
taban por las leyes civiles. Los semi-liberales califican esta des- 
igualdad de abuso del antiguo régimen; los liberales, de odio- 
sos privilegios destinados a una desaparición paulatina y los re- 
volucionarios todos, de atentados contra la igualdad natural y 
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originaria de los hombres. Inútil es cualquiera tentativa en con- 
vencer de sus errores a estos opinantes; es tarea infructuosa 
probarles ser base de esos privilegios, las costumbres, las tra- 
diciones y las necesidades de aquellos tiempos; sería el premio 
del comprometido en tal empresa un conjunto de epítetos y ca- 
lificativos de mal gusto: retrógrado, partidario del sistema feu- 
dal, defensor de la antigua servidumbre. 

1535. Gritan los semi-liberales en son de júbilo: fué un 
gran triunto de la revolución el establecimiento de la igualdad 
política, la destrucción de la aristocracia y la nivelación de to- 
das las clases sociales, pero acordándose de subsistir aun títulos 
de marqués, conde y duque, preguntan indignados: «¿a qué 
conducen estos calificativos colocados antes de los nombres? La 
indignación de los revolucionarios, escribe Benoit, sube de pun- 
to contra los lamentadores de la supresión de las corporacio- 
nes y órdenes del Estado y solicitantes del restablecimiento de 
algunos privilegios e inmunidades.» Mientras respetó Napo- 
león el gran principio de la igualdad, con él estuvo el corazón 
de Francia; en cuanto empezó a crear una nobleza en las gra- * 
das de su trono, se hizo sospechoso a los franceses.» «Los Bor- 
bones quisieron establecer mayorazgos; el pueblo se indignó al * 
verlos trabajar contra él en favor de la aristocracia. Un cuer- 
po o una orden en el Estado es el Estado en el Estado. El pue- 
blo abdica si deja formarse una nobleza; baja si tolera subirle 


encima una casta. El Estado reconoce ciudadanos más dignos, ] 
pero no castas más dignas. La nación no puede ejercer su so- 
beranía sino a condición de quedar solamente una clase. Con- 4 
cluyamos: los ciudadanos todos iguales deben estar sujetos a | 
un código uniforme (1).» A 

1536. Después de haber fijado con la precisión posible el * 


A 


concepto de igualdad civil—núms. 1490 y sigs.—huelga volver 
a desbaratar el equívoco de la palabra igualdad. Evidencia el: 
deber del Estado de conceder privilegios civiles a la Iglesia y 
el derecho de ésta a reclamarlos con título legítimo, su concep- 
to verdadero y exacto de sociedad suprema y superior al Es- 
tado; en la hipótesis de prescindir de esta base, no vemos la * 
contradicción entre la inmunidad eclesiástica y la igualdad y * 
naturaleza de la sociedad civil. En la condición social de los hom- * 
bres como individuos existe una igualdad formal, no material. * 
- 1537. Hay igualdad material cuando sea cualquiera la condi- * 
ción social en que viva el ciudadano, goza éste de los mismos dere- 
chos civiles y políticos que el más encumbrado personaje y está 
eravado con las mismas cargas y obligaciones de todos los otros + 


(1) Benorr. Les erreurs modernes, tom. IL, págs. 532-33. 


PRIVILEGIOS CIVILES 319 


miembros sociales. La igualdad formal resulta de la distribución 
de bienes y cargas sociales de acuerdo con la condición de cada 
asociado y la naturaleza de la sociedad a que está incorporado. 

1538. $Si los hombres se agrupan socialmente buscando en 
la sociedad una garantía y tutela de sus propios bienes y dere- 
chos, es natural vivir la sociedad con tal fin estatuída, ligada 
por el deber de custodiar y defender esos bienes y derechos en 
la proporción en que es participe cada asociado y a distribuir 
los cargos públicos en relación con la cantidad de bienes apor- 
tada por cada cual al estado social. No se concibe la existencia 
de una sociedad jurídica entre los hombres sin organización 
personal, o lo que es lo mismo, sin la institución de una jerar- 
quía, vale decir, de autoridades encargadas en virtud de un le- 
gítimo derecho, de presidir los negocios sociales y de imponer 
a cada asociado el cumplimiento de los deberes contraídos con 
la sociedad a que incorporado está. Se requiere además y esto 
como condición del perfeccionamiento social, la organización 


de las diversas profesiones necesarias al Estado en su prospe- 


ridad y bienestar. No todas las profesiones son iguales ni de 
la misma importancia y excelencia. Sirvámonos de un símil con 


el intento de entender mejor esta doctrina. Múltiples y distin- 


tos son los miembros del cuerpo humano; y su acción también 


distinta, está destinada a conspirar en común en beneficio del 


compuesto hombre; a parti; existen en la sociedad diversos ofi- 


cios y profesiones llamados a cooperar en provecho y utilidad 


del compuesto social; pero si los actos del cuerpo humano no 


son todos de la misma importancia—y en realidad no lo son— 
tampoco lo son los de aquellas profesiones u oficios. Es por 
consiguiente, de la más alta conveniencia asegurar a cada aso- 


clado el ejercicio de sus derechos y proveer a cada profesión 


de los elementos indispensables a su desarrollo, perfección y 


progreso; y es de justicia en la sociedad la observancia escru- 
pulosa de la igualdad formal entre los ciudadanos y no de la 


material injusta y dañosa al cuerpo moral. Injusta, porque tra- 
taría del mismo modo a los desiguales; dañosa, porque sería 
un obstáculo a la organización de la sociedad. El otorgamien- 
to de exenciones y privilegios reclamados por el bien público, 
no son opuestos a la igualdad; son de justicia; y aunque en 


nuestra época no deben concederse con facilidad, tampoco de- 


“ben ser rechazados a priori. 


1539. Encaremos la cuestión más en concreto. Hay dos cla- 


ses de privilegios e inmunidades: unos fueron creados en be- 
meficio y honra de una persona física o de una clase social. Es- 
tos privilegios—muchos en el antiguo régimen—¿son o fueron 
injustos? No atinamos con la razón de tacharlos de abusivos 


e injustos si fueron otorgados a fin de premiar especiales ser- 
vicios o importantísimos favores prestados al Estado. Digno 
es de la nación recompensar a sus grandes hombres con títulos, 
condecoraciones y hasta con excepciones en bien de sus des- 
cendientes. Otros privilegios hay cuya institución trajo origen, 
no tanto del fin de premiar servicios importantísimos, como del 
propósito de honrar y proteger todo el cuerpo social. Tampoco 
merecen estos privilegios ser tachados de abusivos por haber 
reclamado el bien público su creación a favor de personas O 
clases sociales. Tales fueron en su mayoría o por lo menos en 
su origen los privilegios e inmunidades de la España tradicio- 
nal. Ninguna persona medianamente versada en el estudio de la 
Historia puede negar esta verdad. Es cierto haber perdido entre * 
nosotros muchos de esos privilegios su razón de ser desde fines 
del siglo xv111; esto sería solamente una razón de su supresión - 
o modificación y no de una condenación de todos en principio. 
1540. Hoy mismo sería necesario restablecer algunos de los || 
privilegios injustamente abolidos. Jamás será feliz y poderosa 
una nación de no existir en ella de un modo permanente y es- | 
table el orden público; y esta permanencia y seguridad no se. 
conseguirán sino a condición de serlo también las familias, es 
decir, de haber en el Estado como elemento permanente, fa- 
milias que se vayan sucediendo de generación en generación 4 
conserven sobre los pueblos la misma influencia social y sean 
a manera de guardianes de las patrias tradiciones. Con fa-* 3 
milias estables es también estable el Estado; con familias que 
aparecen hoy y desaparecen mañana, sin tradiciones y sin arrai- | 
go en los pueblos, aseméjase la adbRiad a un mar tempestuoso 
donde se levantan olas tras olas, esto es, hombres aventureros 
que sin apego al suelo, sin raíces en el pasado, sin la experien- | 
cia hereditaria, capital de prudencia solo con los siglos acumu- 
lable, no trepidan en lanzarse a la conquista de los más eleva- 


y 


dos cargos políticos (YE de llevar a ellos ea de conquistados, Ñ 
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que fácilmente los arrastrarán a su heslo) siendo sustitui iN) 
dos por otros hombres tan osados y temerarios como ellos. La 
riqueza es la base de la posición social de las familias; inútil 
es romperse la cabeza en busca de otra; no la hay; nos lo pone 
de manifiesto la experiencia. Los bienes de fortuna son la 
fuente principal de la influencia pública. La negación de la doc= 
trina anterior equivaldría a una declaración de rebeldía con lo” 
a diario observado en todos los instantes de la vida. El Estado 
conocedor de sus derechos y ávido de la permanencia y esta= 
bilidad del orden social y público, ha de empezar por asegurar 
esa misma permanencia y estabilidad en las familias. ¿Cómo? 
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con la seguridad de un patrimonio que pase íntegro de genera- 
: ción en generación, de familia en familia. Las leyes protecto- 
“ras de estas sucesiones son de interés social y público, no de 
; un interés particular. 
E 1541. AÁ nuestro juicio no es sumamente conveniente, es ne- 
| cesaria la existencia en las grandes naciones de una aristocra- 
«cia imfluyente y poderosa encaminada a imprimir consistencia 
y seguridad al poder contra los arrebatos e inconstancia de las 
masas populares y garantizar la libertad del pueblo contra la 
tiranía de un Estado descarrilado de la justicia y del derecho. 
El poder civil ha de crear una aristocracia de estas condicio- 
nes, otorgarle derechos propios .y gravarla a la vez con obliga- 
ciones especiales. Estos privilegios necesarios a la existencia de 
una corporación social, serán de interés social, 
1542. En todos los pueblos se ha rodeado al sacerdote de 

grandes honores y muy a menudo ha disfrutado de una gran 
Independencia. Los sacerdotes católicos genuinos representan- 
tes y ministros de Jesucristo sobre la tierra y de cuya jurisdic- 
ción y magisterio no escapan ni príncipes ni reyes, los minis- 
tros de la Iglesia católica, repetimos, de esa sociedad sobrena- 
=tural y divina que ha recibido en herencia todos los pueblos y 
naciones, tienen derecho a vivir en los Estados cristianos, no 
perseguidos ni tolerados, sino honrados y privilegiados. ¿Quién 
fuera del ateo y descreído declarará abusivas leyes dictadas en 
garantía de la libertad e independencia de los ministros de la 
Iglesia y declaratorias de su exención de la jurisdicción del po- 
der civil? A nadie entre nosotros le sorprende el fuero parti- 
¿cular de los militares y su sometimiento a tribunales propios 
¿y ha de sorprendernos este mismo privilegio de los sacerdo- 
“tes? ¿Se quebranta con esto la igualdad, la verdadera igualdad 
"civil? Demuéstrelo quien se atreva a emprender esta tarea. 


11543. Se reprochan a la Iglesia las inmunidades de épocas 
en que los Estados hacían pública profesión de su fe católica; 
Ñ d los mismos airados en nuestros parlamentos al simple anun- 
cio de la posibilidad de recobrar la Iglesia sus antiguos y legí- 
timos privilegios, no tienen una palabra de reproche contra la 
“enormidad de las inmunidades parlamentarias que acuerdan a 
los diputados nacionales la exención del poder judicial aun en 
los delitos más vulgares. Todos sabemos adonde van por lo 
general a parar los platanos para el procesamiento de esos 
E ¡fortunados mortales. 

1544. El hombre como indwsduo y como agregado social ne- 
CE esita de una religión exterior y pública en la cual además de 
jerarquía, haya lugares y objetos destinados próxima oO 
remotamente al culto divino. Luego en la hipótesis de ser so- 
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cialmente hablando, necesaria la religión—núms. 2248 y sigs. 
—ha de serlo también la concesión de los privilegios imperio- 
samente reclamados por la elección y educación de sus minis- 
tros y el ejercicio honroso y eficaz de su sacerdocio. Estos pri- 
vilegios otorgados a la religión no dejan de ser justos por el 
gravamen que causen a los ciudadanos, como tampoco deja de ser | 
justo el gravamen exigido por el bién público. Ha, pues, de 
tolerarse este gravamen como se toleran otras cargas sociales. 
En este razonamiento hablamos de la religión en general, he- 
cho caso omiso del carácter sobrenatural y divino de una re- | 
ligión como la católica y hemos asentado en consecuencia ser 
en una religión meramente natural, justos y legítimos los pri- 1 
vilegios concedidos a sus funcionarios y ministros y a los lu- 
gares y cosas a su culto destinados. La Iglesia vela con un im- 
terés profundo por el fiel cumplimiento de los clérigos con sus 
deberes y corta con mano firme los abusos realizados a la som- 
bra de sus inmunidades; sabe perfectamente cuan odioso pasa. 
a ser el privilegio por el abuso y cuan fácilmente va decayendo - E 
en la estima y reverencia de los pueblos. = ¿ 

1545. ¡Cuántas veces habrán oído nuestros lectores como * 
nosotros: la nación ha de gobernarse por sí misma! ¡Sea! pero 
no se olvide no estar formada solamente por diia aisla- 
dos la sociedad civil, sino de familias, de corporaciones indus- E 
triales, mercantiles, literarias y científicas cuya acción se hará 
sentir en el Estado. Pase que tomen parte activa en la direc-2 
ción y gobierno de los negocios públicos todos los ciudadanos; 
—nosotros no pensamos de ese modo—pero ¿por qué han de 
mantenerse ajenas a la gobernación del Estado las grandes cor- | 
poraciones y sociedades con vida propia dentro del territorio 
de un pueblo o de una nación? Es sumamente racional y gran-" 
demente beneficioso acordar en materia política mayores de-- 
rechos o derechos especiales a los jefes de familia, a las socie=" 
dades públicas de reconocida honestidad. ¿Hay alguna razón 


ras, de la representación de esas grandes entidades sociales há== 
biles como nadie, sobre todo las mercantiles, para impulsar la 
grandeza económica de un Estado? ¡He aquí un privilegio, pero 
reclamado por el bien público. | 

1546. Estas ideas serán seguramente recibidas sino con hos: 
tilidad, con prevención por los sistemáticamente declarados ene- 
migos de una jerarquía social sostenida y ayudada por el Es- 
tado; seguirán mirando en los privilegios de una familia, de 
una sociedad, de una institución cualquiera un acto injusto co- 
metido con los demás ciudadanos y considerando a los asocia= 
dos como individuos aislados y completamente iguales y al Es: 
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tado como un Dios omnipotente para el cual ño hay más dere- 
chos que los suyos. Nada de esto nos ha arredrado para decir 
la verdad tal cual la sentimos. 

1547. En nuestra época no existéh personajes ni clases in- 
fluyentes con poder bastante para el sostenimiento y apoyo de 
las instituciones públicas ni para la moderación y templanza 
del poder supremo si fuera necesario. El Estado absorbió to- 
dos los poderes y en cambio quedó sometido, supeditado a los 

caprichos y veleidades de las muchedumbres. El Estado moder- 
no centralizador, lo puede todo contra los individuos aislados; 
democrático, ada puede contra las pasiones de un pueblo al- 
borotado. Unas veces se siente en la sociedad el peso abruma- 
dor del despotismo con la sucesión no interrumpida de los abu- 
sos y violencias del poder; otras, cae aplastada la tiranía en 
frente de las iras de una muchedumbre indignada e impulsada 
en sus arrebatos contra sus opresores por el furor y el odio. 
Un gobierno nacido al calor del sufragio universal, todo lo ava- 
salla y subyuga, todo lo coloca bajo sus plantas; pero cuando 
más seguro se cree, acaricia la idea de no haber poder seme- 
jante al suyo y no contempla a nadie capaz de levantarse con- 
tra su dominio y fuerza, lo derriba un tumulto nacido en un 
arrabal de la capital—así nos lo dice la historia contemporánea 
—y en su lugar se encumbra otro gobierno destinado a una 
vida efímera y a sucumbir de igual modo arrastrado por una 
conmoción popular. Y todo esto sucede como consecuencia in- 
evitable de la nivelación de todas las clases sociales, de la ins- 
titución de un derecho uniforme para todos los individuos, de 
haber pasado el Estado moderno el rasero por toda clase de 
personas y asociaciones—menos las armadas, se entiende—para 
hacerlas a todas iguales. 
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1548. Municipio: su concepto.—1549. Doble modo de concebir la 
vida municipal en sus relaciones con el Estado.—1550. Autonomía 
y dependencia de los municipios.—1551. Los municipios son cuerpos 
morales.—1552. Fundamento de la autonomía municipal. —1553. Ra- 
=zón de su dependencia.—1554. Centralización exagerada y sus fu- 
—nestos resultados.—1555. La centralización en otro sentido es también 
inaceptable.—1556. La centralización en la actual organización política. 
ñ 1548. Con la palabra municipio derivada de munus—cargo, 
“oficio, función, prerrogativa—y de capere—tomar, apoderarse 
aludiendo a los fueros de que disfrutaba—indicaban los roma- 


nos la ciudad principal y libre que se gobernaba por sus pro- 
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plas leyes y cuyos vecinos podían obtener los privilegios y go- 
zar de los derechos de la ciudadanía de Roma (1). Entre nos- 
otros significa lo mismo que ayuntamiento. Es municipio la aso- 
ciación legal de todas las personas residentes en un término mu- 
nicipal; es término municipal, el territorio a que se extiende la 
acción administrativa de un ayuntamiento (2). Ayuntamiento 
conocido también con los nombres regimiento, cabildo, conce- 
jo, municipalidad y cuerpo municipal, es el congreso o junta 
formada por el alcalde, regidores y demás individuos encarga- 
dos de la administración o gobierno económico-político del pue- 
blo. Es el municipio una sociedad natural formada por fami- 
lias contiguas habitantes en un pequeño territorio y ordenadas 
y dirigidas a la satisfacción de sus necesidades comunes y tam- 
bién al bien común, pero con subordinación al bien general de 
la sociedad civil o política. Es y se llama natural esta sociedad - 
porque espontáneamente brota del contacto de las familias con 
residencia fija en los límites de un pequeño territorio, ansio- E 
sas de satisfacer su tendencia natural, de asociarse y atender a * 
aquellas necesidades para las cuales es insuficiente la familia 
por la sencilla razón de requirirse el concurso de fuerzas más - 
numerosas. El hecho perfectamente comprobado por la His- 
toria, de hallarse establecidas municipalidades en todos los pue- 
blos y en todas las épocas, es indicio de su carácter natural. 
1549. Hay dos maneras de concebir la vida municipal en * 
sus relaciones con el Estado: a) como colectividad natural con 
vida propia o como una persona mayor en la plenitud de su 
edad con derecho indiscutible de administrar por sí misma to-= 
dos sus asuntos, disponer libremente de su fortuna y dirigirse 3 
y gobernarse por sí, pero subordinada al Estado con el fin de | 
mantener la armonía general y de prevenir los abusos de una 
independencia relativa: b) como una institución totalmente so-- 
metida al Estado. «Durante el último período absolutista, en * 
Francia especialmente, las ciudades perdieron sus derechos y * 
su independencia política. No bastó su subordinación. El rei-. 
nado absoluto llegó hasta negarles toda administración autóno-. 
ma de sus propios negocios. Esta misma tendencia fué seguida 
por la revolución que en el siglo xv111 ha trastornado a Fran- 
cia y trasformado a Europa. Se creyó entonces con agrado ser 
la comuna urbana o rural simplemente un establecimiento del 
Estado. El ciudadano absorvió al antiguo burgués y la centra- 
lización mató la vida local (3).» | 


(1) Rogue Barcia. Diccionario etimológico, tom. III 
(2) Ley de 20 de agosto de 1870. 
(3) BLuntscHir. Le droit public general, pág. 364. 
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1550. Sobre las relaciones de los municipios y provincias 
con el Estado sienta Costa-Rossetti la siguiente proposición: 
- «Los municipios y las provincias han de gozar de cierta auto- 
nomía y hallarse por otra parte en cierta dependencia del Es- 
tado.» 
1551. Es la municipalidad, un organismo moral formado 
por razón de la habitación en un mismo lugar, aunque compren- 
dido dentro de otro mayor. Hemos definido el organismo mo- 
ral «sociedad estable o cuerpo moral constituído de diversas 
partes entre sí unidas no tanto por la coacción como por un 
| principio interno de vida moral—por el consentimiento de la 
inteligencia y de la voluntad—y dotados por una parte de cier- 
ta autonomía y en posesión de su libre y propia actividad y 
sometidas por otra y armónicamente ligadas al todo.» ¿Son los 
municipios un cuerpo moral? La habitación común trae apa- 
rejada como consecuencia natural y necesaria la formación por 
las familias y las clases, de un cuerpo moral cuyos vínculos son: 
a) el consentimiento de la inteligencia y de la voluntad acerca 
de los bienes, necesidades y deseos de un interés igual para to- 
dos los habitantes: b) los deberes y derechos particulares. Es- 
¡tos deberes y derechos no destruyen la autonomía de las fami- 
lías y de las clases en la esfera propia de su libre actividad; 
pero familias y clases están firme y armónicamente incorpo- 
radas al todo como partes y subordinadas al régimen local. 
1552. Este organismo social ha de estar en posesión de cier- 
ta autonomía: a) porque el municipio y la provincia gozan de 
una vida peculiar y propia y esta vida desaparece si se le arran- 
ca gu relativa autonomía: b) porque las autoridades y jefes de 
estas sociedades son superiores en aptitud para regirlas, a los 
magistrados de la sociedad. Las autoridades locales conocen me- 
jor las necesidades y circunstancias del municipio y la provin- 
cia confiados a su dirección y ponen gran diligencia y esmero 
en atender a unas y otras por ser sumamente beneficioso para 
la sociedad en que viven y de que son parte: c) porque de la 
supresión en las sociedades locales, de toda autonomía, se si- 
| guen graves males: la excesiva restricción del derecho de igual- 
dad de los ciudadanos, en la obtención del fin de la sociedad 
civil: el alejamiento de los ciudadanos de los negocios públicos 
y el aumento del número de empleados oficiales en el desem- 


> 


peño y reemplazo del trabajo gratuito de los ciudadanos y por 


consecuencia, el agravamiento de los gastos de la administra- 
ción pública. 

é 1553. En general han las comunidades locales de depender 
del régimen de un magistrado de más elevado orden; la parte 


no puede ser independiente del todo; y también, en especial: 
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a) porque las necesidades y derechos locales han de conciliarse 
con las necesidades y derechos comunes de toda la sociedad ci- 
vil: b) porque son las comunidades locales las llamadas a la 
ejecución de las leyes generales: c) porque estas sociedades han 
de contribuir no sólo a su pública y propia prosperidad sino 
también a la de la sociedad civil de que son miembros. El po- 
der civil por su fin primordial de tutela jurídica está llamado 
a ser el guardián y defensor de los derechos de los ciudadanos 
y a impedir a la municipalidad y a la provincia menoscabarlos 
y desconocerlos. He aquí otra razón de dependencia por parte 
de estas sociedades menores. 

1554. La palabra descentralización es susceptible de dos dis- 
tintas significaciones. La centralización en sentido exagerado 
atribuye al Estado facultades que no le pertenecen y mata toda - 
iniciativa particular y social en orden a la moral y a la prospe- 
ridad pública temporal. Esta centralización hija legítima de la 
revolución francesa y de sus ideas mecánicas y atomísticas de - 
la sociedad, es inconciliable con la libertad civil de los ciuda= 
danos. Son inmensos los males causados por esta centraliza- 
ción. El árbol malo no puede producir sino frutos de maldi- 
ción; y la revolución francesa fué la fuente impura, el manan- 
tial corrompido y putrefacto de donde emanaron los más gra- ] 
ves errores sociales de la época contemporánea. La instrucción 
de los niños y de los jóvenes y la beneficencia pasaron a ser 
pura y simplemente ramas de la administración pública. El Es- 
tado dispuesto a quedar sólo como un Dios, mató todos los or- 
ganismos sociales y les arrebató los bienes destinados a su con-- 
servación y vida por medio de la desamortización eclesiástica 
y civil, causa generadora del socialismo y del pauperismo—núms. 
6214 al 6233.—; llegó a más: a declarar el matrimonio un con- 
trato civil anulable a su gusto y capricho y no un contrato natu- 
ral—núms. 5450 y sigs.—y a pensar como un Napoleón l, a ser | 
dependiente del Estado el derecho de sostener, conservar y crear 
una familia. Ese espíritu centralizador y exclusivista es un obs- 
táculo perenne al resurgimiento de iniciativas poderosas indivi- 
duales a cuyo impulso se deben obras sociales de la magnitud de 
las que cobran calor y vida en Norte América, libre hasta hoy 
de la nefasta influencia de ese monstruo centralizador y en ab-= 
soluto absorbente. | Y 

1555. La centralización en otro sentido significa la exclusiva 
ingerencia del poder civil en la marcha y dirección de las socie= 
dades parciales—municipios y provincias—hasta el punto de 
arrebatarles toda autonomía. Esta centralización es contraria ' 
a la libertad política y administrativa e indiscutiblemente tam- 
bién a la libertad civil. La centralización en el primer sentido. 


y 
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está en evidente oposición con los derechos naturales de los in- 
dividuos, de la familia y de las demás sociedades, porque con 
la erección del Estado en dueño absoluto sin ninguna limita- 
ción, marchamos viento en popa y a toda vela, fatal y lógica- 
mente al socialismo; es inaceptable también tal concentración 
en el segundo sentido. Mientras no se reintegre a las munici- 
palidades en la posesión de una justa autonomía y se les per- 
mita la administración libre de sus propios intereses, en vano 
se intentará el resurgimiento de la vida pública. El municipio 
es en todos los países el más importante de los intermediarios 
entre la vida privada y la vida pública; es la principal escuela 
del self-government. Este no se establecerá jamás en virtud de 
teorías constitucionales y de decretos a priori, sino por institu- 
ciones que llegan a ser órganos y centros vivientes. De Gerar- 
do decía con sobrada razón a nuestro juicio a Benjamín Cons- 
tant: «Se teme al llamado espíritu de localidad. También noso- 
tros tenemos nuestros temores; tememos lo vago e indefinido 
en fuerza de su generalidad, Los lazos particulares favorecen 
el lazo general en lugar de debilitarlo. En la gradación de sen- 
timientos y de ideas damos primero con la familia, después con 


la ciudad o municipio, más tarde con la provincia y por último 


s 


con el Estado. Quitad los intermediarios y en vez de acortar 
la cadena, la habréis destruído. Multiplicad los lazos que unen 
a los hombres, personificad la patria sobre todos los puntos 
en vuestras instituciones del mismo modo que en fieles es- 
pejos.» 

1556. Concluímos ser inaceptable la centralización como 
opuesta a la legítima autonomía de los municipios y de las pro- 
vincias. Sin embargo, por el imperio de la actual organización 
política de los pueblos parece necesaria la centralización a fin 


de cortar y corregir los abusos que de esa organización se de- 


rivan. Hoy es nula o casi nula la intervención de los antiguos 
organismos corporativos en la administración municipal y pro- 
vincial y existe además por el triunfo de la democracia indi- 


=vidualista el sufragio universal como órgano único de la re- 
presentación de las sociedades. «La centralización autoritaria, 


escribe Taine, ofrece de nuevo que nos preserva de la autono- 
mía democrática. En el estado presente de las instituciones y 


de los espíritus, el primer régimen de centralización aunque 


malo en sí, es nuestro último refugio contra los males peores 


del segundo, de la autonomía democrática entregada a la fuer- 


A 


za ciega y bruta del número (1).» 


(1) Tank. Les origines de la France contemporaine. Le regimen mo- 
derne, tom. 1, pág. 400. 
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1557. Clases sociales.—1558. Hecho perenne de su existencia.—1559. 
Causas a que obedece este hecho.—1560. Su derecho propio de orga-. 
nización.—1561. Dirección y protección sociales.—1562. Leyes fijas 
de las clases sociales.—1563. Consecuencias naturales de las clases 
sociales.—1564. Peligros que entrañan.—1565. Facultades del poder 
civil sobre las clases sociales.—1566. Límites de estas facultades. 


1557. Son las clases sociales elementos importantísimos de | 
la formación de las sociedades políticas. Los hombres no se 
agrupan entre sí solo por el lugar de su habitación, sino también 
de las ocupaciones, objeto de sus energías físicas e intelectua= 
les. Son clases sociales las diversas agrupaciones de hombres 
que por ser de la misma profesión, industria, oficio o posi- 
ción social, van en sus actos, impulsados por un bien común. 

1558. La Historia nos testifica en todos los pueblos y en 
todas las épocas la existencia de estas clases, es decir, de” agru- 
paciones humanas dentro de la sociedad civil, en una u otra 
forma, dedicadas a la misma profesión y pea por el mismo 
interés. Estas agrupaciones formaron las castas en el Oriente] 
y las clases con distintos nombres en el Occidente. Y este fe 
nómeno, según se ve, no es de hoy, sino de todas las épocas! 
históricas. En nuestros días fué sustituida la antigua nobleza | 
O la aristocracia de la sangre por la aristocracia del dinero, por 
la moderna plutocracia o la clase de los grandes capitalistas; 
y en las sociedades modernas tan entusiastas y devotas del 
régimen democrático hay marcadas tendencias a la creación 
de clases privilegiadas, 3 

1559. “¿A qué es debido este hecho perenne, constante en la 
sociedad como si fuera algo-necesario? ¿Cuál es la razón o 
causa de su existencia? En la misma naturaleza del hombre 
están radicadas las causas en investigación: la división del tra- 
bajo, signo evidente de la limitación de las fuerzas del hom-' 
bre, la diversidad de sus aptitudes y su lecunda actividad. 
medida que las sociedades salen de su estado rudimentario. 
penetran con paso firme y vigoroso por las vías del progreso, 
adquieren mayor relieve las profesiones, se desarrollan, cre- 
cen y se multiplican hasta llegar a su especialización. Son estas 
profesiones uno de los elementos naturales del Estado. | 

1560. El Estado no crea estas profesiones; las supone; tie- 
ne seguramente el derecho de someterlas en vista del bien pú- 
blico a ciertas reglas generales, a su alta inspección y vigilan- 
cia, pero no es posible negarles el derecho de organizarse por 
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sí mismas, aunque sin duda alguna con subordinación al Es- 
tado, en corporaciones y de dictar sus propios estatutos y regla- 
mentos dentro de la esfera de su propia actividad, consultando 
a ss intereses y no atentando directa ni indirectamente a nin- 
guno de los derechos y atribuciones pertenecientes a la socie- 
dad civil perfecta llamada Estado. Las clases que bien pudiéra- 
mos denominar profesionales, nacen de un hecho económico 
natural; por esto repetimos, se las encuentra en todas las so- 
ciedades civiles. Este hecho económico natural descansa en la 
diversidad de medios de subsistencia, oficio, profesión, pro- 
piedad. 

1561. De la cooperación requisita en la obtención de los fi- 
nes sociales y políticos nace la necesidad imperiosa de una di- 
rección y protección sociales y de aquí el origen de otras cate- 
gorías sociales estables, permanentes y dotadas de derechos y 
privilegios en relación con sus funciones. Esta dirección ha sido 
ejercida por las personas capaces de imponerse a las otras por 
su inteligencia, prestigio y audacia, es decir, por su superiorl- 
dad. Las sociedades democráticas no se ven libres de esta im- 
posición de la naturaleza. Entre la democracia y las otras for- 


“mas de gobierno hay la siguiente diferencia: en aquélla la di- 


rección de los asuntos sociales y principalmente de los políticos 
cae en manos de los más audaces, no de los más competentes 
y mejores. Así nació en las otras formas-la antigua aristocracia 
como institución o clase social política, 

1562. Las clases sociales obedecen en su desenvolvimiento 
a leyes fijas de las cuales son las principales las siguientes: 
a) la ley de permanencia, es decir, el hecho confirmado a tra- 
vés de la Historia, de la existencia de clases sociales nacidas 
natural y espontáneamente de la diferencia de aptitudes y ca- 
lidades del hombre. No se escapan de la acción efectiva de esta 
ley las sociedades eminentemente democráticas e igualitarias co- 


mo los Estados Unidos de la América del Norte donde al lado 


de las clases obreras y proletarias surgen grandes capitalistas, 
sustitutos de los antiguos nobles o aristócratas: b) la dsversift- 
cación que separa a los individuos de distinta tendencia, incli- 
naciones y cualidades y agrupa entre sí a cuantos se asemejan 
y forman una clase particular: c) la resistencia y organización 
que descansan sobre la comunidad de intereses. Esta comunidad 
es causa de la unión de los individuos de una misma clase en 
cuantas materias están relacionadas con su propio interés. Es 
sumamente provechosa y útil esta unión cuando obedece a la 
defensa y tutela de los intereses justos y legítimos de la clase 
a la cial le corresponden por su propia naturaleza y son ne- 
cesarios a la asecución del fin perseguido y a la misma socie- 
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dad; se convierte en nociva si traspasa sus naturales límites, as- 
pira a la obtención de privilegios innecesarios o directamente 
encaminados al aumento de riquezas e influencia en detrimen- 
to de otras clases y de la sociedad en general. | 

1563. La natural tendencia de los individuos de una clase + 
a su unión en defensa de los intereses comunes, los arrastra ló- 
gicamente a la organización de las clases y las coloca en con- 
diciones de realizar el fin social y de remediar con facilidad los 
males muy posibles de la lucha y división de los miembros in- 
corporados a ellas. La diversidad de clases sociales supone 
necesariamente la diversidad de fines y de medios para su con- 
secución. Las sociedades se especifican por su fin—núm. 30.— 1 
y son de distinta naturaleza las sociedades perseguidoras- de 
fines distintos entre sí. Luego no es lícito al Estado someter 
todas las clases sociales a una legislación uniforme, porque con 
ella borraría esas diferencias, las mutilaría y concluiría por ha- 
cer imposible la consecución de sus fines. Es por tanto indis- 
pensable una legislación especial en todos los países donde haya 
clases sociales con carácter familiar y propio. Ni los soñadores 
de una igualdad desmentida por la naturaleza ni la defensa de 
una legislación uniforme para todos los ciudadanos han podido 
barrer las legislaciones especiales de clases sociales tales como 
la mercantil, militar y otras. 

1564. Dos serios peligros presentan las clases sociales, el 
primero de los cuales radica en la tendencia de esas clases al 
exclusivismo, es decir, a la no admisión en ellas, de ninguno 
que no hubiera nacido en su seno; de este modo pasan las cla- 
ses a convertirse en castas con perjuicio y evidente daño suyo, 
porque desprovistas de sangre nueva que con su entrada hubie- 
ran aportado e infundido hombres aptos e idóneos, llegan a 
languidecer víctimas de una anemia física y moral; consiste 
el segundo peligro en el olvido muchas veces por individuos 
incorporados a las clases sociales, de los intereses generales y 
comunes de la sociedad y de las otras clases sociales a cuyas ex- 
pensas se enriquecen y adquieren una preponderancia sólo orde- 
nada a sus intereses particulares. El primero de los peligros 
señalado tiende a privar la sociedad de un órgano necesario a 
su vida; el segundo por el exceso de su vida y preponderancia 
exagerada, debilita la vida y la fuerza de otros órganos con 
perjuicio evidente del cuerpo social, 

1565. Toca al poder civil defender la existencia de las cla- 
ses sociales, garantizar la actuación de sus derechos, moderarlas 
y fomentarlas sobre todo si son necesarias al progreso y bien- 
estar de la sociedad, evitar la preponderancia nociva y exage- 
rada de unas sobre otras, prevenir las luchas y antagonismos 
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sociales entre ellas y mantener en todas un armónico equilibrio 


- cuya consecuencia inmediata sea el bien común. La: llamada lu- 


cha de clases se sostiene por el afán inmoderado de suplantar 
las unas a las otras, por la desigualdad entre ellas existente y 
por el ansia de reivindicar derechos. Son ejemplo de esta lucha, 


en Roma, los plebeyos y patricios; en Grecia, los agricultores y 


los eupatridas; en la Edad Media, el estado llano, los campesinos 
y los señores. En nuestros días la clase obrera lucha cada día 
con el mayor tesón en pro del mejoramiento de sus condicio- 
nes y funda sociedades de resistencia; y a fe que lo están con- 
siguiendo. Los obreros del campo empiezan a levantar sindica- 
tos y crear cooperativas a fin de no ser víctimas de la usura y 
rapiña de avaros que nunca faltan. La clase media no ha des- 
plegado aún las potentes iniciativas de que es' capaz, quizá por- 
que hasta hoy se contenta con una participación algo indirecta 
de derechos políticos. Lso obreros de la inteligencia sin inde- 
pendencia económica en su mayoría también aspiran a sumar 
sus esfuerzos en la consecución de la protección del Estado. 
Corresponde al poder civil sobre las clases sociales: a) dictar 
las leyes necesarias en garantía de los derechos legítimos y de 


los intereses de cada clase social e inspirar sus disposiciones en 


la naturaleza especial de aquellas clases y no en un espífitu 


igualador y absurdo: b) promover su organización mediante le- 
yes convenientes: c) prevenir los peligros sociales ante el ex- 


clusivismo de alguna clase asaz ambiciosa y ansiosa de conver- 
tirse en casta o de adquirir suficiente preponderancia para 


“romper la armonía actual u obstaculizar el bien general. Es de- 


ber del Estado cortar los abusos con la aplicación a la práctica, 
de medios oportunos: d) fomentar el desarrollo de las clases 
por exigencias de las necesidades generales y el bien común. 
1566. No son ilimitadas las facultades del Estado sobre las 
clases sociales. La misma naturaleza de las clases limita las atri- 


—buciones del poder civil dentro de las atribuciones señaladas. 


No debe el poder civil legislar para cada clase independiente- 
mente de las otras, sino en las materias constitutivas de la espe- 
cificación de cada una de ellas, pero siempre con la vista fija 
en el bien común ni tampoco organizarlas directamente; su ac- 
ción se concreta a promoverlas y favorecer su organización. 
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TERRITORIO Y PATRIA 


1567. Territorio.—1568. Primer error sobre el territorio: la tierra 
para el pueblo.—1569. Segundo error: confusión del derecho público 
con el privado.—1570. En una patria hay territorio, tradición y voca= 
ción.—1571. El culto a la patria consagrado por Dios.—1572. Razón 
de no haber ordenado directamente Jesucristo en el Evangelio el 
amor a la patria.—1573. El patriotismo, parte de la virtud de la pie- 
dad.—1574, Límites del patriotismo.—1575. Patriotismo de ateos y ma- * 
terialistas.—1576. Una observación contra el patriotismo de los católicos. - 


1567. Para la perfecta constitución del cuerpo político se 
requiere un elemento material, un territorio determinado. Mien- + 
tras los pueblos semejantes a ríos sin ribera caminan vagabun- 
dos a través del espacio, sin inmovilización en sus hogares y 
sin raigambre en el suelo bañado con su sudor y frecuente- 
mente regado con su sangre, no adquieren la plenitud de orga- 
nización social a que les es dado aspirar. Se trata aquí de una 
obra de gran aliento, de un trabajo de labor continua y per-. 
severante a la cual colaboran como factores importantes la na- 
turaleza y la Historia. | 

1568. Acerca de esta materia se ha sostenido un doble error: + 
el primero está formulado así por Henri Georges: la tierra para 
el pueblo: The land to the people. Esta fórmula es equívoca. 
La doctrina sostenedora de pertenecer la propiedad de un te- 
rritorio—dominio directo—a la colectividad y a los particula- - 
res el usufructo—dominio útil—por concesión de la colectivi- 
dad, es falsa y peligrosa. Pudiera ser verdadera esta fórmula - 
entendida en un sentido recto, es decir, en la hipótesis de no ser 
posible sin grave ofensa de la justicia a los miembros de un - 
pueblo, arrebatarles la mayor parte del territorio en el que ha- 
bían fijado su residencia para entregarla en masa a otra na- 
ción; tal sucedió en Irlanda bajo el odioso yugo inglés. | 

1569. Nace el segundo error, de la confusión del derecho - 
público, con el derecho privado, de la falta de distinción entre 
el derecho de jurisdicción y el derecho de propiedad o de con- * 
fundir el poder jurisdiccional con la propiedad, declarando a 
los príncipes propietarios de los bienes y casi también de las 
personas de sus súbditos—núms. 318 y sigs., 578 y sigs.—El - 
viejo absolutismo real cuyo legítimo sucesor, mas con agravan- | 
tes, es el joven absolutismo democrático en marcha rápida al - 
absolutismo socialista, gusta mucho de esta teoría familiar a: 
los legistas. He aquí cómo se expresa Luis XIV en sus Instruc- 
ciones al Delfin: «Los reyes son señores absolutos y tienen 
naturalmente a su disposición de una manera amplia todos los 
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- bienes que poseen los individuos de la Iglesia lo mismo que los 


seglares para gastarlos en todo tiempo como sabios ecónomos 


(1). Más de una vez se registra en la Historia un retroceso 
a. los tiempos paganos igual al de este déspota. 


1570. No es difícil comprender lo que es patria y lo mucho 
que le debemos. En la patria hay tres cosas que nos atan a ella 
con lazos tan íntimos y fuertes como nuestra propia vida: un 


territorio, una tradición y una vocación. Hay un territorio sur- 


cado por el arado, regado con el sudor fecundo del trabajo de 
nuestros padres y de nosotros mismos, delineado por la acción 
de la espada, donde se mece la cuna de nuestros hijos y reposan 
las cenizas de nuestros abuelos; una tradición al través de mil 
vicisitudes forjada por los esfuerzos, las tristezas, los triunfos 
y las derrotas de innumerables generaciones y por último, una 
vocación providencial impresa con caracteres indelebles en la 


Historia. «Según el pensamiento del que fué constituido doctor 


de las naciones, escribe el Cardenal Pie, el Supremo Ordena- 


dor ha fijado la hora de cada patria, asignándole sus fronteras, 


determinado su importancia, regulado su dirección y la parte 
de acción correspondiente en la obra general (2).» «Las nacio- 


“nes son queridas de Dios y concebidas en vuestra gracia, ¡oh 
Jesucristo!» Así canta un poeta de la infortunada Polonia. «A 


cada una de ellas le habéis dado una vocación; en cada una de 
ellas vive una idea profunda que viene de Vos, que es la trama 
de sus destinos (3).» 

1571. Nosotros rendiremos a esta patria, engrandecimiento 


de la familia, protectora del hogar, nodriza de nuestra vida fí- 


sica, y moral, instrumento vivo de los designios del Altísimo, 
una especie de culto religioso. Este amor, este culto a la patria 
donde nacimos y nos hemos formado física, intelectual y mo- 
ralmente, ha sido de algún modo consagrado por Dios mismo 
en la Antigua Ley. Moisés, el gran legislador y caudillo de Israel, 
¡inculca en los judíos el afecto y estimación por sus leyes, el amor 


a. la nación y el apego al terruño de sus mayores y sobre todo el 


ansia por la posesión de la tierra prometida. Grande fué sin 


duda el patriotismo de este pueblo; enormes sus sufrimientos 


y terribles sus luchas por conservar su carácter, sus leyes, sus 
tradiciones, su religión y el suelo de su patria. El Eclesiástico 
tributa sinceros elogios a los cooperadores en el aumento y pros- 


=peridad de la nación judía (4). 


eS 
e 


5 


tom. II. 


(1) Daurmin. Memotres et instructions de Lows XIV par le Dauphin, 


(2) CARDENAL P1ikz. Oeuvres, tom. V, pág. 181. 


= (3) KrasixskiI. ['Aurore. 


(4) Eccresiasric. XLIV y sigs, 
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1572. Jesucristo no impuso directamente en su Evangelio el 
amor a la patria, porque había venido a establecer en el mundo 
una sociedad religiosa universal cuyas enseñanzas y prácticas: 
inspirasen una caridad igualmente universal en todos los hom- 
bres. El patriotismo de los paganos había sido fuente de cruel- 
- dad, semilla de odio entre los pueblos limítrofes, medio de sub- 
yugar y esclavizar a los más débiles. «En Jesucristo, dice San 
Pablo, ya no hay ni judio ni gentil, ns escita ni bárbaro; todos 
son un mismo pueblo y una misma familia (1).» Sin embargo 
derramó lágrimas el Salvador en su anuncio de las desgracias 
próximas a caer sobre su nación. Los griegos inspirados en su 
duro y fuerte patriotismo consideraron todos los extranjeros 
como bárbaros y enemigos; los romanos cegados por su orgu- 
lo, exaltados por la ambición desmesurada del engrandeci- 
miento de su patria, soñaron en erigir su capital, en capital del 
mundo y en la conversión de su sueño en realidad no titubearon 
en proclamarse tiranos y opresores del universo. Pero este pa- 
triotismo fué estimulado más que por su amor a la patria, 
por el interés personal; lo cual explica por qué empezaron a 
considerar insoportable la vida desde el momento mismo de 
dejar de ser señores y vivir sometidos a una dictadura per- 
petua. 

1573. Dios es el primer principio de nuestro ser, de nuestra 
conservación y de nuestro desenvolvimiento; después de Dios 
están nuestros padres y nuestra patria. Pertenece a la religión 
tributar culto a Dios y en un grado inferior a la piedad, vene- 
rar a los padres y a la patria. «Así como pertenece a la religión, 
escribe Santo Tomás, tributar culto a Dios, así también pero 
en un grado secundario, corresponde a la piedad tributar culto 
a los padres y a la patria. En el culto de los padres va incluído 
el de todos los consanguíneos llamados de este modo porque 
proceden de los mismos padres y en el culto de la patria va en- 
vuelto el culto de todos los ciudadanos y de todos los amigos 
de la patria (2).» 

1574. Este culto, este amor a la patria no ha de llegar ja- 
más hasta la consagración y aprobación de la teoría revolucionaria 
y anárquica, defensora de la violación de los juramentos y patro- 
cinadora de todo crimen. Pío IX condena este principio impío y 
pernicioso, afrenta del honor, enemigo de la virtud y violador de 
la justicia: «La violación del juramento más sagrado y cualquiera 
otra acción perversa y criminal repugnante a la ley eterna, no : 
solo no es censurable, sino también completamente lícita y digna 


” 


(19. Coloss. TIL, 11; 
(2) Divus Thomas. Summ. Theolog., 2.* 2,ae, quaest. CI, art. 1. 
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de los mayores aplausos si así se obra por amor a la patria (1).» 
El patriotismo, verdadera virtud, encerrado en sus justos lími- 
tes, es de suyo incompatible con la traición, la felonía, el cri- 
men y la crueldad. La patria es una madre sumamente compla- 
cida de contar con hijos virtuosos, obedientes y nobles, sus de- 
fensores y protectores, pero no con hijos manchados de hechos 
deshonrosos; está en el derecho de exigir de ellos grandes y 
costosos sacrificios, jamás el sacrificio de la conciencia y del 
honor. «Todos los deberes para con la patria están subordinados 
a los deberes para con Dios» en frase profunda de Cicerón. 

El amor a la patria encuentra sus naturales límites en nues- 
tros deberes de cristianos; y la anteposición de ese amor a ellos, 
es causa frecuente e inevitable de revoluciones y conspiraciones 
so capa de patriotismo. Tal es la enseñanza de Santo Tomás, 
grandiosa y mesurada, distinta del amor pagano y feroz de 
la patria amasada con el odio, la persecución y el pillaje, como 
lo es asimismo de aquel indiferentismo cosmopolita de los sn 
patria, sin hogar y sin terruño, incapaces de sentir la nostalgia 
del suelo en que se meció su cuna y se desarrollaron los pri- 
meros y hermosos años de su niñez, olvidados de las tradicio- 


.nes de sus mayores, despreciadores de toda Historia y ansio- 


sos de poner el mundo bajo la protección de no sabemos qué 


- vago amor humanitario. 


1575. Los demagogos franceses con Voltaire y los moder- 
nos terroristas han pretendido expresar con la palabra patrio- 
tismo un sistema desorganizador e inmoral y de una dependen- 
cia tan ridícula como imposible. Turgot nada prevenido con- 
tra,los filósotos incrédulos y muy conocedor de sus doctrinas 
“y Opiniones calificó su entusiasmo por la patria de patriotismo 
de antecámara. Voltaire fué un bajo adulador del rey de Pru- 


sia; fué inglés de corazón y de cabeza; fuélo todo menos pa- 
_triota; llamó tigres y monos a los franceses, dirigió insultos 
groseros a los más célebres personajes de la historia de Fran- 
cia y llevó su cinismo hasta el punto de poner en ridículo las 
más heroicas virtudes de la humanidad; digalo San Vicente de 
Paúl. «El patriotismo, dice el doctor Jonhson, es el último re- 


« 


“fugio de un bribón, es un sentimiento cómodo que a los ojos 


de los profanos de este nombre sagrado, los dispensa de la 


A 
e 


“moral, del honor, de las virtudes domésticas y de otros deberes 


vulgares (2).» 
1576. Sé acusa a la Iglesia y a sus hijos de falta de patrio- 


tismo y se alega por base de esta acusación, desprendernos en 
E 


$ : 

$ (1) Syllabus, prop. LXIV. 

E (2) Berciir. Diccionario de Teología. 
A 


Y 
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absoluto la religión cristiana por encaminarnos al cielo, nues- 
tra verdadera y eterna patria y separarnos de la tierra valle de 
lágrimas y de miserias, de los afectos terrenales y de nuestros 
deberes con la sociedad civil. Acusación gratuita y falsa. El ca- 
tolicismo nos enseña la imposibilidad de alcanzar el fin eterno, 
objeto de nuestras aspiraciones más profundas sin el cumpli- 
miento fiel y escrupuloso de nuestros deberes con la patria y 
la sociedad. ¿Quiénes son por experiencia los mejores patrio- 
tas, los más distinguidos hijos de la patria, los católicos anima- 
dos por su fe, su esperanza y su amor en Dios o los materia- 
listas cuya vida según ellos está circunscrita en los límites del. 
tiempo y del espacio y después de la cual solo quedará de ellos 
un montón de materia inorgánica? En los materialistas el he- 
roísmo y el sacrificio en la vida terrena, su única vida, son 
una absurdisima contradicción. 


Y E 


CAPÍTULO TIL 


i 


ORIGEN DEL PODER SOCIAL 


Ñ 


De acuerdo con la doctrina sentada en otra parte de esta obra 
—núm. 15.—la sociedad mediatamente natural tiene un fin de- 
terminado por la naturaleza, está formada de sociedades imme- 
diatamente naturales y deja al hombre mayor libertad en su com- 


_ Plicada organización. Esta definición nos indica bien a las cla- 
ras ser de esta índole la sociedad civil cuyo fin determinado está 


por la misma naturaleza. Con la negación de la fijación del fin 
de la sociedad civil por la misma naturaleza, carecería de un fin 
esencial y quedaría ligada al fin arbitrario y caprichoso señalado 


por los hombres y a los vaivenes de hechos accidentales. Deja 
la naturaleza al hombre en la constitución y organización de la 


“sociedad civil mayor libertad que en la constitución de la socie- 


dad inmediatamente natural como la doméstica en la cual per- 
fectamente definida está la forma del régimen social y designa- 
do el sujeto de la autoridad por la misma naturaleza; no así en 
la sociedad civil. 

En la sociedad doméstica está cuidadosamente señalada la di- 
versidad de sus miembros integrantes; los cónyuges, los hijos 
sometidos a su educación y los criados asociables o no a la fa- 
milia; en la sociedad civil hay una gran diversidad de miembros; 
y la organización de las clases sociales a ella incorporadas e in- 
determinada por la misma naturaleza, pende de la libertad hu- 


mana y de hechos contingentes. Los derechos y deberes de la 


sociedad conyugal y filial rechazan por su misma sencillez esa 


diversidad y multiplicidad de costumbres y leyes positivas im- 


portantes en la fijación del orden jurídico de la justicia legal. 


| 


il 


La sociedad civil se forma por impulso natural de sociedades 


domésticas inmediatamente naturales; es por esta razón cierta- 
mente natural, pero no tan inmediata y positivamente como la otra. 


Supuesta la libertad concedida por Dios a los hombres para 


constituir y fundar la sociedad civil, se pregunta: ¿cuál fué el 
Origen de la sociedad, cuál la causa eficiente del vínculo jurídico 


entre los hombres? ¿fué por ventura un pacto o contrato? El 
Origen de la sociedad civil y del poder político son dos cuestio- 


11-22 
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nes íntimamente conexas y atadas entre sí de suerte de depen- 
der indefectiblemente de la forma de dar solución a una, la so- 
lución de la otra. No hay sociedad sin poder y súbditos; ambos 
son elementos tan necesarios a la constitución del ser como lo 
son el alma y el cuerpo a la constitución del ser hombre. La mul- 
titud sin su forma intrínseca—la autoridad—no pasa de ser un 
conglomerado de personas sin unidad, sin dirección, libres e in- 
dependientes entre sí. Una autoridad sin súbditos envuelve un : 
concepto contradictorio.—núms. 76 y sigs.— 3 
El unánime consentimiento de los escritores católicos acerca 
% 
A 


de la necesidad de una sociedad jurídica entre los hombres, como 
resultado necesario de las exigencias de nuestra propia natura- 
leza, desaparece tan pronto se entra en el estudio de la causa 
próxima per se eficiente del vínculo jurídico constitutivo de la 
sociedad civil. Hay quienes entre los escolásticos enseñan ser 
origen de la sociedad civil un pacto aunque no en el sentido y 
significación del de Rousseau ni de Puffendorf—lo vimos con * 
anterioridad—; rechazan otros todo pacto o contrato expreso o 
implícito acerca de la constitución de la sociedad, pero admiten * 
cierto consentimiento por parte de los asociados y no faltan quie- 
nes rechazan pacto y consentimiento (1) por encontrar en la 
primera sociedad doméstica el origen y fundamento de la so- 
ciedad civil. 


S 1 


ERRORES ACERCA DEL ORIGEN DEL PODER CIVIL Y SU REFUTACIÓN 


1577. Error de Judas o Simón de Galilea.—1578. El poder humano 
como obra del principio malo en sentir de los gnósticos: su impug-" 
nación por los Apóstoles.—1579. Doctrina de los Santos Padres so= 
bre este punto.—1580. Errores de los wiclefistas, husitas, anabaptis- 
tas y otros.—1581. Los racionalistas despojan el poder de su valor 


La teoría del sofista de Ginegra es antinatural y sin valor moral.—" 
1584. El contrato social es históricamente falso y de imposible reali- 
zación.—1585. Los hechos cuotidianos prueban no haber jamás creís 
do el género humano en la sociedad producto de un contrato.—1586. 
Teoría galicana. 


(1) Aunque la sociedad nace como de su causa universal y remott 
de la naturaleza humana—ya queda probado—hemos de examinar ade: 
más en concreto las causas próximas de su origen. La sociedad consta 
de un elemento materia 
un elemento formal—el vínculo jurídico que une en un solo cuerpo mo- 


titud de familias en cuanto exista entre ellas un vínculo jurídico común 
por el cual se unan entre sí todos los miembros y cooperen al bien co 
mún bajo la imposición de alguna autoridad. La cuestión del origen de 
este vínculo está ligado íntimamente con el origen de la autoridad civil 
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1577. Sería más fatigosa que larga la exposición de los erro- 
res sostenidos en las diferentes épocas acerca del origen y na- 
turaleza del poder político; y sin fuerzas para esta tarea, no 
renunciamos a enunciar y refutar los más principales entre ellos. 
Defendió Judas o Simón de Galilea no ser deber del pueblo re- 
conocer otro soberano que Dios y ser el hombre por su propia 
dignidad independiente de todo hombre. Esta opinión estaba 
muy extendida entre los judíos si hemos de creer a Josefo Fla- 
vio (1). Los judíos, observan San Jerónimo y San Agustín 
(2) tomaron pretexto de este error para calumniar a Jesús 
también galileo con el intento de presentar a los romanos sos- 
pechosa de sedición su doctrina. Este y no otro fué el propósi- 
to de quienes le interrogaron sobre la licitud de pagar el tribu- 
to al César. Judas habla indudablemente del poder civil en ge- 
neral y es probable haber sido su propósito al expresarse en 
esa forma, exceptuar solamente a los judíos por razón de la 
forma particular de su gobierno—esencialmente teocrático—de 
la obediencia a un príncipe pagano y del pago del tributo o 
censo. | 
1578. Los gnósticos profesaron una doctrina semejante a 
la de Simón de Galilea. De su desprecio al poder humano y de 
su calificación de obra del principio malo o del diablo, atribuí- 
da a la magistratura civil, dedujeron espontáneamente la si- 
guiente consecuencia: luego los cristianos en virtud de la li- 
bertad traída al mundo por Jesucristo y por el predicada entre 
los hombres estaban desligados del deber de obediencia a los 
poderes seculares infieles. San Pedro refutó con gran energía 
este error escribiendo: «Reservando para los tormentos el día 
del juicio mayormente a aquellos que para satisfacer sus inmun- 
dos deseos, siguen la concupiscencia de la carne y desprecian las 
potestades, osados pagados de sí mismos que blasfemando no 
temen sembrar la herejía (3).» San Pablo impugna el mismo 
error cuando dice: «Toda persona está sujeta a las potestades 
¡superiores porque no hay potestad que no provenga de Dios y 
Dios es el que ha establecido las que hay en el mundo (4).» San 
Judas impugna el mismo error en sus epístolas canónicas (5). 

1579. Los Santos Padres y los escritores eclesiásticos de los 
primeros tiempos del cristianismo, insisten en la doctrina de 


(1) losermus Fiavius. De bello imdaico, cap. 11.—Antiquit. iudaic., 
ib, XVIII, cap. 1, 1L—4ct. V, 37. 

(2) ¡Sancrus HYERONIMUS. Comment. in epist. ad Titum.—SANCTUS 

"AUGUSTINUS. Enarratio, in psalmum. 118. 

(3) 11 Petri, 11, 10 

(4) Rom. XIII, 1. 

(5) lud. V, 8. 
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los Apóstoles, rechazan y combaten todas las blasfemias de los 
enósticos y reducen a polvo las acusaciones lanzadas contra la 
religión católica por los gentiles con el objeto de fomentar el 
odio de los poderes seculares contra la Iglesia. Pueden leerse 
en confirmación de cuanto decimos las valientes y hermosas 
apologías en defensa de la religión católica escritas por Ate- 
nágoras, San Justino, Clemente de Alejandría, Tertuliano y 
principalmente las obras de San Ireneo (1). 

1580. En época muy posterior resucitaron la misma doctri- 
na Wiclef, Juan Huss y los anabaptistas y en nuestros días al- 
gunos fanáticos socialistas, enemigos declarados de todo poder 
legítimo así en los Estados católicos como en los infieles. 

1581. Los modernos racionalistas sin negar la legitimidad 
del poder, en realidad lo despojan de su valor moral, pues el 
origen puramente humano de la potestad pública no puede ha- 
cerla muy respetable a sus ojos. Tal es la teoría de Rousseau y 
Hobbes. Estos dos filósofos, sobre todo el primero, contribu- 


yeron poderosamente a la lamentable confusión de ideas sobre: 


tan delicadas materias en los escritos de los publicistas contem- 
poráneos, dedicados al estudio del origen, naturaleza y facul- 
tades del poder civil. 

1582. Para Hobbes el poder social y político es la suma de 
los derechos individuales enajenados mediante una convención 
social por cada hombre en particular en favor de uno solo. El 
poder así constituido es monárquico, ilimitado y absoluto; su 
derecho igual a su fuerza; no existe ninguna ley superior a la 
cual deba conformar sus acciones, por ser el mismo su propia 
regla. En la teoría de Rousseau no se prescinde tan en abso- 
luto de la libertad. Todo el problema para Rousseau consiste 


en «hallar o encontrar una forma de asociación defensora y 


protectora con toda la fuerza común, de la persona y los bie- 
nes de cada asociado y en virtud de la cual uniéndose cada aso- 


ciado a todos, no obedezca sin embargo más que a sí mismo y 


quede tan libre como antes de asociarse.» El Contrato Social dió 


a Rousseau la solución de este problema. Por razón de este 


contrato pone cada asociado su persona y su propio poder bajo 


la dirección de la voluntad general, formando de este modo. 
los contratantes un ser moral colectivo a la vez Estado, sobe- 


rano y poder según el punto de vista de ser examinado ese ser 


moral colectivo. «Por sus miembros se llama Estado cuando es 
pasivo; soberano cuando es activo; poder cuando se le com- 
para a sus semejantes.» Radica, pues, la soberanía en la volun- 


A 


(1) Sanctus IRENAEUS. ÁAdversus heraes, lib. V, cap. XIV, col. 1186, | 
edit. Migne. y 


Y 


| 
| 


| 
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tad general, es decir, en la unión de las voluntades individua- 
les, de los deberes y derechos particulares. De estos anteceden- 
tes como base del contrato social no es difícil deducir las con- 
secuencias, esto es, las facultades del poder social. 

Por ser la voluntad general la representación genuina de to- 
das las voluntades individuales, es lógico querer siempre lo que- 
rido por cada uno y querer éste todo lo querido por los demás. 


De lo cual se sigue: a) no poder perjudicar la potestad pública 


a ninguno de sus miembros: b) no necesitar los súbditos de 
garantía alguna contra los abusos del poder: c) no reconocer 
la voluntad general, representación de la voluntad del pueblo, 
superior ni estar sometida a ninguna ley; es infalible y no pue- 
de obrar mal. «El pueblo, escribe Rousseau, da validez a sus 
actos sin necesitar para nada de la razón y puede destruirse a 
sí mismo; pues sí le place hacerse mal a sí mismo ¿quién pue- 
de alegar derecho para impedirselo?... d) ser rigurosamente 


obedecida la voluntad general siempre justa y siempre recta 


empleándose la fuerza contra los rebeldes.» El pacto, afirma 
Rousseau, incluye la condición tácita... de que será obligado 
por todo el pueblo social a obedecer quien se resistiera a la vo- 
luntad general; lo cual quiere decir que se le obligará a ser li- 
bre. Tal es la condición por la cual al entregarse cada ciudadano 
a su patria, le deja sin embargo, libre de toda dependencia per- 
sonal. La simple y sencilla exposición de la doctrina de Hob- 
bes y de Rousseau nos revela con toda la claridad necesaria que 
discordes en cuestiones de forma, llegan al mismo resultado 
final; ambos a dos rechazan el derecho divino y lo sustituyen 
por un derecho completamente humano; ambos a dos introdu- 
cen en la sociedad el más monstruoso despotismo, pero con di- 
ferente forma: Hobbes, el despotismo monárquico; Rousseau, 
el despotismo republicano. 

1583. La teoría del sofista de Ginebra, es funesta a la so- 
ciedad, absurda ante la razón, contraria al buen sentido y abier- 


tamente opuesta a la fe católica. Además de la impugnación 


indirecta de la doctrina rousseauniana, la cual consistirá en la 


demostración del verdadero origen del poder, indicaremos los 


principales puntos materia de la impugnación directa de la mis- 


ma doctrina: a) el estado natural del hombre es el estado so- 


cial, no el salvaje—lo hemos demostrado, núm. 1418—: b) es 
imposible reconocer ningún valor moral a un sistema filosófi- 


CO, llámese contrato social o de cualquier modo, de donde se 


arrojan la idea de Dios y su ley natural y eterna. Sin Dios no 


hay moral ni derecho ni justicia ni nada impositivo de la obe- 


diencia y respeto de unos hombres a otros. Por otra parte: si 
ese contrato social ha existido con anterioridad a todo derecho 
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y a todo deber político ¿qué principio se invoca, qué funda- 
mento se señala para la obligación de observar sus cláusulas * 
Ni Rousseau los indica ni nosotros los vislumbramos. 

1584. c) La hipótesis ideada por Rousseau, fascinadora de 
nuestros políticos y hombres de Estado y en realidad desvarío 
de una inteligencia soñadora, es históricamente falsa. ¿Dónde, 
cuándo y cómo se ha eriticado ese contrato? La respuesta: ha 
debido celebrarse, ha sido necesario para la existencia de un 
contrato de derecho, es un pobre y desgraciado subterfugio in- 
capaz de convencer a nadie. Sin contrato de hecho no existe 
contrato de ninguna clase; falta el acuerdo de dos o más vo- 
luntades sobre un objeto determinado, es decir, el constitutivo 
esencial del contrato. Pero si el contrato es necesario, la so- 
ciedad deja de ser un hecho accidenal según Rousseau y pasa 
a ser un hecho natural, es decir, impuesto por la necesidad de la 
naturaleza. El subterfugio inventado para salir de la falsedad - 
histórica de la hipótesis de Rousseau, conduce directamente a 
la negación de la misma teoría inútilmente defendida por él: 
d) el supuesto contrato es de imposible realización. Para ser - 
obligatorio a todos sin excepción, debían concurrir a la cele- 
bración del contrato y estar de acuerdo con cada una de sus 
cláusulas hombres, mujeres y niños; mas/'así y todo, este con- 
trato no subsistiría largo tiempo. Se explica la obligación de - 
una generación mediante un contrato; mas ¿con qué título esta : 
generación impondrá su observancia y cumplimiento a las ge- 
neraciones futuras, ligará voluntades extrañas a la suya y los 
atará con deberes en asuntos que no son de su exclusiva com- 
petencia? Para la justicia de este contrato sería necesaria una 
renovación en cada generación nueva. Hleyes proponia—¿se- 
riamente?—la renovación de tal contrato cada veinte años. 

1585. e) El género humano jamás ha creído la sociedad * 
civil, efecto de un contrato; así nos lo revelan con asombrosa : 
claridad los hechos. En todos los Estados imprime el crimen - 
un estigma en el culpable. Este sentimiento innato en todos los 
pueblos sería ilógico, inexplicable y sin existencia real, de ser: 
el origen de la sociedad civil un simple contrato. Los pueblos: 
obedecen en sus sentimientos a una lógica inflexible. En la su- 
puesta hipótesis de Rousseau el criminal es un individuo em- 
peñado en una guerra, desgraciada con el cuerpo social y des»: 
tinado a sucumbir. Se concibe la imposición de un castigo como. 
medida represiva o simplemente defensiva, no el estigma en 
el vencido en la: lucha con un cuerpo social nacido de un con- 
trato. La sociedad constituida en la forma rousseauniana care- 
ce del derecho de imponer la pena de muerte; no se concibe 
por absurdo un compromiso de tan fatales consecuencias. Ade- 


A id a 
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más: si le está negado al hombre disponer de su propia vida 


¿cómo le será posible trasmitir un derecho de que carece? Las 
sociedades civiles seguras de deber su existencia a un contra- 


to, jamás hubieran establecido la pena de muerte; y sin embar- 


go, no hay sociedad donde no se haya aplicado esta pena terri- 
ble. Luego las sociedades civiles recibieron—así lo creyeron— 
este formidable poder de Dios, dueño y señor de la vida, y no 


de los hombres que no lo tienen (1). En compendio: fué re- 
sultado inmediato de los esfuerzos de Rousseau hacer vacilar 


la fe en la acción de la divina Providencia acerca de la orga- 
nización y sostenimiento de las sociedades sin parar mientes su 
autor en no ser posible con la desaparición y muerte de esa fe, 
asignar base aceptable a la legitimidad de un poder cualquiera. 
En el mundo son únicamente posibles dos derechos: el derecho 
de Dios y el derecho de la fuerza. 

1586. Gloríanse los galicanos de sostener una doctrina opues- 
ta a la de Rousseau emprendiendo un camino contrario al se- 
guido por ese titulado filósofo para explicar cristianamente el 
origen del poder. En efecto: los galicanos descartando del po- 
der civil el elemento humano, afirman y defienden recibir el 
príncipe inmediata, directa y personalmente de Dios por una es- 
pecie de comunicación sobrenatural la investidura de la sobe- 


ranía. En sentir de los galicanos, el poder no solo viene de 


Dios como de su origen primero y necesario—esto es un dog- 
ma de fe—, no solo desciende de Dios a la persona del soberano; 
esta es una opinión sumamente aceptable—núms. 1649 y sigs.—, 
sino ser también divina la elección misma, pues Dios inspira a 
los electores en la emisión de sus sufragios a favor de una per- 
sona con preferencia a otra u otras; de este modo provee a los 
pueblos en la elección de soberanos, de un socorro o auxilio 
especial que les impide por decirlo así, engañarse jamás (2). 
Los escritores galicanos, principalmente los del siglo xvt1, in- 
tentaron demostrar la perfecta igualdad entre el poder religio- 
so y el poder político y hacer creer a los pueblos en el carácter 
sobrenatural no sólo del poder espiritual, sino también de la 
soberanía temporal. Esta doctrina cuyo objeto directo va en- 
caminado a suprimir la diferencia entre ambas potestades, re- 
futada fué cuando tratamos de la distinción de la Iglesia y del 
Estado—núms. 444 y sigs.—y lo será nuevamente cuando es- 
tudiemos el fin de la sociedad civil.—núms. 1786 y sigs.— 


(1) Barmes. El protestantismo comparado con el catolicismo, tom. 
III, cap. 1. 
(2) Dí Marca. De concordia sacerdotíi et imperi1, lib. 11, cap. IL. 
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1587. Es un dogma de nuestra fe proceder de Dios la potestad civil. 
—1588. Por ser la sociedad una necesidad de la naturaleza, también 
lo es el poder.—1589. Las necesidades reclaman la existencia de un 
poder público.—1590. El poder es un ser, un dominio, un derecho, 
un motor procedente de Dios.—1591. Enseñanzas de León XIII.—- 
1592. Que el poder viene de Dios es la respuesta más sencilla a la 
cuestión del origen del poder.—1593. Trascendencia inmensa del prin- 
cipio: el poder viene de Dios.—1594. Impiedad de la negación de 
este principio.—1595. Cómo viene de Dios el poder.—1596. Exposi- 
ción de esta doctrina por los Santos Padres y doctores de la Igle-. 
sia.—1597, Significación del derecho divino del poder.—1598. El ori-- 
gen del poder no está en el pecado original. 


1587. Esta proposición: el poder civil procede de Dios como 
de su principio necesario y natural, es un dogma de nuestra 
sacrosanta religión, expresamente consignado en las Santas Es-' 
crituras. «Por mí reinan los reyes y por má imperan los prin" 
cipes (1).» «Es del Señor de quien han recibido los reyes su: 
poder y dominación (2).» «El Dios del cielo te dió el reimo y el: 
imperio (3).» «Habitarás con las fieras y las bestias, comerás. ' 
heno como el buey, caerá sobre tí el rocío del cielo, se mudarán. 
sobre tí siete tempos hasta que sepas que el Altísimo domina. 
sobre el reino de los hombres y lo da a quien quiere (4).» «CN 
no hay potestad que no venga de Dios (5).» «Sometéos, pues,' 
a toda humana criatura que se halle constituida sobre vosotros. 
y esto por respeto a Dios, ya sea al rey como soberano, ya sean. 
los gobernadores como enviados de parte suya (6).» No era en: 
verdad, preciso recurrir a la revelación para conocer la eviden= 
cla de la anterior proposición; la razón puede dar hasta cierto 
punto una demostración rigurosa de ella; los Santos Padres y 
los teólogos no han dejado de inculcar y enseñar esta doctrina: 
contra los revoltosos y amantes del desorden, contra todos aque- 
llos, en una palabra, inclinados a la defensa y aplicación prác= 
tica de los errores halagadores del orgullo y espíritu de insu=- 
bordinación (7). ¿ 

ha y 


(1). Proverb. VIII, 15. 

(2) Sapient. VI. 4. 

CNO DAA ALIS: 

(4) Dan. IV, 22. 

(5) om TIT, 

(6) Petri, IT, 13. Do 

(7) TERTULLIANUS. Ad Scapul—Sancrus Aucustinus. De Civis 
tate Dei, lib. IV, V, VIL—Sancius loan. Curisost. Homil. XXI 
epist. ad Rom. "3 
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1588. Las enseñanzas de la escuela católica están de per- 


-fecto acuerdo con la recta razón. La sociedad es necesaria al 


hombre; sólo en ella puede subvenir a sus necesidades materia- 
les; sólo en ella puede desarrollar el alma sus facultades superio- 
res y perfeccionarlas—núms. 1379 y sigs.—. Lo que es una nece- 
sidad de la naturaleza es una ley de Dios; luego si la sociedad es 
una necesidad de la naturaleza, también lo será el poder que es 


una necesidad de la sociedad. Luego el poder es una ley divina. 


1589. ¿Hay algo en el argumento anterior que no sea evi- 
dente? ¿quién negará ser Dios el autor de las leyes naturales? 
Solo el ateo. Hoy nadie se atreve a poner en duda ser la socie- 
dad una ley de la naturaleza humana. El espíritu de sistema 
sólo llega o puede llegar a considerar la sociedad como un ac- 
cidente (1). La necesidad del poder en la sociedad se demues- 
tra con solo fijar la mente en el concepto mismo de la socie- 
dad y de las necesidades sociales. Es la sociedad el concurso in- 
teligente y armónico de muchos seres libres ordenados y diri- 
gidos a un bien común por el empleo de bienes también comu- 
nes; es una organización moral con unidad y orden entre sus 
elementos constitutivos; luego de necesidad ha de haber en ella 
un principio mantenedor de esta unidad y orden, un poder uni- 


=Ticador de todos sus miembros. Las necesidades sociales recla- 


man imperiosamente la existencia de un poder público encar- 
gado de velar por el bien común de los asociados. «Si es natu- 
ral al hombre, escribe Santo Tomás de Aquino, vivir en socie- 
dad, es necesario haber quien gobierne la multitud. Porque si 
se reunen muchos hombres y cada uno de ellos hace lo que 
mejor le parece, se disolverá la multitud, como ocurriría al 
cuerpo humano o de cualquier otro animal si no existiera una 
fuerza que le dirigiese velando por el bien de todos sus miem- 
bros. Por esto dice Salomón: «Allí donde no hay alguno que 
gobierne, el pueblo se dispersará (2).» A estas palabras tan 
profundas y sencillas del Angel de las Escuelas puede agregar- 
se este pensamiento del gran Belarmino: «Aunque todo el gé- 
nero humano estuviera en ello de acuerdo, no podría estable- 
cerse que no hubiera jefes ni gobierno (3).» 

1590. El mismo Santo Tomás prueba en los tres capítulos 
del opúsculo ya citado y por él dedicado al Rey de Chipre, ve- 
nir de Dios el poder. Fácil es siguiendo la argumentación del 
doctor Angélico convencerse de la certeza de esta afirmación. 
El poder es un ser y Dios es la fuente de todo ser; el poder 


(A) Cousin. Oeuvres. 1.re serie, tom. III, pág. 265. 
(2) Divus Thomas. De regimine principum, lib. 1, cap. L 
(3) BreLarmINO. Controv. de laicis., lib. ANIcap E. 
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es un dominio, un derecho, un motor moral y Dios es la fuen- 
te de todos los dominios, de todos los derechos, el motor prime- 
ro y universal; por último el poder tiende hacia un fin y Dios 
es el fin supremo y último de todas las cosas (1). 

1591. León XIIT confirma con su autoridad la doctrina de 
la Iglesia católica sobre este tema: «El hombre está natural- 
mente ordenado a vivir en comunidad política, porque no pu- 
diendo en la soledad procurarse todo aquello que la necesidad 
y el decoro de la vida corporal exige, como tampoco lo condu- 
cente a la perfección de su ingenio y de su alma, fué providen- 
cia de Dios que haya nacido dispuesto al trato y sociedad con 
sus semejantes, ya doméstica, ya civil, la cual es la única que 
puede proporcionar lo que basta a la perfección de la vida. Mas 
como quiera que ninguna sociedad puede subsistir si no hay 
quien presida a todos y mueva a cada uno con un mismo im- 
pulso eficaz y encaminado al bien común, síguese de ahí ser 
necesaria a toda sociedad de hombres una autoridad que la 


rija: autoridad que como la misma sociedad, surge y emana de 


la misma naturaleza y por lo tanto del mismo Dios que-es su 
autor—núms. 76 y sigs.—. De donde también se consigue que 
el poder público por sí mismo o esencialmente considerado no 
proviene sino de Dios, porque sólo Dios es el propio, el ver- 


dadero Señor de las cosas al cual todas necesariamente están su- 


jetas y deben obedecer y servir hasta tal punto que todos los 
que tienen derecho de mandar, de ningún otro lo reciben sino 
es de Dios, príncipe supremo y soberano de todos. «No hay 
poder si no viene de Dios (1).» 

1592. Rousseau, Hobbes y otros racionalistas con el inten- 


to—¡ insensatos !—de arrojar a Dios de la sociedad, rechazaron 


la respuesta más sencilla y racional a la cuestión del origen del 


poder del Estado. ¿Hay por ventura nada más lógico y racional 
que esta sencilla afirmación: la autoridad viene de Dios? Pero 
en su afán de rechazarla, han ido los impíos a parar en lo in- 
coherente y absurdo para recibir los mentís más decisivos y 


humillantes de la conciencia humana y de la Historia. A estos. 


pretendidos sabios les ha sucedido cosa idéntica a la de aquellos 


pobres filósofos atacados de la locura de perderse por los labe- 
rintos del panteísmo, ciegos en no ver ser desde el momento 
mismo de la negación de la existencia de un Dios personal, 
insolubles todos los problemas de la psicología y de la meta-- 


física e inexplicables la existencia de nuestros pensamientos y 
los fenómenos de la conciencia. 


(1) Divus Thomas. Lugar citado. 
(2) Lzówn XIII. Encycl. Immortale Del. 
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1593. Esta sencilla afirmación: la potestad civil viene de 


Dios, es de una trascendencia inmensa, pues por sí sola basta 


para curar las llagas más profundas en el cuerpo social produ- 


_cidas por la falta de sumisión y respeto a la autoridad del Es- 


tado. La lógica de las masas, lógica cruel si se quiere, hace rea- 


parecer el espíritu revolucionario entre los hombres tan pronto 
se niega esta máxima cristiana. Si la autoridad del Estado no 
viene de Dios, ¿con qué derecho reclama obediencia de sus 
"súbditos? El hombre siente en sí mismo su propia dignidad, 


signo característico de su grandeza; sabe y tiene razón para 
no olvidarlo nunca, no tener el hombre poder alguno sobre el 


hombre. Con la negación de traer de Dios su origen la potestad 


del Estado, de ser El quien la confiere, mandará el poder civil 
en nombre de la fuerza; pero si el hombre se resiste y desobe- 


_dece ¿quién podrá censurarle? Por el contrario: el hombre con- 
vencido de esta verdad: el poder viene de Dios, lo respeta y 


obedece porque con este respeto y obediencia no se degrada 


como aquel que dobla su rodilla ante el Dios de la fuerza bru- 
“ta, sino que realiza un acto que lo eleva y engrandece, un acto 


de piedad, un acto de religión. 
1594. La negación de este principio: la potestad civil viene 


de Dios es además de eminentemente revolucionaria, horrible- 


mente impía; supone no haber velado la Providencia sobre el 
hombre por no haber dado a la sociedad base sólida en su 


¡[Conservación y desenvolvimiento. Va más allá esta negación; 


¿supone también haber Dios impreso hondamente en nuestra 


"naturaleza el espíritu de sociabilidad y no habernos dado los 


medios de satisfacerla. Por esta razón Pío IX en la alocución 


a los obispos reunidos en Roma con motivo de la canonización 


de los mártires del Japón, reprobó enérgicamente estas im- 
pias doctrinas negadoras de la existencia de todo derecho de 


origen divino, a los defensores de la doctrina absurda de no ser 


nada la autoridad si no es del número y de la fuerza material 


¡y a los sustituidores del derecho verdadero por el derecho falso 


y mentiroso de la fuerza. 


1595. Cuando el Apóstol, los Santos Padres y doctores de 


la Iglesia dicen: el poder civil viene de Dios, no afirman no 


haber poder de príncipe o de rey que no venga de Dios; hablan 


| del poder mismo, de ese ser moral considerado en AfSteo cto: es 


decir, sin relacionarlo a sus depositarios y a las formas de go- 


| Mérno. En otros términos: el deber de los hombres de vivir en 


“sociedad según su propia naturaleza por encontrar en aquélla 
los medios necesarios a. su conservación y a su defensa contra 
la opresión, y de observar mediante ella las leyes de la equidad, 


| envuelve necesariamente el derecho de satisfacer esa inclinación 
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natural y por consiguiente de elegir y nombrar jefes mante-- 
nedores de la justicia y del orden público. Lo uno es consecuen-. 
cia de lo otro. Luego ha sido disposición de la divina Providen-. 
cia, sabia directora y ordenada gobernadora de todas las cosas, 
conceder este derecho a los hombres. Se puede afirmar con ra-. 
zón y fundamento: el poder civil en sí mismo considerado, vale 
decir, hecha abstracción de sus depositarios, viene inmediata- 
mente de Dios; en la imposibilidad empero, de desempeñar to- 
dos los miembros de la sociedad o por sí mismos o todos re-. 
unidos este poder, es lógico haberles conferido Dios para su 
primera organización social o caso de haber vacado el poder, 
por causas legítimas, de su poseedor, el derecho perfecto de 
confiar su administración a uno solo o a muchos, a un prínci-* 
pe, senado o asamblea popular. La persona o personas así desig-' 
nadas se constituyen en autoridad sobre los demás hombres, no 
como dice Rousseau, por el simple efecto de la permisión divi-" 
na sin la cual nada absolutamente acontece en el mundo, sino: 
por efecto de su voluntad bienhechora que en virtud de las leyes: 
fundamentales del orden moral, inspiró a los hombres el pensa- 
miento del poder y de atender a su conservación por medio del: 
gobierno, dándoles la inteligencia y la capacidad mental necesa 
rias para dictar leyes. o) 
1596. Los Santos Padres y los grandes teólogos exponen 
de una manera admirable esta doctrina. San Juan Crisóstomo 
en su comentario sobre estas palabras del Apóstol: No hay po=" 
testad que no venga de Dios, exclama: «¿Qué decís? ¡oh, Após- 
tol! ¿Todo principe está constituido por Dios?» Y respondien=' 
do en nombre del Apóstol, dice así: «Yo no digo eso; yo no 
hablo ahora de cada príncipe en particular, sino de la cosa: 
misma. Que haya gobiernos, que unos manden y otros obe= 
dezcan a fin de que el mundo no vaya a la ventura, dejándose. 
los pueblos empujar acá y allá como las olas del mar, esto digo 
que es la obra de la Sabiduría infinita.» Luego responde el 
santo Doctor: «No dice el Apóstol: No hay príncipe si no viene. 
de Dios; habla de la cosa misma diciendo: No hay potestad si. 
no viene de Dios. Así cuando dice el Santo: Dios es quien une. 
la mujer al hombre, habla de este modo por ser Dios quien ins-' 
tituyó la unión loryugal, no porque Dios una a cualquiera que 
tome una mujer, pues vemos a muchos que se unen mal y en 
oposición a la ley del matrimonio, lo cual debemos guardarmdl 
mucho de imputar a Dios (1).» y 
Oigamos a Belarmino: «El poder público procede ciertamen- Ñ 


(1) Sancrus loanNes Cmrysostomus. Homilia XXIII in epist. 
ad Rom. 
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“te de Dios del cual solo emanan las cosas buenas y lícitas; pero 
aquí es necesario hacer algunas observaciones. La potestad po- 
lítica considerada en general, sin descender en particular a la 
monarquía, a la aristocracia y a la democracia, dimana inme- 
diatamente de Dios, pues yendo necesariamente aneja a la na- 
turaleza humana, procede de aquel que creó la naturaleza del 
hombre. Es además esta potestad de derecho natural y no de- 
pende del consentimiento de los hombres, pues quieran o no, 
deben tener un gobierno, de no desear la ruina y muerte del 
género humano, lo cual es contrario a la inclinación de la natu- 
raleza. Es así que el derecho de la naturaleza es derecho divino; 
luego por derecho divino se ha introducido también el gobierno. 
Parece que esto propiamente quiso significar el Apstol cuando 
dijo a los romanos: Quien resiste a la potestad, resiste a la or- 
denación de Dios (1).» 

1597. El derecho divino no significa según queda explica- 
do: a) la trasmisión inmediata del poder a tal o cual persona, 
a ésta o a aquélla dinastía por Dios. Puede suceder muy bien, 
y los hechos así lo confirman, ser el poder en su esencia consi- 
derado, de Dios, adquirido al principio por medios ilegítimos: 
b) la no emanación de Dios, de todos los actos del poder para 
haber la obligación de respetarlos como tales; el poder viene de 
Dios, pero el ejercicio de la autoridad, no, porque cae bajo el 
dominio de la libertad: c) el poder civil ni es ilimitado ni mu- 
cho menos omnipotente; está encerrado dentro de los límites 
de su fin. 

1598. Entre las falsas doctrinas sostenidas en esta materia, 
hemos de colócar las de aquellos escritores empeñados en en- 
contrar el origen del poder en el pecado original. Estos autores 
consideran el poder político una especie de calamidad pública 
muy semejante a los otros males aflictivos de la humanidad. 
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1599. No hay derecho si no se origina de Dios.—1600. Los dere- 
chos del Estado se apoyan en el derecho natural, no en la revelación 
divina.—1601. Manifestación de la voluntad de Dios.—1602. Existen- 
“cia de derechos en la primera familia.—1603. Por hechos se demues- 
tra proceder de Dios nuestros derechos.—1604. Evidencia de la ex- 
—Plicación de derechos legítimos en la familia.—1605. Es pueril la ob- 
servación de no existir legislación primitiva escrita.—1606. Por un 
argumento de paridad se demuestra la existencia en el primer padre 


(1) BreLiLarMINUS. Controv. de laicis., cap. VI, lib. TIL 
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de la autoridad judicial.—1607. Extensión de la autoridad paterna. 
1608. Cuestión importantísima de la autoridad del padre de familia 
independiente de la autoridad civil.—1609. El jefe de la primera fa= 
milia debe ser reconocido juez por sus hijos.—1610. El árbitro nada 
resuelve en la primera familia.—1611. En el primer padre reside ade- 
más del poder doméstico el poder público.—1612. Sujetos diferentes: 
del poder doméstico y público en nuestros días: una excepción.- 
1613. En el primer padre no se confunden uno y otro poder. 


1599. El Estado al igual de cualquiera otra persona físice 
o moral, no puede alegar a su favor el ejercicio de derechos 
no derivados en último término de Dios. Más aún: nadie pue= 
de exigir el reconocimiento de un derecho si no demuestra pre= 
viamente su origen de Dios como de su fuente única (1). 

1600. Todos los autores están contestes en asentar no ser 
necesario para la demostración de la existencia de los derechos 
propios de una sociedad acudir a la revelación; este estudio sé 
puede emprender útil y fructuosamente con independencia de l 
doctrina revelada. Los textos de la Sagrada Escritura relacio! 
nados con la obligación de acatar los mandatos y disposiciones 
de las leyes civiles, persiguen el propósito de confirmar derechos 
preexistentes. Si el Estado no puede invocar en general paré 
el reconocimiento de sus derechos la revelación divina, no le 
queda otro medio para la investigación de sus derechos que kl 
tácita declaración de la voluntad de Dios, origen del derecho 
o lo que es lo mismo, el derecho natural. y 

1601. Así como es posible la existencia de contratos cele 
brados no de un modo expreso sino tácito, es decir, por medi 
de hechos concluyentes expresivos casi con la misma energld 
de la palabra, de la voluntad de los contratantes, asi tambiál n 
es posible—y como veremos con claridad, cierta—la existencié 
de leyes no dictadas ni de palabra ni por escrito, pero sí de 1 un 
manera tácita, es decir, manifestada también por hechos con 
cluyentes reveladores de la voluntad del legislador. Procedamo. 
a investigar cómo el Estado y sus derechos traen su origen de 
la tácita declaración de Dios. 

1602. Para explicarnos de un modo conforme a la razón € 
¿origen del género humano, nos vemos forzados a admitir un 
primera familia creada por Dios, según nos lo demuestra un 
filosofía verdaderamente | y als con los católic 0 
haber sido Adán y Eva los primeros progenitores del. géner 
humano. Nos encontramos ya en presencia de una familia, d 
una sociedad conyugal, la más sencilla de todas las sociedadé 
con sus derechos propios. Esta sociedad fiel cumplidora de l 
fines providenciales de su institución incorpora a sí un nuev 


(1) Lzówn XITI. Encycl. Immortale Dei. 
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elemento—los hijos—y crea con ellos una nueva sociedad—la 
sociedad filial y paterna—también con deberes y derechos pro- 
pios, por ser el orden condición indispensable de todo organismo 
social y no poder existir el orden sin una autoridad—el dere- 
cho de mandar—y sin la obligación de obedecer sus mandatos. 

1603. Puestos en presencia de estas sociedades y de los de- 
rechos peculiares de cada una de ellas, nos asalta la siguiente 
pregunta: ¿cuál es el origen de estos derechos? ¿qué legislador 
los ha conferido? Sin autoridad legislativa imposible nos es fi- 
jar el orden del derecho. Ese legislador no pudo serlo el hom- 
bre; ninguno existió antes de la primera familia; ni tampoco 
pudo serlo una comunidad por la misma razón. Luego debe- 
mos confesar la existencia de un legislador divino. Este divino 
legislador no nos concedió esos derechos por palabras expresas 
o de modo de sernos necesario en el conocimiento de su exis- 
tencia el recurso a la divina revelación, sino tácitamente, vale 
decir, por hechos concluyentes. Lo demostraremos. Dios obra 
racionalmente; la afirmación de lo contrario sería horrenda 
blasfemia. Dios en la creación del hombre tal cual nosotros le 
conocemos, le otorgó aquellos derechos y le impuso aquellas 
Obligaciones sin las cuales imposible le era vivir una vida conve- 
niente a su naturaleza. En la imposibilidad para el hombre de 
Conservar su vida sin ser alimentado, instruido y educado, na- 
tural es afirmar ser ineludible obligación de los padres nutrir 
a sus hijos, instruirlos y educarlos. En esta misión, en el cum- 
plimiento de las funciones a ella inherentes, necesario les es a 
los padres el ejercicio de derechos en cuya virtud puedan co- 
tregir y castigar las acciones de sus hijos malas y desordena- 
das. Luego si la naturaleza ha gravado a los padres con estos 
deberes, también los ha dotado de los derechos reclamados pa- 
ra su cumplimiento; lo uno es legítima consecuencia de lo otro. 

1604. Esta explicación de los derechos legítimos de la fa- 
milía es tan sencilla como evidente; y si se rechazara, sería ne- 
cesario rechazar también todos los derechos y obligaciones en- 
tre los hombres o recurrir en la asignación de base sólida, a 
la revelación casi completamente desconocida en las naciones 
O pueblos gentiles antes de la venida de Jesucristo. Además: en 
muestra explicación hay todo cuanto es necesario para la. exis- 
tencia de derechos: un legislador—Dios—, materia apta para 
la ley, la voluntad expresa del legislador—el reino del orden en 
la familia—y la manifestación expresa de esa voluntad en la 
naturaleza del hombre creada por el mismo legislador. 

1605. La observación de no estar escrita en ninguna parte 
esa legislación primitiva, es verdaderamente pueril. No es con- 
dición esencial de la ley ser escrita. ¿Por ventura no hubo leyes 
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entre los hombres antes de haberse llegado a descubrir el arte 
de la escritura? Pero aunque lo fuera, preguntamos: ¿en vir- 
tud de qué legislación recibió su potestad legislativa el legisla- 
dor primero de todos que dió leyes escritas? 

1606. Ilustraremos la doctrina expuesta con algunos ejem- 
plos en que la misma naturaleza nos represente con vivisi- 
mos colores la voluntad del divino legislador. Supuesta una pri- 
mera familia como origen único del género humano, hay que 
suponer también que los hijos e hijas de los primeros proge- 
nitores contrajeran entre sí matrimonio para la conservación 
y propagación de la especie. Estos matrimonios rechazados con ' 
sobrado fundamento por nuestras costumbres, fueron entonces 
necesarios, válidos y lícitos. ¿De dónde deducimos nosotros 
la legitimidad de esos matrimonios? De la misma naturaleza de 
las cosas. Dios no creó al género humano para extinguirse al 
punto, sino para conservarse y propagarse. «Creced y multipli- 
caos (1).» Quien quiere un fin, quiere necesariamente los me- 
dios a su consecución ordenados; si eran necesarios los matri- 
monios entre hermanos para la conservación de la especie hu- 
mana y lo eran en realidad, Dios quiso su celebración; luego 
fueron legítimos. 4 pari y argumentando con la misma base, 
inferimos también de la necesidad de la potestad judicial en 
los primeros padres, la consecuencia de haber Dios otorgado 
esta potestad al primer padre con bastante anterioridad al Es 
tado. Fué Adán la cabeza de la primera familia, del primer or- 
ganismo jurídico y superior a todos sus miembros, no por elec 
ción y mutuo consentimiento de la esposa y de los hijos ni tam=. 
poco, por delegación de la autoridad civil entonces inexistente, 
sino por voluntad de Dios. na 

1607. La autoridad del padre es tan extensa cual la recla- 
man las necesidades del hogar y la familia a que ha de proveer. 
Puede el padre castigar y corregir a su hijo y aplicarle la pena 
de que se hubiera hecho deudor por su conducta, pero no pue 
de maltratarle ni imponerle penas irracionales 0 injustas. Exi- 


7 


Lal en el HEbar lo mismo que a los otros miembros, » + ció 
todo lo conveniente y beneficioso a la familia y obligará a cada 
persona dentro del hogar a cumplir con los deberes que los li=" 
gan entre sí y con sus prójimos; pero no podrá imponer a sus 
hijos la elección de estado ni impedirles cuando hayan alcan-. 4 


(1) Gen. 1, 28. 
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matrimonio. En una palabra: la potestad paterna tiene su cam- 
po de acción en el buen orden de su hogar y en el bienestar de 
sus miembros. Estos derechos son propios de todos los padres. 
1608. ¿Es mayor la autoridad del padre de familia no so- 
metido al dominio de ninguna autoridad civil que la de aquel 
que vive bajo la tutela y el régimen de esta autoridad? Más 
claro: ¿es mayor la potestad de la primera cabeza de familia 
cuando aún no había pueblos ni Estados, que la de los pa- 
=dres de nuestros días? Altísima, de suma importancia es la 
cuestión planteada en las precedentes preguntas para dar 
una acertada solución a la cuestión del origen de la autoridad 
civil, 
- 1609. Examinemos la cuestión en concreto a fin de hallar 
una solución natural y lógica. El padre independiente de toda 
autoridad civil tiene varios hijos entre los cuales se cuentan An- 
tonio y Cayo. Antonio ha conseguido mediante un trabajo in- 
tenso y perseverante construir una casa bastante cómoda para 
albergar en ella mañana que se case, a su familia y considera 
como legítimamente suyo ese edificio, efecto de su asidua la- 
bor; pero su hermano Cayo protesta contra esa usurpación ale- 
gando haber él aportado todos los materiales necesarios a la 
edificación de la casa y ser injusto despojarle de lo también 
fruto de su trabajo. Se impone una solución al conflicto sur- 
gido entre ambos hermanos. ¿Quién será el juez encargado de 
dictar el fallo acerca del derecho de entrambos? Ninguno de 
ellos quiere ceder en la vindicación de sus derechos. Se empeña 
el padre en persuadirles de la conveniencia de un arreglo amis- 
toso y de la utilidad de deponer sus diferencias, mas en vano; 
uno y otro se niegan a reconocerle su juez so pretexto de ser 
el padre, cabeza de familia y sin potestad pública para resolver 
en definitiva sobre la cuestión en litigio. ¿Son ciertas y por lo 
mismo aceptables las alegaciones de los hijos contra la potestad 
del padre? Sin dubitación alguna si la discusión se agitara en 
nuestros días; uno y otro estarían obligados a recurrir al juez 
público en el caso de rehusar su sometimiento a las disposicio- 
nes por el padre dictadas. La piedad, el amor, el respeto y la 
| reverencia de los hijos a los padres los aconsejan prestar. su- 
misión y obediencia a sus disposiciones en los asuntos entre 
ellos materia de controversia, pero se trata de un consejo, no 
¿de una imposición o mandato que reclama la existencia de un 
¡Juez en el caso expuesto. ¿Quién ha de ser juez en los asuntos 
¡litigiosos surgidos entre los hijos de la primera y única fami- 
lia? Necesariamente ha de haber un juez, más ¿quién fuera del 
padre? Están, pues, los hijos obligados a reconocer en la ca- 
¡beza de familia no sólo su autoridad paterna sino también su 
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potestad judicial ordinaria para resolver, fallar e imponer el: 
cumplimiento de su sentencia a las partes litigantes. 

Hemos afirmado ser necesaria la existencia de un juez con 
potestad suficiente para obligar a los contendientes a aceptar 
su fallo; si alguien disentiera de nuestro parecer sobre la ne- 
cesidad en esas condiciones de un juez, no vemos cuando se. 
puede llegar a afirmar esta necesidad ni cuales otras razones 
se pueden invocar para la admisión en el poder público, del: 
ejercicio de la potestad judicial. Con el apoyo de esta necesidad 
se prueba no solo la existencia de la potestad judicial, sino. 
también de las otras potestades propias de una sociedad per- 
fecta. 

1610. En nada desvirtuaría la fuerza y vigor de nuestra 
argumentación la hipótesis de la elección voluntaria por Anto- 
nio y Cayo, de un árbitro encargado de dirimir la contienda, 
pues se trata de un recurso facultativo que exige por condición 
sine qua non el mutuo consentimiento de los litigantes en su 
aceptación y reconocimiento como juez—núm. 144.—; con la 
negación por una de las partes, de servirse de este medio en 
defensa de sus derechos, sólo le quedará por medio único de 
hacerlos triunfar, el recurso de la fuerza armada o la confe-. 
sión de la: necesidad de asignárseles un juez a cuyo fallo de- 
ben someterse uno y otro contra su voluntad. En el caso par- 
ticular y concreto en estudio sólo el padre será el juez. ¿Quien 
fuera de él? ¿a quién obedecerán en la cuestión entre ellos sus- 
citada? ¿A la madre?, ¿a alguno de los hermanos? | 

1611. El argumento hasta ahora desenvuelto nos lleva de la: 
mano a la siguiente conclusión: la potestad del padre de fami- 
lia independiente es mayor que la del padre de familia someti-" 
do a la autoridad de un gobierno civil. En uno y otro padre re-. 
side el poder doméstico; pero en el padre independiente he=" 
mos de reconocer además su potestad pública por serle nece- 
saria en la seguridad del buen orden de la sociedad y no a aquél A. 

1612. En la medida de la multiplicación de los individuos. 


de, la especie humana y del a regale de distintas socie= 


' 


A A 


es el so de la autoridad pública y otro el de la potestad dol : 
méstica. De esta regla debemos a al monarca del nue 


fos como su der público. 

1613. No negamos con la doctrina expuesta la diferencia 
esencial entre una y otra potestad, ni tampoco confundimos 
entre sí ambos poderes por estar reunidos en una misma per= 


LA SOCIEDAD PATRIARCAL ) 555 


“sona como no confundimos el poder temporal con el poder es- 


piritual por estar unidos por especial Providencia en la perso- 


na del Papa; afirmamos pura y sencillamente estar unidas una 


y Otra potestad en el padre independiente con esa unión llama- 
da por los autores personal; ambas se distinguen en la primera 


familia como se distinguen hoy en la persona del monarca ador- 


mado de ambas potestades. He aquí lo característico de una y 


“otra potestad. La potestad doméstica nace y muere con la fa- 


milía; la potestad pública al igual de la sociedad también pú- 
blica, está destinada a una vida indefinida. De ahí perder las 
disposiciones dictadas por el padre como jefe de la sociedad 
doméstica, su vigor y fuerza en la disolución o desaparición de 
la familia; las leyes civiles o criminales dictadas en su carác- 
ter de sujeto del poder público subsisten y perseveran mien- 
tras subsista y persevere la comunidad pública incoada o ini- 
ciada por la primera familia. Estas últimas observaciones nos 
llevan a proseguir y continuar el estudio del origen del poder 
en las evoluciones sucesivas de las sociedades perfectas y pú- 
blicas. 


S IV 
LA SOCIEDAD PATRIARCAL 


1614. Discrepancias que separan a los filósofos sobre el origen de 
la potestad civil.—1615. Opiniones acerca de la autoridad judicial 
del primer padre.—1616. La autoridad judicial del primer padre sub- 
siste en los hijos emancipados cuando su ejercicio por razón de la 
distancia e posible.—1617. Razón de la subsistenca de esta autori- 


£. dad.—1618. La naturaleza a nadie indica para juez en la primera 
familia fuera del padre.—1619. Una fortuita consociación de colonos 
%| supone perturbación en la evolución del género humano.—1620. No 


es necesario recurrir al contrato político en la explicación del origen 
de los Estados.—1621. Tampoco la fijación por los hijos de su resi- 
dencia en el territorio del padre.—1622. El origen primitivo y natural 


de la potestad política es la descendencia de los hijos y nietos de 


una estirpe común.—1623. En nuestra teoría no se confunde el po- 
der paterno con el poder público.—1624. Se arguye no haber esta- 


“blecido la Providencia el poder paterno como origen de la soberanía 


pptica. —1625. Este argumento es inadmisible. Ñ 


1614. Los hijos de la primera familia por el hecho de con- 


13 
traer matrimonio entre sí, dan origen a nuevas familias. Es 


muy conforme a nuestra naturaleza eminentemente social y a 
los afectos del corazón creados por el vínculo de la sangre, tan 
perennes y estables como nuestra propia vida, la aspiración y 
el deseo de los hijos de fijar su residencia en un territorio lo 
más próximo posible al de su padre y la subsistencia entre ellos 
y su progenitor de cierto nudo social. Nos parece racional su- 


A 


É 


doméstica la instrucción y educación de los hijos hasta formar 
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poner haber ocupado el primer padre la extensión de territo- 
rio suficiente para sostener y alimentar a su familia y haber 
procedido a la vez los hijos en el abandono de la casa paterna 
a posesionarse de la tierra necesaria para afrontar sus necesi- 
dades físicas. 

1615. Llegamos al punto de partida de las discrepancias en- 
tre los filósofos sobre el origen de la sociedad civil. Estudie- 
mos la cuestión desde un punto de vista particular y concreto. 
Antonio y Cayo ramas disgregadas del mismo tronco para ser 
a su vez tronco y principio de otras ramas litigan entre sí so- 
bre los límites de los campos que van a ocupar. ¿Aun enton- 
ces deben reconocer la autoridad del padre? Muchos autores 
opinan extinguirse la autotidad judicial del padre sobre sus 
hijos desde el momento de abandonar éstos la casa paterna re- 
conociendo tan sólo en sus progenitores cierta autoridad mo- 
ral que puede influir para ser preferido en la elección de la 
cabeza de la nueva república a alguno de sus hijos pero no, 
para no recaer la elección en cualquier otro sin lesión de los 
derechos paternos. Reconocen otros en el padre alguna prefe- 
rencia política, no precisamente por ser padre, sino por ha- 
ber fijado los hijos su residencia en su territorio. 

1616. No faltan por último, quienes aseveran con sólido 
fundamento a nuestro parecer, la subsistencia en los padres de 
su autoridad jurídica y en los hijos la obligación de recono- 
cerla, sin tener para nada en cuenta el territorio. EH xaminemos 
los fundamentos de esta última opinión. Un derecho no se ex- 
tingue sin causa racional y justa. Aquí hay ciertamente un mo- 
tivo en la extinción de la potestad paterna, no de la potestad 
judicial y pública reconocida al primer padre de familia en el 
párrafo anterior; luego no se extingue esta última potestad. 
Suponemos en nuestro raciocinio la habitación por los hijos en 
un lugar vecino o próximo al de sus padres de modo de ser 
posible el lazo de unión social entre unos y otros; de no ser un 
hecho esta suposición, de vivir los hijos en regiones sumamen- 
te apartadas, lo cual dificulta o imposibilita su comunicación 
con los autores de su vida, se extingue la autoridad pública del 
primer padre como se extingue la de aquellos Estados en of+ 
den a los súbditos ya emigrados. 

1617. Hemos dicho en nuestro caso haber motivo para n0 
subsistir la autoridad doméstica, pero no para perder el padre 
su potestad judicial. La autoridad doméstica desde el día de 
abandonar los hijos el hogar paterno por haber alcanzado la 
edad de su emancipación y ser sui turis, ya no tiene en vista Su 
fin propio, pero sí, la otra. Es uno de los fines de la sociedad 
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de ellos hombres perfectos y completos capaces de atender por 
sí mismos a las necesidades de su vida y de la familia que hu- 
bieran constituído. Es también objeto directo y propio de la 
autoridad paterna fijar y determinar el buen orden de su ho- 
gar señalando el tiempo y las horas en todas las necesidades 
de la familia, físicas, intelectuales. y morales. Todo esto huel- 
ga tratándose de hijos establecidos en su propia casa, adorna- 
dos en ella de autoridad propia y completamente separados del 
antiguo hogar. 

Obra con razón y justicia el padre en la vindicación del ejer- 
cicio de su potestad judicial sobre las nuevas familias someti- 
das a él hasta su emancipación. Luego no desaparece la potes- 
tad judicial de ese padre por la desmembración de las familias; 
persevera en bien de todos en la resolución con su autoridad 
judicial, de las cuestiones entre ellos y con su poder público se 
previene a la defensa de los ataques de un enemigo común. 
¿Qué se puede racionalmente alegar ni oponer contra este ar- 
gumento? A esta misma conclusión llegamos sin recurrir a 
aquel estado primitivo de derecho anterior a la separación. Es 
sin duda alguna necesario un juez encargado de resolver de 
un modo inapelable el litigio nacido entre los hijos y obligarlos 
a la aceptación de su fallo a fin de evitar su recurso a la fuer- 
za, es decir, a la guerra para el triunfo de un derecho. La po- 
sibilidad del nombramiento de un árbitro no define la cuestión ; 
siempre nos encontraremos con la falta de un juez que impon- 
ga mediante el ejercicio de su fuerza coactiva la aceptación y 
cumplimiento del laudo al no resignado a verse despojar de lo 

que él cree su derecho. Es siempre necesaria la existencia de un 
' juez con potestad de obligar al rebelde a respetar la sentencia. 
1618. La naturaleza a nadie indica ni determina para come- 
terle las funciones de juez fuera del padre ¿quién sino éste lo 
sería? Luego ha de ser reconocido y respetado el padre como 
Juez y ser acatadas sus disposiciones como emanadas del sujeto 
de la autoridad pública. 
| 1619. Prevenimos contra la doctrina expuesta la siguiente 
observación: un número de hombres se asocia entre sí con el 
deliberado propósito de establecer y fundar una colonia en un 
territorio hasta ese momento independiente. ¿Quién de ellos es 
el designado por la naturaleza para desempeñar el poder pú- 
blico? Ninguno ciertamente; luego han de elegir por mutuo 
consentimiento al encargado de presidirlos y gobernarlos. Es- 
tamos en presencia de una sociedad cuyo superior no fué de- 
¡signado por la'naturaleza, sino por el consentimiento común 
de los asociados. Es realmente un gravísimo defecto no haber 
en esta colonia antes de verificar la multitud por su libre elec- 


a 


Es 


currir en 1 explicación del origen de los Estados a un contra- 


a in a, 
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ción, la designación del sujeto de la autoridad, un superior, por- 
que en el Bertodo electoral pueden surgir muchas contiendas - 
peligrosas a la existencia de la misma colonia: defecto no im- | 
putable a la naturaleza sabia y pródiga en todas las cosas, sino - 
a los hombres. Esta fortuita consociación de colonos supone 
una perturbación en el tranquilo desenvolvimiento del género . 
humano, la cual aunque prevista, no entraba en los designios de 
la divina Providencia. Si en el caso que venimos exponiendo, 
es decir, si en el desenvolvimiento natural y pacífico del géne- 
ro humano la naturaleza no determina la cabeza de la sociedad, 
sería imputi;ble este defecto al autor de la misma naturaleza. 

1620. N' vemos por consiguiente ninguna necesidad de re- 


to político iniciado y consentido entre el padre, los hijos y los 
nietos en virtud del cual trasfieren la potestad política a la 
persona por ellos elegida; esto se opone a la natural dependen- 
cia de los hijos en orden a sus padres y a la desigualdad que' 
también en el orden político existe entre padres e hijos; no 
puede por tanto ser obligado el padre a someterse en las co- * 
sas políticas a uno de sus hijos quizá elegido por mayoría de * 
votos y contra el sufragio de su propio padre, superior de la * 
sociedad que se establece. ho 

1621. No nos parece necesario recurrir con el P. Tapare- 
lli a la fijación por los hijos, de su residencia en el territorio 
del padre para depender de él en el orden político: a) porque 
según lo dicho más arriba, parece muy conforme a la razón la | 
ocupación por los hijos de tierras y campos próximos a la casa | 
paterna y la edificación en ellos de sus casas. En aquellos tiem- * 
pos casi deshabitada la mayor parte del mundo, había grandes 
extensiones de tierra para ser ocupadas por el primero que en 
ellas se radicara: b) porque el hecho de fijar los hijos su re-* 
sidencia en la tierra ya ocupada por el padre, podría dar lugar” 
a una locación, condución u otra relación de derecho privado, 
pero no a una dependencia de derecho político. Si el padre do- 
nara O cediera a los hijos la tierra cuya posesión ambicionan, 
pero con la condición de aceptar y respetar en él una depen-* 
dencia política, sería formalmente este consentimiento la cau- 
sa eficiente de la dependencia política y no la locación, etc., y: 
entonces caeríamos de lleno en la opinión ya refutada del con-: 
trato político como fundamento necesario o a lo menos prima- 
rio del Estado: c) porque si por la locación y conducción es 
de algún modo explicable la dependencia política de los hijos 
“con relación a sus padres, cuando dedicados están a la agricul- 
tura, no es explicable cuando se trata de una tribu nómada so- 
bre la cual ejerce el padre o patriarca alguna autoridad polí- 
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“tica. ¿De dónde vendría al padre o patriarca tal autoridad? No 


de la elección de sus hijos, ni tampoco del cultivo de su terri- 
torio o de su donación, sino de su condición natural de padre. 

1622. El origen primitivo de la'autoridad política, afirma- 
mos en conclusión, es la descendencia de los hijos y de los nie- 
tos de una estirpe común. Si sobreviviendo el padre, el número 
de sus hijos llega a multiplicarse en forma de ser suficientes 
para constituir un Estado, será su monarca, su jefe, el padre 
o patriarca, no por elección o consentimiento de sus hijos sino 
por la gracia de Dios, es decir, por el derecho divino que le 
fué conferido como indicado por la misma naturaleza de las 
cosas para guiar a sus hijos y descendientes al bien común de 
la sociedad civil; este derecho radica en el padre o patriarca 


del mismo modo que por la gracia de Dios es 'el señor de una 


cosa el que la hizo o primero la ocupó. 

1623. Los argumentos alegados para combatir la opinión a 
cuya defensa hemos dedicado las líneas anteriores, no nos con- 
vencen; los analizaremos y expondremos brevemente. «Noso- 
tros, escribe Moulart, no podemos admitir la opinión de quie- 
nes derivan el poder civil de la autoridad paterna de la cual no 
sería más que una extensión o trasformación. Por hermosa 
que aparezca a la vista este tesis, tiene contra sí dos cosas: 
afirma y no prueba y además en vez de atender a su objeto 
consolidar la autoridad—hace vacilar todos los gobiernos, po- 
niéndolos en la imposibilidad de probar su legitimidad.» Son 
hasta ahora las palabras de Moulart simples afirmaciones ayu- 
nas de toda demostración a su favor. «Es verdad, prosigue Mou- 
larty que el tipo de la sociedad se encuentra en la familia, pero 
simples analogías no sirven para fundar derechos. Indiscuti- 
blemente no podemos confundir los derechos del poder civil 
con los del paterno; estas dos autoridades son seres morales es- 
pecificamente distintos. Para convencernos, para comprender 
la diferencia entre el orden doméstico y el orden político, es 
suficiente considerar el objeto distinto de uno y otro, la diver- 
sidad de reglas a que deben someterse, la distinción de medios 


de que uno y otro se sirven en su administración y las facul- 
- tades particulares del poder doméstico y del poder civil.»—núms. 


1475 y sigs.—Esta dificultad queda ya prevenida y resuelta— 
núm. 1613.— 
1624. «Por otra parte, continúa Moulart, la misma natura- 


leza de las cosas nos hace ver que la Providencia no ha estable- 


cido el poder paterno como origen de la soberanía política. Se- 
mejante soberanía en efecto, no podría trasmitirse ni probarse 


la legitimidad de sus títulos. Si ella fuera una simple extensión 
del poder paterno, debería seguir como éste, el orden de la ge- 
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neración y de la sangre; no tendría fuerza jurídica sino sobre 
los individuos procedentes del mismo tronco; pero las naciones 
están formadas de familias diferentes. Se comprende perfecta- 
mente el pequeño reino de un anciano, de un patriarca gober- 
nando una sociedad compuesta de dos o tres generaciones des- 
cendientes de él, pero a su muerte su autoridad desaparece con 
él. ¿Qué familia, qué individuo podría entonces en virtud del de- 
recho de la naturaleza levantarse por encima de los otros y de 
reivindicar la soberanía? ¿quién sobre todo asumiría el gobier- 
no cuando las familias se multiplicaran, se desparramaran por 
distintos países, divididas y subdivididas indefinidamente? (1).» 

1625. ¡Nosotros hemos probado la necesidad de un juez en 
la primera familia para resolver con su autoridad indiscutible 
las cuestiones surgidas o que surgieran entre sus miembros— 
núms. 1606 y sigs.—y de esta necesidad hemos inferido el de- 
recho del padre de familia a serlo; ¿quién lo sería fuera de él? 
Jamás hemos afirmado ser el poder paterno origen único de la 
soberanía; hemos sí probado, así lo creemos, ser el padre en la 
primera familia como en las otras familias aisladas, juez y en 
este caso indicado por la misma naturaleza. 

Que semejante soberanía no puede en efecto ni trasmitirse 
ni probarse la legitimidad de sus títulos, es una aseveración 
errónea como demostraremos en el párrafo siguiente—núms. 
1626 y sigs.—Nunca hemos dicho nosotros ser la soberanía una 
simple extensión del poder paterno, sino un poder completa- 
mente distinto de éste hasta el punto de sostener no extinguirse 
el poder público del padre aun extinguiéndose su poder pater- 
no—núms. 1616 y sigs.—Además nosotros sin mentar para 
nada el caso de ocupación en guerra justa, admitimos como 
origen secundario de la soberanía no solo la descendencia de 
un tronco común, sino también el libre contrato. Es un error 
la afirmación de desaparecer con el patriarca la autoridad pa- 
triarcal como lo sería sostener la desaparición en una monar- 
quía hereditaria del poder público por haber fallecido su actual 
poseedor.—núm. 1627.— 

«La opinión que nosotros combatimos, insiste Moulart, no 
encuentra apoyo ni en la Sagrada Escritura ni en la tradición 
de los Santos Padres. Santo Tomás dice haber entre el poder 
doméstico y el poder civil cierta analogía, pero al mismo tiem- 
po afirma haber entre los dos una diferencia real (2).» Supues- 
to así ¿encuentra por ventura ese apoyo la opinión de Moulart? 
Esto debiera probarlo. 


(1) MouLArtT. Obra citada, págs. 71 y 77. 
(2) Divus Thomas. De regimine principum., lib. 1, cap. l. 


EVOLUCION SOCIAL DESPUES DE LA MUBRTE DEL PATRIARCA 361 


SV 
EVOLUCIÓN SOCIAL DESPUÉS DE LA MUERTE DEL PATRIARCA 


1626. Derechos del patriarca como verdadero monarca.—1627, El 
patriarca debe dictar la ley fundamental del Estado y fijar su forma 
de gobierno.—1628. Este desenvolvimiento nos parece el intento del 
Creador.—1629. Consecuencia del quebrantamiento de la unidad so- 
cial y política.—1630. La doctrina anterior no destruye el concepto 
de nación.—1631. Diferencias psicológicas y fisiológicas entre los 
habitantes de distintas regiones.—1632. Dificultad en la determina- 
ción de estas diferencias para la formación de las distintas naciona- 
lidades.—1633. Significado etimológico de nación.—1634. La identi- 
dad de lenguaje, signo por lo general de una misma nacionalidad. 
1635, Confusión de lenguas.—1636. La identidad de lenguaje indicio 
simple y complejo de un origen común.—1637. Afinidad entre nacio- 
nalidades e idiomas.—1638. Fundamentos de la nacionalidad.—1639. 
Diferencia entre nación y Estado.—1640. Principio liberal de las na- 
cionalidades en sentido absoluto: su falsedad e inaceptabilidad.— 
1641. El mismo principio en sentido restrictivo.—1642. La perfección 
social radica en una unidad compatible con las nacionalidades.— 
1643. Quién sucede al patriarca muerto sin haber fijado la forma de 
gobierno.—1644, Modo secundario de constituir el Estado.—1645. 
Unicamente el padre como cabeza política de la familia puede rea- 
lizar un convenio también político.—1646. En el padre de familia 
se distingue el modo primario del secundario de constituir el poder. 
—1647. Doctrina de Meyer.—1648. Conclusión. 


1626. El patriarca como cabeza de la nueva sociedad polí- 
tica está obligado a velar por la paz, la tranquilidad y orden 
entre los asociados a su autoridad sometidos y al efecto dicta- 
rá y promulgará cuantas leyes y disposiciones sean necesarias 
a la fijación y garantía de las relaciones jurídicas entre sus súb- 
ditos y a la ayuda de las familias a fin de vencer su insuficien- 
cia en los asuntos con su fin encadenados. La paz no será es- 


table ni duradera sino a condición de determinarse el modo y 


forma de ser trasmitido el poder al sucesor el día que el po- 
seedor deje de existir o renuncie a su poder por otra causa. 
En una palabra: el patriarca, verdadero monarca de la nueva 


sociedad, promulgará leyes de derecho público y privado sobre 


el inmenso campo de asuntos a su jurisdicción sometidos—núm. 
132.— 

1627. Será uno de los primeros cuidados del patriarca es- 
tablecer la constitución o ley fundamental por la cual haya de 
regirse el nuevo Estado; y obra de su celo y diligencia por el 
bienestar político de su pueblo, dejar bien establecido el or- 
den de sucesión en el sujeto del poder supremo. Si por aban- 
dono, negligencia o cualquiera otra causa omitiera determinar 
el modo y forma de ser elevado su sucesor al ejercicio y pose- 
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, 
sión de las funciones del poder político bien por una ley, bien 
por su testamento, él solo será el único culpable y verdadero' 
responsable de la disolución del nuevo Estado a su muerte, caso 
de ocurrir, y de las luchas y guerras intestinas entre los que 
se creen con derecho a sucederle. El patriarca dictará la ley 
fundamental del nuevo Estado y constituirá una monarquía he- 
reditaria con el derecho de primogenitura o una aristocracia O 
una democracia según convenga al carácter, a las instituciones 
y a las costumbres de su pueblo. 

1628. Nosotros creemos—quizá estemos equivocados—esta 
evolución tranquila del género humano el intento del Creador; 
y de no haber sido interrumpida, estaría hoy todo el género 
“humano congregado o reunido en un solo organismo social y 
político; habría una sola potestad suprema, sin esa excesiva 
centralización de los Estados modernos, encargada de todos los 
asuntos comunes y propios de la entidad social así constituida 
sin perjuicio de dejar a cada uno de los organismos inferiores 
el cuidado de sus propias cosas. Que hubiera sido posible or- 
denar de este modo las cosas, nos lo revela el hecho de haber 
sido Jesucristo autor de esta constitución universal para los 
asuntos religiosos mediante su grandiosa obra de la fundación 
de la Iglesia en la cual cada diócesis cuida por interme- 
dio de su obispo, de los fieles con cierta relativa indepen- 
dencia. 

1629. Aquel gran edificio social vislumbrado en la creación, 
se derrumbó y de sus fragmentos se formó cada uno de los 
Estados en que hoy está dividido el género humano, sin ha- 
berle sido posible—y nos duele confesarlo—a la sociedad de 
nuestros días recuperar la unidad social y política. Si esa uni- 
dad subsistiera o por lo menos se hubiera restaurado, no se su- 
cederían con tan asombrosa rapidez las guerras entre los hom- 
bres, porque las impediría la autoridad y el fallo del poder su- 
premo; ni tampoco alimentarían ni sostendrían los pueblos esos 
inmensos y aguerridos ejércitos dispuestos a ser lanzados los 
unos contra los otros, sembrando a su paso la desolación y la 
muerte. Paralizados quedamos de terror y espanto ante la gran- 
deza trágica de la guerra europea, la más grande y terrible que 
asoló el mundo, la que azuzando unos ejércitos contra otros con 
el odio retratado en sus semblantes, los hace chocar violenta- 
mente entre sí como las olas de un mar embrabecido y repelién- 
dose mutuamente, van dejando cubiertos de cadáveres y de se- 
res oprimidos por el dolor, la angustia y la impotencia, los en- 
sangrentados campos de Bélgica, Francia, Rusia, Italia, Tur- 
quía, Austria, Bulgaria, Servia... repercutiendo sus horrores 
en Asia y Africa; no pesarían sobre los pueblos los enormes 
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tributos demandados por los ejércitos de mar y tierra y se res- 
petarían los derechos internacionales con mayor eficacia que. 
por medio de pactos que se firman hoy y mañana con el más 
leve pretexto se quebrantan. 

1630. Esta doctrina no destruye el concepto de nación; la 


variedad y multiplicidad de naciones es perfectamente concilia- 


ble con la unidad social de un orden más elevado. Así naciones 
son Inglaterra, Irlanda y Canadá y sin embargo existe entre 
ellas una verdadera unidad social: el gobierno británico. 

1631. Vamos sin embargo, a decir muy pocas palabras acer- 
ca del concepto de nación. Es doctrina de fe el origen de to- 
dos los hombres de una familia primitiva; entre ellos existen 
diferencias accidentales debidas a la influencia del clima, a la 
ley de la herencia de sus antepasados más próximos, al ambien- 
te, etc. La diversidad de medio físico con la modificación del 
cuerpo humano, ejerce igualmente su influencia sobre el ca- 
rácter, las pasiones, las necesidades, las costumbres y hasta so- 
bre su capacidad intelectual. La perseverancia de estas causas 
engendra en los habitantes de una misma región un carácter 
particular distintivo del de otros pueblos, Así se producen di- 
ferencias fisiológicas y diferencias psicológicas tanto más pa- 
tentes cuanto intervienen además como factores importantes 
para fijarlas, una educación y una cultura intelectual distintas 
de las de otros pueblos con los cuales apenas tienen comunica- 
ción o trato. De este modo a las diferencias fisiológicas y psi- 
cológicas vienen a sumarse las sociales. Estas diferencias se 


van ahondando y haciéndose más sensibles a medida de pasar 


el tiempo; y con la agrupación entre sí de los individuos ca- 
racterizados por las mismas diferencias accidentales, se for- 
man pueblos o naciones también diferentes. 

1632. ¿Cuándo se podrá decir dar origen esas diferencias 
a la formación de las naciones? Cuestión es esta de difícil so- 
lución, porque sobre una clasificación basada en diferencias 
accidentales más o menos importantes, no se puede pronunciar 
sino un juicio relativo. Estas diferencias han de estudiarse en 
orden a la manera de ser y de vivir de los Estados. En el caso 
de ser las relaciones de los hombres caracterizados por las di- 
ferencias de que hablamos, muy raras y los Estados poco ex- 
tensos, bastarán pequeñas diferencias para constituir muchas 
nacionalidades; por el contrario, en la hipótesis de ser estas re- 
laciones muy frecuentes y extensas y mayores y más intensas 
las necesidades de la vida, las nacionalidades serán pocas y para 
constituirlas se atenderá solo a las necesidades mayores o de 
hecho importantes y decisivas. Este mismo método se sigue en 
la clasificación de las variedades de los animales de la misma 
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especie, de las cuales se puede obtener un número mayor o 
menor. 

1633. La etimología de la palabra nación—de nacer—indica 
a los hombres que tienen su origen en un mismo tronco próxi- 
mo de tal modo de no existir entre ellos las diferencias fisio- 
lógicas y psicológicas más arriba mentadas. 

1634. La identidad del lenguaje es regularmente la mani- 
festación de la misma nacionalidad, porque las lenguas han de- 


bido natural y positivamente formarse al mismo tiempo que las 


nacionalidades. La diversidad de climas y de costumbres loca- 
les, la influencia más o menos grande de la cultura y de la vida 
sociales producen en un principio diferencias de poca importan- 
cia, pero terminan bajo la acción del tiempo por constituir en 
las generaciones sucesivas una verdadera diversidad de carac- 
teres; sucede en esto lo mismo que con las líneas que al partir 
de un punto con una pequeña desviación terminan en su pro- 
longación indefinida por hallarse a gran distancia de él. 

1635. Según opinión común de los teólogos se verificó la 
primera multiplicación de las lenguas en la llanura de Sennaar 
en virtud de un milagro de Dios con el cual se aceleraron las 
pequeñas diferencias entre las familias, creadas por la diver- 
sidad accidental de su sangre. Sin el milagro quizá hubiera lle- 
gado necesaria y fatalmente esa multiplicación por la disgre- 
gación de las familias entre sí para ocupar y hábitar otros pun- 
tos del globo y haberse interrumpido entre ellas sus relaciones. 
Las lenguas primitivas formadas alrededor de la gran Torre 
han sufrido hondas modificaciones y subdivisiones y muchas 
de ellas han desaparecido para ser reemplazadas por otras nue- 
vas en que aquellas se fundieron o trasformaron. 

1636. Ja identitidad de lenguaje es indicio de un origen co- 
mún y próximo: simple si el origen es idéntico: complejo, si 
es producto de muchas razas. El lenguaje es el efecto y el ca- 
rácter exterior de la nacionalidad. La lengua una vez formada 
adquiere eficacia en la trasformación de los pueblos que la 
adoptaron o a los cuales les fué impuesta, porque como dice 
Cavagnis, todo el conjunto de las cosas es sucesivamente efec- 
to y causa. Los idiomas afirmados en una gramática se detie- 
nen en su trasformación; puramente hablados sufren con faci- 
lidad y con frecuencia alteraciones; por eso los idiomas con su 
literatura y gramática propias resisten largos años todas las 
causas que pudieran contribuir a su alteración y no desapare- 
cen de no intervenir un cataclismo social o por alguna otra 
causa violenta, 

1637. Entre las nacionalidades y los idiomas hay una afi- 
nidad manifiesta y con bastante importancia en la formación 
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del concepto de nación. Las naciones al igual de las lenguas es- 
tarán tanto más caracterizadas cuanto más intensas y profun- 
das sean las diferencias que las separan. Diferencias muy pe- 
queñas entre los idiomas son sencillamente subdivisiones del 
mismo idioma, llamadas dialectos; tales son entre nosotros el ca- 
_talán, el gallego y el bable. Lenguas y nacionalidades forman 
entre sí grandes grupos o familias. Algunos autores dividen en 
cinco grandes géneros o razas a los hombres: la caucásica, la 
mongólica, la malaya, la etiópica—negra—y la americana—in- 
dia—; otros hacen una clasificación más extensa; estas ramas 
se subdividen a la vez en varias tribus o nacionalidades aten- 
diéndose a su origen próximo común, a la identidad de la san- 
gre o a la fusión de unas tribus con otras. 

Fué posible a un pueblo poderoso y fuerte haberse desparra- 
mado por una gran parte del globo o por conquista o por pa- 
cífica emigración y conservar en los lugares de su residencia 
su idioma propio con su gramática y literatura, auténtico tes- 
timonio de la unidad de la raza. No es inverosímil sin embar- 
go, haber impreso en esos miembros, de antigua nacionalidad 
establecidos en diversos lugares el medio físico y moral de su 
actuación, un carácter completamente diferente del primitivo y 
concluir por formar efectivamente varias naciones. Estas más 
que nacionalidades serían subnacionalidades o partes de una 
misma nacionalidad si conservan su carácter común; con su 
desaparición, ya no habrá una nacionalidad a pesar de conser- 
var la lengua común, indicio cierto de una nacionalidad tam- 
bién común, pero antigua. 

No es imposible lo contrario, es decir, la coexistencia de ori- 
gen y lenguas distintas con residencia en un mismo territorio 
y formando un solo Estado de vida pacífica, a pesar de la di- 
ferencia de lenguaje. La identidad de derechos e intereses y las 
ventajas recíprocas nacidas de su unión hacen de estos pueblos 
una sola familia. Las diferencias entre ellas irán desaparecien- 
do paulatinamente en una larga coexistencia por razón de los 
matrimonios mixtos, pero nunca será completa hasta llegar a 
la unidad de idioma. ¿Se puede afirmar de todos estos pueblos 
una sola nacionalidad? En sentido figurado, sí; en sentido real, 
no. La existencia de un idioma propio en cada una de esas agru- 
paciones será siempre un testimonio perenne contra la comu- 
nión de la misma sangre y prueba palpable de las antiguas di- 
- ferencias. 

1638... Según la doctrina expuesta podemos asentar el con- 
cepto de nacionalidad: a) en la identidad actual de sangre, con- 
siderada en su origen próximo: b) en la identidad estable de 
caracteres, tendencias, costumbres e idiomas o en otros tér- 
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minos, en la identidad fisiológica, psicológica y moral. Esta 
identidad, repetimos, ha de reposar sobre puntos accidentales, 
causa de diferencias estables entre los hombres del mismo ori- 


gen y de la misma naturaleza. Esta identidad ha de estar igual- 


mente cimentada en la unidad de idioma. Hay en consecuen- 
cia nación en un pueblo donde hay identidad próxima de san- 
gre, de temperamento, de tendencias, de carácter y de lengua. 

1639. De las precedentes observaciones nos es fácil inferir 
la diferencia entre nación y Estado. Un Estado puede estar 
formado de diversas nacionalidades y una misma nacionalidad 
puede estar dividida en varios Estados. 

1640. Surge aquí sobre la relación jurídica entre nación y 
Estado una gravísima cuestión solticionada por el liberalismo 
con su principio acerca de la nacionalidad. Este principio pue- 
de entenderse en sentido absoluto o sentido restrictivo. En senti- 
do absoluto se enuncia así: «Una nación tiene derecho a umirse 
para formar toda ella y solamente ella por razón de esa unión 
un Estado sin que puedan serle obstáculo cualesquiera otros de- 
rechos.» Lo probaremos con un ejemplo de reciente y palpitan- 
te actualidad. La nación italiana tiene derecho a los territorios 
de su nacionalidad conquistados algunos de los incorporados al 
Austria y sometidos otros a Francia y Suiza y unirlos a sí para 
formar una sola sociedad civil. Esta doctrina carece de base só- 
lida. La nacionalidad es una aptitud para la unión política o a 


lo sumo una conveniencia remota e indeterminada para esa 


unión. Tal conveniencia no puede ser considerada título sufi- 
ciente para la destrucción por la fuerza del orden existente, 
pues haber puede vínculos tanto o. más fuertes que la naciona- 
lidad; tales son la vecindad, la mutua indigencia, la historia co- 
mún. La nacionalidad no es una asociación jurídica como el 
Estado de que es parte y no puede invocar ninguna razón, de no 
mediar pactos positivos que autoricen la ruptura del vínculo ju- 
rídico que a él le une. Es además ese principio de imposible 
aplicación práctica. En nuestros días apenas existe una socie- 
dad política constituida según las exigencias del principio de 
nacionalidad; y para aplicarlo, sería necesario destruir previa- 
mente todo el actual orden de cosas en los Estados. ¿Cómo po- 


drían, v. gr., reunirse en un solo cuerpo político los restos de 


la nación céltica en Francia, Inglaterra y Suiza, siendo tan in- 


- ciertos los límites de la nacionalidad? Este principio traería su- 


midos a los pueblos en continuas revoluciones y guerras sin lle- 
varlos jamás a la realidad de utópicas aspiraciones. 

1641. Otros más moderados únicamente admiten con ciertas 
restricciones o limitaciones el principio de la nacionalidad como 
verdadero. Mohl enuncia así el principio de la nacionalidad : De 
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no existir pactos internacionales impeditivos, tiene cualquier 
nación derecho a su autonomía y a la realización de su unión 
política hasta por medio de la fuerza, pero con la condición de 
ser necesaria al pueblo en la obtención de sus fines y de serle 
sólo posible alcanzarlos por esta unión. En sentir de Bluntschli 
será aplicable el principio de nacionalidad: a) cuando una na- 
ción es capaz de autonomía política: b) cuando cuenta con ele- 
mentos para llevarla a cabo por medio de la fuerza. De esta ca- 
pacidad juzgará de acuerdo con el liberalismo el derecho del más 
fuerte. Las restricciones impuestas por esos dos autores son de 
tal modo arbitrarias y vagas que con ellas peligra la seguridad 
pública. 

1642. Hora es ya de volver a nuestro punto de partida. He- 
mos enunciado con toda claridad nuestro pensamiento y afirma- 
do radicar la suma perfección social en una unidad compatible 
con la variedad, es decir, en el reconocimiento de la existencia 
de las diversas naciones y no en una centralización exagerada. 
Con la destrucción de esta hermosa unidad quedó únicamente 
la distinción de las naciones cuyos intereses muchas veces an- 
tagónicos en realidad o en apariencia, crean casi a diario entre 
ellas un estado de guerra hasta el punto de ser las luchas ar- 
madas entre los pueblos el pan nuestro de cada día. A nosotros 
nos parece este estado de luchas y de guerras una consecuencia 
del pecado. La unidad religiosa cuya influencia en el Estado 
católico como medio de conservar la paz, es indiscutible y el 
sometimiento al Sumo Pontífice por los pueblos cristianos, de 
la solución de sus diferencias en sustitución de la falta de uni- 
dad política, fueron también despedazados por el protestantismo 
y por los errores, consecuencia inmediata de la Reforma de 
Lutero. 

1643. Sin ánimo de ahondar en el estudio de este difícil 
problema, afirmamos ser hoy un hecho indiscutible y cierto la 
existencia de muchos Estados y pueblos sin una autoridad hu- 
mana común o por haberse producido violentamente la esci- 
sión o división entre los hombres o porque los hijos por su emi- 
gración se separaron del tronco común o por haberse declarado 
independientes justa o injustamente a la muerte del patriarca. 
No desechamos la opinión de los sostenedores de no recobrar 
por la muerte del último patriarca, sin haber dejado estableci- 
do el modo o forma de sucesión en el poder, su independencia 
los hijos y los nietos y de estar obligados a reconocer por su 
jefe al mayor de edad entre ellos y esto, por la misma natura- 
leza que le indica como cabeza de la sociedad, en virtud del de- 
recho de primogenitura. Pero hay además otros casos en los 
cuales parece necesario admitir un modo secundario a más del 
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primario ya estudiado, del origen de los Estados; tal es el: 


contrato. ' 

1644. Muchos hombres convienen entre sí en habitar una 
tierra hasta entonces por nadie habitada y fijar en ella su re- 
sidencia definitiva. ¿Es posible a estos hombres vivir mucho 
tiempo sin la alteración del orden público entre ellos? ¿No ex- 
perimentarán la falta de un juez? ¿No sentirán la necesidad 
da instituir una sociedad política, su auxiliadora y ayuda en la 
realización de los fines de la vida humana? Esos hombres con 
derecho a vivir de un modo ordenado cual corresponde a seres 
racionales, lo tienen igualmente de formar sociedad y de proce- 
der a la designación del sujeto del poder que es como el alma 
de la sociedad. ¿Cómo, empero? Por mutuo convenio entre sí. 
En esta designación del sujeto del poder todos los padres son 
perfectamente iguales y no es motivo para romper la igualdad 
entre ellos y su independencia, la calidad de ricos, poderosos y 
sabios de algunos. Ninguno está obligado a someterse a otro; 
luego únicamente queda como medio de instituir la autoridad ci- 
vil en la sociedad y de nombrar la persona encargada de ejer- 
cerla, el libre consentimiento de la comunidad; no hay otro en el 
caso expuesto para la existencia entre los hombres del orden 
civil querido por Dios. No nos proponemos inquirir ahora agi- 
tando una cuestión cuya solución no entra en nuestro propósito, 
si es absolutamente necesario el consentimiento o la convención 
de todos los colonos independientes en la institución de la socie- 
dad; en general se puede decir convenir todos aunque algunos no 
hayan manifestado explícitamente su consentimiento; quienes di- 
sentieron antes de su formación, deben después someterse en 
aras del bien común; su disentimiento sería irracional. Omiti- 


da. esta cuestión, asentamos requerirse y bastar para la funda- 


ción de un Estado el libre consentimiento, modo secundario del 
origen del poder. 

1645. Este modo secundario de la constitución de la socie- 
dad civil, examinado en sí y con mucha diligencia y cuidado, 
encierra dos elementos. En el supuesto de haber concebido y 


realizado diez familias independientes el propósito de habitar : 


una isla hasta entonces deshabitada y de haber sido una sola 
la designada o elegida, cabeza politica de toda la colonia, ten- 
dremos por conclusión con la aplicación de la doctrina más 


arriba sostenida—núms. 1609 y sigs.—y con el recuerdo de 


“ser cada padre independiente, cabeza doméstica y pública de su 


familia, haberse establecido y fundado la nueva república por 


virtud de un convenio o pacto entre los diez Estados hasta ese 


momento independientes. Este es exactamente el proceso jurí- 


dico seguido por los Estados germánicos en la formación por 
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mutuo consentimiento del Imperio Alemán. Síguese de esta doc- 
-trina: a) asistir únicamente al padre de familia—no a las mu- 
jeres y los hijos—el derecho de intervenir en la formación o 
fundación del nuevo Estado; únicamente negarán esta doctrina 
por inaceptable quienes niegan al padre independiente de toda 
sociedad, ser cabeza política de su casa: hb) estar este modo 
=secundario de la institución de la sociedad civil, refundido en 
el primer caso ya expuesto acerca del origen del poder público y 
por consecuencia, legítimo. Es el padre, cabeza política de la 
familia quien sólo puede realizar estos convenios también po- 
líticos en bien de todos. 

1646. Este modo secundario se distingue del primario en la 
persona del padre. Mientras no se realiza el convenio, el padre 
es completamente independiente de toda autoridad humana; no 
es súbdito de nadie; pero después de la elección si no ha re- 
caido en él, pierde su independencia y pasa a ser súbdito y con- 
trae la obligación de reconocer esa nueva potestad civil in- 
existente para él antes del convenio. 

1647. «El primer camino, escribe Meyer, que regularmente 
sigue la forma del régimen monárquico, si prestamos atención 
a los principios de derecho, es ordinario y responde más pro- 
piamente a la evolución natural y orgánica de la sociedad civil 
nacida de la familia en cuyo poder doméstico está a la vez es- 
condido el germen del poder público. El otro camino es per se 
secundarso y extraordinario y ocupa el lugar del primero allí 
donde en el curso de la Historia fué perturbada la obra de la 
naturaleza organizadora o donde por otra causa no fué llevada 
a la perfección. Corresponde entonces a los miembros de la so- 
ciedad mediante libre convenio entre ellos perfeccionar en lo 
posible los postulados de la naturaleza y del orden divino. Pero 
también en este caso la intervención del pueblo, si se habla es- 
trictamente, no es una traslación de potestad que hasta ese mo- 
mento nunca existió, sino más bien una acción organizante que 
se completa y perfecciona solo, por la designación del sujeto del 
poder.» 

1648. Concluimos de lo dicho ser fuera del caso de ocupa- 
ción en guerra justa, dos los medios de comunicarse el poder ci- 
vil a la sociedad: la descendencia y el libre contrato. Se agita 
entre los teólogos católicos una controversia acerca de la co- 
municación inmediata por Dios o inmediata por el pueblo, del 
poder al sujeto designado para desempeñarlo. ] 
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1649. Controversia sobre el modo con que Dios comunica al prín- 
cipe el poder.—1650. Estudio del poder desde el punto de vista de 
las leyes naturales y no desde el punto de vista particular y excep- 
cional. —1651. En la soberanía se debe examinar el depositario y el 
modo de ejercerla.—1652.* La designación de la persona del sobe- 
rano corresponde al pueblo en el caso de no existir ningún derecho 
prevalente.—1653. Exageración galicana.—1654. Sistema de la co- 
municación inmediata.—1655. Origen sospechoso con que es tildada 
esta opinión.—1656. Esta opinión es perfectamente ortodoxa y muy 
respetable.—1657. En la sociedad patriarcal el poder político es in- 
mediatamente comunicado por Dios.—1658. Lo mismo se puede de- 
cir de la sociedad constituída por libre convenio.—1659. Aun en el 
caso de transferir un príncipe a otro su territorio, Dios confiere in- 
mediatamente el poder.—1660. Parece confirmar León XIII la doc- 
trina de la comunicación inmediata. 

1649. Hemos por fin llegado a la exposición de la célebre 
controversia entre teólogos, filósofos y canonistas sobre si Dios 
comunica inmediata o mediatamente el poder social y público 
al principe de la sociedad. Plantearemos la cuestión en sus tér- 
minos precisos: ¿Concede Dios de una manera inmediata al su- 
jeto designado para ejercer la soberanía, el poder civil o por 
el contrario reside este poder en el pueblo quien al elegir a su 
soberano, le trasfiere esa potestad de Dios recibida? No pre-. 
guntamos aquí si el poder procede inmediatamente de Dios como 
de su causa primera o si de El emana en su esencia o en el or- 
den abstracto como autor de la naturaleza; este es un punto de 
la doctrina católica perfectamente definido por la Iglesia, se- 
gún queda demostrado y sobre el cual no está permitido a los 
católicos abrigar ninguna duda. El nudo de esta cuestión está 
en averiguar cómo Dios comunica este poder a la persona de- 
signada para desempeñarlo. Dos son las principales Opiniones 
entre los católicos: ambas perfectamente aceptables y ortodo- 
xas ante la fe. | 

1650. Hemos creído conveniente antes de penetrar de lleno 
en el examen de tan delicada materia, establecer algunas ob- 
servaciones previas para mayor claridad. Estudiaremos la ins- 
titución del poder única y exclusivamente desde el punto de 
vista de las leyes naturales y no desde el particular y excepcio- 
nal ofrecido por ese poder en algún pueblo por voluntad ex- 
presa de Dios. Que Dios puede intervenir inmediata, directa y 
personalmente en la organización de las sociedades, ningún ca- 


tólico lo niega; que así ha sucedido alguna vez, nos lo revela 


la historia del pueblo hebreo. Dios eligió este pueblo no solo | 
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- para ser en él su rey supremo como lo es de todas las naciones, 
sino también su soberano inmediato y particular designando 
el mismo sus mandatarios visibles y señalándoles sus deberes 
y funciones. Hubo, pues, entre los hebreos una verdadera teo- 
'cracia. Esta manera de obrar por parte de Dios no se ajustó al 
modo ordinario de proceder de la divina RACE ni se ha 
“renovado en la Nueva Ley. 

1651. En la soberanía estudiada en concreto, hemos de exa- 
“minar dos cosas: el depositario de la soberanía—persona indi- 
“yidual o colectiva, física o moral—y el modo de ejercerla, vale 

decir, su forma y sus límites. 

1652. Católicos y no católicos están de perfecto acuerdo en 
que por derecho natural absoluto, la designación de la persona 
llamada a desempeñar la soberanía, está confiada a la sociedad, 

a la multitud misma cuando aun no está instituida la sociedad 
mi estatuídas las reglas fundamentales de la sucesión al poder 
ni hay entre los dispuestos a asociarse, ninguna persona con 
“derecho prevalente sobre las otras.—núms. 1441-42.—<Es de 
importancia notar, enseña león XIII, poder ser elegidos en 
"ciertos casos los que han de ser colocados a la cabeza de los 
“negocios públicos, por el sufragio y la voluntad de la multitud 
“sin contradicción ni repugnancia con la doctrina católica (1).» 
1653. Algunos galicanos han llegado a sostener ser Dios 
quien de algún modo verifica la elección inspirando en su ¡vo- 
tación a los electores. Esta doctrina sostenida quizá con la me- 
jor buena fe, no pasa de ser un sueño, una quimera. ¿Quién 
comunica el poder para desempeñarlo? Este es el punto funda- 
“mental de la división de la escuela católica en dos opiniones, la 
“materia controvertible sobre la cual ninguno de los contendien- 
“tes, escribe Suárez (2), puede 1 invocar a su favor ni la definición 
“de la Sagrada Escritura ni la tradición de los Santos Padres. 

1654. Sostienen unos el sistema conocido con el nombre de 

“comunicación inmediata o de derecho divino y afirman resuel- 
tamente no residir el poder público y no ser posible su resi- 
dencia, en la comunidad o multitud de los miembros a pesar 
de la misma forma constitucional de la sociedad; Dios única- 


mente concede a la multitud el derecho de designar al sujeto del * 


poder y de fijar y determinar la forma de la soberanía reser- 
vándose otorgar directa e inmediatamente a la persona elegida 

los derechos vinculados en la autoridad suprema. 

1655. Los investigadores del origen de esta opinión arras- 
_trados por el afán de tildarla de sospechosa, remontan su orl- 


(1) Lrzón XII. Encycl. Diuturnum illud., 29 junio 1881. 
tere) Defensio:fid cotholii, lib: TIL. cap: 1, m2. 
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gen al siglo xIv. Era opinión común entre teólogos y canonis- 
tas distinguirse esencialmente entre sí la autoridad del Sumo 
Pontífice y la autoridad de los príncipes, no solo por ser la: 
una sobrenatural y la otra, natural, sino también por ser in- 
mediatamente conferida por Dios al Pontífice la suprema au- 
toridad y al príncipe, de un modo mediato. Parece no haber 
puesto nadie en duda esta opinión hasta la época de Luis de 
Baviera—año 1314-1347. .—Durante las querellas suscitadas por 
el Emperador contra la Santa Sede, intentaron los principes del 
Imperio convertir el derecho divino en instrumento de escla- 
vitud religiosa en manos del soberano político y al efecto de- 
clararon solemnemente en una constitución pública proceder 
inmediatamente de Dios solo, la dignidad y el poder imperia- 
les: Declaramos que la potestad y dignidad s»mperiales proceden 
inmediatamente de Dios solo. Creían aquellos príncipes ser esta 
doctrina un medio fácil de defender la omnipotencia imperial 
y un recurso poderoso para el triunfo de la doctrina sobre la 
monarquía universal del Emperador y acerca de la cual había 
osado con cínico atrevimiento Enrique VITI en un concilio ce- 
lebrado en Pisa—año 1312—asentar un principio concebido en 
estos términos: Está mandado por precepto divino que toda 
persona se someta al príncipe de los romanos: alusión evidente 
al tan conocido texto de San Pablo (1). Los protestantes se 
asieron a esta doctrina cuantas veces les pareció a propósito ' 
en la realización de su designio de separar a los príncipes ca- 
tólicos de la obediencia al Romano Pontifice—núm. 1979.— 
Fué en los primeros tiempos doctrina entre ellos en boga no 
haber entre Dios y los reyes ningún intermediario y gozar los 
príncipes en virtud de este derecho divino en el gobierno de 
su pueblo, de una independencia completa, perfecta y absoluta. 
Más tarde demostraremos haber cambiado sobre este punto 
como en tantos otros de opinión los reformadores.—núms. 1977 
y sigs.—Alli donde estos protestantes se sintieron con poder 
suficiente para prescindir del apoyo del poder secular, dejaron 
el vil oficio de aduladores y se mostraron a la faz de los pue- 
blos como verdaderos anarquistas y furiosos revolucionarios 
proclamando la soberanía del pueblo. Sostuvieron con bastante 
calor esta doctrina en Inglaterra Jacobo 1 (2) y en Francia, los 
hugonotes (3). | 

- 1656. En vano alegan los defensores de la opinión contra- 
ria a la sostenida con el fin de declararla sospechosa e inacep- 


(1) Rom. XIITI, 1. 
(2) Suárez. Obra citada, praef. 
(3) BiancHi. Traité de la puissance eccles., lib. 1, 88 VII et VIIT. 
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table: a) haber sido defendida y aceptada esta opinión por pro- 
testantes, regalistas y galicanos con el propósito de contrapo- 
ner la autoridad civil a la autoridad sacerdotal: hb) no haber 
tenido los teólogos de la antigua escuela de París como Ger- 
són (1) Almain (2), Juan Mayor (3) y Pedro d'Ailly (4) 
otro parecer sobre esta cuestión que el de Santo Tomás de Aqui- 
no y los grandes teólogos católicos, siendo una novedad para 
la misma Iglesia (5): c) haber abandonado los mismos gali- 
canos las antiguas enseñanzas de su escuela para declararse 
partidarios de la soberanía nacional bien entendida. Nada de 
esto nos prueba no estar la doctrina sobre la comunicación in- 
mediata del poder dentro de la más perfecta ortodoxia ni nada 
de esto destruye las razones alegadas por escritores de gran 
peso como Taparelli y otros (6), sus sostenedores y defen- 
sores. | 

1657. Si el patriarca como tal tiene potestad suprema, es 
evidente haberla recibido de Dios, por haber sido determinado 
para ser la cabeza de la sociedad doméstica y política, no por 
la elección de los hijos, sino por razón de la misma generación. 
Luego Dios y solamente Dios comunicó inmediatamente esta 
potestad con la determinación del sujeto por el hecho de la ge- 
'neración. Si muerto el patriarca, el sucesor entra en posesión 
de su gobierno en virtud de las leyes y disposiciones por aquél 
dictadas en ejercicio de su legítima potestad, ya no es el pue- 
blo ni el designador del sucesor ni el colador de potestad al- 
guna. La designación y determinación de la persona se verl- 
fica entonces por el antecesor quien fijó por medio de leyes 
el orden de la sucesión en el poder supremo. La traslación de 
la potestad procede inmediatamente de Dios y casi del mismo 
modo, dice Hammerstein, que la de aquel a quien nombrara 


(1) J. Gerson. De potest. eccles. Considerat, 1. 

(2) J. Armaln. De potest. eccles, et laic., quaest. 1, cap. l. 

(3) J. Mayor. Comment. super Math., cap. XVIII. 

(4) P. v'Arnny. Citado por Almain en su anterior obra, quaest. II, 
cap. 1. Quantum ad hoc. 

(5) Maretr. Memotre presente au Concile Vatican. 

(6) TarareLLI. Ensayo teórico de derecho natural, núms. 446, 504 y su 
nota LXXX al n. 588.—Civilta Cattol., ser. TI, vol. 11, 12.—DmosvskK. 
Inst. Ethic. ns. 116 y sigs.—SoLIMANt. Philos. Mor., vol. 11, págs. 89 y 
sigs.—LIBERATORE. Inst. Ethic., part. II, cap. 111, a. 2—Awnownimus M., 
B. Institutes du droit nat., ns. 428 y sigs., et note XXII, obra en la cual 
se atribuye la misma opinión a Fenelón y de Maistre.—HAMMERSTEIN. 
- De Eccles. et Stat. iurice consideratis, págs. 87 y sigs.—CATHREIN. Pho- 
loph. Mor., págs. 391 y sigs.—SAUVÉ. Questions religieuses et sociales 
de notre temps, págs. 363 y sigs.—CAvacNis. Obra citada, tom. I, págs. 51 
y sigs.—Notions du droit public eccles., págs. 88 y sigs.; los juriscon- 
sultos alemanes Walter Moy, de Sous y muchos más. 


á 
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el Papa su sucesor—en la hipótesis de serle posible este nom-- 
bramiento—. Y 
1658. Lo mismo podemos decir y afirmar de la constitu- 
ción de la sociedad por mutuo y libre convenio de los que han * 
de formarla. Las cabezas de familia y las personas entre sí * 
independientes antes del estado social ctvil, han de proceder a 
la elección de la persona física o moral encargada de asumir la * 
dirección de la sociedad y de desempeñar el poder supremo. En + 
la hipótesis de declararse esa multitud en su elección por la * 
designación de un monarca ¿cabe afirmar recibir del pueblo el * 
elegido st potestad? Ni en este caso admitimos tal afirmación. 
Esa desigfación y la colación del derecho necesario al régimen * 
social y -pelítico, no se verifica por el pueblo como tal pueblo, * 
sino por los que hasta entonces jefes de familia, independien- * 
tes, con autoridad política en la resolución de cuantos asuntos * 
litigiosos surgieran entre sus hijos, han renunciado a su poder | 
- público en aras del bien común, pasando su potestad a un nue- | 
vo sujeto como pasa por su muerte o renuncia según su volun- * 
tad claramente expresada en las leyes, la del patriarca a su * 
sucesor. No hay aquí tan sólo una trasferencia del poder de * 
los padres de familia independientes, al nuevo sujeto; hay una * 
autoridad civil completamente nueva en orden a éstos; tal ha * 
ocurrido, escribe Hammerstein ilustrando esta doctrina con un * 
ejemplo, cuando el principe de Hohenzollern antes independien- ' 
- te, se declaró súbdito del rey de Prusia. En este caso puede * 
surgir la siguiente cuestión formulada en preguntas: ¿Trae su * 

á origen inmediatamente de Dios la potestad del rey de Prusia * 
A sobre el principe Hehonzollern por la trasferencia de su terri- * 
dico torio de modo que al determinar el príncipe el sujeto e impo- ' 
nerle algunas condiciones, Dios le confiere inmediatamente el * 

poder? ¿Se verifica la colación del derecho inmediatamente | 

por el príncipe y por Dios tan solo mediatamente? 

1659. Hammerstein sostiene provenir también inmediata- * 

mente de Dios en este caso y alega en favor de su aserto un * 

doble razonamiento: a) el poder civil tiene sin duda el derecho + 

de vida y muerte, vale decir, la potestad de imponer por gra- * 

. vísimos delitos la pena de muerte. Luego si a nadie le es lícito * 

- matarse a sí mismo a pesar de haber cometido grandes críme- 

' nes ¿cómo ha de trasmitir a otro el derecho de vida y muerte ' 
de que carece? ¿De quién sino de Dios ha de recibir este de- 

recho la potestad civil? Luego si hemos de admitir venir de 

Dios inmediatamente al príncipe esta parte de' la potestad ¿por 

qué no hemos de decir lo mismo de la potestad en general?: by 


AS 


q 
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- que antes fueron independientes dejando de serlo por su pro- 
pia voluntad para convertirse en súbditos, de la ordenada a los 
que siempre fueron súbditos. Debiera sin embargo, establecer- 
se alguna diferencia entre la que algunas veces se comunica in- 
mediatamente por Dios y otras inmediatamente por los hom- 
bres. Es para nosotros una regla general la siguiente: Toda po- 
testad civil suprema procede de Dios inmediatamente: proposi- 
ción confesada por los partidarios de la opinión contraria, en- 
tre los cuales Suárez al hablar del poder civil del patriar- 
va CL) 

1660. El papa León XIII confirma a nuestro parecer en 
una de sus admirables encíclicas nuestra opinión. «Es sin em- 
bargo, importante señalar poder ser elegidos en algunos casos 
los que han de ser colocados al:frente de los negocios públicos 
por la decisión y voluntad de la multitud sin contradicción ni 
repugnancia con la doctrina católica. Esta elección designa al 
principe, pero no le confiere los derechos del principado mi la 
autoridad; únicamente determina por quien ha de ser ejercida. 
No se trata aquí de formas de gobierno y no hay razón para 
que la Iglesia deje de aprobar el principado de uno o de mu- 
chos siempre que sea justo y ceda en utilidad común. Por lo 
cual quedando a salvo la justicia, no está prohibido a los pue- 
blos elegir la forma de gobierno que más convenga a su ca- 
rácter, tradiciones y costumbres (2).» 


8 VII 


Í SISTEMA DE LA COMUNICACIÓN MEDIATA 


1661. Comunicación mediata del poder a la persona designada 
para desempeñarlo.—1662. Se alega ser esta opinión suficiente para 
resolver los problemas de la ciencia.—1663, Apoyan esta opinión las 
condiciones fijadas al poder.—1664. Estas condiciones suponen so- 
beranía.—1665. Se pueden imponer restricciones y limitaciones a los 
derechos inmediatamente comunicados por Dios.—1666. En esta afir- 
mación: la sociedad puede limitar el poder, hay un equívoco.—1667. 
No hay inconveniente en que Dios intervenga en cada cambio po-. 
lítico.—1668. Fundamento del pacto constitucional antes de existir 
en la comunidad el derecho político.—1669. Los defensores de la co-. 
municación mediata no pueden salir del orden abstracto para insti- 
tuir realmente la sociedad y el poder.—1670. Se retuerce el argu- 
mento.—1671. Contestación al retorqueo argumentum.—1672,. El me- 
dio ideado por los patronos de la comunicación mediata, para salir 
del orden abstracto, deja en pie la objección y entraña más difi- 
cultades que la objeción misma. 


(1) Suárez. De legibus. TI, 3. 
(2) Lzón XIII. Encycl. Diuturnum illud. 


AN 
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1661. La otra opinión a cuya exposición van consagradas 
estas líneas, se conoce con el nombre de comunicación mediata 
o de derecho divino mediato. Dios ha concedido al hombre para 
satisfacer las necesidades de su naturaleza eminentemente so- 
cial, las facultades indispensables a la constitución y conserva- 
ción de la sociedad y por consecuencia, todo lo natural e im- 
prescindible en una comunidad perfecta y permanente, es de- 
cir, el derecho de instituir y establecer el poder y el gobierno 
sin los cuales es imposible la sociedad. La comunidad misma 
directamente delega la soberanía en la persona elegida para 
desempeñarla, por haberla originariamente recibido del Autor 
de la naturaleza. En otros términos: Por derecho divino me- 
diato se pretende expresar proceder el poder político sin duda 
alguna de Dios por una ley innata de la naturaleza, pero Dios 
confiere este poder al pueblo o comunidad para ser después 
confiada por los votos de la nación a la persona llamada a ejer- 
cer sus derechos. De este modo cuantos investidos están de la 
soberanía, son deudores de este beneficio a Dios y a sus súb- 
ditos. Esta opinión cuenta entre sus defensores a teólogos tan 
eminentes como Belarmino, Suárez, Billuart, Concina, Anto- 
nio de San José, Zallinger y otros (1) siguiendo las huellas de 
Santo Tomás de Aquino (2). 

1662. Quienes en nuestros días sostienen la opinión de la 
comunicación mediata y son muy pocos según confesión explí- 
cita de Costa-Rossetti (3) siendo más común la anterior, afir- 
man ser más conciliable esta opinión con los hechos de la His- 
toria. La multitud de cambios y alteraciones introducidas en 
todas las épocas y en todos los pueblos sobre sus gobiernos y 
constituciones no se explican de una manera satisfactoria sin 
la suposición de ser la sociedad la delegante del poder; la otra 
opinión es insuficiente para resolver los problemas de la ciencia. 

1663. FEFxpondremos las razones alegadas por los defenso- 
res de esta opinión y a su juicio poderosas en la resolución de 


(1) BrELarmIiNO. De laicis, lib. 11, cap. 6.—SuÁrrz. Defens. fid. 
catholic., lib. TIT, cap. 2, n. 10.—BILLUART. Summ Sanct. Thom. hodier. aca- 
dem. mor. Tract de leg, a. 4—CoNcINa. Theol. christ. dogmatico-moral, lib. I. 
—De tur nat. et gent—ANTONIO DE SAN JosÉ. Compendium salmaticen- 
se. De potestate ferendi leges. punct., 1. De potest. legisl. civil.—ZALLIN- 
GER. Institutiones iuris naturalis et publici ecclesiástici, lib. V, n. 24. 
Puede leerse una extensa enumeración de teólogos partidarios de esta 
opinión en SUÁREZ: Obra y lugar citados; en BaLmMEs: El protestan- 
tismo comparado con el catolicismo en sus relaciones con la civilización 
europea, cap. XLIX; en Cosra-Rosserri: Obra citada, págs. 606 y sigs. 

(2) Santo Tomás. De regimine principum, lib. 1, cap. 1.—Summ. 
Theolog., 2.* 2.ae quaest. XII, art. 2, quaest. CV, art. 1. 

(3) Cosra-RosskErri. Obra citada, págs. 632 y sigs. 
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los problemas de la ciencia. «Todo el mundo está de acuerdo, 
escribe Moulart, en serle posible a la sociedad por medio del 
pacto de unión o del contrato político, limitar el poder y some- 
_terle a tales o cuales condiciones o garantías. ¿Cómo se expli- 
ca todo esto si no es la comunidad la encargada de delegar la 
autoridad? Es necesario decir que Dios interviene personal- 
mente O de un modo inmediato en cada cambio, en cada mo- 
=dificación y de alguna manera en cada artículo de la constitu- 
ción política. La sabiduría divina simplicísima siempre en sus 
caminos, no nos permite pensar nada semejante; ha dado de 
una vez por todas a los hombres con su naturaleza todo lo ne- 
cesario a la constitución de la sociedad y del poder.» 

1664. «Además: ¿No es un acto de autoridad, de verdade- 
ra soberanía limitar el poder e imponerle condiciones? ¿Qué 
fundamento se puede asignar al pacto constitucional si antes de 
él no hay en la comunidad ningún derecho político (1) ?» 

1665. La argumentación de Moulart encaminada a hacernos 
ver la conveniencia de preferir la opinión de la comunicación 
mediata del poder, no nos convence y la creemos inaceptable; 
está a nuestro juicio destituída de base racional. Empezaremos 
la impugnación de su doctrina sirviéndonos de un símil. El de- 
recho a la adquisición de una propiedad, transitoria o estable, 
es un derecho innato en el hombre e íntimamente ligado a su 
derecho de sostener y conservar su vida y al de su legítima in- 
dependencia. Así lo afirma la divina revelación: Llenad la tre- 
rra, sujetadla y dominad a los peces del mar... (2). Más ter- 
minante es aun el precepto del Decálogo: No hurtarás. De Dios 
ha recibido directa e inmediatamente el hombre juntamente con 
la vida el derecho de propiedad. ¿Puede el Estado imponer al- 
gunas restricciones o trabas al ejercicio de este derecho? Na- 
die lo duda. Los tributos restringen este derecho y algunos Es- 
tados prohiben a los extranjeros la adquisición de bienes in- 
muebles en su territorio. ¿Ha de afirmarse por el hecho de li- 
mitar el Estado el ejercicio de este derecho, por el acto de so- 
meterlo a tales o cuales condiciones, recibir el hombre este de- 
recho, no inmediata y directamente de Dios, sino de la socie- 
dad civil? El poder es un derecho necesario y esencial a la so- 
ciedad, pero no tal o cual poder, sino el poder indispensable 
al buen orden y régimen de la sociedad, el poder que la misma 
sociedad acuerda como más útil y conveniente a su evolución 
y progreso. 

1666. Moulart en su argumentación cae en un gravísimo 


(1) Mouzart. L'Eglise et P Etat. 
(2) Gen. 1, 28, 
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equívoco, La sociedad puede, limita el poder. ¿Qué entiende 
aquí Moulart por sociedad Mula comunidad en el acto de cons- 
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tituirse? Esa comunidad no tiene más derechos que los que 


tienen en conjunto los asociados; ¿la sociedad ya constituida, 
vale decir, el poder y los súbditos? Pues entonces no es el pue- 
blo el limitador de la soberanía, sino la sociedad en la cual el 


“sujeto de la autoridad acepta el poder con tales o cuales limi- 


taciones y se obliga .a no ejercerlo sino bajo las condiciones es- 


tipuladas. Quien con esas trabas o limitaciones se hace cargo. 


del gobierno de un pueblo, recibe inmediatamente de Dios su 
dédér. pero queda obligado a guardar fidelidad a los pactos 


sobre su uso O ejercicio por ambas partes consentidos. 


1667. No es necesaria como se ve, la intervención directa 


ki 


- y personal de Dios en cada cambio o combinación. ¿Habría al- 


gún inconveniente en que lo fuera? ¿No interviene por ventu- 
ra Dios en cualquiera oración piadosa a él dirigida por los fie- 
les en súplica de alguna gracia? ¿no interviene en todos los - 


actos del hombre ora para premiarlos ora para castigarlos ? 


Liber scriptus proferetur 
In quo totum continetur 
Unde mundus iudicetur. 


¿Qué dificultad puede alegarse contra la intervención de Dios 
en todas estas modificaciones o cambios? 


1668. Pregunta Moulart: «¿qué fundamento se puede asig- 


nar al pacto constitucional si antes de él no existe en la comu- 
nidad ningún derecho político (1) ?» El consentimiento libre y 
expreso del sujeto del poder y de la comunidad, el cual—con- 
sentimiento—crea entre ellos una relación jurídica. Puede la 


comunidad antes de proceder a la elección y designación del 


sujeto del poder, convenir en la imposición de tales o cuales 
condiciones o limitaciones en su ejercicio como nosotros, en la 
celebración de un pacto o contrato; mientras no sean aceptadas 
por el elegido, no hay pacto; faltaría el consentimiento de una 
de las partes. No es por tanto, la comunidad acéfala la imposi- 
tora de límites y condiciones al poder, sino la sociedad misma 
por el hecho. de aceptar su poder el soberano en la forma pro- 
puesta. Moulart mismo acepta la explicación por nosotros dada 
a sus razonamientos en forma de dificultad, contra la opinión 
de la comunidad inmediata cuando escribe: «Pertenece a la co- 
munidad la facultad de determinar las condiciones del poder, 


sus atribuciones y sus límites por medio de un contrato previo 


hecho con el soberano; este pacto crea obligaciones mutuas de 


——— 


(1) MouLart. Obra citada, pág. 87. 
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estricta justicia (1).» Si Moulart entiende por derecho polí- 
tico el de elegir o designar el sujeto de la autoridad, ciertamen- 
te lo tiene la comunidad por voluntad de Dios. 

1669. Una gravísima dificultad se presenta contra la opi- 
nión de la comunición mediata del poder. ¡A los sostenedores 
de esta doctrina les es imposible salir jamás del orden abstracto 
para llegar a la constitución real de la sociedad y del poder. En 
efecto: la comunicación de la soberanía supone al pueblo ya 
constituido en cuerpo social; pues con anterioridad a esa co- 
municación era simplemente una multitud de individuos aisla- 
dos sin autoridad los unos sobre los otros. La soberanía es una 
parte esencial del poder civil; sin ella no se puede afirmar la 
existencia de la sociedad en el verdadero rigor de la palabra; 
como máximum podemos afirmar estar en vías de formación. 
La sociedad queda realmente constituida después de la desig- 
nación del sujeto de la soberanía; mientras tanto, no. El acto 
de obligarse alguna vez de una manera absoluta una multitud 
reunida, al establecimiento de la sociedad, pero sin haber veri- 
ficado la elección del sujeto del poder, únicamente nos indica- 
ría considerarse ligada por el deber de reconocer por sujeto de 
la autoridad al elegido por la mayoría de sufragios. Ahora bien: 
un cuerpo social constituido supone una autoridad real, un jefe 
que la desempeñe; luego la comunicación del poder en este sis- 
tema necesariamente supone ya hecha esta comunicación. 

1670. En vez de la solución de esta dificultad contra la 
opinión en examen, sus partidarios retuercen el argumento y 
dicen: $1 es verdad no ser el pueblo o la comunidad en ningún 
momento el depositario de la soberanía, si es verdad quedar 
constituida por la elección de un jefe la sociedad, también lo 
es ser absolutamente imposible explicar por ser la comunidad 
simplemente una multitud de individuos aislados sin autoridad 
civil o política los unos sobre los otros: a) como estos indivi- 
duos o más bien la mayoría de ellos pueden elegir la persona 
del soberano: b) como se determina la forma de gobierno y se 
limitan las atribuciones del poder: c) como impone su voluntad 
a la minoría de la nación. De aquí deducimos ser evidente no 
ser posible ni aun en la opinión de la comunicación inmediata 
salir del orden abstracto ni constituir un gobierno real. 

1671. Nosotros no atinamos a ver todo ese conjunto de 
imposibilidades señaladas por Moulart en la opinión de la co- 
municación inmediata. Supongamos la emigración de mil indi- 
viduos de un país ya constituído en sociedad civil—tan antigua 
como él origen y propagación de las primeras familias, de un 


(1) Divus Tuomas. De regimine principum, lib. 1, cap. VI. 


Ya 


- ¿No pueden convenir pocos o muchos en la realización de esta 


o 
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tronco común—y su instalación en un país completamente des- 
habitado y no sometido al imperio de ningún poder político. 
La paz, el orden y el desenvolvimiento armónico de esta co- 


lonia exigen imperiosamente la constitución de una sociedad 


civil entre ellos, salvaguardia y defensora de los derechos de 
todos y suplidora eficaz con su acción poderosa, de las defi- 
ciencias aisladamente imposibles de vencer. ¿Qué inconvenien- 


tes se pueden señalar a la unión de esos colonos entre sí y a la 


elección de la persona encargada de regirlos y gobernarlos? 


aspiración importante, ¡formar primero entre sí una sociedad 
amistosa como entre iguales, designar a los encargados de con- 
vocar a los demás y de presidirlos sin que por esto se rompa 
la igualdad —núms. 17 y 42.—y así reunidos, deliberar y deci- 
dir sobre la persona física o moral a quien han de nombrar 
como jefe y soberano? 

La designación del sujeto del poder determina la forma de 
gobierno de la sociedad civil. La persona en quien reside la 
soberanía, puede ser física o moral; en el primer caso hay mo- 
narquía; en el segundo, poliarquía.—núm. 83.—Estamos en 
presencia de una sociedad perfectamente constituida la cual 
procederá si lo juzga necesario, a la discusión y aceptación de 
una ley fundamental o constitución determinativa de las atri- 
buciones del poder; en otro caso serán los límites del poder en 
su ejercicio los fijados por derecho natural. Instituída la so- 
ciedad respondiendo los hombres a una necesidad de su propia 
naturaleza, quienes disienten, proceden y obran irracionalmen- 
te, porque si es justa, legítima y en nuestra hipótesis, necesa- 
ria la sociedad, no pueden los refractarios a su creación desli- 
garse de su obediencia, como no pueden negar su respeto y 
acatamiento a la ley dotada de los requisitos necesarios—núms. 
98, 99, 100.—y sancionada en las cámaras legislativas por ma- 
yoría de votos, cuantos se hayan declarado enemigos de su re- 
dacción y promulgación. No es en nuestro caso la mayoría de 
la nación quien impone su voluntad a la minoría; son la razón 
y el derecho quienes atan al hombre con la obligación moral 
de someterles sus actos. 

1672. Para deshacerse de esta dificultad, opinan los defen- 
sores del derecho divino mediato haber de concebirse por un 
momento a lo menos la democracia absoluta como si fuera el 
estado primitivo natural. De esta manera la comunidad univer- 
sal en posesión real de la soberanía, puede establecer uno u 
otro de los regímenes simples o combinarlos entre sí de di- 
versas maneras. Esta solución no soluciona nada. Empezamos 


por no entender lo que se pretende significar por esa concep- 


ás 
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ción por un momento a lo menos, de la democracia absoluta. 
¿Se entiende por democracia absoluta lo llamado por los autores 
democracia pura o la forma democrática directa (1)? ¿Se in- 
tenta expresar por ella ser todos y cada uno de los miembros 
de la comunidad el sujeto del poder? Pero para serlo, es nece- 
sario ser designados por si mismos y entonces damos de bru- 
ces con la misma dificultad. ¿Quieren decirnos poseer cada 
hombre en particular o el conjunto de ellos la soberanía? Esto 
es falso; los derechos de todos los hombres colectivamente to- 
mados no igualan el derecho de la sociedad civil muy superior - 
a la suma de aquellos. La democracia absoluta ni como estado 
natural primitivo ni como concepción es admisible; está des- 
mentida por la razón y el buen sentido que ven en el primer 
padre de familia al jefe no solo de una sociedad doméstica, 
sino también política.—núms. 1599 y sigs.—Y eso de comu- 
nidad universal ¿qué significa? ¿la comunidad de todos los 
hombres que viven sobre la tierra? ¿y por qué ha de poseer 
esa comunidad y no otra, la soberanía? Esa comunión sobera- 
na y universal ¿qué necesidad puede sentir de delegar el poder 
si ya está constituída en sociedad y en soberana? Y en la hi- 
pótesis de ser esta constitución un concepto mental sin base 
alguna en la realidad ¿cómo se reuniría y entendería esa co- 
munidad universal en la designación del sujeto del poder? Con- 
— clusión: una solución que extraña más dificultades que la ob- 
| jección misma, es inaceptable y debe desecharse. 


$ VII 
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1673. La discusión agita violentamente los ánimos de los católi- 
cos y de los que no lo son.—1674. La opinión de la comunicación in- 
mediata del poder civil no destruye su independencia en orden a la 
Iglesia.—1675. La otra opinión no conduce al absolutismo.—1676. 
Suárez demuestra no ser anárquica su opinión.—1677. Doctrina re- 
volucionaria: el pueblo puede deponer a los príncipes y castigar- 
los.—1678. Falsedad de esta doctrina.—1679. El príncipe, se arguye, 
es un delegado de la sociedad.—1680. Representación delegada y 
representación por propia autoridad del representante.—1681. Equívoco 
de la palabra igualdad.—1682. Conciliación de ambas opiniones según 
Balmes.—1683. Las circunstancias dieron importancia a esta discusión. 


1673. Nada agita tanto ni con más violencia los ánimos que 
la discusión, ni nada trae tan divididos a los hombres como el 


(1) Es pura la democracia cuando la plena soberanía reside en el 
pueblo; es directa cuando el mismo pueblo o sus ciudadanos toman parte 
en las deliberaciones y decisiones de los negocios públicos. 


POR 
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afán de imponer sus opiniones a los demás aferrándose a ellas 
con pertinacia. Los católicos no están libres de este gravísimo 
defecto notado en los no católicos y no nos sorprende ni mucho 
menos nos maravilla dirigirse unos a otros en la contienda acer- 
ca de la cuestión en examen, mutuos y violentos reproches y 
ver acusados a los partidarios de la comunicación inmediata por 
los defensores de la comunicación mediata, del siniestro propó- 
sito de renovar con sus doctrinas los abusos realizados por prín- 
cipes galicanos y protestantes en nombre del derecho divino y 
a éstos por los otros, de la nota infamante de la defensa de 
doctrinas sediciosas y peligrosas al orden social y de la colo- 
cación en manos de los revolucionarios de armas tan podero- 
sas como las suministradas por argumentos con los cuales fá- 
cilmente se llega a la proclamación del principio anárquico de 
la soberanía del pueblo. 

1674. Por grave que aparezca a nuestros ojos esta cuestión, 
no es de grandes resultados en la práctica. No hay en ninguna 
de las dos opiniones entendidas en sentido natural y recto nin- 
guno de los peligros quizá de la mejor fe temidos. En la hipó- 
tesis de ser verdad indiscutible recibir el soberano inmediata- 
mente de Dios el poder, no cabe establecer una perfecta igual- 
dad entre el poder temporal y el poder espiritual ni tampoco 
proclamarse la independencia del Estado en orden a la Iglesia. 
—núm. 1973.— 

1675. Se teme también del desligamiento del pueblo, de la 
comunicación del poder al soberano, llegarse a una autoridad 
absoluta y por ende, indigna de la naturaleza humana y de ser 
aceptada por sus súbditos. Esta dificultad, empero, descansa en 
un equívoco. Por poder absoluto se entiende un poder inde- 
pendiente de cualquier otro del mismo orden y no un poder de- 
clarado extraño al derecho natural. Dios mismo no puede des- 
entenderse del decreto de su sabiduría y de su justicia eternas. 
Es necesario si no se ha de proceder al infinito, haber un po- 
der supremo que no tenga ni igual ni superior en su orden. La 
misma observación cabe en la opinión opuesta. En el orden mo- 
ral el último jefe es Dios; en el orden eclesiástico, el Sumo Pon- 
tífice; en el orden civil, el príncipe del Estado. El pueblo so- 
berano es el. jefe absoluto, por no tener sobre sí otro jefe en 
el orden político. Si el sujeto de la soberanía es cristiano, no 
puede desligarse del dominio invisible de Dios y del poder vi- 
sible de la Iglesia por razón de las relaciones que deben exis- 
tir entre la Iglesia y el Estado. 

1676. Suárez ha demostrado no dar su opinión al pueblo 
ningún motivo serio para tomar el poder y trastornar la na- 
ción cuando mejor le pareciere. Elegido o designado el sobe- 
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Tano, el pueblo no retiene en sí mismo la soberanía actual y 
permanente, ha comunicado al sujeto, no el ejercicio del poder, 
sino el poder mismo. 

1677. Se replica contra esta doctrina: el pueblo puede ele- 
girse a sí mismo como sujeto del poder; luego debe presumir- 
se siempre su intención de hacerlo—núm. 89.—En los jefes 
del Estado aunque ostenten el título de reyes, delega simple- 
mente su poder para desempeñarlo ministerialmente o en su 
nombre. Se llama poder delegado el comunicado a la persona 
que lo desempeña por otros en cuyo nombre o representación 
se ejerce. Quien delega, conserva siempre la potestad suprema, 
el derecho de vigilar a su mandatario, revocar su delegación, 
juzgarle y destruirle. El delegado es un ministro que sirve a 
otro como a su superior y disfruta de un poder ministerial po- 
seído por el delegante por razón de su propia posición; en una 
palabra: delegado es un coadjutor, un auxiliar del delegante. 
Estamos en presencia de la teoría revolucionaria de la sobera- 
nía del pueblo, doctrina que nos lleva a la siguiente proposi- 
ción: El pueblo puede deponer a los príncipes y castigarlos. 

1678. Esta doctrina es falsa. El fin social no se opone a la 
simple delegación ni a la concesión absoluta del poder al prín- 
cipe. La naturaleza de la sociedad no exige determinada forma 
de régimen y son perfectamente compatibles con su dirección 
y régimen todas las formas de gobierno. El pueblo en la fun- 
dación de la sociedad puede declararse por una forma diferen- 
te de la democrática y es por lo general más útil y oportuno 
este procedimiento del pueblo, por ser la monarquía y la aris- 
tocracia más sólidas garantías de tranquilidad y orden. La pre- 
sunción no se declara en favor de la simple delegación del po- 
der, Examinemos el hecho en sí mismo. Según las costumbres 
constantes cuando aspira el pueblo a constituirse en una demo- 
.cracia y delegar simplemente sus poderes, no designa ni reyes 
ni principes, nombra presidentes, cónsules y otros magistrados 
con una organización particular y propia; de no obrar así, no 
se puede ni se debe suponer haberse declarado por la forma 
democrática. 

1679. Se suele también objetar: el príncipe representa la 
“sociedad; en el régimen aristocrático la representa el senado. 
Ahora bien: el representante como tal tiene su razón de ser de 
“aquel a quien representa, es decir, que recibe de él el ser de su 
representación y es por este motivo su delegado. Luego el prín- 
cipe es un simple delegado de la sociedad. 

1680. Esta aparatosa argumentación se desmorona con una 
distinción bien sencilla por cierto. La representación se veri- 
“fica en la proporción misma de ejercer el representante los de- 4 


he 
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rechos y cuidar de los intereses del representado: representa- 
ción que puede ser de dos maneras: o por propia autoridad del 
que delega o por propia autoridad del representante. El padre 
es el representante natural y legítimo de la familia, el indicado 
para la defensa de sus derechos y la persecución de su felici- 
dad y bienestar, no por delegación, sino por propia autoridad. 
Esto mismo ocurre en la sociedad civil; el príncipe representa 
la sociedad con su autoridad propia. La sociedad exige por su 


- naturaleza un poder director y gobernador en orden a su fin y 


quien lo posee, es ministro de la naturaleza y no un simple co- 
misionado de la sociedad. Se puede decir de la persona reves- 
tida de la autoridad suprema reemplazar la sociedad, pero siem- 
pre en virtud de esta autoridad, con independencia y por su 
propio derecho. 

1681. Se observa también tocar a la sociedad el derecho de 
exigir de sus miembros todo lo necesario y útil al fin social— 
núm. 63.—; a ella y a nadie más puede reconocérsele el dere- 
cho perfecto y completo de encaminarse a su fin; lo cual es el 
objeto propio de la soberanía; luego es la soberanía una pro- 
piedad de la sociedad. No pertenece esencialmente a la sociedad 
como multstud el derecho de dirigir a sus súbditos al fin, sino 
a la sociedad organizada de la cual es parte esencial o integran- 
te la soberanía. Es pues, derecho propio de la soberanía dirigir 
inmediatamente al fin, es decir, sin ningún intermediario. La 
soberanía no pertenece a la multitud separada del soberano, es 
decir, al cuerpo social, sino a la sociedad considerada como un 
solo todo, esto es, como resultado de la unión de la multitud al 
soberano. Se ve nuevamente con claridad el equívoco de la pa- 
labra sociedad cuando con ella se quiere expresar o la multitud 
de personas o la multitud dirigida y unificada por el poder. 

1682. Balmes demuestra ser realmente idénticos los resul- 
tados a que conducen las dos fórmulas sobre la comunicación 
del poder al sujeto designado. «En concepto de unos dice: So- 
ciedad, para tu conservación y dicha necesitas de un gobierno; 
escoge, pues, por los medios legítimos la forma en que debe 
ser ejercido y designa las personas que de él se han de encargar, 
que yo les comunicaré las facultades necesarias para llenar su 
objeto. Eri concepto de los otros Dios dice: Sociedad, para tu 
conservación y dicha necesitas de un gobierno; yo te comunico 
las facultades necesarias para este objeto; ahora escoge tú mis-. 
mo la forma en que debe ser ejercido y designando las perso- 
nas que de él se hayan de encargar, trasmíteles estas faculta-: 
des que yo te he comunicado (1).» ¿Quién no ve la identidad : 
P 


(1) Balmes. El protestantismo comparado con el catolicismo, cap. LL: 
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de resultados a que ambas fórmulas conducen? En una y otra 


se notan las prerrogativas propias de gobernantes y gobernados. 
Es santo el origen del poder porque dimana de Dios como de 


- 


su fuente única y es sagrado porque no pasa a ninguna persona 


“sino por los medios por Dios mismo establecidos. Son los gober- 
“nantes representantes en la tierra de la divinidad, ministros de 
Dios en expresión de las Santas Escrituras con el derecho de 
“dictar preceptos y leyes que ligan y atan la conciencia de sus 


súbditos y con el deber de someter todos sus actos a los dictados 
de la razón y de la justicia y a las leyes naturales y divinas. 
El pueblo tiene el deber y el derecho en una y otra opinión 


de fijar la forma de gobierno, de designar las personas que ha- 


yan de asumir el poder de acuerdo con las leyes fundamenta- 


les o con el derecho público en vigor y de reconocer en los ele- 
gidos o designados una autoridad emanada de Dios con fuerza 
suficiente para obligar al respeto y obediencia de sus disposi- 
ciones y mandatos sin serle después lícito rebelarse y resistirse 
ni menos desposeerlos de su autoridad. Pueblo que así no pro- 


cediera, contradiría la ordenación de Dios y sería reo de un 


delito de sedición, de resistencia al poder y de revolución, muy 
digno de ser enérgicamente reprendido y castigado. 

1683. Pero si tan nimia y de ninguna importancia práctica 
es la diferencia entre las opiniones de origen inmediato y me- 
diato del poder ¿por qué ese afán de teólogos, canonistas y fi- 
lósotos católicos en sostener y apoyar la suya? ¿Por ventura no 
alcanzó la gran capacidad de escolásticos como Suárez y Belar- 
mino la nimia o casi nula discrepancia entre ambas opiniones? 


¡Vaya si lo alcanzaron! pero en la época de debatirse en el 


terreno de la polémica el triunfo de cada una de ellas, importaba 


sobremanera esa diferencia por razón de las consecuencias a que 


se prestaba. Circunstancias imperiosas exigían la opinión de la 
comunicación mediata, porque como dice con profundo acierto 
nuestro Balmes «las tendencias comunicadas por la revolución 
religiosa del siglo xvi a la monarquía europea, amenazaban una 
completa secularización de la potestad eclesiástica. Se exagera- 
ban por desgracia los buenos y sanos principios hasta el punto 
de convertir el poder real en fuerza absorbente de todas las 
demás. El protestantismo atacando la potestad de los Papas y 
pintando con negros colores los peligros que de ella podían se- 
guirse para la potestad secular, había aumentado hasta un grado 
desconocido la potestad de los reyes estableciendo la funesta 


doctrina de someter a su jurisdicción los asuntos eclesiásticos y 


y 


acusando de abuso, usurpación y ambición desmedida la inde- 
pendencia reclamada por la Iglesia con la base de los sagrados 
cánones, de las leyes civiles y lo que está sobre todo, de las doc- 


11-25 
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trinas y enseñanzas desde el mismo día de su fundación, de la. 
institución de Jesucristo. Ñ 
«Enrique VIII, Isabel de Inglaterra y sus partidarios lleva- 
ron al terreno de la práctica con la aplicación de la teoría del 
origen inmediato del poder real sus usurpaciones y atropellos 
contra la Iglesia y la secularización completa de su reino. Suárez 
y gran número de teólogos de su época sostuvieron el origen 
mediato para salvar la superioridad e independencia de la po-- 
testad eclesiástica de origen divino inmediato y extraordinario.» 


CAPÍTULO IV 


GOBIERNOS MODERNOS 


Y SUS RELACIONES CON SUS SÚBDITOS 


De todo se sirven los enemigos de la Iglesia en sus acusacio- 
nes; sus más claros y sencillos actos son tergiversados con el 
deliberado propósito de ofrecerla odiosa a todo el mundo. En- 
vanécense los liberales de nuestra época con aplauso de los indi- 

Mtentes y los partidarios del liberalismo político, de haber lle- 

gado con una suma de esfuerzos gigantescos al entronizamiento 
en el mundo de la democracia y a la abolición y casi total su- 

- presión de los gobiernos absolutos, .tiránicos y despóticos de los 
monarcas. Las pocas monarquías en pie son constitucionales o 
parlamentarias. Este triunfo fué obtenido contra la voluntad 
de los reyes y en frente de las disposiciones de la Iglesia siem- 
pre intransigente con las conquistas liberales condenadas por el 
Syllabus. La Iglesia ha reprobado, dicen, de un modo especial 
los 'yobiernos modernos, los ha tildado de opuestos a sus doc- 
_trinas y enseñanzas y ha inculcado el sometimiento a los po- 
deres constituidos hasta el servilismo. 

Este cúmulo de falsedades pregonadas diariamente a coro por 
una prensa impía y sectaria, está desmentido por las enseñan- 
zas de la Iglesia, interpretadas y adulteradas a gusto de los poco 
escrupulosos en su propaganda de calumnias y mentiras. Del 
barajamiento de un modo vergonzoso de las formas de gobier- 

“no con los partidos políticos que se suceden en nuestros parla- 
mentos y con la atribución a aquéllas de lo imputable a éstos, 
no es difícil llevar la confusión y la duda a espíritus no' aveza- 
dos a penetrar ni en los problemas políticos ni en las sutilezas 
de legistas y filósofos. 

Quienes presentan a los católicos enemigos de la democracia 

y de la república, faltan a sabiendas a la verdad. La Iglesia ja- 
más reprobó ni la democracia ni la república; reprueba los prin- 
| cipios que se desenvuelven y aplican desde las esferas del go- 
bierno en evidente oposición con las enseñanzas y dogmas ca- 


588 LA IGLESIA Y EL ESTADO. LIB. 1V. CAP, IV 


q 


tólicos y se inspiran en un crudo e inaceptable materialismo o | 


en el más franco ateísmo. 


Se impone un estudio siquiera sea somero, de las formas de 
gobierno, de los gobiernos modernos y del alcance de nuestros 
deberes y derechos con los gobernantes y de éstos, para con los ' 


súbditos a fin de prevenirnos contra el aluvión de sofismas fun- 
dados en equívocos contra el catolicismo, lanzado desde el fo- 
lleto y el periódico, desde la tribuna y la cátedra y desde el libro 
de polémica, de texto y de enseñanza en colegios y universida- 


des. Se aspira a convertirlo todo en ariete formidable contra la 


Iglesia como si destruida ésta, se salvara el mundo del naufra- | 


$'A 


gio que por momentos le amenaza; no saben, porque no quie- 


ren saberlo, ser más que económico el problema que agita al 
mundo y le coloca cada día más lejos del orden, un problema 


de orden moral, pero insoluble mientras no se desande el ca- 


mino que aleja a las muchedumbres de la doctrina de Cristo; 
sólo a este precio volverá a reinar en las clases sociales el orden 
en mal hora destruído por doctrinas exóticas e inaplicables sin 
retrogradar a la época funesta del paganismo. 


$ 1 


FORMAS DE GOBIERNO 


1684. Forma de gobierno.—1685. Condiciones de su legitimidad.— 
1686. Razón de estas condiciones.—1687. No hay motivo para repro- 
bar una forma de gobierno así establecida.—1688. Atribuciones de la 
sociedad.—1689. Sentido de la intervención de un contrato entre el 
soberano y el pueblo.—1690. Doble interpretación de las siguientes 
proposiciones: el poder pertenece a la sociedad; los poderes emanan 


de la nación.—1691. La democracia no es la única forma legítima 


de gobierno.—1692. La ley natural aprueba plenamente la monar- 
quía.—1693. Esta forma es más apta para la realización del fin so- 
cial. —1694. Ninguna razón existe para estar el soberano sujeto a 
los miembros de la sociedad.—1695, Obligación de obedecer en ca- 
so de tiranía leyes injustas. 


1684. Entendemos por forma de gobierno el modo estable 


de poseer y ejercer el sujeto, la autoridad. Caracteriza y deter- 
mina la forma de gobierno el sujeto del poder civil, el cual — 
sujeto—puede ser una persona física o moral. 

1685. No es nuestro ánimo examinar una a una todas las 


formas de gobierno así puras como mixtas—núms. 1059 al 
1067—ni investigar cuál de ellas es en abstracto la mejor. La : 


sociedad tiene el derecho de establecer para su régimen la forma 
más de acuerdo con su modo de pensar, sus costumbres y sus 
tradiciones, porque ninguna de ellas prescindiendo de los prin- 


É 


Y 
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cipios de gobierno que más tarde invoque, es reprobable ni en 


abstracto ni en concreto ni tampoco ilegítima con las siguientes 
condiciones: a) su institución legítima, es decir, sin ataques a 
derechos anteriores: b) su respeto a las doctrinas fundamenta- 
les sobre el origen, facultades y limites del poder civil: c) su 
aptitud para dirigir la sociedad a su fin propio. 

1686. La razón de estas condiciones trascritas de Cepeda (1) 
salta a la vista, limitándonos a insinuarla y adaptarla a cada una 
de ellas: a) el poder civil puede ser ejercido o por todo el pue- 
blo o por la persona o personas designadas por la comunidad; 
en este último caso recibe el soberano el poder según nuestra 
opinión inmediatamente de Dios y según la otra, inmediatamen- 
te del pueblo, no por simple delegación o representación, sino 
por transmisión perpetua. El pueblo sólo procederá a la desig- 
nación de otro sujeto en el caso de haberse extinguido el actual 
por aleuna causa justa o en la primera formación de la socie- 
dad. El pueblo no puede arbitrariamente privar de su derecho 
al soberano; carece para esto de atribuciones; y de obrar así, 
abriría ancho campo a la anarquía y su conducta sería causa de 
hondos trastornos sociales: b) la forma de gobierno desconoce- 
dora en su institución del origen divino del poder, de su fin, de 
sus facultades y de sus límites, está a priori condenada por el 
derecho natural y sus doctrinas carecen de fuerza obligatoria 
por ser los mandantes en virtud de tal forma, verdaderos usur- 
padores del poder público: c) una forma de gobierno inepta 
para dirigir la sociedad a su fin, es en absoluto inaceptable; con 
esa forma es inútil la sociedad, porque no sirve para la realiza- 
ción del fin social a que debe su institución. 

1687. Establecida una forma de gobierno apropiada a las 
condiciones anteriores, ninguna razón seria puede alegarse para 
desaprobarla. Libre es cada mación dejando a salvo los dere- 
chos de la justicia, de elegir la forma de gobierno más en at- 
monía con su carácter, instituciones y costumbres heredadas 
de sus antepasados. La Iglesia jamás condenará ninguna de las 
formas de la soberanía cuando en su institución no se violan 
los derechos de nadie y se respetan los suyos propios. Así lo ha 
declarado esta divina sociedad por boca de sus pontífices (2). 

1688. Es atribución de la sociedad: a) el derecho de fijar 
y determinar su forma de gobierno—simple o mixta—pudiendo 
ser el sujeto de la soberanía—una por su naturaleza—llamado 
al ejercicio de los derechos esenciales y constitutivos de la so- 


ciedad, una persona física o moral: b) la imposición de condi- 


(1) Ronrícuez DÉ Cria. Obra citada, pág. 605. ze 
(2) Lzón XII. Encyel. Diuturnum illud: Libertas praestantissumum. 
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ciones al poder, el deslinde de sus atribuciones y el señalamiento 
de límites en virtud de un pacto o contrato con el soberano. Este | 
pacto engendra obligaciones mútuas de rigurosa justicia (1): 
c) el acuerdo del modo de verificar la elección del soberano si 
se ha resuelto ser electiva y no hereditaria la sucesión del poder 
y el modo de transmitir el poder supremo: d) la modificación 
con causa legítima de la constitución social y la transformación 
de su régimen (2). 

1689. Por lo hasta ahora dicho se comprende el sentido en 
que sostienen escritores de gran nombre la intervención de ' 
un contrato entre la persona del soberano y el pueblo. Este con- 
trato en la hipótesis de verificarse por elección la designación 
del soberaño, existe siempre, sino explícito o escrito por no es- 
tar registrado entre las leyes fundamentales de la nación, 1im- 
plícito y tradicional; por él se determinan las leyes constitutivas 
del Estado, las leyes primordiales cuyo origen arranca de la pri- 
mera institución de gobierno, vale decir, aquellas leyes dictadas 
al mismo tiempo de regular el pueblo con la elección de sus so- 
beranos, la forma por la que aspira a ser gobernado. Se ve por 
estas sencillas indicaciones haber dicho y con razón el gran San 
Agustín, después de haber afirmado y asentado el origen di- 
vino del poder: «Es pacto general de la sociedad obedecer a los 
reyes (3).» Pero por pacto entiende muchas veces San Agustín 
—así se deduce de su libro mismo de las Confesiones—la ley o 
decreto como principio del orden y así llama a los preceptos de 
Dios, pactos eternos de salud (4). 

Prescindiendo de esta interpretación y dando a las palabras 
de San Agustín un significado verdaderamente literal, no se le 
puede juzgar como precursor de Rousseau. El pacto social se 
distingue del pacto constitutivo o fundamental en la hipótesis 
de recurrirse a ese pacto en la explicación del origen primario 
de las sociedades. Nosotros creemos a pesar de todo, haber de- 
mostrado no ser necesario el pacto sino de un modo secunda- 
rio. El contrato imaginario y antisocial de Rousseau crea la so- 
ciedad y el poder; el contrato político a que nos referimos, úni- 
camente lo organiza constituyendo el ser concreto y organizado 
del Estado. 

1690. No obstante lo dicho, hay quienes en nuestros días se 
empeñan en no existir ninguna forma legítima de gobierno fue- 
ra de la democrática. Podemos dar una doble interpretación a 


(1) Divus Thomas. De regimine principum, cap. VI, lib, 1. 
(2) Lzón XIII. Carta encíclica a los católicos de Francia, 16 de fe- 
- brero de 1892.—Véase -4cta S. Sedis, an. 1892, 

(3) Sancrus Aucustinus. Confes. III, 6. 

(4) Inem. /bídem, 1, 16, 
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las siguientes proposiciones: el poder social pertenece a la so- 
ciedad: todos los poderes emanan de la nación: a) todos los 
ciudadanos participan del poder social: b) existe en la sociedad 
un ser organizado que exclusivamente posee el poder, pero siem- 
pre con la condición que sea esencialmente parte de la sociedad 
y únicamente se posea en su beneficio o provecho. Siempre se dirá 
con verdad haber en la nación un poder en cuya posesión está 
la nación como con verdad se dice ver el hombre aunque la po- 
tencia visiva no resida en todos los órganos del cuerpo. El po- 
der en la sociedad civil por su carácter de sociedad desigual— 
núm. 44.—no puede pertenecer a todos sus miembros y es per- 
fectamente conciliable la calidad de súbdito con la carencia de 
toda participación en el poder. Esto sucede a cuantos por no 
ser sui turis, están bajo la inmediata dependencia de los padres 
o tutores; a éstos se los considera como no llegados a la pleni- 
tud de su personalidad por falta de madurez, como por la or- 
ganización de las familias se considera a las esposas como a los 
- menores de edad. 

¿Es necesaria la participación en el poder público de todos 
los padres de familia? Dos razones pudieran alegarse en pro de 
la contestación afirmativa: a) la exigencia por la naturaleza de 
la sociedad civil, de esta participación como medio absoluta- 
mente necesario a la consecución del fin social: b) la imposi- 
ción a todos los padres de familia de la obligación personal de 
procurar este fin: a) No exige tal cosa la naturaleza de la so- 
ciedad civil y sí simplemente, haber quien guíe y dirija a los 
ciudadanos en orden al bien común; y para esto no se requiere 
ser, obra común de todos el gobierno y la dirección; bastan al- 
gunos o uno. La dirección social confiada a todos es más lenta 
en su acción y está más predispuesta a discordias y luchas que 
el régimen de algunos o de uno solo. Este régimen es más tran- 
quilo en sus procedimientos y reina en él mayor unidad de mi- 
ras y de criterio que en el democrático. La multitud examinada 
en conjunto no es un principio dirigente, es un elemento nece- 
sitado de la dirección e impulso de los hombres superiores en 
inteligencia, prudencia y madurez. En nuestra alusión al gobier- 
no y dirección de uno solo, nos referimos al sujeto del poder 
supremo y a su intervención en última instancia en los negocios 
llevados a su tribunal inapelable; pero no excluímos a los auxi- 
liares de ese sujeto con su criterio, consejos y ciencia mi a los 
magistrados inferiores, pues en una sociedad numerosa le es 
imposible al monarca resolver por sí mismo todos los asuntos; 
la necesidad le fuerza a servirse del ministerio de autoridades . 
subalternas—núm. 138.— 

1691. Contra los únicamente reconocedores de la forma de- 
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mocrática como forma legítima de gobierno, argumentamos así: 
la sociedad reclama la existencia de un poder público en tanto 
cuanto es necesario haber quien cuide del bien público o co-. 


mún y para esto no es necesario el régimen democrático; es su- 


ficiente el monárquico o aristocrático. Luego la democracia no 


es la única forma legítima de gobierno. b) ¿Es la democracia 
la única forma legítima de la soberanía en atención al deber 


inajenable del pueblo—el conjunto de los padres de familia—de 
alcanzar el fin social? El ligado por el deber de alcanzar un: 


fin, está autorizado a delegar su poder en otras personas y és- 
tas lo ejercerán en su nombre o ministerialmente; pero esta de- 


legación no excluye ni su vigilancia ni su responsabilidad; y. 


esto es razón de revocar o modificar su mandato. El padre de 
familia puede delegar su autoridad en la instrucción y educa- 
ción de sus hijos, pero de ningún modo enajenarla—núms. 4484 
y sigs.— 

1692. De ser aplicable esta hipótesis a la sociedad civil, el 
pueblo sería esencialmente soberano y no habría en rigor más 
que una sola forma de gobierno con caracteres o modificacio- 
nes puramente accidentales en cada pueblo y consistentes en 
la delegación más o menos parcial del poder. Pero no es así; 
la naturaleza impone al pueblo el deber de procurar el fin so- 


cial y le deja en libertad para la elección del medio propio que 


lleve a la posesión del bien común. 

1693. La monarquía es para la consecución de este bien un 
medio favorable y algunas veces el más favorable, porque con 
la reserva de la soberanía por el pueblo y la sola delegación de 
su ejercicio, corre la paz pública grave riesgo de ser alterada 
por la maldad, exigencias y ambiciones de los unos y la igno- 
rancia de los otros. Es en nuestro pensar conclusión legítima la 
aprobación plena por la ley natural de la distinción entre el su- 
jeto del gobierno y también de la soberanía y el pueblo el cual 
si posee la soberanía in causa, en la constitución de la sociedad, 
puede por derecho enajenarla. 

1694. La comparación establecida con el padre de familia 
no es concluyente y no prueba lo propuesto por sus alegadores: 
a) porque la vigilancia establecida por los padres sobre sus au- 
xiliares o sustitutos en la instrucción y educación de sus hijos, 
no incluye los graves inconvenientes de una vigilancia popular 
sobre los depositarios del poder: b) porque el hecho origen de 
la paternidad es indiscutible y está enteramente determinado 
por la naturaleza. Por el contrario: el hecho originario de la so- 
beranía es la formación de la sociedad y ésta puede libremente 
adoptar entre las diversas formas de gobierno la más de su 
agrado. El fin social es más el fin de la naturaleza que el fin 
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de los individuos. Tal es la razón última por la cual consideran 
perfectamente terminada su tarea los individuos después de ha- 
ber dado a la sociedad el medio apto para la adquisición del fin 
impuesto por la misma naturaleza. Y hemos dicho y volvemos 
a repetir ser no sólo medio apto sino más apto en la consecu- 
ción del fin de la sociedad civil la limitación del sujeto del poder 
a algunos o a uno solo. Ante el soberano ocupado única y prin- 
cipalmente en los asuntos personales de los individuos, éstos re- 
clamarán y exigirán la dirección y administración de sus pro- 
pios negocios. Pero el bien de la sociedad civil es el bien de los 
individuos impuesto por la misma naturaleza y es más princi- 
palmente bien de la naturaleza que de los individuos: por esta 
razón no es necesario estar sujeto el soberano rector y goberna- 
dor de la sociedad a los miembros que la forman y componen. 

1695. Acerca de la obligación de obedecer al soberano orde- 
mador de cosas malas o inútiles, hemos dicho lo bastante en otro 
lugar—núms. 67 y 68.—y no creemos oportuno insistir. No 
tardaremos en exponer las enseñanzas de la escuela católica en 
orden a la conducta digna de ser observada por el puéblo ante 
el sujeto de la autoridad convertido en tirano—núms. 1772 


y sigs.— 
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1696. Explicación de lo que se entiende por gobiernos modernos. 
—1697. Diferencia entre la forma y los principios de gobierno.— 
1698. La Iglesia no reprueba ninguna de las formas de gobierno.— 
1699. Razones de preferencia de una forma de gobierno.—1700. La 
Iglesia reprueba los principios de los gobiernos modernos por Ta- 
parell¡ reducidos a cuatro.—1701. Refutación del primer principio: 
la razón humana independiente de Dios.—1702. Del segundo: eman- 
cipación de la razón humana de la razón política.—1703. Esta doc- 
“trina del contrato social de Rousseau, es absurda.—1704, Tnstitu- 
ción de la forma de gobierno por elección y otros medios.—1705. 
Todas las formas de gobierno son legítimas.—1706. Los católicos 
no se declararán enemigos de ningún régimen en abstracto.—1707. 
Refutación del tercer principio: la opinión pública puede dictar le- 
yes contra la ley divina.—1708. Cuarto principio: las libertades mo- 
dernas.—1709. Condenación de la fuerza contra las constituciones 
modernas.—1710. Modificación de las constituciones por la vía le- 
gal.—1711. Casos en que pueden ser lícitas estas constituciones.— 
1712. Prudencia en esta delicada materia.—1713. De la permisión del 
juramento por la Santa Sede a las constituciones modernas no se 
puede deducir su aprobación. 


1696. Entendemos por gobiernos modernos, no todos los de 
nuestros días, sean cualesquiera la forma de su constitución y 


< 


594 LA IGLESIA Y EL ESTADO. LIB. IV. CAP, IV 


sus principios fundamentales, sino únicamente aquellos apoya- 
dos ha más de un siglo en los principios proclamados por la re- 
volución francesa y revestidos de ordinario de la forma repre- 
sentativa, constitucional o parlamentaria. 

1697. Son totalmente distintos la forma de gobierno y los 


principios, su base. La forma de gobierno, repetimos, única- 


mente se refiere a la persona—física o moral—sujeto de la po- 
testad—núm. 83.—; los principios son las doctrinas funda- 
mentales de las constituciones, norma de conducta de los go- 
biernos. 

1698. Las formas de gobierno—simples y compuestas—ya 
hemos hablado de ellas, son en sí legítimas y la Iglesia no re- 
prueba ninguna de ellas a pesar de los inconvenientes e imper- 
fecciones notadas en la práctica. Los principios y decisiones de 
la Iglesia—es doctrina de León XIIlI—entendidos en sentido 
recto, no reprueban en sí ninguna de las formas de gobierno; 
nada hay en ninguna de ellas en repugnancia con la doctrina 


E 


católica y aplicadas con discreción y justicia, pueden ser me- 


dio seguro de tranquilidad pública. 

1699. El régimen representativo, constitucional o parlamen- 
tario, monárquico o republicano puede ser en ciertas circuns- 
tancias preferido a los otros regímenes; así nos lo enseña el 
mismo Papa en estas palabras: «La Iglesia no rechaza la ma- 
yor o menor participación del pueblo en el gobierno; esto pue- 
de ser en algunos tiempos y según algunas leyes una ventaja 
y hasta un deber para los ciudadanos (1).» Puede convenir el 
régimen republicano a hombres de costumbres patriarcales, aman- 
tes como nadie de la libertad y profundamente afectos a sus 
antiguas y tradicionales instituciones; tales fueron los Cantones 
de” Suiza: será preferible el sistema parlamentario allí donde 
existe una nobleza poderosa, fuerte y sensata, de arraigadas 
tradiciones y capaz de ejercer una influencia decisiva en el des- 
envolvimiento de los negocios públicos; tal es el Estado inglés. 

Creemos una locura soñar con el régimen republicano en una 
nación de treinta o cuarenta millones de habitantes, disemina- 
dos en un vasto territorio sin participación alguna durante si- 
glos en el gobierno de su país, dirigidos y administrados por 
el cetro de sus reyes si después de sacudida y despedazada la 
monarquía a impulso del oleaje revolucionario y de haberse en- 
sayado por más de un siglo constituciones políticas alteradas y 
cambiadas veinte veces, el pueblo no declara su amor ni entu- 
slasmo por ninguna, se muestra si no hostil, indiferente a la 
participación otorgada en el gobierno y anhela siempre por la 


(1) León XIIL. Encycl. Inmortale Dei. 
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tranquilidad pública, consecuencia de la conservación del orden. 
A pari: si en un país se ha extinguido la nobleza o vive sin 
arraigo. sin prestigio y sin influencia; si las masas son igno- 
rantes y poco o nada entienden de los graves asuntos y difíciles 
problemas de la gobernación de un Estado y se dejan arrastrar 
de la palabra engañosa de quienes únicamente marchan en bus- 
ca de su apoyo para escalar los más elevados puestos de la po- 
lítica ¿hablaremos a este país de la institución de un gobierno 
parlamentario? Esto sería predicar su ruina. 

La Iglesia no condena por su forma un gobierno constitu- 
cional o parlamentario—de valor y ventajas muy discutibles en 
la práctica—en legítima posesión de la autoridad social, pero sí, 
su constitución y sus leyes en oposición a la moral católica y a 
sus dogmas. Es gravísimo error sostener la ilegitimidad de un 
gobierno por el solo hecho de ser republicano o parlamentario. 
No reprobamos el régimen republicano, representativo, consti- 
tucional o parlamentario, porque la Iglesia no lo reprueba; re- 
probamos ser considerados esos regímenes como un ideal, co- 
mo un derecho absoluto en materia de gobierno; en esta ma- 
teria no hay derecho absoluto. La forma de gobierno beneficio- 
sa a un país es a otro perjudicial. La Iglesia aprueba todas las 
formas de gobierno en principio; no condena, pero tampoco reco- 
-mienda ninguna. «Hay si se quiere, diremos con Benoit, un ideal 
relativo para cada pueblo, pero este ideal no es necesariamente la 
forma republicana o la forma parlamentaria, sino en general la 
que condice con las tradiciones y el carácter de la nación. Los 
católicos suizos hacen muy bien en amar la república y los ca- 
tólicos ingleses, la monarquía parlamentaria; pero quizá sea muy 
cuerdo no querer ni una ni otra los españoles, franceses e ita- 
lianos. No se debe decir: quiero dotar a mi país de una repú- 
blica o de una monarquía constitucional, porque hay más liber- 
tad en el régimen republicano y en el gobierno parlamentario 
que en una monarquía absoluta, porque quizá ésta sea más con- 
forme con el modo de ser de la nación; debemos por el con- 
trario, anhelar para nuestro pueblo la forma de gobierno que 
vive en sus tradiciones, alienta en sus costumbres y tiene sus 
raíces en el amor de nuestros padres. Tal es el lenguaje del buen 
sentido, aunque no el de gran número de católicos liberales (1).» 

1700. Dijimos más arriba: son cosas completamente distin- 
tas la forma de gobierno y los principios, base de éste; y añadi- 
mos ahora: la Iglesia indiferente a las formas de gobierno—ni 
las aprueba ni las acepta ni siquiera las recomienda—no lo es 
con los principios, fundamento de los gobiernos modernos; re- 


(1) Bexorr. Les erreurs modernes, tom. 11, pág. 530. 
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VA DARE 


prueba enérgica y expresamente estos gobiernos porque su ac- | 


ción descansa en principios completamente falsos y evidente- 
mente nocivos a la sociedad. Son estos principios según Tapare- 
lli: a) la independencia inalienable de la razón humana en or- 
den a Dios, a Jesucristo y a su Iglesia, profesada por el libera- 


lismo más o menos radical y por el naturalismo o lo que es lo 


mismo: .el derecho universal e imprescriptible del hombre a pro- 


fesar sin impedimento de ninguna clase la religión y culto más 


de su agrado: b) la emancipación de la razón de toda autori- 
dad política la-cual al decir de los liberales, no tendrá el dere- 


cho de mandar sino a los que libremente se le someten: Cc) 
opinión pública representada por la mayoría de los ciudadanos 
de una nación impondrá su voluntad en la elaboración y pro- 
mulgación de las leyes y disposiciones a pesar de ser opuestas 
a las leyes y disposiciones divinas: d) por ser la palabra, la 


4 


prensa y la acción, el medio de dar a conocer la opinión pú- 


blica, se proclama el derecho universal e inalienable de hablar, 


imprimir y asociarse: tres derechos en sentir de Taparelli, que 
surgen espontáneamente de la opinión pública o de las mayo- 
rías (1). Procederemos a un análisis somero de estos derechos. 

1701. La razón humana es por su propia naturaleza una 
facultad limitada y dependiente de un modo tan necesario de 
la razón divina como el hombre mismo con todas sus potencias 
y sentidos. La razón en el hombre vive sometida a las dispo- 
siciones y mandatos de la voluntad divina explícitamente ma- 
nifestada en la ley moral o natural, expresión clara y termi- 


nante de las relaciones necesarias entre Dios y el hombre. Esta 


doctrina es innegable por quien admite la existencia de un ser 
soberano y creador del mundo. Los católicos sabemos—igual- 
mente lo sabrían quienes de buena fe se consagraran al estudio 
de estas magnas cuestiones—haber sido voluntad de Dios aña- 
dir a la ley natural, una ley positiva sobrenatural destinada a 
iluminar y fortalecer al hombre y a honrarle y perfeccionarle. 
La razón humana está según esta doctrina, obligada a someter- 
se a la voluntad divina y a las leyes dictadas por la sabiduría 
de Dios en todo lo mandado y a abstenernos de todo lo prohi- 
bido. Fué y es para nosotros ley clara, manifestación explícita 
de la voluntad de Dios vivir unidos y sujetos a la autoridad de 
la Iglesia instituida por Jesucristo para conducirnos y guiarnos 
a nuestro destino. No puede la razón humana sin desprecio de 
sus deberes, sin la declaración de su independencia de Dios, 
gobernarse en su vida individual y social en oposición a la Igle- 
sia que ha recibido de Jesucristo el mandato de imprimir di- 


(1) Tararsiit. Ensayo crítico de los gobiernos representativos. 
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rección Obligatoria a naciones e individuos, a pueblos y sobe- 
ranos (1). El simple intento de observar una conducta opues- 
ta a la indicada, es irracional e insensato. 

1702. b) Es igualmente inadmisible el segundo principio 
proclamado por el liberalismo y consecuencia clara, expresión 
manifiesta de la doctrina de Rousseau. «Todo gobierno legíti- 
mo es republicano; todos deben tener derecho electoral; toda 
exclusión formal rompe la universalidad (2).» Mazzini pro- 
clama la misma doctrina: «Declaramos muerta para siempre la 
vieja autoridad. No admitimos la posibilidad de colocarse el 
gobierno por privilegio, fortuna o trasmisión hereditaria en 
uno o más individuos; queremos... que el voto popular los 
proclame como cabezas. La república es la forma lógica de la 
democracia (3).» 

1703. Fundamento de la doctrina de Rousseau es su famoso 
Contrato Social en el cual supone ser la sociedad, no la obra 
de la naturaleza, sino una institución arbitraria cuyo origen ex- 
clusivo es la voluntad de los hombres que con su nacimiento y 
su vida fuera del estado social, llegaron un día a convenir en- 
tre sí en obligarse por medio de un pacto a vivir en sociedad, 
a determinar las condiciones del contrato social y a investir del 
poder a tal o: cual persona. Quienes aceptan este sistema, han 
por deber de aceptar ser atributo esencial de los gobernados la 
elección de los gobernantes; pero dar, escribe Taparelli, «por 
base al sufragio universal un pacto también universal que nin- 
guna historia registró jamás, que la misma naturaleza humana 
hace imposible, no pudiendo formarse pactos sociales sin idio- 
ma común ni hablarse lengua común sin estar en sociedad, dar, 
repito, tal base al sufragio universal, es hacer castillos en el 
aire y escribir novelas, cosa tolerable en el siglo pasado—-XxvIII 
—en que todas las ciencias morales eran obra de la imagina- 
ción, pero que no puede tolerar el hombre sensato en un siglo 
que tan severo pretende ser en los estudios sociales (4).» 

1704. Es racionalmente sostenible asistirle a la nación en 
el primer origen de una sociedad civil o en el caso de haberse 
extinguido por causa legítima y justa el depositario, del poder 
social, el derecho de elegir y determinar la forma de su gobier- 
no y designar la persona—física o moral—encargada de ejer- 
cerlo; pero no lo es afirmar no haberse formado ni poder for- 
marse en el mundo ninguna sociedad civil sin el reconocimien- 
to por el pueblo de sus gobernantes y negar legitimidad a aque- 


(1) Pío IX. Encycl. Ouanta cura. 

(2) Rousskau. Contrat social, lib. II, cap. VI. 

(3) Mazzint. Santa Alianza dei populs. 
(4) Tararziii. Obra últimamente citada, tom. Í, pags. 95 y sigs. 
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llos gobiernos cuya designación no procede de la voluntad po-. 
pular. Son esas afirmaciones palmariamente contradichas por 
los hechos de la Historia, una ofensa al buen sentido que nos 
atestigua haber otras causas legítimas además de la elección: 
como razón y origen de tales o cuales formas de gobierno. Una: 
justa conquista puede innegablemente conferir el poder supremo ' 
sobre el país conquistado y hay casos de verse obligado un pue-- 
blo sin haber previamente manifestado su consentimiento, por 
efecto de una necesidad física, de un derecho divino—natural- 
o positivo—o de un derecho prevalente—civil o politico—a-* 
aceptar un gobierno y a someterse a él. Debe el pueblo obede-* 
cer y ceder cuando su derecho natural de independencia choca 
o llega al estado de conflicto con su derecho a vivir honesta-' 
mente o con derechos superiores ya divinos ya humanos. Así lo 

demuestra sólidamente el P. Taparelli (1). No discute ni pone 
en tela de juicio este sabio jesuita la elección popular como: 
causa justísima de la colación de la autoridad; afirma y de-. 
muestra haber otros medios legítimos. Luego debemos recono- 
cer y admitir gobiernos legítimos además de los democráticos 

en los cuales es el pueblo soberano y ejerce la soberanía por: 
sí O por representantes por él elegidos para gobernar en su. 
nombre. ' 

1705. Nunca hemos negado la legitimidad de los gobiernos 
democráticos, es decir, efectivamente establecidos con toda le- 
gitilidad; afirmamos guiados por la razón y las enseñanzas de : 
los filósofos y teólogos católicos, el deber de los pueblos de so- ' 
meterse a la autoridad de los reyes y principes y de obedecer 
sus disposiciones y mandatos a pesar de vivir aquellos alejados 
de la autoridad y del poder y de no haber consentido con su 
voto expreso en la colación de la autoridad de sus gobernantes. - 
Más claro: la monarquía—prescindimos de la aristocracia—es 
decir, el gobierno supremo de uno solo, es forma legítima de 
gobierno y en la práctica ofrece más ventajas y menos incon- 
venientes. Rechazamos el error de los semiliberales consistente 
en reconocer la legitimidad exclusiva en los gobiernos parla- 
mentarios o republicanos y en afirmar ser únicamente posible 
a la Iglesia asegurar en ellos su libertad. La razón, el buen sen- 
tido y la Historia mos prueban la legitimidad indiscutible de 
otras formas de gobierno igualmente conciliables con la líber- 
tad e independencia de la Iglesia. 

1706. Tampoco faltan quienes llevan la exageración de sus 
opiniones hasta el punto de calificar de indignos del nombre 
de cristianos a cuantos anhelan la conservación o establecimien- 


(1) TAPARELLI. Obra cictada, tom. 1, pág. 95 y sigs. 
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to de las monarquías puras—sin parlamento—. No, esto no es 
verdad. Los católicos tenemos el deber de respetar la monar- 
.quía legítima sin parlamento y de abstenernos de los actos en- 


caminados a su desprestigio y ruina, pero no nos está vedado 
desear su trasformación por medios lícitos. El súbdito de un 
gobierno parlamentario legítimamente establecido, puede a su 
vez desear su cambio por las vías legales en una monarquía 


pura sin otras limitaciones que las señaladas por el derecho na- 


tural, por el derecho divino positivo, el derecho eclesiástico, 
el espíritu religioso del pueblo, los intereses de la misma di- 
nastía, las advertencias de los poderes aliados, etc., etc., de mu- 
cha mayor eficacia que las limitaciones mecánicas y artificio- 
sas. No ignoramos ni desconocemos la probabilidad y funda- 
mento de la opinión de los sostenedores de ser sino moralmen- 
te imposible, sumamente difícil la restauración y el resurgi- 
miento de una verdadera monarquía allí donde ha funcionado 
y funciona un gobierno parlamentario. Esta opinión no entra- 
ña para nosotros el más pequeño interés; sin embargo nos con- 


viene notar la existencia de un abismo entre esta opinión y la 


sostenedora de imponerse universal y necesariamente a los pue- 
blos civilizados el gobierno parlamentario—tan desacreditado 


hoy—y no ser lícito a nadie desligarse de su influencia. Los ca- 


tólicos libres son en su preferencia por la forma de gobierno 
más de su agrado y en la profesión de las opiniones políticas 
más de acuerdo con los dictados de su razón y en el concepto 
de tales católicos no les es lícito declararse enemigos del ré- 
gimen constitucional, parlamentario o republicano examinado 
en abstracto, vale decir, con independencia de su origen, su 
ejercicio y los principios que son su base. La religión y la mo- 
ral no condenan ningún gobierno legítimo fundamentado en 


principios verdaderos. 


1707. c) El tercer principio formulado así: «Puede la opi- 
nión pública dictar y promulgar leyes contrarias a la ley divi- 
na», entraña en sí un absurdo y repugna a la razón y al sentido 
común. La ley eterna es la norma suprema de las acciones hu- 
manas. No hay ley si no es ordenación de la razón y por con- 


secuencia una derivación de la ley eterna, si dictada y consen- 


tida por el voto unánime del pueblo está en desacuerdo 'con la 
razón. Lo demuestra evidentemente Santo Tomás y con él, los 
filósofos católicos—núms. 94 y sigs.—En la recta razón y no 


en el número se basan la bondad y justicia de la ley. Esto no 


significa incapacidad en una mayoría para dictar leyes; nos 


-desmentirían la Historia y los hechos. Estados hay donde la 


ley es impuesta por las mayorías parlamentarias: ley justa, dig- 
na de respeto y obediencia si está de acuerdo con las leyes na- 


e) 


” 
e 


yy + e 


Y bn, 
ye 


400 LA IGLESIA Y EL ESTADO. LIB. IV. CAP. IV 


turales, divinas y eclesiásticas. Importa poco que la ley sea dic- 


tada por una mayoría, minoría o uno solo; lo trascendental y 


necesario radica en tener siempre fija el soberano—uno física. 
o moralmente—su atención en la redacción de sus disposicio- 


nes, en las leyes divinas y eclesiásticas, norma infalible de una 
sana y recta legislación. 

1708. De las libertades modernas hablaremos en otra parte 
—núms. 3180 y sigs.—. No queremos poner punto final a la 


cuestión en estudio sin dedicar algunas palabras—pocas—a las: 


constituciones modernas. 


1709. En la emisión de un juicio acerca de la rectitud y 
aceptabilidad de estas constituciones en el orden moral y re- 


ligioso, es necesario un examen previo de ellas en su conjunto 
y en sus detalles, en el espíritu que las anima y en los efectos 
que están llamadas a producir. Una constitución con disposi- 
ciones erróneas y opuestas a la fe y a las sanas costumbres ca- 
tólicas, es en sí misma condenable y ningún hijo fiel de la 
Iglesia dejará de cumplir fielmente el deber de conciencia, de 
emplear todos los medios lícitos en la consecución de las mo- 


| dificaciones necesarias a la extinción de ese antagonismo en- 


tre la constitución y la doctrina católica. Tin sentir de la Sicilia 


Cattolica (1) no es tolerable a los católicos el uso o empleo de 


la fuerza o de la violencia en el cambio de las constituciones 
modernas por muy deseable que sea; pero si llegan a ser po- 


seedores del poder, las modificarán en ejercicio de un legí- 


timo derecho hasta donde las circunstancias lo permitan; en otro 


caso dejarán las cosas como están; no es racional causar en 
previsión de un mal, males mayores. La ley ha de conservarse 
si de su abolición se temen daños muy superiores a los bene- 


ficios, 
1710. Una constitución política ha de estar ante todo de 


acuerdo con las necesidades, virtudes y hasta defectos y vicios 


de un pueblo; una constitución no es por su naturaleza un có- 
digo de moral encaminado como a su fin primordial, a la pre- 


vención O represión de todos los desórdenes; y si nosotros con- 


venimos en esto, también han de convenir nuestros adversarios 
con nosotros no ser jamás lícito favorecer y fomentar direc- 


tamente el mal, aunque se le puede tolerar y permitir dentro 
de ciertos límites.—núms. 104 y sigs.—Con la extinción del 
espíritu sectario y malvado, inspirador de los legisladores de 
una constitución, si en la práctica es cristianamente soportable, 
. deber es de los católicos introducir en ella por vías legales las 
modificaciones convenientes al bien de la Iglesia, caso de ser 


(1) Sicilia Cattolica. 5 octubre 1882. 
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posible proceder así sin graves y serios trastornos. Hijos de la 
e y valientes defensores de la verdad, hemos de trabajar con 
ahinco por borrar de las constituciones modernas a cuyo am- 
paro se organizan siempre o casi siempre gobiernos parlamen- 
tarios, las lsbertades llamadas también modernas, de cultos, de 
“conciencia, etc., como derechos absolutos de los ciudadanos. 
1711, Serán lícitas desde el doble punto de vista religioso y 
moral las constituciones políticas con las siguientes condiciones: 
a) si son obra de un poder político legítimo el cual estatuye la 
_Íorma de gobierno: b) si no se apoyan en un principio irreli- 
_gloso e inmoral: c) si en ellas se garantiza a los súbditos el 
ejercicio de las libertades modernas, no como derechos absolu- 
tos naturales e imprescriptibles, sino como ciertas libertades o 
tolerancias exigidas por necesidades sociales. 

1712. En esta delicada materia es poca toda discreción y 
"prudencia. En la emisión de un juicio acerca de las constitu- 
ciones modernas, hemos de fijar nuestra atención en su espí- 
Titu inspirador y actualmente informador y emprender un exa- 
“men serio y reflexivo de las necesidades impulsoras en los le- 
¡gisladores, de reconocer aun a simple título de tolerancia civil 
“las libertades modernas. No olvidemos nunca ser posible ante 
el tribunal de la razón y de la religión reclamar el reconocimien- 
to de un derecho oficial a la impunidad de la libertad de pen- 
sar mal y de obrar mal por mucho que se la restrinja o limite; 
debe ser castigada y reprimida con el rigor permitido por las 
“circunstancias. 

1713. Argúirán algunos: Los papas toleraron el juramento 
a cohstituciones sancionadoras de las libertades modernas. Es 
verdad y lo es también no haberse autorizado este juramento 
sino de acuerdo con las condiciones impuestas por el Romano 
Pontífice y con él convenidas.—núms. 3553 y sigs.—De la 
permisión del juramento a una constitución comprensiva de 
"disposiciones opuestas a las leyes divinas o eclesiásticas me- 
diante condiciones o restricciones, no es posible concluir la apro- 
bación pontificia de una tal constitución; la permisión única- 
mente autoriza a los católicos a prestar juramento de obedien- 
cia a la constitución en lo puramente civil, no en lo opuesto a 
las leyes divinas y eclesiásticas. Aquellos argumentantes se en- 
gañan profundamente. El Papa ha permitido un juramento 
restrictivo a una constitución; luego la constitución es correc- 
ta; efectivamente lo es después de suprimido en ella todo lo 
comprendido en la restricción y no jurado por los católicos. 
Se rearguye: el Papa tolera esa constitución y no la declara 
mala; luego es buena. ¡Vaya una consecuencia! Quien calla, 
nada dice. El silencio del Papa no es indicio seguro, modo cier- 
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to de conocer la bondad o maldad de una constitución desde 
el punto de vista moral y religioso. El silencio del Papa no AN 
terrumpido por el fallo acerca de la ilicitud de una constitución, 
por más clara, puede obedecer a distintas causas: a) a preve- 
nir con su silencio los duros ataques de los católicos contra una: 
constitución de esta indole y las graves consecuencias que de 
ellos pudieran nacer, mayores y de más trascendencia que los 
bienes razonablemente esperables de ellos: b) a darnos a enten- 
der no contener esa constitución ni perfecta ni laudable, dis- 
posiciones que reclamen una condenación absoluta en atención 
a las circunstancias de lugar, tiempo y personas en que fué dic 
tada. ¿ 
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1714. El sufragio universal como principio o derecho absoluto es 
consecuencia de la soberanía del pueblo y de la igualdad de todos. 
los ciudadanos.—1715. Sufragio directo e indirecto.—1716. Las liz 
mitaciones impuestas por el sufragio a algunos católicos son incon-- 
ciliables con la unidad de la potestad suprema.—1717. El sufragio 
teórica y prácticamente conculca la idea del mérito.—1718. Dios puso 
la ciencia, la prudencia y el consejo en el menor número.—1719,- 
Equívoco de esta argumentación : nadie mejor que el pueblo conoce 
sus necesidades y aspiraciones.—1720. La réplica contra la solución 
del equívoco reconoce la improcedencia del suíragio.—1721. Los 
hombres de mérito se estrellan contra los candidatos de ninguna. 
cultura.—1722. Modo de verificarse las elecciones.—1723. Testimo- 
nios que lo comprueban.—1724. El sufragio universal calificado por 
Pío IX de mentira universal.—1725. El sufragio universal toma al 
individuo como unidad discreta y no como miembro social.—1726, 
El sufragio prescinde de la importancia de las asociaciones.—1727. 
La indiferencia y hostilidad al sufragio han creado el voto obligato-: 
rio.—1728. El sufragio, inaceptable como principio absoluto, no 
como elemento de la forma democrática. | 


1714. Los dogmas revolucionarios de la soberanía del pue- 
blo y de la igualdad de todos los ciudadanos, han engendrado 
el sufragio universal como derecho absoluto o principio en las 
sociedades modernas y apenas existe en Europa nación alguna 
donde no reine el sufragio con mayor o menor extensión. Sola- 
mente el pueblo tiene derecho a regirse y gobernarse en el su- 
puesto revolucionario de ser soberano en el verdadero rigor de 
la palabra; mas por la inconveniencia en la práctica, de reinar 
el pueblo, persona moral, por sí mismo y por la imposibilidad 
en una sociedad numerosa, designa representantes encargados 
de la dirección de los negocios públicos y los reviste de auto- 
ridad durante el tiempo de su representación o hasta su re- 
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tiro por el pueblo. La igualdad de los ciudadanos nos arrastra 
a las mismas consecuencias. Si el derecho de la elección de 
los representantes del pueblo radicara en unos y no en otros, 
no habría entre ellos igualdad de derechos y quedaría de hecho 
anulado el principio revolucionario de la igualdad. El triunfo 
de este principio reclama imperiosamente el concurso de todos 
los ciudadanos con el mismo derecho a la elección y nombra- 
miento de sus diputados. 

1715. De acuerdo con aquellos dos dogmas revolucionarios, 
el pueblo en ejercicio del sufragio representativo o imdirecto: 
designa todos los funcionarios públicos así del poder legisla- 
tivo como del poder judicial y ejecutivo y en virtud del sufra- 
gio plebiscitario o directo, decide sobre todos los asuntos de 
importancia con su autoridad soberana. Una ley de importan- 
cia únicamente será ley después de haber sido ratificada por 
el pueblo reunido en comicios. No faltaron católicos y hom- 
bres de inteligencia privilegiada, fervientes defensores del su- 
fragio universal, si bien limitado en su extensión. Con estas 
limitaciones, empero, inconciliables con los principios de la sana 
filosofía, no pierde el sufragio universal su carácter revolucio- 
nario y trastornador de la paz de los pueblos. 

1716. Fué pretensión de estos católicos la elección por el 
voto de la mayoría de la nación, de los funcionarios públicos 
y de los miembros de las corporaciones provinciales y muni- 
cipales con excepción de la magistratura y en sentir de algu- 
nos, del jefe supremo del poder ejecutivo. Estas limitaciones 
“son inconciliables con la unidad de la potestad suprema; luego 
o se rechaza el sufragio universal o se le reconoce la univer- 
salidad atribuida por los revolucionarios. El pueblo soberano 
por derecho propio e inalienable posee indiscutiblemente la fa- 
cultad de dictar sus propias leyes—importa poco si por sí O 
sus representantes—; la afirmación contraria anularía esta so- 
beranía; quien dicta leyes, tiene el derecho de aplicarlas a los 
casos de controversia y de ejecutarlas; per se y en concreto es 
uno el sujeto en quien radica esta triple potestad—núm. 260. 
—¿Hay alguna razón para elegir el pueblo a los legisladores 
y privarle después de la elección de los jueces y ejecutores de 
las leyes? Quien puede lo más, puede lo menos; y ya sabemos 
ser los poderes judicial y ejecutivo derivaciones de la potestad 
legislativa como de su principio inmediato—núms. 259 y 260.— 
El sufragio universal fundado en la igualdad de todos los ciu- 
dadanos—igualdad absurda desmentida por la misma natura- 
leza—núms. 1484 y sigs.—jamás dejará de ser una doctrina 
revolucionaria de consecuencias de imposible atenuación con el 
mantenimiento de los principios en que descansa; y los católi- 
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cos empeñados en probar lo contrario, vivirán consigo en per- 
petua contradicción. 

1717. Este sufragio teórica y prácticamente conculca la idén 
del mérito, es decir, la experiencia, moralidad, virtud, instruc- 
ción, ciencia y responsabilidad de los ciudadanos, es decir, lo 


con sobrado fundamento llamado mfluencia social y elemento 


constitutivo y preponderante del cuerpo social. Cuantos apoyan 
este sistema, creen posible la concepción de un cuerpo político 
sin el concurso y la cooperación positiva del cuerpo social. Para 
el Estado igualitario y nivelador donde reina como soberano ab- 
soluto el sufragio, tanto vale el voto del padre de familia hon- 
rado y laborioso, del anciano con su caudal de experiencia, del 
sabio cuya vida está totalmente consagrada al estudio de los 
grandes problemas sociales y políticos como el del joven sin 
experiencia, disoluto, vicioso, malgastador y el del más igno- 
rante patán. Sonroja en verdad esta injusticia social que coloca 
en el mismo pie de igualdad al hombre honrado y al criminal o 
perdido, al sabio y al ignorante y nada encontramos tan absurdo 
para establecer algo con que compararla como una ley que dispu- 
siera y estableciera la igualdad de fuerza, de inteligencia y de ca- 
pacidad productiva de todos los ciudadanos. Hay más mérito en 
los profesores, en los magistrados, en el clero, que en toda la 
masa popular, y sin embargo... son una pequeña e insignifi- 
cante minoría impotente para triunfar con el sufragio. 

1718. Si atendiéramos, no a su perfección, sino a su canti- 
dad material, no la cabeza sino el cuerpo sería el director de 
todos nuestros actos y no es así; la cabeza es la parte más per- 
fecta y noble de nuestro organismo y en ella residen todos los 
sentidos; ella es la rectora de nuestros actos, la que lleva a la 
inteligencia los elementos constitutivos de las ideas y jucios. 
Nihal est im imtellectu quod prius non fuerit in sensu. Dios puso 
la discreción, la prudencia, la ciencia y el consejo, no en la 
mayoría de los hombres, sino en el menor número. Es ridículo 
ir contra la naturaleza de las cosas porque ellas mismas se en- 
cargan de desmentirnos. El espíritu siempre será superior a la 
materia; la cabeza siempre dirigirá al cuerpo y no viceversa; 
el mérito subsistirá por encima de la fuerza brutal del núme- 
ro, pese a nuestros modernos niveladores. El sufragio vuelca 
el orden providencial de las cosas y declara el dominio del nú- 
mero sobre el mérito, del cuerpo sobre la cabeza, de la materia 
sobre el espíritu; tal es el término de la teoría del sufragio uni- 
versal, 


1719. Se dice, empero: Nadie mejor que el pueblo conoce 


sus necesidades y aspiraciones y nadie por consiguiente fuera 
de él puede proveer mejor a aquéllas y realizar éstas. La ac- 


A CAE 


Y dy 
p y a 

a Y 

3 SUFRAGIO UNIVERSAL 405 


ción del Estado será beneficiosa a los pueblos en el caso de 
estar las personas que lo constituyen, hondamente penetradas 
de las necesidades que los aquejan y de las aspiraciones que 
acarician; pero si el pueblo es extraño al gobierno y además 
no tiene intervención alguna en el nombramiento de los gober- 
nantes ¿cómo harán llegar a la autoridad suprema sus necesi- 
dades y aspiraciones? En esta observación hay un verdadero 
equívoco. El pueblo no es una entidad real con inteligencia y 
voluntad distintas de las de los individuos sus miembros; esa 
entidad real denominada pueblo no existe; el conocimiento y 
voluntad del pueblo es la suma de los conocimientos y deseos 
de los individuos a él incorporados y nada más. Nadie niega 
capacidad al individuo para conocer sus necesidades, sus anhe- 
los, sus aspiraciones, muchas veces en abierta oposición con los 
intereses de la sociedad; pero sí se la negamos a una muche- 
dumbre ignara para penetrarse de la complejidad de asuntos 
políticos propios de la esfera de acción de la sociedad civil, 
1720. Se replica contra esta observación: la mayoría del 
pueblo no está capacitada para ahondar en los grandes proble- 
mas de la gobernación del Estado; carecce de un conocimiento 
claro y exacto de las exigencias sociales para las cuales se im- 
pone como condición indispensable una inteligencia poderosa, 
no común al mayor número de los hombres; todo esto es ver- 
dad; pero este inconveniente se puede subsanar mediante la 
instrucción y dirección de las personas de talento aleccionando 
al pueblo sobre lo más conveniente y útil a la sociedad. La ré- 
plica misma reconoce la improcedencia del sufragio universal 
y en ella se confiesa sin ambages la incompetencia del vulgo en 
el bobierno y dirección sociales y la necesidad de su encauza- 
miento por personas de inteligencia y de honradez indiscutibles. 
1721. Sobre este punto hablan los hechos con una elocuen- 
cia abrumadora. Hombres eminentes y hasta populares se es- 
trellan en las elecciones contra candidatos de ninguna cultura y 
pésima educación. Esto lo vemos todos los días. ¿Y por qué? 
Al hombre de sólida cultura intelectual y moral, al hombre ver- 
daderamente digno le veda su conciencia el recurso a medios 
reprobables en la seguridad de su triunfo y queda anulado en 
frente de la impudencia y osadía de un charlatán sin vergúen- 
za, capaz de prometer a sus electores beneficios a granel sin 
importarle gran cosa después, el cumplimiento de sus prome- 
sas; a continuación del éxito ni siquiera se acordará de aque- 
llos de los cuales ya no necesita de mendigar favores. Luchan, 
pues entre sí con armas muy distintas ambos candidatos. 
1722. Entre nosotros nadie ignora el modo de verificar las 
elecciones. El oro corre a manos llenas en la compra de la con- 
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ciencia de los electores; los diarios subvencionados por los can- 
didatos o protegidos por los partidos políticos se encargan de 
formar atmósfera favorable a los aspirantes al papel de repre- 
sentantes o redentores del pueblo y el gobierno mismo encar- 
gado de las elecciones hipoteca toda su influencia oficial y has- 
ta los fondos públicos en favor del triunfo de personas adictas 
a su política. No se repara en medios: el soborno, el cohecho, 
las amenazas, la falsificación de actas, nada lícito o ilícito, bue- 
no o malo se perdona en la obtención de la representación del 
pueblo. ¿Hay algo de extraño en ver a hombres rectos, ins- 
truidos y responsables volver asqueados la cara ante las des- 
nudeces de ese sufragio universal y no querer ser ni electores 
ni elegibles y no votar los hombres de orden? Esta fué la ra- 
zón de obligar a los ciudadanos por una ley al ejercicio del de- 
recho del sufragio. Al pueblo ya no se le reconoce simplemen- 
te el derecho de la soberanía; se le obliga a ser soberano a la 
fuerza—vellis nollis; papeleta en mano votará, quiéralo o no. 
1723. ¿Quiénes triunfan por lo general en estas lides elec- 
torales? «Intrigantes charlatanes, escribe Taine, y saltimbanquis 
convictos estrellados por falta de asiento en las carreras pri- 
=vadas donde es el hombre muy cuidadosamente vigilado y juz- 
gado muy de cerca, se lanzaron a aquellos caminos donde la 
falta de escrupulosidad y reserva es una fuerza en vez de ser 
una debilidad; ante su grosería e impudencia se abre de par 
en par la carrera pública. Tales son los augustos personajes con 
frecuencia llevados a la dirección de los negocios públicos por 
el sufragio universal (1).» «Cada día, habla Federico Bastiat, 
se levanta entre los charlatanes politicos un estafador que todo 
se lo promete al pueblo. ¡ Pobre pueblo, exclama, que mal di- 
rigido estás por tus gobernantes! ¡Ah si yo estuviese en su 
puesto, si yo coglese la cartera, ya verías como suprimiría al 
punto puertas y consumos, estancos y aduanas, catastros y con- 
tribuciones! Ya verías surgir de uno a otro confín de la na- 
ción premios de fomento a las artes, aumento de jornales, tra- 
bajo para todos y pago en metálico y a toca teja, libertad para 
todos y abolición de la miseria. El pueblo lo cree, espera, grita 
y se rebela y eleva al ministerio a su tribuno. «¡Ea, manos a la 
obra! Abolid al punto los impuestos, esparcid el oro. ¿Pero 
como se ha de hacer el milagro? El Estado no puede dar con 
la mano derecha sino lo que recibe con la izquierda. Se prin- 
cipia por recompensar con cierta profusión a los amigos; ¿y des- 
pués?... Conviene estudiar nuevos impuestos, nuevas artes 
como diría Helvecio, de hacer pasar los cuartos de la bolsa del 


(1) Tang. La Revolución, tom. 11, cap. 11,8 2. 
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súbdito a las arcas del Tesoro; pero por más que estudiéis, sua- 
wvicéis y dulcifiquéis las leyes y decretos, siempre resultará el 
vacío en la bolsa; y en esta parte, bien lo sabéis, en este punto 
todos somos peripatéticos, todos tenemos horror al vacío. ¿Qué 
haremos, pues? Abajo el ministerio y venga otro bribón que 
vuelva a embaucar al pueblo con las mismas quejas y las mis- 
misimas promesas de felicidad (1).» He aquí la historia de to- 
dos los sufragios más o menos universales. 

1724. El sufragio universal ha sido calificado por Pío IX 
(2) de mentira universal. Ese sufragio es un signo aparente, 
no una expresión de lo hoy llamado cuerpo electoral. Es un 
hecho de experiencia cuotidiana la elección hoy por una cir- 
cunscripción, de un diputado católico y mañana por la misma, 
de un impío, protestante o judío; un día, un monárquico; otro 
día, un republicano y casi siempre por la misma mayoría. ¿Sig- 
nifica esto haber cambiado el pueblo en un decenio de opinión 
“para ser católico, impío, protestante, judío, indiferente, mo- 
nárquico, republicano...? Esto significa ser quizá uno solo o 
ninguno el representante del sentir y pensar del pueblo. ¿De 
dónde procede esta casualidad extraña del sufragio universal? 
Acaso de ser la expresión del número ¡y de qué número! y no 
del cuerpo social. 

1725. El sufragio universal toma al individuo como unidad 
discreta de sus relaciones sociales y así no vive el hombre en so- 
ciedad. El Estado no se forma de individuos aislados, sino de 
agrupaciones sociales, de familias, pueblos, ciudades y provin- 
cias, de asociaciones religiosas, científicas, artísticas, económi- 
cas... El Estado—está ya dicho—núms. 43 y 44.—es una so- 
ciedad orgánica. Desconoce las necesidades y aspiraciones de 
los pueblos quien interroga a cada individuo en particular y 
prescinde de las colectividades estrechamente unidas entre sí 
por una aspiración común. 

1726. En la investigación de los anhelos sociales de los pue- 
blos, si se interroga a los individuos separadamente, es decir, 
aislados de su centro social, se escucharán de sus labios respues- 
tas las más de las veces absurdas e inverosímiles; sacadle de 
su aislamiento, colocadle en su centro social y su contestación 
ya no será la misma. Incorporado a sus consocios, procederá 
conjuntamente con ellos en el estudio de las cuestiones some- 
tidas a su deliberación, le impulsará en la emisión de su jul- 
cio la misma comunidad de intereses y llegará a la adopción 
del criterio indicado y seguido por los más prudentes y sen- 


(1) Frnerico BastiatT. ¿/Etat, págs. 16 y sigs. 
(2) Pío IX. Discurso a los peregrinos franceses. 3 mayo 1874, 
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satos. De este modo no se dejarán engañar los individuos por 


las falsas promesas, pomposas declamaciones y adulaciones ba- 


jas y serviles de los mendicantes de su apoyo; no serán ciego. 
instrumento de gentes avisadas y taimadas que únicamente 
ven en ellos un medio para su medro personal; su juicio está” 
formado y madurado de acuerdo con los intereses sociales a' 
cuya consecución consagra su actividad. De estas observaciones 
concluímos ser de necesidad recurrir en la penetración de las 
verdaderas necesidades de los pueblos, a las agrupaciones so-' 
ciales, y no, a los individuos aislados; a esta finalidad no se 


llega por el camino contrario; el resultado será siempre ne- 
gativo por no decir contraproducente. Y sin embargo... el su- 
fragio universal lanza por un camino opuesto al indicado; para 
él las colectividades sociales están desprovistas del derecho 


del voto, de.su representación en los altos poderes a pesar de | 
su influencia y de su prestigio sumamente preponderante den- 


tro del mismo Estado. ¡Cuánta luz no derramaría sobre los 


problemas económicos del Estado el voto de las empresas finan- 
cieras en desarrollo en la nación! ¡qué caudal de luces y de 


experiencia no llevaría al seno del Estado la intervención de 
las sociedades científicas y de las congregaciones religiosas! Y 


7 
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a pesar de todo, estas instituciones representativas de las fuer- 


zas vivas de la nación están alejadas del gobierno del Estado 
para el cual solo es su árbitro el sufragio universal. 

1727. En vano se ha ensayado con éxito negativo durante 
años el sufragio universal; la revolución se empeña en soste- 
nerlo y aplicarlo. Los pueblos están convencidos de su inutili- 


dad y de los perjuicios que les causa. Las contribuciones, im- 


puestos y demás gabelas crecen de día a día de un modo ate- 


rrador; los encumbrados a su sombra se preocupan de sus pro-. 


pios intereses; y el pueblo, eterno murmurador de su ineficacia 


y de sus perjuicios, mira con hostilidad o con profunda indife- 
rencia ese pedazo de soberanía nacional con que la ley le ob- 


sequia y pone en sus manos una papeleta con algunos nombres. 
Muchas personas de arraigo y de prestigio no figuran siquiera 
en los censos electorales ni se preocupan de su inclusión; las 
abstenciones han sido tan numerosas que los legisladores se vie- 


ron en la necesidad de declarar el voto obligatorio y con todo y 


con esto las abstenciones siguen su proporción ascendente. ¿Y por 
qué? ¿Son por ventura indiferentes los renunciantes al derecho 
del sufragio? Unos no votan porque se sienten impotentes para la 
consecución de sus ideales; otros, por su ignorancia; aquellos, 
por no ser víctimas de coacciones, y no pocos, quizá los más, 
porque el sistema les produce bascas. Mucho más pudiéramos 


escribir contra el sufragio universal, base y fundamento de los 
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gobiernos modernos democráticos; pero sobra lo dicho para la 
¡comprensión por nuestros lectores de la falta de fundamento 


racional en este sistema. 
1728. El sufragio universal como derecho absoluto o prin- 


-cópio es para los católicos, inaceptable; es una consecuencia in- 


_ mediata de la soberanía del pueblo entendida en sentido anti- 


cristiano, es decir, en el sentido de ser soberano el pueblo por 
derecho propio e inalienable y de radicar en él la soberanía 
como en su causa principal y única; es el ateísmo político; con- 
siderado como elemento de la forma democrática de gobierno 
o medio de conferir el pueblo a la persona que ha de ejercer los 
derechos de la soberanía, el poder por Dios conferido al pue- 


+ 


blo o a la comunidad, es perfectamente conciliable con la doc- 


trina católica a pesar de sus grandes imperfecciones en la 
práctica. 
S IV 


SOBERANÍA DEL PUEBLO 
1729. Sentidos de la palabra pueblo.—1730. Significado de la pa- 


labra soberano.—1731. En estado de multitud confusa el pueblo no 
es soberano, pero tiene el derecho de constituirse en sociedad palí- 


-tica.—1732. El voto de la multitud es causa de la adquisición del 


derecho de mandar, pero no fuente de este derecho.—1733. Dere- 
chos y obligaciones. del pueblo en la elección de la forma de go- 
bierno y en su cambio.—1734, El pueblo en sentir de Rousseau siem- 
pre soberano delega el gobierno, no la soberanía.—1735. El pueblo 
puede ser soberano, pero no lo es siempre.—1736. Es conciliable 
el principio de la soberanía del pueblo con la doctrina católica.— 
1737, Doble sofisma de Rousseau.—1738. Es falso nacer el hombre 
completamente libre y ser inajenable su libertad.—1739. La sobe- 
ranía del pueblo y la libertad absoluta del individuo son ideas con- 
tradictorias.—1740. Con la libertad del individuo es necesario reco- 
nocer esta libertad a las mujeres y a los niños.—1741. Soberanía 
inicial y permanente del pueblo.—1742. Inadmisión de la soberanía 
permanente del pueblo.—1743. No pertenece necesariamente al pue- 
blo la soberanía inicial. —1744. Falso fundamento de la igualdad ab- 
soluta de los hombres.—1745. El pueblo carece de las calidades re- 
quisitas para la soberanía.—1746. La democracia directa es aplicable 
a los pequeños Estados: falsos alegatos históricos a su favor.— 


1747. Notable confesión de Rousseau.—1748. La democracia indirecta 


a E 


O representativa anula el principio de Rousseau.—1749. El régimen 
democrático con veto o con el derecho ad referendum es imperfecto 
y no es el único régimen natural: escritores que lo comprueban.— 
1750. La democracia directa es un problema insoluble. 


1729. ¿Qué se entiende por soberanía del pueblo? Empe- 
cemos por explicar los términos pueblo y soberano. La palabra 
pueblo es susceptible de múltiples y variados significados y con 
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ella podemos designar: a) una multitud de hombres, confusa, 
sin sumisión a una autoridad central y soberana, es decir, una 
multitud formada por hombres independientes de todo lazo so- 
cial jurídico, pero dispuestos a reunirse entre sí o voluntaria- 


mente o por razón de circunstancias independientes de su vo- 


luntad; así acontece con los emigrantes establecidos en tierras 
hasta entonces inhabitadas o con los náufragos arribados a una 
isla totalmente abandonada: b) una multitud sometida a las 
mismas leyes, regida y gobernada por las mismas autoridades; 
en este sentido pueblo significa lo mismo que nación: c) en 
sentido más restrictivo, la mayoría de la nación formada por 
hombres completos y perfectos con excepción de niños, adoles- 
centes y mujeres. 

1730. La palabra soberano significa supremo, absoluto, in- 
dependiente e indica la persona física o moral investida de la 
potestad suprema de mandar. Soberano, derivación etimoló- 
gica de la palabra latina supra, indica idea de superioridad. 

1731. a) ¿Es soberano el pueblo en la acepción señalada en 
esta letra? ¿Son independientes los individuos de esa multitud ? 
Independientes de Dios, jamás; todo absolutamente depende 
de lo infinito; son independientes del poder político, porque 
aquí el pueblo significa multitud consusa ... ?stado social pú- 
blico. «Para saber y decidir, escribe Bossuet, si alguna vez han 
vivido los hombres en este estado, sería necesario saber cuá- 
les, en qué parajes y por qué grados han salido de él, contar 
lo infinito, abarcar todos los pensamientos que pueden levan- 
tarse en el corazón de los hombres. Sea de esto lo que se quiera, 
preguntamos: ¿en qué estado se concibe al hombre antes de 
todo gobierno? Si imaginamos con Jurieu en el pueblo viviendo 
en este estado, una soberanía que ya es una especie de gobier- 
no, suponemos un gobierno antes de todo gobierno y esto es en sí 
contradictorio. En estado de multitud confusa no es soberano el 
pueblo—no es pueblo en la acepción señalada con la letra b—. 
Donde todo es independiente, nada hay soberano, porque el sobe- 
rano domina de derecho y aquí no hay el derecho de dominar; 
se domina sobre lo dependiente y en ese estado ninguno es de- 
pendiente; cada cual es independiente de los otros y de la mul- 
titud la cual mientras no llega a formar un pueblo regulado, 
únicamente dispone de la fuerza (1).» ¿Se entiende por pue- 
blo una multitud de hombres desprovistos de una autoridad 
social? Esta multitud independiente no está revestida de nin- 
guna soberanía. A esta multitud no se le puede negar el dere- 
cho de constituir una sociedad verdadera con una autoridad 


(1) Bossukr. 5. avertissement aux protestas. 
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soberana, vínculo de unión entre sus miembros y por ende, de 
dar nacimiento a una autoridad superior directora y regula- 
dora del movimiento social, pues a la esencia de una sociedad 
política pertenece la existencia de una autoridad soberana, esto 
es, de un principio de unificación. 

1732. En una sociedad política creada por el voto de la 
multitud—no todas las sociedades se han formado así—toca a 
la multitud la elección de su soberano, pero sin inferir de aquí 
haber poseído jamás esa multitud en estado informe, la sobe- 
ranía, la cual no empieza a existir sino después de la desig- 
nación del soberano—uno o colectivo—. La multitud no con- 
fiere la soberanía a manera de trasmisión sino que por el hecho 
de designar a sus rectores, es la causa de la adquisición por 
parte de éstos, del derecho de mandar, derecho legítimo que 
como todo derecho, procede necesariamente de Dios. No se re- 
quiere la posesión de ese derecho por la multitud para trasmi- 
tirlo; basta la designación de la persona a quien competirá en 
lo sucesivo la soberanía. 

1733. b) Un pueblo libre de todo lazo social jurídico puede 
constituirse en república y declararse a sí mismo único deposi- 
tario de la soberanía aunque por circunstancias especiales se 

- vea Obligado a delegar su ejercicio en todo o en parte; en este 
caso son los delegados, representantes del pueblo con las atri- 
buciones y poderes conferidos y subsistentes hasta el momento 
de espirar su mandato. Si se declara, empero, por la monart- 
quía o la aristocracia y designa en su elección un jefe o varios 
y consentida por ambas partes esta forma de gobierno, ya no 
existe en el pueblo aquel derecho político y está obligado a 
respetar lo hecho sin serle permitido el intento de recuperar la 
autoridad social devuelta a un jefe único o colectivo por él ele- 
gido y aceptado. Este pueblo legítimamente constituido en una 
democracia puede cambiar su forma de gobierno y reemplazarla 
por una monarquía o aristocracia si no se lo impiden derechos 
anteriormente adquiridos; pero si es monárquico o aristocrá- 
tico su gobierno, no se puede operar el cambio sin el consen- 
timiento del jefe o jefes depositarios del poder. Más claro: 
En la sustitución de una forma de gobierno por otra, es ne- 
cesario el consentimiento de todas las partes interesadas y no 
es razón suficiente para este cambio el pretexto de mejorar 
su constitución política. No se nos oculta el siguiente razona- 
miento de los revolucionarios más atrás expuesto de estar el 
pueblo investido de una soberanía inajenable y no serle lícito 
desprenderse de ella como no lo es a un padre despojarse del 
poder paterno. 

1734. Lo lícito al pueblo en este punto es la delegación del 
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ejercicio de la soberanía en uno o muchos jefes, nunca de 1a 
soberanía que radicalmente debe conservar y conserva, Luego 
en realidad sólo existe un soberano, aunque sean muchos los 
jefes o ministros que gobiernan en su nombre. Rousseau con ' 
los partidarios de su escuela distinguen el soberano—el pueblo * 
de quien emanan todos los derechos—del gobierno a sus ojo 
simple delegado del soberano y atribuyen a la soberanía el ca- * 
rácter de inajenable y al gobierno, de una delegación revocable 
del ejercicio de la soberanía o a lo menos del poder ejecutivo 
conferido a uno o muchos magistrados—rey, presidente, sena= 
dores, diputados, etc.—. En este sistema el gobierno si ha de 
ser legítimo, será republicano y quedará reducido el reimo a 
una comisión, empleo o cargo con las limitaciones, modifica- 
ciones o restricciones más de su agrado. Esta doctrina nos lle- ' 
va infaliblemente a la democracia, única forma de gobierno 
posible y esto está desmentido por la razón, la Historia y hasta 
por el bienestar mismo de los pueblos. | 

1735. c) Reconocemos poder ser soberano en ciertas hipó- 
tesis y con la intervención de algunas condiciones el pueblo así 
entendido—en el sentido de la letra c—y negamos serlo siem- 
pre y de un modo inajenable. Es necesario guardarnos como 
de cosa peligrosa, de la confusión a que se prestan las pala- 
bras. ¿Qué se entiende por soberanía nacional? La plena in- 
dependencia de una nación en orden a las otras. La soberanía 
del pueblo no es lo mismo que la soberanía de un pueblo. 

1736. Es necesario no confundir en un mismo todo el sis- 
tema en impugnación con otros errores frecuentemente enla- 
zados con él, No sería justo atribuir a un partidario de la doc- 
trina de Rousseau y sostenedor de la soberanía del pueblo, la 
negación como consecuencia necesaria, de la soberanía de Dios; 
este principio es perfectamente conciliable con la soberanía de 
Dios siempre que se confiese recibir el pueblo su soberanía de 
la naturaleza de las cosas y por ende de Dios. Se acusa a los 
partidarios de la soberanía del pueblo de erigir este principio 
por encima de todo derecho y de toda ley; esta acusación per- 
fectamente justificada con Rousseau, no es aplicable a algunos 
de sus partidarios más devotos. Sieyes reconoce la sumisión de 
la voluntad general del pueblo a la ley natural (1). Benjamín 
Constant declara: «Hay una parte de la existencia humana 
que es toda de derecho, fuera de toda competencia social... 
El asentimiento de la mayoría no basta en todos los casos para 
legitimar sus actos; existe algo que no puede sancionar.» La 
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(1) SimvkEs. Moyens de execution dont pourront disponer les Etats 
generaur. 
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constitución republicana francesa del año 1848, fundada sobre 
la soberanía del pueblo, pero decretada en presencia de Dios, 
«proclama el reconocimiento por la República Francesa, de 
derechos y deberes anteriores y superiores a las leyes positivas». 
1737. La lealtad de la discusión exige de nosotros el exa- 
“men del principio de la soberanía inajenable del pueblo y des- 
cartar de él cualquiera idea falsa que no le esté necesaria- 
mente unida. Rousseau apoya su teoría sobre dos sofismas 
“cuya falsedad es fácil descubrir. El hombre nace absolutamen- 
te libre y su libertad es inajenable; persevera intacta aun des- 
pués de la celebración del contrato y su sometimiento a la so- 
beranía del pueblo, pues en estas condiciones se somete a sí mis- 
mo; no sería así de someterse a otro soberano fuera del pueblo. 
1738. Es en primer lugar falso nacer el hombre completa- 
mente libre, es decir, exento de toda obligación. Desde el mo- 
mento mismo de nacer hay para él una multitud de deberes 
provenientes de la sociedad filial con sus padres, de la sociedad 
civil a que ha de incorporarse naturalmente y de la sociedad re- 
ligiosa en que sus padres le hayan inscrito. Es también falso 
ser la libertad del hombre inajenable completamente; solo la 
libertad de cumplir con el deber reviste este carácter. Al hom- 
bre le es imposible dar un solo paso en su vida, comunicarse 
con sus semejantes, vivir en sociedad, contratar, estipular, etc., 
sin enajenar nada de su libertad y restringirla. Estos sofismas 
tienen su raigambre en la idea de convertir la libertad humana en 
algo absoluto y opuesto a la ley. Con esta concepción de la libertad 
sería el hombre naturalmente un verdadero anarquista. 
1739. Es falso conservarse con el sometimiento del hombre 
al pueblo soberano, intacta su libertad y no someterse más que 
a sí mismo. «La soberanía del pueblo y la libertad absoluta del 
individuo son dos ideas contradictorias e inconciliables. Con la 
proclamación de una soberanía residente en el pueblo o cual- 
quiera otra persona física o moral, ¿quién puede hablar de una 
libertad individual e inajenable? ¿Quién osará afirmar ser lo 
mismo obedecerse a sí mismo que obedecer al pueblo, es decir, 
a la mayoría de los ciudadanos? ¿Es ser libre, plenamente libre, 
conformarse a voluntades que se han combatido? (1).» 
: 1740. Con el reconocimiento de la libertad absoluta e ina- 
¡enable del hombre, con esta libertad incompatible con cual- 
quieta obediencia fuera de la obediencia de sí mismo, es for- 
zoso reconocer como miembros integrantes del poder a las mu- 
jeres, adolescentes y niños. ¿Con qué derecho impondrán otros 
hombres su voluntad a seres razonables y libres como ellos? 


e. 5 (1) VAREILLES-SOMMIERES. Principes fundamentaux du droit. 
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En vano se alegará su inexperiencia, su ignorancia, su fun- 
ción particular; esta respuesta puede retorcerse contra los par- 
tidarios de la soberanía del pueblo y entonces ¿a qué queda 
reducido en este caso el gran principio sostenedor de la libertad 
inalienable ? 

1741. Rousseau proclama la libertad absoluta de los indir 
duos. Todos los hombres son por nacimiento iguales; la natura- 
leza no señala con ningún carácter distintivo ni a los mandan- 
tes ni a los súbditos. El poder no pertenece naturalmente a nin- 
gún individuo; luego pertenece a todos, a la comunidad, al 
pueblo. Este razonamiento en la hipótesis de ser aceptado co- 
mo concluyente, sólo probaría la soberanía inicial de la comu- 
nidad, pero los partidarios de la soberanía permanente del pue- 
blo lo completan con la afirmación de ser inajenable la sobe- 
ranía. 

1742. Nosotros admitiríamos la soberanía permanente del 
pueblo desde el momento mismo de demostrarnos sus sostene- 
dores, estar el pueblo, es decir, la mayoría de los hombres, ya 
plenamente formada y estar el supuesto soberano originario, 
incapacitado para trasmitir el poder a uno o muchos. ¿Se in- 
tentará esta demostración con la aserción gratuita de no poder. 
gobernar nadie al pueblo mejor que el pueblo mismo? La ex 
periencia se encarga de patentizarnos ser, salvo casos excep- 
cionales, impracticable o desastrosa la democracia directa. ¿Se 
apelará a la democracia indirecta o representativa, practicable 
y práctica? Pero en este caso se desecha la teoría de Rousseau 
de ser inajenable la soberanía del pueblo, se proclama la repú- 
blica, única forma de gobierno por derecho natural y divino y 
se contrae la obligación de probar siempre y en todas partes 
ser la república, la más perfecta de las formas de gobierno y la ] 
mejor adaptada al bien público. Con la declaración de no po-' 
der comprometer ni obligar una generación a las sucesivas— 
idea desenvuelta por Gambetta en un famoso discurso—la so- 
ciedad se disuelve a cada instante; hay siempre que comenzar 
de nuevo; nada hay estable; es imposible todo pacto duradero 
en el exterior y en el interior. La generación que surge, sobe- 
rana con el mismo título de la precedente, tiene el derecho de 
destruir lo por ésta levantado; vamos en línea recta y a todo 
correr al nihilismo. Con la aplicación de estos principios será 
la humanidad cada treinta años víctima de los más horribles 
trastornos. Quienes ingresan en una sociedad, son partícipes - 
del acervo de bienes y recursos acumulado por los predecesores 
y es de justicia el respeto y aceptación de las cargas que gravan 
el patrimonio social; este es un principio del orden público, un 
axioma de salud Eúcial 
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1743. ¿Pertenece necesariamente al pueblo la soberanía ini- 
cial? La Historia parece demostrar lo contrario. De no pertene- 
cer a nadie el poder en la iniciación de la sociedad o por la 
extinción del sujeto, no es lógico pertenecer a todo el mundo. 
Un ejemplo: esta tierra no está ocupada, no pertenece a na- 
die, luego pertenece a todos, puede ser, pero no es necesario 
que sea. Esto mismo podemos decir del poder; en su origen 
“no pertenece a nadie; supongámoslo así; pero regularmente 
pertenecerá al designado por un conjunto de circunstancias 
"que se imponen y llegan a tener fuerza de ley, o por la misma 
maturaleza como al primer padre de familia y al patriarca— 
núms. 1599 al 1648.— | 
1744. Tan quimérica como la libertad absoluta, es la igual- 
dad absoluta de los hombres desde el punto de vista de la fun- 
ción y de la vocación del poder. En orden a esta vocación y 
función es una falsedad de mala ley la igualdad de los débiles 

y poderosos, de los capaces e incapaces; hay siempre entre ellos 
alguno especial y preferentemente indicado por la misma natu- 
raleza para el desempeño de la soberanía. Esta igualdad podrá 

ser verdadera jurídicamente, pero es falsa naturalmente. Nace 
“la ilusión, el extravío de algunos espíritus en esta materia, de 

'abordarla desde el punto de vista abstracto, es decir, de una so- 
ciedad abstracta, de hombres abstractos y de la idea universal 
de sociedad y de hombre. El espíritu humano por más que se 
repita y se multiplique la idea universal de hombre, verá siem- 
pre al mismo hombre, porque esta idea es siempre idéntica a sí 
misma. En abstracto todos los hombres son iguales porque úni- 
camente se consideran en ellos los elementos esenciales de la 
humanidad descartando sus caracteres particulares. En esta 
. especulación metafísica se olvida la realidad y se declara iguales 
a todos los hombres. Hemos de encarar una sociedad civil con- 
creta y hombres concretos para saber quien puede aspirar a 
la soberanía. Los hombres como individuos no son iguales ni 
en calidades naturales ni adquiridas ni en aptitud y vocación pa- 
ra el gobierno. 

1745. Examinemos ahora más de cerca el funcionamiento 
práctico de la soberanía del pueblo. El pueblo con la teoría de 
Rousseau, es decir, el pueblo en estado de masa confusa: carece 

de las calidades requisitas en la función de la soberanía. Para 
gobernar bien, es necesario saber, poder y querer, vale decir, 
ciencia exacta de las verdaderas necesidades de la sociedad, vo- 

luntad tranquila, firme, perseverante e imparcial; poder exento 
de caprichos y arrebatos, inaccesible a la amenaza y a la se- 
ducción; tales son las calidades principales del gobernante. ¿$Se- 
po una calumnia para la democracia inorgánica de Rousseau la 
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negación de estas calidades? ¿Será posible encontrar en una 
multitud agitada, alternativamente crédula y porfiada, apasio- 
nada e inerte, fácil presa de los hombres hábiles, intrigantes y 
audaces, la luz serena, la voluntad elevada e inarclad el po- 
der enérgico y equitativo? La contestación afirmativa supone 
un profundo desconocimiento de las lecciones de la Historia y * 
la falta de penetración en sus enseñanzas. De la multitud no se 
puede esperar, en expresión de Henri Maine (1), otra decisión ] 
que no sea una equivocación, que no sea ruinosa y fatal a todo ' 
progreso sobre las cuestiones complejas de la política. El sufra- 
gio universal, continúa el mismo escritor, hubiera prohibido la 
Mule-Jenny y el telar mecánico como prohibió el calendario | 
gregoriano. 7 
1746. La función soberana exige cualidades y condiciones * 
que el pueblo no posee ni puede llenar; luego no puede admi- 
tirse ser soberano por derecho natural. "La democracia directa 
de que aquí se trata, puede únicamente funcionar en pequeños 
Estados de muy limitado territorio, en pueblos de costumbres 
sencillas y religiosas y no en medio de la multiplicidad y com- 
plejidad de las condiciones en que se mueven las sociedades un : 
poco numerosas. Sería obra de una filosofía política o 
cial y torpe, aplicar siempre y en todas partes lo únicamente 
conveniente a pueblos pequeños como los cantones pastorales | 
de Suiza. Se apela en apoyo de la democracia directa a la histo- | 
ria de Grecia y Roma; esta apelación es empero, un error gro- 
sero porque supone haber existido la democracia directa en el 
sentido de Rousseau, en las repúblicas de la antigúedad. Solo 
los hombres libres, —una autocracia—gozaban de derechos políti- ; 
cos; y tan lejos estuvo la república romana de la democracia pura 
que Polibio (2) nos la describe con admiración como un modelo 
de gobierno mixto en el cual se encuentran mezclados en 0 
ciones iguales la monarquía, la aristocracia y la democracia. 
1747. El mismo Rousseau arrastrado por la verdad de las - 
cosas confiesa: «Bien considerado todo, no veo que sea posible 
en lo sucesivo al soberano conservar entre nosotros el ejercicio : 
de sus derechos si la ciudad no es muy pequeña (3).» Montes- 
quieu ha dicho: «Es de naturaleza de la república la posesión 
de un pequeño territorio (4).» 
1748. Los modernos partidarios de la soberanía del usb 
convienen voluntariamente en estas dificultades y llegan a afir- 
mar ser la democracia indirecta o representativa el modo nor- 


(1) HenNrI Marne. Essai sur le gouvernement populaire. Chap. I. 
(2) PoLibi0. Lib. VI, cap. III. | 
(3) Rousskau. Comtrat social, liv. TIL, chap. XV. 


(4) MontEsqUIEU. L'Esprit des lois, ¡iv. VII, chap. XV. y y 
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mal de ejercer el pueblo la soberanía. Con esta doctrina se ani- 
-quila el principio de Rousseau. Desde el momento de darse re- 

_presentantes un pueblo, ya no es más libre; tan pronto los eli- 
ge, es esclavo, no es nada (1). En efecto: el pueblo no seguirá 
siendo soberano sino a condición de dar a sus representantes 
in mandato rigurosa y minuciosamente imperativo y de poder 
a cada momento revocarlo, 

1749. Se ha intentado aproximar la democracia indirecta a 
la democracia pura por el derecho del veto o el de ad referen- 
dum acordados al pueblo. Jamás fué nuestro ánimo negar la 

posibilidad y la legitimidad de un gobierno democrático, pero 
reconocemos ser en sí mismo muy imperfecto y su funciona- 
miento o muy brutal o muy delicado; razón por la cual no pue- 
de ser declarado el solo gobierno natural y es necesario para 
llevarlo a la práctica la imposición de ciertas condiciones que 
contrabalanceen sus desventajas. Así opinan sus más distin- 
“guidos y ardientes partidarios. «Mucha gente en Europa, escri- 
be Tocqueville, cree sin decirlo o dice sin creerlo, ser una de las 
grandes ventajas del voto universal llamar para la dirección de 
los negocios públicos a hombres dignos de la confianza pública. 
El pueblo no sabe gobernarse a sí mismo: pero se dice: él 
"quiere siempre con sinceridad el bien del Estado y su instinto 
casi nunca le engaña en la designación de los animados de los 
mismos deseos y más capaces de tener en sus manos el poder. 
En cuanto a mí debo decir lo que he visto y lo cual no me au- 
toriza a pensar sea así... A mi llegada a los Estados Unidos 
fué grande mi sorpresa al descubrir hasta qué punto era común 
el mérito entre los gobernados y cuán raro entre los gobernan- 
tes. Es un hecho constante en nuestros días en los Estados Uni- 
dos que raramente son llamados a las funciones públicas los 
“hombres más notables y nos vemos obligados a reconocer ha- 
ber sucedido esto en la proporción de ir traspasando la demo- 
cracia todos los antiguos límites. Evidentemente la raza de los 
hombres de Estado americanos se viene reduciendo de un mo- 
do singular después de medio siglo... No es capacidad lo que 
«falta a la democracia para la elección de hombres de mérito, 
“sino deseo y gusto. No lo ocultemos; las instituciones democrá- 
ticas desenvuelven en muy alto grado el sentimiento de la envi- 


£ .o. » . ñ 
¡dia en el corazón humano... Está demostrado vivir en una ilu- 


sión completa quienes miran el voto universal como una garan- 
tía de la bondad de la elección (2).» 
Henry Georges escribe las siguientes palabras muy dignas de 


(1) ROUSSEAU. Obra y lugar citados. 
| ) TocgueviLLgE. De la Democratie en Amerique, chap. XIII. 
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ser escuchadas como dichas por un hombre intachable de re- 
trógrado: «La tendencia es dar siempre el poder al peor. La ho- 
nestidad y el patriotismo son siempre vencidos por la impuden-" 
cia... En muchos distritos, hombres como Waáshington, Fran-= f 
la y Jéfferson no hubieran llegado a un empleo legislativo... 
El móvil de nuestros cuerpos legisladores baja cada día; 103) 
hombres capaces y probos están condenados a huir de la polí 
tica (1).» Un publicista republicano, Paúl Laffite, lanza su voz 
de alarma en estos significativos términos: «Organizar la de- 
mocracia y ser arrastrados por la ola de la mediocridad, es la 
alternativa en que estamos colocados: muchos lo dicen por lo. : 
bajo ¿por qué no decirlo muy alto? (2).» «El pueblo, dice el 
Conde de Vareilles, sería admirablemente competente en la de-- 
signación de representantes de sus distintos intereses si fueran” 
respectivamente elegidos por grupos que determinasen estos in-* 
tereses y llamados a formar el gran consejo del soberano. En* 
este sistema cada grupo no se ocuparía más que de lo que cono- 
ce bien y cada ciudadano designaría cuidadosamente al hombre: 
que debiera ser simplemente el abogado de sus negocios. Pero 
el pueblo es incompetente para aceptar y rechazar programas 
de gobierno y nombrar diputados que sean el soberano y deci-' 
dan de todo. Está casi siempre reducido a votar ciegamente! 
sin saber lo que hace, a ser conducido por los más ambiciosos, * 
engañado por los menos escrupulosos y arrastrado por vagas 
aspiraciones y malos deseos (3).» «Los partidos, agregamos 
con Prins para terminar, urden las elecciones como un negocio; 
enregimentan a los electores como a conscriptos recalcitrantes, 
les prometen puestos, condecoraciones, rentas, caminos de hie- 
rro, desgravación de impuestos, los mandan a buscar en carrua- 
je, les pagan para comer y todo esto sin estar seguros del voto. 
de sus criaturas. El cuerpo electoral abandonado a sí mismi 
marchará a la deriva y el dogma de la soberanía popular en 
nombre del cual ejercen los representantes su mandato, será: 
un pomposo adorno para recubrir el más intolerable de los: 
despotismos. El diputado sabe todo esto. ¿Dónde, pues, sacará 
la firmeza necesaria a un mandatario digno de este nombre ? (4)> 
, 1750. La conciliación de la libertad y el orden con un rég 
men caracterizado a la vez por el reino de una mayoría inco 
petente e irresponsable y por la participación de cada ciudada- 
no en el poder, nos parece un problema comparable al de la cua- 
dratura del círculo. 
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(1) HENRY GEORGES. Systeme de gouvernement americain. 
(2) Pau LarrrE. La paradoxe de Végalité. 

(3) VAREIMLES. Obra citada, pág. 397. 

(4) Priws. La democratie et le regimene parlamentatre. 
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DERECHOS Y DEBERES RECÍPROCOS ENTRE EL SOBERANO 
Y LOS SÚBDITOS 


1751. La soberanía temporal tiene un carácter verdaderamente 
sagrado.—1752. Jesucristo ha reconocido la necesidad del poder.— 
1753. La Iglesia predica la sumisión y obediencia a los poderes le- 
gítimamente constituídos.—1754. Extensión de la enseñanza de la 
“Iglesia en materia de obediencia.—1755. Los antiguos también re- 
conocieron esta doctrina.—1756. La obediencia no llega 'hasta la jus- 

-tificación de la tiranía.—1757. El poder civil no es ilimitado.—1758. 
Está limitado por la ley moral.—1759. Por la constitución del Es- 
tado.—1760. Por el fin de la sociedad. 


1751. La doctrina católica acerca de los derechos y facul- 
tades del poder civil en orden a la dirección y gobierno de sus 
“súbditos, es de tal modo razonable, está de tan perfecto acuer- 
do con la sana filosofía que únicamente le negará su asenso un 
espíritu refractario a todo lo significativo de sabiduría y buen 
orden en las cosas humanas. El poder supremo inspirado en esa 
divina enseñanza jamás caerá en los excesos de la tiranía; ni el 
ueblo soberano por haber manifestado su preferencia práctica 


e 


or la democracia, irá nunca con esa doctrina por guía a su- 
-mergirse en los excesos de la demagogia. La soberanía tempo- 

ral tiene a los ojos del observador un carácter verdaderamente 

sagrado y los de ella investidos, son en realidad representantes 
o lugartenientes de Dios en la tierra; en ellos se refleja en cier- 
to modo la majestad divina y se identifica de alguna manera 
con su poder. Así lo indica San Pablo con diáfana claridad: 
Quien resiste a la potestad, resiste a la ordenación de Dios. Los 

incipes son ministros de Dios. Veamos siempre en el orden 

stablecido la mano de la sabiduría infinita y en la sociedad ci- 
ms “yil, una necesidad de nuestra propia naturaleza y sometámonos 
voluntariamente a las leyes justas dictadas por la autoridad le- 
gítima e inspiremos nuestra obediencia en las exigencias de una 
conciencia recta (1); no esperemos nunca el empleo de la fuer- 
za y la violencia, último recurso del poder contra los perturba- 
lores de la sociedad. La existencia de la sociedad, hecho uni- 

rsal y constante basado en la misma naturaleza humana, exi- 
h ge imperiosamente la institución de un poder—núm. 76.—des- 
tinado por su propia condición a garantizar la tranquilidad y el 
“orden público y a dirigir sus asociados a la consecución del 
“fin de su institución. Este hecho está comprobado en todos 
los pueblos así cultos como bárbaros y quien se negara a re- 
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cosas civiles y directamente relacionadas con los intereses de 
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conocerlo, se rebelaría contra el hecho más claro de la His-. ; 
toria. ( 
1752. Jesucristo venido al mundo al decir de las Santas Es- 


crituras, no a quebrantar la ley sino a cumplirla, la ha consoli- * 
dado con la enseñanza de los elevadisimos títulos del poder y 
con la aureola divina de que la ha rodeado. Nadie como Jesu- 
cristo pudo alegar titulos más poderosos en su desligamiento * 
de la sumisión a los poderes constituidos e invocar motivos de 
excepción de esa ley universal de la obediencia; y sin embargo 
quiso santificar la obediencia con su ejemplo y nació súbdito: 
de un soberano particular, cumplió sus leyes y disposiciones y 
pagó su tributo como los demás ciudadanos. ¿Qué más? Ha 
reconocido el poder de un Herodes y se ha sometido a la auto-* 
ridad de un Pilatos con la confesión de venirle su poder de lo * 
alto (1). : 

1753. La Iglesia heredera y depositaria de la doctrina de su 
divino Fundador ha predicado desde el mismo día de su apari- 
ción sobre la tierra sumisión, respeto y obediencia a los poderes 
legítimamente constituidos y ha declarado esta verdad dogma 
de nuestra santa fe. De este deber de obediencia nadie está ex- 
ceptuado; católicos y no católicos, simples fieles y ministros del 
santuario están obligados a obedecer las leyes civiles siempre 
que a su sombra no se realicen atentados a los deberes religio-. 
sos de los unos y a la dignidad, libertad e independencia de los 
otros en el cumplimiento de su divina misión. Este deber de obe-- 
diencia confirmado por la doctrina de la Iglesia liga a los cató- 
licos no sólo con los soberanos confesores de su misma fe, sino. 
también con los infieles. Los Apóstoles y los Santos Padres en 
su impugnación del error de los gnósticos, declarativo de ser. 
invenciones diabólicas—núms. 1578-79.—todo poder y autorl- 
dad, han enseñado con toda claridad ser un dogma de nuestr 
fe (2) la existencia no sólo en los Estados cristianos sino tam-' 
bién en los Estados infieles, de un poder legítimo a cuya obe-' 
diencia están sometidos los católicos en todo lo concerniente a 
la administración civil. | 

1754. La doctrina de la Iglesia en materia de obediencia es' 
tan extensa que obliga a los fieles a someterse no sólo a los 
príncipes buenos, sino también a los malos y perversos en la 
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la sociedad viendo en ellos, no su conducta y su persona priva- 
da, sino el poder de que están revestidos por razón del cual son 
en expresión del apóstol San Pablo ministros de Dios. Esto: 
rt 


(1) Math., XVII, 21, 24.—foan., XIX, 11. 
(2) BIANCHI. Traité de la puissance ecclesiostigue, tom. I, pág. co 
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ha hecho decir sin duda a San Agustín: «El poder de los que 
oprimen a sus semejantes, viene de Dios (1).» 

1755. Esta doctrina, escribe Bianchi, no ha sido desconoci- 
da de la antigúedad. Los mismos gentiles guiados en sus discu- 
siones filosóticas por la luz natural de su razón, reconocieron 
esta verdad. Los súbditos deben estar sometidos a sus sobera- 
nos aunque éstos sean malos. «De la misma manera, dice Táci- 
to, que sabéis tolerar la esterilidad, las lluvias excesivas y otros 
males de la naturaleza, también sabréis tolerar el lujo, la avari- 
cia de los gobernantes. Habrá vicios mientras haya hombres.» 
Y añade el mismo escritor: «Es necesario pedir a los dioses 
buenos emperadores, pero hemos de soportar a los que ya tene- 
mos cualesquiera que ellos sean. (2).» 

1756. Es muy racional la doctrina expuesta y sin embargo 
hemos de guardarnos como de cosa peligrosa en convertirla 
en regla absoluta y sin excepción y en llegar con ella predican- 
do sumisión al poder constituido hasta la justificación de la ti- 
ranía. El lazo de unión entre los súbditos y sus soberanos tra- 
zado por la mano de la naturaleza inspira a los hombres en in- 

_terés de su propia conservación, sumisión a sus superiores y es- 

te lazo no se rompe ni por la maldad personal de los príncipes 

Moi tampoco por una causa cualquiera; pero no puede conser- 
_varse esa dependencia en el caso de dejar el príncipe de ser lo 
que es; vale decir, de pisotear el fin inspirador de los hombres 
en la institución del poder aprobado por Dios. Entonces el prín- 
cipe rompe con sus propias manos el lazo de sumisión y obe- 
diencia de sus súbditos y los pone en el caso de resistir y des- 
obedecer. 

1757. Paremos nuestra atención antes de pasar más ade- 
lante, en un ligero examen de las relaciones entre soberano y 
“súbdito. El derecho invocado por el poder para reclamar de sus 

súbditos la obediencia a sus leyes y disposiciones, está intrín- 
secamente ligado a deberes cuyo objeto está determinado por la 
naturaleza de los gobiernos. La función directa y propia de la 
soberanía temporal—lo demostraremos solidamente en el ca- 
ítulo siguiente—es garantizar a los asociados el orden exterior 
y público y proporcionarles los medios necesarios y conducen- 
tes a su felicidad temporal y asegurar a cada uno el ejercicio de 
su derecho contra todo género de violencias. Con las preceden- 
tes observaciones se ven claros los límites dentro de los cuales 
está encerrado el poder civil: a) la ley moral: b) la constitución 
o leyes fundamentales del Estado: c) el fin mismo de la sociedad. 


(1) Sancrus AUuGustINUs. Liber de natura boni contra Manichaeos. 
e (2) Tácrro. Historia, lib. IV, cap. 74 et lib. VÍ. 
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1758. a) De Dios ha recibido hombre cuanto tiene: su 
vida, sus facultades, sus derechos y su poder. Nadie goza de 
autoridad para arrebatar al hombre los bienes con que pródiga 
le ha enriquecido la mano omnipotente de Dios. El hombre, em- 
pero, ha de usar moderadamente de sus facultades, derechos y 
poder. Libre fisicamente en el empleo de esos dones como más 
le plazca, no lo es moralmente en el abuso de ellos; ha de some- 
terse y conformarse en su ejercicio a la voluntad de Dios, se-= 
ñor absoluto de todas las cosas y observar con fidelidad los 
prescripciones de la ley moral del orden natural y sobrenatural. 
La ley moral señala al soberano los limites del desenvolvimiento 
de su poder social; y si los traspasa, se hace reo de una grave 
violación de la ley de Dios. Esta ley está claramente determi- 
nada en las enseñanzas de la Iglesia instituida por Dios, guar- 
diana e intérprete infalible de la moral. Es un error monstruoso 
tan contrario a la fe como a la luz del buen sentido esta má- 
xima de Rousseau y de los socialistas: El Estado es el origen 
de la autoridad y del derecho entre los hombres y su poder no 
está limitado por ninguna ley que le sea superior (1). La Igle- 
sia con la condenación de esta fórmula del más feroz despo- 
tismo, se ha mostrado una vez más defensora del honor y dig- 
nidad de los ciudadanos. La ley como medio de gobierno, no 
puede ser la expresión de la voluntad arbitraria del soberano, 
sino de la recta razón conforme en un todo con la ley moral y 
la ley fundamental de la nación. La antigua y célebre máxima: 


py Lo que plugo al príncipe, tiene fuerza de ley (2) susceptible de 


un sentido razonable, es rigurosamente hablando, inexacta y 
ha de ser corregida. Es cierto sin duda alguna ser la voluntad 
del legislador el principio inmediato de la obligación impuesta 
por la ley; pero también lo es el deber de ser dirigida y en- 
caminada por la recta razón en la cual encontramos la raíz fun- 
damental de la legitimidad de las leyes positivas. 

1759. b) Puede el hombre en el ejercicio legítimo de su li- 
bertad e independencia establecer sin oposición a la ley moral, 
otras leyes y disposiciones y exigir de su soberano en el acto 
constitutivo de la sociedad su cumplimiento y observancia. Sí- 
guese de aquí ser para el poder social constituido en ayuda del! 
hombre y garantía de sus facultades y derechos, un deber la 
conformidad de sus actos a esas leyes y disposiciones y una in- 


fracción de sus deberes de justicia el acto de prescindir de 


ellas en el gobierno del pueblo. Las constituciones escritas o 


(1)  Syllabus, prop. XXXIX. 

(2) Quod principi placuit, habet vigorem, quoniam lege regia quae 
de eius imperio lata est, populus ei et in eum omne suum imperium et 
potestatem conterat. L. D. de Constitution princip. 
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Ma son la ley fundamental de los Estados y el pacto 
ediante el cual entra en posesión de su autoridad el sujeto 
designado para el desempeño del poder supremo. 
1760. c) El fin de la sociedad es el bien común de sus aso- 
“ciados. El poder fiel al principio de su institución ha de fijar 
su punto de mira en los actos de su gobierno sola y exclusiva- 
mente en el bien común de los miembros del cuerpo social. Las 
leyes disconformes con este fin y enderezadas a la utilidad del 
“soberano o de algunos particulares, son injustas. No están los 
gobiernos investidos de autoridad para emplearla en provecho 
propio o de algunos de sus súbditos; la han recibido únicamen- 
te en beneficio del bien común. «No es el reino para el rey, es- 
cribe Santo Tomás, sino el rey para el reino. Dios ha estable- 
cido los reyes para gobernar y asegurar a cada uno de sus súb- 
ditos la posesión de su derecho; tal es el objeto de su institu- 
ción; si de otro modo obraran los reyes, convertirían el go- 
bierno en provecho propio y ya no serían reyes sino tiranos 
(1).» Con la comparación de la definición de la ley de Santo 
Tomás de Aquino—núm. 96.—con la de Rousseau que la de- 
nomina expresión de la voluntad general, se nota sin dificultad 
la enorme diferencia entre ellas. Es en concepto de Santo To- 
más la recta razón la manifestación fiel de la ley eterna; en el 
de Rousseau importa muy poco o nada la racionabilidad o irra- 
cionabilidad de la voluntad general, porque ninguna autoridad 
existe superior a ella. Con este sencillo parangón muy pronto 
se da cuenta una razón no ofuscada por el error, de cual de las 


e e 


dos enseñanzas ofrece mayores garantías de libertad a los 


pueblos (2). 


$ VI 


' F DOBLE TIRANÍA DE HECHO Y DE DERECHO 
1761. Tiranía de hecho y de derecho.—1762. El tirano en el acto 
¿de la usurpación del poder y en su posesión pacífica.—1763. Sus- 
"pensión del derecho del príncipe legítimo en la imposibilidad de 
ser reintegrado en su poder.—1764. Extinción del derecho del legítimo 
gobernante.—1765. Condiciones en que deben obedecer los súbditos 
las leyes del tirano.—1766. Los súbditos no deben cooperar a hacer 
ilusorios los derechos del príncipe legítimo.—1767. Relaciones de la 
Iglesia con el usurpador. —1768. Privilegios otorgados al usurpador 
pro bono pacis.—1769. El derecho nuevo no es título para la legiti- 


midad del usurpador ni para el reconocimiento de privilegios.—1770.- 


Privilegios otorgados a una dinastía y a la autoridad justamente 
constituída.—1771. Tiranía de derecho: su importancia.—1772. Re- 


(1) Divus Thomas. De regimene principum. lib. I, cap. II. 
y (2) Lrgón XIII Encycl. Libertas praestantissimum. 
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sistencia activa y pasiva contra el tirano.—1773. La obediencia a la: 
ley obliga cuando en la obediencia no hay pecado o se temen de la 
desobediencia males mayores.—1774. Licitud de la resistencia activa 
y en qué casos.—1775. Resistencia armada para derribar al tirano.— 
1776. Definición del poder tiránico.—1777. Ha de soportarse la ti- 
ranía tolerable.—1778. Medios contra la tiranía excesiva.—1779. Prin= 
cipios en que están de acuerdo todos los escritores católicos.—1780.. 
Los revolucionarios cortan el nudo de la cuestión con el despojo del 
tirano.—1781. Algunos católicos y otros que no lo son, consideran 
al príncipe como ministro irrevocable de Dios.—1782. Opinión mi- ¿ 
tigada de algunos teólogos.—1783. Sus fundamentos.—1784. Condi- 
ciones exigidas para derrocar al tirano por la fuerza.—1785. Otras 
Opiniones. 


1761. Hay dos especies de tiranos: el tirano de hecho o de 
título, vale decir, el usurpador o detentador de la autoridad so- 
berana, sea cualquiera la manera como la ejerza y el título de 
derecho que legítimamente posee la autoridad y de ella abusa ' 
en daño del bien común. Podemos considerar al usurpador en 
una doble posición: a) en el acto mismo de la usurpación: hb) 
en posesión tranquila y pacífica del poder. 

1762. a) En el acto de la ocupación del poder no goza el : 
usurpador de ningún derecho para entrar en su ejercicio y el 
pueblo puede y debe per se resistir al soberano usurpador y 
arrojarle del puesto o dignidad asaltada: b) hemos de distin- 
guir para prevenir equívocos el derecho de poseer el poder pú- 
blico, del derecho de ejercer los actos de la potestad que de he- 


¿$ 5 . 
cho se posee. El usurpador no puede invocar a su favor el de- 


“¿recho de poseer la autoridad aun en la hipótesis de hallarse en 


- 


posesión tranquila y quieta de ella. La usurpación no se legiti- 
ma únicamente por el hecho de la posesión; un hecho injusto 


no es un título justificativo y constitutivo de derecho, ni tam- 
poco por el consentimiento de la nación si el soberano legítimo - 


—persona física o moral—fué injustamente destronado o des- 
pojado, «Mientras existe el soberano legítimo, escribe Signo- 
riello, y con él una esperanza razonable de recobrar el poder y 
no se haya probado por el largo período de tiempo ser una exi- 
gencia de la sociedad unirse el pueblo a un usurpador como a 
su príncipe legítimo, el soberano destronado y sus naturales 
herederos no pueden ser despojados de sus derechos... Sin 
embargo, la autoridad social puede ser legitimada por la pres- 
cripción juntamente con otras circunstancias (1).» Entonces, 
como se ve, no la usurpación, sino títulos nuevos, adquiridos 
con el tiempo, legitiman su autoridad. No se trata aquí de una 
prescripción rigurosa en sentido estrictamente jurídico que en 


(1) SIGNORIELLO, Philosophia Moralis. tom. II, cap. 11, art. 10, núms. 
100 ¿y 104 Us 
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ba origen requiere buena. Le, sino más bien de una cuasi pres- 
ipción reclamada por el bien común. Si el soberano legítimo 
renuncia sus derechos y no hay nadie que pueda alegar derecho 
alguno al ejercicio del poder, pasará a ser el usurpador me- 
diante el consentimiento de la nación, gobernante legítimo. 
1763. Puede muy bien suceder serle imposible al usurpa- 
dor reintegrar por un tiempo al principe legítimo en la pose- 
sión del derecho de desempeñar el poder público. En estas cir- 
cunstancias el usurpador conserva en sí como depósito por exi- 
gencias del bien público, la potestad suprema y la ejerce con 
perfecto derecho. El principe despojado consiente en esas cir- 
cunstancias los actos jurisdiccionales del poder usurpador o a 
lo menos se presume su consentimiento, porque lo contrario, 
vale decir, el disentimiento sería irracional; en el choque o con- 
flicto entre ese disentimiento y el bien público, triunfará el 
bien público. El usurpador ejerce de un modo jurídico provi- 
sorio la autoridad; y la razón de esto es clara; la potestad su- 
prema ha sido comunicada a éste o a aquel sujeto para la rea- 
lización del bien social, por ser su posesión o actuación un me- | 
dio de realizar el bien público y el medio ha de servir al fin. 
1764. Si por el estado social creado por hondas y serias mo- 
-dificaciones, la reintegración del antiguo y legítimo gobernante 
es de un modo permanente y no transitorio, moralmente ¡ impo- 
sible, se extingue su derecho. Se dice moralmente imposible la 
devolución del ejercicio de su derecho al antiguo imperante si *. 
de llevarla a realidad, fuera necesaria una grande, larga y pro= 
longada perturbación de la sociedad. En el estado social don- 
de se considera necesario el imperio estable del usurpador, pasa 
éste a ser legítimo gobernante. Se puede mirar este modo de 
adquirir o perder la soberanía como una especie de prescrip- 
ción natural (1). | 
Acerca de esta delicada materia expresaremos con Signorie- 
llo: «Dios confiere la autoridad suprema para el bien público 
y es racional pensar conferirla a aquel a quien la sociedad por 
un supremo interés desea tener como su príncipe legítimo. Aho- 
ra bien: hay circunstancias de radicar el supremo interés de la 
“sociedad en ser su príncipe legítimo un hombre que no puede 
alegar otro título para la posesión de la autoridad que la pres- 
cripción. En efecto: puede suceder a una sociedad estar ex- 
puesta a los más grandes peligros por las tentativas que se rea- 
lizaran para arrojar del poder al usurpador, siendo muy de 
temer la anarquía, las revueltas, las guerras civiles y otros mu- 
chos y gravísimos inconvenientes, y todo esto sin esperanza 


a 
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- (1) Dx VarEnLes. Obra citada. pág. 219, %. 
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quizá de restablecer en el trono al príncipe legítimo o a sus su- 
cesores. Todo el mundo ye cuánto importa evitar estos incon= 
venientes, pero no se pueden evitar sino a condición de con- 
siderar y respetar como príncipe legítimo al que de hecho po= 
see el poder supremo. De aquí que la prescripción tratándose de 
la soberanía, sea admitida como un título legítimo, no en favor | 
del usurpador, sino en favor del pueblo (1). 

1765. ¿Qué conducta han de observar los ciudadanos com. 
el poder usurpador cuando el único obstáculo a la reintegración | 
del soberano legítimo en sus derechos es la resistencia del ti- | 
rano de hecho? ¿Están obligados los miembros del Cuerpo so-. 
cial a obedecer sus disposiciones y leyes o pueden por el con- 
trario rebelarse contra el opresor que los tiraniza? Acerca de 
las preguntas, nudo de la cuestión, conviene establecer una dis- 
tinción. Versan las disposiciones o leyes promulgadas por un 
poder usurpador de un modo directo: a) o sobre el bien pú- 
blico o común: b) o sobre la exclusión de la gobernación del 
Estado, del legítimo poseedor de la autoridad pública. 

a) Los súbditos deben observar y cumplir las leyes dictadas 
para el bien común de la sociedad si son útiles, honestas y ra- 
zonables, es decir, si reunen las condiciones necesarias a la jus- 
ticia de la ley consignadas en otra parte—núms. 98 y 100.— 
aunque les falte la consignada en el núm. 99, pues en ningún 
tiempo puede suspenderse la obligación de contribuir al bien 

. / público y en las circunstancias de que venimos hablando, la 
eN Le «Súnica manera eficaz de nuestra cooperación al fin social, es la 
Observancia de los mandatos dictados por el detentador del po- 
há der. Ha de ser considerado en este caso el derecho de gober- 

| nar la sociedad como una secuela de la posesión pacífica del 
poder público. 
1766. b) No está permitido per se concurrir de un modo 
positivo a convertir en ilusorios los derechos del gobernante 
injustamente depuesto ni en conciencia cooperar a aquellos ac- 
tos cuyo fin primordial y directo es incapacitar al príncipe le- 
gítimo para volver a gobernar. Estas leyes serán injustas por 
estar ordenadas a un fin injusto. ; 
1767. ¿Cuál será la conducta de la Iglesia en sus relacio- 
nes con la nación en que fué entronizado un usurpador? He- ' 

mos dicho y creemos haber demostrado el deber de obediencia 

de los ciudadanos al usurpador y la inexistencia de razón al- 

guna digna de ser atendida, obstáculo al recurso a él en todo 
lo referente a la útil administración de los asuntos civiles. Y | 
es razón de todo esto prevalecer el bien social sobre el dere- 

e Aa ps y 
(1) SreworILLO. Obra citada. 
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cho del príncipe despojado de su autoridad. Con este mismo 
fundamento puede y en algunos casos. debe la Iglesia tratar 
con el usurpador de los bienes espirituales de sus hijos y arre- 
glar amistosamente las cuestiones surgidas entre el poder re- 
ligioso y el poder político sin ser posible inferir de esta nor- 
ma de conducta, un prejuicio por la Iglesia contra los derechos 
del principe legítimo y los del pueblo despojado de su libertad 
por el tirano. La prudencia de la Iglesia sabe sortear perfec- 
tamente estas dificultades y mostrarse llena de respeto con los 
derechos de los gobernantes legítimos y de sus súbditos. 

1768. Entra en los poderes de la Iglesia el reconocimiento 
pro bono pacis al usurpador, de los privilegios y honores otor- 
gados al príncipe legítimo; pero el usurpador no puede exigir 
ni en la hipótesis de estar en posesión pacífica de su autorl- 
dad, el reconocimiento de privilegios otorgados no simplemen- 
te a la autoridad suprema, sino expresamente al príncipe le- 
gítimo; tal no es el usurpador. 

1769. ¿Asístele al usurpador la facultad de invocar en. el 
reconocimiento de su legitimidad y de los privilegios a ésta 
concedidos, los títulos del derecho nuevo por la Iglesia inacep- 
_ tables y reprobables? Es sumamente difícil la Hamostración de 
estar fundados en razón esos títulos doctrinalmente condena- 
dos por la Iglesia; para los católicos con fe en el magisterio 
infalible de la Iglesia serán argucias y sofismas, nunca una 
doctrina verdadera. Ignoramos además los fundamentós del. 


usurpador en la interpretación de aquellas condiciones y pri-= 


vilegios contra la expresa intención del otorgante y el motivo... 


de prevalecer su criterio sobre el de la Iglesia. Nadie puede +. 


imponer a la Iglesia en el otorgamiento de privilegios el reco- 
nocimiento de una legitimidad en desacuerdo con sus princi- 
pios. La doctrina de la Iglesia sobre el derecho natural público 
y privado está perfectamente definida, pues existe una rela- 
ción indiscutible entre ese derecho y las costumbres privadas 

y públicas. 0 

1770. Los príncipes legítimos no pueden alegar siempre 
derechos de sucesión a los privilegios de sus predecesores; hay 
privilegios personales concedidos a una dinastía y extinguidos 
«con ella. Hay otros privilegios reales, es decir anejos a un tí- 
tulo concedido a la autoridad suprema por razón de su conexión 
con otro título y no directamente. El derecho de patronato con- 
cedido al rey de España por el concordato sobre la nación y 
sus colonias, se extingue tan pronto algunas provincias O co- 
lonias de su dominio se separan de su autoridad y dependencia 
y se constituyen en naciones o pueblos independientes. 

1771. Lo anteriormente dicho de la tiranía de hecho y por 
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nosotros reputado suficiente al fin de este trabajo, nos auto- 
riza a pasar al estudio de la tiranía de derecho mucho más im- 
portante para nosotros en el examen y explicación de los he- 


chos desenvueltos por la Iglesia en virtud de la grandeza y pu-' 


janza de su derecho divino temporal indirecto, aplicado a la 
ruptura del pacto de obediencia entre el soberano convert 


| 
4 
4 
y 


en tirano de su pueblo y sus súbditos. Hay leyes divinas y hu= 


manas inquebrantables por el soberano; pero si las quebranta | 
con desprecio de sus deberes y de los derechos de sus súbditos 


¿qué actitud adoptarán éstos? ¿impone la enseñanza católi- 


ca una obediencia servil y ciega a los caprichos de un ti-' 


rano y quita a los ciudadanos el derecho de invocar contra su 
opresor las leyes de la equidad y de la justicia? ¡No y mil veces 


no! ¿Está permitido resistir los mandatos del poder civil? Que- 


da planteada la cuestión en sus términos precisos. 


1772. ¿Es simplemente el mandato injusto, fundamento de 


la negación por los súbditos de su obediencia al príncipe? ¿pier- 


de éste por su mandato sus derechos a la soberanía? Hay dos 


especies de resistencia: una pasiva consistente en la negación 
de la obediencia al soberano que manda y otra activa, es decir, 


la insurrección o revolución promovida contra el soberano para | 


arrojarle del poder. 
1773. En general no se puede obedecer las leyes injustas por 
parte de la materia—núm. 98. —porque aquí radica la injus- 


ticia en su oposición a la ley divina—natural o positiva—y a los. 


derechos esenciales del hombre. La ley injusta por parte del 
. legislador y de los súbditos—núms. 99 y 100.—ha de obede- 


+ cerse en la hipótesis de ser posible su observancia, pues por lo 


común no es inmoral y contraria a las leyes divinas, aunque 
no vaya encaminada a su objeto propio y directo. Una ley en 
estas condiciones está destituída de valor moral y carece de 
fuerza obligatoria, mas hemos de obedecerla porque no pres- 
cribe una cosa en sí mala y porque de la resistencia a su cum- 


plimiento pudieran surgir graves trastornos sociales. La obli-. 


gación no se deriva en este caso de la virtud intrínseca de la 
164 positiva, sino de la ley general que nos ordena evitar en lo 
posible los desórdenes sociales (1). En otros términos: Pue- 
den estar obligados los súbditos a obedecer leyes injustas y 


renunciar por lo mismo a toda resistencia, de no haber pecado 


en la obediencia. Esta obligación es accidental y excepcional y 
es su fundamento la prevención del escándalo y de revolucio- 
nes sociales a cuya vista cederá el hombre en sus derechos (2). 


(1) Dp us Thomas. Summ. Theolog. 1* 23ae quaest XCVI. art. 4. 
r vitandum scandalum, vel turbationem propter quod etiam 
LO debet cedere. Div. THOMAS. Lugar citado. 
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Esto no obstante, los súbditos antes de obedecer, apurarán to- 
dos los medios de resistencia puestos a su disposición por las 
leyes. ¡ A 

1774. Ante un soberano menospreciador de la resistencia le- 
gal de sus súbditos y obstinado en arrancarles hasta por la 
fuerza pública o armada de la nación un consentimiento en cuyo 
apoyo le es imposible invocar ni el derecho natural ni el posi- 
tivo ¿están los súbditos autorizados a repeler la fuerza por la 
“fuerza? ¿les está permitida la resistencia activa? La contesta- 
ción será afirmativa de estar previsto el caso en la ley, es de- 
cir, de estar autorizada por la legislación del país una resis- 
tencia de esta naturaleza y de ser realmente injusta, es decir, 
sin ninguna duda en contrario, la disposición provocadora. Ante 
el temor fundado de ser esa resistencia causa de escándalos y 
revoluciones y de estar llamada a producir daños muy superio- 
res a los que de evitar se trata, desistirán de ella los súbditos; 
no hay entonces base racional en la resistencia, porque es in- 
aceptable el propósito de prevenir un mal con la aplicación de 
un medio, causa de males mucho mayores. Será negativa la 
contestación en el caso de no decir nada las leyes acerca de 
esta resistencia activa. 

1775. Es cuestión gravísima y nudo del problema jurídico 
“la investigación de una solución definitiva incluída en la. si- 
guiente pregunta: ¿Ha de llevarse la resistencia activa hasta el 
punto de ser lícito a la nación derribar por la violencia a un 
gobierno tiránico ? 


1776. Es tiránico el poder legítimo en su origen o por lo. 


menos aceptado. por la nación—monárquico, aristocrático o de- 
mocrático—desconocedor y menospreciador de un modo habs- 


tual de sus más sagrados deberes con la violación de las leyes - 


fundamentales del Estado, la imposición de cargas injustas a 
sus súbditos y la realización de actos en contraposición al fin 
mismo de su existencia. 

1777. Todos los teólogos y sabios católicos están contestes 
en ser mejor soportar la tiranía tolerable durante un período de 
tiempo que sublevarse con riesgos y peligros para la nación más 
graves que la misma tiranía. «Ciertamente escribe Santo To- 


más, si no hay exceso en la tiranía, es más útil tolerarla por. 


un tiempo que no correr los muchos peligros consiguientes 2 
la acción sobre el tirano, más graves que la misma tiranía (1).» 

1778. En frente de una tiranía excesiva y verdaderamente 
intolerable opondrán sin duda los súbditos: a) una resistencia 
legal: hb) una resistencia pasiva consistente en lap fphediencia 


Y 
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(1) Divus Tuomas. De regimine principum. uB. 1, cap. VI 
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de las leyes del tirano sin olvidar la diferencia más arriba es- 
tablecida entre las leyes. ¿Es permitido llevar más lejos la ac- 
titud de los súbditos, es decir, a la rebelión a mano armada 
contra el poder tiranizador y a la privación de su autoridad ? 

1779. Son principios aceptados por todos los escritores ca- 
tólicos: a) no poder jamás los súbditos rebelarse contra un 
poder legítimo. Esta proposición deja sin resolver la cuestión 
en debate entre los teólogos; la Iglesia nada ha definido sobre 
si tal gobierno tiránico deja de ser legítimo por el hecho de su 
tiranía: b) en el caso de una tiranía excesiva y gravemente per- 
turbadora del orden social no tener los particulares en el ejer- 
cicio de su derecho privado la facultad de rebelarse y tomar 
las armas para arrojar de su trono al soberano legítimo, prin- 
cipal causante o autor de aquella tiranía: c) no poder invocar 
ningún derecho la multitud en una tiranía excesiva para le- 
vantarse en armas y dirigirse contra el tirano; ha de preceder 
a este acto una sentencia de deposición dada y pronunciada por 
una asamblea pública formada por los magistrados de las ciu- 
dades y los grandes del reino... «Si el rey legítimo, dice Suá- 
rez, gobierna tiránicamente y al reino le queda por único me- 
dio de defensa la expulsión o deposición del rey, podrá toda 
la nación por un consejo común y público de los ciudadanos y 
de los grandes deponer al TON 

1780. (Quédanos por investigar si puede ser depuesto y ex- 
pulsado el tirano en ciertos casos extremos a lo menos por un 
juicio social y público. Los revolucionarios dan una solución 
radical a este problema sin otras dificultades que las entraña- 
das en su misma doctrina. La soberanía original y absoluta en 
el sistema revolucionario, viene del pueblo, pertenece al pueblo 
y en él subsiste de un modo inmanente; los depositarios del 
poder son simples delegados o mandatarios suyos y como tales, 
obligados a darle cuenta del uso de su delegación siempre re- 
vocable a voluntad del pueblo. Gregorio XVI, Pío IX y León 
XII (1) han condenado esta doctrina por anárquica. 
1781. Los grandes escritores mo han podido ponerse de 
acuerdo en esta cuestión gravísima. Católicos y algunos que no 
lo son, han caído en el extremo opuesto al revolucionario y de- 
fendieron la inviolabilidad absoluta del soberano a quien unos 
consideran con Hobbes ministro irrevocable del pueblo y otros 
con Bossuet, ministro irrevocable de Dios. Los galicanos defen- 
sores de esta opinión así enunciada por Bossuet confiesan no 
deber los súbditos obediencia a leyes inmorales, pero se decla- 


(1) Grrcorio XVI. Encycl. Mirari vos—Pío IX. Syllab, prop. 
LXIM.—Ezón XII. Immort. Dei. 
E 


¿Y 


DOBLE TIRANIA DE HECHO Y DE DERECHO 431 


ran firmemente contra la resistencia activa. Los ciudadanos no 
pueden oponer a las violencias y atentados de su soberano, por 
muy graves que sean, contra sus derechos más que la paciencia 
o la huída, nunca 13 ruptura de los lazos que los atan a la 
autoridad. Gran número de teólogos además de los galicanos, 
condenan de un modo absoluto la insurrección contra el poder 
establecido (1). 

1782. Sostienen otros teólogos una opinión más mitigada 
y no caen en los excesos revolucionarios ni en las exageraciones 
de los galicanos (2). Puede el pueblo o la nación, a falta de 
otro medio de defender sus derechos, derribar al gobierno ol- 
vidado de sus funciones y deberes hasta convertirse en tirano 
o verdugo de sus propios súbditos. En estas condiciones el po- 
der convertido en prevaricador por obrar habitualmente con- 


tra el fin de su institución, deja de ser legítimo por lo menos 


en su ejercicio y no hay razón de guardar los súbditos fideli- 
dad a un soberano que empieza por romper todas las obligacio- 
nes contraídas. Es innegable en la sociedad el derecho recono- 
cido a cada individuo de defender su vida amenazada por un 
injusto agresor: Vim ui repellere, omnia iura clamant. 

1783. Los teólogos en nuestros días defensores de esta opi- 
nión consagran sus esfuerzos y trabajos a demostrar: a) no ser 
opuesta su doctrina a las enseñanzas de las citadas encíclicas de 
Gregorio XVI y León XIII del cual son estas palabras: «Si 
los soberanos empero, se excedieran temerariamente en el ejer- 
cicio de su poder, la doctrina católica no permite la insurrección 


contra ellos por propia autoridad a fin de no ser perturbada - 


más, y más la tranquilidad del orden y experimentar la socie- 
dad mayor daño; en el caso de llegar las cosas al punto de no 
haber esperanza de salud, ha de buscarse el remedio en los mé- 
ritos de la paciencia cristiana y en nuestras continuas e insis- 
tentes oraciones a Dios.» No afirmaremos ser inconciliables 
estas palabras con las doctrinas de los teólogos últimamente ex- 
puesta, pero nos revelan sin duda el propósito de la Santa Sede 
de condenar el espíritu revolucionario tan extendido en nuestra 
época: b) imponer tales condiciones y reservas a su opinión 


(1) Sancr. Licorrus. Homo Apost. tract. VII. n. 13.—GurY. Comp. 
Theolog. Mor. de IV Decalog. praecepto, núm. 387.—TAPARELLI. Ensayo 
de derecho natural. lib. V, cap. l, art. 32. 

(2) Sancr. Thomas. Summ. Theolog. 2* 2,ae quaest. XLII, art. 
-2 ad 3um-—De reg. princip. lib. 1, cap. VI.—SuáÁrez. Def. fid. catholic. 
lib, III, cap. 11, et 111.—MoLina. De tur. et iust. tract. TIL, disp. 6, n. 

2.—Lessi0. De iur. et iust., lib. 1, cap. 1X, disp. IV, ns. 10-11.—BILLUART. 
Summ. Sancti Thomae, tract. de iur. et iust. disert. X, art, 2.—BIANCHI. 
Obra citada, lib. 1, $8 4 et 5. 0 q 
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que en la práctica es sumamente difícil justificar una rebelión 


cualquiera. | 

1784. Estos teólogos exigen en efecto, antes de recurrir a 
ese medio terrible un examen serio y largo y con el concurso 
de todas las luces de que es posible disponer, acerca de si la 
situación lo reclama como una necesidad de la seguridad moral. 
Son estas circunstancias: a) ser el poder establecido, causa de 
más males que bienes y dejar de ser por tanto el poder, lo que 
Dios quiso que fuera: b) ser los inconvenientes por cierto 
muy graves de una revolución menores que los de la situación 
creada: c) no existir otros medios de salir del estado de su- 
frimiento y peligro fuera de la revolución: d) ser este el con- 
vencimiento de los hombres más capaces de la nación en el 
juicio de este conflicto y sobre todo, de los poseedores en el 
Estado de los puestos más cercanos al poder supremo. Es- 
peculativamente es concebible la existencia por parte del sobe- 
rano de tales abusos que pueda ser permitido a la sociedad 
defenderse contra el tirano; mas entre el soberano y la nación 
¿quién será el juez? 

1785. Nosotros nos adherimos sin dificultad a la opinión 
del P. Taparelli que considera toda revolución violenta contra 


el poder legítimamente constituido como infundada fuera del 


caso de demencia o perversidad del soberano. No repugnamos 
decir con Devoisín «que se puede reconocer que... un prín- 
cipe pierde el derecho y calidad de un rey que con el desprecio 
y la burla de las leyes civiles y constitutivas del Estado, alta- 
mente se declara como dice Bossuet, no rey y padre, sino ene- 
- migo de su patria». Admitimos por fin con Suárez no ser posi- 
ble desposeer a los soberanos convertidos en tiranos sino me- 
diante la autoridad del Papa, juez supremo de todas las causas 
mayores. 


in 


CAPÍTULO V 


FIN DE LA SOCIEDAD CIVIL 


Estudiamos esta cuestión aparte y pensamos darle toda la 
extensión y amplitud convenientes por su altísima importancia 
en el examen de las relaciones entre la Iglesia y el Estado. La 
sociedad civil y la sociedad religiosa no se especifican entre sí. 
por razón de la materia—la misma en ambas sociedades—sino 
por razón del fin o de su forma: extrinseca—núms. 30 y sigs.—; 
de los cuatro elementos integrantes de la sociedad—núm. 1.— 
solamente el fin determina la naturaleza y extensión de los 
derechos sociales—núms. 41 y sigs.—Con la precisión exacta 
y segura del fin de la sociedad y de la autoridad, habremos 
acertado con el señalamiento de límites fijos al campo de su 
jurisdicción y evitado entre la Iglesia y el Estado encerrados 
en la esfera perfectamente definida de sus atribuciones, luchas 
y conflictos; el orden entre ellas será estable y permanente y 
reinará la hermosa armonía establecida por Dios y frecuente- 
mente contradicha por el hombre arrastrado en sus actos por 
una voluntad rebelde y una desmedida ambición. 

En esta importante materia distinguiremos con Costa-Ros- 
setti: a) el fin esencial común a todas las sociedades del fin 
accidental muchas veces distinto en cada una de las sociedades 
por razón de las circunstancias de lugar, tiempo y personas: 
b) la sociedad, de la autoridad civil, el fin de la una, del fin de 
la otra. El olvido o desprecio de esta distinción engendra no 
pocas veces una confusión peligrosa en la ciencia del derecho 
público, pues trae consigo en general e indistintamente la de- 
signación por Estado y fin del Estado, ya la sociedad ya la 
autoridad civil, atribuyéndose a una lo propio de la otra y vi- 
ceversa, 

Acerca del fin del Estado fueron y son muchas las opinio- 
nes de los tratadistas de derecho público; y sin ánimo de exa- 
minarlas una a una, indicaremos a grandes rasgos las más prin- 
cipales y las someteremos a una impugnación indirecta, no di- 
recta, con la determinación del fin del Estado de acuerdo con 
los grandes maestros de la filosofía católica. 
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Las opiniones más arriba aludidas pecan o por exceso o por 


defecto; por defecto las de Hobbes, Rousseau, Kant, Hum- 


boldt y otros en cuya opinión fué la sociedad constituida con 
el objeto de limitar la libertad individual en armonía con la 
paz y sosiego de las sociedades y en previsión de guerras y 
luchas. En concepto de estos autores es función de la autoridad 
civil prohibir únicamente las acciones impeditivas de la coexis- 
tencia de la libertad igual de todos. Nació este error de asig- 


nar al orden jurídico por fin exclusivo y único la libertad ex- - 


terna igual de todos. Bien claro se ve no haber asignado nin- 
guno de estos autores su verdadero fin al Estado. El fin del 
Estado no puede ser puramente negativo—la previsión de lu- 
chas y colisiones entre los asociados—; ha de ser afirmativo y 
asegurarse con él a los ciudadanos la conservación de su vida, 
la defensa de sus derechos y la promoción e impulso de la cul- 
tura de la inteligencia y de la recta dirección de la voluntad. 
Esta teoría nos lleva como de la mano al individualismo anár- 
quico. La sociedad ha de tener un fin general y común a todos 


los socios y ese fin es de realización imposible sin la subordi- 
nación a él de los fines particulares. En la opinión anterior no 


cabe esta subordinación sin el quebrantamiento de la libertad 


igual de todos y sin el nacimiento de un desacuerdo entre los 


fines particulares y el fin general, entre el modo de ser y obrar 
de cada cual e irá a pasos rápidos la sociedad al más com- 
pleto desorden en los actos de la vida y funciones de los miem- 
bros del cuerpo social. He aquí el individualismo anárquico. De 
esta opinión no discrepan al parecer los sostenedores de ser la 
sociedad civil por su fin, la tutela del orden jurídico, es de- 


cir, de los derechos privados, no públicos de la misma sociedad. 


En la resolución de la cuestión de saber cuál es el fin de la 


sociedad, nos está vedado sin incurrir en un círculo vicioso, re- 


did 


currir a los derechos públicos del Estado. Tiene el Estado to- 


dos los derechos necesarios a la asecución de su fin. Luego 


antes de saber cuáles sean esos derechos, hemos de saber cuál - 
es el fin. El fin es la razón y la medida de los derechos públi- 


cos del Estado. Luego a la pregunta: ¿cuál es el fin del Esta- 
do? no es posible contestar sin incurrir en círculo vicioso: la ' 


defensa de los derechos del Estado. 


Otros filósofos señalan a la sociedad fines más generales y 


comprensivos. Indican unos por objeto y fin de la sociedad, la 
utilidad pública; otros, el desenvolvimiento sucesivo y armó- 


nico de las facultades del hombre, y otros, la felicidad imper- * 
fecta y relativa de posible obtención en esta vida. Nosotros con 


Costa-Rossetti demostraremos por partes ser fin de la sociedad 


civil: a) la prosperidad temporal: b) la prosperidad pública 


pe 
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común a todos los ciudadanos, familias y clases organizadas y 
subordinada a Dios: c) asequible bajo la tutela del orden ju- 
_rídico determinado por el derecho positivo. 


$ 1 


PROSPERIDAD TEMPORAL PÚBLICA 


> 


1786. Prosperidad temporal pública como fin de la sociedad civil. 
—1787. No son los bienes internos, materia de cooperación social. 
—1788. La prosperidad temporal, inconfundible con la felicidad im- 
perfecta.—1789. Fin propio de la sociedad civil son todos los bienes 
externos del hombre.—1790. Las tribus nómadas no contradicen esta 
doctrina.-—1791. Estudio de la sociedad en -su perfección propia.— 
1792. La unión de las familias, fuente de bienes externos y medio 
de felicidad.—1703. La sociedad sin copia de bienes externos, sería 
imperfecta e inferior a la familia.—1794. Diferencia entre la prospe- 
ridad privada y pública.—1795. La prosperidad privada como fin de 
la sociedad civil acabaría con la libertad individual.—1796. La so- 
ciedad civil no garantiza la prosperidad privada con bienes priva- 
dos.—1797. La prosperidad privada sería nula por la coacción o la 
violencia.—1798. La prosperidad privada como fin, opuesta a las 
fuerzas directivas de la sociedad.—1799. Con la prosperidad privada 

como fin no se distinguen la familia y la sociedad civil.—1800. Bie- 
nes externos públicos.—1801. La sociedad civil es necesaria a la con- 
secución de estos bienes. 


1786. Hay, según los tratadistas de derecho, una doble 
prosperidad: privada y pública; la pública radica en la posesión 
de la mayor suma posible de bienes externos de la vida actual, 
a saber: bienes del cuerpo y del alma, intelectuales y morales. 
La posesión de estos bienes es una consecuencia del estado so- 
cial; sin sociedad viviría el hombre desprovisto de una gran 
parte de ellos—núms. 1379 y sigs.—Luego es la sociedad civil 
fuente permanente de bienes externos y poderosos por su in- 
“fluencia en el perfeccionamiento del hombre y es muy natural 

la consagración de nuestra actividad y trabajo a su consecución 
porque son útiles y dignos de nuestras aspiraciones. 
1787. No son los bienes internos materia de mutua conspi- 
ración social; meramente internos, son exclusivamente perso- 

- nales y el individuo los alcanza de acuerdo con los dictados ín- 
timos de su conciencia. El fin de la otra vida no pertenece a 
la sociedad civil, sino a aquellos a quienes incumbe directamen- 
te la felicidad privada de esta vida. 

1788. Es peligrosa la confusión de la prosperidad tempo- 
ral con la felicidad imperfecta, noble aspiración de nuestra 

vida. Radica esta felicidad en una vida moral; y esencialmente, 
en la posesión de Dios por el amor, Esta felicidad es un bien 
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supremo perfectamente asequible sin gran copia de bienes ex- 
ternos, sin negar por esto la importancia de algunos en esta 
consecución. La prosperidad temporal depende de la mayor o 
menor copia de esos bienes, pero subordinados a la felicidad 
interna. 

1789. Punto fundamental de nuestro trabajo será la demos- 
tración de ser esos bienes como elemento necesario de la felici- 
dad temporal, el fin constitutivo de la sociedad civil. Fin pro- 
pio de toda sociedad es el bien; no hay otro; una reunión de 
hombres con vistas al mal, jamás formará una sociedad— 
núm. 15.—La sociedad civil persigue por fin esencial o la con- 
secución de algunos bienes o de todos; no lo primero sin de- 
clararnos en contradicción con la Historia; luego lo segundo. 
No son exclusivamente miembros de la sociedad civil los dedi- 
cados al pastoreo, agricultura, industria, comercio, ciencias y ar- 
tes, es decir, cada una de estas clases aisladamente consideradas 
en orden a las otras; todas las sociedades con residencia fija en 
un territorio ofrecen reunidas en su seno la diversidad de cla- 
ses sociales nacidas de la diversidad del trabajo y necesarias 
en la conmutación de los frutos de su labor por otros indis- 
pensables a la vida e imposibles de alcanzar por cada una de 
ellas aisladamente. Esto no significa no predominar una ocu- 
pación sobre las otras; esta nación es agrícola, aquélla, in- 
dustrial, etc. La suma y variedad de bienes del cuerpo y del - 
alma están en proporción directa en cantidad e intensidad con 
la cultura alcanzada por la sociedad. En las sociedades nómadas 
rudimentarias e imperfectas, poco atentas a la división del tra- 
bajo, se tiende principalmente a la consecución de bienes par- 
ticulares bastante limitados y son por lo general su ocupación 
ordinaria la pesca, la caza y el pastoreo. 

1790. Notaremos sin embargo: a) ser el cuidado exclusiva- 
mente prestado por las tribus nómadas a algunos bienes, acci- 
dental y reconocer por causa si no estamos equivocados, o las 
condiciones del lugar habitado favorable únicamente a un tra- 
bajo determinado o la ignorancia de otros bienes fuera de los: 
poseídos o el ocio enervador y alejador de trabajos fatigosos y - 
pesados. Las tribus nómadas aceptan y se apropian los bienes 
conocidos por la guerra u otras causas y hasta entonces ignora- 
dos y con gran satisfacción se sirven de ellos; y victoriosos de 
los pueblos de cultura superior a la suya se radican entre ellos 
y se consagran con entusiasmo a sus mismos estudios y al per- 
feccionamiento de sus mismas artes; es lo acontecido con las 
tribus nómadas de la parte septentrional de Asia: b) lo ante- 
riormente dicho no significa en las tribus nómadas un desco- 
nocimiento total y completo de la división del trabajo; esto se- 
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ría un error gravísimo. Las tribus nómadas consiguen por la 
unión entre sí de las familias una suma mayor de bienes que 
de su aislamiento. Con esta unión alcanzan fácilmente las co- 
sas necesarias a su alimentación y vestido, a su defensa contra 
los enemigos, a su ayuda en los días de desgracia e infortunio, 
a la previsión de los medios indispensables a la caza y a la pes- 
ca y a la construcción de armas ofensivas y defensivas para 
pelear con éxito contra los injustos agresores de su libertad e 
independencia. i 

1791. c) No hemos de examinar la índole de las socieda- 
des civiles en su forma rudimentaria o en su estado incipiente ; 
esto sería igual a la pretensión de formarnos un concepto ver- 
dadero y exacto del hombre, de sus aptitudes, facultades y 
fuerzas con la base del estudio del niño aún no llegado al uso 
de la razón; lo hemos de afrontar en su estado de perfección 
propia y a la cual hemos de aspirar siempre y sin interrup- 
ción. Nuestro método en este examen será idéntico al de los 
naturalistas dedicados al estudio de la fisiología de animales y 
plantas; contemplan primero los organismos más perfectos y 
recurren después al microscopio para el descubrimiento de los 
menos perfectos. 

1792. Es la sociedad civil la unión permanente y estable de 
las familias impulsadas naturalmente a la consecución de un 
fin de imposible realización sin esa unión. Este fin es la afluen- 
cia de bienes externos así del alma como del cuerpo que emana 
constantemente del estado social como de su fuente natural. 
¿Hay algo más eficaz y poderoso en la adquisición y posesión 
de'esos bienes que la unión íntima y estrecha de muchas fuerzas 
armónicas y corporales? El buen sentido popular ha dictado su 
sentencia acerca de este punto con esta afirmación vulgar: Pue- 
den más muchos que pocos. Es verdad indiscutible y confir- 
mada está todos los días por la experiencia, la diversidad indi- 
vidual de aptitudes e inclinaciones para el ejercicio de las di- 
ferentes profesiones y su dedicación a distintos y variados ofi- 
«cios. Aquí está el origen, la causa inmediata de la división es- 
table del trabajo y la permuta de los frutos, su consecuencia. 
Es la tendencia natural e innata de todos los hombres a la fe- 
licidad, el impulsor y motor de sus actos en la adquisición y 
busca de los medios con los cuales pueda llenar esa aspiración 
tan natural como legítima; y este medio fácil y seguro es la 
unión de las familias: 

1793. ¿Cuál sería el fin de renunciar los hombres a su in- 
dependencia por la asociación, de no alcanzar la prosperidad en 
la forma definida, fin de la sociedad civil? Con la negación de 
ser objeto directo y propio de la sociedad civil los bienes ex- 
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ternos del alma y del cuerpo, deja de ser completa y perfecta; 
y en estas condiciones se impone a los hombres la necesidad 
de buscar su consecución en otra sociedad, de los bienes no com- 
prendidos dentro de la civil y de difícil consecución por la 
acción individual. Pero ¿en cuál tratándose de bienes pura- 
mente temporales? ¿Han de multiplicarse las sociedades imper- 
tectas e incompletas y no llegarse nunca a la constitución de 
una sola sociedad con un fin comprensivo de todos los bienes 
de la vida presente? La creación de múltiples sociedades incom- 
pletas e imperfectas sin sumisión a una sociedad homogénea 
perfecta, es un semillero de luchas y discordias sin solución de 
continuidad entre los hombres. La sociedad civil en la persecu- 
ción como fin de sus esfuerzos y de su propia institución, de 
la abundancia de bienes a que nos referimos, con el propósito 
de derramarlos permanentemente entre sus asociados, es una. 
sociedad perfecta—núms. 22 y sigs.—pero imperfecta e incom- 
pleta, limitada a algunos de ellos—núms. 23 y 24.—; sería in- 
ferior a la familia, sociedad imperfecta, es cierto, mas completa 
en su orden—núm. 18.—Absurda, ridícula e inútil sería la 
constitución de una sociedad homogénea con la familia, de or- 
den inferior y a ella subordinada; esto sería un enigma psico- 
lógico y moral insoluble. 

1794. Hay, repetimos, una doble prosperidad temporal: pri- 
vada y pública; la primera se alcanza por la posesión de bienes 
adquiridos por la familia o el individuo en el ejercicio de su 
actividad, es decir, sin el concurso social; la segunda está for- 
mada de bienes que por su naturaleza reclaman el concurso de 
la sociedad y públicamente ofrecidos a las familias y a las per- 
sonas para aprovecharse de ellos. 

1795. La prosperidad privada no es el fin próximo de la 
sociedad civil; lo contrario significaría para el Estado el deber 
de dirigir a cada socio de un modo eficaz a la consecución de 
esta prosperidad por la aplicación de los bienes externos; y 
esto es inadmisible. El Estado ha de mostrarse lleno de pro- 
fundo respeto a los derechos naturales, domésticos y persona- 
les; y es atribución propia de estos derechos la aplicación de 
los bienes externos a cada familia y a cada persona; pero no 
es el Estado el encargado de aplicar esos bienes a la familia y a 
sus miembros integrantes; es el padre de familia en el ejerci- 
clio de su propia autoridad. De no ser así, es decir, en la hipó- 
tesis de ser de la competencia de la sociedad civil la adminis- 
tración directa de todos los bienes privados, habría de recono- 
cérsele su derecho a prescribir y ordenar a cada persona particu- 
lar su comida, vestido, momento de elección de estado, etc., etc.; 
y con esto habría terminado para siempre la libertad privada. 
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1796. La incorporación de las familias a la sociedad civil no 
entraña la renuncia de sus derechos domésticos y personales; 
esta renuncia sería ilícita por subversiva de la sociedad domés- 
tica naturalmente estable—no disoluble por la voluntad de los 
cónyuges—. El hombre no renuncia ninguno de sus derechos 
sin la previa y la plena persuasión de ser consecuencia inme- 
diata de ella su prosperidad privada: garantía para la sociedad 
civil, imposible con la simple aplicación particular de los bienes 
arriba mencionados. 

1797. No repugna la coacción en la instrucción y educación 
de los niños como no repugna esta misma coacción en. obligar- 
los a tomar los medicamentos recetados para el recobro de su 
salud perdida, aunque se resistan como casi siempre acontece; 
los niños son incapaces de dirigirse y gobernarse por sí mis- 
mos. Esto no es aplicable a los adultos para quienes es nula y 
contraproducente cualquiera prosperidad forzada y violenta. 
Luego con el deber de la sociedad civil de dirigir eficazmente 
a cada una de las familias y personas a su prosperidad priva- 
da, nos encontraríamos frente a frente de una prosperidad 
mala, por forzada y violenta. 

1798. La prosperidad privada como fin, es opuesta a las 
fuerzas directivas de la sociedad. Los empleados en el supuesto 
de ser tantos como los ciudadanos—-lo cual es de suyo una enor- 
midad—serían impotentes en el impulso de esa prosperidad por 
la complejidad y multiplicidad de atenciones exigidas: alimen- 
tación, vestido, ocupación de cada ciudadano, orden diario en 
sus acciones, vigilancia en su observancia, instrucción, educa- 
ción, corrección y castigo de adultos y de niños. 

1799. ¿En qué se distinguiría el fin inmediato de la socie- 
dad civil—la prosperidad privada—de cualquiera sociedad do- 
méstica o persona particular? Idéntica sería la esfera de ac- 
ción de una y otra y no habría medio de distinguirlas entre sí, 
porque el fin es el único elemento especificador de las socie- 
dades—núms. 30 al 40.— 

1800. Es la prosperidad pública el estado de perfección pro- 
“veniente de la copia de bienes externos del alma y del cuerpo, 
ofrecida en común y públicamente de un modo sólido y estable 
a cuantos aspiran a ser de ella partícipes por su aplicación pri- 
vada. Son estos bienes externos públicos: a) la multiplicidad y 
variedad de los frutos del trabajo del alma y del cuerpo, conse- 
cuencia de la división del trabajo entre los hombres y de la 
permutación o cambio de los frutos entre los ciudadanos o con 
otras sociedades civiles: b) las diversas instituciones y obras 
creadas para el impulso y fomento de la cultura intelectual y 
moral abiertas indistintamente a todos los aspirantes a la par- 
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ticipación de sus beneficios; las vías de comunicación terres- 
tre, fluvial y marítima, los hospitales, hospicios y casas de bene- 
ficencia, las escuelas primarias, secundarias y universitarias, 
los establecimientos bancarios, las casas destinadas a proteger 


las buenas costumbres, los templos, etc., etc.: c) las institucio- 


nes militares y policiales destinadas a la conservación del or- 
den, paz y seguridad en la sociedad civil y sin las cuales de po- 


co o nada servirían los otros bienes. Esta y no otra prosperidad - 


es el fin de la sociedad y la materia de sus disposiciones y le- 
yes.—núms. 132 y 133.— 

1801. Es la sociedad civil, unión moral y constante de las 
familias; y su fin próximo, la prosperidad temporal pública pa- 
ra cuya consecución es medio per se apto y proporcionado, aque- 
lla unión. La unión de las familias es medio per se apto en la 
creación de esa prosperidad. Con la división del trabajo y la di- 
versidad de frutos, su consecuencia, se produce entre los hom- 
bres y las sociedades la permuta o cambio de productos y se 
llega con facilidad por la cooperación de todos al levantamiento 
y erección de instituciones grandes y poderosas, medios de co- 
mún bienestar y capaces de asegurar a los individuos el reina- 
do y triunfo de la paz y el orden. Esta unión es además requisi- 
ta como medio de unión eficaz y único de prevenir y evitar los 
males a que viven expuestas las familias aisladas; tales son la 
inopia, el desorden, la intranquilidad y el desasosiego; fuera 
de su unión no hay para ellas otra garantía de paz y de orden. 
Luego es condición sine qua non para la participación privada 
de los bienes que pueden ser públicamente ofrecidos, la agrupa- 
ción y unión mutua de las familias en la sociedad civil. 


8 1 


PROSPERIDAD PÚBLICA COMÚN A TODOS LOS ASOCIADOS 


1802. La sociedad civil está formada de sociedades menores.— 
1803. La prosperidad pública, fin inmediato de la sociedad civil, es 
un medio para la consecución de la felicidad privada.—1804, Perfec- 
to derecho del hombre a su prosperidad privada.—1805. La pros- 
peridad pública común a todos y principalmente a las familias.— 
1806. Fenómeno de la división de clases: sus causas.—1807. Su ne- 
cesidad por la insuficiencia de los individuos.—1808. La división de 
clases se funda en la diferencia de aptitudes y en algunos otros fac- 
tores.—1809. Es orgánica la formación de clases.—1810. La tenden- 
cia a la organización de clases es natural.—1811. Esta organización 
es fuente copiosa de bienes y preservativo de males.—1812. La pros- 
peridad pública se alcanza en proporción a su organización.—1813. 
La coacción no puede ser considerada como medio de sustitución 
del vínculo especial de las clases.—1814. El fin de la sociedad civil 
está subordinado al fin último del hombre. 
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1802. La prosperidad pública, causa final de la sociedad ci- 
vil ha de ser común sin excepción alguna a cuantos viven en 
su seno y son la causa material de su existencia; pero los hom- 
bres no viven en la sociedad civil en contínuo aislamiento y sin 
otro lazo de unión que la misma sociedad: viven en familia y 
constituyen clases estables y organizadas; por lo cual se puede 
muy bien afirmar estar la sociedad civil formada más de socie- 
dades menores que de individuos. 

1803. Una prosperidad pública no común per se a todos sus 
miembros sino a muchos es opuesta a los derechos naturales 
de la asociación y no es posible considerar fin de la sociedad 
civil una prosperidad contrapuesta a aquellos derechos. La pros- 
peridad pública es por su naturaleza medio de prosperidad pri- 
vada. Las sociedades son sin excepción medio de conseguir los 
hombres sus fines. La razón humana no repugna la coordina- 
ción y subordinación entre los hombres, pero sí rechaza enér- 
gicamente la conversión de unos hombres en medio para otros. 
De no ser la sociedad un medio para los hombres, sería cada 
hombre, mero medio con relación a los otros miembros de la 
sociedad civil y entonces el fin social se opondría a los dere- 
chos naturales de los socios. Conclusión: la prosperidad públi- 
ca, fin inmediato de la sociedad civil, es un medio en la consecu- 
ción de la felicidad privada. 

1804. Los bienes externos ofrecidos por la sociedad a los 
ciudadanos no serán considerados elementos constitutivos de la 
prosperidad pública sino a condición de usar libremente de 
ellos todos los socios para vivir con desahogo y comodidad. La 
abtindancia de oro, plata, alimentos, vestidos, libros, periódicos, 
etc., sería burlesca e ilusoria si en vez de disfrutar de ella, vivié- 
ramos rodeados de privaciones y miserias y expuestos a pere- 
cer de hambre. La privación de la prosperidad pública trae apa- 
rejada la privación de la prosperidad privada únicamente ase- 
quible en la sociedad civil. El alejamiento de la prosperidad 
privada, limitado a un solo hombre está reñido con sus dere- 
chos naturales; no sucede lo mismo con la miseria accidental 
“imputable al individuo o a un infortunio natural inevitable. En- 
tre los derechos innatos del hombre se cuenta su perfecto dere- 
cho a la consecución de la prosperidad privada. 

1805. La exclusión de algunos ciudadanos de la prosperidad 
pública significa o una privación de derechos o un estado penal 
injusto sin un título legítimo. No nace per se de la unión de las 
familias ningún título justificativo de esa privación o exclusión. 
Nunca-será fin de la sociedad civil en la consecución del cual 
es necesaria y per se apta la unión de las familias, la prosperi- 
dad pública común a algunos o muchos ciudadanos. La miseria 
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permanente de algunas sociedades civiles es imputable a erro- 
res y vicios, al abandono de derechos sociales y a la creación e 
introducción de instituciones sociales, oprobio de la naturaleza 
racional; tal fué la esclavitud en los tiempos antiguos. La so- 
ciedad civil inmediatamente formada de familias ha de prestar 
atención diligente y cuidado exquisito al reflujo sobre ellas de 
los bienes públicos. La sociedad conyugal es por su naturaleza 
estable y exigida por la prosperidad del género humano. La 
humanidad se halla en la actualidad dividida en muchas socie- 
dades civiles independientes cuya prosperidad constituye a su 
vez la de toda la familia humana. 

1806. En la unión estable de las familias se estampa con 
caracteres imborrables una señalada tendencia a la formación 
de clases, es decir, de agrupaciones de individuos consagrados a 
la misma ocupación o trabajo. Todos los que tienen residencia 
fija en un territorio, ofrecen a nuestra vista el mismo fenóme- 


no comprobado por la Historia: la formación de clases, fenóme- 


no no ignorado por las tribus nómadas. La desigualdad de los 
miembros de la sociedad doméstica reviste necesariamente por 
la unión estable de muchas familias la forma propia de algunas 
clases; los varones y las mujeres, los niños y los ancianos, los 
siervos y los esclavos forman distintas clases con trabajos y ocu- 
paciones de algún modo diferentes. Nace el mismo fenómeno 
de la desmembración de las sociedades patriarcales según las 
generaciones y el carácter belicoso de algunas tribus; la guerra 
establece distinción entre vencedores y vencidos; y la desmem- 
bración, la diferencia entre las clases por razón de su origen. 
Este mismo hecho se observa en las clases cultas y en las so- 
ciedades rudas e ignorantes y a él tiende con irresistible fuerza 
la unión estable de las familias. 

1807. la unión de las familias va directa y naturalmente 
dirigida a la consecución de la prosperidad pública y común a 
todos y de la felicidad perseguida en el mayor grado posible con 
el fin de satisfacer del mejor modo el insaciable deseo de di- 
cha y ventura que nos domina en la vida terrestre. Estas no- 
bles y legítimas aspiraciones solo son asequibles con la exis- 
tencia entre' los ciudadanos de una división estable en clases, 
necesaria al reino de la paz y del orden y a la afluencia perma- 
nente de bienes externos del alma y del cuerpo. En efecto: la 
dedicación de los ciudadanos a un mismo trabajo sería causa: 
a) de la producción de una gran abundancia de bienes de la 


misma especie, de imposible consumo: b) de la escasez de bie- 


nes, producto de otra clase de trabajos; tal sería el caso de ser 
todos los ciudadanos o pastores, O agricultores, o carpinteros, o 
profesionales en la misma ciencia o arte. Sería consecuencia 
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de la pretensión de cada ciudadano de producir por sí y para 
sí con su trabajo personal y propio lo necesario a la conserva- 
ción y mantenimiento de su vida, el entronizamiento en la so- 
ciedad civil del reino de la miseria y se mataría el progreso de 
los pueblos. El intento de ser cada ciudadano a la vez agricul- 
tor, pescador, cazador, carpintero, herrero, mercader, sastre, 
físico, matemático, etc., etc., es incompatible con las fuerzas, 
tiempo, aptitudes e inclinaciones del individuo; y su obra, caso 
de realizar alguna, sería asaz imperfecta; es imposición de nues- 
tra propia naturaleza para la distribución de los bienes pública- 
mente ofrecidos, la división de clases, fuente perenne de la pros- 
peridad a todos común. Es sin embargo, la distribución de esos 
bienes un problema difícil y requiere un orden tan perfecto y 
estable que no basta la división en clases estables. ¿Se alcanzará 
sin ellas tan elevado orden? La tendencia natural de las fami- 
lias a la consecución por su unión, de la prosperidad pública a 
todas común las arrastra por impulso también natural al empleo 
de los medios directamente ordenados a su posesión; la obten- 
ción de un fin sin medios es pretensión absurda. La división en 
clases es un medio necesario a aquel fin de suerte de ser nece- 
sario crearlo artificialmente si no lo hubiera, y con tanta mayor 
razón cuanto más numerosa y extensa fuera la sociedad civil. 
—núm. 1559.— 

1808. Los hombres son arrastrados por el deseo natural e 
innato de su felicidad a la adquisición de los medios conducen- 
tes a su prosperidad y llevados como de la mano a la consagra- 
ción de los trabajos más en armonía con su indole, aptitudes 
e inclinaciones, diferentes y distintas en cada individuo. Firma- 
da entre las familias libre y espontáneamente su unión esta- 
ble, se distribuyen entre ellas los trabajos y se desenvuelven 
las distintas clases sociales por la división del trabajo corporal 
y mental. La diversidad de caracteres, aptitudes e inclinaciones 
más arriba mencionada, da origen a una propiedad de bienes 
materiales también diversa, fundada principalmente en el dis- 


tinto derecho de la propiedad adquirida y por tanto a clases so- 


ciales muchas veces, pero no siempre, basadas en la división 


LA 


del trabajo. Además de estos principios intervienen en la di- 
visión de clases otros factores muy dignos de nuestra atención : 
la religión, la superficie del territorio, el clima, la nacionalidad, 
el idioma, la fuerza militar, las relaciones entre vencedores y 
vencidos por la ocupación del territorio de los últimos donde se 
establecieron los primeros y las relaciones de las sociedades c1- 
viles entre sí. 

1809. Las clases organizadas formadas están de partes dis- 
tintas con derechos personales, domésticos y civiles y deberes 
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generales y ligadas íntimamente entre sí por un vínculo no tan- 
to de coacción como de moralidad adaptado a su propia indole. 
Cada clase vive en el deber de cooperar al bien particular de 


sus asociados dirigida por sus propios jefes y en virtud de la 


autonomía limitada de que goza, permítele velar libremente por 
sus intereses e iniciar sociedades particulares. Sería inexacto y 
falso comparar las clases así formadas con una aglomeración 
de átomos coherentes a las fuerzas generales de la materia, ni 
en cuanto familias, con un cúmulo de células o con una máqui- 
na desprovista de vida—núms. 1468 y 1470.—pero no con un 
organismo vivo.—núms. 1469, 1471, 1472.—Solemos distinguir 
estas clases organizadas con el nombre de corporaciones, miem- 
bros estables—no independientes—y de Estado por razón de 
esta estabilidad. Ha de ser orgánica la formación de clases e 
ingerirse todas armónicamente en la sociedad civil como par- 
tes constitutivas y homogéneas de un todo. 


"ACI 


1810. La prosperidad pública común a todos los ciudada- 


nos, familias y clases—fin esencial y próximo de la sociedad 
civil—será también común a las clases organizadas si la ten- 
dencia a su organización es natural, si esta organización es para 
ellas fuente de bienes y preservativo de males, si en igualdad 
de circunstancias se alcanza mejor o peor aquella prosperidad 
de acuerdo con su mejor o peor organización. Asístele a una 
clase cualquiera de ciudadanos el derecho de perseguir el fin, 
causa de su constitución y común—lógicamente—a cada miem- 
bro de la clase y asequible por los mismos medios; hay en to- 
dos los asociados las mismas necesidades, deseos y aspiracio- 
nes; en la satisfacción de éstas es mucho más eficaz la coope- 
ración de todos que el trabajo aislado de cada uno; el acto mis- 
mo de dejarse llevar los hombres por su inclinación natural al 
estado social y su legítima aspiración a ser felices, forma cor- 
poraciones con organización propia y no es lícito oponerles obs- 
táculos en su desenvolvimiento y progreso sino accidentalmen- 
te por interposición de gravísimas circunstancias. 

1811. La organización de las clases es por sí misma fuente 
copiosa de bienes no solo porque la unión hace la fuerza, sino 
también porque les comunica estabilidad, paz y orden, compen- 
sa superabundantemente la pérdida de libertad de los ciudada- 
nos por su ingreso en ellas y les asegura la libertad respetada; 
la libertad personal y doméstica, la libertad compatible con otros 
fines, la libertad de negociar y formar sociedades particulares. 
Son por lo general bastante amplios los fines de cada clase; lo 
cual no coacciona a sus miembros con esa coacción obstáculo 
del progreso y destructora de la esperanza de aspirar a la más 
elevada clase; lo contrario sería propio de un mecanismo social. 
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Con la organización de clases se evitan muchos males. Una 
misma ocupación, una misma necesidad, unos misimos deseos 
y aspiraciones crean afectos y por consecuencia unión; de la 
ausencia de la unión arrancan enemistades, odios y discordias. 
Es una verdad harto vulgar la expresada por este refrán es- 
pañol: «¿Cuál es tu enemigo? El de tu oficio.» Los dedicados 


a la misma profesión u ocupados en el mismo oficio y no aso- 


ciados se hacen mutua competencia y se perjudican. Y esto su- 
cede muy principalmente cuando a la disolución de las socie- 
dades obreras sucede la libertad de la industria; muchos obre- 
ros son lanzados a la mayor miseria. 

1812. La consecución de la prosperidad pública común a 
todas las clases organizadas es tanto más fácil cuanto más per- 
fecto y estable es el orden en cada una de ellas; en estas con- 
diciones participan sin dificultad todos los ciudadanos de los 


“bienes públicamente ofrecidos y está el poder público en cir- 


cunstancias inmejorables para conciliar las necesidades, deseos 
y aspiraciones de las distintas clases en el caso de choque o con- 
flicto. En medio de una paz y orden permanentes, la autori- 
dad de la sociedad civil puede interrogar a las cabezas dirigen- 


tes de las clases acerca de sus derechos y necesidades y formu- 


lar sobre ellos un juicio acertado y encontrar de mutuo acuer- 
do una fórmula eficaz de defensa y conciliación de sus propios 
intereses; no se olvide nunca depender aquella paz y orden en 
las clases, de su organización como de su causa formal y al- 
canzarse la prosperidad pública en proporción directa a ella. 
Con clases desorganizadas sin vínculo especial o ligadas por un 
vínculo de hierro forjado en la coacción, es muy difícil la dis- 
tribución de los bienes que les fueron públicamente ofrecidos; 
pocas probabilidades de éxito esperarán los débiles, de su de- 
fensa y casi con seguridad caerán en el abatimiento y la mi- 
seria; sobre ellas y la sociedad civil refluirán las consecuen- 


cias de la desorganización y se suscitarán a la autoridad enor- 


mes dificultades en el conocimiento y conciliación de sus nece- 
sidades, aspiraciones y derechos. La coacción medio de sustitu- 
ción del vínculo especial de las clases despoja casi totalmente a 
los ciudadanos de su libertad, les arrebata el derecho de pasar 
de una a otra clase, hiere de muerte los derechos innatos del 
hombre, acaba con el progreso material, intelectual y moral y 
concluye por languidecer y extinguirse. Conclusión: la partici- 
pación de la prosperidad pública común a las clases organiza- 
das será tanto mayor cuanto más perfecta sea su organización. 

1814: El fin objetivo y absolutamente último del hombre, 
es Dios; no hay otro; así lo demuestran teólogos y filósofos ca- 


tólicos; así lo reconocieron los más grandes sabios y maestros 


pa Pe 


446 I,A-IGLESIA Y EL ESTADO. LIB. IV. CAP. V 


del paganismo. Luego todo, absolutamente todo está subordina- - 
do a la consecución de este fin; la gloria de Dios es el fin úl- 
timo formal primario—núm. 2265.—y a esta gloria hemos de - 
tender con toda la fuerza de nuestro espíritu y así alcanzare- 
mos la felicidad imperfecta en esta vida y la felicidad perfecta 
en la otra—fin último formal secundario.— 

Dios es la norma última de la moralidad y el autor de la ley 
moral natural—núm. 2256.—Quitad a la moral esta base y la 
habréis despojado de su fundamento sólido, eterno e inmutable 
y expuesto a las veleidades y caprichos de los hombres. Luego 
todos los seres creados están esencialmente sometidos a Dios, 
El hombre, animal racional y religioso no está exceptuado de 
su dependencia absoluta en orden a Dios y debe subordinarlo 
todo, su prosperidad particular, la prosperidad pública y común 
a todos los ciudadanos, familias y clases organizadas a Dios fin 
absoluto último, a la gloria externa de Dios, a Dios, objeto de 
nuestra felicidad, norma última de la moralidad y autor de la 
ley moral natural y conformarnos con ella en todas sus rela- 
ciones. 


S Nu 


ORDEN JURÍDICO NATURAL TUTELADO Y DETERMINADO 
POR EL JURÍDICO POSITIVO 


A 


1815. Las familias conservan sus propios derechos en la sociedad 
civil mediante la tutela del orden jurídico.—1816. Condiciones nega- 
tivas y positivas de la prosperidad pública.—1817. Importancia de - 
las condiciones negativas.—1818. Custodia de los derechos de los 
ciudadanos.—1819. La tutela del orden no será efectiva ni eficaz si 
no se deriva del orden jurídico natural.—1820, Determinación de la — 
ley natural por la ley positiva.—1821. Definición de la sociedad ci- ' 
vil—1822. Explicación y defensa de esta definición.—1823. La coo- 
peración por lo menos remota a la asecución del fin constituye la 
vida social.—1824. Definición de la civilización. 


1815. Hase demostrado en este mismo capítulo ser fin de ' 
la sociedad civil, la prosperidad pública, no la privada y cons- 
tituir la unión de las familias en la sociedad civil una sólida ga- 
rantía de los derechos naturales, personales y domésticos. Lue= 
go entre los derechos existe una verdadera conciliación y es 
necesaria su defensa a fin de contribuir todos armónicamente 
a la prosperidad pública imposible de no conservar intactos ta= 
les derechos o relacionarlos entre sí, o lo que es lo mismo, sin la: y 
tutela del orden jurídico natural. | 

1816. En la consecución de la prosperidad pública, es decir, - 
del conjunto de condiciones requisitas a la adquisición en lo 
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posible por todos los miembros orgánicos de la sociedad, de la 


felicidad temporal directamente subordinada al fin último, hay 
unas relacionadas con la prosperidad privada y de carácter ne- 
gativo cuya finalidad es prohibir cuanto se opone a la paz mutua 
y a la seguridad del orden jurídico exigido por la estructura or- 
gánica de la sociedad; otras de carácter positivo atingentes a la 


—suficiente abundancia de subsidios del cuerpo y del alma ofre- 


cidos públicamente a los ciudadanos para su felicidad temporal. 

1817. Entre esas condiciones ocupan el primer lugar las de 
carácter negativo; siempre será ilícito so cualquier pretexto al- 
terar el orden por ser la paz y seguridad de los derechos, con- 
dición primera y esencial de la prosperidad social. La justicia 
es el fundamento de los reinos; sin esa seguridad es difícil a 
la sociedad civil alcanzar con la verdadera suficiencia las otras 
condiciones. 

1818. La sociedad civil defenderá en cuanto se lo permite 
el orden social los derechos en cuya posesión están los ciuda- 
danos; esto es mucho más cuerdo y prudente que despojarlos de 
ellos y concederles después la facultad de adquirir otros bienes de 


los cuales pudieran ser más tarde también despojados; y esto 
ocurriría de no ser considerado inviolable dentro de ciertos lí- 


mites el orden jurídico. 

1819. Por ser fin de la sociedad civil la exigencia de la coo- 
peración de todos los ciudadanos a su cooperación—sin esta 
cooperación ni ella misma podrá alcanzar el término de su exis- 
tencia—está obligada a procurarse por todos los medios esa 
cooperación. La prosperidad pública además de la abundancia 
de bienes ofrecida a todos los ciudadanos, reclama el empleo de 
medios, o sea, de las instituciones públicas necesarias en ga- 
rantía del orden, de la paz y la seguridad comunes; pero esta 
garantía no será efectiva si por esos medios no se afirma la 


“tutela del orden, de la paz y de la seguridad; ni eficaz si no se 


deriva de la tutela del orden jurídico natural. 
1820. La ley natural si bien abraza muchos principios y 
leyes generales de indubitable certeza, aparece en no pocas co- 


sas indeterminada y dudosa y se presta a variadas y distintas 
“interpretaciones; su alcance y extensión se fijan por leyes po- 


—sitivas. La prosperidad pública a todos común bajo la tutela del 


| 
4 


e 


| 


orden simplemente natural, no puede alcanzarse si no intervie- 


ne el orden jurídico positivo para determinarla, 
1821. Siendo el fin el elemento esencial y próximo en la de- 


terminación de la naturaleza de una sociedad, será la sociedad 
civil «una sociedad estable y perfecta—independiente en su or- 


den, es decir, en el círculo de sus atribuciones—formada por 
una multitud de hombres y familias establecidas en un mismo 
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territorio y sometidas a un régimen común—actual o habitual- 
mente—que cooperan—o por lo menos tienden per se a esta 
cooperación—a la prosperidad pública y común a todos los cim- 
dadanos, familias y clases organizadas, subordinadas a Dios y 
asequible bajo la tutela del orden jurídico natural determmado 
por el orden jurídico positivo (1).» 

1822. A quienes impugnaran esta definición de la sociedad 
civil por no ser posible tanta perfección en una sociedad, res- 
ponderíamos con el mismo Costa-Rossetti: a) insertarse en 
ella después de la palabra cooperan la siguiente explicación: 
«o a lo menos tienden per se a esta cooperación»; con lo cual 
se indica no ser de esencia de la sociedad la perfecta consecu- 
ción del fin, sino la unión moral de la multitud tendiente de 
un modo natural y per se a su fin si bien quizá en algún aspec- 
to o relación se desvíie de él: b) poderse enteramente conceder 
dejando a salvo la verdad de la tesis, haberse desviado y des- 
viarse mucho de su fin todas las sociedades civiles en estado 
de naturaleza caida: c) haberse ocultado con frecuenccia bajo 
las mismas formas viciosas de que se invistieron muchas so- 
ciedades, ideas quizá falseadas las cuales descubiertas, demues- 
tran el fin y la formación a que ha de tender y tiende per se 
la sociedad civil por ley de naturaleza. Costa-Rossetti demues- 
tra la verdad de estas observaciones en una nota de la cual tras- 
cribimos lo siguiente: a) vemos mezcladas con vicios y errores 
ideas verdaderas en la subordinación pseudo-teocrática de las 
sociedades orientales a falsas deidades y en ella, latente esta 
verdad: la prosperidad pública debe estar subordinada al ver- 
dadero Dios: b) en medio de la esclavitud se descubre esta ver- 
dad: en toda sociedad civil se encuentra naturalmente una cla- 
se inferior: c) en las sociedades divididas en clases, a pesar de 
vivir los siervos en gran parte excluidos de la prosperidad pú- 
blica, se reconocía sin embargo, esta gran verdad: la prosperi- 
dad pública es común a todos los ciudadanos; los siervos no 
lo eran: d) en las sociedades antiguas se echa de menos la or- 


ganización de clases pero la existencia de clases entre los orien- 


tales indica la tendencia de la sociedad civil a su formación or- 
gánica; y donde existían clases, carecían de verdadera organi- 
zación. En griegos y romanos encontramos su tendencia a la 


organización de clases: e) en nuestras sociedades civiles despro- 


vistas de su antigua y primitiva organización se tiende eviden- 
temente a una nueva organización principalmente entre la cla- 
se obrera. | A 

1823. Es la vida civil, la cooperación a la consecución del 


(1) Costa-RossiErii. Obra citada, 
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fin ya indicado o el conjunto de todas las funciones formal, 
mediata e inmediatamente ligadas con la prosperidad pública y 
a todos común. No significa esta doctrina el deber de los ciu- 
.dadanos de consagrar exclusiva y totalmente sus acciones al 
fin de la sociedad civil y dejarse absorber toda su actividad; 
en estas condiciones sería el individuo una verdadera máquina 


cuyo trabajo y rendimiento pertenecerían en absoluto a la so- 
ciedad civil. Muchas de las acciones de los ciudadanos pueden 


ser próximamente enderezadas a la prosperidad de una parte de 
ellos o a su prosperidad privada y propia o a la prosperidad de 
algún prójimo o al bien de una sociedad civil extranjera o a 
una parte de sus ciudadanos siempre que por lo menos remota- 


mente contribuyan a la prosperidad de la sociedad civil a que 


están incorporados. La cooperación inmediata de los ciudada- 
nos a la prosperidad pública y común está en razón inversa de 
su extensión y población. 

1824. Es la civilización, la elevada cultura de los ciudada- 
nos, adquirida por la vida civil; también se emplea la palabra 
civilización en la designación de cualquiera otra cultura por no 
hallarse nadie en posesión de ella fuera de la vida civil. Se en- 


tiende por cultura la perfección alcanzada por el abono, evolu- 


ción y perfeccionamiento de las facultades humanas. A la di- 
versidad de nuestras facultades responde una cultura también 
diversa; de aquí la división de la cultura en interna y externa, 
material, intelectual, imoral y religiosa. Veremos con claridad, 
de prestar atención al fin: a) estar incluídas todas estas espe- 
cies de cultura en una civilización verdadera y plena, por abra- 
zar la prosperidad pública los medios externos de perfección, 
sean de cualquiera especie: b) serles posible a las sociedades 
civiles alcanzar su civilización del mismo modo que alcanzan su 


fin en grado mayor o menor. 
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CAPÍTULO VI 


FIN DE LA AUTORIDAD CIVIL 


Hemos calificado de error pernicioso confundir entre sí los 
fines de la sociedad civil y de su autoridad y en previsión de 
no incurrir nosotros en el mismo error, dedicaremos un capí- 
tulo aparte al fin de la autoridad civil. El fin de la sociedad y 
el de la autoridad convienen entre sí por ser una misma cosa: 
la prosperidad pública común. Todas las cosas en una sociedad 
han de estar necesariamente relacionadas con su propio fin; a 
él deben subordinarse el orden jurídico y su parte principal: el 
derecho de la autoridad, su sujeto o sujetos, miembros de la 
sociedad como personas privadas, pero también cabeza direc- 
tora investida de autoridad social. 

Existen las siguientes diferencias entre los fines de la socie- 


dad civil y de su autoridad en su tendencia natural a la conse- 


cución por su propia actividad, de la prosperidad pública a to- 
dos común: a) la sociedad tiende a su fin natural y propio por 
la mutua cooperación de su elemento material; la autoridad, por 
la dirección de esta cooperación: b) la sociedad con el objeto 
de obtener la prosperidad pública ha de colocarse bajo la tutela 


del orden jurídico; la autoridad la consigue por medio de esta 


tutela, ejercida por sí misma en bien propio y de los ciudada- 
nos: c) la sociedad ofrece públicamente a todos sus miembros 
mediante su cooperación la cantidad de bienes libremente obte- 
nida; la autoridad presta esto mismo, mas como suplemento de 
suerte que al proceder y obrar así sin daño ni perjuicio para 
los ciudadanos, procede y obra dentro de su fin accidental; pero 
si la oblación de subsidios obedece a una verdadera necesidad 
supliendo la insuficiencia de la cooperación de los individuos 
en la obtención de la prosperidad pública, está dentro de su 
fin esencial, 
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1825. Orden social natural, jurídico natural, jurídico positivo y 
leyes de los mismos órdenes.—1826. Deber primario y secundario 
= de la sociedad.—1827. Gravísimos inconvenientes de considerar la 
—Oblación de subsidios, fin primario de la autoridad civil.—1828, Cabe 
coacción en el orden jurídico, pero no, en la oblación de subsidios. 


1825. Es la autoridad definida en general, el derecho de di: 
rigir de un modo eficaz a los miembros de la sociedad en su 
cooperación, al fin social. Luego la autoridad civil es de acuer- 
do con la anterior definición, el derecho de dirigir eficazmen- 
te a los miembros de la sociedad civil en su cooperación a la 
prosperidad pública y común a todos los ciudadanos, familias 
y clases organizadas, subordinadas a Dios bajo la tutela del 
orden jurídico natural determinado por el orden jurídico po- 
sitivo. Es fin esencial y próximo de la sociedad civil: a) la tu- 
tela del orden jurídico natural determinado por el orden jurí- 
dico positivo: b) la variedad y abundancia de subsidios públicos. 

Se entiende por ley jurídica, la parte de la ley natural conce- 
dente de derechos e imponente de deberes jurídicos necesarios 
a la existencia del orden social y al hombre en el cumplimiento 

de su fin propio. Esta definición es de fácil inteligencia si re- 
cordamos ser el derecho la facultad moral inviolable de hacer, 
exigir u omitir algo; y el deber jurídico, la obligación corres- 
poniente a un derecho recíproco y exigible por su poseedor. 
La existencia del orden social natural es indiscutible: a) por 
ser el hombre por su naturaleza un ser social; así lo demues- 
tran su naturaleza física, sus calidades y sentimientos morales 
y su vida desenvuelta en todo tiempo dentro del seno de la so- 
ciedad: b) por no haber ninguna época en la Historia donde 
no se registren las diversas especies de sociedades existentes 
creadas para satisfacer las necesidades del hombre como ser 
«social. De ser el hombre por su naturaleza un ser sociable y 
variadas las sociedades respondedoras a sus distintas necesida- 
des, hemos de concluir so pena de negar la Providencia divina, 
ser naturales también los fines de estas sociedades y los me- 
dios indispensables en su consecución. Estas sociedades con 
sus fines y sus medios y las relaciones existentes entre los 
miembros de cada una y de todas entre sí, han de vivir subor- 
—dinadas al fin último de la naturaleza racional del hombre so 
pena de dejar de ser naturales. Luego son dos los elementos 
- esenciales del orden: la variedad y la unidad; luego hay un 
orden natural social. La existencia del orden social natural re- 
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clama imperiosamente la existencia de una ley jurídica natu- 
ral y de un orden de la misma naturaleza. Son imposibles la 
realización de este orden social y la eficacia de la ley natural 
su reguladora, sin la facultad inviolable en el hombre derivada 
de esa ley, de obrar o no obrar de acuerdo con lo prescrito por 
la misma ley, sin la existencia de deberes correlativos de la re- 
ferida ley derivados, lazo y atadura de la libertad del hombre 
y represiva de los obstáculos opuestos a aquella facultad invio- 
lable y sin la cooperación de los actos necesarios a la realización 
de los fines de aquellos derechos. Luego de la misma ley natural 
reguladora del orden social han de arrancar los derechos y de- 
beres jurídicos para ser observados. La ley natural concesora de 
estos derechos e imponente de estos deberes es la ley jurídica 
natural cuya existencia es reclamada por el orden social. 

Sin la ley jurídica natural no existe ley jurídica positiva. 
No se puede llamar jurídica una ley de la cual se desconocen 
completamente su fuerza obligatoria y su justicia. La autorl- 
dad de las leyes positivas divinas y humanas fundaméntase en 
ser intrínsecamente mala su infracción; luego solo empezará 
a obligarnos en el momento de conocer nosotros la existencia 
de un precepto anterior que nos imponga el deber de abstener- 
nos de lo intrínsecamente malo y este deber nos lo impone la ley 
natural. No habrá tampoco medio de aprobarse la justicia de 
una ley, porque de no ser jurídica la ley natural, sería úni- 
camente norma de justicia la ley positiva; pero no es posible 
certificar de la justicia de la ley positiva sin inclinarnos a uno 
de los dos extremos de esta proposición disyuntiva: toda ley 
positiva o es justa o no; la afirmación de lo primero es absur- 
da; la de lo segundo despoja de norma y deja desprovista de 
razón de ser, la distinción de lo justo de lo injusto. 

Los derechos y deberes jurídicos anteriores a toda ley posi- 
tiva e independientes de ella, prueban la existencia de la ley 
jurídica natural y su existencia está al abrigo de toda duda; 
tales son entre otros, el derecho de conservar nuestra vida y. 
de tributar a Dios el culto debido. Hay además hechos en todo 
tiempo y lugar considerados injustos, vale decir, atentatorios 
al derecho de otros, tales como el robo, el asesinato, etc.; y nun- 
ca faltaron en los pueblos leyes positivas en su sentido estricto 
consideradas como injustas, aun hecho caso omiso de su con- 
tradicción con la ley divina, pero cuya injusticia no existiría de 
no haber derechos personales naturales a los cuales deben pro- 
fundo respeto los legisladores. Es también evidente no estar 
los ciudadanos por su propia naturaleza sometidos a la tiranía 
de los legisladores en materias civiles, Luego no obstante el fin 
de la sociedad civil hay derechos naturales limitativos del po-- 
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der legislativo; sin la existencia de esos derechos es ridícula 
la ciencia consagrada al derecho natural. 

Por ley jurídica positiva entendemos la dictada por la libre 
voluntad de los hombres y por orden jurídico positivo el es- 
tablecido por las leyes anteriores juntamente con los derechos 
y deberes provenientes de ellas. Es necesaria la existencia de 
leyes jurídicas positivas y un orden jurídico positivo, porque 
la ley natural ha de ser robustecida e inculcada por leyes posi- 
tivas mediante la imposición de una sanción temporal a fin de 
prevenir su infracción por hombres de pasiones bajas y sus 
malas inclinaciones. Es reclamada además la formación de 
leyes positivas por el hecho de ser bastante limitada la inteli- 
gencia del hombre para llegar siempre por sí mismo a un cono- 
cimiento cierto de la aplicación exacta de la ley natural a to- 
dos los casos. Con la imposición por las leyes positivas de una. 
norma definida y ejecutable hasta por la coacción y adaptable 
a las condiciones complejas de la vida social, se cortan perpe- 
tuas discusiones y se previenen innumerables opiniones entre 
sí opuestas. 

Hay en efecto un número de derechos y deberes jurídicos 
determinados, ciertos y demostrables y en ellos va envuelta 
la potestad moral de exigir su respeto y obediencia de un mo- 
do coactivo; pero hay asimismo un número de otros muchos 
indeterminados, dudosos y discutidos y acerca de ellos no sería 
posible la coacción—núm. 675.—La vida social, empero, recla- 
ma en su subsistencia la determinación de esos derechos y 
deberes jurídicos por medio de leyes jurídicas positivas para 
ponerlos fuera de toda controversia y declararlos perfectos y 
exigibles. La facultad moral del empleo de la fuerza coactiva 
está íntimamente ligada a los derechos perfectos derivados de 
la ley natural o positiva; fuera del caso de una agresión injus- 
ta, no puede ser ejercida aquella facultad por los ciudadanos 
sin la alteración del orden y de la paz de la vida social. Luego 
la fuerza coactiva se ha de emplear por los poseedores de la 


autoridad para cuyo justo ejercicio son necesarias leyes posi- 


tivas determinantes del modo y medida de la coacción. El or- 
den jurídico natural por su indeterminación está expuesto a ser 
diversamente aplicado en orden a las funciones del régimen 
político y a los medios necesarios al ejercicio de la autoridad. 
Luego es para el orden y justicia del gobierno una necesidad, la 
institución de normas ciertas y a este fin se ordena el derecho 
positivo. Ha de ser el fin de las leyes positivas y del orden 
jurídico positivo fijar y completar la ley natural por preceptos 
claros y bien definidos y recurrir a sanciones temporales en la 
observancia de ese mismo orden jurídico natural. 
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1826. Es deber primario de la autoridad velar por todo lo 
iimediatamente enlazado con la existencia y conservación del 
vínculo de la sociedad civil; de lo contrario todo en la sociedad 


quedaría perturbado e invadido por la más espantosa anarquía. 


Es materia de ese deber primario, el orden jurídico como 
vínculo de la sociedad civil. Por esto dice Cicerón: «Cuantos 
consideran despreciable el derecho civil, destruyen o aniquilan 
los vínculos de los juicios y de la autoridad común... Os es 
necesario no olvidar nunca que nada se ha de guardar tan di- 
ligentemente en la sociedad como el derecho civil; si lo supri- 
mís, nada queda para la exploración de lo vuestro y de lo aje- 
no; nada, para el conocimiento de lo que puede ser igual y uno 
para todos (1).» «Sin la justicia, ¿qué son los reinos sino in- 
mensos latrocinios? (2).» 

Será deber primario de la autoridad todo lo que únicamente 
puede ser por ella atendido, salvo el orden en las cosas; cuanto 
gira fuera de este orden y puede ser alcanzado por los ciuda- 
danos como personas privadas, ha de dejarse a su propia ini- 
ciativa y actividad. La Historia nos demuestra evidentemente 
haber corrido siempre y en todas partes bajo el imperio del 
orden y a cargo de la autoridad el cuidado y tutela del orden 
jurídico; pero no afirmamos lo mismo tratándose de la obla- 
ción de subsidios que puede y debe ser abandonada a los ciu- 
dadanos si cuentan con las suficientes fuerzas, pues se trata 
de cosas pertenecientes a la cooperación de la vida civil. 

En los tiempos antiguos no obedeció tanto el nombramiento 
de reyes al propósito de ser ayudados los ciudadanos en la con- 
secución de los bienes y subsidios para la prosperidad privada, 
como al de tener jueces encargados de dirimir sus contiendas 
y castigar los delitos, y jefes que los condujeran en la guerra 
para la defensa de sus derechos contra los enemigos externos. 
Así lo indican Cicerón, Hesiodo y Artomidoro, este último cuan- 
do dice: «Los antiguos al acto de juzgar lo llaman imperar (3).> 
Los israelitas pidieron a Dios un rey para juzgarlos. La ciu- 
dad de Tiro constituyó reyes—jueces—y los cartagineses desig- 
naron a los jefes o cabezas de su República con el nombre de 
suffetes—jueces.—En las leyes sajonas de la Edad Media hay 
la misma noción de la autoridad civil y es según su espíritu el 
emperador «el confirmador del derecho o de lo justo», y el «Juez 
del imperio». 


(1) CiceErRóN. Pro Coecina. 
(2) Divus Aucustinus. De civitate Dei, 1. 4, c. 4. 
(3) Cicerón. De Repwubl., lib. 5, c. 2—Hzesiono. Thogon., r. 88, et 


seqs.—ROHBACHER, Historia Universal de la Iglesia.—ARTOMIDORO. Onti- | 


rocritica. 
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1827. No puede ser considerado deber primario de la auto- 
ridad civil una función cuyo ejercicio intenso redunda en bene- 
ficio exclusivo de su fin accidental o está en oposición con el 
orden jurídico y el fin esencial de la sociedad; y esto ocurriría 
cabalmente de consagrarse la autoridad de una manera principal 
a proporcionar a sus súbditos la mayor cantidad de subsidios, 
porque para esto se vería obligada a imponerles gravísimos 
tributos sin compensación suficiente en la utilidad de estos sub- 
sidios y porque se mataría la aptitud de los ciudadanos capa- 
citados para ofrecer estos subsidios en tan buenas o mejores 
condiciones; de donde resultaría ser la autoridad civil en lugar 
de impulsora de la prosperidad pública, un obstáculo y herir 
a la vez legítimos derechos de los ciudadanos. 

1828. En el ejercicio de su deber primario puede la autori- 
dad civil actuar todo su poder sin excluir el de coacción; pero 
no puede proceder así en el uso de los subsidios públicamente 
ofrecidos, a no ser de un modo accidental, es decir, en el caso 
de ser necesaria la coacción a la tutela del orden jurídico o de re- 
lacionarse con ella de algún modo, por lo menos remoto. No es 


- fin de la sociedad ni deber de su autoridad la prosperidad priva- 


da; es opuesta a los derechos personales y domésticos; ni una 
prosperidad por coacción produce prosperidad alguna. Desde el 
momento de forzar el poder civil al empleo de los subsidios pú- 
blicamente ofrecidos, aplica los bienes externos a cada ciudadano 
y por lo mismo ejerce coacción directa sobre la prosperidad pri- 
vada. La autoridad está inhabilitada para la restricción de la li- 
bertad de los ciudadanos por la coacción sin justo título; este 
justo título únicamente se encontrará en el fin de la sociedad ci- 
vil, limitativo de sus deberes y derechos; la coacción no es título 
justo porque la excluye el fin, vale decir, la prosperidad pública 
bajo la garantía del orden jurídico natural. La autoridad civil 
no puede con justicia obligar a los ciudadanos a servirse de los 
puentes y vías férreas que haya construído, de las escuelas que 
haya fundado, de los periódicos, libros y boletines que edite, fue- 
ra del caso de ser exigida la coacción para la tutela del orden ju- 
rídico natural rectamente determinado. 


S Il 


EL ORDEN JURÍDICO PERTENECE FORMALMENTE 
A LA JUSTICIA LEGAL 


1829.—El orden jurídico está esencialmente ligado con el fin so- 
cial.—1830. El orden jurídico positivo confirma y determina el orden 
jurídico natural.—1831. La justicia legal se ordena al bien común.— 
1832. La justicia legal se distingue de las demás virtudes.—1833, Di- 
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ferencia entre la justicia conmutativa y la legal.—1834. También se 
distingue la justicia legal de la obediencia.—1835. Asimismo se dis- 
tingue de la piedad.—1836. Diferencia entre la justicia legal y la dis- 
tributiva.—1837. Distinción entre la justicia legal y la prudencia.— 
1838, Casos en que las lesiones de la justicia legal envuelven una 
lesión de la justicia conmutativa.—1839, Triple punto de vista en que 
podemos considerar el sujeto de la autoridad civil.—1840, Este tri- 
ple punto de vista es también aplicable a los ciudadanos en orden a 
la autoridad.—1841. Los deberes impuestos por la justicia legal a la 
autoridad son diferentes de los impuestos a los súbditos.—1842. Ad- 
vertencias para la mejor inteligencia de la doctrina anterior.—1843. 
Razones para desechar el alto dominio atribuído a la autoridad y 
sociedad civiles para explicar el objeto formal de la justicia legal.— 
1844. Consecuencias del carácter estrictamente jurídico de los debe- 
res de justicia legal. 


1829. El orden jurídico colocado bajo la tutela de la auto- 
ridad civil, no es una simple abstracción, es un orden propio 
de la sociedad civil y esencialmente enlazado con la prosperidad 
pública. Los derechos y deberes propios de cualquiera sociedad 
se refieren esencialmente al fin del cual depende la diversidad 


esencial de las sociedades—núms. 41 y sigs.—Luego los dere- 


chos y deberes propios de la sociedad civil y las leyes de ellos 
provenientes, en una palabra, todo el orden jurídico está esen- 
cialmente ligado con el fin social, es decir, con la prosperidad 
pública. 

1830. El orden jurídico tutelar de la prosperidad pública a 
cuya consecución han de dirigirse los ciudadanos, ha de ser 
evidentemente proporcionado o acomodado a esta prosperidad; 
pero a fin de realizar esta aspiración, ha de ser apto para ella. 
Este orden jurídico ha de ser natural y estar determinado por 
el positivo; y como natural y positivo, esencialmente enlazado 


con la prosperidad pública. En efecto: el orden jurídico natu- 


ral propio de la sociedad civil surge de la aplicación a esta so- 
ciedad, de la ley natural, pero esta aplicación exige de los dere- 
chos y deberes, su resultado esencial, ir directamente encamina- 
dos a la prosperidad pública. Los hombres son miembros de 
la sociedad civil con derechos y deberes generales impuestos 
por ley de naturaleza con la condición de cooperar a la conse- 
cución del fin social; pero estos derechos y deberes o por razón 
de las circunstancias o por la colisión con otros derechos, pue- 
den ser parcialmente o restringidos o ampliados o disminuidos; 
he aquí el orden jurídico esencial a la prosperidad pública, de- 
terminado por el orden jurídico positivo. Es fin del orden ju- 
rídico positivo de la sociedad civil determinar y confirmar el 
orden jurídico natural; para conseguirlo, es necesario el orden 
natural esencialmente relacionado con la prosperidad pública y 
su confirmación y determinación en orden a esta misma prospe- 
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ridad; sin esto el orden jurídico natural carecería de confirma- 
ción y determinación en contraposición con su índole especial. 

1831. La justicia legal (1) en sentir de los escolásticos con 
Santo Tomás, se ordena al bien común de la sociedad civil; 
las leyes enseñan a los ciudadanos cómo han de obrar en orden 
al bien común. El orden jurídico colocado bajo la tutela de la 
autoridad civil pertenece formalmente a la justicia relacionada 


con el bien común de la sociedad, o sea, con la prosperidad 


pública. 

1832. Se llama especial una virtud cuando tiene por objeto 
formal y propio un objeto distinto de las demás virtudes; en 
este caso se halla la justicia legal cuyo objeto formal es exigir 
de sus miembros todo lo necesario a la consecución del bien co- 
mún y prescrito o por ley natural o por leyes o disposiciones 
positivas. Este objeto formal se distingue del objeto formal de 
las demás virtudes; pues si bien los actos de las otras virtudes 
en cuanto se refieren al bien común, pueden ser materia de la 
justicia legal llamada desde este punto de vista—no lógica, sino 
causalmente—justicia general, las demás virtudes en sí mismas 
consideradas tienen un objeto propio y distinto. En cuanto a 
muchas de las virtudes esto es evidente, pero no tanto cuando 
se trata de la justicia conmutativa, de la obediencia, de la pie- 


dad, de la justicia distributiva y de la prudencia política y civil. 


Lo iremos demostrando por partes. 

1833, La justicia legal difiere de la justicia conmutativa por 
su objeto; esta última se refiere al bien útil propio de algún 
particular; la legal se dirige al bien común de todos los ciuda- 


danos, familias y clases. La conmutativa se funda en el derecho 


de independencia entre los hombres; la legal, en su unión for- 


matriz de una sociedad civil. Estas diferencias entre una y otra 


justicia explican por qué las lesiones de la legal a diferencia 


de las de la conmutativa no exigen restitución del daño inferido, 


porque no hay necesidad de restitución desde el momento de no 
quitar a nadie su bien particular y verdaderamente propio. 
1834. La justicia legal difiere también de la obediencia a 


las leyes civiles; la última no se refiere formalmente al fin de 
las leyes civiles—el bien común—y sí sólo, a la sujeción a la 
autoridad de la ley muy conforme en sí considerada a la na- 


turaleza del hombre y de los miembros de la sociedad civil, pues 
la autoridad procede de Dios. La obediencia a las leyes civiles 
es menos extensa que la justicia legal; esta última mira a la 


(1) Es justicia legal la proporción entre los individuos y el Estado 
por la cual están los primeros obligados a facilitar al segundo todo lo 
conducente al bien común prescrito o por ley natural o por leyes po- 
sitivas, 
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obligación natural de procurar el bien común, hecha abstracción 
de la ley civil cuya fuerza obligatoria recibe de aquélla. La 
justicia obliga a gobernantes y gobernados. 

1835. La justicia legal se distingue igualmente de la piedad 
para con la patria. Descansa la piedad en el amor especial a la 
sociedad civil y al territorio rememorativos por el nacimiento 
y educación, de los beneficios recibidos; la justicia legal se fun- 
damenta en la relación de la parte al todo y no en el nacimien- 
to y educación. Esta es la razón de ligar los deberes de la justi- 
cia legal a todos los miembros de la sociedad aunque no hayan 
nacido y sido en ella educados y también a los que no son pro- 
plamente sus miembros, pero actualmente habitantes en la so- 
ciedad, desprovistos de los derechos de ciudadanos. El amor 
a la patria no es materia de coacción; la justicia legal, sí. 

1836. Se distingue la justicia legal de la justicia distributi- 
va en guardar esta proporción geométrica de las cosas con las 
personas; aquélla, no, si bien convienen en ser los actos de la 
distributiva ejercitados por el sujeto de la autoridad civil Para 
la consecución del bien común. 3 

1837. $Se distingue por último de la prudencia civil O A 
lítica en referirse ésta al modo de procurarse el bien común tanto 
por la autoridad como por los súbditos, pero no es la razón 
formal de la misma justicia legal (1). 

1838. Algunas veces, sin embargo, las lesiones de la justicia - 
legal envuelven una lesión de la justicia conmutativa y esto acon- 
tece: a) cuando el acto opuesto a la justicia legal ataca al mis- : 
mo tiempo a los particulares en sus bienes propios: b) cuando : 
alguno se apodera de bienes positivamente comunes en acto O 
se apropia indebidamente de su uso y se los arroga arbitraria- 
mente sin consentimiento y autorización de la autoridad y de 
los demás individuos; así por ejemplo, quien quita al erario pú- 
blico algo arbitrariamente, viola la justicia legal además de la 
justicia conmutativa. 

1839. Podemos considerar al sujeto de la potestad desde un 
triple punto de vista: a) miembro dirigente de la sociedad es 
parte dirigente del todo: b) parte dirigente se refiere a la otra 
parte formada por los ciudadanos sus súbditos: c) persona pri- 
vada, es decir, ciudadano, debe cooperar con los demás al bien 
común aunque bajo su dirección. Así considerado el sujeto de : 
la sociedad, está sometido a sus propias leyes; pero dotado de 
la potestad de dispensar, se podrá dispensar algunas veces a 
sí mismo con ciertas condiciones, vale decir, sin daño ni es- 
cándalo. ] 


(1) Costa-Rossermi. Obra citada, págs. 544 y sigs. 
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1840. Este triple punto de vista es también aplicable a los 
ciudadanos en orden al sujeto de la autoridad civil. Por lo que 
se refiere al tercero señalado en el período anterior con la letra 
c, es evidente la existencia por una y otra parte de deberes de 
justicia conmutativa y de otros como entre los demás hombres 
en general; en lo tocante al punto hb, deben los ciudadanos al 
sujeto de la autoridad obediencia; siendo empero, la posesión 


- de la autoridad un bien útil y propio de su poseedor, prohibe la 


justicia conmutativa a los ciudadanos negar esta autoridad a 
su sujeto; es más: puede existir una obligación mútua de jus- 
ticia conmutativa si entre los ciudadanos y el sujeto de la auto- 
ridad considerados como dos partes, intervino la celebración de 
un contrato oneroso expreso o tácito; en la hipótesis de no ha- 
ber así sucedido, habrá evidentemente una lesión de la justicia 
conmutativa cometida por el sujeto de la autoridad cuando por 


- su mal régimen o gobierno lesiona no ya la prosperidad públi- 


ca, sino a particulares en sus bienes útiles. En cuanto al pun- 
to a, el sujeto de la autoridad tiene deberes de justicia legal 


de los que pasamos a hablar ahora. 


í 
» 


E. 


1841. Al estudiar los deberes impuestos por la justicia le- 
gal al sujeto de la autoridad y a los súbditos, podemos sentar la 
siguiente proposición: Los deberes impuestos por la justicia le- 
gal a la autoridad son diferentes de los impuestos a los súbds- 
tos. Fácilmente nos penetraremos de la verdad de esta proposi- 
ción si consideramos la distinta manera de proceder estas dos 
partes de la sociedad en su cooperación al fin, es decir, a la 
prosperidad pública. La justicia legal está inherente a la au- 
toridad de un modo principal y de una manera casi arquitectó- 
nica mientras en los súbditos se realiza de una manera secunda- 


ria O cuasi administrativa, como dice Santo Tomás (1). Toca 


? 
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a la autoridad dar la dirección correspondiente a la sociedad 
civil para la consecución de su fín como arquitecto del gran edi- 
ficio social formado por la sociedad política; concierne 'a los 


ciudadanos trabajar y aunar sus fuerzas siguiendo esta direc- 


ción para la construcción y conservación de este edificio social. 


La autoridad actúa la justicia legal por medio de leyes; los 


súbditos, por su sometimiento; la primera ejecuta las leyes; los 
segundos las obedecen; la primera dirime los litigios y castiga 
los delitos; los segundos acatan las sentencias de los tribuna- 
les; la primera proporciona a los segundos los auxilios necesa- 
rios, para ellos de imposible obtención; los segundos facilitan 
los medios y recursos exigidos por la primera como indispensa- 
bles a la sociedad. 


(1) Divus TuomMas. Summ. Theol., 2.* 238 quaest, LVIII, art, 6. 
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Los deberes de justicia legal corresponden al derecho de la 
sociedad civil, de exigir de sus miembros cuanto es necesario 
a la prosperidad pública o al bien común de la sociedad. De 
aquí nace también la diversidad de deberes de la autoridad y 
los súbditos. Los deberes de justicia legal pueden referirse en la 
autoridad al deber de ejercitar rectamente aquel derecho de toda 
sociedad en nombre y representación de la misma o lo que es 
igual: toda la sociedad en virtud de un derecho superior exige 
del sujeto de la autoridad que requiera de los ciudadanos miem- 
bros de esa misma sociedad todo lo necesario a la prosperidad 
pública o bien común. Los deberes de la justicia legal en los 
súbditos se reducen al deber de prestar todo lo exigido por la 
autoridad para ese mismo bien común, o lo que viene a ser lo 
mismo: el derecho de toda la sociedad al bien común exige de 
todos sus miembros sometidos a una misma autoridad la subor- 
dinación de sus derechos acerca del bien y prosperidad priva- 
dos, a la prosperidad y bien públicos siempre que en colisión con 
estos últimos, sean moralmente más débiles según las leyes de - 
la colisión de derechos y deberes—núms. 303 y sigs.— a. 

1842. Para mejor inteligencia de lo expuesto hay que de- 
cir: a) que la autoridad está incluida en el derecho de toda la 
sociedad, porque por lo mismo que toda sociedad tiene el de- ¿ 
recho de exigir de sus miembros lo requisito para la obtención 
de la prosperidad o bien común, tiene también el derecho de 
dirigirlos eficazmente en su cooperación a este bien común y 
esto como sabemos, es el derecho de la autoridad civil: b) que 
no siendo posible a la sociedad ejercer ordinariamente por todos 
sus miembros este derecho, suele designar ciertas personas a las 
cuales confiere su ejercicio sin que pueda perder toda la socie-= 
dad su derecho a la prosperidad pública por no serle posible 
perder el que tiene a la consecución de su fin y exigir de sus 
miembros lo a ello necesario: c) que la facultad de ciertas pet- 
sonas de ejercer aquel derecho de toda la sociedad, no difiere 
en el fondo de la autoridad civil, porque ésta se halla incluída 
en el derecho de toda sociedad, tiene siempre su raíz en él y a 
él también se subordina como a su superior aun después de ha- 
ber sido conferida la autoridad a determinadas personas con 
exclusión de otras, a no ser que se quisiera sostener, lo cual es 
absurdo, que existe la sociedad para el sujeto de la autoridad y 
no ésta para aquélla y que no ligan al sujeto de la autoridad los 
deberes de la justicia legal ni deber alguno de dirigir los ciuda- 
danos al bien común (1). | 

1843. Nuestro célebre Suárez ha explicado el objeto formal - 


Derta MN 
(1) Costa-Rosserrii. Obra citada, págs. 247 y sigs. XA 
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de la justicia legal por el llamado alto dominio atribuido a la 
sociedad y autoridad civiles por los jurisconsultos. En el fondo 
este alto dominio como lo entiende Suárez (1), no difiere en 


sus facultades del derecho superior de la sociedad de exigir lo 


necesario al bien común. Sin embargo ha de rechazarse tal nom- 


bre: a) por el abuso que se hizo del alto dominio y con cuyo 


b 


pretexto injustamente se arrogó el despotismo muchas faculta- 
des que no le correspondían : b) porque el derecho de que aquí 
se trata, no es objeto propio de la justicia conmutativa a que 
se refiere el dominio propiamente dicho, sino de la justicia le- 
gal. No por esto deja de ser perfecto este derecho y estricta- 
mente jurídicos los deberes de justicia legal, pues se refieren 
a un objeto importantísimo y necesario a la existencia de la so- 
ciedad; están determinados por las leyes en caso de no estarlo 
ya por su propia naturaleza; y por último, considerada en con- 
creto la naturaleza humana, es menester que sean exigibles por 
la coacción. Se ha de evitar el error de creer que estos deberes 
son sólo extrínsecamente jurídicos en los súbditos y no en la 
autoridad por no ser posible contra ésta el empleo de la fuerza 
_para:imponerle su cumplimiento; pues estos deberes son muchas 
veces más graves en la autoridad que en los súbditos y con fre- 
cuencia bastante determinados; a este error podía conducir fá- 
cilmente el nombre de alto dominio, pues estas palabras inducen 
a suponer haber solamente en la autoridad derechos y no deberes 
—núms. 6026 y sigs.— 

1844. Del carácter de estrictamente jurídicos de los debe- 
res de justicia legal síguese: a) que los deberes de otras vir- 
tudes en sí no estrictamente jurídicos pasan a serlo por su rela- 
ción con la prosperidad pública y con las leyes civiles no injus- 
tas: b) que los que ya son en sí estrictamente jurídicos en aten- 
ción a los deberes generales de la justicia conmutativa, adquie- 


“ren nueva fuerza jurídica, de la justicia legal: c) que de las le- 


yes civiles positivas y las sentencias de los jueces nacen dere- 
chos y deberes de justicia conmutativa cuantas veces por ellas 
se atribuyen a determinadas personas algunos bienes útiles co- 
mo verdaderamente propios sin perjuicio al derecho estricto 
de otros, descansando el título del derecho de propiedad en ina 
disposición positiva dictada para la conciliación de derechos 
en colisión o para la resolución de las lites o para la limitación 
o modificación de derechos en orden a la prosperidad pública. 


(1) Suárez. Opusc. de iwust. Dei, s. 4, n. 6. 
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EJERCICIO DE LA JUSTICIA DISTRIBUTIVA POR LA AUTORIDAD CIVIL 


1845. Justicia distributiva.—1846. En el reparto de bienes y car- 
gas comunes ha de reinar la justicia distributiva.—1847. La justicia. 
distributiva se distingue de la conmutativa por razón de su objeto 
formal.—1748. Caso de intervención por ambas justicias.—1849, Se- 
gún Suárez la razón de la justicia distributiva no consiste adecua- 
da, precisa y formalmente en la igualdad de proporción geométrica. 
—1850. Principales puntos de su explicación.—1851. Ejemplo con 
que Suárez pretende probar su doctrina y réplica de De Lugo.— 
1852, Otra objección de Suárez y su solución.—1853, Las razones 
de Suárez son OE DROS para abandonar la común sentencia o 
parecer. 


1845. Es la justicia distributiva la proporción geométrica 
que ha de existir entre el Estado y sus miembros y por la cual * 
son éstos participes de las cargas y bienes comunes con arre- | 
glo a las facultades y méritos de cada cual. * - $ 

1846. Pertenece al deber primario y secundario del sujeto 
de la autoridad: a) el nombramiento de magistrados y emplea- 
dos públicos, auxiliares suyos en el desempeño de sus funcio-- 
nes: b) la imposición de tributos necesarios a las atenciones de 
los gastos comunes—núms. 134 al 138.—: la concesión de pre- 
mios o el ofrecimiento de auxilios materiales a la promoción 
por medio del estímulo, de todo lo redundante en beneficio co- 
mún. En esta distribución de bienes y cargas comunes la auto- 
ridad civil está obligada por ley natural a guardar la justicia 
distributiva. La ley natural aplicada a la sociedad civil veta todo 
lo disconforme con la naturaleza racional del hombre en su 
tendencia a la consecución del fin de la sociedad civil y ordena 
cuanto es preciso a la prevención de esta disconformidad. La 
distribución de bienes y de cargas por la autoridad estará en 
oposición a la naturaleza racional del hombre si se verifica con 
menosprecio de la proporción geométrica y trae consigo mu- 
chas veces juntamente con la infracción de la prosperidad pú- 
blica la lesión de la justicia conmutativa en el reparto de car- 
gas. Son irracionales y nocivos a la sociedad: la adjudicación 
de grandes premios a personas de escaso o ningún mérito con 
pretermisión de personas distinguidas: el nombramiento de 
jueces recaído en personas ignorantes en la ciencia del dere- 
cho: la designación de ministro supremo de un reino por sola 
su nobleza y el abandono de hombres peritísimos que enveje- 
cen en puestos inferiores: la aplicación de grandes tributos a - 
los pobres y de pequeños, a los ricos. Esto es contrario al bien - 
común y germen de luchas y cuestiones en la sociedad. Pres- 
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cindiendo del bien común, razón sumamente atendible e im- 
portante, nos repugnan el nombramiento para un cargo, de per- 
sonas desprovistas de las condiciones requisitas, el discernimien- 
to de premios a hombres.ayunos de todo mérito y el mayor re- 
cargo de tributos al pobre que al rico. 

1847. La justicia distributiva es distinta de la conmutativa, 
por ser también distinto el derecho especial constitutivo de su 
objeto formal. Este derecho especial es el derecho imperfecto 
de los ciudadanos de exigir la distribución de bienes y cargas 
comunes según proporción geométrica, La existencia de este 
derecho se deduce de la demostración anterior porque al deber 
de la autoridad para con los súbditos respondé en éstos el de- 
recho. Este derecho se distingue del derecho, objeto formal de 
la justicia conmutativa: a) en ser imperfecto este derecho por- 
que el deber a que responde, es tal que existe, hecha abstrac- 
ción de toda utilidad o daño público o privado; de donde re- 
sulta no poder los ciudadanos en virtud de este solo derecho, 
exigir ninguno de los bienes comunes, ningún cargo, etc., como 
bien suyo o verdaderamente propio, sino solo lo que les puede 
ser más o menos conveniente que a los otros: b) en pertenecer 

“este derecho a la autoridad civil y versar sobre la distribución 
de bienes y cargas comunes: c) en exigir este derecho una pro- 
porción geométrica por razón de sí mismo y no del bien común 
ni por una igualdad aritmética. El derecho empero, objeto for- 
mal de la justicia conmutativa es: a) un derecho estricto: b) 
dice per se relación, no a la autoridad y los bienes comunes, 
sino a cualquiera persona y a los bienes útiles verdaderamente 
propios: c) si exige la distribución de algunos bienes en pro- 
porción geométrica, no la exige por sí misma—por causa de sí 
misma—sino porque es necesaria per se O per accidens, para 
la igualdad aritmética entre cosa y cosa; tal proporción está 
prescrita en el pago de deudas a muchos Ta en los 
testamentos, etc. 

1848. No tienen los ciudadanos derecho estricto de exigir 
la distribución de las cargas en proporción geométrica de suer- 
“te de ser considerada la observancia de esta proporción como 
un bien conforme a la naturaleza racional y a la sociedad y a 
ambas conveniente, sino en cuanto por el desprecio de esta pro- 
“porción se impone a algunos tan pesada carga que los priva de 
bienes verdaderamente propios, de un derecho perteneciente a 
la justicia conmutativa: «Así como en la distribución de bie- 
“nes comunes, escribe De Lugo, formalmente se persigue el bien 
resultante de la igualdad de proporción entre los súbditos cuan- 
do cada uno de ellos participa de los bienes comunes según la 

proporción y exceso de méritos y en este orden se comparan a 


H 


y, 
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los otros miembros de la comunidad, así también en la distri- 


- 


bución de las cargas se intenta el bien de la igualdad de las pro- 
porciones; y esto aparece cuando cada uno de los miembros de 


la comunidad participan de los gravámenes y cargas comunes 


según sus fuerzas y el exceso y en este orden se comparan a 


los demás miembros. Luego la virtud que formalmente persi- 
gue este bien como tal, no es la justicia conmutativa, sino la 


distributiva; pero después resulta la obligación de la justicia 


conmutativa que no intenta, supone aquellas proporciones de 
las cuales resulta que tal ciudadano no debe ser gravado como 
ocho sino como cuatro y entonces obliga formalmente a no exi- 
gir ocho para no recibir de él lo que es suyo, exigiéndoselo sin 


justo título. En este caso se ve la intervención formal y pro-. 
pia de ambas justicias porque en él se encuentra propiamente 


el objeto y motivo formal de una y otra (1).» 


1849. $e puede argumentar con Suárez disidente en este 


punto de la opinión común y sostenida por Santo Tomás: «No 


SD A 


consiste adecuada, precisa y formalmente la razón de la jus- 
ticia distributiva en el establecimiento de la igualdad de pro- 
porción geométrica sino en la proporción del bien con la dig-* 
nidad des la persona en sí (2)» aunque concede que mira ordi- 


nariamente y más por sí que las otras virtudes, la justicia con- 
mutativa y la misericordia, a la proporción geométrica. 
1850. Propongamos la cuestión con el mismo Suárez y es- 


FTP UA 


tudiemos los principales puntos de su explicación: a) hay en | 


los hombres un derecho imperfecto «fundado en cierta digni- 
dad o condición de la persona que es parte de alguna comuni- 


dad o república, proporcionado a su dignidad»: hb) por lo mis- 
mo que la justicia conmutativa mira a la dignidad de la perso-' 
na, es consecuentemente necesario que en la distribución de los 
bienes se establezca comparación entre los que son diversos y 


que entre ellos se guarde la ¿igualdad geométrica; por lo cual 
declaró Aristóteles esta acción más frecuente y conocida, deber 
de esta virtud. Nace sin embargo aquella necesidad de residir 


principalisimamente esta justicia en la persona pública o en la 


persona a quien pertenece la dispensación de los bienes co- 


munes, la cual ordinariamente se verifica entre muchos, por 


ser muchos los miembros o partes de la república y de ordina= 
rio tantos que no puede satisfacer la condición y dignidad de 


cada uno en toda su integridad e igualdad...»: c) «puede tam-. 


bién decirse que esta virtud se relaciona más per se con la igual- 
dad y proporción entre muchos que las otras virtudes y espe- 


” 


(1) Dk Luco. De iustitia et iure., dissert. 1, s. 3, n. 57, 
(2) SuÁrez. Opusc. de ist. Dei, n. 8. 


/ 
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- cialmente, que la conmutativa. Es la justicia distributiva una 
cuasi justicia pública que mira a las partes de la comunidad, 
- pero en orden al todo. Es un gran bien y belleza de todo el 
cuerpo, la proporción entre sí de cada uno de los miembros; y 
por lo tanto la justicia que distribuye los bienes comunes entre 
los miembros de la república, mira al bien de cada miembro de 
tal suerte que per se y primariamente persigue aquella propor- 
ción constituida entre los mismos miembros y de la cual re- 
= sulta el más hermoso y estable estado de toda la república y 
su conservación en la mayor paz: d) por lo cual podemos decir 
que la justicia conmutativa atiende per se a la proporción en- 
“tre muchos, no sin embargo propter se, sino también en orden 
a la cosa respecto a cada uno; que la justicia distributiva atien- 
de aquella proporción no tan solo per se sino también propter 
$e, por ser como adecuada a los bienes comunes cuantas veces 
“deben ser distribuidos: e) pero esto no excluye que pueda esta 
Justicia alguna vez conferir un bien común sin participación 0 
distribución, por ser en su orden indivisible, ejemplo, un car- 
go público, aunque haya de ser conferido atendiendo a la dig- 
“midad de la persona; pertenece pues, a la justicia conferirlo 
“aun sin tener en cuenta aquella proporción en este acto singu- 
lar y sí, el mayor derecho a él proporcionado, v. gr.: la mayor 
dignidad de alguna persona. Digo sin embargo, en aquel acto 
“especial, pues si éste se une con otros, resulta de todos la re- 
“ferida proporción; por ejemplo: si se confiere cada cátedra al 
más digno según su grado, resultará entre todos los que tie- 
“nen cátedra aunque desiguales, una hermosa proporción: f) por 
la misma razón no excluye esta justicia que si es necesario, se 
.confiera tan solo a una persona algo de los bienes comunes, 
“pero con cierta moderación y adecuación a su dignidad, pues 
como enseña Santo Tomás «la justicia distributiva dirige tam- 
bién al hombre a guardar moderación en la distribución de los 
“bienes comunes.» Parece poder derivarse esta moderación de 
un doble título: de la cantidad de bienes de la república y de la 
dignidad y mérito de aquel a quien se ha de conferir alguno de 
“tales bienes; per se esta justicia mira dicha proporción y la 
cumple en cuanto le es posible; porque modera que no sea ex- 
“cesiva ni disminuida si lo consiente la abundancia de bienes, 
lo cual es accidental. Esto mismo insinúa Santo Tomás cuando 
escribe: «esta justicia da a otro lo que de algún modo es suyo, 
Morque los bienes comunes son en cierto modo de cada una 
de las partes (1).» 
2 
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É (1) Divus Thomas. Summ. Theolog. 2.* 22€ quaest LXI. art. I ad 
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1851. Según Suárez hay en la justicia distributiva actos no 
relacionados con la proporción geométrica y una virtud no pue- 
de realizar acto alguno fuera de su objeto formal (1). Prueba 
su antecedente Suárez con el ejemplo común de la elección para 
un beneficio o cátedra en la cual no se verifica la distribución 
entre muchos con la sobredicha proporción, sino que se adju- 
dica el beneficio al más digno. A esto responde De Lugo: 
«Aunque el beneficio o la cátedra no se dé a muchos, se atien- 
de sin embargo, a los méritos de muchos y se comparan entre 
sí para que aparezca cual es el más digno y con mayor razón 
cuando son muchos los concurrentes; es empero, accidental 
que no se divida la cosa en la medida de los méritos.» 

1852. Objeta también el mismo Suárez: «La justicia dis- 
tributiva alguna vez respecto de una sola persona, guarda tan 
solo la equidad sin establecer comparación con otras en digni- 
dad y mérito; luego la proporción entre muchos en sentido lato 
no es razón adecuada objetiva de la justicia.» A esto responde 
De Lugo: «Si existiera uno solo al cual pudiera conferirse el 
beneficio en aquella comunidad, esto no parece ser un acto de 
la justicia distributiva, sino de la gubernativa, porque la dis- 
tributiva debe comparar entre sí a muchos miembros de la so- 
ciedad para guardar entre ellos proporción.» 

1853. El mismo Suárez facilita la solución de otras obje- 
ciones al conceder que la justicia conmutativa y otras virtudes 
miran a ciertas proporciones geométricas no propter se, simo 
solo interdum per se. Las razones alegadas por Suárez no pa- | 
recen suficientes para abandonar la sentencia común defen- - 
dida por De Lugo. A la pregunta: ¿no puede estar de ningún 
modo en los súbditos la justicia distributiva? responde Santo - 
Tomás: «Se ha de decir que el acto de la distribución de los 
bienes comunes pertenece solo al príncipe de la comunidad; 
pero también está la justicia distributiva en los súbditos a 
quienes se distribuye en cuanto están contentos con la justa . 
distribución (2).» La doctrina expuesta acerca del fin de la: 
sociedad y autoridad civil nos sirve para deducir algunos prin- 


cipios sobre la limitación de la esfera de atribuciones del po- ' 
der del Estado. / 


(1) Suárez. Opúsculo citado, n. 9. 
(2) Divus Thomas. Obra y lugar citados. 
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S IV 


BIENES PERSONALES DEL CIUDADANO, MATERIA DE DERECHOS 
GENERALES NO INCLUÍDOS DIRECTA Y FORMALMENTE EN LA 
ESFERA DE LA AUTORIDAD CIVIL, PERO SÍ INDIRECTAMENTE 


1854, Bienes personales: su división.—1855. Estos bienes son pro- 
pios de la prosperidad privada.—1856. Derecho de independencia en 
general.—1857. Bienes materiales: la vida, la salud y la integridad 
de los miembros.—1858. Su violación.—1859. Bienes rea 
1860. Sus ataques.—1861. Bienes externos: fama y honcXx—1862. Me- 
dios empleados contra estos bienes.—1863. Bienes matiriales exter- 
nos.—1864. Su desconocimiento es una violación del derecho de in- 
dependencia.—1865. El hogar.—1866. Limitaciones del derecho de 
independencia.—1867. Estos bienes no entran directa y formalmente 
en la acción de la autoridad civil.—1868. Su acción indirecta o mediata. 


1854. Los bienes personales de cada individuo constitutivos 
de la materia de sus derechos generales, son: a) internos, y de 
éstos, unos materiales, la vida del cuerpo, la salud y la integri- 


dad de los miembros, etc.; otros espirituales: la cultura de la 


inteligencia, la educación de la voluntad por la religión, la mo- 


ral, las ciencias, las artes y el propio idioma: b) externos ma- 
teriales desprovistos de razón e inmateriales : el honor, la fama: 
imternos y externos a la vez tanto materiales como espirituales 
y que muy bien podemos denominar sociales entre los cuales se 
cuenta el derecho de asociación y en especial, el derecho de 
contraer o no matrimonio. 

1855. Estos derechos son personales y directa y formalmen- 
te van enderezados a la prosperidad particular privada y pro- 
pia de los individuos y no a la pública, fin propio de la auto- 
ridad civil; son bienes personales formal y directamente in- 


=cluídos en el derecho de cada cual a gobernarse a sí mismo, 


vale decir, en el derecho de la libertad externa personal, 
1856. No se le puede negar al hombre su derecho de inde- 


|pendencia, o sea, la facultad del libre y legítimo ejercicio de 


su actividad, de la disposición de los bienes propios y de los 
adquiridos por su laboriosidad y trabajo, es decir, como con- 
secuencia de aquella actividad. El hombre vive rodeado de ne- 


cesidades físicas e intelectuales cuya satisfacción le es necesa- 


ria si ha de responder al fin de su creación; no ha de limitarse 


a vivir; debe en lo posible impulsar el desarrollo de sus facul- 


tades para alcanzar el mayor perfeccionamiento, pero siempre 


con subordinación al orden moral y religioso donde está ence- 
rrado su último fin. Es empero, condición indispensable para 


el hombre dispuesto a satisfacer todas sus necesidades, desen- 


Xx 
KO 
4 


volver sus facultades y cumplir con la ley del verdadero pro- 
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greso mediante el libre ejercicio de su actividad. Luego si por 
la ley natural vive el hombre atado por el deber de ejercitar 
su actividad como medio necesario de cubrir sus necesidades y 
realizar sus fines, también por la misma ley tiene el derecho de 
exigir no ponérsele trabas al desenvolvimiento de esa actividad. 
¿De qué le serviría al hombre el empleo de sus fuerzas activas 
con la prohibición de aprovecharse personalmente de sus re- 
sultados cediendo en bien de otros? La igualdad esencial de la 
naturaleza humana repugna—ya lo hemos dicho—la dependen- 
cia absoluta y arbitraria de un hombre en orden a Otro y re- 
chaza indignada considerarle como medio. Esa igualdad recla- 
ma imperiosamente el respeto de los bienes debidos al hombre 
y a él unidos por un vinculo físico o moral. 

1857. Dios nos ha dado la vida y la salud y con ellas los 
medios necesarios para cumplir los deberes propios de nuestro 
estado y atender a la consecución de nuestros fines; pero estos 
bienes son de tal naturaleza que su conservación es imposible 
sin un cuidado atento y positivo de parte del sujeto que los 
posee. El instinto natural prescindiendo de los preceptos divi- 
nos y de los dictados de la razón, inclina al hombre como a los 
demás vivientes a la conservación de la vida y por consiguien- 
te de la salud e integridad de sus miembros. Es el hombre mis- 
mo quien ha de vivir prevenido contra los peligros próximos 
amenazadores de su existencia y siempre será acción reproba- 
ble su exposición a la muerte por un acto temerario o por una 
vana y estúpida ostentación. Es sin embargo, digno de notarse 
ser lícito y hasta obligatorio exponer nuestra vida al peligro 
próximo de perderla cuando no es posible evitarlo sin la vio- 
lación de un precepto negativo o afirmativo, pero prevalente. 

1858. Estos bienes son violados por los ataques directos o in- 
directos contra nuestra vida, la salud de nuestro cuerpo o la muti- 
lación de sus miembros y nuestro bienestar natural y legítimo. 


1859. El cultivo de la inteligencia y la recta dirección de la - 


voluntad son indispensables al hombre para vivir la vida pro- 
pia de su naturaleza. Sin el ejereicio de la inteligencia no se- 
ría el hombre lo que es y debe ser; desprovisto de voluntad no 
sería un agente moral. El hombre ha recibido de la naturaleza 
estas dos facultades superiores; son bienes personales en cada 
individuo y a él toca cultivarlas y perfeccionarlas en el modo 
y forma posibles, convenientes y necesarios. Las ciencias y las 


artes son el resultado práctico del trabajo de la inteligencia 


ayudada en las últimas—en las artes—por la imaginación y el 
sentimiento. Los actos son morales o inmorales por su carác- 
ter de ser libre e inteligente con discreción bastante para co- 
nocer la diferencia específica entre el bien y el mal. La reli- 
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gión y la moral—esta última, parte de la religión—son absolu- 
tamente indispensables al hombre individualmente considerado 
para labrarse su eterno y final destino. 

1860. Atentan contra los bienes intelectuales del hombre 
cuantos le privan de su razón o temporalmente por la embria- 
guez intencionalmente provocada o definitivamente por me- 
dios ordenados a la privación del ejercicio de sus facultades in- 
telectivas; cuantos propalan y defienden doctrinas malsanas, 
imbuyen en las inteligencias perniciosos errores, impiden el uso 
legítimo, noble y libre de la razón- y excitan y fomentan con li- 
bros inmorales y descripciones pornográficas bajos instintos de 
sensualidad y de placer que enervan la voluntad y debilitan la 
inteligencia. Las diatribas contra la religión, la burla y befa de 
sus ritos y ceremonias, de su credo dogmático y de sus pre- 
ceptos morales, el escándalo directo, la coacción y la amenaza, 
el engaño y el fraude como medios para el quebrantamiento de 
la ley moral y religiosa, son cínicos y descarados ataques a 
nuestro derecho de independencia, a la libertad de conciencia 


entendida en sentido recto y a nuestro incontrovertible dere- 


cho al bien moral. : 

1861. Es la fama, la estima merecida de nuestros semejan- 
tes por algún bien nuestro entendiendo aquí por bien una per- 
fección laudable: la virtud y ciencia en primer lugar: en el se- 
eundo, el ingenio, la elocuencia, el valor, la nobleza, las rique- 
zas, etc. La manifestación exterior de la fama se llama honor y 
se puede definir: la testificación de la cultura y aprecio de 
nuestros prójimos. El honor y la fama son socialmente nece- 


- sarios porque con ellos se consigue prestarse fe a nuestra pa- 


labra, realizarse actos de comercio, buscarse nuestra conversa- 


ción y amistad y pedírsenos ayuda, protección y consejo. Quie- 


nes de ellos gozan, están sólidamente garantizados contra el 
vicio porque temen perderlo. El acto o actos de procurar la 


adquisición de fama y honor no solo son lícitos, sino que es 
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además su ejercicio un deber del hombre. Todos tenemos el de- 
recho de aspirar a la consecución de fama y honor y de no ser 
injustamente heridos en los que ya poseemos. 

1862. La buena fama es atacada por la emisión de un jul- 
cio temerario, vale decir, de un juicio firme pronunciado sobre 
un defecto difamatorio del prójimo sin razón suficiente, por 
la murmuración y la calumnia: el honor, por la contumelia ver- 
bal—injurias verbales—, real—ofensas reales—y simbólica— 


por signos simbólicos. 


1863. Los bienes materiales externos útiles adquiridos le- 
gíitimamente sin daño ni perjuicio de tercero están a nosotros 
unidos por un vínculo moral y son atacados cuantas veces se 
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trata de privarnos de su posesión por el hurto, el robo, la usu- 
ra y el fraude o dolo, principalmente en los contratos. 

1864. Los ataques contra los bienes enumerados son una 
clarísima violación del derecho de independencia; quien pre- 
tende o intenta despojarnos de la posesión de bienes física O 
moralmente unidos a nosotros y por justos títulos adquiridos 
sin otra razón que ser igual a nosotros por naturaleza, asalta 
nuestra independencia personal. 

1865. Entre los bienes propios del hombre hay un bien ma- 
terial externo de suma importancia moral: es el hogar abrigo 
de las mág caras y profundas afecciones del hombre, descanso 
de su fatigudo cuerpo, fuente de consuelos incontables para el 
alma atribllada. La inviolabilidad del domicilio fué siempre 
considerada parte integrante del derecho de independencia y 
sancionado por todos los legisladores. 

1866. El derecho de independencia envuelve el derecho al 
libre ejercicio de la actividad humana y nadie está autorizado 
para coartarlo si se mantiene dentro de los justos limites del 
orden moral y social. Son manifestaciones patentes de este de- 
recho de independencia, el derecho de trasladarnos de un pun- 
to a otro, la libre elección de oficio y profesión, la celebración 
de contratos, etc. El ejercicio de nuestra actividad —causa—nos 
otorga la facultad de aprovecharnos de sus resultados en el 
orden a ella correspondiente—efectos—. Este derecho como to- 
dos los derechos humanos no es absoluto; tiene sus limitacio- 
nes en la misma ley natural; es la base de las relaciones deno- 
minadas individuales cuya norma es la justicia conmutativa; es 
inseparable del hombre, pero se coordina y armoniza perfecta- 
mente con la subordinación y dependencia en orden a las re- 
laciones orgánicas de las familias, de la sociedad política, reli- 
giosa, etc. Del derecho de asociación hablaremos más tarde 
—núms. 5932 y sigs.—; y asimismo, del matrimonio— 
núms. 5356 y sigs.— 

1867. Todos estos bienes formal y directamente contenidos 
en el derecho de nuestro propio gobierno, no pueden estarlo a 
la vez en el de la autoridad o del gobierno civil. Derechos esen- 
cialmente diferentes no pueden estar contenidos en la misma 
estera y diferentes son en verdad los derechos del gobierno 
personal y del gobierno civil por razón de las personas que 
han de ser gobernadas—persona física y persona moral—, de 
sus fines—el fin propio del individuo y a él debe subordinarlo 
todo, es la vida eterna; el de la autoridad está encerrado en la 
vida presente—y de los modos de gobierno (1). 


(1)  Costa-RosseErri. Obra citada, pág. 558, 
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1868. La autoridad civil se extiende indirectamente a las 
cosas sobre las cuales ejerce una acción mediata. Esta autori- 
dad deja sentir su acción en la forma indicada sobre los bienes 
personales, porque al tutelar y defender el orden jurídico, pro- 
mulgando leyes y disposiciones a este efecto necesarias, direc- 
tamente defiende, modifica, aumenta o restringe los derechos 
sobre aquellos bienes influyendo mediante estos actos sobre los 
bienes personales. Esta misma influencia indirecta o mediata 
es ejercida por la autoridad civil con la pública oblación de sub- 
sidios para la prosperidad temporal también pública y con pre- 
mios, ejemplos, etc. (1). | 


SV 
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1869. Promoción indirecta de la religión y la moralidad privadas 
por la autoridad civil.—1870. El fin de la religión y de la moralidad 
privadas no está contenido en la esfera de la autoridad civil.—1871. 
No es función de esa autoridad la dirección de los hombres a la 
vida eterna.—1872. Fundamento de la promoción indirecta de a 
religión y moral privadas: definición de éstas.—1873. El fin social 
civil reclama el imperio de la religión y moral públicas.—1874. Esta 
religión y moralidad son necesarias a la existencia de la sociedad 
civil.—1875. Testimonios que lo comprueban.—1876. La doctrina ex- 
puesta es solo aplicable a la verdadera religión.—1877. Deberes po- 
sitivos y negativos del poder público con la religión.—1878. La tu- 
tela del orden jurídico envuelve la tutela de los derechos religiosos 
y ¡morales.—1879. Política religiosa del poder civil. 


1869. No están directa y formalmente contenidos en la es- 
fera de la autoridad civil la religión y la moralidad privadas de 
los ciudadanos, pero es de su deber promoverlas indirectamente. 

1870. La religión y la moralidad privadas de cada individuo 


| constituyen la felicidad imperfecta propia de esta vida; esta fe- 


licidad no puede estar directa y formalmente contenida en el 
campo de acción propio de la autoridad civil: a) porque no lo 
está la prosperidad particular y privada resultante de los bie- 
nes externos y menos la felicidad privada e íntima provenien- 
te de los bienes internos sobre los cuales es casi nula e ineficaz 
la acción de la autoridad civil: b) porque para conceder que 
entrasen en la esfera de acción de la autoridad civil la religión 
y la moral, sería necesaria la prueba de ser una y otra necesa- 
rias en el orden privado para ser considerados los hombres 
buenos ciudadanos; pero esto no es así; el individuo es repu- 
tado buen ciudadano según el común sentir, aunque no brille 


(1) Cosra-Rosserrt. Obra citada, págs. 558-59. 
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por una perfecta integridad de costumbres, necesaria sin em- 
bargo, para la felicidad imperfecta. | 
1871. La religión y la moralidad privada son por sí una 
preparación o incoación de la felicidad de ultratumba; y en la 
hipótesis de estar contenida directa y formalmente en la esfera 
de la autoridad civil, sería su deber dirigir a los hombres a la 
consecución de la felicidad de la otra vida y esto no encuadra 
en su naturaleza, porque como dice Suárez, «es propio de la 
misma potestad dirigir al fin y a todo lo que per se nos dis- 
pone a él (1).» No es empero, deber de la autoridad civil di- 


rigir per se a los hombres a la felicidad eterna; esto es evi- 


dente tratándose de una religión sobrenatural; pero también es 
fácil probarlo si se habla de una religión en estado de pura 
naturaleza. La autoridad, dice Suárez, ha de ser proporcionada 
a la sociedad regida; y no sería así si fuera su función la di- 
rección de los ciudadanos a la vida futura. En efecto: la socie- 
dad civil se propone el bien común que le es propio en cuanto 
cuerpo moral y en concepto de tal no hay para él otra existen- 
cia que la de la presente vida. ¿Por ventura están destinados 
el reino de España e Inglaterra como cuerpos morales a la fe- 
licidad eterna? No; esto toca a cada uno de sus miembros. Lue- 
go la autoridad civil cuyo principal deber es la dirección de la 
sociedad al bien común, formal y directamente no está llamada 
a traspasar los límites de la vida presente y debe encerrarse 
su acción en el bien temporal de la sociedad (2). 

1872. Es sin embargo, deber de la autoridad civil la pro- 
moción indirecta de la religión y moralidad privada de cada 
ciudadano si entran también en sus atribuciones la promoción 
de la moral y religión públicas y la promoción directa del or- 
den jurídico. Son para nosotros religión y moralidad públicas 
el espíritu religioso y el espíritu moral en que se informan las 
manifestaciones de la vida social de un pueblo, las disposicio- 


nes legislativas y los actos del poder público. Ese espíritu sur- - 


ge de los sentimientos morales y religiosos de los elementos vi- 
vos de un país, de influencia poderosa sobre la moralidad y re- 
ligiosidad de los ciudadanos a quienes alienta y defiende, ayu- 
da y robustece en sus ideas morales y religiosas. 

1873. La sociedad tiene un fin que cumplir; sin él carece 
de razón de ser. El fin de la sociedad política—está demostra- 
do—es la tutela del orden jurídico y la prosperidad temporal 
común y pública. ¿Reclama la consecución de este fin la re- 
ligiosidad y moralidad públicas? La tutela del orden jurídico 


(1) Suárez. De legibus, lib. 111,.c. 11, n. 6. 
(2) Ibem. lbídem, 1, 3, c. 11, n. 7 y sigs. 


RELIGION Y MORALIDAD 473 


exige imperiosamente la moralidad por la razón sencilla de ser 
imposible separar la moral del derecho; ésta es el fundamento 
de aquél. La prosperidad pública temporal jamás será comple- 
ta divorciada de la moral o, de los bienes morales que son su 
parte integrante. Una prosperidad pública exclusivamente ma- 
terial arrastra vertiginosamente a los pueblos a un decaimiento 
y ruina inevitables, corroídos por la sensualidad y el placer; lo 
atestigua la experiencia. Una sociedad política sin moralidad, 
leyes, costumbres e instituciones ¡inspiradas en el elevado espí- 
ritu religioso, sería un grave obstáculo para el hombre en la 
consecución de su fin moral y contraria por ende a su natura- 
leza moral y racional. | 

1874. Es también necesaria la pública moralidad para la 
existencia de la sociedad civil. Hay entre la moralidad y la re- 
ligión una relación tan íntima, un lazo tan estrecho que una— 
la religión—es fundamento de la otra—la moral—. Dios es el 
fundamento último de la moralidad; sin religión la moral es 
una pura convención entre los hombres—núm. 2258.—No hay 
religión sin moral; no hay moral sin religión; sin un principio 
de moral eterno e inmutable—núms. 2255 y sigs.—cada indi- 
viduo se formará una moral según su gusto, pasiones y capri- 
chos. La religión es necesaria para fijar la moral y exigir la 
observancia de sus mandatos y preceptos, porque solo ella po- 
see para esto la fuerza requisita y la sanción suficiente. La 
moralidad del hombre y la moralidad pública de la sociedad de- 
penden de la religión como de su causa formal. Las socieda- 
des públicas donde se ha debilitado o extinguido la religiosi- 
dad, navegan sin rumbo por las aguas cenagosas de la más 
desenfrenada inmoralidad; y si no perecen asfixladas por sus 
inmundas emanaciones, envenenadas y sin fuerza sucumben al 
acerado golpe de los enemigos internos y externos. 

1875. - Nuestro célebre y discretísimo escritor Saavedra re- 
trata la necesidad de la pública moralidad en estas hermosísi- 
mas palabras: «Aunque la justicia armada con las leyes, con el 
premio y el castigo, son las columnas que sustentan el edificio 
de la república, serían columnas en el aire si no se asentasen 
sobre la base de la religión la cual es vínculo de las leyes; por- 
que la jurisdicción de la justicia solamente comprende los ac- 
tos externos legítimamente probados, pero no se extiende a los 
ocultos o internos. Tiene autoridad sobre los cuerpos, no sobre 
los ánimos; y así poco temería la malicia al castigo si ejerci- 
- tándose ocultamente en la injuria, en el adulterio y en la ra- 

piña consiguiese sus intentos y dejase burladas las leyes no 
teniendo otra invisible ley que le estuviese amenazando inter- 
- namente... El pueblo se dividirá en opiniones; la diversidad 
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de ellas desunirá los ánimos, de donde nacerán las sediciones 
y conspiraciones y de ellos la mudanza de repúblicas y domi- 
nios. Más principes vemos despojados por las opiniones diver- 
sas de religión que por las armas... No se vió España quieta 
hasta que depuso los errores de Arrio y abrazaron todos la re- 
ligión católica... San Isidoro pronosticó en su muerte a la na- 
ción española que si se apartaba de la verdadera religión, se- 
ría oprimida; pero que si la observase, sería levantada su gran- 
deza sobre las demás naciones... Siendo pues, el arma de la 
república la religión, procure el principe conservarla (1).» 
Le Play asienta la misma verdad y asevera como consecuen- 
cia de sus estudios estar el bienestar material y moral de los 
pueblos y en general las condiciones esenciales de la prosperi- 
dad pública, en relación directa o exacta con la energía y pu- 
reza de las convicciones religiosas (2). Nada existe que no haya 
sido creado por Dios y que no responda al plan de su infinita 
sabiduría. Dios es el último término de la creación y a su glo- 
ria han de encaminarse las criaturas como a su fin eterno. De 
este deber no está exceptuada la sociedad civil y es para ella 


obligación ineludible velar por la pública religiosidad, vale de- : 


cir, por el espíritu de dependencia y veneración a nuestro Crea- 
dor, resplandeciente en todas las manifestaciones de la vida ci- 
vil. Platón, Aristóteles, Plutarco, todos los grandes sabios de 
la antigúedad—núms. 3222—han reconocido estas verdades; y 
entre los modernos hasta el mismo Rousseau ha confesado ser 
la religión fundamento del Estado por la razón sencilla de ser 
imposible ser buenos ciudadanos sin la profesión de ciertos 
dogmas. 

1876. La doctrina expuesta es solo y perfectamente aplica- 
ble a la religión verdadera, a la religión católica en cuyo seno 
alcanzarán los individuos y los pueblos una felicidad en vano 
soñada por las religiones paganas y las sectas disidentes. La 


persecución del catolicismo, tarea diabólica en que están ciega- * 


mente empeñados los Estados modernos, abre a sus plantas un 
abismo de horrores y miserias. Son dignos de escucharse por 


la verdad en ellos encerrada, los siguientes pensamientos del - 


distinguido publicista Ljeroy-Beaulieu: «¿Puede un pueblo pres- 
cindir impunemente de la religión y puede un pueblo continuar 


siendo religioso dejando de ser católico? ¿Están solo interesados 


en esta cuestión la religión y la Iglesia como afectan decir cier- 
tos espíritus limitados o ciegos? De ninguna manera por inte- 
resar por lo menos en un grado igual a la vida política de los 


(1) Saavemra FAjarDo, Idea de un príncipe político cristiano. 
(2) Lx Pay. La Reforme sociale, liv. V. 
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pueblos modernos, a las libertades civiles y al orden social todo 
entero. El escepticismo burlón y la impiedad grosera que se 
- infiltran en las sociedades, no afectan tan solo a las costumbres 
públicas y privadas alterando la noción del derecho y del deber, 
“sino que comprometen también de una manera directa la so- 
ciedad y la libertad quebrantando la paz y la estabilidad social. 
Hasta el momento actual la religión—así lo indica su etimolo- 
gla—ha sido el más poderoso vínculo de las sociedades huma- 
nas, la mejor garantía del orden y del reposo del Estado... 
A un pueblo le es necesario en frase de Tocqueville, creer o 
servir...; la moral sin sanción divina pierde para la mayor 
parte de los hombres toda virtud práctica. La moral sin Dios 
carece para la mayor parte de los hombres de imperio sobre 
su corazón y voluntad. Se necesita de algo más que de la alta 
noción de la divinidad; son necesarios ritos y prácticas man- 
tenedoras de su recuerdo y alimentadoras de la fe, esto es, 
prácticas y actos religiosos. Católicos o nada; tal es el dilema 
para las masas de una mitad de Europa. El socialismo y de un 
modo más general el espiritu revolucionario en lo que tiene de 
más violento, destructor, utopista y sectario, es hijo de la im- 
piedad... Forman un pueblo revolucionario y lo preparan para 
el socialismo los hombres empeñados en descristianizarlo. El 
liberalismo bastante inconsecuente para atacar el principio re- 
ligioso, prepara su propia ruina... Entre el socialismo y la re- 
ligión, entre las concupiscencias revolucionarias y las esperan- 
“zas Ge ultratumba no hay término medio para millones de criatu- 
ras humanas... Desaparecido el sentimiento religioso, el orden 
social no tiene en frente de los apetitos desencadenados otra ga- 
rantía que la fuerza Las luchas de clases se hacen fatales y en 
semejantes luchas donde se aventuran la fortuna y la vida, 
¿cuál ha de ser la suerte de la libertad (1) ?» 
Escribe Taine: «Este es el gran poder de las alas indispen- 
“sables para levantar al hombre por encima de sí mismo, por 
“encima de su vida rastrera y sus horizontes limitados, para con- 
ducirle a través de la paciencia, de la resignación y la esperan- 
za hasta la serenidad; para llevarle a través de la templanza, 
la pureza y la bondad hasta la abnegción y el sacrificio. Siem- 
pre y en todas partes desde 1800 años tan luego éstas desfalle- 
“cen o se rompen, las costumbres públicas y privadas se degra- 
dan. En Italia durante el renacimiento, en Inglaterra en el pe- 
“ríodo de la restauración, en Francia bajo la convención y el 
"Directorio, hemos visto al hombre volverse pagano como en el 


(1) Lxroy BEAULIEU. Le Correspondant. Le catholicisme et les peu- 
_ples modernes. 
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primer siglo; de un golpe volvía a encontrarse tal como en 
tiempo de Augusto y de Tiberio, es decir, voluptuoso y duro; 
abusaba de los otros y de sí mismo; el egoismo brutal y calcu- 
lador había reconquistado su ascendiente, la crueldad y la sen- 
sualidad se extendían, la sociedad se convertía en una guarida 


de criminales y en un burdel. Cuando se ha presenciado de cer- 


ca este espectáculo, se puede evaluar la aportación del cristia- 


nismo a nuestras modernas sociedades, lo que introduce en ellas 


de pudor, dulzura y humanidad, lo que mantiene en ellas de 
honradez, buena fe y justicia. Ni la razón filosófica ni la cul- 
tura artística y literaria ni aun el honor feudal militar y ca- 
balleresco, ningún código, ninguna administración, ningún go- 
bierno bastan a suplirlo en este servicio (1).» Del mismo es- 
critor positivista son estas palabras dirigidas a un prelado en 
sus últimos años a propósito del estado religioso del pueblo 
Írancés: «Si la Iglesia con los milagros de su celo no llega a 
reconquistar estas masas paganas para convertirlas en un pue- 
blo de cristianos prácticos, perece la civilización francesa (2).» 
Dos cosas son imposibles, afirma con su habitual elocuencia 


nuestro gran Donoso, en una sociedad verdaderamente católi- 


ca: el despotismo y las revoluciones (3). De la necesidad de la 
religiosidad y moralidad públicas para la existencia y perfec- 
cionamiento de la sociedad civil nace para el poder político el 
deber de impulsarlas y promoverlas indirectamente so pena de 
ser declarado infiel al fin que le está encomendado. 

1877. Ligan al poder en este orden deberes negativos y de- 
beres positivos o afirmativos. Consisten los primeros: a) en 
impedir, prohibir y castigar los escándalos públicos, pues si no 
son siempre lesivos de la justicia conmutativa, son como de- 


litos y crímenes, lesivos de la justicia legal; y la sociedad civil 


sin atentar contra su fin—la prosperidad pública subordinada 


a Dios, fin último y legislador de la ley natural—no puede de- 


jarlos impunes: b) en velar solicitamente el poder civil porque 


ni las leyes ni los magistrados ni los funcionarios públicos em-- 
pañen ni socaven en lo más mínimo con su acción la religión 
verdadera y la moralidad pública. Los deberes positivos o afir- 
mativos se refieren a favorecer, aconsejar y proteger los es-- 


fuerzos de los ciudadanos y de los sacerdotes en la promoción 


de la verdadera religión y moralidad con subvenciones, pre-. 


mios y otros estímulos que atrayendo públicamente a los hom- 


/ 


(1) TarxkE. Origines de la France contemporaine. Le regimen mo- 


derne, tom. 1, pág. 118. 

(2) Ibem. La Reforme sociale, núm. 16 de Marzo de 1893. 

(3) Donoso Cortés. Ensayo sobre el catolicismo, el liberalismo y el 
socialismo, pág. 27. Madrid, 1851. 
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bres todos a su práctica y aceptación nutran y perfeccionen a 


la vez la religión y moralidad privadas, pero sin el empleo de 


la coacción para el fomento de estas últimas, porque entonces 
se arrogaría sobre ellas una promoción por nosotros inacep- 


| table. 


1878. Es deber de la autoridad la defensa y tutela del or- 
den jurídico y por consiguiente de los derechos religiosos y mo- 
rales lesionados aunque privadamente por la injuria contra la 


“justicia conmutativa, nacida de la fuerza, del miedo o del frau- 
de (1). Es una de las más graves obligaciones del poder polí- 


tico promover e impulsar indirectamente la religión y la mo- 
ralidad privadas: a) porque la religión como complexo de los 


= deberes para con Dios, es fundamento de todos los otros debe- 


res sin exceptuar los de justicia, base de los reinos: b) porque 
una moralidad intensa alentada y sostenida por la religión es 
la mayor garantía de la paz, del orden y de la estabilidad de la 
sociedad civil e insustituible por la policía y el ejército. 

1879. Si bien la autoridad civil debe prohibir y castigar to- 
dos los escándalos públicos, hemos de notar: a) que depende 


“con mucha frecuencia de las circunstancias de lugar, tiempo y 


- 
- 


personas que algunas acciones sean o no escandalosas: b) que 
no siempre pueden ser provechosamente castigados por la au- 
toridad civil ni prohibidos todos los escándalos opuestos a la 
verdadera religión y a la moralidad pública para no ser origen 
la prohibición y el castigo, de males mayores—núm. 104.—En 
la sociedad donde reina la unidad religiosa, el ejercicio público 
de una falsa religión y la edificación de templos para algunos 
disidentes es un grave escándalo contra la justicia legal que 
ha de ser severamente prohibido y castigado. Allí sin embargo, 
donde la mayoría de los ciudadanos profesan una religión fal- 


sa, puede y debe el poder público tolerarles su ejercicio y sus 
“templos en previsión de los gravísimos males que nacería de 
"negarles su libertad en esta materia. La libertad de cultos no 


puede llamarse en sí un verdadero derecho, pero se ha de re- 


conocer y defender contra los agresores el derecho de libertad 
en cuya esfera se halla materialmente incluído. De las relacio- 
nes del Estado con las falsas religiones, hablaremos más ade- 
lante—núms. 2573 y sigs.—; de las atribuciones de la autori- 
dad sobre la familia y las clases, hemos hablado suficientemen- 
—te—núms. 1475 y sigs.; 1579 y sigs.— 
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